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sino también el manifiesto que puede preparar 
el mundo de mañana.» 
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Presentación 


Por todo el mundo, diferentes movimientos se oponen a la apropia- 
ción por parte de una pequeña oligarquía de los recursos naturales, los 
espacios y los servicios públicos, los conocimientos y las redes de comu- 
nicación. Estas luchas plantean todas ellas una misma exigencia, se basan 
en un mismo principio: lo común. 

Pierre Dardot y Christian Laval muestran por qué este principio se 
impone hoy en día como el término central de la alternativa política para 
el siglo xxt: anuda la lucha anticapitalista y la ecología política mediante 
la reivindicación de los «comunes» contra las nuevas formas de apropia- 
ción privada y estatal; articula las luchas prácticas con las investigaciones 
sobre el gobierno colectivo de los recursos naturales o de la información; 
designa formas democráticas nuevas que aspiran a tomar el relevo de la 
representación política y del monopolio de los partidos. 

Esta emergencia de lo común en la acción reclama un trabajo de cla- 
rificación en el pensamiento. El sentido actual de lo común se distingue 
de los numerosos usos que se ha dado a esta noción, ya sean filosóficos, 
jurídicos o teológicos: bien supremo de la ciudad, universalidad de esen- 
cia, propiedad inherente a ciertas cosas, incluso alguna vez el fin perse- 
guido por la creación divina. Pero hay otro hilo que vincula lo común, 
no a la esencia de los seres humanos o a la naturaleza de las cosas, sino a 
la actividad de las personas mismas: sólo una práctica de puesta en común 
puede decidir qué es «común», reservar ciertas cosas al uso común, pro- 
ducir determinadas reglas capaces de comprometer a los hombres. En 
este sentido, lo común reclama una nueva institución de la sociedad por 
ella misma: una revolución. 
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constante desde el comienzo y nos prodigó numerosos consejos y suge- 
rencias para hacer que la argumentación fuese lo más clara posible. 
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Introducción 
Lo común, un principio político 


El porvenir parece estar suspendido. Vivimos este momento extraño, 
desesperante e inquietante, en el que nada parece posible. El porqué no 
tiene ningún misterio; no se debe a ninguna eternidad del capitalismo, 
sino al hecho de que éste no ha topado todavía con los suficientes obstácu- 
los. El capitalismo sigue desplegando su lógica implacable, aun cuando 
demuestra cada día su temible incapacidad para aportar la menor solución 
a las crisis y los desastres que engendra. Incluso para extender su dominio 
sobre la sociedad a medida que va desarrollando todas sus consecuencias. 
Burocracias públicas, partidos de la «democracia representativa», exper- 
tos, están cada vez más encerrados en corsés teóricos y dispositivos prác- 
ticos de los que no pueden salir. El hundimiento de lo que había constt- 
tuido la alternativa socialista desde mediados del siglo XIX, que permitió 
contener o corregir algunos de los efectos más destructivos del capitalis- 
mo, agrava el sentimiento de que la acción política efectiva es imposible 
o impotente. Quiebra del estado comunista, transformación neoliberal 
de lo que ya ni siquiera merece el nombre de «socialdemocracia», deriva 
soberanista de buena parte de la izquierda occidental, debilitamiento de 
la masa de asalariados organizados, ascenso del odio xenófobo y del na- 
cionalismo, son otros tantos elementos que nos llevan a preguntarnos si 
hay todavía fuerzas sociales, modelos alternativos, modos de organiza- 
ción y conceptos que permitan esperar un más allá del capitalismo. 


La tragedia de lo no común 


La situación que se impone a la humanidad es, sin embargo, cada vez 
más intolerable. El verdadero «espíritu del capitalismo» nunca fue mejor 
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plasmado que con la expresión atribuida a Luis XV: «¡Después de mí, el 
diluvio!» El capitalismo, al producir sobre una base cada vez más amplia 
las condiciones de su expansión, está destruyendo las condiciones de 
vida en el planeta y conduce a la destrucción del hombre por el hom- 
 bre.? El empuje del capitalismo había sido más o menos canalizado por 
políticas redistributivas y sociales tras la Segunda Guerra Mundial, evi- 
tando así, se creía, el retorno de los desastres sociales, políticos y militares 
que había producido desde el siglo xtx. En los años 1980, el neolibera- 
lismo, con la ayuda de todo el arsenal de las políticas públicas, impuso 
una vía muy distinta, extendiendo la lógica de la competencia a toda la 
sociedad. 

De todo ello ha resultado un nuevo sistema de normas que se apode- 
ra de las actividades laborales, de los comportamientos, incluso de las 
mentes. Este nuevo sistema instaura una competencia generalizada, orde- 
na la relación con uno mismo y con los demás en función de la lógica de 
la autosuperación y el rendimiento indefinido. Esta norma de la compe- 
tencia no nace espontáneamente engjada uno de nosotros como un pro- 
ducto natural del cerebro, no es biológica, sino efecto de una política 
deliberada. Es con la ayuda muy activa del Estado como la acumulación 
ilimitada del capital dirige de un modo cada vez más imperativo y rápido 
la transformación de las sociedades, de las relaciones sociales y las subje- 
tividades. Estamos en la época del cosmocapitalismo, en el que, mucho 
más allá de la esféra del trabajo, las instituciones, las actividades, los tiem- 
pos de vida, son sometidos a una lógica normativa general que los recon- 
figura y los orienta de acuerdo con los fines y los ritmos de la acumula- 
ción del capital. Este sistema de normas es el que alimenta hoy en día la 
guerra económica generalizada, sostiene el poder del mercado de las fi- 
nanzas, engendra las desigualdades crecientes y la vulnerabilidad social de 
la mayoría, acelerando además el abandono de la democracia.* 


1. Véase M. Lowy, Écosocialisme, Palternative radicale á la catastrophe écologique capitalis- 
te, Mille et une Nuits, París, 2011. (Trad. cast.: Ecosocialismo: la alternativa radical a la ca- 
tástrofe ecológica capitalista, Biblioteca Nueva, Madrid, 2012.) 

2. I. Stengers, Au temps des catastrophes. Résister á la barbarie qui vient, Les Empécheurs 
depenser € en rond/La Découverte, París, 2009. (De próxima publicación en la Editorial 
Gedisa, Barcelona.) 

3. Remitimos aquí a uno de nuestros anteriores libros: P. Dardot, Ch. Laval, La 
Nouvelle Raison du monde. Essai sur la société néolibérale, La Découverte, París, 2010. (Trad. 
cast.: La nueva razón del mundo: ensayo sobre la sociedad neoliberal, Gedisa, Barcelona, 2013.) 
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Esta misma lógica normativa es la que precipita la crisis ecológica. Cada 
uno, en el capitalismo neoliberal, se convierte en «enemigo de la natura- 
leza», de acuerdo con una fórmula de Jean Kovel.* Desde hace años, el 
Programa de las Naciones Unidas para el desarrollo (PNUD) y el Grupo 
Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático (más conocido 
por sus siglas en inglés: 1pcc) elaboran informe tras informe presentan- 
do el calentamiento climático como el problema más importante y más 
urgente jamás planteado a la humanidad.” Las poblaciones más pobres 
serán las primeras en sufrir los efectos-del calentamiento climático, y- 
las nuevas generaciones serán las que, a mediados del siglo XXI, sufrirán a 
causa de las alteraciones del clima. En un libro de gran lucidez, Harold 
Welzer afirma que «el calentamiento climático agrava las desigualdades 
globales en condiciones de vida y de supervivencia, porque afecta a las 
sociedades de formas muy diversas». Welzer prevé que en el siglo xxI se 
asistirá «no sólo a tensiones en las que estarán en juego el derecho al agua 
y a su explotación, sino a verdaderas guerras por los recursos».? 

La crisis ecológica no es la única que afecta al destino de las poblacio- 
nes del globo. Hasta sería peligroso pensar que sólo la urgencia climática 
debería reclamar una movilización general, mientras que las empresas, las 
clases dominantes y los Estados podrían seguir peleándose, como si nada, 
por acaparar el máximo de riqueza, de poder, de prestigio, as usual. Pero 
esta crisis, sin duda más que otras, es significativa de los callejones sin sali- 
da a los que nos enfrentamos. El mundo no quedará protegido mediante 
el establecimiento de una especie de reserva de «bienes comunes natura- 
les» (tierra, agua, aire, bosques, etc.) «milagrosamente» preservados de : 
la expansión indefinida del capitalismo. Todas las actividades y todas las ' 
regiones interactúan. No se trata tanto, pues, de proteger «bienes» funda- | 
mentales para la supervivencia humana como de transformar profun- | 
damente la economía y la sociedad invirtiendo el sistema de las normas 
i 


4. J. Kovel, The Ennemy of Nature. The End of Capitalism or the End of the World?, Zed 
Books, Nueva York, 2002. 

5. PNUD, «Rapport mondial sur le développement humain 2007/2008. La lutte con- 
tre le changement climatique: un impératif de solidarité humaine dans un monde divisé» 
(«Informe sobre Desarrollo Humano 2007-2008», disponible en http://hdr.undp.org/ 
sites/default/files/hdr_20072008_summary. spanish.pdf). 

6. H. Welzer, Les Guerres du climat. Pourquoi on tue au XXF siécle, Gallimard, París, 
2009, pág. 13. (Trad. cast.: Guerras climáticas: por qué mataremos (y nos matarán) en el siglo 
XXI, Katz, Barcelona, 2011.) 
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que amenaza ahora muy directamente a la humanidad y a la naturaleza. 
És esto, precisamente, lo que han comprendido todos aquellos para quie- 
nes la ecología política consecuente sólo puede ser un anticapitalismo 
radical.” ¿Por qué razón el desastre anunciado por las autoridades cientí- 
ficas no suscita, salvo en una minoría, la movilización que sería de espe- 
rar? El diagnóstico extremadamente grave establecido por el PNUD, el 
GIEC y por numerosas instituciones hoy en día plantea la cuestión de una 
acción colectiva capaz de responder a la urgencia climática. Ni las em- 
presas ni los Estados aportan las respuestas capaces de hacer frente a los 
procesos desencadenados. Los repetidos fracasos de las cumbres sobre el 
cambio climático ponen de relieve, en efecto, la cerrazón de los dirigen- 
tes económicos y políticos dentro de la lógica de la competencia mundial. 
La idea de un destino común de la humanidad todavía no se impone y 
las vías para una indispensable cooperación siguen obturadas. En realidad, 
vivimos la tragedia de lo no-común. 
Dicha tragedia no se debe tanto a que la humanidad ignore lo que le 
; espera, como al hecho de que está Hgjo el control de los grupos econó- 
. micos, las clases sociales y las castas económicas que, sin ceder nada en 
cuanto a derechos y privilegios, quisieran prolongar el ejercicio de su 
dominio alimentando la guerra económica, el chantaje del paro y el miedo 
a los extranjeros. El callejón sin salida en que nos encontramos pone de 
manifiesto el desarme político de las sociedades. Al mismo tiempo que 
pagamos el precio de la ausencia de límites del capitalismo, padecemos 
una debilitación considerable de la democracia, es decir, de los pocos y 
limitados medios a través de los cuales era posible contener la lógica eco- 
nómica dominante, sostener espacios de vida no mercantiles, mantener 
instituciones dependientes de principios ajenos al provecho, corregir o 
atenuar los efectos de la «ley de la competencia mundial». Los «responsa- 
bles políticos» que se suceden al albur de las alternancias han perdido hoy 
en día, en gran medida, su libertad de acción frente a poderes económi- 
cos que ellos mismos han estimulado y reforzado. El alza del naciona- 
lismo, de la xenofobia o de la paranoia securitaria son consecuencias di- 
rectas de este sometimiento del Estado, cuya principal función en la 
actualidad es someter a la sociedad a las exigencias del mercado mundial. 


7. Véase J. B. Foster, «Ecology against Capitalism», Monthly Review, vol. 53, n* 5, 
octubre de 2001. 
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Seguir esperando del Estado nacional que proteja eficazmente a la 
población de los mercados financieros, de las deslocalizaciones, de la de- 
gradación climática, es ilusorio. Sin duda, los movimientos sociales de 
estos últimos decenios han intentado salvar lo que podía ser salvado 
de los servicios públicos, de la protección social y el derecho laboral. 
Pero nos percatamos de que el marco nacional y los mecanismos estatales 
son insuficientes o inadecuados para enfrentarse a las regresiones socia- 
les y a los riesgos ambientales. Se ve, sobre todo, que el Estado cambia de 
forma y de función a medida que se acentúa la competición capitalista 
mundial, y que su función actual es menos la de administrar una pobla- 
ción para mejorar su bienestar que la de imponerle la dura ley de la mun- 
dialización. En realidad, si lo común se ha vuelto a día de hoy algo tan 
importante es porque revoca brutalmente las creencias y las esperanzas 
progresistas en el Estado. No se trata, evidentemente, de hacerse eco de 


la condena neoliberal de las intervenciones sociales, culturales o educati- : 


vas del Estado, sino por el contrario de liberarlas de sus límites burocrá- 


ticos y someterlas a la actividad social y a la participación política de la 


mayoría. En el fondo, paradójicamente, ha sido el propio neoliberalismo : 


el que ha impuesto el giro del pensamiento político hacia lo común, 
rompiendo la falsa alternativa, en espejo, entre el Estado y el mercado, lo 
cual pone de manifiesto que en la actualidad es vano esperar que el Esta- 
do vuelva a «encastrar» la economía capitalista en el derecho republicano, 
en la justicia social e incluso en la democracia liberal. De este modo se ha 
puesto fin a la idea de que el Estado podría ser el recurso de la sociedad 
contra, Jos efectos desastrosos del capitalismo. Desde este punto de vista, 


Ugo | Mattei tuvo toda la razón al insistir en el sentido que tienen las «pri- ' 


vatizaciones» que han hecho pasar de las manos del Estado a las de grupos 
particulares oligárquicos aquello que se puede considerar fruto del traba- 
jo común o correspondía al dominio del uso común. Lo que se puso > de 
manifiesto es que la propiedad pública no es una protección de lo co- 


mún, sino una especie de forma «colectiva» de propiedad privada, reser- | 


vada a la clase dominante, que puede disponer de ella a su antojo y ex- : 


poliar a la población de acuerdo con sus deseos y sus intereses. El hecho 
de que la llamada izquierda gubernamental haya mostrado, en muchos 


8. U. Mattei, «Rendre inaliénables les biens communs», Le Monde diplomatique, di- 
ciembre de 2011. Véase U. Mattei, Beni comuni. Un manifesto, Laterza, Roma, 2011, 
pág. 8 y 9. (Trad. cast.: Bienes comunes: un manifiesto, Trotta, Madrid, 2013.) 
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lugares, tanto celo en esta operación de expolio no es en absoluto ajeno 
a la desconfianza masiva en la política que hoy en día se constata. 

De un modo más general, dondequiera que se mire, la acción colec- 
tiva parece difícilmente practicable. El aplastante dominio burocrático 
que caracteriza a la administración de lo «social» tiene en ello un papel 
importante, como lo tiene la invasión de la vida cotidiana por parte del 
consumismo de masas, a modo de compensación psíquica o signo de pres- 
tigio. A ello se añade la individualización extrema de las políticas de 
gestión de la mano de obra, cuyo objetivo es romper los colectivos 
de trabajo —efecto éste que han conseguido en la práctica—. Conver- 
tirse en «emprendedor de sí mismo», «responsabilizarse», «superar: tus 
objetivos», son otros tantos imperativos que no predisponen a la resis- 
tencia colectiva de los asalariados en posición de dependencia y de 
subordinación. Mientras que los «ganadores» saben defender muy bien 
colectivamente sus posiciones, los que permanecen aislados en la com- 
petición general acaban quedando reducidos a la impotencia. Tal des- 
colectivización de la acción, que ffecta sobre todo a los asalariados 
de base, explica esa especie de vacío social que todo el mundo experi- 
menta, forma contemporánea de lo que Hannah Arendt llamaba la «de- 
solación». 

Ante constataciones tan abrumadoras, la postura más extendida con- 
siste en deplorar la ausencia de alternativas políticas, la ruina de los ideales 
colectivos o también el eco demasiado débil de las utopías concretas. Ya 
es hora de desarrollar nuevas perspectivas sobre un más allá del capitalis- 


mo, de pensar las condiciones y las fornras posibles de Factuar en común, 


de extraer los principios capaces de orientar las luchas, de vincular las 
prácticas dispersas a la forma que pudiera adoptar una nueva institución 
general de las sociedades. No sobreestimamos la importancia de este tra- 
bajo: por sí solo no será suficiente, porque nada podrá reemplazar al 
compromiso con la acción. Pero es indispensable.? 


9. Retomaríamos de buen grado a nuestro cargo la fórmula de Cornelius Castoriadis 
cuando ponía fin, en 1967, a la publicación de la revista Socialisme ou Barbarie: «Una ac- 
tividad revolucionaria sólo volverá a ser posible cuando una reconstrucción ideológica 
radical pueda volver a encontrarse con un movimiento social real». Véase C. Castoriadis, 
«La suspension de la publication de Socialisme ou Barbarie», circular dirigida a los abo- 
nados y lectores de Socialisme ou Barbarie en junio de 1967, en L”Expérience du mouvement 
owvrier, vol. 2, 10/18, UGE, 1974, pág. 424. 
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La emergencia estratégica de lo común 


La reivindicación de lo común ha nacido, en primer lugar, en las luchas 
sociales y culturales contra el orden capitalista y el Estado empresarial. Tér- 


mino central de la alternativa al neoliberalismo, lo «común» se ha con- 


vertido en el principio efectivo de los combates y 1 ¡Tos movimientos que, 
desde hace dos decenios, han resistido a la dinámica del capital y han 
dado lugar a formas de acción y a discursos originales. Lejos de ser una 
pura invención conceptual, es la fórmula de los movimientos y las co- 


rrientes de pensamiento que quieren oponerse a la tendencia principal de 
nuestra época: la extensión de la apropiación privada a todas las esferas 
de la sociedad, de la cultura y de la vida. En este sentido, el término «co- 
mún» designa, no el resurgimiento de una idea comunista eterna, sino la 
emergencia de una forma nueva de oponerse al capitalismo, incluso de 
considerar su superación. Se trata igualmente de un modo de volver la 
espalda definitivamente al comunismo estatal. El Estado, convertido en 
propietario de todos los medios de producción y de administración, ani- 
quiló metódicamente el socialismo, «que siempre fue concebido como 
una profundización de la democracia política, no como su rechazo». Se 
trata, pues, para aquellos a quienes no satisface la «libertad» neoliberal, de 
abrir otro camino. Este contexto es el que explica cómo surgió el tema 
de lo común en los años 1990, al mismo tiempo en las luchas locales más 
concretas y en movilizaciones políticas de gran amplitud. 

Las reivindicaciones en torno a lo común surgieron en los movimien- 
tos altermundialistas y ecologistas. Tomaron como referencia el antiguo 
término de commons, buscando oponerse a lo que era percibido como 


una nueva ola de endlosures.!! Esta expresión remite al proceso plurisecu- 


lar de acaparamiento de las tierras empleadas colectivamente («comuna- 
les») y supresión de los derechos consuetudinarios en las campiñas euro- 


10. M. Lewin, Le Siécle soviétique, Fayard/Le Monde diplomatique, París, 2008, pág. 
477. (Trad. cast.: El siglo soviético: ¿qué sucedió realmente en la Unión Soviética?, Crítica, 
2006.) 

11. Nota del T.: El término inglés original enclosure tiene un equivalente idéntico en 
francés, enclosure, ya en uso en 1270, a partir del verbo enclore (encerrar). En español el 
equivalente es «cercamiento» (acción de poner un cercado o valla alrededor de un cam- 
po), que utilizaremos en adelante según los contextos, manteniendo a veces el original 
enclosure por la fuerte difusión de este término en el campo discursivo del que este libro 
se Ocupa. 


- 
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peas mediante el cercamiento de los campos y los prados. El espíritu 
general del movimiento queda bien resumido en esta fórmula de los ac- 
tores de la «batalla del agua» de Cochabamba: «Hemos sufrido un gran 
robo, cuando no somos propietarios de nada».*? Estos commons han sido 


, Objeto, al mismo tiempo, de una intensa reflexión teórica. Numerosos 


trabajos empíricos, algunos de ellos'a iniciativa de Elinor ( Ostrom, se han 


- dedicado a las formas institucionales, las reglas de funcionamiento, los 
' instrumentos jurídicos que permiten a colectividades gestionar «en co- 


mún» recursos compartidos fuera del mercado y al margen del Estado, ya 
se trate de recursos naturales o de «comunes de conocimiento». La ex- 


pansión fulgurante de internet en las dos o tres últimas décadas ha permi- 


tido visibilizar las nuevas posibilidades de la cooperación intelectual y la 
reciprocidad de los intercambios en red, así como los riesgos que gravitan 
sobre las libertades debido a la concentración del capitalismo digital y el 
control policial ejercido por los Estados. Filósofos, juristas y economistas 
han multiplicado desde entonces sus trabajos, constituyendo así poco a 
poco el dominio cada vez más rico de los commons studies. Michael Hardt 
y Antonio Negri, por su parte, proporcionaron la primera teoría de lo 
común, lo cual tuvo el mérito histórico de hacer pasar la reflexión del 
plano de las experiencias concretas de los commons (en plural) a una con- 
cepción más abstracta y políticamente más ambiciosa de lo común (en 
singular).'* En suma, «común» ha legado.a.ser el nombre-de un régi- 


men de prácticas, de luchas, de instituciones y de investigaciones que 
apuntan a un porvenir no capitalista. ” A 

— El propósito de este libro es precisamente refundar e el concepto de. co- 
mún de forma rigurosa, y ello rearticulando las prácticas-quea día de hoy 
encuentran en él su sentido con cierto número de categorías e institucio- 
nes, a veces muy antiguas, que han hecho de lo “común, en la historia 
occidental, un término al mismo tiempo valorizado y maldito. Valoriza- 
do e incluso sacralizado, ya que lo común mantiéne una gran afinidad 


con aquello que excede al comercio profano; maldito, como término 


12. Primer comunicado de la Coordinadora de defensa del agua y de la vida, Cocha- 
bamba, diciembre de 1999. 

13. Véase M. Hardt y A. Negri, Multitude, La Découverte, París, 2004 (trad. cast.: 
Multitud: guerra y democracia en la era del imperio, Debate, Barcelona, 2004); y sobre todo 
Commonwealth, Stock, París, 2012. (Trad. cast.: Commonwealth, el proyecto de una revolu- 
ción en común, Akal, Madrid, 2011.) 
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siempre amenazador para los goces de la propiedad privada o estatal. Las 
investigaciones que aquí presentamos quieren ir, por lo tanto, al «fondo 
de las cosas», a la raíz del derecho y de la economía política. Interrogan 
lo que se entiende por «riqueza», por «valor», por «bien», por «cosa». 
Cuestionan la base filosófica, jurídica y económica del capitalismo, y su 
finalidad es revelar lo que este edificio político ha reprimido, todo lo que 
ha prohibido pensar e instituir. La institución de la propiedad privada 
individual, que concede el dominio y el goce exclusivo de la cosa, de 
acuerdo con la antigua figura romana del dominium, es la pieza decisiva 
del edificio, a pesar de su relativo desmembramiento y de Ñ crisis doctri- 


cipio consiste en retirar las cosas del uso común, niega la. cobpcndión, sin 


la que nada sería posible, e ignora el tesoro común acumulado en el que 
toda nueva riqueza encuentra sus condiciones de posibilidad. La «ficción 
propietaria», que se extiende hoy al inmenso dominio de la cultura, de 
las ideas, de la tecnología, de lo viviente, evidencia cada día al mismo 
tiempo sus límites y sus efectos. La propiedad de Estado no es tanto su 
contrario como su transposición y su complemento, en la medida en que 
el Estado, no contento con integrar las normas de lo privado, toma úni- 
camente la iniciativa de su propia defección: es el Estado el que, en Bra- 
sil, abandonó a la propiedad privada los transportes públicos en las grandes 
ciudades; es también el Estado el que, en Estambul, privatiza los espacios 
urbanos en provecho de las grandes empresas inmobiliarias; es igualmen- 
te el Estado el que, en Etiopía, entrega a multinacionales, mediante ce- 
siones de noventa y nueve años, tierras de las que es el único propietario. 


l 


El régimen de la propiedad privada fue perturbado en el siglo XIX por la * 


gran protesta socialista, ante lo injustificable del acaparamiento de los 
frutos del trabajo de los asalariados. Hoy en día se ve expuesto a otra 


crítica, que pone de manifiesto que la propiedad no es únicamente ese | 


bién una amenaza general que afecta a las condiciones de soda vida en 


común.'* La posibilidad de un vuelco político radical reside “ém 1O si 
guiente: mientras que lo común era hasta ahora concebido como la gran ' 


amenaza contra la propiedad, planteada como medio y razón de vida, 


14. Véase H. Kempf, Comment les riches détruisent la planéte, Le Sevil, París, 2007. 
(Trad. cast.: Cómo los ricos destruyen el planeta, Clave intelectual, Madrid, 2011.) 
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ahora es la misma propiedad sobre la que tenemos razones para conside- 
rarla como amenaza contra la posibilidad misma de la vida. 

La presente obra quiere identificar el principio político de lo común 
como el sentido de los movimientos, luchas y discursos que, estos últi- 
mos años, se han opuesto a la racionalidad neoliberal casi en todo el 
mundo. Los combates por la «democracia real», el «movimiento de las 
plazas», las nuevas «primaveras» de los pueblos, las luchas de estudiantes 
contra la universidad capitalista, las movilizaciones por el control popular 
de la distribución de agua, no son acontecimientos caóticos y aleatorios, 
“erupciones accidentales . y pasajeras, tumultos dispersos -y sin. finalidad. 
Estas luchas políticas obedecen a la racionalidad política de lo común, 
son búsquedas colectivas de formas democráticas nuevas. 

Es lo que expresa de forma muy clara la relación entre la «Comuna»” 
y los «comunes», que el movimiento del parque Gezi de Estambul de la 
primavera de 2013, inscrito en la larga serie de ocupaciones de plazas y 
de parques a lo largo y ancho del planeta desde 2011, hizo visible: «Co- 
muna» es el nombre de una form política, la del autogobierno local; 
«comunes» es, en particular, el nombre de esos espacios urbanos que la 
política neoliberal de Erdogan pretende confiscar en provecho de intere- 
ses privados. Es igualmente el nombre de una agrupación que se consti- 
tuyó en febrero de 2013, Our Commons, para oponerse a la «pérdida de 
lo que es común».** Durante diez días, desde el 1 hasta el 11 de junio, tras 
las barricadas en las que se podía leer «Comuna de Taksim», la plaza Taksim 
y el parque Gezi se convirtieron en un espacio de vida, un un lugar donde 
se experimentaba la puesta: en común de prácticas y formas de acción. Lo 
esencial es esto: tildados de «matones» por el poder, unos «ciudadanos 
defienden sus espacios de vida, crean algo común cuando se les empuja 
materialmente al aislamiento, cuidan del espacio colectivo y de ellos mis- 
mos».!” Por eso, precisamente, desde todas partes se ha tratado de asignar 
una identidad a los actores del movimiento Occupy Gezi, como si fuera 


15, Nota del T.: «Comuna» es equivalente a «municipio» en francés, pero a veces 
mantendremos el término «comuna», por sus resonancias con el término «común» y con 
los acontecimientos históricos conocidos como la Comuna de París. 

16. Véase el texto del manifiesto Our Commons. Who, why?, consultable en línea en 


” wyww.mustereklerimiz.org. 


17. F. Taylan, «Taksim, une place vitale», La Revue des Livres, n* 12, julio-agosto de 
2013, pág. 57. 
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preciso, a toda costa, que esta resistencia tuviera su origen en «alguien» 
en concreto, como si su valor político irremplazable no proviniera de 
que la subjetivación colectiva en acto hacía estallar todas las casillas iden- 
titariás (kemalistas contra islamistas, «turcos blancos» privilegiados contra 
turcos pobres venidos de provincias, etc.).1% A lo que este libro se dedica 
es a explorar esta significación política de las luchas contemporáneas con- 
tra el neoliberalismo. ES 


El capítulo inicial (capítulo 1) precisa lo que se entenderá aquí por «co- : 


mún»: mientras que «Comuna» es el nombre del autogobierno político 
local y «comunes» el nombre de los objetos de naturaleza muy diversa 
de los que se ocupa la actividad colectiva de los individuos, «común» es 
propiamente el principio que anima esta actividad y que preside al mis- 
mo tiempo la construcción de esa forma de autogobiernos. Esta precisión 
es necesaria dado que el término se emplea en contextos históricos muy 
diferentes y se encuentra históricamente sobrecargado de connotaciones 
filosóficas, jurídicas y religiosas de lo más heterogéneas. En la primera 
parte, «La emergencia de lo común», se tratará para nosotros de restituir 
el contexto histórico que acompañó a la afirmación del nuevo principio 
de lo común y de someter a crítica, como es preciso hacerlo, los lími- 
tes de las concepciones que en estos últimos años han llegado a aportar 
tanto economistas, filósofos o juristas como militantes. En la segunda 
parte, «Derecho e institución de-lo.común», se tratará más directamente 
de refundar el concepto de común situándonos deliberadamente en el 
terreno del derecho y de la institución. Lo peor que se puede hacer es 
dejar el derecho en manos de quienes tienen por profesión dictarlo. Para 
nosotros, el sistema de las normas es siempre un terreno donde están en 
juego conflictos, y el derecho es en cuanto tal un campo de lucha. No 
partimos de cero, contrariamente a una ilusión óptica que podría hacer 


creer que el tema es reciente. Nos apoyaremos en la larga historia de ' 
las creaciones institucionales y jurídicas que han desafiado el orden bur- : 


gués y la lógica propietaria, adernás de recurrir a los múltiples aportes de 


18. Véase el texto de Z. Gambetti, profesora de teoría política en la universidad del 
Bósforo: The Gezi resistance as surplus value, que muestra muy bien en qué sentido el 
«valor» creado por este movimiento constituye un exceso de sentido y de praxis que 
supera de lejos a los individuos que participaron en los acontecimientos públicos. Dispo- 
nible en: www.jadoliyya.com 
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la historia, de la teoría jurídica, de la filosofía política y de la tradición 
socialista, para dar de lo común una concepción nueva, capaz de esclare- 
cer el sentido de los combates del presente y determinar mejor sus lugares 
y lo que en ellos está en juego. Finalmente, en la última parte, aun sin 
pretender redactar un «programa», esbozaremos las grandes líneas de una 
«política de lo común». Ñ 


1 


Arqueología de lo común 


Identificar en lo común el principio de las luchas actuales contra el capi- 
talismo, y ello en todo el mundo, exige que previamente nos pongamos 
de acuerdo sobre qué se entiende aquí por común. El uso extensivo del 
adjetivo «común» en expresiones como «bien común» o «bienes comu- 
nes» podría hacer suponer que quiere decir cualquier cosa, que es algo en 
lo que todo el mundo puede reconocerse: sería, en el fondo, una de esas 
«palabras de goma» de las que hablaba Auguste Blanqui a propósito de la 
«democracia».? Estaríamos así ante una palabra insignificante, un no-con- 
cepto, un término en el fondo sin interés. Y, de hecho, a menudo se 
emplea como si designara al mínimo común denominador de las movi- 
lizaciones, el término medio que debería reunir a los «hombres de buena 
voluntad» de todas las clases y todas las confesiones. Ni las buenas inten- 
ciones ni los arrebatos de la conciencia bastarán nunca para llevar a cabo 
una política que se enfrente realmente al capitalismo. Y si lo común es- 
tuviera relacionado sólo con la «vida buena», con la armonía con la natu- 
raleza o el vínculo social, no habría mucho más que decir al respecto: 
bastaría con los tratados de moral. No habría nada nuevo que decir sobre 
las luchas actuales si se tratara tan sólo de movimientos de indignación 
moral que intentan introducir, en un mundo asolado como nunca antes 


1. A. Blanqui, «Lettre 4 Maillard», 6 de junio de 1852, Maintenant il faut des armes, 
La Fabrique, París, 2006, pág. 176. En 1852, tras el golpe de Estado de Luis Napoleón 
Bonaparte, Augusto Blanqui declara: «Se lo ruego, ¿qué es un demócrata? Es una palabra 
vaga, banal, sin acepción precisa, una palabra de goma». Y añade: «¿Qué opinión no 
lograría acogerse bajo esta enseña? Todo el mundo pretende ser demócrata, sobre todo los 


aristócratas». 
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lo estuvo por el egoísmo de las oligarquías dominantes, un poco más de 
atención a los demás, un mayor cuidado y más voluntad de compartir. 
¿Quién no se identificaría, al menos en el plano de las palabras, con la 


aspiración a rehacer un mundo común, restablecer una comunicación ' 


racional, redefinir un vivir juntos? Una aspiración que puede alimentar 
tanto el republicanismo más intransigente como todos los comunitaris- 
mos particulares que apelan a las raíces, a los orígenes, a las tradiciones, a 
las creencias. 

_. Entendemos aquí lo común de un modo que se desmarca de cierto 
cid de usos corrientes poco reflexivos y: por decirlo todo, bastante 
que llevan, a cabo un trabajo de arqueología. Lo que se sea como lo 
más nuevo en las luchas emerge en un contexto y se inscribe en una 
historia. Es la exploración de esta larga historia la que permite librarse de 


“las banalidades, confusiones y contrasentidos. Proponemos, en este capí- 


tulo inicial, un primer deslinde de los discursos en torno a lo «común», 
tanto para decir lo que no es comá para introducir la concepción que 
queremos elaborar en este hibro. 


La co-actividad como fundamento 
de la obligación política 


La raíz etimológica de la palabra «común» nos da una indicación decisiva 
y una dirección de investigación. Émilé Benveniste indica que el término 
latín munus pertenece en las lenguas indoeuropéas al vasto registro antropo- 
lógico del don, dentro del cual designa un fenómeno social específico: 
por su raíz, remite a un tipo particular de prestaciones y contraprestacio- 


- nes relacionadas con los honores y las ventajas vinculadas a cargos. Designa 


entonces, inseparablemente, lo que hay que cumplir activamente (un ofi- 
cio, una función, una tarea, una obra, un cargo) y lo entregado a cambio 
en forma de regalos y recompensas. Reconocemos en las significaciones 


. del término la doble faz de la deuda y el don, del deber y el reconoci- 


miento, propia del hecho social fundamental del intercambio simbó- 
lico. La literatura etnológica y sociológica ha estudiado, desde Marcel 
Mauss, sus múltiples formas en las sociedades humanas. El término que 
designa la reciprocidad, mutuum, es por otra parte un derivado de munus. 
Pero el munus no se puede reducir a una exigencia formal de reciproci- 


ARQUEOLOGÍA DE LO COMÚN 


29 


dad. Su singularidad reside en el carácter colectivo y a menudo político 
del cargo re-munerado (en el sentido etimológico del verbo remuneror, que 
significa ofrecer, a cambio, un regalo o una recompensa). De entrada y 
sobre todo, no son los dones y las obligaciones entre miembros de la pa- 
rentela o entre amigos los designados mediante este término, sino, más a 
menudo, prestaciones y contraprestaciones que conciernen a una comu- 
nidad entera. Esto se encuentra tanto en la designación latina del espec- 
táculo público de gladiadores (gladiatorum munus), como en el término 
que expresa la estructura política de una ciudad (municipium) formada de 
ciudadanos de la municipalidad (municipes). Se comprende entonces que 
la immunitas remita a la dispensa de la responsabilidad o del impuesto y 


pueda trasladarse, a veces, en el plano moral, a la conducta de aquel que , 
trata de escapar a sus deberes hacia otros por egoísmo. Se comprende ' 


sobre todo que los términos communis, commune, communia o communio, 
formados todos ellos con la misma articulación de cum y de munus, quie- 
ran significar no sólo lo que es «puesto en común», sino también y sobre 
todo a quienes tienen «cargos en común». Lo común, el commune latín, 
implica pues, siempre, cierta obligación de reciprocidad ligada al ejercicio 
de responsabilidades públicas.? La consecuencia que aquí extraeremos es 
que el término «común» es particularmente apto para designar el princi- 
pio político de una coobligación para todos aquellos: que-están cómpro- 
metidos en una misma actividad. En efecto, hay que entender el doble 
séntido contenido en munus: al mismo tiempo la obligación y la partici- 
pación en una misma «tarea» o una misma «actividad» —de acuerdo con 
un sentido más amplio que el de la estricta «funcióm»—. Hablaremos aquí 
de actuar común para designar el hecho de que haya hombres que se com- 


prometen juntos en una misma tarea y produzcan, actuando de este modo, 
normas morales y jurídicas que regulan su acción. En sentido estricto, el. 


principio político de lo común se enunciará, por tanto, en estos términos: 
«sólo hay obligación entre quienes participan en una misma actividad o:en' 
una misma tarea». Excluye, en consecuencia, que la obligación se funde: 
en una pertenencia dada independientemente de la actividad. 

Esta concepción recupera, aparte de la etimología latina, es lo que 
sugiere el griego, lengua política por excelencia, y más precisamente el 


2. É. Benveniste, Vocabulaire des institutions indo-européennes, vol. 1, Minuit, París, 
1969, págs. 96-97. 
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griego tal como se fijó en el léxico aristotélico. Lo común de origen la- 
tino resuena con la concepción de la institución de lo común (koinón) y 
con el «poner en común» (koinónein) en Aristóteles. De acuerdo con la con- 
cepción aristotélica, son los ciudadanos quienes deliberan en común para 
determinar qué conviene a la ciudad y qué es justo hacer.* «Vivir juntos» 
no es, como en el caso del ganado, «pacer en el mismo lugar», tampoco 
es ponerlo todo en común, es «poner en común palabras y pensamien- 
tos», es producir, mediante la liberación y la legislación, costumbres se- 
mejantes y reglas de vida que se aplican a todos aquellos que persiguen 
un mismo fin.* La institución de lo común (koinón) es efecto de una «pues- 
ta en común» que supone siempre una reciprocidad entre quienes parti- 
cipan en una actividad o comparten un modo de existencia. Lo que es 
cierto de una pequeña comunidad de amigos que buscan un fin común 
lo es también, a otra escala, de la ciudad orientada hacia el «bien co- 
mún soberano». No es éste el lugar para profundizar en el análisis de la 
concepción aristotélica de la actividad de «puesta en común». Bastará con 
decir que es verdaderamente matrichal para nuestra propia elaboración de 
lo común: hace de la práctica de la puesta en común la condición misma 


de todo lo común, en sus dimensiones afectivas y normativas? 5 Su] prin- 
cipal límite, que no hay que ignorar, es que preconiza la propiedad 
privada de los bienes, aunque con la condición de que aquello que se 
posee privativamente se someta al uso común.!? Ya que, si bien la distin- 
ción entre la propiedad y el uso es teóricamente fecunda, como tendremos 
ocasión de comprobar a lo largo del presente trabajo, la realidad del uso 


3. Aristóteles, Les Politiques, Garnier-Flammarion, París, 1993, pág. 246. (Trad. cast.: 
Política, Espasa Libros, Barcelona, 2001.) 

4. Aristóteles, Ethique dá Nicomaque, IX, 8.3.3, y 11.2, Garnier-Plammarion, París, 
2004, págs. 487 y 494-495. (Trad. cast.: Ética a Nicómaco, Alianza, Madrid, 2012.) Re- 
sulta significativo que la philia como amistad cívica sea concebida por Aristóteles como 
el efecto afectivo de la participación en una misma actividad, no como una comunidad 
afectiva realizada por una estricta jerarquía de funciones (como es el caso en la comuni- 
dad platónica, en la que la amistad «no puede sino diluirse»). Véase Aristóteles, Les Poli- 
tiques, op. cit., pág. 148). (Trad. cast. antes citada.) 

5. Volveremos a tratar esta cuestión más extensamente al principio del capítulo 6. 

6. Véase Aristóteles, Les Politiques, op. cit., pág. 152: «Manifiestamente, la mejor 
solución es qué la propiedad de los bienes sea privada y que se vuelvan comunes por su 
uso». Y también, pág. 481: «En nuestra opinión, la propiedad no debe ser común como 
algunos han dicho, sino convertirse en común, como entre amigos, por su uso, y ningún 
ciudadano debe carecer de medios de subsistencia». 
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común de los bienes privados es atribuida sólo a la «virtud» resultante de 
la legislación y de la educación,” lo cual supone subestimar el peso de una 
institución como la propiedad privada y el modo en que ésta puede de- 
terminar cierto tipo de conducta. 

La concepción del actuar común que queremos elaborar a partir de 
Aristóteles es del todo imposible de reducir a los discursos más corrientes 
que hacen uso del adjetivo «común». Cuando recorremos esta literatura 
política, nos llama la atención la mezcla de las tradiciones, la superposi- 
ción de las significaciones, la confusión de los conceptos. Así, encon- 
tramos en numerosos autores una misma concepción sincrética de lo 
común: la política que se debería instaurar aspiraría al «bien común» 
mediante la producción de «bienes comunes», los cuales constituirían un 
«patrimonio común de la humanidad».* De este modo, la muy antigua 
noción teológico-política de «bien común» es definida y al mismo tiem- 
po reactualizada recurriendo a la categoría jurídico-económica de los 
«bienes comunes» y a una concepción, a menudo muy esencialista, de 
una común naturaleza humana que estaría en la base de «necesidades vi- 
tales esenciales para la humanidad» o, finalmente, a la noción de «coexis- 
tencia social natural de los hombres» —a veces, incluso, a las tres cosas a 
un tiempo—. Así, todo aquel que trata de pensar hoy desde cero la cate- 
goría de común tropieza de entrada con una triple tradición que sigue 
actuando, más o menos conscientemente, en nuestras representaciones 
de lo común. La primera, de origen esencialmente teológica, concibe lo 
«común» como finalidad suprema de las instituciones políticas y religió- 
sas: la norma superior del «bien común» (en singular) debería ser el prin- ” 
cipio de acción y de conducta de quienes tienen la responsabilidad de los 
cuerpos y de las almas. La segunda es de origen jurídico y encuentra en ) 
nuestros días una forma de prolongación en cierto discurso económico 
sobre la clasificación de los «bienes» (en plural): tiende a reservar la cali- 
ficación de «común» a cierto tipo de «cosas». Tal es, por ejemplo, la 
orientación de los movimientos altermundistas, que quisieran promover 


7. Ibíd., págs. 151-152: «Luego, gracias a la virtud, ocurrirá, en lo que se refiere al 
uso de los bienes, como reza el proverbio: “Todo es común entre amigos”». 

8. Véase por ejemplo R. Petrella, Le Bien commun. Éloge de la solidarité, Éditions 
Page deux, Lausana, 1997; y Pour une nouvelle narration du monde, Écosociété, Montreal, 
2007, pág. 17; desde una perspectiva diferente, véase F. Flahault, On est passé le Bien 
commun?, Mille et une Nuits, París, 2011. 
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«bienes comunes mundiales» como la atmósfera, el agua o el conoci- 
miento.” La tercera es de origen filosófico: tiende a identificar lo común 
con lo universal (lo que es común a todos), o bien a expulsar, a los már- 
genes insignificantes de lo ordinario y lo banal, aquello que de lo común 
. se resiste a esta identificación. 
Examinaremos sucesivamente estas tradiciones de tal manera que se 
destaque lo que en cada una constituye un obstáculo para la elaboración 
. de un concepto verdaderamente político de lo común. 


Lo común, entre lo estatal y lo teológico 


Revalorizar la noción teológico-política de «bien común» plantea cierto 
número de cuestiones que por lo general no reciben un tratamiento ade- 
cuado, como por ejemplo la de saber quién se encuentra en la posición 
de definir qué es el «bien común» o precisar quién detenta los medios 
- eféctivos de una política supuestamente conforme a dicho «bien común». 
En realidad, el recurso al «bien Bnúno alimenta cierto número de pos- 
tulados perfectamente antidemocráticos que atribuyen al Estado, a «sa- 
. bios» o a «expertos en ética», incluso a la Iglesia, el cuidado de decir de 
: qué se trata. 

La noción de «bien común» tiene una larga historia que no podemos 
revisar aquí. Aun así, podemos extraer de ella algunos aspectos notables 
y poner de relieve algunas dificultades planteadas por los usos reactuali- 
zados del término. Las expresiones «bien común», «beneficio común» o 
«utilidad común», provienen directamente del latín. Pero las fórmulas 
latinas correspondientes provienen, a su vez, de la filosofía griega y del 
modo en que ésta trata la cuestión del acuerdo entre lo justo y lo ven- 


9. La categoría de «bienes comunes» es susceptible de modificaciones a lo largo de 
las luchas contra las políticas neoliberales. El movimiento italiano contra la privatización 
del agua, que desembocó en la propuesta de introducir la categoría de bienes comunes 
en el Código Civil, gracias al trabajo muy notable de la Comisión Rodotá (2008-2008), 
tiende a dar una interpretación innovadora de los bienes comunes respecto de la tradi- 
ción jurídica, integrando en ellos la dimensión de la «democracia participativa». Véase 
imíra, parte III, «Propuesta política 7». Por su parte, los economistas del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) han elaborado una teoría de los «bienes pú- 
blicos mundiales» que participa mucho más claramente de la lógica de la reificación ju- 
rídica. Véase infra, parte HI, «Propuesta política 8». 
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tajoso. “Traducen, más precisamente, la expresión griega empleada por 
Anistóteles para significar el beneficio común: koiné sinferon. Fue princi- 
palmenté a través de Cicerón-como la expresión utilitas í communis, traduc- 
ción-de esta expresión “aristotélica, pasó a la reflexión ética y política en 
Occidente. Será asimilada y transmitida por aquellos pasadores de textos 
que fueron los Padres de la Iglesia, en especial Agustín, Cicerón, cuando 
emplea esta expresión, destaca particularmente la dimensión del deber 
que incumbe a los magistrados en el ejercicio de su función. Todos aque- 
llos que tienen un cargo deben servir, no a su propio interés, sino a la 
utilidad común, que se confunde con la misma sociedad humana, ya que 
obedece a las obligaciones de reciprocidad que en ella se establecen na- 
turalmente, así como a la utilidad de la cosa pública (utilitas rei publicae) en 
una perspectiva republicana. Traicionar la utilidad pública en provecho 
de la propia codicia egoísta, como hacen los tiranos, es contra natura. Por 
eso hay que extirparlos de la comunidad humana: «El abandono de la 
utilidad común es contra natura, es injusto».* Los responsables de la ciu- 
dad deben procurar en sus actos la utilidad de todos en conjunto (utilitas 
universorum), pero esta última por fuerza debe identificarse con la utilidad 
común (utilitas communis). La utilidad común es utilidad del hombre en 
tanto que hombre (utilitas hominum): «Si la naturaleza prescribe que el 
hombre quiera que se cuide del hombre, sea quien sea, por la propia 
razón de que es hombre, de ello se sigue necesariamente, según la misma 


naturaleza, que la utilidad de todos (omnium utilitas) es utilidad común 
(utilitas communis)».** Esto significa que el hombre, como parte del cos- * 


mos y miembro de la humanidad, debe conformar su interés a las obliga- 
ciones de la vida en sociedad luchando contra la cupiditas destructora de 


la comunidad de los hombres. La concepción ciceroniana llega lejos: la 
primacía de la utilidad común autoriza al sabio a confiscar los bienes de 


un hombre nocivo que parasita la comunidad.” 


Destaquemos que, en el marco de tal filosofía estoica, la naturaleza es * 


la que prescribe qué es la utilidad común y dicta, por lo tanto, la conduc- 
ta de quien tiene la responsabilidad política como garante de lá utilidad 


10. Cicerón, Les Devoirs, Libro III, vi-30, Les Belles Lettres, París, 2002, pág. 85. 
(Trad. cast.: Sobre los deberes, Alianza, Madrid, 2013.) 

11. Ibíd., vi-26 y vi-27, pág. 83 (Nota del T..: traducción modificada por los autores, 
como advierten en nota). 

12. Ibíd., vi-31, pág. 86. 
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de la cosa pública (utilitas rei publicac). En otros términos, al hombre hon- 
rado y sabio le corresponde saber qué es este «beneficio común» consti- 
tutivo de la sociedad humana como tal. Durante siglos, debido a la trans- 
misión y al cultivo de los textos de la época clásica, el servicio de la 
utilidad común se le reclamará al hombre virtuoso, que debe siempre 
someter a ella su propio interés. Será precisa la transformación utilitarista 
del siglo XVII para invertir claramente la jerarquía de los términos y hacer del 
interés propio la marca misma de la naturaleza humana y el nuevo fun- 
damento de las normas. 

Para Cicerón, la legislación y la acción gubernamental deberían ser 
siempre «para la utilidad común» (communi utilitati). Él no confunde la 


¿ utilidad de la «cosa pública», que se impone a todos, con la utilidad «pú- 


blica», en el sentido restringido de los intereses del Estado. No habría que 


y justificar todos los actos del Estado, pues éste podría alguna vez defender 


intereses específicos que se oponen a la utilidad de la sociedad: «Son des- 
tacables los casos en los que se desprecia la apariencia de la utilidad públi- 
ca en comparación con la belleza, moral».'* Esta oposición propiamente 
republicana no se encuentra en el conjunto de la doctrina política ro- 
mana y desaparecerá, incluso, en la época imperial. Por otra parte, hay 
que destacar la relativa indistinción, que permanecerá por mucho tiem- 


po, entre la utilidad. común y la utilidad pública (utilitas publica): l cosa 


pública y las obligaciones de la sociedad humaña (societas hon 
confunden. Esta confusión se debe a que el término “público puede « ser 
empleado con dos significaciones diferentes,** dualidad que perdura, por 
otra parte, en múltiples lenguas. Lo público se opone a lo privado, como 
lo común se opone a lo propio.** Por un lado, se Opone a: todo lo que 
corresponde al dominio privado, pero no está necesariamente xte ligado al 
Estado: así, se habla de «lectura pública», esto es, hecha ante todo el mun- 


13. Ibíd., xi-47, pág. 95. Véase el comentario de J. Gaudemet, «Utilitas publica», 
Revue historique de droit frangais et étranger, n* 29, 1951, retomado en Ch. Lazzeri y 
D. Reynié, Politiques de l'intérét, Presses universitaires franc-comtoises, Besanzón, 1998, 
pág. 11. 

14. Volveremos a comentar estas dos significaciones de «público» en el capítulo 6, así 
como en la parte HI, «Propuesta política 1». 

15. En cierto número de lenguas, como el inglés y, en menor grado, el francés, la 
superposición de las dos nociones se ha mantenido. Véase E. Dovere, «Le discours juri- 
dique et moral de Putilitas 4 Rome», en A. Caillé, Ch. Lazzeri y M. Senellart, Histoire 
raisonnée de la philosophie morale et politique, La Découverte, París, 2001, págs. 108-115. 
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do, o también se habla, aún hoy, de «opinión pública», que evidente- 
mente no es la opinión del Estado. Por otro lado, el término «público» 
designa lo que concierne al Estado en cuanto tal, sus instituciones y sus 
funciones: el publicum és el tésóro del Estado, los bona publica son los bie- 
nes del Estado. La doctrina política romana legó un término que, aunque 
remite a la comunidad de los ciudadanos, ha podido ser utilizado para 
magnificar y aumentar la dominación de la institución estatal sobre los 
sujetos políticos. 

Es digno de atención que en los códigos y las constituciones del Bajo 
Imperio se verifique cada vez más frecuentemente el uso de la expresión 
«utilidad pública» para significar los intereses especificos del Estado, dis- 
tintos de los de la sociedad, de tal modo que prácticamente empieza a 
funcionar como «un principio de acción política de los emperadores». ** 
La Salus Rei publicae se convertirá, después de la República romana y 
frente a las múltiples crisis que amenazan al Imperio, en mecanismo del 
absolutismo imperial. La oposición ciceroniana entre la «utilidad de la 
cosa pública» y la «utilidad pública», en sentido restringido, se borra a 
medida que progresa el estatismo. Es significativo, como se puede dedu- 
cir de la relación muy precisa que lleva a cabo Jean Gaudemet a partir de 
los escritos jurídicos, que el término utilitas communis llega, bajo Teodo- 
sio Í (siglo IV), a no significar más que las «deliberaciones de las asambleas 
provinciales, consideradas menos un servicio de Estado que el órgano 
representativo de intereses colectivos».*” Es cuando la utilidad de la co- 
munidad es menos importante que los intereses de los servicios estatales, 
que el paisaje doctrinal termina oponiendo, en los siglos 1v y v, la utilidad 
pública a la utilidad de los particulares (utilitas privatorum) afirmando la 
preeminencia de la primera. 

Sin embargo, la historia no tiene nada de lineal. En el Imperio cristia- 


no de Oriente, la doctrina, tal como podemos reconstituirla a partir de la. 


compilación jurídica del Código de Justiniano en el siglo vi, restablece 
la noción de una utilidad de lo común distinta de una utilidad del Estado, 
pero para confirmar que el cuidado del bien del koinón ha sido confiado 


por Dios al Emperador. Según Jean Gaudeme:t, la reviviscencia en Bizan- : 
cio de las fórmulas ciceronianas se debe sólo en parte a la influencia de 


16. E. Dovere, «Le discours juridique et moral de Putilitas ¿4 Rome», loc. cif., pág. 
115. Lo mismo ocurre con la expresión ius publicum. 
17. J. Gaudemet, «Utilitas publica», loc. cit., pág. 24 
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Padres de la Iglesia. Agustín, como se sabe, retoma de Cicerón la defini- 
ción de la república, que debe descansar en el doble fundamento del 
derecho y de la utilidad común.'* Pero lo que ahí se revela es, con toda 
seguridad, la perennidad de la doctrina aristotélica de la koiné sinferon. 
Este punto es muy importante para la posteridad del tema en el cristianis- 
mo hasta nuestros días. 

Estas nociones, de las que todas las doctrinas políticas ulteriores harán 
un uso abundante, se desarrollan en cierto número de direcciones que 


podemos aislar y que vacían a lo común de su sentido griego. La | prime- 


ra dirección que sigue la doctrina es la estatalización de lo común. La 
CT 

segunda es su espiritualización en el contexto cristiano. 

La primera dirección nos conduce al principio de la soberanía, que 


hace sel. Estado el poseedor pa monopolio, de la voluntad común. La 


estatal de la expresión, es un punto fundamental de la histoma política 
occidental. La soberanía, que define este pleno poder del Estado, es des- 
de Bodino el corazón del derecho público: «República es un gobierno 
recto de diversas familias, y de aquello que les es común, con poder so- 
berano».*” Esta misma noción de soberanía será ulteriormente refunda- 
da por Rousseau, quien hace del «bien común» el objeto propio de la 
«voluntad general»: el bien común se identifica entonces con el «interés 
común», que es «aquello que hay de común» en los intereses particulares 
y que «forma el vínculo social». Decir que el bien común forma el víncu- 
lo social implica que éste es «efectuado» por la voluntad general, a la que 
le corresponde «dirigir la fuerzas del Estado de acuerdo con la finalidad 
de su institución». Se ve hasta qué punto la noción de «bien común» es 
pensada aquí a partir de la institución del Estado. 

Esta estatalización de lo común no se llevó a cabo, evidentemente, en 
un día. El historiador nos indica que las nociones romanas nunca dejaron 
de ser mencionadas en la época merovingia y carolingia en los medios 


18. San Agustín, La Cité de Dieu, Livre xIx, 21, vol. 3, Le Seuil, París, 1994, pág. 
133. (Trad. cast.: La ciudad de dios, Gredos, Madrid, 2007.) 

19. J. Bodino, Les Six Livres de la République, 1, capítulo 1, Livre de poche, París, 
1993, pág. 57. 

20. J-J. Rousseau, Du Contrat social, Garnier-Flammarion, París, 2001, pág. 65, y 
nota 64, pág. 203: la finalidad de la institución del Estado es, por supuesto, el bien co- 
mún mismo. 
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dirigentes.” La res publica como persona ficta, cosa abstracta encarnada o * 


representada [ por una persona pública, vuelve por] la puerta grande sobre 


*Tomano. Pero es en esta misma época Eliana el bien común se convier- 


te en una categoría teológica principal. Pedro Abelardo, en su Theología 
Christiana, ilustra bien el uso estatalizante que se hace de esta noción - 


cuando define la res publica como «aquello cuya administración se ejerce 


en virtud de la utilidad común».” Pero en realidad, lo que él hace es 
reinterpretar-las categorías romanas relacionándolas-con el modelo de la 
comunidad de la Iglesia primitiva.? La primacía de la utilidad común se 
identifica, de este modo, con el ideal de la sociedad cristiana. Todo lo 
que se posee debe contribuir a la utilidad común,” es decir, que lo pro- 
pio debe permanecer siempre sometido a lo común. En su alumno Juan 
de Salisbury volvemos a encontrar, en particular en su Policratus, la idea 
según la cual el Príncipe sólo ha recibido la potestas, el poder de acción, 
para la «utilidad de todos y de cada uno». Pero, en el contexto cristiano, 
la jerarquía de las leyes y de los principios es muy diferente de lo que es 
en el pensamiento romano clásico. Si no hay poder que no venga de 
Dios, de acuerdo con la fórmula de San Pablo en la Epístola a los Roma- 
nos (Rom. 13 1-2), el Príncipe nunca es más que el mediador entre la ley 
divina y la comunidad. Vincular, a la manera antigua, la administración 
de la res publica a la utilidad común conduce lógicamente a redefinir esta 
última en un sentido nuevo. 

Ésta es la segunda dirección que tomará el bien común. Éste se «espi- 
ritualizará», dando así a la Iglesia el monopolio de la definición del bien 
supremo. Es en el siglo xuL, y en referencia más a Aristóteles que a Cicerón, 
cuando el «bien común» (bonum commune) emerge como el concepto éti- ; 
co y político clave, el locus communis de los canonistas y de los legistas. El, 
bien común, fundamento ético de lo político, criterio del buen gobierno, | 
se convierte en un arma argumentativa empleada por todos los protago- 
nistas de la gran división entre los partidarios del Imperio y los del Papa. 


21. Véase Y. Sassier, Structures du powvoir, royauté et res publica, PUR, Rennes, 2004. 

22. Citado por Y. Sassier, «Bien commun et utilitas communis au XI" siécle, un nouvel 
essor?», Revue frangaise d'histoire des idées politiques, n* 32, 2” semestre, 2010, pág. 251. 

23. Véase J. Marenbon, The Philosophy of Peter Abelard, Cambridge University Press, 
Cambridge, 1997. 

24. Y. Sassier, «Bien commun et utilitas cominunis...», loc. cit., pág. 252. 
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El bien común cristiano se distingue, evidentemente, del soberano bien 
según Aristóteles. El fin último de la existencia no es la felicidad en el 
mundo sublunar, sino la beatitud en Dios. Aunque es cierto que hubo un 
gran trabajo de asimilación de los textos de Aristóteles a partir del siglo 
x11,P es sin duda una exageración hablar, como se ha hecho, de la «revo- 
lución aristotélica», en primer lugar porque Aristóteles no es la única 
fuente del pensamiento medieval, en segundo lugar porque los grandes 
comentaristas de la Política y de la Ética llevan a cabo una interpretación 
muy particular de estos textos. El bien común de los escolásticos, aunque 
es un principio de evaluación de la política del Príncipe emana de la 
Ciudad de Dios, se inscribe en el orden divino donde cada ser está en su 
lugar, debe permanecer ahí y perseguir su fin. Los grandes comentaris- 
tas de Aristóteles, Alberto el Grande y Tomás de Aquino jerarquizan los 
fines desde el más elevado, que es la salvación del alma, hasta el bien de 
la ciudad humana. El bien supremo del hombre está en Dios, la necesaria 
dedicación a la cosa pública no es sino una etapa en la progresión hacia 
el Creador,” y la «civitas perfecta»¿está, a su vez, dentro del camino hacia el 
bien común que es Dios. Esta ocación del hombre y el ciudadano 
está, evidentemente, muy alejada del pensamiento de Aristóteles, como 
lo está «el impulso-continuo de la criatura hacia la beatitud celestial», por 
no hablar de la concepción de la comunidad cristiana como cuerpo mís- 
tico.% Esta espiritualización del bien común se acompaña de una valori- 
zación de la jerarquía y de la sumisión al orden divino. En este sen- 
tido, lo común tomista es una «puesta en orden» de acuerdo con el plan 
de Dios, bajo la responsabilidad de los poderes espiritual y temporal. Se 
comprende entonces por qué esta teología del bien común hizo buenas 


25. La traducción latina de La Política de Aristóteles se lleva a cabo en 1260. 

26. M. Kempshall, en The Common Good in Late Medieval Political Thought, Claren- 
don Press, Oxford, 1999, mostró que el «bien común» de los teólogos tomó mucho 
prestado de la noción más agustiniana de ordo, que remite, como lo puso de manifiesto 
Benveniste, a una categoría indoeuropea que designa «el ordenamiento, el orden, la 
adaptación estrecha entre las diversas partes de un todo». Véase É. Benveniste, Vocabulai- 
re des institutions indo-européennes, op. cit., vol. 2, págs. 99-101. 

27. B. Sére, «Aristóteles et le bien commun au Moyen Áge. Une histoire, une his- 
toriographie», Revue frangaise d'histoire des idées politiques, n” 32, 2" semestre de 2010, pág. 
281. 

28. A. Modde, «Le Bien commun dans la philosophie de saint Thomas», Revue phi- 
losophique de Louvain, vol. 47, n* 14, 1949, pág. 230. 
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migas con la tesis de la soberanía terrestre, ya que esta última permanece i 
sometida a la ley divina. 
A partir de algunos puntos de referencia, es posible hacerse una idea 
del doble destino de lo común en Occidente. Estado e Iglesia se dispu- 
taron su monopolio, aunque poco a poco se pusieron de acuerdo sobre 
un reparto de papeles. Se ye entonces-que-sería-pecar de ligereza reto- 
mar hoy sin precauciones la noción teológico-política de «bien común». 
Los autores que a ello se arnesgan ignoran por lo general de qué heren- 
cia es portadora: nada menos que de la represión de concepción que 
hace de la praxis | humana la fuente de las normas . Lejos de poder servir. 
como emblema de la emancipación, dicha noción muy bien podría « cu= 
brir y justificar formas de dominación arcaicas, en la medida en que una 
institución como la Iglesia pretende todavía poseer el conocimiento del 
bien común y, en consecuencia, ejercer un magisterio sobre las relacio- 


nes sociales. Hoy en día se aprecian todavía cierto número de conse- 
cuencias tiránicas que esto tiene en materia de sexualidad, de matrimo- 
nio y de familia. Conviene recordar, por otra parte, que la «doctrina 
social de la Iglesia», que siempre hace del «bien común» su primer prin- 
cipio, ha sabido, siguiendo en línea directa a la escolástica tomista, com- | 


patibilizar la tesis del origen divino del destino universal de los bienes de . 
la tierra. con el derecho de propiedad, a condición de un uso de la pro-. 
piedad para el bien común.” En lo referente al avance del capitalismo . 
desde hace algunos siglos, el balance histórico de tal doctrina es particu-.. 
larmente sombrío. : 
Pero, como hemos visto más arriba, los autores que tratan de pensar 
hoy en día lo común no se conforman con reavivar la vieja noción esco- 
lástica de «bien común», también pretenden articularla con la concepción | 
económica de los «bienes comunes». Esta vez, tal rENpación: se lleva. a 


) 
cabo a costa de una reificación de lo común. - 


29. Consejo pontificio «Justicia y paz», Compendium de la doctrina social de la Iglesia. 
Disponible en: www.vatican.va. Se ve toda la diferencia respecto de Aristóteles: mien- 
tras que en éste es el uso de lo que es privado lo que debe volverse común mediante 
la legislación, en el tomismo es el bien —en pos del cual el uso de lo privado debe , 
llevarse a cabo— lo que es común. De este modo se pasa del uso común al bien co- : 
mún, lo cual no es neutro, ya que el uso puede seguir siendo, entonces, puramente 


privativo. 
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La reificación de lo común 


El segundo escollo del que debe precaverse todo pensamiento de lo co- 
mún es el que consiste en inscribirlo en la esencia de ciertas cosas exte- 
riores al hombre, esencia que impediría a este último apropiárselas. Con- 
vendremos en hablar de «reificación» en la medida en que lo común sería 
identificado con ciertas propiedades que poseerían tales cosas en sí mis- 
mas. El concepto a partir del cual se produce esta reificación es el con- 
cepto de «cosa común» (res communis) tal como éste se encuentra en el 
derecho romano.. Dicho concepto jurídico es, por lo tanto, el que trata- 
remos de explicitar en primer lugar. 

Tomaremos de la Eneída de Virgilio el punto de partida de nuestra 
reflexión. El episodio se sitúa en el Libro séptimo. Los troyanos condu- 
cidos por Eneas acaban, tras varias desventuras, atracando en las costas del 
Lacio. Envían una embajada cargada de regalos al viejo rey Latino para 
rogarle que acoja pacíficamente a los troyanos. Al recibirlos en su palacio, 


_ el rey se dirige a ellos preguntándoles qué buscan. llioneo, uno de los 


portavoces de los Troyanos, respónde entonces mencionando un terrible 
huracán que han padecido: «Llevados por esta destrucción por tantos 
vastos mares, para nuestros dioses buscamos el humilde lugar de una ori- 
lla en calma, así como aire y agua, bienes éstos que a todos se ofrecen 
(cunctis... patemtem)».% Que el aire y el agua sean calificados por uno de 
los embajadores troyanos como «bienes que a todos se ofrecen» o «abier- 
tos a todos» merece toda nuestra atención. Se trata, en efecto, con estas 
palabras, de dar a entender a Latino que sus intenciones son pacíficas: 
pedimos poca cosa, sólo un emplazamiento junto al río, además de aire y 
agua.? Lo que acontece después es conocido: la sublevación de los pas- 
tores, luego el desencadenamiento general de la guerra que conducirá a 
los italianos, dirigidos por Turnus, a armarse contra Eneas y sus compa- 


30. Virgilio, L'Éntide, Éditions de la Diftérence, París, 1993, pág. 317. P. Veyne, 
presentación de L'Éntide, Albin Michel-Les Belles Lettres, París, 2012, pág. 223 (trad. 
cast.: La Eneida, Gredos, Madrid, 1989), del mismo pasaje la siguiente traducción: «Au 
sortir de ce cataclysme, aprés avoir traversé tant d'immenses mers, nous ne demandons 
que Pair et l'eau, ces biens ouverts á tous». «Saliendo de este cataclismo, tras haber atra- 
vesado inmensos mares, sólo pedimos aire y agua, esos bienes que a todos están abiertos». 

31. Paul Veyne indica en nota de su traducción que «los troyanos dan a entender que 
piden poca cosa», lo que desde su punto de vista justifica el recurso, en francés, a la res- 
tricción «ne... que» Ibíd. 
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ñieros. Todo ello a pesar de que, a priori, no hay ninguna razón para sos- 
pechar que llioneo y los suyos pretendan tender una trampa: el agua y el 
aire les parecen en verdad «bienes abiertos a todos». ¿Cómo entender 
exactamente esta expresión? 


El aire y el agua parecen pertenecer ambos a una categoría Jurídica | 


singular, la de las «cosas comunes» o res communes. En su obra Las cosas . 


comunes, Marie-Alice Chardeaux escribe: «En derecho romano, la catego- 
ría de las res communes comprendía el aire, el agua corriente, el mar y la 


orilla del mar».* Tras advertir que las res communes son frecuentemente 
confundidas con los bienes sin amo (res nullius), Chardeaux precisa su 


distinción en estos términos: «Mientras que las cosas comunes son inapro- 
piables, los bienes sin amo simplemente están inapropiados y, por este *. 
motivo, son apropiables por el primer ocupante». Para quien se preócu- 


pe de la genealogía de esta distinción entre res communes y res nullius, es 
importante remontarse hasta un jurisconsulto llamado Marciano (primera 
mitad del o 11), que introduce en el derecho, romano una nueva clase 


que no haa caído todavía bajo la propiedad de nadie»: Distingue dos tipos | 


(cosas sin 


de cosas que entran en esta clase: «Las unas, amadas Yes nullins 
amo), están factualmente vacantes: tienen vocación de” perténecer al pri- 
mer ocupante que se apodere de ellas.-Gomo, por ejemplo, los animales 


salvajes. Las otras, llamada$ res communes omnium,)son cosas que, por su! 
naturaleza, no pertenecen a nadie y cuy “150 Es común a todos. Son tales 


como el aire, el agua corriente, el mar y la orilla del mar, que se extiende | 


hasta donde llegan las olas en las grandes mareas de invierno».** 

De hecho, es el estatus jurídico de las res communes, entre todas las 
cosas repertoriadas y construidas por el derecho romano, el que no deja 
de plantear un problema. En efecto, «permanecen al margen de las divi- 


siones corrientemente aplicadas a las cosas», ya sea que se trate de la dis- | 
tinción entre las cosas patrimoniales” y las cosas extrapatrimoniales, o de | 


32. M-A. Chardereaux, Les Choses communes, LGDJ, París, 2006, pág. 1, nota 4. 

33. Ibíd., págs. 3-4. 

34. Ibíd., págs. 16-17. 

35. Como lo precisa Y. Thomas, «Res, chose et patrimoine. Note sur le rapport 
sujet-objet en droit romain», Archives de philosophie du droit, n* 25, 1980, pág. 422, la 
palabra patrimonium «significa “estatus legal del pater”, así como matrimonium, matrimo- 
nio, designa, “estatus legal de la madre” (el sufijo -monium indica la condición jurídica 
del nombre del agente al que se agrega)». El término acabará separándose de toda signi- 
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la división entre las cosas del derecho divino y las cosas del derecho hu- 
mano. Un célebre pasaje de las Institutes de Gaius, reformulado en las 
Institutes de Justiniano, explicita esta segunda distinción en los siguien- 
tes términos: las cosas del derecho divino comprenden las cosas sagradas 
(lugares y cosas consagradas a los dioses celestiales), las cosas religio- 
sas (lugares y sepulturas reservadas a los dioses menores) y las cosas santas 
(las murallas urbanas); las cosas de derecho humano comprenden, por 
su parte, las cosas públicas (inapropiables y fuera del comercio jurídico) y 
las cosas privadas (apropiables y dentro del comercio jurídico). Como las 
cosas del derecho divino, las cosas públicas son designadas por la expre- 
sión de res nullius in bonis, es decir, «cosas que corresponden a un patri- 
monio que no pertenece a nadie». 

Esta separación no impidió cierta imprecisión en lo referente a la dis- 
tinción entre las cosas públicas y las cosas comunes: así, las orillas del mar 
son indiferentemente calificadas como «comunes» o como «públicas».” 
Sin embargo, se pueden distinguir estas dos clases de cosas en función de 
tres criterios: sus catálogos respectivos no coinciden; su inapropiabilidad 
no tiene la misma causa, ya que E cosas públicas son separadas del área 
de apropiación por un acto de derecho público, a diferencia de las cosas 
comunes, que no pertenecen a nadie por naturaleza; finalmente, su ina- 
publicas s se refiere, se debe a una , institución y vale de forma permanente, 
lo cual autoriza a todo ciudadano a oponerse a un uso privativo, mientras 
que las cosas comunes con susceptibles de caer bajo el dominium proviso- 
“ rio del ocupante. Como dice Marie-Alice Chardeaux: «Así, quien cons- 
truye a la orilla del mar un edificio, mientras éste subsiste es su pro- 
pietario. Pero esta apropiación es necesariamente temporal, porque la 
naturaleza es imprescriptible. Tan pronto el edificio se derrumba, el sue- 
lo recupera su condición primitiva de cosa común. De tal modo que 
Marciano compara este derecho de la naturaleza, suspendido provisional- 


ficación estatutaria para designar un bien evaluable en dinero y «objetivarse en la esfera 
de la mercancía». 

36. Sobre la diferencia entre sanctum y sacer, véase É. Benveniste, Vocabulaire des ins- 
titutions indoeuropéennes, vol. 2, Minuit, París, 1993, págs. 189-190. Lo sanctum es «lo que 
es defendido y protegido de los ataques de los hombres mediante sanciones». En este 
sentido es que se puede hablar de leges sanctae. Lo sagrado se llama sacer y significa «con- 
sagrado a los dioses». 

37. Ibíd., pág. 17 
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mente por un derecho humano, con la condición de un prisionero de : 


guerra que, en cuanto atraviesa la frontera, recupera su libertad original». 

A fin de cuentas, esta categoría aparte que constituyen las res communes 
revela la dificultad que experimenta el derecho romano para concebir 
la relación de estas cosas con la esfera del derecho en cuanto tal. Son con- 
cebidas más bien como un «enclave originario», en la propiedad colectiva, 
de la era primitiva de la humanidad, no tanto como una categoría plena- 
mente jurídica: en aquella época, en efecto, todas las cosas habrían sido 
comunes a todos los hombres».* En este sentido constituyen un «recinto 
pre-jurídico» en cuyo interior el derecho deja subsistir una naturaleza 
autónoma «como en estado fosilizado».* Pero hay que añadir que este 
enclave tiene una función muy precisa, en la medida en que constituye un 
modelo para las cosas públicas, en especial los ríos, los caminos, las plazas 
y los teatros: a imagen de las cosas comunes, que se ofrecen al uso común 
de todos,“ las cosas públicas están destinadas al uso común de todos, con 
la única diferencia de que las segundas lo están tras habér sido” separadas 
de la esfera de apropiación mediante un acto de derecho público, mientras 
que las primeras, supuestamente, lo son en virtud de : su naturaleza. Es 
precisamente esta diferencia irreductible la que es más significativa: «Si las 
res communes son concebidas como cosas por naturaleza inapropiables, ello 
es precisamente porque no integran totalmente la esfera jurídica. A la in- 
versa, si las res communes hubieran debido formar en Roma una categoría 
plenamente jurídica, su inapropiabilidad no se hubiera fundado verosímil- 
mente en su esencia».* Se ve, por lo tanto, que el modelo sólo puede 
funcionar a condición de hacer abstracción de la razón de la inapropiabi- 
lidad de las cosas comunes. La conclusión se impone por sí misma: 


No existen en Roma cosas pertenecientes a categorías plenamente jurídicas * 


que sean, por naturaleza, inapropiables. Las cosas de derecho divino y las 


38. Ibíd., pág. 135. La autora remite a un texto de Y. Thomas, «Imago naturae. Note 
sur l'institutionnalité de la nature 4 Rome», en Théologie et droit dans la science politique de 
VÉtat moderne, Actas de la mesa redonda organizada por la École frangaise de Rome con 
el concurso del CNRS, n* 147, 1991, págs. 201 y 203. 

39. Ibíd. La autora remite de nuevo al texto de Y. Thomas citado én la nota anterior, 
pág. 211. 

40. El «cunctis... patentem» del pasaje de la Eneida citado más arriba adquiere entonces 
todo su sentido. 

41. M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 134. 
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cosas públicas escapan en derecho (romano) al área de apropiación y del co- 
mercio. Su inapropiabilidad resulta de un acto de derecho público o sacro 
que las destina, ya sea al uso de un dios, ya sea al uso de los ciudadanos. Con 
respecto a estos elementos, se comprende mejor por qué las cosas comunes 
bles. Es precisamente porque no constituyen, entonces, u una ea la: 
namente Jurídica, ss 


Tal conclusión es tanto más inevitable cuanto que es perfectamente acor- 
de con la concepción que el derecho romano se hace de la «cosa» (res). 
Como lo estableció muy claramente Yan Thomas, la oposición met metafisi- 
ca del sujeto y el objeto es ajena a este derecho: no hay por un a lado los 
sujetos libres, titulares de derechos subjetivos, y por otro lado cosas exte- 
riores sobre las cuales estos derechos se ejercen.* En consecuencia, lares 


no es proyectada en el plano de una naturaleza pasiva o de una pura ex- 


terioridad material. El núcleo semántico de la noción remite de entrada 


y ante todo al proceso, al asunto a debatir, y a partir de este núcleo se pasa 
del asunto debatido a la «cosa» que está en el origen del conflicto: 


El sentido primitivo de cosa oscila, pues, entre las ideas de litigio, de situa- 
ción litigiosa y de objeto que constituye la ocasión de un contencioso. De 
ahí, por extensión, la situación que un juicio debe resolver o una ley debe 
regular. Pero la significación central sigue siendo la de «asunto» atrapado en 
las redes del debate contradictorio: tes in controversia posita.** 


En tales condiciones, la res no puede percibirse, por lo tanto, como el 
lugar inerte de una violencia de derecho o del ejercicio de un dominio 
unilateral de un sujeto: «Si la res es objeto, lo es, ante todo, de un de- 
bate o de un diferendo, objeto común que opone y reúne a dos prota- 
gonistas en el interior de una misma relación»,** Todas las significaciones 
relacionadas con los bienes y las cosas patrimoniales son significacio- 
nes derivadas que se forman hacia finales del siglo 1 a. C.** No se ve 


42. Ibíd., pág.136. 

43, Y. Thomas, «Res, chose et patrimoine», loc. cit., págs. 425-426. 

44. Ibíd., pág. 416. Volveremos a tratar esta noción de «res» en el capítulo 6 del pre- 
sente libro. 

45. Ibíd., pág. 417. 

46. Ibíd., pág. 425: «Res, pecunía, bona, vemos desarrollarse, a comienzos del siglo II 
a. C., un lenguaje de los bienes que se sitúa en un plano muy distinto y corresponde a 
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de qué modo la noción de una cosa que por naturaleza sería inapropia- 
ble (res communis) se habría podido constituir en categoría plenamente 
jurídica en un contexto tal, ya que todas las cosas reconocidas por el 
derecho, éste las construye en relación con un asunto o un proceso. Se 
trata de una noción concebida como «una especie de receptáculo» que 
reagrupa a todas las cosas cuya inapropiabilidad se funda en su natura- 
leza. Lo que pone de relieve, una vez más, «es la persistencia de las 
dificultades para calificar jurídicamente las entidades naturales que pre- 
existen al derecho». 

En consecuencia, pocas-enseñanzas pueden extraerse de esta categoría 
que se encuentra en el límite de lo jurídico. Tampoco se debe procurar 
extender la categoría de las «cosas comunes» que hemos heredado del 


derecho romano. Conviene más bien abandonarla y renunciar, de una | 
vez por todas, a la idea de que existen cosas inapropiables por naturaleza | 
para fundar por entero y verdaderamente en derecho la inapropiabili- 
dad.* Sin embargo, hay quienes, en la actualidad, proponen añadir a la 
lista tradicional —el aire, el agua corriente, el mar y su orilla— la luna, el | 
espacio extra-atmosférico, el suelo y el subsuelo de altamar, el genoma de / 
la especie humana, los paisajes, las olas, las obras del pensamiento que han * 


ido a parar al dominio público, ciertas informaciones, los rayos solares, las 
especies animales y vegetales, así como el silencio de la naturaleza.* 
Ciertas ONG y organizaciones vinculadas a la ONU quisieran constituir un 
«patrimonio de la humanidad» hecho de estos bienes comunes, cuya lista 
lleva a cabo cada una. Tal inflación de la categoría no puede sino condu- 
cirnos a una especie de naturalismo, que es propiamente lo que aquí 
j e ún: ya que, bajo esta palabra, hay que 
entender res no en la significación técnica de «asunto» o de «causa» que le 
confirió el derecho romano, sino en el sentido, que para nosotros se ha 
vuelto habitual, de cosa material dada en una pura exterioridad. Se trata- 


ría entonces, mediante la extensión propuesta, de reconocer en derecho 


un modo muy diferente de pensamiento respecto al vocabulario tradicional. Ahora esta- 
mos ante temas abstractos, universales, separados de sus connotaciones familiares y socia- 
les. La “cosa” ya no está aquí inscrita en un estatuto, sino tomada separadamente en un 
mundo de objetos dotados de un valor propio, que sólo se deben al intercambio y a la 
moneda». 

47. Ibíd., pág. 11. 

48. Ibíd., págs. 6-7. 


COMÚN 


46 


que un número cada vez mayor de cosas escapan al dominio del sujeto 
en razón de propiedades inscritas en su naturaleza material. 

Sin embargo, al examinar la cuestión más de cerca, los argumentos 
invocados para anclar la inapropiabilidad en la naturaleza de las cosas son 
de dos clases: o bien se incluyen en las res communes las cosas cuya apro- 


- piación es inútil en razón de su carácter inagotable; o bien se subsumen 


bajo esta misma noción las cosas que es imposible apropiarse en razón de 
su carácter inaprensible. En la primera concepción, es la abundancia la 


- que explicaría que las cosas comunes se presten al uso simultáneo de to- 


dos los individuos. El jurista Charles Comte escribe así en el siglo XIx: 


Algunas, como la luz de los astros, el aire atmosférico, el agua contenida en 
los mares, existen en tan gran cantidad que los hombres no pueden hacer 
que sufran ningún aumento o disminución sensible; cada cual puede apro- 
piarse de ellas tanta cantidad como exijan sus necesidades sin afectar en nada 
a las necesidades de los demás, sin causarles el menor perjuicio.” 


Se encuentra la misma idea, explicada más claramente, en una publica- 
ción más reciente: «Las propiedades fisicas del aire, así como las del agua, 
su carácter aparentemente inagotable, hacen que su uso por un sujeto en 
un lugar y momento dados no impida que otro sujeto haga uso de ellas 
en las mismas condiciones en el mismo lugar y en mismo instante». 
Aunque sean útiles, tales cosas carecerían de valor debido a su abundan- 
cia, lo que haría superfluo un derecho privativo respecto a ellas. 

En la segunda concepción, es la imposibilidad fisica de la apropiación 
lo que se pone en primer plano. Es en razón de «sir alejamiénto, su esen- 
cla fugitiva o su inmensidad» que las cosas comunes «repugnarían ser 
encerradas en el dominio exclusivo de una persona»: «no se puede ence- 
rrar la luz», «no pueden numerarse las nubes». El argumento vale para el 
aire, «reacio a toda apropiación real y permanente» por su ubicuidad, o 
para el agua, «elemento fluido y móvil, que escapa cuando se intenta 
retenerlo».** Así, el jurista Jean Domat escribe: «Los cielos, los astros, 


49, Citado por P-]. Proudhon, Qu'est-ce que la propriété?, Éditions TOPS/Trinquier, 
Antony, 1997, pág. 95. (Trad. cast.: ¿Qué es la propiedad?, Folio, Barcelona, 2003.) 

50. G. Martin, De la responsabilité civile pour faits de pollution au droit a 1'Environnement, 
tesis sostenida en Niza, 1976, pág. 115 (citada por M-A. Chardeaux, Les Choses commu- 
nes, op. cit., pág. 109). 

51. M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 116. 
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la luz, el aire y el mar son bienes tan comunes a toda la sociedad de los 
hombres, que ninguno puede hacerse dueño de ellos ni privar de ellos a 
los demás. Además, la naturaleza y la situación de todas estas cosas están 
proporcionadas a este uso común para todos».”? En una línea bastante 
similar, Grocio afirma a propósito del mar: «Hay [...] una razón natural 
para que el mar [...] no pueda ser tenido en propiedad. Es que la toma de 
posesión sólo tiene lugar en lo que se refiere a cosas limitadas. Pero al 
carecer todo líquido de límites propios, de acuerdo con la observación de 
Aristóteles, sólo puede ser poseído en la medida en que es encerrado en 
otra cosa».*> En el mismo sentido, Joseph Ortolan presentará la categoría 
de las cosas comunes, tal como se la encuentra en los jurisconsultos ro- 
manos, en los siguientes términos: «Es la naturaleza de estas cosas la que 
las sitúa dentro de esta clase: así, es fisicamente imposible, para cualquie- 
ra, ser propietario del mar, del aire, del sol, de las estrellas». 


Lo que llama la atención en estas dos concepciones es, de entrada, la ' 


relación singular que presuponen entre el derecho y la realidad sobre 
la que se aplica, relación que traiciona un profundo naturalismo: el dere- : 


cho «se limitaría a admitir una realidad respecto a la cual permanecería ¡ 


impotente», no tendría que prescribir la inapropiabilidad de las cosas co- 
munes, se limitaría a constatarla.** Su operación se reduciría, por lo tanto, 


a levantar acta de la preexistencia de una realidad que le impondría su : 


norma, en vez de crear sus propias realidades mediante la elaboración de 


sus propias categorías. Contra este naturalismo, hay que sostener que no ' 


hay ninguna norma natural de inapropiabilidad, que una norma semejan- 


té sólo puede ser una norma de derecho: «El mar no es una cosa común 
simplemente porque es abundante. Tampoco el genoma de la especie 
humana es una cosa común en razón de su carácter común». Además, 
lo que llama la atención es que todo el discurso de cierta economía polí- 


52. J. Domat, Les Lois civiles dans leur ordre naturel, 1713, chez Nicolas Gosselín, Libro 
primero, título 1, «Des choses», sección 1, pág. 16 (la cursiva es nuestra). Hay que ad- 
vertir que si bien Domat distingue las cosas comunes de las cosas públicas (los ríos, las 
orillas, los grandes caminos) las somete todas ellas a un régimen jurídico idéntico, el de 
las cosas comunes, sustrayendo las cosas públicas al dominio del soberano (M-A. Char- 
deaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 34). 

53. H. Grocio, Le Droit de la guerre et de la paix, 1759, pág. 230, citado en M-A. 
Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 116. 

54. M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 116. 

55. Ibíd., pág. 131. 
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tica contemporánea se ha limitado a retomar, bajo un revestimiento ter- 
minológico nuevo, argumentos muy antiguos: como se verá más adelan- 
te, los criterios de clasificación de los bienes (rivalidad, exclusividad, 
etcétera) sobre los que está construido todo este discurso, no hacen más 
que prolongar consideraciones familiares desde hace mucho a los juris- 
tas,” con la diferencia, nada despreciable, del esfuerzo por integrar en la 
esfera ampliada de los bienes (goods) lo que el argumentario clásico surgi- 
do del derecho romano persistía en presentar como no siendo verdade- 
ramente bienes. Al buscar en las características de los bienes el fundamen- 
to de una política de los «bienes comunes», se condena uno, sin darse 
mucha cuenta, a limitarla a un número muy reducido de bienes definidos 
por criterios que el derecho, y sobre todo la economía política, podrían 
proporcionar. 

La noción de «patrimonio común de la humanidad», que entró en la 
esfera del derecho internacional hace apenas algunos decenios, merece, 
desde este punto de vista, ser sometida a un examen radical. Como se 
sabe, la noción en cuestión ha sgrvido para pensar el estatus jurídico de 
las «cosas» que se pretendía sustraér a la soberanía de los Estados, como la 
Antártida, el espacio extra-atmosférico o los grandes fondos marinos, 
algo que luego se ha considerado extender a los recursos genéticos vegetales 
o al genoma humano.* Nos encontramos de nuevo, también aquí, con 
la ilusión naturalista: además de que ello supone tener poco en cuenta la 
complejidad del genoma, que es al mismo tiempo individual y colectivo, 
implica plantear que lo que es común a toda la especie desde un punto 
de vista biológico es común también en derecho, como si se pudiera 
inferir, de que algo sea común de hecho, que es común de derecho.” 


Además, el recurso a la noción de «patrimonio» no deja de plantear algu- 


nos problemas jurídicos, el más espinoso de los cuales es que todo patri- 


56. Véase infra, capítulo 4. 

57. La cita de Charles Comte por Proudhon reproducida más arriba podría pasar, sin 
dificultad, por una ilustración del criterio de no rivalidad. Encontramos igualmente en 
el jurista Demolombe esta afirmación a propósito de las ideas: «Es que las creaciones de 
la inteligencia, las obras literarias, científicas o artísticas [...] pueden, al mismo tiempo, 
aprovechar a todos y a cada uno, enteramente, completamente, sin que el goce de uno 
impida o disminuya el goce del otro» (citado por M. Xifaras, La Propriété. Étude de philo- 
sophie du droit, PUF, Paris, 2004, pág. 380). 

58. M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., págs. 191-228. 

59. Ibíd., págs. 213-214. 
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monio requiere un sujeto. En el presente caso, es obviamente la huma- 
nidad la que supuestamente constituiría tal sujeto: Pero la humanidad, en 
de demo: la humanidad no es titular del sano común. He aquí, 
pues, un “patrimonio sin persona”, un patrimonio sin sujeto». La cohe- 
rencia jurídica de la noción de un patrimonio sin sujeto es lo suficien- 
temente dudosa como para no insistir más en ello. De hecho, bajo esta 
noción confusa lo que se busca es justificar la sustracción fuera de la esfe- 
ra de la apropiación, con los deberes que tal sustracción impone: «Esta 
expresión no es más que una metáfora: remite a la idea de conservación 
y de transmisión».% 

Ante este límite evidente del naturalismo, es tentador buscar en la 
universalidad de la esencia humana otro fundamento para la política de 
lo común. Tal es, ciertamente, la vía que toman quienes quisieran hacer 
de la esencia humana la base de un nuevo universalismo y de un nuevo 


humanismo. A 


» 


Lo común, entre lo vulgar y lo universal 


Lo común, ¿no podría definirse acaso por lo humano, por la pertenencia 
a la humanidad? Lo que «tendríamos en común», más allá de nuestras 
diferencias, ¿no sería suficiente para diseñar una nueva política mundial? 
También en este caso ciertas ONG, algunos juristas, una parte del movi- 


miento altermundista, quisieran hacer de la humanidad como esencia la 


base de «otro mundo». Hemos visto más arriba que la Antigiiedad no : 


había ignorado este fundamento de lo universal. En la filosofía cicero- 
niana, lo común se basa en la sociabilidad propia del género humano. El 


cristianismo prolongó a su manera esta identificación de lo común con; 


lo universal: es como criatura de Dios y animal razonable que el hombre. 


aspira a la beatitud. En el registro de una tradición filosófica persistente, ' 
lo común ha seguido designando lo que se pone como fundamento de : 
una copertenencia: «Así, desde el punto de vista de la filosofía política, 
lo común siempre parece que debe anteceder a las comunidades, repre- 
sentar su fundamento, el suelo, la raíz inmutable, la esencia, la naturale- 


60. Ibíd., pág. 225. 
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za», como muy bien lo indica Judith Revel.* Y no faltan las tentativas 
para definir un bien común modernizado apoyándose en las ciencias del 
hombre, incluso en el psicoanálisis. En este esencialismo, a diferencia 
del anterior, la identidad interior del género suple a la identidad material 
de las cosas. 

Sin embargo, en cierto momento de su historia, la filosofía ha insisti- 
do en disociar lo común de lo universal, llegando incluso a desvalorizar 
el primero en provecho del segundo. Resulta llamativo que el léxico fi- 
losófico Haya: recibido así, tan cargada de depras, la acepción de la 
el sentido de cordininos cuyo valor a subraya el sustantivo 
«vulgar», formado en la misma época para designar al pueblo (vulgo).? 
Esto es igualmente manifiesto en el modo en que son designadas las par 
tes de la casa burguesa que deben permanecer en la sombra porque son 
los lugares de la domesticidad. Como lo observa Judith Revel, se trata: 


al mismo tiempo del espacio que se sustrae a la vista de los visitantes even- 
tuales —a quienes se mantiene «Mas habitaciones de «representación» —, el 
conjunto de las funciones no admitidas en el puro teatro de las relaciones 
sociales (las cocinas, los sanitarios, la despensa, la lavandería) y el espacio a 
puerta cerrada donde se reúnen todos aquellos que, aunque aseguran el 
funcionamiento cotidiano del hogar, están paradójicamente excluidos de él. 


En el propio lenguaje de la filosofía, la palabra «común», especialmente 
en la época clásica, adquiere el sentido de «vulgar», con ecos del vulgus 
latín que designa, precisamente, al conjunto de los hombres. Por otra 
parte, será en el siglo xvI, en la época en que aparece la expresión peyo- 
rativa «hombre del común», cuando el término se consagre en la lengua 
filosófica. Así, al final de la segunda de las Meditaciones metafísicas, en el 
contexto del análisis del pedazo de cera, el término latín vulgus, que apa- 
rece dos veces en una misma frase, es traducido en la versión francesa, 
precisamente, como «común»: «Pero quien desea elevar su saber por en- 
cima del común (supra vulgus), debe avergonzarse de encontrar ocasión 


61. J. Revel, «Produire de la subjectivité, produire du commun: trois difficultés et 
un post-scriptum un peu long sur ce que le commun n'est pas», seminario Du public au 


comun, sesión del 5 de diciembre de 2010, pág. 6. 


62. Dictionnaire historique de la langue frangaise, bajo la dirección de A. Rey, Le Ro- 
bert, París, 1992, pág. 455. 
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para la duda en las invenciones del lenguaje común (ex formis loquendi 


quas vulgus invenit)».* Inmediatamente después, refiriéndose al momento 
en que percibió la cera por vez primera, Descartes dice que «creyó cono- 
cerla por el sentido externo mismo, o al menos por el sentido común 
(sensus communis), como es llamado, es decir, por la potencia imaginati- 


va».* Así, hay que distinguir el «buen sentido», o entendimiento, del y* 


«sentido común» (sensus communis) O imaginación, lo cual es una forma 
de significar que el «buen sentido» sólo es bueno si no es común.% Para 
apreciar esta desvalorización epistemológica de lo «común» hay que sa- 
ber, además, que la expresión «sentido común» o «sensación común» 
(koiné aisthesis) proviene de Aristóteles, para quien no parece designar un 
sexto sentido especial añadido a los sentidos externos, sino la percepción 
de objetos en común por diferentes sentidos externos. CIÓN 
Comoquiera que sea, este sentido de «vulgar» seguirá siendo asociado 
todavía por mucho tiempo en la lengua de la filosofía al término «co- 
mún». En el 40 de la Crítica de la facultad de juzgar, Kant deplora que el 
entendimiento sano, aún no cultivado, tenga «el triste honor de ser de- 
signado con el término sentido común (sensus communis) —y ello de tal 
forma que, bajo esta palabra, común (no sólo en nuestra lengua, que con- 
tiene en este punto una ambigiedad, sino en muchas otras lenguas), se 
entiende lo vulgar, aquello que se encuentra en todas partes y cuya posi- 


ción no es en absoluto un mérito ni un privilegio».” El propósito de : 
Kant es plantear, bajo esta expresión de sensus communis, la «Idea de un 


sentido común a todos», esto es, una «capacidad para elevarse por encima ' 


de las condiciones subjetivas y particulares del juicio, en el interior de las : 


63. Descartes, Méditations métaphysiques, Le Livre de poche, París, 1990, pág. 75 
(trad. cast.: Discurso del método y meditaciones: metafísicas, Tecnos, Madrid, 2011), el 
latín dice literalmente: «Formas de hablar que el común inventa». 

64. Ibíd., pág. 77. 

65. Por supuesto, la célebre fórmula según la cual «el buen sentido es la cosa mejor 
repartida del mundo» no debe ser tomada literalmente, como si quisiera decir que todos 
los hombres están igualmente provistos de él. 

66. Sobre este punto, véase ]. Brunschwig, «En quel sens.le sens commun est-il 
commun?», en G. R. Dherbey (dir.), Corps et áme, Vrin, París, 1996, pág. 208. Un ejem- 


“plo de «sentido común» es el movimiento: el movimiento no es percibido por un senti- 


do particular, sino por diferentes sentidos a la vez, como el movimiento de ese objeto 
que tiene tal color, que hace tal ruido, etc. 
67. E. Kant, Critique de la faculté de juger, Garnier-Flammarion, París, pág. 278. 
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' cuales tantos otros están como encerrados, y reflexionar sobre el propio 
juicio de uno 2 partir de un punto de vista universal (que sólo le es posi- 
ble determinar en la medida en que se sitúa en el punto de vista de los 
demás)». Como se ve, se trata para Kant, en contra del uso más exten- 
dido, de disociar lo común de lo vulgar vinculando lo común a lo nni- 


versal, lo cual equivale a un ennoblecimiento semántico. La máxima del 
otro», exige elevarse had la universalidad y no, ciertamente, ajustarse a 
una generalidad que sólo valga por el mayor número. Es con esta condi- 
ción que el gusto, como facultad de juzgar estética, «podría llevar el 
nombre de sentido común a todos»*”, aunque dicho sentido común no 
pueda pretender exhibir reglas objetivas obligatorias. El Gemeinsinn es, en 
este sentido, un principio subjetivo de orientación capaz de ayudar a la 
formación del juicio estético. 

La rehabilitación kantiana del sentido común debe mucho, sin duda, 
al concepto de common sense elaborado en el siglo vi por Shaftesbury, 
pero al mismo tiempo difiere de él notablemente. El common sensé, en 
efecto, comprende el sentido común como un sentido de la. comunidad, 
un «sentido del bien público e del interés común». Se trata menos de 
una facultad particular que de un equivalente social del moral sense, dis- 
posición a formar representaciones adecuadas del bien moral. Mientras 
que good sense designa la facultad natural de distinguir entre lo verdadero 
y lo falso, common sense designa una disposición a formar representaciones 
adecuadas del bien público, es decir, lo que se podría llamar una «dispo- 
sición al bien común».” Hay que advertir que esta significación social y 
política es muy diferente de la promovida por Thomas Reid. En este 
último, el common sense se acerca al good sense y adquiere un verdadero 
valor de conocimiento, convirtiéndose así en fuente de los juicios natu- 
rales comunes a todos los hombres. Sin embargo, hay que tener en cuen- 


68. Ibíd., pág. 280. 

69. Ibid. 

70. Lord Shaftesbury, Characteristics of Men, Manners, Opinions, Times, 1, pág. 104, 
citado en el artículo «Common sense», en Barbara Cassin (dir.), Vocabulaire européen des 
philosophies, Le Seuil/Le Robert, París, 2004, pág. 241. 

71. B. Cassin (dir.), Vocabulaire européen des philosophies, op. cit., pág. 242. Así es, por 
otra parte, como debe entenderse el título del panfleto de T. Paine, Common Sense, que 
expone en 1776 todos los argumentos que legitiman la revuelta de las colonias ameri- 
canas. 
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ta, siguiendo a Gadamer,” que el sentido común kantiano no hereda esta ' 


significación social y política, ya que sólo es válido para el juicio estético. 


Como se sabe, Hannah Arendt trató de dar al sentido común del +40 de hi 


la tercera Crítica una significación semejante. Con tal fin, traduce el ale- 
mán allgemein por «general», no por «universal», y habla del «punto de 
vista general», de tal modo que se entienda el juicio político mismo bajo 
esta luz, sin determinar el horizonte de la comunidad de juicio —parece 
que no se trata ni de la humanidad como tal, ni de una determinada po- 
lítica particular. Pero, como ella misma reconoce, el punto de vista al que 
se refiere Kant cuando habla del «pensamiento ampliado» es el del espec- 
tador que juzga: «No dice cómo actuar. Tampoco nos dice cómo aplicar 
la sabiduría, que ha sido descubierta ocupando un “punto de vista gene- 
ral”, a las situaciones particulares de la vida política.[...] Kant dice cómo 


tomar a los otros en consideración; no dice cómo asociarse a los demás . 
para actuar». Lo importante, de todas formas, es que lo común es redu- 


cido por Kant a la exigencia formal de universalidad y que permanece, 
en cuanto tal, disociado de la dimensión del actuar. 

Se percibe mejor aún la polarización sufrida por el término «común» 
si se presta atención al modo en que muy pronto se intentó establecer 
una distinción entre lo común y lo universal. A decir verdad, la distin- 
ción es más antigua de lo que se suele creer. Aristóteles había distinguido 


muy claramente lo general o lo común (koinon) de lo universal (katho- 
low).?* Mientras que lo universal está determinado por los límites de un | 
género (por ejemplo, «hombre o animal»), lo común significa lo que es 
común «a diversos géneros. Desde el punto de vista de la extensión del. 


término, pues, lo común es superior a lo universal. Así se explica que lo 
más común, vale decir, aquello que es «transgenérico» o común a todos 
los géneros sea al mismo tiempo lo más indeterminado: así el ser en ge- 
neral, que es «común a todas las cosas», puesto que todas las cosas son, no 
puede constituir un género a falta de la delimitación sin la cual no hay 


género. No hay nada que quede excluido del ser y tampoco hay nada ; 


que sea superior al ser en lo que este último pueda ser incluido a modo 
de especie. En este sentido, el ser es ciertamente un término común, 


72. H-G. Gadamer, Vérité et méthode, Le Seuil, París, 1996, págs. 47 y sigs. 

73. H. Arendt, Juger, Le Seuil, París, 1991, pág. 72. 

74. Acerca de esta distinción, remitimos a P. Aubenque, Le Probléme de Vétre chez 
Aristóteles, PUF, París, 1972, pág. 210. 
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' pero no un universal, Pero, por otra parte, lo universal es superior a lo 


común en la medida en que gana en intensión-lo que e pierde en-extén- 
sión. En suma, lo universal está del lado de la determinación, lo común 
está siempre amenazado de indeterminación, y cuanto más común más 
indeterminado es. Lo que resulta del planteamiento de Aristóteles es que, 
stricto sensu, sólo hay ontología de lo más común, siendo desde este pun- 
to de vista el discurso sobre el ser lo más vacío que pueda haber. En 
resumidas cuentas, o bien lo común se identifica con lo universal y en- 
tonces se convierte en objeto del discurso más positivo que pueda existir, 
el de la ciencia, porque sólo hay ciencia de lo universal, como Aristóteles 
gusta de repetir, o bien hay la generalidad vacía de lo que excede al uni- 
versal, y entonces no hay mucho que decir al respecto, salvo de forma 
puramente negativa. 

¿En qué puede afectar esta observación al discurso que el hombre 
sostiene sobre el hombre mismo y, en consecuencia, al modo en que la 
relación del hombre con los demás hombres es captada por el pensa- 
miento? A primera vista, la gengralidad de lo más común no parece po- 
der afectar mucho a la concepción del vínculo entre los hombres: ¿en 
qué puede afectar lo común del ser a la naturaleza de dicho vínculo? 


Sin embargo, una tradición insistente, que no sin razón se reconoce en 


Aristóteles, ha tratado de desvalorizar lo común en provecho de lo uni- 


versal, particularmente cuando se trata de reflexionar sobre la relación de 


los hombres con su propia esencia. En este punto nos encontramos 
de nuevo en la lengua de la filosofía política. De lo que se trata, más 
precisamente, es de lo común a todos en el interior de un mismo género, 
es decir, entre los individuos que pertenecen a un mismo género (en este 
caso la humanidad), y no ya de lo común a diversos géneros y a fortiori a 


todos los géneros (el ser como transgenérico). ES 


Dos adiciones a la Enciclopedia de las ciencias filosóficas de Hegel lo po- 
nen de manifiesto claramente. La primera (Ad. 1 del 44163) lleva a cabo 
una puesta al día relativa a la naturaleza del concepto. Nos equivocamos, 
por ejemplo, en cuanto al origen de un concepto, como el de la planta, 
cuando nos lo representamos como una operación que dejaría de lado lo 
particular mediante lo cual las diversas plantas se diferenciarían, para fijar 
tan sólo, de este modo, «lo que les es común»: «Es de la mayor importan- 
cia, para el conocimiento y también para nuestro comportamiento prác- 
tico, que lo que es simplemente común (das bloss Gemeinschaftliche) no se 
confunda con lo que es verdaderamente general (dem wahrhafi Allgemei- 
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nen), lo universal». Tras tomar el ejemplo del principio de la personali- 


dad como constituyendo la universalidad del hombre, principio que en 
la historia sólo el cristianismo habría reconocido, Hegel remite al Contra- 
to social de Rousseau: en esta obra se encontraría expresada de forma . 


pertinente la «diferencia entre lo que es simplemente común y lo que es 
verdaderamente general», al modo de la distinción entre la «voluntad ge- 


nera» y la «voluntad de todos». En efecto, precisa Hegel, «la voluntad 


general es el concepto de la voluntad».?ó En otros términos, la voluntad ge- 
neral es el universal, mientras que la voluntad de todos es sólo lo co- 
niún. Si así la considera Hegel, ello es debido a la definición del propio 
Rousseau: la voluntad de todos «no es sino una suma de voluntades par- 
ticulares».”” Le sigue una crítica directa: «Rousseau, en relación a la teoría 
del Estado, habría elaborado algo más profundo de no haber perdido de 
vista esta diferencia». Asi, el reproche que le hace a Rousseau es que 
ignoró en su propia teoría la distinción entre común y universal, distin- 
ción que, sin embargo, él mismo había establecido. Lo que está en juego 
aquí no es sino la fundación positiva del Estado en la universalidad de 
la esencia humana. Haciendo del Estado el resultado de un contrato, 
Rousseau habría fracasado en la realización de dicha fundación porque 
habría ignorado la diferencia entre lo universal y lo común: basar el Es- 
tado en un contrato es basarlo, no en la esencia humana, sino en el libre 


arbitrio y el consentimiento de los individuos, esto es, en el «elemento co- 


mún que surge de esta voluntad singular en cuanto consciente». 

La segunda Adición (Ad. 2 +F175) establece la misma distinción entre 
lo común y lo universal a partir del examen de aquella forma de juicio 
que Hegel llama el «juicio de la suma total»: por ejemplo, «Todos los 


hombres son mortales»; o bien «Todos los metales son conductores eléc- *: 


tricos».?? En estos juicios encontramos la forma más habitual de la univer- 
salidad, la que procede del punto de vista subjetivo mediante el cual to- 
mamos el conjunto de los individuos para determinarlos como «todos»: 


75. G. W. F. Hegel, Encyclopédie des sciences philosophiques, 1. La Science de la logique, 
Vrin, París, 1970, pág. 592. ([rad. cast.: Enciclopedia de las ciencias filosóficas en com- 
pendio: para uso de sus clases, Alianza, Madrid, 2010.) 

76. Ibíd., pág. 593. 7 

77. J-J. Rousseau, Du Contrat social, op. cit., pág. 68. (Trad. cast.: El contrato social o 
principios de derecho político, Tecnos, 2002, Madrid.) 

78. 1bíd. 

79. Ibíd., pág. 599. 
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«Lo universal aparece aquí tan sólo como un vínculo exterior, que abra- . 
za a los seres singulares dotados de consistencia por sí mismos e indiferen- 


tes respecto a él. En realidad, sin embargo, lo universal es el fundamento 


y el suelo, la raíz y la sustancia de lo singular». La «voluntad de todos», 
como suma, consiste precisamente en un vínculo exterior de esta clase. 
Hegel prosigue oponiendo lo universal verdadero, como fundamento de 
los individuos, a lo universal superficial como rasgo de unión exterior 
a los individuos: «Si consideramos, por ejemplo, a propósito de. Cayo, 
Tito, Sempronio y todos los otros habitantes de una ciudad y un país, el 
hecho de que todos ellos son hombres, esto no es simplemente algo que 
les es común, sino su universal, su género, y todos estos seres singulares no 
serían en absoluto sin este género que es el suyo».% Lo que atañe a todos 
los individuos simplemente porque «les es común», corresponde a una 
universalidad puramente nominal, como lo demuestra el ejemplo del 
lóbulo auricular: «Se ha observado que los hombres, a diferencia de los 
animales, tienen en común entre ellos (miteinander) que están provistos de 
un lóbulo auricular. Sin embargo, es evidente que aunque uno u otro 
resultaran carecer de lóbulo auricular, el ser que es el suyo propio, su 
carácter, sus capacidades, etc., no quedarían por ello afectadas, mientras 
que, por el contrario, no tendría ningún sentido suponer que Cayo po- 
dría no ser hombre y, sin embargo, ser valiente, instruido, etc.».*! Se 
percibe muy claramente a través de este ejemplo la oposición entre lo 
que es común a los hombres, o lo que tienen en común entre ellos, y 
lo universal que constituye su género (la esencia humana); un hombre 
privado de lóbulo auricular no dejar por ello de ser un hombre, en la 
medida en que «está en (im) lo universal», y sólo por un fundamento in- 
terior puede ser valiente o instruido, en la medida en que esas cualidades 
particulares sólo pueden pertenecer a un hombre, «si es, antes que nin- 


i* guna otra cosa, un hombre en cuanto tal». En suma, lo que es simple- 


mente común a los hombres (el lóbulo auricular) les es accidental y ex- 


: terior, mientras que lo que es verdaderamente universal (su humanidad) 


¿les es esencial y los determina interiormente. A la luz de esta oposición, 
: se puede comprender la insatisfacción de Hegel respecto, por un lado, al 
: ¿ «punto de vista universal» de Kant, y por otro lado, a la «voluntad de 


80. Ibid. 
81. Ibid. 
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todos» de Rousseau: respecto al primero porque es sólo un punto de ' 
vista subjetivo que no procede de la esencia humana, respecto a la segun- 


| 
da porque no es más que una suma. 2d | 

El único modo de escapar del naturalismo y el esencialismo es plan-  - 
tear como principio que no es en razón de su carácter común que ciertas | 
cosas son, o más bien deben ser, cosas comunes, como tampoco es en 
relación a su identidad de esencia o su pertenencia a un mismo género 
que los hombres tienen algo en común, y no simplemente algo común. 
En el sentido en que nosotros lo entendemos aquí, lo común no se con- 
fande con una propiedad compartida por todos los hombres (la razón, la 
voluntad, la perfectibilidad, etc.). Tampoco se trata de la humanidad 
como colectivo, lo que Kant llama el «conjunto de la especie humana», 
o lo que todos los hombres tienen en común, aunque se precise que este 
común «no debe ser interpretado en términos de pertenencia»: «El indi- 
viduo humano no pertenece a la humanidad como pertenece a una fa- | 
milia, una tribu, una casta o un Estado-nación. Comparte una humani- 
dad con todos los otros seres de su especie, lo cual es muy distinto».% Se 
puede decir, ciertamente, que a esta humanidad, entendida como colec- 
tivo, corresponde un «Estado universal de los hombres», pero a condi- 
ción de precisar que tal Estado no tiene realidad más que en el mundo 
suprasensible.* En definitiva, lo común no es, ni la humanidad como : | 
esencia moral o dignidad (Menschheit), ni la 1 humanidad. como especie 
(Menschengattung), ni la humanidad como aptitud para , simpatizar con los | 
demás hombres (Humanitáf), que no carece de relación con la facultad de 
pensar poniéndose en el lugar de los demás, de la que hemos hablado más' «* 
arriba.%* Lo común debe ser pensado como una co- «actividad, ho COMO, 
una co-pertenencia, co-propiedad o co-posesión. ] 

Por la misma razón, nos negaremos a seguir a Nietzsche cuando des- 
precia lo universal reduciéndolo a una norma media a la que todos los 
hombres deberían conformarse, para oponerle entonces lo «noble» o lo 
«raro». No sólo porque ello supone jugar un poco fácilmente con lo co- 
mún como «vulgar» contra lo común como «universal» genérico, hacien- 
do del primero la verdad del segundo, sino también y sobre todo, porque 
lo común en el sentido en que lo entendemos no define a priori un tipo 


82. C. Colliot-Thélene, La Démocratie sans «demos», PUF, París, 2011, pág. 138. | 
83. Ibíd., pág. 137. 
84. En cuanto a la distinción de estos tres sentidos en Kant, véase ibíd., págs. 132-133. 
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de hombre —psicológico o social— con independencia de la actividad 
práctica de los propios individuos. En el +43 de Más allá del bien y del mal, 
Nietzsche sostiene que no puede haber «bien común» (Gemeinguf), pues 
lo que es verdaderamente un bien no puede ser común: 


Mi juicio es mi juicio: otros no tienen derecho a él tan fácilmente, puede 
decir tal filósofo del porvenir. Hay que deshacerse del mal gusto que con- 
siste en querer estar de acuerdo con mucha gente. «Bien» ya no es un bien 
cuando está en boca del vecino. ¿Cómo, pues, podría haber un «bien co- 

- mún»? La palabra se contradice a sí misma: lo que puede ser común sólo 
puede tener poco valor.% 


Se trata aquí, en lo esencial, del valor del juicio como revelador de cier- 
to tipo de hombre, siendo el juicio verdaderamente valioso el que no 
busca el acuerdo con los demás —contrariamente a la idea kantiana de 
un sensus communis como regla del juicio «abierto»—, su valor resulta 
de su rareza y su rareza del tipo de hombre que lo enuncia. 


$ 
Común y praxis 


Contra estas formas de esencializar lo común, contra toda crítica de lo 
común que lo reduzca a la cúalidad de un juicio o de un tipo de hombre, 
es preciso afirmar que sólo la actividad práctica puede hacer que las cosas 
se vuelvan comunes, del mismo modo que.sóló esta actividad práctica 
puede producir un nuevo sujeto colectivo, lejos de que tal sujeto pueda 
preexistir a dicha actividad como titular de derechos. Si hay alguna «uni- 
versalidad», únicamente puede tratarse de una universalidad práctica, es 
decir, la de todos los individuos que están, en un momento dado y en 
condiciones dadas, comprometidos en una misma tarea. Se puede repen- 
sar lo común únicamente con la condición de romper con el cara a cara 
metafísico entre el sujeto libre y la cosa material al alcance de su dominio 
soberano. Por este motivo,-nos ea a promover aquí el uso del 
sustantivo hablando de lo común, % más que conformarnos con el califi- 


85. F. Nietzsche, Par-dela bien et mal, Garnier-Flammarion, París, 2000, pág. 93. 
(Trad. cast.: Más allá del bien y del mal, Alianza, Madrid, 2015.) 

86. Nota del T.: En francés no existe el artículo neutro. Pero usar el artículo defini- 
do masculino no funciona en todos los casos en español. Según el contexto, traducire- 
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cativo «común». No porque no podamos permitirnos hablar de los co- 
munes para designar los objetos construidos y sostenidos por nuestra ac- 
tividad, lo cual es ya una forma de sustantivación, sino sobre todo porque 
rechazaremos hablar de los «bienes comunes» O incluso del «bien común» 
en general. Lo común no es un bien, y el plural no cambia nada a este 


respecto, porque no es un objeto al que deba tender la voluntad, ya sea , 
para poseérlo o para constituirlo. Es el principio político a partir del cual 
debemos construir comunes y hacer con ellos para preservarlos, exten- 


derlos y conseguir que sobrevivan. Es, por este mismo motivo, el princi- 
pio político que define un nuevo régimen de las luchas a escala mundial. 

Evitaremos, por la misma razón de fondo, invocar un misterioso sen- 
tido ya activo en la conducta de la gente común (common men), consis- 
tente ante todo en el sentimiento intuitivo de las «cosas que no se deben 
hacer».* Preferiremos, sin lugar a dudas, el concepto de «economía mo- 
ral de la multitud» o bien de «economía moral de los pobres», forjado por 
el historiador Edward Palmer Thompson para significar un conjunto de 
prácticas y de valores dirigidos a defender los intereses de la comunidad 
contra una agresión de las clases dominantes. Lo común tampoco es un 
principio moral abstracto ni un tipo de persona. No es posible encerrar 
por adelantado a los seres humanos que actúan para construir lo común 
en un tipo psicológico identificable, ni siquiera en una categoría social de 
contornos definidos: son lo que sus propias prácticas hacen de ellos. 
De un modo general, y de acuerdo con una de las visiones más profun- 
das de Marx (en su «VI Tesis sobre Feuerbach»), plantearemos que son las 
prácticas mismas las que hacen de los hombres lo que son. Y es a partir de 'sts 
prácticas que se puede dar cuenta del movimiento mismo de las socie- 


mos le commun por «lo común» o por «el común». Lo primero cuando se hable en térmi- 
nos generales, lo segundo cuando se refiera a «un» común específico. 

87. Es la definición bastante vaga y negativa que encontramos en el ensayo de J--C. 
Michéa, Impasse Adam Smith, Climats, Castelnau-le-Lez, 2002, pág. 94. 

88. En La Formation de la classe ouvriére anglaise (publicado en inglés en 1963 y tra- 
ducido al francés en 1988), Thompson daba el ejemplo de los pillajes de supermercados 
en períodos de alza de los precios. Ulteriormente definirá esta economía en los siguien- 
tes términos: «Una visión tradicional de las normas y de las obligacioñes sociales, de las 
funciones económicas apropiadas por las diversas partes de la comunidad» («The moral 
economy of the english crowd in the eighteenth century», Past and Present, vol. 50, 
1971, págs. 76-136). Al menos este concepto tiene el mérito de poner en relación los 
valores con prácticas sociales y luchas. 


Común 


60 


dades, ya que, como lo destacó el propio Marx, la sociedad es el «produc- 
to de la acción recíproca de los hombres». 


No haremos, pues, de lo común el equivalente de un principio abs- 


tracto de «solidaridad» que pueda ser válido tanto para los juegos de los 
niños como para el combate militar.*? Tampoco lo confundiremos con 
la concepción sociológica que, desde Auguste Comte, vio en la interde- 
pendencia general de las actividades el fundamento de las obligaciones 
morales y la base o la razón de los edificios políticos. Esta gran idea, que 
podemos considerar una reinterpretación «social» de la representación 
económica de la división del trabajo, fue sistematizada por Durkheim o 


por el jurista Léon Duguit, quien planteaba que la sociedad es «una gran * 


cooperativa». Dicha idea no carece de vínculos con la inspiración pri- 
mera del socialismo, antes de su doble degradación totalitaria y socialde- 
mócrata en el siglo Xx, que veía en la cooperación del trabajo en el seno 
del taller un modelo de reorganización de la sociedad concebida como 
gran «asociación». Pero ni la sociología ni el socialismo, a pesar de nota- 
bles observaciones que a menydo han caído en el olvido, supieron ex- 
traer todas las implicaciones Polltcas de la intuición de que la actividad 
humana es siempre co-actividad y co-obligación, co-operación y reci- 
procidad. Y ello por un motivo que no tiene nada de misterioso. La 
trayectoria política occidental, que acabó atribuyendo al Estado el mo- 
nopolio de la «utilidad común» condujo, por un lado, a la administración 
burocrática de la producción, y por otro lado, a la gestión del asegura- 
miento de lo social como dominio intermedio entre el Estado y el mer- 
cado. Para decirlo de otro modo, los esfuerzos que desde el siglo x1x han 
tratado de renovar el pensamiento político y la reflexión social para hacer 
frente al capitalismo no han conseguido fundar una política de lo común 
plenamente coherente. 

Nos negaremos a excluir lo «social» y lo «económico» de la institución 


de lo común, como se complace en hacer cierta filosofia politica arepir . 


89. P. Linebaugh afirma así al comienzo de su libro Stop Thief!, PM Press, Oakland, 
2014: «La solidaridad humana tal como se expresa en el eslogan “todos para uno y uno 
para todos” es el fundamento de la práctica de lo común (the foundation of commoning). En 
la sociedad capitalista este principio sólo es autorizado para los juegos de niños o el com- 
bate militar». 

90. L. Dugit, Souveraineté et liberté. Lecons faites d "Université de Columbia, Félix 
Alcan, París, 1920-1921, págs. 167-168. (Trad. cast.: Soberanía y libertad, Comares, Gra- 
nada, 2013.) 
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blicana» o «democrática». Para esta última, la praxis política racional no 
se puede confundir con las actividades de producción y de intercambio, 
más o menos animales, más o menos mecánicas, confinadas en el reino . 
de la.necesidad o el dominio de la razón instrumental, como si esta su-, 
puesta estanqueidad de lo político y lo económico pudiera tener la míni- 
ma realidad en las sociedades contemporáneas. Podemos ver ahí un pro- 
fundo retroceso respecto a lo que pudieron representar el socialismo en 
el siglo xx y el feminismo en el siglo xx: la irrupción en la escena polí- ' 
tica de los trabajadores y de las mujeres, hasta entonces excluidos de lo ' 
«común». Estos movimientos produjeron una ruptura en el pensamiento: 
político haciendo del trabajo, de todas las actividades y de todas las rela- 
ciones sociales cuestiones directamente implicadas en el debate público. 
La separación de lo común y lo económico en Arendt o en Habermas se 
explica en gran parte por la experiencia totalitaria del siglo xx. La única 
alternativa posible frente a la destrucción de toda deliberación racional les 
pareció residir en la protección, por otra parte bastante desesperada, de 
una esfera de la «acción» o de un «actuar comunicacional» frente a la co- 
Jonización económica. La expansión del capitalismo, tal como hoy en día 
se lleva a cabo, nos impide sostener esta clase de esperanzas. La época nos 
obliga, más bien, a retomarlo todo «desde la raíz». 


Ad 


PRIMERA PARTE 
La emergencia 
de lo común 
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En este comienzo del siglo XXI, el principio político de lo común emer- ' 


ge de las luchas democráticas y de los movimientos sociales. Con él se 
abre un tiempo nuevo de la emancipación. Se está formando un discurso 
teórico nuevo, vinculado a los movimientos altermundialistas, que se 
alimenta de fuentes teóricas múltiples. La primera parte de este libro pre- 
senta el contexto histórico de esta emergencia y cartografia de un modo 
crítico las primeras elaboraciones de lo común. 


No hay un solo movimiento de oposición al capitalismo que no esté : 


marcado por el destino trágico de las revoluciones en el siglo xx. El co- 


_munismo de Estado sigue hipotecando la alternativa. Y existe el peligro 


de que con motivo de los desastres crecientes engendrados por el capita- 
lismo, aparezcan aquí o allá rehabilitaciones más o menos sofisticadas de 
los regímenes que se llamaron «comunistas». Sin embargo, a pesar de este 


hecho, a lo que se tiende es a la invención, o más exactamente, al descu- ' 


brimiento de un común que no sea una falsa apariencia. Nos propone- 


mos aquí, en primer lugar, reexaminar una serie de modelos de co- ' 


munismo que han sido otras tantas formas de travestir lo común en el 


sentido que le hemos dado en el capítulo 1, el de una obligación que 


todos se imponen a sí mismos. Insistiremos en el hecho de que la supues- ' 


ta «realización» de lo común a través de la propiedad de Estado no ha sido ' 
——en todos los casos — más que la destrucción de lo común por parte del. 


Estado (capítulo 2). 


Esta destrucción de lo común, por fuerza tenía que conducir a los' 


Estados comunistas al fracaso, un fracaso que tuvo su parte en el triunfo 
de la racionalidad neoliberal por todo el mundo a partir de los años 1980. 
Desde entonces la doxa no ha dejado de machacar que ninguna otra vía, 
aparte de la del capitalismo, era imaginable. Pero desde los años 1990 
surgieron un poco por todas partes, a lo largo y ancho del mundo, nuevos 
grupos militantes e intelectuales que reemprendieron la oposición al or- 
den dominante. El acento crítico recae en la «apropiación» de los recursos 


-. 
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naturales, de los espacios públicos, de las propiedades del Estado, por : 


parte del capital. En efecto, es una época de depredación generalizada, 
orquestada por las oligarquías que se atiborran con la riqueza colectiva, de 
extensión de los derechos de la propiedad, dirigida por los grandes oligo- 
polios hacia todo aquello que puede acrecentar su campo de acumula- 
ción: el conocimiento, la naturaleza y la vida. La teoría crítica hace de la 
«expropiación» y de la «desposesión» fenómenos principales del- -capitalis- 
mo contemporáneo. En este contexto es donde lo común se convierte en 
un tema recurrente de los nuevos discursos. Pero lo hace bajo una forma 
muy particular, la de «los comunes», objeto de nuevas enclosures. ¿Cómo 
se ha construido esta relación analógica con la prehistoria del capitalismo 
y qué efectos teóricos y políticos conlleva? (capítulo 3). 

Este tema del «pillaje» y del «robo» parece esencialmente defensivo, 


- reactivo, negativo. De hecho, los procesos objeto de crítica reclaman 


lógicamente una resistencia a este gran hold-up que está llevando a cabo 
el capital desatado. Pero la constitución de una nueva economía política 
de los comunes en toro a Elingr Ostrom ha contribuido a dar un conte- 
nido positivo a lo común. Sus investigaciones empíricas, así como Su 
teoría institucionalista de la acción colectiva, muestran que el mercado y el 
Estado no son los únicos sistemas de producción posibles, que hay formas 
institucionales muy diversas a través del mundo que pueden aportar a sus 
miembros recursos durables y en cantidades satisfactorias, y ello median- 
te la creación y la renovación instituida de reglas de gestión común. Estos 
trabajos, gracias a la difusión que han tenido en los Estados Unidos y en 
otros lugares, sirven hoy en día de referencia a numerosos movimientos 
en el mundo. Proponen un modelo de acción y de pensamiento.que se 
ha extendido a los nuevos comunes de la información y del conocimien- 
to. Si bien tal fenómeno de difusión discursiva merece en sí mismo ser 


“estudiado, se impone también una reflexión crítica sobre el contenido de 


esta economía política y especialmente sobre la reificación de los «bienes», 


constitutiva del discurso económico como tal, que parasita y paraliza * un 


AT 


verdadero pensamiento de la institución de lo común. Aun reconocien- 
- do el papel histórico fundamental de los trabajos de Ostrom, mostrare- 


mos igualmente sus límites, que deben ser superados mediante una teo- 
ría, no. de los comunes sino de lo común (capítulo 4). 
A esta tarea, precisamente, sé “dedicaron dos teóricos importantes, 


Michael Hardt y Antonió Negri, así como economistas y Juristas de su 


entorno. La'teoría de lo común que han ido construyendo en su trilogía, 
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Imperio, Multitud y Commonwealth, constituye un hito en la historia de los 
pensamientos críticos. Pero por desgracia está hipotecada por presupues- 
tos que en nuestra opinión no se sostienen, relacionados con la natura- 
leza esencialmente «rentista» del capitalismo contemporáneo, la autono- 
mización « creciente del «trabajo inmaterial» o el desarrollo espontáneo del 
comunismo informacional y reticular. Aunque su forma de comprender 
lo común parece muy moderna, ya que tiene en cuenta los últimos avan- 
ces tecnológicos, esto no es, de hecho, más que una ilusión. Mostrare- 
mos que Hardt y Negri siguen el modelo teórico de la «fuerza colectiva» 
concebido por “Proudhon. Aunque fue olvidado en gran medida, este 
modelo sigue siendo esencial para comprender los debates socialistas del 


siglo xIx y, en particular, para entender el modo en que Marx, contra 


Proudhon, elaboró su propio modelo que hace del capital el motor de lo 


común. Esta genealogía tiene tan sólo una finalidad: abrir la vía a una. E 
nueva teoría de lo común que será el objeto de la segunda parte del pre- ' 


sente libro (capítulo 5). 


Z 
La hipoteca comunista, o el 
comunismo contra lo común 


El comunismo burocrático de Estado bloqueó progresivamente, mucho 
antes del hundimiento de los «sistemas socialistas», la posibilidad de otra 
sociedad, y ello en mucha mayor medida de lo que se hubiera podido 
imaginar. Todavía no hemos sabido extraer todas las consecuencias prác- 
ticas y teóricas del nacimiento, el desarrollo y el declive de los estados 
comunistas, entre los cuales se cuentan algunos de los peores regímenes 
de la historia, como el estalinismo, el maoísmo y el polpotismo. Frente a 
los regímenes criminales hoy en día designados por estos nombres, ante 
la constatación abrumadora de la casi destrucción del movimiento obre- 
ro en sus formas y proyectos históricos, a menudo se ha impuesto el 
desasosiego; nada de esto ha impedido a algunos pasarse al campo de los 
vencedores y a otros complacerse en la denuncia del «complot capitalista 
contra el socialismo». ¡Cuántas excusas se habrán inventado para conjurar 
la «disonancia cognitiva», según la fórmula de Festinger, entre el ideal 
de la emancipación y la siniestra realidad del terror de Estado!! Hay, sin 


1. La rehabilitación de Stalin llevada a cabo por Domenico Losurdo, en nombre i 


del «contexto objetivo» y del «comparatismo», indica que la oposición al capitalismo y al | 
neoliberalismo podría alimentar «contra-historias» supuestamente desmistificadoras pero | 


que no hacen más que banalizar las formas terroristas del comunismo burocrático. Véase ' 


D. Losurdo, Staline, Histoire et critique d'une légende noire, Aden, Bruselas, 2011, y Fuir 
Uhistoire? La réyolution russe et la révolution chinoise aujourd”hui, Delga, Paris, 2007. En 
cuanto a Alain'Badiou, si bien admite que una crítica de Stalin era y sigue siendo nece- 
saria, añade que la úínica crítica «rigurosa» es la crítica de Stalin hecha por Mao: «La crí- 
tica política dé Stalin y desu visión terrorista del Estado debía ser llevada a cabo de 
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embargo, otra vía, que consiste en examinar lúcidamente lo que nos en- 
seña la historia del comunismo con el fin de abrir un nuevo porvenir a 
las luchas de emancipación. 

Toda verdadera política de lo común debe, en efecto, enfrentarse a 
doctrinas y prácticas que, en la historia, se han identificado con el comu- 
nismo. ¿De qué «común» se trató, pues, en las diferentes formas de co- 
munismo? Y, más precisamente todavía, ¿qué relación ha mantenido 
cada una de estas formas con lo que a veces se planteaba como un común 
realmente existente? Podemos hacernos una primera idea rehaciendo 
una génesis lexical que dice mucho de las pasarelas que conectan unos 
períodos con otros. Como se sabe, el término aparece en un texto escri- 
to por Victor d'Hupay de Fuveau en 1785 y designa en aquel entonces 
una «comunidad de régimen moral económico» que se practicaría en 
pequeños grupos (llamados «pelotones») constituidos a partir de los dife- 
rentes estados o profesiones y que, supuestamente, debían reemplazar a 
los monjes en los diversos monasterios en aquel entonces despoblados. 
Resulta que este autor era amigo de Restif de La Bretonne, quien intro- 
duce en su autobiografía (Monsieur Nicolas) la expresión de «comunistas 
de la comunidad» para nombrar uno de los nueve modos de gobierno? 
El hecho de que la palabra, con su sentido político, emerja con esta sig- 
nificación en los años 1790, que esté cargada del recuerdo de la insurrec- 
ción de las comunas del siglo X11, que esté vinculada a los acontecimientos 
revolucionarios de la Comuna parisina y a la Conspiración de los Iguales 
de Babeuf, y que sea una muestra, al mismo tiempo, de la superviven- 
cia de las comunidades y costumbres rurales, son cosas que no nos pue- 
den dejar indiferentes.? ¿Cómo no iba a intrigarnos un término que pri- 
mero sirvió para designar a los oficiales de las comunidades urbanas y a 
los miembros de las comunas rurales o de comunidades religiosas, que 


forma rigurosa, desde el punto de vista de la propia política revolucionaria, y Mao hizo 
más que esbozarla en muchos de sus textos». Véase «L'idée du communisme», en 
L'Hypothéese communiste, Circonstances, tomo 5, Lignes, París, 2009, pág. 197. Más adelan- 
te en este capítulo veremos qué hay que pensar de Mao y de su vínculo con la experien- 
cia de la Revolución Cultural. 

2. Véase J-L. Nancy, «Communisme, le mot», en A. Badiou y S. Zizek, L'ldée du 
communisme, Lignes, París, 2010, pág. 198. 

3. Véase «Manifeste des égaux» de S. Maréchal y «Fragment du projet de décret éco- 
nomique», en P. Buonarroti, Conspiration pour Végalité dite de Babeuf, tomo 2, Vingt-neu- 
viéme piéce, Baudouin Freres, París, 1830, pág. 305. 
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desde finales del siglo xvI se convirtió en el nombre de una aspiración 
política a la «igualdad real» y a la «abolición de la propiedad»? Las palabras 
pronunciadas por Sylvain Maréchal en su Manifiesto de los Iguales en 1796 
resonarían por mucho tiempo: «Ha llegado el instante de fundar la Re- 
pública de los Iguales, ese gran hospicio abierto a todos los hombres. Los 
días de la restitución general han llegado. Familias que gemís, venid a 
sentaros a la mesa común que la naturaleza ha preparado para todos sus 


hijos». Para los partidarios de la comunidad que rodean a Babeuf, es cier- | 


tamente la naturaleza la que impone compartir en la realización de la 
«felicidad común» y la comunidad de los bienes, términos estos que se 
tornan absolutamente sinónimos:* «Tendemos a algo más sublime y más 


equitativo, ¡el bien común o la comunidad de los bienes! Basta de pro- : 


piedad individual de las tierras, la tierra no es de nadie. Reclamamos, 
queremos el goce comunal-de los frutos de la tierra: los frutos son de 
todos». Y esta «santa empresa», como él la califica, reclama todos los sa- 
crificios de una civilización mentirosa: «¡Perezcan, si es preciso, todas las 
artes, si ha de quedarnos la igualdad real!l», declaración en la que resuena 
el recuerdo de las lecturas apasionadas de los discursos de Rousseau y los 
códigos de la naturaleza de mediados del siglo xvIH1. 

Más allá de este período inaugural, como lo indica Jacques Grandjonc, 
todos los grandes países europeos se verán inundados por un léxico que 
prolifera, forjado sobre la raíz latina communis (commun, common, gemein), 
raíz que se impone en el vocabulario revolucionario de los años 1830- 
1840. Pero ¿de qué modo este término, «comunismo», que según Restif 
quería designar la «excelencia de la comunidad», acabó significando un 
absolutismo de Estado que sirvió de «modelo» de poder y organización 
económica en grandes extensiones del planeta un siglo más tarde? Los 
principales aspectos del comunismo burocrático son a día de hoy bien 
conocidos. Victor Serge fue uno de los primeros en resumirlos, con una 
fórmula lapidaria que tiene el mérito de la concisión: el «monopolio bu- 
rocrático y policial, más valdría decir terrorista, del poder».*? 

Para muchos, las esperanzas que hizo nacer la revolución rusa, las 
ilusiones que propagó, los debates que suscitó, las escisiones que provo- 


4. Véase P. Riviale, L'Impatience du bonheur. Apologie de Gracchus Babeuf, Payot, 
París, 2001, pág. 275. 

5. V. Serge, L'An ] de la révolution russe, La Découverte, París, 1997, Postfacio 
inédito: «Trente ans aprés (1947)», pág. 468. 
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có, quedaron atrás. Según ellos habríamos pasado definitivamente a algo: 


distinto y esto nos dispensaría de toda consideración del pasado. ¡Segu- 
ro que sí! En China, el capitalismo de Estado se reivindica todavía como 
comunista y heredero del maoísmo, los que se oponen al capitalismo per- 
manecen extrañamente mudos en lo referente al balance del «socialis- 
mo que existió realmente», a Castro no le faltan admiradores y podemos 
incluso preguntarnos si ciertos intelectuales que se identifican con el pen- 
samiento crítico no son nostálgicos más o menos vergonzantes del tiem- 
po feliz de su juventud, cuando todavía podían creer, sin problemas de 
conciencia, en la virtud de los Estados comunistas. Un nuevo y extraño 
silencio se propagó entre estos intelectuales tras el shock Solzhenitsyn, la 
conversión capitalista de la economía china y la caída del muro de Ber- 
lín.* En contraste con el ruido de las denuncias, siempre locuaces, de los 
apólogos del neoliberalismo, este silencio hace del comunismo burocrá- 
tico un gran agujero negro del pensamiento político de hoy y tiene mu- 
cho que ver con la condena que en nuestro tiempo pesa sobre el futuro. 
Es, incluso, el síntoma principg] de la confusión que se ha apoderado del 
mundo intelectual y político, llevándolo a alejarse de la búsqueda de una 
política altemativa, o bien, más comúnmente, a mostrarse incapaz de 
producir una forma creíble de dicha alternativa. 

Pero sólo habrá un pensamiento nuevo del porvenir posible si se con- 
siente a reexaminar lo ocurrido con las grandes formas del comunismo. 
Por este término entendemos las diversas doctrinas y prácticas que se 
dieron a sí mismas este nombre, reivindicando una tradición muy antigua 
o que mantiene el mismo término para transformar su sentido en un 
contexto doctrinal radicalmente nuevo. Tres grandes concepciones del co- 
munismo se han sucedido en la historia. La primera se vinculó al valor 
supremo de la «comunidad», cuyo principio es la unidad en y por l 

“igualdad. La segunda, con Marx, retomó este término por su cuenta para 
introducir en él un contenido nuevo, el de la «sociedad» como realidad 
específica, definida por su capacidad de autoorganización, el dinamismo 
de sus fuerzas inmanentes, las facultades y las energías de sus miembros, 
que requieren organizarse democráticamente para desarrollarse del modo 


6. La negación de los campos del gulag persistió durante mucho tiempo. Fue pre- 
cisa la publicación de la «literatura de los campos», como los admirables Relatos de Kolyma 
de V. Shalamov (Random House, 1998), para que su realidad fuese reconocida incluso 
por los partidos comunistas. Véase la síntesis de J-J. Marie, Le Goulag, PUF, París, 1999. 
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que les es propio. Otra historia se inauguró en el siglo xx, con los estados 
comunistas, período. en el que se impuso el poder del partido único sobre 
la administración de la sociedad, poder que ya no tenía relación, salvo 
retórica, con las formas doctrinales que lo habían precedido y desarrolla- 
ba modos de gobierno basados en el principio del terror. Pero, más allá 
de esta periodización, lo que nos importa sobre todo es extraer lo que 
Max Weber llamaba «ideales-tipo», vale decir, construir modelos de in- 
teligibilidad capaces de ayudarnos a distinguir lo que a menudo se ha 
presentado en la historia bajo formas mixtas e híbridas. Con tal propósito, 
hay que tratar de aislar los rasgos más significativos de la realidad estudia- 
da, aun dejando otros aspectos menos relevantes para la construcción de 
tales modelos. 


El comunismo de la «comunidad de vida» 


En un texto clásico, que trata de dar una definición sociológica del socia- 
lismo, Durkheim establece una oposición entre socialismo y comunismo. 


Son doctriñas; éscribe, que se suele confundir demasiado a menudo. El 


comunismo es una utopía, si no atemporal, al menos transhistórica, que 
ución de una comunidad de. iguales . ) 


apunta a la. constit 1 
bienes en común. Durkheim ve su fuente principal, quizás. única, en La 


o 


¿Repúb icá de Platón. 7 La utopía comunista destaca las consecuencias mora- 
les de E “propiedad privada en general y no, como lo interpreta el socia- ' 


lismo, la ocasión de una organización económica determinada surgida en 
un momento preciso de la historia. Contra la propiedad fuente de inmo- 
ralidad, «base viciosa de la sociedad», según los términos de Restif de la 
Bretonne,* hay que promover la «excelencia de la comunidad», basada en 
la reciprocidad, expresión práctica de la verdadera moral y única fuente 
de la auténtica felicidad, que sólo puede ser común. Así, a propósito de 
los comunistas, Durkheim escribe: «Su idea fundamental, que perma- 
nece igual en todo lugar bajo formas apenas diferentes, es que la propiedad 


7. Según Durkheim, «todas las teorías comunistas que han sido formuladas poste- 
rormente derivan del comunismo platónico, del que no son más que variedades». Véa- 
se É. Durkheim, Le Socialisme, Deuxiéme lecon, 1928. 

8. Véase J. Grandjonc, «Piéces justificatives», Communisme/Kommunismus, Com- 
munism. Origine et développement international de la terminologie communautaire prémarxiste des 
utopistes aux néo-babouvistes 1785-1842, vol. 2, Karl-Marx-Haus, Tréveris, pág. 332. 


OA 


ED 


COMÚN 


74 


privada es la fuente del egoísmo y que del egoísmo se deriva la inmorali- 
dad. Ahora bien, tal proposición no apunta a ninguna organización social 
en particular. Si es cierta, se aplica a todas las épocas y a todos'los países; 
se adecúa tanto al régimen de la gran industria como al de la pequeña. Ni 
siquiera se refiere a un hecho económico, ya que la propiedad es un he- 
cho jurídico y moral, que afecta a la vida'económica pero sin ser parte de 


* ella. En suma, el comunismo se resume por entero en un lugar común 


de moral abstracta, que no es de ninguna época ni de ningún país».? Este 
tipo de comunismo aspira a organizar la existencia de un grupo de hom- 
bres sobre la base de la comunidad de los bienes y de las prácticas de con- 
sumo. Adquiere el aspecto de una ascesis colectiva, de una renuncia a la 
propiedad personal con vistas a un perfeccionamiento moral y/o una pre- 
paración para la salvación. Mediante la puesta en común de los bienes, el 
individuo se funde en la unidad de la comunidad para purificarse y _per- 
feccionarse. Esta puesta en común permite el cambio del individuo, su 
mejoramiento moral y su progreso espiritual. El comunismo se dirige 
enteramente al rechazo de la rigueza, en la medida en que el interés eco- 
nómico es sospechoso de ser un agente de disolución de la integridad del 
grupo. Inversamente, la práctica de compartir, en particular la que inter- 
viene en el consumo colectivo de los bienes colectivamente poseídos, es 
un medio de purgación, un vector de salud moral, del mismo modo que 


- en el mundo cristiano es una vía para la salvación religiosa. 


Innegablemente, este ideal de una comunidad de vida hecha posible 
por la comunidad de los bienes encuentra una de sus fuentes principales 


- de inspiración en La República de Platón. Para este último, se trata ante 
- todo de salvar la ciudad del peligro mortal de la disensión y de la guerra 


civil, prohibiendo toda posesión privada a sus guardianes, porque tal 
posesión los apartaría de la tarea de defenderla de sus enemigos: «Ya que 


en cuanto posean privadamente (idian) tierra, una habitación y dinero, 


se convertirán en administradores de sus propios bienes, en cultivadores, 
en vez de ser los guardianes de la ciudad; y en vez de ser los compañeros 
defensores de los otros ciudadanos, se convertirán en sus tiranos y ene- 
migos...».*” En este proyecto, los dirigentes son «protectores y auxiliares» 


9. É. Durkheim, Le Socialisme, op. cit. (Trad. cast.: El socialismo, Akal, Madrid, 
1987.) 

10. Platón, La République, Caicos” París, 2002, pág. 213. (Trad. cast.: 
La República, Akal, Madrid, 2009.) 
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que se designan entre ellos como «coguardianes», mientras que los 
miembros del pueblo son llamados «donadores de salario» y «abastece- 
dores». Así, los primeros obtienen su subsistencia de los segundos como 
salario de su tarea de guardianes y deben gastarlo en común. Como se 
ve, la comunidad de los bienes se restringe en extensión, ya que sólo es 
válida entre los guardianes debido a la función específica de la que están 
investidos; no se aplica en absoluto a los labradores y artesanos, que si- 
guen siendo, por su parte, propietarios privados, de tal manera que 
la igualdad entre guardianes presupone como condición fundamental la 
desigualdad entre guardianes y productores. ¿Qué clase de unidad debe- 


ría permitir crear esta disposición? El texto de La República está. satura= ,., 


do del término «comunidad» (koinot 
quienies les está prohibido tocar el oro y la plata y que no poseen casa 
privada alguna, Platón escribe: «Que sean asiduos a las sísitias y vivan en 
comunidad (koiné zen), como los que están en una expedición militar».*! 
Pero la expresión más fuerte es, sin discusión, la de «comunidad del 
placer y del dolor» (hedones te kai lupés koinonia) que figura en un pasaje | 
donde la comunidad de las mujeres y de los niños es justificada como la! 
mejor de las comunidades. En virtud de tal comunidad, argumenta 
Platón, todos los ciudadanos se alegran y se afligen por igual de sus ga- 
nancias y sus pérdidas: así, todos dirían al mismo tiempo y por el mismo 
motivo «es mío» y «no es mío». De este modo se realizaría una unidad 
que aproximaría la ciudad a una persona única: “así-cómo la persona 
a quien le duele un dedo tras una herida sufre todo él al mismo tiempo 
que la parte dañada, igualmente es la ciudad entera la que padece en 


aquel de sus ciudadanos que está afectado. 
El ideal platónico se define, por tanto, por una analogía de estructura 


11. lbíd., pág. 212. El término sisitia designa la comida en común; a este respecto es 
revelador que Pierre Leroux vea en la práctica de estas comidas comunitarias en Esparta 
una forma de prefiguración del socialismo. 

12. Ibíd., págs. 282-283. 
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de Aristóteles, que.excluye una unidad de este tipo.*? Pues toda la crí- 
tica del comunismo platónico enunciada en el capítulo 2 del Libro II de 


la Política objeta que el exceso de unidad conduce a la ciudad a su pérdi- — 
ción, haciéndola volver al estado de familia y al de individuo. En par=" 


ticular, refiriéndose explícitamente a la afirmación según la cual la ciu- 
dad perfectamente una es aquella en la que todos los ciudadanos dicen al 


mismo tiempo «esto es mío», «esto no es mío», Aristóteles reprocha a 


Platón la comisión de un paralogismo al jugar con el doble sentido de la 
palabra «todos» (pantes): en efecto, ésta puede aplicarse a cada individuo | 
en particular (sentido distributivo), como puede igualmente designar a 
todos los ciudadanos tomados en conjunto (sentido colectivo). Pero 
quienes poseen en común mujeres y niños, sólo lo toman en el segundo 
sentido, de modo que deberían decir «esto es nuestro» en vez de decir 


«esto es mío».** Lo que está en juego en esta crítica es la irreductibilidad 


de la unidad del «nosotros» de la ciudad a la unidad de un «yo»: al estar 
compuesta de elementos específicamente diferentes, la ciudad no puede 
mantener con una de sus partgs la misma relación afectiva que una per- 
sona individual con una u otra de sus partes. Para Platón, por el contra- 
rio, la unidad de la ciudad posee como unidad sustancial el carácter de 
una unidad indivisible que implica que la relación del todo con la parte 
se pueda reducir a una relación del todo a sí mismo. 

En esta perspectiva, la comunidad de los bienes no está en absoluto 
inscrita en una tipología comparativa de las diferentes formas de propie- 
dad, no vale como «propiedad común» por oposición a «propiedad pri- 
vada», se plantea de entrada como condición de una comunidad de vida 
que es ante todo una comunidad moral. Es esta idea, ciertamente, la que 
ejercerá una profunda atracción intelectual sobre los primeros pensado- 
res del comunismo. Sin embargo, sería un error no ver en las utopías 

- comunitarias más que réplicas de la ciudad platónica, como parece ha- 
cer Durkheim. Los orígenes, tanto en Occidente como en Oriente, del 
ideal comunitario son en realidad múltiples, y en algunos casos, o bien 


anteriores o bien exteriores a la herencia griega de Platón. La dimeñ= 
sión religiosa, que Durkheim deja extrañamente de lado, debe ser des- 


tacada en la medida en que es particularmente manifiesta en el comu- 


13. Véase infra, capítulo 6. 
14. Aristóteles, Les Politiques, op. cit., págs. 142-143, (Trad. cast.: Política, Espasa Li- 
bros, Barcelona, 2001.) 
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nismo de comienzos del siglo x1x.!* Este comunismo de los años 1830-1840 ' 
apela a menudo, por otra parte, a orígenes religiosos, formulados tanto 

en el Antiguo Testamento como en los Hechos de los Apóstoles, para 

fundar la legitimidad de la supresión de la propiedad privada, conside- 
rada responsable de todas las injusticias y desigualdades. El predominio 
del tea del compartir, de la renuncia a la propiedad personal, de la . 
comunidad de los bienes, permite pensar que este primer movimiento - 
que se identifica como comunista tiene profundas raíces en una larga 
tradición judeo-cristiana, que él mismo por otra parte no ignora.'* De. 
este modo, la evOnción aaa se amolda a la forma preconstituida 


de la comunidad." A 

El «primero de los profetas», Samuel, habría sido quien por primera | 
vez creó, fuera de las ciudades, comunidades donde la regla de vida era 
compartir los bienes. Múltiples movimientos de tipo comunista surgen , 


15. Véase el artículo «Communisme» de G. Raulet, en M. Blay (dir.), Grand Diction- 
naire de philosophie, Larousse, París, 2003. Las investigaciones de Engels sobre > las sectas 
comiuñistas y sobré la guerra de los campesinos insisten, por el contrario, en esta dimen- 
sión religiosa. Véase por ejemplo F. Engels, «Contributions á P'histoire du christianisme 
primitif», Le Devenir social, 1894. Este punto se expone extensamente en P. Dardot y 
Ch. Laval, .Marx, prénom: Karl, Gallimard, París, 2012, pág. 622. 

16. Proudhon,:a quien no le gustaban los comunistas, destaca en sus escritos fuer 
temente anticlericales hasta qué punto la Iglesia exaltó cierta forma de comunismo en su 
historia y en algunas de sus formas institucionales, sin dejar de sér ampliamente féudal: 
«Debido a una contradicción que le es propia y que resulta directamente de su dogma, 
la Iglesia, en lo que concierte a la organización del trabajo y de la propiedad, es a la vez 
comunista y feudal. Es comunista porque considera la comunidad pura, sin distinción de 
lo tuyo y lo mío, como el ideal de la asociación humana; dicho ideal, según ella, habría 
sido realizado en el Paraíso terrenal, y espera, con la gracia de Jesucristo, realizarlo de 
nuevo en los establecimientos cenobíticos. La Iglesia es feudal, en virtud del pecado 
original que destruyó la ley de caridad y creó la desigualdad para siempre entre los hom- 
bres. Ahora bien, como esta desigualdad es insuperable, y como por otra parte no todos 
pueden entrar en las comunidades religiosas, la Iglesia ha considerado que lo más conve- 
niente era reglamentar la desigualdad dándole una forma jerárquica, y dulcificarla, ya sea 
mediante el contrapeso de dichas comunidades, ya sea mediante las instituciones de be- 
neficencia». P-J. Proudhon, De la justice dans la Révolution et dans PÉglise, tomo l, Fayard, 
París, 1989, pág. 389. 

17. No resulta indiferente que Babeuf, quien no emplea el término «comunista», 
hable al menos una vez de «comunalistas» para designar a los adeptos de la «comunidad 
de los Iguales». Véase J. Grandjonc, Communisme/Kommunismus, Communism, op. cit., 
vol. 2, págs. 301-304. 
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antes del cristianismo, como la comunidad de los esenios.'* Si damos 
crédito a los Hechos de los Apóstoles, la primera coínunidad cristiana de 
Jerusalén, hacia los años 35-37 de nuestra era, se basa en la renuncia a la 
propiedad privada y la puesta en común de los bienes. Reconoceremos, 

por otra parte, en los Hechos de los Apóstoles algunas de las fórmulas más 
canónicas de comunismo que se han perpetuado mucho más allá de la 
tradición cristiana: «42. Permanecen fieles a la enseñanza de los apóstoles 
[..] y comparten el pan y las oraciones [...] 44. Todos aquellos que se 
adhieren se reúnen y lo ponen todo en común. 45. Venden las propie- 
dades, los bienes y comparten su precio, a cada cual según sus necesida- 
des. 46. Cada día perseveran con un mismo corazón permaneciendo en 
el Templo. Comparten el pan en el hogar y toman sus alimentos con 
alegría y simplicidad de corazón».*? Y más adelante: «32. La multitud de 
aquellos que se unen a un solo corazón, un solo ser. Nadie entre ellos 
dice de sus bienes: “¡Es mío!”, sino que todo lo que es de ellos es en 
común. 33. Con gran fuerza, los apóstoles rinden homenaje a la resurrec- 
ción del señor Jesús. 34. Entráyellos, a nadie le falta nada; todos aquellos 
que resultaban ser propietarios de dominios y de casas las venden, apor- 
tando el dinero de sus ventas. 35. Lo depositan a los pies de los apóstoles; 
se da a cada uno según sus necesidades». 

Los Hechos redactados por Lucas transmiten al cristianismo occiden- 
tal y oriental este ideal comunitario, condición de la búsqueda de Dios, 
y con él ciertas fórmulas y ciertos ritos, como la comida en común, que 
perdurarán hasta nuestros días.* Uno de los principios que pasará a la 
doctrina cristiana a través de los Padres de la Iglesia, y en particular de 
Agustín, es que Dios creó el mundo según el principio de la unidad 


de la comunidad, que exige que las riquezas sean comunes. Todo. el. 


movimiento monástico quedará impregnado de dicho principio. En la 


18. En De |'Humanité (1840), P. Leroux concede una importancia muy particular a 
los esenios, en quienes ve a los antecesores de Jesús porque practicaban la igualdad y la 
fraternidad sin restricciones, a diferencia de las dos otras «sectas judías», como la de los 
saduceos, que según él representa el individualismo y la de los fariseos, que restringe la 
práctica de la caridad a los límites de su iglesia. P. Leroux, De ''Humanité, Fayard, París, 
1985, pág. 160 y págs. 460 y sigs. 

19. Hechos de los Apóstoles, 2. 

20. Hechos de los Apóstoles, 4. 

21. Sobre la comida como rito sagrado, véase G. Simmel, «Sociologie du repas», 
Sociétés, vol. 37, 1992, págs. 211-216. 
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régh c de San Basilio: (siglo 1v), por ejemplo, la norma es la puesta en co- 
'mún: «Que todo sea común a todos y que nadie tenga náda- propio, ni, 


vestido, ni calzado, ni nada de lo que es para” uso de los. cuerpos». La ; 
comunión no se enfiende tan sólo. espiritualmente, sino también mate- 
rialmente, como «puesta en común» de los bienes, como un compartir 
simbolizado por la comida tomada en común. La! 'regla de san Benito,' ¿ 
que se inspira en san Basilio en el siglo VI, expresa ésto mismo con fuer” 1 
za cuando pregunta «si los monjes deben tener algo en propiedad». Y | 
responde en el capítulo 33: «Que todo sea común a todos (omniaque om- 
nium sint communia), como está escrito. Que nadie diga que algo le per- 
tenece ni tenga la temeridad de apropiárselo». Lo que promueve la regla 
es una verdadera represión de cualquier veleidad de propiedad: «1. Ante 
todo, hay que arrancar del monasterio este vicio de la propiedad hasta la 
raíz; 2. Que nadie tenga, pues, la temeridad de dar o recibir nada sin 
la autorización del abad; 3. Ni de poseer nada en propiedad, sea lo que 
sea, ni libros, ni tabletas, ni estilete para escribir, en un palabra: absolu- 
tamente nada; 4. Porque ya no les es lícito a los monjes, siquiera, tener 
a su disposición sus propios cuerpos, ni sus voluntades; 5. Deben esperar | 
del padre del monasterio todo lo que les es necesario. Y nadie podrá ; 
tener nada que el abad no haya dado o permitido». Se ve la diferencia : 
respecto de la koinonia platónica, que hemos comentado más arriba: para: 


conseguir que todos formen «un solo corazón», no se trata ya de hacer | - 
de tal manera que todos puedan decir al mismo tiempo y de la misma : 
cosa «esto es mío», sino de prohibir a cualquiera decir. «esto. es mio». Te 


iemos aquí una “inflexión significativa que corresponde a la distinción 


establecida por Michel Foucault en La Hermenéutica del sujeto entre ' 
epistrophé platónica y la metanoia cristiana. Mientras que la conversión | 
platónica. consiste en alejarse de las apariencias para elevarse al conoci- i 
niiento del ser, la conversión cristiana lleva a cabo una ruptura enel. 
modo de ser del sujeto, en virtud de la cual renuncia a sí mismo.2 La 
ciudad de La República no exige de cada «guardián perfecto» —es decir, * 
de cada dirigente — que renuncie a su propia voluntad; lo que exige, 
por el contrario, es que cada uno haya alcanzado el dominio de sí me- 


diante el conocimiento de lo verdadero; la comunidad de vida monás- 


22. M. Foucault, L*Herméneutique du sujet, EHESS/Gallimard/Le Seuil, París, 2001, 
págs. 201-203. (Trad. cast.: La hermenéutica del sujeto, Akal, Madrid, 2005.) 
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tica implica, por el contrario, que cada «oveja» renuncie entera y defini- 
tivamente a toda voluntad propia mediante una sumisión completa a la 
persona del pastor —obediencia del novicio a su maestro. Es en este 
sentido que la gubernamentalidad pastoral corresponde a un modo de 
individualización que implica, mediante la mortificación de la voluntad, 
una especie de aniquilación del yo.” 
Esta renuncia total, medio para la búsqueda de Dios, se basa en un 
principio teológico fundamental: la donación por parte de Dios de su 
' creación a los hombres. Está bien expresado en un pasaje famoso de san 
Ambrosio, significativamente citado por Constantin Pecqueur en los 
años 1840: «La tierra fue creada para ser común a todos, ricos y pobres. 
¿Por qué, ricos, os arrogáis el derecho de propiedad? La naturaleza no 
reconoce a ricos. [...] Dada en común la tierra a todos los hombres, nadie 
puede llamarse propietario más que de la porción que basta para sus ne- 
cesidades de entre las cosas que ha arrancado del fondo común y ha ob- 
tenido sólo mediante la violencia. [...] La naturaleza proporciona en co- 
mún todos los bienes a todos jps hombres. Dios creó todas las cosas con 


el fin de que su goce fuese común a todos. La naturaleza, pues, engen- 


dró el derecho de comunidad. Es la usurpación la que ha creado la pro- 
piedad privada».* Devolver los bienes privados a la comunidad, ser uno 
* con ella, es pagar la propia deuda, es volver a Dios mediante la devolución 
de los bienes que le corresponden, ya que él los creó. Poner en común 
los bienes de uno es reconocer su deuda con el Creador, tal sería el men- 
saje de Cristo. El ideal de la comunidad total tiene dos dimensiones: ejem- 
plifica e intensifica el tipo dominante de vínculo humano basado en la 
deuda simbólica, la más antigua herencia de las sociedades tradicionales, 
al mismo tiempo que promete, mediante la perfección de vida a la que 
invita, una salvación individual. La unidad absoluta de la comunidad en 
la que cada uno debe fundirse no excluye una individualización, cons- 
tituye su propio medio. Dicho de otra manera, la individualización se 
produce paradójicamente como resultado de la renuncia a sí mismo. Este 
despojamiento voluntario es una separación del mundo, deshace los 
vínculos antiguos, hace de la nueva comunidad el marco de la salvación 


23. M. Foucault, Sécurité, territoire, population, EHESS/Gallimard/LeSeuil, París, 2004, 
págs. 179-183. (Trad. cast.: Seguridad, territorio, población, Akal, Madrid, 2008.) 

24. Citado por J. Grandjonc, Communisme/Kommunismus, Communism, op. cit., 
nota 123, pág. 52. 
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personal. No se trata de crear un paraíso en la tierra, sino de prepararse * 


para acceder a él. 


Numerosos movimientos más o menos heréticos fueron retomando * 


por su cuenta este ideal hasta muy tarde, usándolo, cuando era necesario, 
contra la gubernamentalidad de tipo pastoral y su jerarquía, en nombre 
del principio de la igualdad absoluta entre todos los miembros de la co- 
munidad. En Seguridad, territorio, población, Foucault hace del comunismo 
igualitario una especie de «rebelión de conducta», junto al «ascetismo» y 


giosa —cada uno es pastor o sacerdote, lo cual significa igualmente que 


nadie lo es— así como económica —ausencia de posesión personal de los 


y 
Ú 
/ 


la «mística», indicando que esta exigencia podía adquirir una forrria reli- | 


bienes—.” La referencia a los Taboritas es particularmente ilustrativa: . 


éstos representan el ala radical del movimiento husita, que reconoce el 


derecho de cada individuo, laico o sacerdote, a interpretar las Escrituras 
según sus propias luces y preconiza la abolición de la propiedad privada, 
del impuesto y, más ampliamente, de toda autoridad humana («Todos los 
hombres vivirán juntos como hermanos, ninguno estará sometido a otro»). 
Tras la derrota del ejército taborita en 1434, esta tradición sobrevivió en 
la secta de los Hermanos moravos, defensores de los comunes rurales. 
Podemos vincular asimismo con esta exigencia de igualdad absoluta en la 
comunidad a los Diggers (los Cavadores) de Gerard Wistanley en el siglo 
xvn, la «República comunista cristiana de los Guaranís» en el Paraguay o 
también a los Hermanos-dela vidascomún en Holanda, que están en el 
origen de las «pequeñas escuelas» en Europa. Este ideal se transmitirá 
hasta los siglos XVIII y XIX. Morelly, en su Código de la naturaleza, veía en 
Jesús la personificación del ideal comunista y Cabet lo Hamaba el «prin- 
cipe de los comunistas». Algunos comunistas del siglo xIx pensarán que 


son sus continuadores directos. Así, Cabet no dudará en decir, a pro-' 


pósito de la «comunidad de los bienes», que ésta era «proclamada por 
Jesucristo, por todos sus apóstoles y sus discípulos, por todos los Padres 
de la Iglesia y todos los cristianos de los primeros siglos». Tal será to- 
davía la base doctrinal de los comunistas alemanes de la Liga de los Justos, 
contra quienes lucharán Marx y Engels en los años 1840. En pocas palabras: 


25. M. Foucault, Sécurité, territoire, population, op. cit., pág. 214. (Trad. cast. antes ci- 
tada.) 

26. Ibíd., nota 11, pág. 222. 

27. É. Cabet, «Préface», Voyage en Icarie, pág. 3. 
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este comunismo que promueve la «comunidad de los bienes, los traba- 
jos y los goces», de acuerdo con las fórmulas transmitidas por Philippe 
Buonarroti, a la que es preciso añadir la comunidad de la educación, per- 
manece bajo el dominio del modelo moral de la comunidad, que, establecien- 
do la igualdad y destruyendo la propiedad individual, pretende erradicar 
todas las fuentes sociales del egoísmo y de la envidia. Cuando Dios ya no 
es el que funda tal obligación, es la naturaleza la que lo reclama. El ar- 
tículo primero del Análisis de la doctrina de Babeuf dice lo siguiente: «La 
naturaleza ha dado a cada hombre un derecho igual al goce de todos los 
bienes»; y su artículo 3: «La naturaleza ha impuesto a cada uno la obliga- 
ción de trabajar; nadie ha podido, sin crimen, sustraerse al trabajo». 
: Sin embargo, no se puede reducir el comunismo igualitario y prole- 
' tario de finales del siglo xvm y de la primera mitad del siglo XIX a una 
especie de nueva herejía, a pesar de la referencia religiosa y la relación de 
* hostilidad manifiesta con una Iglesia oficial, acusada de haber abandona- 
do y traicionado el mensaje crístico. Aunque esta forma de comunismo 
| de ascendencia religiosa sigug siendo muy influyente hasta el siglo XIX, 
tanto en medios franceses como alemanes, autores como Restif, Babeuf, 
 Buonarroti o incluso Cabet incorporaron a ella dimensiones nuevas que 
Durkheim no capta. En primer lugar, está su dimensión revolucionaria: 
' la comunidad de las propiedades instaurada por un gobierno revolucio- 
nario acaba con la guerra entre los ricos y los pobres; es la solución defi- 
nitiva al conflicto de las clases. Este comunismo ya no es concebido sólo 
como una puesta en común de los bienes y las propiedades para renovar 
moralmente a la humanidad, sino como una organización colectiva e 
igualitaria del trabajo guiada por la voluntad de justicia social y la preo- 
cupación por el bienestar material de todos los miembros de la comuni- 
dad nacional. La «felicidad común» sigue basándose, sin duda, en la 
- moral del compartir y en la reivindicación de la igualdad real, pero ha 
adquirido un carácter más material, insiste en la satisfacción de las nece- 
sidades de la gran masa de la población mediante una reconfiguración de 
las relaciones sociales y, en primer lugar, la abolición de la propiedad 


privada, el trabajo en común y la repartición igualitaria de los bienes. La 
despropietarización de la nación es el único medio para alcanzar la igual- 


28. Véase C. Mazauric, «Introduction», en Babeuf, Écrits, Le Temps des Cerises, 
París, 2009, pág. 77 y sigs. 
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dad e implica que la nación se convierta en una comunidad real cuya 
dirección corresponderá a una administración de Estado. Si bien los «co- 
munalistas»” idealizan la comunidad como modo de lograr la igualdad, 


modifican su escala. El artículo primero del proyecto de decreto econó-' 
mico de los Iguales promulga que «se establecerá en la República una 


gran comunidad nacional» cuyos bienes comunes serán explotados por 
todos sus miembros y cuyos frutos serán compartidos por todos de acuer- 
do con reglas legales.* El trabajo es regulado por una «administración 
suprema» que distribuye por clases a los miembros de la comunidad, es- 
tablece la lista y las modalidades de los trabajos a realizar y fija por regla- 
mento las cantidades de bienes a consumir. 

No es que la preocupación moral desaparezca repentinamente. Por el 
contrario, sigue siendo central, pero lo fundamental, para los que se iden- 
tifican como comunistas, se desplaza hacia cuestiones de producción, de 
consumo, de eficacia, de bienestar económico a escala de toda la nación. 
El trabajo, significativamente, se invoca como argumento contra la pro- 
piedad personal. Como todo proviene del trabajo y todos trabajan, todo 
es propiedad común, todo pertenece a todos y todos los goces consumi- 
bles deben ser igualmente distribuidos: «como cada uno, al entrar en la 
sociedad, hace una aportación igual (la totalidad de sus fuerzas y de sus 
medios), de ello se sigue que las cargas, las producciones y las ventajas 


deben ser igualmente compartidas». Organización del trabajo de acuer- ' 


do con una división de las tareas, almacenes públicos para distribuir los 
productos, medios de transporte para desplazarlos... la comunidad es fun- 
cional a la escala de un país, incluso del mundo.*” Los comunistas de la 
primera mitad del siglo XIX quizás sigan impregnados del viejo modelo 
moral de la comunidad, pero la combinan con la racionalidad organiza- 
cional de la industria naciente. Aunque buscan aplicar, efectivamente, el 
modelo tradicional de la comunidad de bienes a la sociedad nacional, 
apelando a una «administración suprema» encargada de regir toda la eco- 
nomía y toda la sociedad por medio de reglamentos de policiales ascéti- 
cos y severos, no por ello son «arcaicos» ni «retrógrados». 


29. Nota del T.: communautistes. Babeuf presenta en 1793 su proyecto de un «club des 
communautistes et des Egaux». 

30. P. Buonarroti, Conspiration pour l'égalité dite de Babeuf, op. cit., tomo 2, pág. 305. 

31. Ibíd., tomo 1, pág. 87. 

32. Ibíd., tomo 2, pág. 215. 
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Al igual que muchos socialistas de la época, tratan de conjugar de un: 


modo cada vez más singular dos preocupaciones: inscribirse, sin duda, en 
una larga tradición moral y religiosa, pero responder al mismo tiempo de 
un modo nuevo y pertinente a un desajuste económico y social. En los 
años 1830 y 1840 empiezan a romper con la exclusividad de la preocu- 
pación moral y religiosa, para hacer depender la «felicidad de la humani- 
dad regenerada» (Cabet) de la organización social igualitaria y la prospe- 
ridad económica, de acuerdo con un nuevo esquema que va del vínculo 
social voluntario (asociación) a su eficacia económica y sus efectos bené- 
ficos sobre la moralidad obrera. La aspiración eterna a la comunidad de 
bienes se realizará incluso mucho más fácilmente mediante los efectos del 
«progreso de la industria» que en la Antigúiedad, cuando sólo estaba en 
juego el sacrificio de la riqueza personal.% En Icaria los talleres siguen 
una firme disciplina, todo es eficacia, exactitud y puntualidad. En este 
primer modelo, unidad moral de la comunidad, administración superior 
encargada de reglamentar la vida cotidiana y organización nacional de 
la actividad no van separadas. ero no es fácil conciliar la exigencia de la 
igualdad absoluta con la de un reparto funcional de los individuos me- 
diante una instancia superior.** 


El comunismo de la asociación de los productores 


El segundo modelo de comunismo hereda en gran parte rasgos, específi- 
cos del socialismo moderno. Como hemos. visto más arriba, Durkheim 
opone «comunismo» y «socialismo». El «socialismo» es para él específica 
mente moderno: apunta a la organización colectiva de las funciones de la 
producción económica. Como él mismo nos lo recuerda, el «socialismo», 


a diferencia del comunismo utópico, se reconoce como contemporáneo 


del capitalismo industrial y tiene como principio reparar y reconstituir el 
vínculo social deshecho por el orden mercantil, gracias a un modelo de 


33. «El desarrollo actual y sin límite de la capacidad productiva por medio del vapor 
y las máquinas puede asegurar la igualdad de abundancia», afirma É. Cabet. Véase «Pré- 
face», Voyage en Icarie, pág. 3. 

34. De ahí, por otra parte, los problemas irresolubles que se le plantean a la comu- 
nidad icariana debido al conflicto insuperable entre el principio igualitario y la organiza- 
ción ordenada por el padre de la comunidad. Véase J. Ranciére, «Communistes sans 
communisme?», en A. Badiou y S. Zizek, L'Idée du communisme, op. cit., pág. 235. 
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organización productiva basado en la división de las tareas y la jerarquía 
de las «capacidades». Así, no se inscribe en la prolongación de una «idea 
comunista» que encontraría su origen en la Biblia o en Platón. La 2 palabra 
clave de la mayoría de sus representantes no es ni la puesta en común de 
los bienes ni el consumo colectivo, sino la organización del trabajo ¡ in- 
destrial de acuerdo con la lógica de la asociación. Al viejo modelo 
moral de la «comunidad de bienes» se le opone otro, nuevo, de la «aso- 
ciación de los individuos». 36 Mientras que el viejo cómunismo seguía 
siendo gobernado por la figura más antigua de la comunidad de bienes, 
de acuerdo con la lógica de la deuda simbólica, el socialismo moderno es 

gobernado por la figura de la sociedad-de los individuos, lugar de una 
energía que exige ser organizada, fuente de fuerzas que es preciso coor- 

dinar y de un poder propio que sus miembros deben reapropiarse.” En l 
este sentido, la distancia entre uno y otro modelo se debe al hecho de ' 
que el socialismo, como por otra parte la sociología, parte de la sociedad ' 
como realidad sui generis, lugar de interacciones y movimientos que tie- 
nen su autonomía y reclaman su organización específica, original y racio- N 
nal. Se trata de organizar fuerzas sociales inmanentes dándoles una fuerza ' 
asociativa adecuada a su naturaleza. El socialismo y la sociología son, en > 


este sentido, herederos de los inventores de la «sociedad civil», de esencia 
económica. Pero la «sociedad» de los socialistas está separada de su com-. 


35. Durkheim tiene una clara tendencia a subestimar este aspecto asociacionista del 
socialismo moderno en favor de una concepción francamente estatal. 

36. A veces, por otra parte, los inventores del socialismo moderno expresan de la 
forma más explícita su oposición al viejo comunismo. Los partidarios de Saint-Simon se 
enfrentaron a todos aquellos que les reprochaban no haber instaurado una perfecta igual- 
dad en el reparto de los bienes y haber defendido una desigualdad basada en las compe- 
tencias productivas. Por su parte, Considerant denunció la confusión entre comunistas y 
societarios. Véase Doctrine de Saint-Simon. Exposition, edición de 1831, Au Bureau de 
POrganisateur, pág. 183, y V. Considerant, Exposition abrégée du systeme phalanstérien 
de Fourier, tercera edición, Librairie sociétaire, París, 1845, págs. 27-28. 

37. Ferdinand” Tónnies hizo de la oposición entre «comunidad» (Gemeinschaft) y 
«sociedad» ( Gesellschaft El gran principio explicativo de su «sociología pura» en su célebre 
obra de 1887. La primera se entiende como un «organismo vivo» en oposición a la se- 
gunda, «entendida como agregado mecánico y como artefacto». Véase Communauté et 
société, PUF, París, 2010, pág. 7. Al situar la comunidad viviente en un pasado esencial- 
mente rural, sólo puede considerar el comunismo como «primitivo». En cuanto al socia- 
lismo, que «ya está presente en la idea de sociedad», presupone el «desarrollo del indivi- 
dualismo propio de la gran ciudad y se esfuerza por dirigir el comercio y el trabajo 
mediante el mecanismo del Estado» (ibíd., págs. 265-266). 
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plemento político, el «gobierno económico», todavía demasiado pareci- 


do al «gobierno de los legistas». Este lugar del poder separado de la socie- 
dad se disuelve en la «asociación de los productores», de tal manera que 
la política misma está condenada a una pura y simple extinción.* La 
-- mejor definición del socialismo la da Pierre Ansart: 


Tanto para Saint-Simon como para Marx y Proudhon, la tarea de la revo- 
lución consistirá en liberar las fuerzas sociales oprimidas, destruir los pode- 
res de alienación y de exteriorización, y hacer posible el libre desarrollo de 
la actividad social. No se tratará tan sólo de incrementar para los individuos 
las posibilidades de realización social o de permitir un mejor desarrollo de las 
fuerzas productivas, sino de restituir a los miembros de la sociedad el pleno 
dominio de su acción, haciendo así posible el advenimiento de una socie- 
dad liberada de todo obstáculo interno, una sociedad «en acto», según la 
expresión que Proudhon retoma de Saint-Simon. La revolución marcaría el 
paso de una sociedad regida por relaciones políticas de obediencia a una 
sociedad enteramente consagrada a la actividad administrativa, actividad di- 
rigida hacia las cosas en las due las relaciones de dominación no podrían 
intervenir. La clase de los industriales, o de los proletarios, anteriormente 
dominada por el poder de lo político o del capital, llevaría a cabo un movi- 
miento de reapropiación que la haría dueña de sí misma y de su acción. Así, 
sustituiría la autonomización de las instituciones por la dinámica de sus fuer- 


zas y la inmediatez de sus necesidades.” 


A su manera, Marx y Engels participan en el giro socialista y asociacio- 
nista redefiniendo el comunismo como una «asociación libre de los pro- 
ductores». En consecuencia, desde su punto de vista, la oposición esta- 
blecida por Durkheim entre socialismo y comunismo no tiene ninguna 
pertinencia: tal como ellos lo entienden, el comunismo es profundamen- 
te moderno, de ningún modo arcaico. Para ellos, la oposición no pasa ya 
entre socialismo y comunismo sino, en el interior mismo del comunis- 
mo, entre «comunismo utópico» y «comunismo científico». En efecto, 


38. Marx lo formuló muy bien en «Miseria de la filosofía»: «La clase obrera sustituirá, 
en el curso de su desarrollo, la antigua sociedad civil por una asociación que excluirá las 
clases y su antagonismo, y ya no habrá poder político propiamente dicho, pues el poder 
político es precisamente el resumen oficial del antagonismo en la sociedad civil». K. Marx, 
«Misére de la philosophie», en CEwvres 1, Économie, col. «La Pléiade», Gallimard, París, 
1968, pág. 136. 

39. P. Ansart, Marx et 1'Anarchisme, PUF, París, 1969, págs. 525-526. 
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ellos conferirán al comunismo una dimensión que todavía no estaba más 
que esbozada en algunos de sus representantes. Quieren sustituir la pers- 
pectiva moral y religiosa, todavía muy presente en el socialismo de Owen 
y de Saint-Simon, por una concepción del desarrollo histórico que pre- 
tende ser exclusivamente científica. La idea de que la ciencia debe reem- 
plazar a la política no es, ciertamente, nueva: la propia fórmula «socialis- 
mo científico» proviene de Proudhon, no de Marx. Para este último, el 
nuevo comunismo será científico porque se basa en el conocimiento de 
las leyes de la evolución de las sociedades y, más particularmente, en el 
conocimiento objetivo de la finalidad de todo el desarrollo histórico, fi- 
nalidad que deben fijarse conscientemente las masas a lo largo de sus 
experiencias de lucha. En pocas palabras, el nombre «comunismo» no 
designa ya un proyecto de ciudad ideal, sino el «movimiento efectivo 
que suprime el actual estado de cosas», o bien, según la fórmula de los 
Manuscritos de 1844, la «forma necesaria del futuro próximo»: Marx y 
Engels-no se conforman con decir, como Cabet, que la comunidad dé 
bienes nunca había sido tan fácil de crear como desde que la industria 
permite la abundancia ilimitada. Se esfuerzan por deducir del desarrollo 
del capitalismo la necesidad del comunismo y hacer de la lucha de clases 
el medio por el que el capitalismo dará a luz una formación social supe- 
rior. La base del comunismo «tanto empírico como lógico», fórmula del 
tercero de los Manuscritos de 1844, es el movimiento mismo de la propie- ' 
dad privada y del capital. El comunismo es, pues, al mismo tiempo, 
teoría científica (conocimiento del movimiento) y práctica revoluciona- 
ria dirigida a la transformación consciente de las condiciones de vida 
dadas que se imponen a los hombres. Tal es el sentido de la otra defini- 
ción que se encuentra en La ideología alemana: «El comunismo se distin- 
gue de todos los movimientos que lo han precedido hasta ahora por el 
hecho de que conmueve la base de todas las relaciones de producción e 
intercambios anteriores y, por primera vez, trata conscientemente todas 
las condiciones naturales previas como creaciones de los hombres que 
nos han precedido, las despoja de su carácter natural y las somete al poder 
de los individuos unidos». El comunismo se presenta como un acuerdo 
armonioso entre las «tendencias objetivas» y la «dimensión subjetiva» de 


40. K. Marx y F. Engels, L'Idéologie allemande, Éditions Sociales, París, 1968, 
pág. 97. 
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la historia, como si la conciencia de la necesidad histórica inscrita en el 
movimiento real debiera inevitablemente nacer de las contradicciones 
económicas y los conflictos de clase, vaciando así de sentido el proyecto 
utópico mismo.** 

En esta perspectiva, corresponde a la crítica de la economía política 
mostrar de qué modo el desarrollo de las contradicciones del capitalismo 
engendra por sí mismo las condiciones históricas a partir de las cuales el 
comunismo se torna necesario. Es este trabajo teórico el que permitirá 
establecer científicamente la ley de la transformación histórica que abo- 
lirá el capitalismo. Tal es el sentido explícito de numerosos pasajes de las 
obras o de la correspondencia de Marx, de los cuales uno de los más 
conocidos se encuentra al final del capítulo xxtv del Libro I de El Capi- 
tal —la supuesta «acumulación original-— donde se explica que si bien 
la producción capitalista ha destruido a la pequeña propiedad individual 
de los productores independientes, ella misma a su vez será destruida por 
los mecanismos del desarrollo capitalista «con la inevitabilidad de un 
proceso natural».? Marx y Esigels fundan su demostración en un esque- 
ma histórico simple. El capital expropió a los productores para poder 
desarrollarse. Los productores organizados por el capital serán un día los 
más fuertes y numerosos y expropiarán, a su vez, al capital. El desenlace 
de la historia se lleva a cabo como «expropiación de expropiadores».* La 
cuestión que se le plantea a Marx es, en definitiva, la siguiente: ¿cómo 
engendra el capitalismo las condiciones del comunismo o, por decirlo de otro modo, 
cómo el capital engendra lo común por sí mismo, o sea, por la lógica interna de 
su propio proceso? Esta es la lógica de la «negación de la negación»: la in- 

- tegración más completa de la fuerza de trabajo en la gran empresa me- 
canizada produce una socialización de trabajo y una concentración del 
capital, que constituyen la condición del paso a otro régimen de propie- 
dad y a nuevas relaciones de producción. La socialización capitalista se 
plantea como condición de la asociación de los productores. Mediante 
un extraño acto de fe, lo mismo que hace imposible cualquier control 


41. Para el análisis de esta tensión interna en el pensamiento y la obra de Marx, 
véase nuestra obra Marx, prénom: Karl, op. cit. 

42. K. Marx, Le Capital, Libro 1, PUF, París, pág. 856. (Trad. cast.: El capital, Folio, 
Barcelona, 1997.) 

43. Marx apoya su demostración en consideraciones importantes que interpretan de 
un modo particular, como se verá más adelante, lo que escribió Proudhon sobre el tema. 
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del proceso productivo por parte de la clase trabajadora se convierte en 
«presupuesto» de dicho control. 

La historia no ha confirmado el carácter ineludible de la «expropia- 
ción de los expropiadores», no ha demostrado que la cooperación plani- 
ficada y organizada por el capital cree las condiciones de una gestión 
colectiva de la producción de los intercambios. Marx permanece prisio- 
nero de la falsa simetría que él mismo establece entre el paso de la socie- 
dad feudal a la sociedad burguesa y el paso en última instancia a la so- 
ciedad comunista. La revolución sigue siendo para él un «dar a luz», de 
acuerdo con la metáfora que emplea obsesivamente, al estar la forma 
superior de sociedad contenida en la forma que la precede, debido a que 
el capitalismo crea él mismo las condiciones materiales de su propia supe- 
ración. Sin embargo, estas condiciones del comunismo que él supone pro- 
ducidas por el desarrollo del capital no se parecen en nada a lo que per- 
mitió la constitución del poder económico de la burguesía. Castoriadis lo 
constataba ya en 1955, poniendo de manifiesto que empezaba a distan- 
ciarse del pensamiento de Marx. Mientras que, ciertamente, el capitalis- 
mo ha producido fábricas, proletarios en masa, una concentración del 
capital y la aplicación de la ciencia a la producción, sus presupuestos 
tienen poco que ver con las condiciones de la revolución burguesa: 


Pero ¿dónde están las relaciones de producción socialistas, ya realizadas en 
el seno de esta sociedad como lo estaban las relaciones de producción bur- 
guesas en la sociedad feudal? Ya que es obvio que estas nuevas relaciones no 
pueden ser simplemente las realizadas en la «socialización del proceso del 
trabajo» o la cooperación de millares de individuos en grandes unidades 
industriales: éstas son las relaciones de producción del capitalismo altamen- 
te desarrollado.** 


La «socialización» capitalista no puede confundirse con la asociación de : 


los productores: se caracteriza, como lo recuerda Castoriadis, por el an- 
tagonismo entre la «masa de ejecutantes» y «un aparato separado de direc- 
ción de la producción». Esto le lleva a decir que mientras que la revo- 
lución burguesa es «negativa», en el sentido de que le basta con elevar a 
la legalidad un estado de hecho suprimiendo una superestructura ya irreal 


o 44. C. Castoriadis, «Sur le contenu du socialisme», Socialisme ou Barbarie, n* 17, 
julio de 1955, reproducido en Le Contenu du socialisme, 10/18, París, 1979, pág. 91. 
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en sí misma,* la revolución socialista es «esencialmente positiva», por- 
que debe «construir su régimen, no construir fábricas, sino construir nue- 
vas relaciones de producción cuyos presupuestos no los construye el de- 
sarrollo del capitalismo». Crítica que Castoriadis resume mediante la 
fórmula: «La transformación capitalista de la sociedad culmina con la re- 
volución buiguesa, la transformación socialista comienza con la revolu- 
ción proletaria»." Dicho a otra manera, debido a la confusión entre 
socialización y asociación, ** confusión que no es accidental sino que co- 
rresponde a la idea de que existe una ley de evolución casi natural que 
lleva a las sociedades hacia el comunismo, Marx no pensó la construcción 
del socialismo como establecimiento de nuevas relaciones de produc- 
ción. Por expresarlo en otro léxico: la tesis de Marx, retomada por diver- 
sas variantes del marxismo, hasta las más contemporáneas, es que hay una 
especie de producción objetiva de lo común por el capital que es, en sí 
misma, la condición material de la producción consciente de lo común 
por el trabajo asociado. 

Este comunismo supuestánente científico agoniza por todas partes. 
La fe en él se agotó y sólo algunos viejos creyentes se complacen aún en 
agitar el incensario mientras bendicen la gloriosa marcha de la historia. 
¿Cómo creer que el desarrollo del capitalismo es una fase necesaria, aun- 
que dolorosa, para que aparezca un nuevo modo de producción? Ya 
hemos abandonado esta era de la fe en el progreso de la humanidad, ya no 
creemos en el relato de la emancipación ineludible del hombre, que 
supone y justifica lentas gestaciones y alumbramientos difíciles. Resulta 
significativo de este agotamiento de la antigua creencia que el comunis- 
mo sea hoy en día presentado por algunos de sus heraldos como una 


45. Ibíd., pág. 89. 

46. Ibíd., pág. 90. 

47. Ibíd., pág. 92. Si bien es brillante, no es exacta, porque la transformación capi- 
talista se presenta más bien como una revolución permanente... Además, la fórmula de 
Castoriadis ignora la construcción por el movimiento obrero de formas institucionales, 
de reglas y de valores, distintos del orden individualista burgués. Véase infra, capítulo 9. 

48. Esta confusión aparece en el paso de la «asociación (Assoziation) de los trabaja- 
dores», realizada en la fábrica mediante la división del trabajo y la cooperación, a la 
«asociación (Verein) de hombres libres» evocada en el capítulo 1 de El Capital: la misma 
palabra (Assoziation) designa por otra parte, en el Manifiesto de 1848, tanto una tendencia 
objetiva del capital como la forma de la sociedad del futuro. Véase P. Dardot y Ch. La- 
val, Marx, prénom: Karl, op. cit., págs. 627-629. 


La HIPOTECA COMUNISTA O EL COMUNISMO CONTRA LO COMÚN 


91 


«Idea reguladora» a la manera de Kant, en completa ruptura con la tesis 
marxiana del «movimiento efectivo que suprime el estado actual de las 
cosas». El comunismo adquiere entonces la extraña condición de una 
«creencia moral», parecida a los famosos «postulados de la razón práctica» 
por el efecto que produce sobre la voluntad: del mismo modo que el 
«quiero creer» en Dios porque necesito esta suposición para trabajar en la 
realización del soberano bien,* «quiero creer» en el comunismo porque 
necesito esta suposición para actuar aquí y ahora en favor de la causa de 
la emancipación. Nos limitaremos a tomar nota del hecho de que esta 
última forma de creencia, a diferencia de la primera, renuncia a plantear- 
se como una adhesión a la necesidad histórica. He aquí, al menos, una 
forma de reconocer que tal adhesión es cosa pasada y en vano el tratar de 
resucitarla. Es un hecho, no cabe deplorarlo ni regocijarse de ello. Lo 
cual no significa que el comunismo se reduzca, como dijo Francois Furet, 
al «pasado de una ilusión». Significa, más bien, que cierto momento se 
termina y que se abre quizás un tiempo nuevo de la emancipación, que 
no tendrá mucho que ver con sus formas históricamente anteriores. Pero 
esto supone mirar de frente las realizaciones históricas que se han consi- 
derado comunistas, las cuales estuvieron enteramente regidas por la figu- 


ra del Estado-partido. No debemos buscar ninguna escapatoria para apar-" 


tarnos de esta necesaria confrontación, y evitaremos más que ninguna 
otra la especiosa analogía consistente en hacer del comunismo una «hipó- 
tesis», al modo de una conjetura matemática que reclama ensayos para su 
demostración:* esto sería tanto como decir que los intentos de demos- 
tración de una hipótesis política forman parte de dicha hipótesis, así 
como los intentos de demostración de una hipótesis matemática forman 
parte de esta última. La única función de esta mala paradoja consiste en 
sustraer el fracaso empírico de lá hipótesis a la lógica de su refiitación, o 
más bien hacer del fracaso un fracaso «aparente»! de tal modo que el 
fracaso de la demostración de la hipótesis seguiría siendo un momento de 


49. Véase E. Kant, Critique de la raison pratique, Garnier-Flammarion, París, 2003, 
págs. 271-272. (Trad. cast.: Crítica de la razón práctica, Alianza, Madrid, 2013.) De hecho, 
lo que Badiou llama el «componente subjetivo» de la idea del comunismo corresponde 
al efecto producido sobre la voluntad por el postulado de la razón práctica en Kant. 

50. Alain Badiou pone como ejemplo el teorema de Fermat. Véase A. Badiou, 
L'Hypothése communiste, op. cit., pág. 11. 

51. Ibid. 
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la justificación de la misma. Pero lo más inquietante reside en la conclu- 
sión que autoriza semejante modo de razonamiento, conclusión indig- 
nante: ¿se puede acaso reducir el terror de Estado estalinista o maoísta a 
un «intento de demostración» de la hipótesis comunista y poner así á mi- 
llones de víctimas a cuenta de la «justificación» de dicha hipótesis? 


El comunismo de Estado o la captura 
burocrática de lo común 


A pesar de las últimas ciudadelas todavía en pie en China o Corea del 
Norte, el ciclo estatal del comunismo iniciado en 1917 se termina un 
siglo más tarde. Este ciclo habrá revelado y acentuado algunos defectos 
del marxismo y de la socialdemocracia, que otorgan sobre todo al comu- 
nismo un rostro completamente inédito: el de un Estado terrorista que 
acaparó no sólo el monopolio de la violencia arbitraria, sino también el 
monopolio del discurso sobrg, el mundo social, el pensamiento, el arte y 
la cultura, así como sobre el porvenir de las sociedades. Las circunstancias 
de esta trayectoria se utilizan por lo general para justificar toda la infa- 
mia de una serie de crímenes, la represión de Kronstadt, los campos de 
concentración y los procesos; y, hasta el final, la arbitrariedad policial, la 
práctica del espionaje y la delación por parte de las burocracias conserva- 
doras. El propio Trotski, que fue eliminado por el sistema terrorista, lo 
había justificado en respuesta a Kautsky: «El grado de encarnizamiento de 
la lucha depende de toda una serie de condiciones interiores e interna- 
cionales. Cuanto más encarnizada y peligrosa se muestre la resistencia del 
enemigo de clase vencido, más se transformará, inevitablemente, el siste- 
ma de coerción en sistema de terror». 

Sin duda, las circunstancias históricas apoyan este ejercicio de justifi- 
cación. La guerra civil, el bloqueo militar, el hambre, la desorganización 
industrial, parecen haber decidido por los propios dirigentes cierto nú- 
mero de medidas que permitieron muy rápidamente la instauración de la 
dictadura del Partido, en lugar del tipo de sociedad que Lenin o Trotski, 
antes de la revolución, querían construir y que pretendía ser algo bastan- 


52. L. Trotski, Terrorisme et communisme, 10/18, París, 1963. (Trad. cast.: Terrorismo 
y comunismo, Akal, Madrid, 2009.) 
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te próximo a la Comuna de París a una escala mayor.” Pero estas «con- 
diciones interiores e internacionales» no lo explican todo. Las decisiones 
fueron tomadas y asumidas en función de un postulado compartido, in- 
cluso, por muchos de quienes luego serían destruidos por el estalinismo: 
el Partido que construye, controla y gobierna el nuevo Estado tiene ra- 
zón porque lo ilumina la «ciencia del comunismo». A fin de cuentas, el 
ideal democrático de la libre asociación de los productores fue suplantado 
por formas de dominación y servidumbre, sin relación alguna con la 
cultura de la crítica, el análisis objetivo de los hechos y el rechazo de los 
dogmas que constituían la ética intelectual de Marx.** 

Muy pronto, la estatalización completa de la industria y de los inter- 
cambios, el debilitamiento de las instituciones del control obrero, el re- 
clutamiento de los sindicatos, considerados engranajes de las direcciones 
de las fábricas y del gobierno, la creación de la Tcheka, el monopolio 
político del partido único y el rechazo de las tendencias en su seno, ins- 
tilaron los gérmenes que permitirían a Stalin, algunos años más tarde, con 
la derrota de las revoluciones y el ascenso de los fascismos, ganar influen- 
cia en el Partido, eliminar a todos los oponentes y a todos los rivales 
posibles y lanzarse a la colectivización agrícola forzosa y a la planificación 
burocrática. El gran giro estalinista se lleva a cabo cuando el déspota, a la 
cabeza de su administración, acomete la «acumulación original» basada 
en el terror de masas, de acuerdo con una doble lógica de la explotación 
a ultranza de la mano de obra en las unidades de producción bajo control 
estatal y la amenaza del pelotón de fusilamiento o la deportación a cam- 
pos de trabajos forzados. 

Había llegado el momento del «socialismo en un solo país», que ya no 
tenía nada que ver con la esperanza contenida en el marxismo revolucio- 


nario, como lo advertía en 1947 Víctor Serge en su balance de la expe- 


riencia revolucionaria: «El gran hecho esencial es que en 1927-1928, 
mediante un golpe de fuerza perpetrado en el Partido, el Estado-partido 


53. En El Estado y la Revolución, o en las Tesis de abril, Lenin tiene aún en mente un 
esquema explícitamente anti-estatal del poder. 

54. Rosa Luxemburgo criticó muy pronto la política bolchevique de supresión de 
las libertades democráticas en La Revolución rusa (1918): «La condición que supone táci- 
tamente la teoría de la dictadura según Lenin y Trotski es que la transformación socialista 
es algo para lo que el partido de la revolución tiene en el bolsillo una receta preparada, 
que sólo hay que aplicar con energía». 


- 


ato, 
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revolucionario se convierte en un Estado policial-burocrático, reaccio= 
nario, sobre el terreno social creado por la revolución».* A esto hay que 
añadir, siguiendo los notables análisis de Marc Ferro sobre la revolución 
del 17, que el Partido, desde los primeros años del régimen, ya no tiene 
sociológicamente mucho que ver con la organización revolucionaria de 
1917: ha incorporado a cientos de miles de jóvenes de origen plebeyo 
que compondrán un nuevo grupo social cuyos intereses específicos y 
cuya mentalidad harán de él un instrumento fácil de manejar por parte de 
la dirección. 

No hay ninguna fatalidad en el destino de la revolución comunista en 
el siglo xx. Hubo bifurcaciones decisivas y condiciones propicias, pero no 
insuperables, que condujeron a la burocratización que acabó inquietando, 
aunque demasiado tarde, al propio Lenin.” Aunque resulta tan estúpido 
como vano imputar a Marx la responsabilidad del Gulag, es importante 
situar.qué pudo favorecer en el movimiento socialista y comunista, ya 
antes de la revolución de Octubre, el desarrollo de estas prácticas admi- 
nistrativas en el Partido y el Bágado. 

El ideal de los militantes-soldados obedientes, la constitución de oli- 
garquías dirigentes, el dogmatismo de los responsables, tuvieron su parte 
de responsabilidad en la construcción de organizaciones burocráticas. No 
se entiende la historia trágica de la burocratización soviética si no se dis- 
cierne la lógica institucional que hace del Partido, ya antes de Octubre, 
el dispositivo central que se atribuye la legitimidad de la dirección polí- 
tica de las masas, sin dejar más que un lugar ficticio a la pluralidad de los 
Órganos propios de la clases populares (soviets, sindicatos, cooperativas, 
etc.).% Así, una vez tomado el poder, los bolcheviques hacen desapare- 
cer, tras haberlos sostenido tácticamente, los Órganos autónomos de la 


55. V. Serge, L'An 1 de la Révolution russe, op. cit., pág. 467. 

56. Véase M. Ferro, La Révolution de 1917, Albin Michel, París, 1997, en particular 
el capítulo Xv1, «El Estado: de los soviets a la burocracia». 

57. Véase M. Lewin, Le Dernier Combat de Lénine, Minuit, París, 1967. 

58. Esta lógica de sustitución del Partido por la clase obrera está en el centro de la 
protesta de la «oposición obrera», cuya representante más conocida es Alexandra Kollon- 
tai. Esta corriente nació en 1920 oponiéndose a la tesis de la «dirección única de las 
empresas» defendida por los dirigentes del partido bolchevique. En vano trató de defen- 
der la idea de la «creatividad de la clase obrera» en el desarrollo del comunismo y de 
hacer prevalecer «a actividad autónoma de las masas», en vez de la administración buro- 
crática en el desarrollo económico y social. 
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clase obrera y de la población rusas —comités de fábrica, comités de 
barrio, milicias — que se habían desarrollado entre febrero y octubre 
de 1917. Marc Ferro, con los archivos en la mano, ha mostrado de qué 
modo los «burós» de los partidos, desde febrero de 1917, controlan el 
soviet de los diputados de Petrogrado; de qué modo los delegados de los 
partidos reemplazan a los representantes de los distintos comités de fábri- 
ca o de barrio, verdaderamente populares por su composición; de qué 
modo nuevas oleadas de apparatchiks toman en algunos meses posiciones 
de poder determinantes en la nueva administración; de qué modo, final- 
mente, se producen la bolchevización y la estatalización progresiva de las 
instituciones proletarias.* La actividad democrática se ve rápidamente 
corrompida por dos formas de burocratización: desde arriba, consistente 
en que el partido coloniza los órganos populares hasta entonces autóno- 
mos; y desde abajo, que se traduce en el desarrollo de un aparato que 
suple a las asambleas generales. Esta doble «captura burocrática» de la 
democracia de los comités y los soviets desencadena, desde el princi- 
pio de la revolución, una monopolización por parte del Partido del po- 
der efectivo, monopolización que reveló ser irreversible.% 


El Estado-partido, instrumento de imposición 
de la lógica productivista 


Como se ve, en un contexto histórico determinado ciertas prácticas pue- 
den promover la captura por parte del Estado de la energía democrática, 
una confiscación de la realidad del poder por un partido que se ha con- 
vertido en la única institución dirigente del Estado.* La inversión del 
proyecto socialista resulta impresionante y permite comprender por qué 
desembocó en el fracaso final del movimiento obrero. En vez de llevar a 
cabo una recuperación de las fuerzas de la sociedad acaparadas por el 
Estado y el capital, la revolución concluye con la creación de un Estado 


59. Véase M. Ferro, Des soviets au communisme bureaucratique, Gallimard/Julliard, 
París, 1980. Este historiador es uno de los únicos que ha puesto de relieve una verdade- 
ra historia institucional de la Revolución de 1917. 

60. Véase ibíd., pág. 112. 

61. Véase los análisis de C. Castoriadis, «Le róle de Vidéologie bolchevique», Socia- 
lisme ou Barbarie, n* 35, 1964, reproducido en L*Expérience du mouvement ouvrier, op. cil., 
y sobre todo los de C. Lefort, Éléments d'une critique de la bureaucratie, Droz, Paris, 1971. 
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controlado por el Partido, o más bien un Estado-partido que pretende 


sustituir, a todos los efectos, a las fuerzas e interacciones de la sociedad - 


para dirigir su «desarrollo» desde arriba. Entonces a la clase obrera ya no 
le queda más que obedecer ciegamente y trabajar. Como lo destacaba 
Trotski en Terrorismo y comunismo: el obrero soviético «está subordinado 
- al Estado, le está sometido en todo, por el mismo hecho de que es su 
 Estado».* De acuerdo con esta concepción, lo común se identificaba 
pura y simplemente con la propiedad estatal misma. 

La denominación más corriente para designar a este tipo de régimen 
es la de «totalitarismo». Finalmente, lo que esta denominación da a en- 
tender es que lo esencial de un régimen así reside en la negación de los 
derechos del individuo, algo a lo que se opondría el «Estado de derecho», 
único capaz de protegerlos. De este modo se introduce la suposición de 
que el liberalismo sería la única filosofía capaz de oponerse a esta patolo- 
gía moderna, consistente en la absorción por el Estado de los medios de 
toda vida social, económica y cultural. La caracterización del totalitaris- 
mo como negación del indáyiduo, o como rechazo de la división de la 
sociedad, resulta insuficiente.S Yerra en cuanto a lo que constituye 
la singularidad histórica del fenómeno, es decir, no sólo la apropiación 
estatal de los medios de producción, sino también la de los instrumentos 
de control de la población en nombre de la «dirección de la sociedad por 
el Partido». En otros términos, en este tipo de régimen los Órganos del 
Estado ejercen su poder terrorista, como ojos y brazos que son del Parti- 
do esclarecido por la ciencia de la historia, un partido que pretende ser la 
fuente y el resorte de toda vida colectiva e individual, reduciendo esta 
última a una función económica programable. 


62. L. Trotski, Terrorisme et communisme, op. cit., pág. 252, citado por C. Castoriadis 
en «Le róle de Pidéologie bolchevique», loc. cit., pág. 406. (Trad. cast.: Terrorismo y comu- 
nismo, Akal, Madrid, 2009.) 

63. No hace falta precisar que tal concepción sólo reivindica el pensamiento de 
Hannah Arendt a costa de una impostura intelectual que debe ser denunciada: Arendt 
insiste en vincular el fenómeno totalitario al cuestionamiento de las condiciones de la 
acción, que tiene para ella, como rasgo específico que es preciso recordar, el de poner a 
los hombres en relación unos con otros (inter-esse). Tanto como la lectura «liberal», de- 
bemos recusar, con todas nuestras fuerzas, la lectura conservadora de la que un Alain 
Finkielkraut se ha hecho representante: en ambos casos, es el apego de Arendt a la tradi- 
ción de los consejos revolucionarios y su crítica despiadada del principio del Estado-nación 
los que son, si no escamoteados, al menos silenciados. 
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Si se quiere dar cuenta de este proceso, conviene considerar de nue- 
vo, por un momento, la ilusión marxiana de una producción objetiva de 
lo común por el capital. Esta idea, que estaba vinculada en Marx a una 
fuerte tendencia evolucionista, llevó a muchos marxistas a creer que el 
socialismo, en países económicamente atrasados, debía esperar al desarro- 
llo burgués de las fuerzas productivas. Pero las revoluciones del siglo xx 
estallaron en países que en gran medida seguían siendo atrasados. Como 
dijo Cornelius Castoriadis: 


La ironía de la historia quiso que la primera revolución victoriosa tuviera 
lugar en un país donde la población, lo menos que se puede decir es que no 
estaba «unida y disciplinada por el propio proceso de la producción capita- 
lista». Y la tarea de unificar y homogeneizar la sociedad rusa le correspondió 
al partido bolchevique y al terror totalitario de Stalin.** 


De este modo, el Estado-partido se constituyó como principal agente de 
la industrialización y del control disciplinario de la población. Él puso las 
bases de la cooperación forzada y explotó la fuerza colectiva que organi- 
zaba directamente por sus propios medios. Así, la clase obrera no fire 
«organizada, unida y disciplinada» por el proceso de producción, única- 
mente en virtud de su mecanismo interno, sino que, en lugar de eso, fue 
el propio Estado-partido el que lo hizo, imponiendo mediante la violen- 
cía la sumisión a las normas del peor productivismo. La proletarización se 
llevó a cabo, entonces, bajo la férula directa del Estado, que dirigió una 
forma de acumulación original a marchas forzadas. 

Yves Cohen mostró muy bien la naturaleza de este modo de produc- 
ción burocrático y las características originales de las relaciones sociales 
que generaba. La administración, de este modo, sofocó cualquier posibi- 
lidad de política: «El Estado todo lo provee, es la voz del proletario y del 
pueblo. El partido es el lugar de la verdad y del derecho, los cuales 
no pueden darse sino en la subordinación». En otros términos, la política 
es evacuada, al ser monopolizada por un partido que no soporta ninguna 


; 64. C. Castoriadis, «Quelle démocratie?», tomo 1, Écrits politiques 1945-1997, 1H, 
Editions du Sandre, París, 2013, pág. 608. Castoriadis se refiere aquí a una fórmula cé- 
lebre del capítulo XXIV del Libro 1 de El Capital, que dice que la clase obrera estaría «cada 
vez más disciplinada, unida y organizada por el propio mecanismo de la producción 
capitalista». Véase K. Marx, Le Capital, Livre premier, 1, Éditions Sociales, París, 950, 
pág. 205. (Trad. cast.: El capital, Folio, Barcelona, 1997.) 
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diferencia ni discordia posible: «Todos tienen formalmente la palabra, 
todo proletario, todo trabajador, todo elemento del pueblo, incluso todo 
pueblo, ya que todos hablan a través del Partido». De tal manera que «la 
descalificación de la política sólo deja la administración».* En esta racio- 
nalidad administrativa podemos ver una realización inesperada y paradó- 
jica de la vieja profecía saint-simoniana, en el sentido de que el partido 
único cumple mediante la violencia la sustitución del «gobierno de los 
hombres» por la «administración de las cosas», lo cual tuvo inevitable- 
mente el efecto de administrar a los hombres como cosas. Tal adminis- 
tración se convierte en el medio de un poder potencialmente ilimitado 
cuando, por una u otra razón, la dirección personal u oligárquica impone 
su voluntad al Partido y al Estado administrativo. 

Más que explicarlo todo por la larga historia del Estado ruso, debemos 
preguntarnos si esta transformación burocrática no es igualmente -—o 
quizás más aún— fruto de la lógica de partido tal como ésta se impuso en 
el movimiento obrero y que, hasta hoy, ha sido poco interrogada. Aque- 
llas deformaciones o degenelaciones burocráticas han sido explicadas a 
menudo, incluso justificadas, por las circunstancias, como en el caso de la 
tentativa, muy sintomática, de relativización de los crímenes-de Stalin y 
de la rehabilitación de su personalidad por Domenico Losurdo. Pero los 
primeros signos de burocratización aparecen antes de la guerra civil y de 
la intervención extranjera. Corresponden, en realidad, a prácticas de or- 
ganización muy antiguas en los partidos socialdemócratas, prácticas que 
los bolcheviques llevaron al extremo. Si Lenin, ya en 1902, se convirtió 
en el teórico más firme del partido dirigente, ello es porque consideraba 
que un partido así era necesario para llevar a cabo la revolución en un 
país donde la extensión de las relaciones sociales capitalistas estaba lejos 
de completarse. Su disciplina de hierro se justificaba, en primer lugar, por 
la obligación de producir la unidad del proletariado difundiendo en su 
seno una conciencia de clase que sólo podía provenir del exterior, no del 
propio mecanismo de la producción capitalista. Presentándose como 
condición y garante de la conciencia y de la unidad de la clase obrera, el 
Partido pretendía también representar exclusivamente los intereses pro- 


65. Y. Cohen, «Administration, politique et techniques. Réflexion sur la matérialité 
des pratiques administratives dans la Russie stalinienne (1922-1940)», Les Cahiers du monde 
russe, vol. 44, n* 2-3, págs. 269-307 y Y. Cohen, Le Siéce des chefs. Une histoire transnatio- 
nale du commandement et de l'autorité (1890-1940), Éditions Amsterdam, París, 2013. 
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letarios; del mismo modo que, tras la revolución, «el Estado socialista» se 
considerará representante de la clase obrera y garante de la unidad de 
todo el pueblo, con el fin de legitimar el monopolio absoluto del poder 
burocrático del Estado. Pretendiendo poseer y encarnar el saber histó- 
rico, el Partido y el Estado se atribuyen a sí mismos el derecho de impo- 
ner a la sociedad, por la fuerza, la verdad de la historia. Dicho de otra 
manera, la lógica de partido reintrodujo el juego de la representación del 
soberano y el pueblo, de tal modo que la unidad de este último dependía 
de la unidad de su representante. En este sentido, Hannah Arendt no se 
equivocaba al ver en la dictadura del partido único el «último estadio del 
desarrollo del Estado-nación en general y del sistema multipartito en 
particular».” Sin embargo, en este caso no se trató de cualquier partido, 
sino de una forma particular de partido, que de entrada quiso producir la 
unidad del proletariado con el objetivo de conquistar el poder de Estado 
y que, una vez realizado este objetivo, siguió produciendo dicha unidad 
mediante la organización del trabajo y la producción. 


Lo común de la democracia contra lo común 
estatal de producción 


La lógica del partido impuso pronto su propia dinámica institucional. Ésta 
hizo desempeñar al partido único el papel de instrumento de la creación 
de un común de producción que el capital aún no había podido constituir 
mediante su propio desarrollo nacional. Estas condiciones particulares ex- 
plican que los alzamientos que buscaban romper el monopolio estatal de 
lo común trataran de hacer reconocer lo común de la democracia, inclu- 
so en su forma más directa, también en la esfera de la producción, vale 
decir, en el terreno mismo donde el monopolio se ejercía con la mayor 
violencia en la vida cotidiana de millones de individuos. 

Tal fue, muy particularmente, el caso de la revolución húngara de 
1956. En un texto publicado en 1975, «La fuente húngara», Castoriadis 
puso de relieve en qué residía la radicalidad de aquella revolución: 


66. Véase sobre este punto las citas de Trotski o de Lenin mencionadas por Casto- 
riadis en «Le róle de l'idéologie bolchevique», loc. cit., pág. 407. : 

67. H. Arendt, L'Humaine Condition, col. «Quarto», Gallimard, París, 2012, pág. 
570. (Trad. cast.: La condición humana, Paidós, Barcelona, 2010.) 
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En Rusia, en China y en los otros países que se hacen pasar por «socialistas» 
es donde se realiza la forma más pura, más extrema —la forma total— del 
capitalismo burocrático. La revolución húngara de 1956 fue la primera y 
hasta ahora la única revolución total contra el capitalismo burocrático total —a 
primera en anunciar el contenido y la orientación de las revoluciones futu- 
ras en Rusia, en China y en otros lugares—.* 


' ¿En qué sentido se trató, precisamente de una «revolución total»? En el 
de que significó la destrucción práctica de la división entre la estrecha 
esfera «política», reservada al gobierno, y el resto de la vida social, dedi- 
cada a la producción y al trabajo, es decir, al mismo tiempo la «desprofe- 
sionalización de la política», aboliéndola como esfera especial de com- 
petencia, y su correlato, la «politización universal de la sociedad».* En 
efecto, la importancia de los consejos obreros reside en tres cosas: a) el 


establecimiento de la «democracia directa», esto es, de la «igualdad polí- 


tica verdadera» o la «igualdad en cuanto al poder»; b) su enraizamiento en 


«colectividades concretas» que no se reducían a las fábricas; c) «sus reivin= 


trabajo».?” Así, mientras que la consigna de la revolución burguesa na- 
ciente había sido «sin representación, nada de impuestos», el principio 
que se desprende inmediatamente del programa y de la actividad de los 

consejos obreros húngaros se enuncia así: «Nada se puede ejecutar sin 
que todos tengan igual parte en la decisión».” No es difícil reconocer en 
esta fórmula el principio de lo común bajo su forma más pura: sólo la 
coparticipación en la decisión produce una coobligación en la ejecución 
de la decisión. En particular, hay que dar a la reivindicación de la aboli- 
ción de las normas de trabajo un sentido eminentemente positivo. En 
efecto, significa que «aquellos que son responsables de llevar a cabo una 
tarea a su término son los que tienen derecho a decidir el ritmo de traba- 
jo», y que la única instancia habilitada para dictar reglas a este respecto es 
el colectivo que tendrá que someterse a ellas».”? Tal exigencia rompe, en 
sí misma, con la creencia en el carácter puramente técnico de la organi- 


dicaciones relativas a la autógestión y a la abolición de las normas : de 


68. C. Castoriadis, «La source hongroise», en Quelle démocratie?, op. cit., pág. 577 (la 
cursiva es nuestra). 

69. Ibíd., págs. 594 y 596. 

70. Ibíd., pág. 593. 

71. Ibíd., pág. 603. 

72. Ibíd., pág. 605. 
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zación de la producción y, al mismo tiempo, invierte la primacía habi- 
tualmente otorgada al punto de vista de los especialistas para establecer 
la primacía del punto de vista de quienes usan los instrumentos de 
producción.” 

La China maoísta nos ofrece otro ejemplo impresionante de una resis- 
tencia popular a las normas capitalistas-productivistas impuestas por el Es- 
tado-partido. En un pequeño ensayo luminoso, el gran conocedor de 
China y de su historia que es Jean Francois Billeter escribe: «La hambruna 
que Stalin organizó en Ucrania y que causó millones de muertes (ocho 
millones en 1933 según una estimación), no es sólo un precedente. Es el 
ejercicio de la “lucha de clases” en el que Mao Tse-Tung se inspiró».”* Y 
distingue cuatro grandes momentos en la «reacción en cadena» que con- 
dujo a aquel país a una sumisión cada vez mayor a la racionalidad mercan- 
til: la primera va de 1920 a 1949, la segunda de 1949 a 1957, la tercera de 
1957 a 1979, la cuarta de 1979 hasta nuestros días. Deteniéndose en el 
análisis detallado del tercer momento, muestra que la experiencia del Gran : 
Salto Adelante se originó en la convicción, en la mente de los dirigentes, 
de que era preciso «crear, a toda costa y deprisa» una potencia industrial ' 
capaz de rivalizar con las mayores. Esta lógica implacable, que prevaléce* 
bajo una forma distinta en los países capitalistas, «exige que todas las rela-' 


ciones sociales, toda existencia humana, se sometan a las e e: igenci: ela” 


producción». Apoyándose en el historiador Jasper Becker, que estima en. 
treinta millones de muertos las víctimas de la hambruna de los años 1959- 
1961,” Billeter considera que aquella fue la «mayor hambruna, no sólo de - 
la historia de China, sino de la historia a secas», y precisa que las víctimas 
fio murieron de cansancio o de enfermedad, «sino únicamente de ham- 
bre, en silencio, controladas por un régimen que mantuvo el control de la 
situación». Lejos de ver en el Gran Salto una pura irrupción de lo irracio- , 
nal, no duda en afirmar: «Se trataba de batir récords de producción para 


hacer de China una nación industrial. Con tal fin, los campesinos fueron ' 


73. Ibíd., pág. 599, nota 1: «Por increíble que pueda parecer, Lenin y Trotski veían 
en la organización del trabajo, la gestión de la producción, etc., cuestiones puramente 
técnicas, que no tenían nada que ver, según ellos, con la “naturaleza del poder político”, 
que seguiría siendo “proletario” porque era ejercido por el “partido del proletariado”. 
Esto se refleja en su entusiasmo por la “racionalización” capitalista de la producción, el 
taylorismo, etc.». Sobre la primacía del punto de vista de los usuarios, ver ibíd., pág. 606. 

74. J. F. Billeter, Chine trois fois muette, Allia, París, 2010, pág. 51. 

75. J. Becker, La Grande Famine de Mao, Dagorno, París, 1998. 
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sometidos a una brutal proletarización que iba a ser irreversible. Hasta la 
vida de familia debía ser abolida porque frenaba tal transformación. Como 
los campos nazis, el Gran Salto es un revelador. Debe ser situado, no al 
margen, sino en el corazón de la historia contemporánea».” De este modo 
podemos verificar que el comunismo de Estado quiso suplir la ausencia de 
un proceso espontáneo de producción de lo «común» mediañte la gran 


- industria capitalista, recurriendo a una escala inédita a los mediós dela 
- Coerción estatal: se trataba de crear desde cero un “común de producción», 


' cuya falta sé hacía sentir, y al mismo tiempo, mediante la interiorización 
: de una lógica hiperproductivista, producir el «hombre nuevo» capaz de 


derrotar al capitalismo en su propio terreno. 

Apartado del poder a consecuencia de la catástrofe del Gran Salto, 
Mao hace todo lo que puede para recuperarlo por completo de 1962 a 
1966. Así analiza Jean Francois Billeter el método ensayado por Mao 
entre 1966 y 1968: 


En 1966, al no haber alcanzgdo sus fines por los medios normales, optó por 
usar otros. Conociendo la frustración de la juventud, en particular de la 
juventud estudiantil, la lanza al asalto de quienes se le resisten en el aparato 
del Partido. Habiéndose asegurado previamente el apoyo del ejército a tra- 
vés de Ling Piao, lo hace intervenir cada vez que la rebelión estudiantil se 
desvía del curso deseado o cuando va más allá de los objetivos que implíci- 
tamente le ha asignado. Luego, cuando los militares intentan imponerle su 
voluntad, relanza la rebelión, cada vez que es preciso, contra ellos. Juega 
con fuego, porque se arriesga a que esta rebelión se convierta, en algunos 
lugares, en un auténtico movimiento de emancipación social y política, 
sobre todo cuando a ella se sumen los obreros jóvenes y tenga que aplastar, 
en un baño de sangre, el inicio de la verdadera revolución que él mismo 
había desencadenado. Esto es lo que acabará haciendo en 1968, con ayuda 
del ejército.” 


76. J. F. Billeter, Chine trois fois muette, op. cit., pág. 50. Léase también a este respec- 
to la obra fundamental de Y. Jisheng, Steles. La grande famine en Chine 1958-1961, Le 
Seuil, París, 2012. Yang Jisheng, aunque muestra particularmente bien la responsabilidad 
de Mao en la colectivización forzosa de los campos chinos, no olvida destacar de qué 
modo el Partido constituyó una máquina muy eficaz para prohibir toda verdad relacio- 
nada con los efectos de esta política. Quienes osaban decir lo que habían visto eran tra- 
tados de «elementos ajenos a la clase obrera», «elementos degenerados», «oportunistas de 
derecha» u otros «malos elementos» y padecían las consecuencias represivas (pág. 187). 

77. J. F. Billeter, Chine trois fois muette, op. cit., pág. 52-53. 
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Este análisis condensa de un modo notable lo que se puede extraer de 
la lectura del libro de Hua Linshan, Los años rojos.”* El autor narra 
cómo se encontró atrapado en una guerra civil muy violenta, que 
estalló siendo él alumno de instituto en Guilin. Da cuenta de su esta- 
do de ánimo y de las dudas que siente en el momento más álgido de 
la lucha. A partir de enero de 1968, cuando el Comité Central ataca 
las. «tendencias ideológicas izquierdistas» de los rebeldes y empiezan las 
primera masacres, las preguntas que lo atormentan giran cada vez más 
directamente en torno a las verdaderas razones de la Revolución Cul- 
tutal> 

Se ve entonces con toda claridad que la juventud estudiantil y obrera 
ha tomado al pie de la letra los principios democráticos invocados por el 
grupo dirigente, en particular su referencia al modelo de la Comuna de 
París. Como se sabe, no era intención de Mao instaurar el «derecho a 
elegir y revocar a los dirigentes». No hay mejor muestra de su cinismo 
que el modo en que cambia la denominación inicial de la «Comuna de 
Shanghai», adoptada en marzo de 1967. De hecho, se trataba, en el ori- 
gen, de crear una forma de poder que centralizara en una sola organiza- 
ción las funciones antes divididas entre el Partido y el gobierno. Lo que 
motiva este súbito cambio de nombre es el temor a que «una comuna» 
no sea una organización lo bastante fuerte para mantener el control del 
poder.“ Sin embargo, desde el punto de vista de los actores comprome- 
tidos en la rebelión, los principios del control y la revocabilidad de los 


dirigentes habían sido reivindicados en nombre del presidente Mao, an- 


tes de que muchos los consideraran incompatibles con las propias bases 
del régimen. Como escribe Jean Francois Billeter, Hua Linshan muestra 
que «Mao Tse-Tung corrió el riesgo de desencadenar una verdadera re- 


78. H. Linshan, Les années rouges, Le Seuil, París, 1987. Jean Frangois Billeter con- 
sidera esta obra como la mejor «que haya sido publicada sobre la Revolución Cultural 
en cualquier lengua». Véase J. F. Billeter, Chine trois fois muette, op. cit., pág. 53. 

79. Estas preguntas se formulan en los siguientes términos: «¿Por qué el Comité 
central quiere atacarnos? ¿Qué errores ideológicos hemos cometido? ¿No es flagrante 
que el grupo preparatorio masacre a la población? ¿Entonces, por qué nos impiden lu- 
char contra él? ¿Dónde han ido a parar los principios de la Revolución Cultural? ¿En qué 
está pensando el Presidente Mao? Y ¿por qué, a fin de cuentas, esta Revolución Cultu- 
ral?». H. Linshan, Les années rouges, op. cit., pág. 292. 

80. Sobre este punto, véase R. Macfarquhar y M. Schoenhals, La Derniére Révolu- 
tion de Mao, Gallimard, París, 2009, págs. 217-220. 
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volución para alcanzar sus fines», pero al mismo tiempo revela que «algu- 
nos estudiantes, obreros y otros aprovecharon esta oportunidad para ac- 
tuar de acuerdo con sus propios fines, descubiertos durante la propia 
acción, acción que, convertida en autónoma, llevaba en sí la negación del 
régimen».*! Sometido a reeducación en el campo tras la oleada de repre- 
sión, Hua Lnishan aporta en las últimas páginas de su conmovedor testi- 
monio la conclusión a la que finalmente llegó: 


Ahora entendía por qué el Presidente Mao había desencadenado la Revo- 
lución Cultural. Quería instaurar medidas que le parecían necesarias, pero 
que iban contra la voluntad de la población. Para hacer que se aplicaran, 
necesitaba tener el poder absoluto. Ahí interveníamos nosotros. Nos había 
utilizado de este modo y arrojado contra las organizaciones de base del 
Partido, Y, para atraer nuestro sostén, nos había ofrecido los principios de 
la Revolución Cultural. Era una inmensa superchería, nunca pensó en apli- 


car estos principios. 


Así, si la Revolución Culturái fue un fenómeno contradictorio, no por 
tratarse de una «saturación del motivo del partido» que no osó cuestionar 
esta misma «forma»,* sino porque en ella estudiantes y obreros se en- 
frentaron al Estado en nombre de la exigencia de un común político, el de 
la Comuna de París, que querían extender a la propia esfera de la producción. 
En cuanto al nombre de «Mao», no designa la invención, «en el espacio 
del Partido-Estado» de un «tercer recurso» más allá del formalismo y de 
terror, recurso que sería el de la «movilización política de masas»,% sino 
una combinación de manipulación cínica, engaño y terrorismo que no 
tiene parangón. En este sentido, Mao es tan sólo el nombre de uno de los 
mayores criminales de Estado en la historia del siglo xx, junto a Stalin y 
a Hitler. 


81. J. F. Billeter, Chine trois fois muette, op. cit., pág. 54. 

82. Es conocido el juicio emitido por Alain Badiou: Mao sería al mismo tiempo «el 
nombre supremo del Partido-Estado» y «el nombre de aquello que, en el Partido, es 
irreductible a la burocracia de Estado». Véase A. Badiou, L'Hypothése communiste, op. cit., 
págs. 9 y 28. Esto supone inferir, de modo engañoso, del carácter contradictorio de la 
Revolución Cultural, el carácter «intrínsecamente contradictorio» del propio nombre de 
Mao, como si este nombre reflejara en sí mismo el curso convulsivo y a golpes de dicha 
Revolución. 

83. Ibíd., pág. 96. 
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Liberar lo común de su captura por el Estado 


Ahora se aprecia mejor el extraño vuelco que llevó a la inversión del 
proyecto inicial. El «socialismo» o «comunismo científico» no era aquel 
imperativo de racionalización y de coordinación de las actividades eco- 
nómicas por un órgano central al que tiende a reducilo Durkheim. To- 
mado en esta acepción restringida, inspiró sin duda políticas producti- 
vistas, preocupadas por favorecer la centralización industrial. Pero era 
portador igualmente de ambiciones democráticas: era también y sobre 
todo la extensión de la democracia en el mundo económico y profesio- 
nal, era la afirmación de que la democracia no puede detenerse a las 
puertas de los talleres, las fábricas y las granjas. Para muchos de sus parti- 
darios, no se trataba de reinstaurar la «comunidad» en la que el individuo 
se somete al todo, encarnado por un jefe y un partido, sino de reorgani- 
zar la sociedad de acuerdo con principios de gestión y de legislación que 
dan un poder real, una justa retribución y un reconocimiento a todos 
aquellos que participan en la obra común. Esta democracia económica de 
la asociación rechazaba que sólo el mercado coordinara las actividades, 
pero no confiaba al Estado el cuidado de dirigirlo todo, como sí era el 
caso en los partidarios de Babeuf, adeptos a una «administración supre- 
ma». Si el socialismo consistía en organizar democráticamente la coo- ; 
peración de los trabajadores con funciones diferenciadas, no era, por lo | 
tanto, la negación de la diversidad social y de la diferenciación profesio- 
nal: sus principales teóricos veían más bien en la democracia económica 
y social la solución al problema planteado por dicha diversidad. Jaurés 
hablaba en este sentido de un «comunismo de las energías». Dicho de. 
otra manera, el socialismo se planteó como problema la institución de la 
cooperación económica y social, y respondió mediante la fórmula de 
la asociación libremente consentida y colectivamente gestionada por los 
productores, hasta el punto de pensar a veces, como Proudhon, que «el 
taller disolverá el gobierno». Las experiencias de gestión cooperativa, de. 


er 


autogestión y de consejos obreros que tuvieron lugar desde entonce 
estuvieron todas ellas impregnadas de esta aspiración a la democracia eco- 
nómica. 

Se capta mejor, entonces, la diferencia de lógica entre los tres modelos 
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examinados: la comunidad de los bienes, la asociación de los productores 


i 

po; 
- El primero supone una unida cn y qui- e 

j 
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propiedad. El segundo —llámeselo «socialismo» con Durkheim o, de un 
modo más restringido, «comunismo científico» con Marx— supone a la 
inversa como algo dado una diferenciación social de las actividades s, que 
preteride. coordinar de acuerdo con un principio de justicia y de mérito, 
alcanzable únicamente mediante la democracia de la gestión, aunque si- 


gue dependiendo de la suposición infundada de una producción objetiva 


de lo común por el capital. El tercero quiere Organizar administrativamente 
la sociedad como un material pasivo que espera a ser-informiado; distri=-- 
buido en clases y dirigido en todo momento por un saber «científico», 
saber este último poseído y encarnado por una organización superior. La 
distinción de estas tres formas «ideal -típicas», dejando de lado las hibrida- 
ciones efectivas a las que han dado lugar, nos parece esencial para re- 
flexionar a día de hoy acerca de una alternativa al capitalismo que no nos 
condene a la repetición histórica. 

No hay ningún pasaje posible del primer modelo al segundo, dado 
que la lógica de la libre asociación de los individuos choca violentamen- 
te con la repartición autoritagja de los miembros de la comunidad entre 
funciones determinadas a priori.** Entre el segundo y el tercero, lo que 
puede permitir cierta articulación, pero sólo hasta cierto punto, es la 
idea de un común en la esfera de la producción material: en efecto, 
mientras que el segundo modelo postula que ese común está dado en 
el mismo proceso de producción, el tercero asigna al Estado la tarea de 
crearlo desde cero mediante métodos coercitivos. Finalmente, entre el 
tercero y el primero, se descubre cierta proximidad en lo que se refiere 
a confiar a la «administración suprema» la tarea de repartir a los indivi- 
duos en sus funciones respectivas. Por otra parte, esto explica la plurali- 
dad de sentidos de la noción de hipótesis en Alain Badiou, aunque re- 
sulte difícil articularlos unos con otros. Efectivamente, como hemos 
visto, tal noción podía remitir a la suposición moral kantiana —el co- 
munismo del «como si»— o a la hipótesis matemática —el comunismo 
«verificado por sus fracasos»—. Pero conviene tener presente un tercer 
sentido: la Idea eterna que debe dirigir la acción de los filósofos-reyes de 


84. Por otra parte, el juicio de Marx acerca de La República de Platón es inapelable: 
«La República de Platón, en la medida en que en ella la división del trabajo se desarro- 
lla como principio constitutivo del Estado, no es sino la idealización ateniense del sis- 
tema egipcio de las castas...». Véase Le Capital, Livre 1, op. cit., pág. 413. (Trad. cast. 
antes citada.) 
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La República —el comunismo sub especie aeternitateis—. Los filósofos-re- 
yes son descritos por Platón como «artistas pintores que trabajan de 
acuerdo con el modelo divino» para trazar el esbozo de la constitución 
política. Así, deben tomar la ciudad y los caracteres de los hombres 
como una «tableta para dibujar», empezando por limpiarla, borrar algu- 
nos trazos que hay en ella y dibujarlos de nuevo hasta que «los rasgos 
humanos sean más agradables al dios».* Tales legisladores se dedicarían 
a elevar al hombre hasta el modelo divino mediante una «limpieza del 


alma». Ahora se comprende la importancia de esta referencia: Badiou se : 


vincula al mismo tiempo al modelo platónico de la comunidad de los : 


bienes y al modelo del comunismo de Estado, ignorando soberbiamen- 


te el modelo de la asociación de los productores. Como acabamos de : 


ver, su crítica de la «forma-partido» es muy superficial y no toca a lo + 


esencial: el recurso a la coerción y al terror para cambiar el alma huma- 
na. La referencia platónica adquiere entonces todo su sentido: permite 
salvar el núcleo duro del comunismo de Estado rechazando al mismo 
tiempo, en este modelo, todo aquello que se nutría aún de la idea de un 
común material en la esfera de la producción. 

¿Por qué la construcción de estos modelos sería un paso previo a toda 
reflexión sobre lo que entenderemos en estas páginas con el nombre de 
«común»? Porque nos enseña, al menos, a distinguir lo común de sus 


falsas apariencias: lo común al n menos en el sentido de una out ion Ñ 


que todos se imponen a sí 1 


a restaurar, ni considerarse dado inuediatariente enel proceso de produce 


ni ser impuesto exteriormente, desde arriba. Lo importante, ante todo, es. 


estar atentos a la última parte de onclusión: la supuesta «realización» 


de lo común en forma de la propiedad del Estado sólo puede suponer ' 


la destrucción de lo común por el Estado. En consecuencia, si algo de lo 


común sobrevivió, a pesar de todo, bajo formas subterráneas en las socie- | 


85. Platón, La République, op. cit., pág. 340. (Trad. cast.: La República, Akal, Madrid, 
2009.) Sobre este punto, así como sobre la dificultad de articular entre sí los tres sentidos 
de la noción de hipótesis, consúltese el texto de la intervención de Pierre Dardot en el 
coloquio de Paris-VII1 Puissances du comimunisme (enero de 2010): «Le communisme n'est 
pas une hypothése». Disponible en: questionmarx(Otypepad.f - 

86. Es importante hablar de la «forma del partido» y no de la «forma-partido»: esta 
última expresión da a entender que el partido no es más que una forma en el sentido de 
un «método» o un «medio», mientras que desde su origen fue la forma de un contenido, 
el de un contra-Estado en formación. 
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dades dominadas por dicha propiedad, fue pagando el precio de una re- 
sistencia a este sometimiento por parte del Estado.*” 


87. La captura burocrática de lo común nunca fue completa y acabada, puesto que 
la sociedad siguió viviendo, la cultura se siguió desarrollando fuera y a menudo contra 
los aparatos oficiales de control, Ni la violencia policial más brutal ni la socialización 
burocrática, destinadas ambas a producir el «hombre nuevo», impidieron la formación de 
una opinión pública, de modelos de comportamiento y de prácticas que se escapaban y 
resistían a la lógica vertical del Estado-partido. Véase A. Sumpf, De Lénine 4 Gagaríne, 
col. «Folio», Gallimard, París, 2013. 


3 
La gran apropiación y 
el retorno de los comunes 


La ruina del comunismo de Estado no ha detenido la lucha contra el 
capitalismo globalizado y financiarizado. En los años 1990 aparecieron 
un poco por todo el mundo nuevos grupos militantes y corrientes de 
pensamiento que retomaron el hilo de la protesta contra el orden domi- 
nante. Todos ellos destacan los efectos invasivos y destructores del neo- 
liberalismo y afirman la necesidad de un nuevo orden mundial construi- 
do sobre principios distintos de los de la competencia, el beneficio, la 
explotación a ultranza de los recursos naturales. El altermundialismo, 
a finales del siglo xx, pone de manifiesto la recomposición de un conjunto 
de movimientos de signo anticapitalista de dimensiones mundiales, que 
constituye un momento de conjunción entre las movilizaciones ecolo- 
gistas, los movimientos sociales tradicionales y las protestas más específi- 


cas contra políticas neoliberales. Desde hace más de diez años, en todos . 


los manifiestos, plataformas y declaraciones públicas en nombre de la : 


lucha antiglobalización, los términos de commons o de «bien(es) común(es)» 


sirven para traducir luchas, prácticas, derechos y formas de existencia que . 
quieren oponerse a los procesos de privatización y a las formas de mer- 
cantilización que se han desarrollado desde los años 1980. Así, el término ' 
«común», como adjetivo o sustantivo, en singular o en plural, se ha puesto * 


a funcionar como bandera de la movilización, consigna de la resistencia, 
hilo director de la alternativa. Es en este sentido que la la actual convergen- 


cia, en nombre de lo común, de las movilizaciones cc contra el _neolibera-. 


lismo' “indica un nuevo momento en la historia de las luchas sociales 
contra el capitalismo a escala planetaria. 
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Pero de entrada es sobre todo por referencia a los commons —término 
que traduciremos aquí por «comunes» — como lo común, en singular, se 
ha convertido en la categoría central del anticapitalismo contemporáneo. 
Esta categoría emerge a comienzos del siglo Xx1, algo que en principio 
podría parecer curioso dada la antigiiedad histórica de lo que en francés se 
llama communqux.? La militante india Vandana Shiva resumió la gran ten- 
dencia de la época a propósito de la «guerra del agua» en Bolivia: «Si la 
globalización es la enclosure? final de los comunes (the ultimate enclosure of 
the commons) —nuestra agua, nuestra biodiversidad, nuestros alimentos, 
nuestra cultura, nuestra salud, nuestra educación —, recuperar. los comunes 
es el deber político, económico y ecológico de nuestra Época». :d 

" Recordemos que por comunes se entiende de entrada el conjunto de 
las reglas que permitían a los campesinos de una misma comunidad él uso 
colectivo, regulado por la costumbre, de caminos, bosques y pastos. > En 
última instancia se le ha dado un contenido más amplio, que comprende 
todo aquello que podría convertirse en blanco de las privatizaciones, 
de los procesos de mercantiligación, de los pillajes y destrucciones lleva- 
dos a cabo en nombre del neoliberalismo y tomándolo como excusa. 
Hoy en día la palabra en cuestión ha adquirido un valor crítico, se ha 
convertido en el significante que se puede oponer a la gran apropiación 
de las riquezas característica de los últimos decenios, la fórmula que de- 
signa, mediante su lógica contraria, el gran pillaje llevado a cabo por la 
estrecha oligarquía del «1%» denunciada por los ocupantes del Zuccotti 
Park en Nueva York. Contiene al menos en germen una orientación 
universal de las luchas contra el neoliberalismo: la decisión de reapropiar- 
se, colectivamente y de forma democrática, de recursos y espacios acapa- 


1. Nota del T.: En español, el antecedente de este uso sustantivo se encuentra en 
la traducción de la Honse of Commons como «Cámara de los Comunes», nombre de la 
cámara baja del parlamento inglés, que se distingue de la House of Lords. 

2. Nota del T.: Equivalente al español «comunales». 

3. Nota del T.: Como ya hemos dicho antes, enclosure se traduce por «cercamiento». 
En algunos casos se mantiene el término inglés original. 

4. V. Shiva, «Water Democracy», en Ó. Olivera y T. Lewis, Cochabamba. Water 
War in Bolivia, South End Press, Cambridge, 2004, pág. 11. Citado por P. Sauvétre, 
Crises de gouvernementalité et généalogie de PÉtat aux XXe et xx1e siécles. Recherche histori- 
co-philosophique sur les usages de la raison politique, tesis de doctorado, Institut d'Études 
politiques de París, noviembre de 2013, pág. 905. 

5. Volveremos a tratar este punto en los capítulos 6 y 7 de este libro. 
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rados por los oligopolios privados y los gobiernos. «El agua es nuestra», 
dijeron los campesinos irrigadores y los miembros de las cooperativas de 
Cochabamba, «las ciudades son nuestras», dijeron los ocupantes de las 


plazas de Madrid, del Cairo, de Nueva York o de Estambul. La idea de . 
comunes se ha convertido en global, en un doble sentido: engloba tipos : 
de recursos, de actividades y de prácticas extremadamente variadas y. 


concierne a todas las poblaciones del mundo.* 
El «paradigma de los comunes» recibe igualmente un muy fuerte im- 
pulso de los movimientos ecologistas, de acuerdo con una óptica algo 


3 


diferente. En este caso ya no se trata de defender un acceso libre a recur- ' 


sos comunitarios confiscados por intereses privados, no se trata de prote- 
ger la propiedad pública de la privatización, sino de proteger «bienes 
comunes» naturales de la explotación sin freno, prohibiendo su uso o 
acceso, o restringiéndolo. Se ve aquí que lo nuevo de la noción de «co- 
munes» es que engloba los dos tipos de bienes que la tradición jurídica de 
órigen romano tendía a separar: las «cosas comunes» y las «cosas públi-. 
cas».? El movimiento ecologista defiende, por su parte, los comunes ya 
definidos como «recursos comunes naturales» contra la depredación y 
la destrucción cometidas por una fracción de la población mundial, mien- 
tras que, por otra parte, los movimientos antineoliberales y anticapitalis- 
tas dirigen sus ataques contra la gran liquidación de los «bienes públicos». 
Pero los sentidos distintos que puede adquirir el término «comunes» en 
el nuevo léxico político no se oponen, pueden incluso conciliarse, como 
es caso manifiesto la «batalla del agua», que opone a las poblaciones que 
luchan por hacer del acceso al agua un derecho natural humano funda- 


mental con los poderosos grupos económicos que militan por su explo- 
tación privada y su mercantilización.* Lo que da sentido a la reunión de : 
estos diferentes aspectos de los comunes en una designación única es la: 
exigencia de una nueva forma de gestión «comunitaria» y democrática de : 
los recursos comunes, más responsable, más duradera y más justa.? Hay ' 


ahí, según ciertos autores, un cambio fundamental en el modo de conce- 


6. Véase D. M. Nonini, The Global Idea of the «Commons», Berghahn Books, Nue- 
va York y Oxford, 2007. 

7. Sobre esta distinción en el derecho romano, véase más arriba capitulo 1. 

8. Véase O. Hoedeman y S. Kishimoto (dir.), L*Eau, un bien public, Éditions 
Charles Léopold Mayer, París, 2010. 

9. Esta dimensión será tratada en particular en el capítulo 4. 
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bir la acción política, tanto en lo que se refiere a sus fines como a sus 
medios: una nueva «revolución dentro de la revolución», en suma.* Los 
antiguos modelos estatales que hacían de la propiedad pública la solución 
necesaria y suficiente para los problemas económicos y sociales de una 
población nacional, aunque no quedan excluidos de las políticas deseadas 
por las movilizaciones populares —como la nacionalización del gas en 
Bolivia—, ya no son considerados del mismo modo desde que muchos 
gobiernos han vendido a precio de saldo las empresas públicas y han for- 
mado una estrecha alianza con las grandes multinacionales. 

¿Cómo medir la pertinencia teórica y el alcance político de esta rein- 
troducción de la categoría de los «comunes» en el pensamiento crítico? 
¿Qué se gana en la comprensión del capitalismo contemporáneo inter- 
pretando analógicamente su desarrollo como la repetición histórica del 
gran movimiento de desposesión iniciado desde finales de la Edad Media 
en los campos europeos? La cuestión es también saber si las prácticas y los 
espacios de los comunes que caracterizaron a las sociedades precapitalistas 
pueden ayudarnos a captar lajoriginalidad de las prácticas y espacios nue- 
vos como internet. Como se verá, tal analogía tiene sus motivos, pero 
también sus límites. Por decirlo de otro modo, la gran apropiación es al 
mismo tiempo una de las tendencia de la época y la clave dominante de 
lectura que explica el recurso analógico a los comunes. Pero leer las 
transformaciones del mundo únicamente bajo el ángulo negativo de la 
expropiación conduce a una interpretación parcial y con lagunas de los 
procesos en curso, incluso a un encierro del pensamiento de lo común 
en una reflexión estratégica esencialmente defensiva. 


La nueva enclosure del mundo 


El movimiento de los «comunes» es una respuesta a uno de los aspectos 
más chocantes del neoliberalismo: el «pillaje» llevado a cabo por el Estado 
y los oligopolios privados de lo que hasta ahora pertenecía al dominio 


10. R. Zibechi, Disperser le powvoir. Les mouwvements comme pouvoirs antiétatiques. Soule- 
vement et organisation d El Alto, Le Jouet enragé-L' Esprit frappeur, París, 2009. La expre- 
sión «revolución en la revolución» remite al título de un libro famoso de Régis Debray 
(Maspero, 1967). Se aplicaría, entonces, a la estrategia del «foco» (de guerrilla) que su- 
puestamente suplantaría a la del partido de tipo leninista. Retomada en 2003, significa 
que los comunes, a su vez, han sustituido al foco. 
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público, al Estado social, o seguía bajo el control de las comunidades 


locales. La inmensa transferencia de bienes y capitales del Estado al sector * 


privado, en la que consistieron las «terapias de choque» y las «transiciones 
hacia la economía de mercado» de los ex-países comunistas a partir de 
finales de los años 1980 y durante los años 1990, ha sido uno de los as- 
pectos más notorios de esta gran apropiación. Pero otros ocurren en los 
países capitalistas del «centro» o de la «periferia» que han abierto al capital 
ámbitos de actividad económica y de las esferas sociales que quedaban 
fuera su dominio directo desde finales del siglo xIx: cesión a lo privado 
de compañías públicas de ferrocarriles, empresas nacionalizadas del car- 
bón, de la siderurgia, astilleros, de la producción y distribución de agua, 
gas y electricidad, correos, teléfono y televisión; privatización parcial de 
los mecanismos de seguridad social, de jubilación, enseñanza superior, 
educación escolar, salud; introducción de los mecanismos de la compe- 
tencia y de criterios de rentabilidad en el conjunto de los servicios públi- 
cos. Los efectos sobre las relaciones sociales han sido considerables. En 
tres décadas, las desigualdades han aumentado, los patrimonios de los más 
ricos se han disparado, la especulación inmobiliaria ha acelerado la segre- 
gación urbana. Los modos de integración de las clases populares a la so- 
ciedad nacional se han visto afectados, las organizaciones obreras y los 
partidos de izquierda han perdido su función mediadora y los dispositi- 
vos de redistribución, aun sin desaparecer, han sufrido una disminución 


notable de su alcance integrador. En pocas palabras, la sociedad, al mismo ' 


tiempo, se ha polarizado, fragmentado y despolitizado. 

Aunque estas tendencias muestran variantes locales, también tienen 
un carácter universal, en la medida en que están vinculadas a la generali- 
zación de las políticas neoliberales a partir de los años 1980. El «Consen- 
so de Washington», teorizado por John Williamson en 1990, resumió 
perfectamente los distintos aspectos de estas políticas, instauradas en pri- 
mer lugar en América Latina, luego en el conjunto del mundo. A menu- 
do se ha simplificado este gran giro neoliberal identificándolo con el 
triunfo del «todo mercado». Es cierto que la ideología oficial de Thatcher 
y de Reagan iba en esta dirección. En realidad, la i instauración efectiva de 
la lógica de la competencia en todos los dominios nunca se debió a 


res privados. Como lo vio muy tempranamente Marx y luego volvió a 
plantearlo Polanyi, el Estado es desde hace mucho tiempo. un agente 
muy activo en la construcción de los mercados. La nueva ola de apropia- 
ción de las riquezas es más que nunca la obra conjunta del poder público 
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y de fuerzas privadas, especialmente las grandes empresas multinaciona- 
les, en todo el mundo. Esto es, por otra parte, lo que explica la recom- 
posición de las clases dominantes, medio privadas y medio públicas, na- 
cionales y mundiales al mismo tiempo, cuyos miembros ocupan una 
amplia gama de posiciones de poder en el aparato de Estado, en medios 
de comunicación y en el sistema económico, acaparan los cargos impor- 
tantes tanto en los partidos de la derecha tradicional como en la izquier- 
da «moderna», practican intensivamente las «puertas giratorias» entre el 
sector mercantil y la función pública, desarrollando una verdadera con- 
ciencia de sus intereses comunes bajo una apariencia de «realismo» eco- 
nómico y «seriedad» en la gestión. Esta hibridación neoliberal «públi- 
co-privado» ha favorecido, por otra parte, la emergencia de un concepto 
nuevo de poder, la «gobernanza», que permite superar en el plano de la 
representación la oposición cada vez más engañosa entre la propiedad 
- pública y la propiedad privada. 

Al centrarse de este modo en las prácticas de apropiación y de expolio, 
la reivindicación de los comujges quiere incluirse en una tradición de lucha 
contra la expansión, en un período histórico largo, de la lógica propietaria 
que dio su marco jurídico al capitalismo. De este modo, la extensión ac- 
tual del dominio de la propiedad privada y el crecimiento de la mercan- 
tilización son concebidos por diferentes autores como «un segundo mo- 
vimiento de enclosures de los comunes» —de acuerdo con una fórmula del. 
jurista norteamericano James Boylé—," que repite y generaliza en todos 
los dominios, en particular los de la biodiversidad y la creación intelectual 
y científica, el primer movimiento de cercamientos que se produjo en los 
campos de Europa occidental entre los siglos xv y x1x.P 

El paradigma de los comunes se define expresamente contra la expan- 
sión de la lógica propietaria y mercantil con la que por lo general se identi- 
fica el neoliberalismo. De creer a David Bollier, que cataloga exhaustiva- 
mente los comunes en su libro, este «pillaje silencioso» los afectaría a 
todos y, entre elos; quo a recursos naturales y espacios s públicos, al: pa- 


11. Véase J.. Boyle, «The second enclosure movement and the construction of the 
public domain», Lawand Contemporary Problems, vol. 66, n* 1 y 2, 2003:Véase también 
J.Boylé, The Public Domain. Enclosing the Commons of the Mind, Yale University Press, 
New Haven, 2008. 

12. J. Boyle, «The second enclosure movement and the construction of the public 


domain», loc. cit. 


Arte. Disponible en: http://planete-a-vendre.arte,tv : ; 
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trimonio.cultural, las instituciones educativas y la comunicación.? Este * 
movimiento general de enclosure estaría dirigido por las grandes empresas, 
apoyadas por los gobiernos sometidos a la lógica del mercado. La exten- ' 
sión «de la mercancía (commodification), el peso creciente de las grandes : 
empresas (corporatization) y la presión de la lógica de la propiedad (proper- 
tization) van de la mano y no conocen ningún límite político y moral. Lo ' 
que es cierto acerca de los Estados Unidos lo es de todas las demás regio- 
nes del mundo debido a la presión de las grandes multinacionales apoya- 
das por los gobiernos: a lo que nos enfrentaríamos es a un formidable 


refuerzo mundial de los derechos de propiedad y, con él, a una nueva 
expansión del capitalismo, aunque este término no siempre lo emplean | 
los partidarios de los comunes. Cierto número de ejemplos son particu- 
larmente significativos de esta expansión: el de la expropiación a los cam- 
pesinos autónomos del control sobre las simientes por las grandes multi- : | 
nacionales del sector agroalimentario, como Monsanto, el desarrollo de 
patentes sobre lo viviente bajo la presión de las empresas biotecnológicas!* . 
o la monopolización por parte de los gigantes de la informática como . 
Microsoft de las patentes de los programas más utilizados en el mundo. ' 
Denunciar los «nuevos cercamientos» es destacar un conjunto de ten- i 
dencias inseparables de la actual mundialización capitalista. El término ' 
enclosure hace pensar, en primer lugar, en el acaparamiento de recursos 
naturales y de tierras que se practica todavía a gran escala en el mundo. 
Tomaremos los dos ejemplos, particularmente elocuentes, de las tierras sd 
el agua. Uno de los más notables es lo que se llama el land | grabbing, que 
agrava los efectos destructivos del libre intercambio, del agribusiness y de 
las biotecnologías sobre las agriculturas campesinas en el mundo entero. 
Se trata de una práctica de acaparamiento de tierras arables en países del - 
sur —África subsahariana, Indonesia, Filipinas, Brasil, Argentina, Uru- 
guay, etc.— mediante la adquisición y sobre todo el alquiler de tierras 
por períodos largos (de 25 a 99 años).* Este acaparamiénto, que tépre- 
senta ya cerca del 2% de las tierras cultivables en el planeta, lo llevan a 


13. Nos referimos aquí al importante libro de D. Bollier, Silent Theft. The Private : | 
Plunder of our Common Wealth, Routledge, Nueva York, 2003. - Ñ | 
14. Véase J. Rifkin, Le Siécle Biotech, La Découverte, París, 1998. | 
15. Véase G. Van Kote, «La course aux terres ne profite pas aux pays du Sud», Le | 
Monde, 27 de abril de 2012; y el notable documental de A. Marant, «Planéte 4 vendre», 
| 
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cabo empresas multinacionales y Estados de países emergentes del Sur 
(China o India) o países del Norte (Estados Unidos o Gran Bretaña) de- 
seosos de asegurar su aprovisionamiento alimentario y energético y de 
que sus empresas y centros financieros se aprovechen de la especulación 
con las tierras y los precios agrarios.'? Esta tendencia se acentuó tras la 
crisis alimentaria de 2007 y se ha visto estimulada por la especulación 
financiera. En 2011, el acaparamiento de las tierras habría afectado a 80 
millones de hectáreas. Las transacciones, realizadas la mayoría de las veces 
sin consultar a las poblaciones locales, tienen lugar a menudo entre los 
Estados que controlan las tierras y los inversores. Tal es el caso en nume- 
rosos países africanos. Los efectos que esto tiene sobre la agricultura cam- 
pesina, la naturaleza de los productos cultivados, la alimentación de las po- 
blaciones locales, hacen pensar que esta aplicación directa y brutal del 
poder del capital mundial a las tierras agrícolas de los países pobres no 
hace más que repetir la mercantilización de hace varios siglos y provoca 
consecuencias de la misma clase, aunque a una escala mucho mayor. El 
e aumento de los precios de dos terrenos disponibles, la prohibición de 
acceso a las antiguas tierras comunes, la toma de posesión de las tierras 
: más fértiles, la elección de producciones destinadas a la exportación, la 
- difusión de ocm y de los herbicidas y pesticidas a ellos asociados, condu- 
' cen en todas partes a la expropiación de los campesinos, a su éxodo hacia 
* favelas en las megápolis del tercer mundo y al aumento de los precios de 
los cultivos para toda la población. Aunque este acaparamiento especta- 
cular no hace más que completar la gama de los instrumentos y prácticas 
que han restringido la producción de víveres en favor de cultivos de 
exportación, acelera espectacularmente la transformación capitalista de la 
agricultura y la destrucción de las comunidades campesinas. 

La apropiación de las tierras agrícolas está directamente ligada al acapa- 
ramiento del agua en provecho de los grandes cultivos de exportación. De 
un modo más general, el control capitalista del agua es otro ejemplo de un 
mecanismo que presenta semejanzas con los mecanismos históricos de la 
expropiación de los comunes.” Aunque la gestión del agua de las grandes 
ciudades del mundo permanece aún bajo control público, el comercio del 
agua adquirió amplitud durante los años 1980. Este mercado mundial está 


16. Véase el proyecto «Land Matrix», que hace la recensión de las transacciones 
relacionadas con el land grabbing. Disponible en: http://landmatrix.org 
17. Véase R.. Petrella (dir.), Eau. Res publica ou marchandise?, La Dispute, París, 2003. 
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dominado por un pequeño número de oligopolios, entre los cuales se 


encuentran dos empresas francesas —Suez environnement (ex Lionesa de : 


las aguas) y Veolia (ex Compañía general de las aguas) —. Dichas empresas 


están presentes en decenas de países en todos los continentes, con el apo- 


yo activo de la omc, el Banco Mundial y gobiernos nacionales, pero 
también de la Unesco, miembro organizador del Consejo Mundial del 
Agua, el cual es un lobby que milita en favor de la privatización del agua. 


Los defensores de la privatización se justifican refiriéndose a la importan- ; 


cia de las inversiones necesarias para hacer frente al crecimiento de las 
poblaciones urbanas y permitir el acceso al agua potable a más de mil 
millones de seres humanos, así como a la creación de recursos sanitarios 


de base para cerca de dos mil quinientos millones de habitantes. Desde su ' 


punto de vista, las municipalidades y los Estados no están capacitados para 
movilizar las sumas suficientes para construir, renovar y mantener las redes 
de producción y distribución de agua potable, mientras que las empresas pri- 
vadas son las únicas que podrían reunir tales medios si se las dejara libres 
para ponerle un precio remunerador al agua, considerada como un «bien 
económico» cualquiera, vale decir, una mercancía. El resultado de la pri- 
vatización de la gestión del agua, cuando tiene lugar, es a menudo un alza 
del precio para el usuario, considerado como un consumidor «racional», 
con la consecuencia de restringir su acceso a las poblaciones más pobres. 


La carrera tecnológica emprendida por los grandes del sector para propo- ' 


ner nuevas soluciones al crecimiento de la demanda —reciclaje de aguas 


residuales, desalinización— indica que el proceso de mercantilización no 
ha terminado.'* De entre las luchas por el agua, la de Cochabamba ha ' 


permanecido como emblemática. La ley 2019 de privatización del agua, 
votada en octubre de 1999, contra la que se alzaron la población de los 
barrios y los campesinos, tenía todas las características de una ley de expro- 
piación y confiscación: además de la privatización del control público 
municipal, prohibía a las cooperativas autónomas de barrio que habían 
cavado los pozos y a los campesinos que habían construido reservas colec- 
tivas de agua de lluvia que siguieran existiendo o actuando localmente.?” 


18. M. Laimé, «La marchandisation de eau s'accélére», Le Monde diplomatique, 
marzo de 2008. 

19. Véase Ó. Olivera, «Privatization», en Ó. Olivera y T. Lewis, Cochabamba. Wa- 
ter War in Bolivia, op. cit. Véase P. Sauvétre, Crises de gouvernementalité et généalogie de 
VEtat aux XX" et XXF siédes, op. cit., pág. 921. 
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Pero, aparte de estos ejemplos, es todo el entorno humano el que se 
ve afectado, de formas múltiples, por esta expansión mercantil y propie- 
taria. Bienes de primera necesidad, como los alimentos o los medicamen- 
tos, son regidos cada vez más estrechamente por la lógica-mercantil im- 
puesta por oligopolios mundiales; ciudades, calles, plazas y transportes 
públicos son convertidos en espacios comerciales y publicitarios; las ins- 
tituciones culturales, los equipamientos deportivos, los lugares de ocio y 
de reposo son de acceso cada vez más difícil debido a derechos cada vez 
más elevados exigidos a los usuarios/ clientes; los servicios públicos, desde 
los hospitales hasta las escuelas, pasando por las cárceles, son construidos 
y cogestionados por empresas privadas; las instituciones públicas de in- 
vestigación y las universidades son «pilotadas» de acuerdo con finalidades 
de rentabilidad; los bosques, los mares, los ríos y el subsuelo son someti- 
dos a una explotación industrial cada vez más intensiva; y todo el pa- 
trimonio cultural perteneciente al dominio público sufre presiones para 
que se convierta en un capital que deben valorizar museos y bibliotecas. 
Esta gran apropiación, en todk la variedad de sus manifestaciones, acarrea 
fenómenos masivos de exclusión y de desigualdad, contribuye a acelerar 
el desastre ecológico, hace de la cultura y de la comunicación un produc- 
to comercial, atomiza cada vez más la sociedad en forma de individuos/ 
consumidores con un destino común. 


El paradigma de la enclosure de los comunes 


En estas condiciones, se comprende que una de las «matrices de lectura» 
más frecuentemente utilizadas para captar la naturaleza de la nueva «gran 
transformación» de la que somos testigos se base en la analogía histórica 
con las enclosures contra los bienes comunales. El libro de Peter Linebau- 
gh consagrado a la Carta Magna constituye su mejor ilustración. Par- 
tiendo de una referencia hecha en 1994 por el subcomandante Marcos a 
este documento inglés de 1215, Linebaugh propone una interpretación 
del neoliberalismo y de los movimientós que a él se oponen casi en la 
mayor parte del mundo: lo que hoy en día se estaría reproduciendo en 


20. P. Linebaugh, The Magna Carta Manifesto. Liberties and Commons for All, Uni- 
versity of California Press, Berkeley, 2009. (Trad. cast.: El manifiesto de la Carta Magna: 
Comunes y libertades para el pueblo, Traficantes de Sueños, Madrid, 2013.) 
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la escena mundial es una historia que Europa, especialmente Inglaterra, 
recorrió desde el siglo x1m, la de la destrucción de los commons rurales por 
las enclosures. Es pues en virtud de un razonamiento analógico particular- 
mente seductor como se quiere asimilar todas las formas de resistencia 
anticapitalistas a una lucha en defensa de los comunes, y así es como se 
ponen en relación prácticas y saberes que tienen su origen muy lejos en 
la historia con los útiles de comunicación y de información más sofistica— 
dos que manejan los nuevos commoners de internet. 


La analogía propuesta por Linebaugh no es en realidad sino el eco | 


erudito de una referencia más difusa, surgida a mediados: de los años 
1990, no sólo en el movimiento zapatista sino también en América del 
Norte y del Sur, en la India y luego en Europa. Según David Bollier,: 
el «paradigma de los comunes»? tuvo inmediatamente efectos en el plano 
polémico y estratégico, ya que apunta directamente al predominio del 
modelo económico del mercado y a la ideología de los derechos de pro- 
piedad, presentados como las únicas formas de aumentar la eficacia eco- 
nómica y la prosperidad de todos. Este mismo autor sostiene que estamos 


ante una nueva forma de cultura? o también un movimiento social, 


muy parecido al de los ecologistas, dotado de tres dimensiones: científica, 
normativa y movilizadora. Este movimiento permitiría, en particular, 


repensar la acción política, redefinir sus objetivos y reconsiderar sus for- ' 


mas. Á este respecto conviene observar, de entrada, que la categoría de 
los «comunes» fue reintroducida en los medios económicos de la ciencia 
política norteamericana por los trabajos de Elinor” Ostrom: y sus colabo- 
radores. Éstos mostraron hasta qué punto permanecía “viva en muchos 
lugares del mundo la gestión colectiva de recursos comunes y cómo esta 
gestión quedaba fuera de la lógica del mercado y también de la adminis- 
tración estatal, sin dar lugar a ningún despilfarro.* 
El «paradigma de los comunes» tiene dos aspectos: defensivo y « ofensi- * 


vo. Se presenta de entrada como un movimiento de defensa de los comu- ' 


21. Volveremos a comentar más extensamente el alcance de esta referencia en el 
capítulo 7 del presente libro. 

22. D. Bollier, «Growth of the commons paradigm», en Ch. Hess y E. Ostrom (dir.), 
Understanding Knowledge as a Commons, MIT Press, Cambridge, 2007, y D. Bollier, Silent 
Theft, op. cit. 

23. D. Bollier, «Growth of the commons paradigm», loc. cit., pág. 29. 

24. Volvemos a comentar más extensamente estos trabajos en el capítulo 4 de este 


libro. 


| 
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nes, quedando establecido que por «comunes» hay que entender todos los 
«recursos comunes» existentes que deben permanecer a disposición de 
una comunidad restringida o de la sociedad por entero. Para Bollier, si 
adquiriéramos conciencia de que los paisajes, el agua, el aire, las ideas, la 
ciencia, las ondas de radio, internet, pero también las relaciones sociales, 
la educación y el compromiso cívico, son otros tantos recursos comu- 
nes, podríamos desarrollar estrategias de protección de los commons contra 
la invasión del mercado y las prácticas de apropiación que constituyen un 
«robo silencioso» de lo que a todos pertenece.” Pero este paradigma pre- 
senta igualmente otra vertiente más ofensiva, con la promoción de prác- 
ticas de puesta en común que pueden desarrollarse sobre la base de los 


recursos comunes existentes: «Los comunes —escribe Bollier— constitu=” 


yen el terreno en el que nacen nuevas prácticas sociales de puesta en co- 
mún (commoning); éstas nos proporcionan pistas eficaces para repensar 
nuestro orden social, nuestra gobernanza política y nuestra gestión ecoló- 
gica. Los comunes hacen posible nuevas energías ascendentes capaces de 


rediseñar nuestras instituciojes políticas»? Esta nueva cultura política 
permitiría volver a entender que la riqueza no la-crean únicamente los 


managers o quienes poseen los capitales, como pretende la vulgata neoli- 
beral universalmente compartida por los gobiernos de derecha o izquier- 
da, sino comunidades o sociedades cuyos miembros ponen en común sus 
saberes y competencias para crearla. El auge de internet y las comunidades 
digitales que se han formado en las tres últimas décadas serían la prueba en 
acto de que el valor no se reduce al precio mercantil. Más aún, las prácti- 
cas colaborativas que se han desarrollado en internet y han dado lugar a 
realizaciones de gran amplitud, como el movimiento de los programas 
libres o la constitución de enciclopedias de tipo Wikipedia, demuestran la 
existencia de otra economía política y otra concepción de la riqueza, la de 
las redes, cuyas bases han sentado teóricos como Yochai Benkler?” Ñ 

- Este paradigma de los comunes ha sido desarrollado por autores muy 
vinculados a los movimientos sociales globales. Uno de los textos más 


25. Véase D. Bolter, Silent Theft, op. cit. 

26. D. Bollier, «Les communs. ADN d'un renouveau de la culture politique», en 
Association Vecam (dir.), Libres Savoírs. Les biens communs de la connaissance, CSF édi- 
tions, París, 2011, pág. 306. 

27. Véase Y. Benkler, La Richesse des réseaux. Marchés et libertés dá 
social, Presses universitaires de Lyon, Lyon, 2009. 
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emblemáticos es sin duda el de Naomi Klein «Reclaiming the com- 
mons», redactado en 2001 con ocasión de la primera gran movilización 
“antiglobalización de Seattle y el primer Fórum Social de Porto Alegre. 
Naomi Klein propone allí una definición del movimiento altermundia- 
lista a partir de la reivindicación de los commons.” Si se trata, como ella 
dice, de una «coalición de coaliciones», la cuestión es saber qué permite 
esta articulación de movimientos con causas aparentemente dispares. Se- 
gún ella, resulta de la toma de conciencia de una amenaza común que 
tiene dos vertientes: «la privatización de todos los aspectos de la vida 
cotidiana y la transformación de toda actividad y valor en mercancía»? 
El eslogan del movimiento, «El mundo no está en venta», expresa preci- 
sámente la. exigencia de defender y promover los comunes como bienes 
inalienables. La respuesta aportada por quienes luchan en todo el mundo 
por el respeto de los espacios públicos, el rechazo de los Ocm controlados por 
las multinacionales de la industria agroalimentaria, la lucha contra la mer- 
cantilización y la privatización de la salud y de la educación, por el acce- 
so universal al agua, a favor de la movilización contra las actividades in- 
dustriales o agrícolas contaminantes, así como muchos otros combates, 
tienen todos, escribe Naomi Klein, el mismo espíritu, la «recuperación 


de los comunes». La altermundialización no se opone a la globalización en 


general, es un movimiento que se opone a la privatización del mundo y 
lucha por el control democrático de los intercambios y la explotación de 
los recursos comunes, insiste. Estas luchas no van dirigidas a defender 
aparatos industriales nacionales o particularidades culturales o sociales lo- 
cales, obedecen a una lectura «global» de los procesos en curso y de las 
formas de luchar. Para ella este es uno de los rasgos principales del movi- 
miento antiglobalización. Ello ha sido posible, insiste, por la propia ac- 
ción de las multinacionales que, por su ambición imperialista, han creado 


las condiciones e impuesto la necesidad de una coalición a la vez inter- 
nacional e intersectorial de las resistencias. Es el proceso de la mundiali- 


zación, dirigido por los grandes oligopolios y las organizaciones interna- 
cionales encargadas de redactar las leyes del comercio y las finanzas, el 


28. N. Klein, «Reclaiming the commons», New Left Review, n* 9, mayo-junio de 
2001. 

29. Ibíd., pág. 82. 

30. Ibid., pág. 82. El término inglés reclaiming es evidentemente dificil de traducir. 
Es portador de varias significaciones, desde la «reivindicación» hasta el «recordar». 
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que, por sí mismo, favorece la concienciación sobre la interdependencia 
de las cuestiones ecológicas, sociales y económicas. 

Esto es precisamente lo que permite expresar, por su carácter general 
y abstracto, la categoría de «comunes». En efecto, dicha categoría presen- 
ta la ventaja de englobar todas las prácticas, todas las instituciones, todos 
los títulos y estatutos que están amenazados por la lógica propietaria y 
mercantil, resumida, a su vez, en la categoría general y abstracta de enclo- 
sure. Hecho que permite coaligar fuerzas dispares, enfrentadas todas ellas 
a la misma lógica adversa. David Bollier lo subraya: 


Al mencionar los comunes, podemos empezar a construir un vocabulario 
compartido para designar lo que nos pertenece colectivamente y debemos 
administrar de forma responsable. Podemos reconquistar el control de un 
patrimonio intergeneracional que se extiende desde la atmósfera y los océa- 
nos hasta el genoma humano e internet, pasando por el espacio público y el 
dominio público. Todos estos bienes colectivos son objeto de una explota- 


ción, una privatización y ua mercantilización agresivas.” 


El nuevo paradigma de los comunes extrae su fuerza, efectivamente, de 
la coalición que parece prometer entre luchas diversas, cuyas premisas 
pareció establecer la reunión de los movimientos sindicales, ecologistas y 
altermundialistas en Seattle en 1999. Se podría decir, en el vocabulario 
+ gramsciano de Ernesto Laclau y Chantal Mouffe, que la noción de «co- 
' munes» es uno de esos términos que aseguran una «cadena de equivalen- 
cia» entre luchas en campos muy diferentes.” Este valor estratégico es, 
por otra parte, el que destacan quienes como Phillippe Aigrain militan 
desde hace mucho tiempo por una «coalición de los bienes comunes», 
reuniendo a los ecologistas que luchan por la defensa de los «bienes co- 
munes físicos» con los informáticos que luchan por la promoción de los 
«bienes comunes informacionales».* 
Pero lo que Naomi Klein reclamaba también al dar este contenido a 
la categoría de comunes era, ciertamente, la conexión entre el «bienestar 


31. D. Bollier, «Les communs, ADN d'un renouveau de la culture politique», loc. cit., 
pág. 307. 

32. E. Laclau y Ch. Mouffe, Hégémonie et stratégie socialiste. Vers une politique démo- 
cratique radicale, Les Solitaires Intempestifs, Besanzón, 2009. 

33. Véase P. Aigrain, «Pour une coalition des biens communs», Libération, 25 de 
agosto de 2003. Disponible en: http://paigrain.debatpublic.net 
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local» y los procesos mundiales más abstractos, la fusión entre los movi- 
mientos de defensa o creación de modos de vida más basados en la socia- 
bilidad, más democráticos, más autónomos, con la lucha contra la om- 
nipotencia de las grandes empresas.” La temática de los comunes tiene 
poder de atracción en la misma medida en que parece capaz de establecer 
un vínculo entre las luchas contra los aspectos más nocivos del neolibe- 
ralismo (mercantilización, privatización, calentamiento climático, etc.) y 
las luchas por una nueva organización social fundada en nuevos princi- 
pios de solidaridad, de intercambio, de respeto del entorno y de la bio- 
diversidad. La defensa de los comunes se inscribe para Naomi Klein en el 
horizonte de una democracia completamente refundada sobre la base de 
un autogobierno local. * Este es uno de los aspectos más fundamentales 
del retorno de los comunes: ya no se trata de apelar al Estado-en defen- 
sa de las poblaciones, sino de promover formas de control democrático 
sobre recursos comunes. Como lo formuló claramente Óscar Olivera, 
uno de los líderes bolivianos de la «guerra del agua»: «El meollo de las 
cuestiones planteadas por la privatización del agua en Cochabamba era 
saber quién decidiría sobre el presente y el futuro de la población, sobre 
nuestros recursos y las condiciones en las que vivimos y trabajamos. 
Queremos decidir estas cuestiones por y para nosotros mismos».*% 


Un resurgir de las luchas contra el neoliberalismo 


La emergencia y la difusión mundial de la reivindicación de los comunes 
están ligadas a una serie de luchas que, desde mediados de los años 1990, 
comparten el hecho de oponerse a aspectos particularmente perjudiciales 
e intolerables de las políticas neoliberales. Los actores de las luchas que se 


34, Era el mismo vínculo entre lo local y lo global lo que admiraba Pierre Bourdieu 
en el combate de José Bové al frente de la Confederación Campesina. 


35. Entre los partidarios de los comunes las posiciones no son todas tan radicales. * 


David Bollier, por ejemplo, destaca que la defensa de los comunes no significa cuestionar 


el mercado como tal, y apunta más bien a un equilibrio entre los recursos comunes y las 


fuerzas del capitalismo. Véase D. Bollier, Silent Theft, op. cit., pág. 3. 

36. O. Olivera, « Privatization », en Ó. Olivera y T. Lewis, Cochabamba. Water War 
in Bolivia, op. cit. Citado en P. Sauvétre, Crises de gouvernementalité et généalogie de PÉtat 
aux XX' et XXE siécles, op. cit., pág. 921. Más adelante, en el capítulo siguiente, volveremios 
a tratar más precisamente sobre la dimensión política de la gestión de los comunes. 
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desarrollan entre finales de los años 1990 y comienzos de los años 2000, 
en particular en América Latina, no siempre usan la categoría de comu- 
nes, ésta corresponde más bien a una lectura retroactiva de sus rasgos 
novedosos. Con ella se torna visible el modo en que se esbozan for- 
mas de poder y movimientos que se oponen al mismo tiempo a las rela- 
ciones sociales capitalistas basadas en la propiedad privada de los recursos 
y a los modos tradicionales de la gestión burocrática de los bienes «públi- 
cos». Tal lectura permite significar tanto su unidad como su gran varie- 
dad, su inscripción en un campo de luchas mundiales y su localización 
singular, De esta articulación entre «local» y «global», el movimiento za- 
patista es particularmente ejemplar, ya que se caracterizó especialmente 
por el estrecho vínculo que planteó teórica y prácticamente entre la de- 
fensa de las comunidades indígenas de Chiapas, víctimas de expropiación 
y explotación, y una «lucha por la humanidad contra el neoliberalismo». 
Por eso dicho movimiento, desde la entrada en vigor del tratado del ALENA 
y hasta comienzos de los años 2000, ejerció una fuerte atracción sobre 
numerosos intelectuales y máfitantes. Movimiento con ecos muy impor- 
tantes a nivel mundial, en él se advierten ya, además de la búsqueda 
práctica de un nuevo universalismo, el rechazo de las formas de organi- 
zación antiguas de tipo leninista y guevarista, con una gran atención a los 
procedimientos de discusión y decisión que constituirían la marca distin- 
tiva de los movimientos antineoliberales y altermundialistas de comienzos 
del siglo xx1.? 
De un modo más general, América Latina, al haber sido sometida 
mucho antes que otras regiones del mundo a las políticas neoliberales más 
duras, con los tristemente famosos «planes de ajuste estructural» del FMI, 
fue también el subcontinente que conoció los primeros grandes movi- 
mientos populares de oposición al neoliberalismo y obtuvo los primeros 
éxitos en este combate. Pensamos en particular en la insurrección de 
diciembre de 2001 en Buenos Aires que expulsó al presidente en ejerci- 
cio. Con ella se abrió un período de movilización fortísima en diversos 
sectores de la población de la capital argentina, reagrupados en cientos de 
asambleas populares, junto a los parados «piqueteros» y asalariados que 
ocupaban cientos de «empresas recuperadas» puestas bajo gestión obrera. 


37. Véase J. Baschet, La Rébellion zapatiste. Insurrection indienne et résistance planétaire, 
Flammarion, París, 2005. 
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Pero son, sin duda, la «batalla del agua» y luego la «batalla del gas» en : 


Bolivia las que, antes de la luchas en Italia por la remunicipalización del 
agua, empezaron a popularizar este «retorno de los comunes» y permitie- 
ron esperar más victorias en otros lugares. De los acontecimientos boli- 
vianos que llevaron, entre 2000 y 2005, a la protesta masiva contra la 
privatización de la distribución del agua en la ciudad de Cochabamba en 
beneficio de la empresa norteamericana Bechtel, y de la posterior denun- 
cia del tratado de exportación del gas nacional firmado por el gobierno 
con un consorcio multinacional, sólo destacaremos por el momento las 
lecciones más sobresalientes. Aunque, como lo puso de manifiesto Franck 
Poupeau, la movilización popular de Cochabamba no llegó a crear una 


8 


forma política completamente nueva y duradera, sin embargo hizo 


emerger durante las luchas prácticas a instituciones de autogobierno que 


merecen nuestra atención. La instauración de asambleas participativas 
convirtió a los usuarios del agua en «actores» preocupados por intervenir 
en la gestión del recurso; dichas asambleas revalorizaron y reactivaron 
formas deliberativas comunitarias antiguas que se mezclaron con formas 
democráticas urbanas y sindicales. El objetivo de la lucha y las subjetivi- 
dades de los individuos movilizados funcionaron coherentemente por- 
que la organización de la lucha por recuperar aquel recurso común ya 


esbozaba lo que debía ser su gestión futura. Así, la lucha no era sólo 
económica y social, sino que permitió plantear la cuestión de la forma ' 


política general de la sociedad. Este proceso político boliviano, por avan- 


zado que fuese, quedó bloqueado sin embargo por el predominio del . 
modelo desarrollista, que otorga al Estado el privilegio de la gestión cen- 


tralizada de los recursos. 

No cabe duda de que en las luchas de entonces persistía una fuerte 
creencia en las soluciones estatales, administrativas y centralizadas, que 
fueron masivamente las de la izquierda en el siglo xx. Pero al mismo 
tiempo la reconfiguración del Estado-empresa, aliado con los oligopolios 
y sometido a las organizaciones del Consenso de Washington o la Unión 
Europea, empuja a buscar otras vías políticas. Lo demuestran, durante la 
década de los 2000, a pesar de muchas dudas y confusiones, el discurso y 
las luchas altermundialistas. Ocho años después del texto de Naomi Klein 


38. Véase F. Poupeau, «La Bolivie et le paradoxe des conununs. Sept théses com- * 


mentées sur le processus de transformation politique actuel», seminario Du public au 
commun, sesión del 15 de diciembre de 2010. 
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encontramos la reivindicación de los comunes en el «Manifiesto por la 
recuperación de los bienes comunes» lanzado con ocasión del Fórum 
Social Mundial de Belem, Brasil, en 2009: 


La privatización y la mercantilización de los elementos vitales para la huma- 
nidad y para el planeta son más fuertes que nunca. Tras la explotación de los 
recursos naturales y del trabajo humano, este proceso se acelera y se extien- 
de a los conocimientos, las culturas, la salud, la educación, las comunicacio- 
nes, el patrimonio genético, lo viviente y sus modificaciones. El bienestar 
de todos y la preservación de la Tierra se sacrifican en aras del provecho 
financiero a corto plazo de algunos. Las consecuencias de este proceso son 
nefastas. Son visibles y conocidas por todos: sufrimiento y muerte de quie- 
nes no puede acceder a los tratamientos bajo patente, olvidados por la in- 
vestigación orientada a la obtención de beneficios comerciales, destrucción 
del entorno y la biodiversidad, calentamiento climático, dependencia ali- 
mentaria de los habitantes de los países pobres, empobrecimiento de la 
diversidad cultural, reducción del acceso al conocimiento y la educación 
mediante el establecimientddel sistema de la propiedad intelectual sobre los 


conocimientos, impacto nefasto de la cultura consungsta. 


Es la misma idea la que se encuentra una vez más, en singular en este 
caso, en el proyecto de «Declaración universal del bien común de la hu- 
manidad», redactada por Francois Houtard y propuesta en el Foro Mun- 
dial de las alternativas, al margen de Rio+20, en junio de 2012, luego en 
el sm de Túnez en 2013. Esta vez, sin embargo, los bienes comunes no 
necesitan ser identificados uno por uno, sino que se reagrupan en la ca- 
tegoría general del Bien común, cuyo fundamento natural es la madre 
Tierra, fórmula inspirada en los movimientos indianistas de América 
Latina y que, supuestamente, «sirve de base para la convergencia de los 
movimientos sociales y políticos». 

La extensión y el éxito de la categoría de los comunes, que ya forma 
parte del léxico de la protesta antiglobalización, se deben en parte a su 
carácter al mismo tiempo seductor y «fNotante». Los textos dudan entre el 
plural de los «comunes» o los «bienes comunes» y el singular del «bien 
común», como hemos señalado más arriba.” Pero la significación que 
reviste el término «comunes», al menos por : ahora, es sobre todo crítica. 


39. Véase supra, capítulo 1. 


_quien, en Wealth and Poverty, explicó que el capitalismo de libre mercado 
es el mejor medio para reducir la pobreza. Toda esta literatura apologé-” 
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Expresa en primer lugar un rechazo de la gran apropiación neoliberal y 
en segundo lugar afecta a las justificaciones mismas del capitalismo. Pro- 
testar contra la enclosure de los comunes significa reanudar la crítica de la 
propiedad privada como condición absoluta de la riqueza social. ' 


Derecho de propiedad y competencia 
por la innovación 


Indiscutiblemente, a lo largo de los dos últimos siglos la disputa en torno 
a la propiedad privada se ha desplazado; se ha pasado de un argumentario 
1% a un argumentario basado en la eficacia económica, 
relacionado más específicamente con la cuestión del papel del Estado en 


teológico y mora 


la actividad económica. En el siglo xx fueron, entre muchos otros teóri- 
cos del capitalismo contemporáneo, “Mises o Hayek quienes la empren- 
dieron contra la planificación centralizada; - Friedman y consortes fueron 
quienes en sus best-sellers*! dirigieron sus ataques contra la coerción ejer- 
cida por el Estado sobre las elecciones económicas; fue George F/ Gilder 


tica pretendía demostrar hasta qué punto el capitalismo era superior al 
socialismo para hacer crecer la producción y satisfacer las necesidades de la 
población. Pero otros textos defendieron la propiedad privada desde pun- 
tos de vista más originales y renovaron el debate en torno a los «comu- 
nes». El importante artículo de Garrett, Hardin, ¿biólogo norteamericano, 

publicado en la revista Science en 1968, «The “Tragedy of the Commons», 

desempeñará en este sentido un papel de primer orden. Según él, los 
commons, término que engloba tanto el aire que se respira como los par- 
ques públicos nacionales o los mecanismos de seguridad social, son obje- 
to, inevitablemente, de una sobreexplotación por parte de individuos. 
racionales, deseosos todos ellos de maximizar sus ganancias personales a 
expensas de los demás. El autor ve en este comportamiento la razón prin-' 
cipal del abandono, en el pasado, de los derechos y las prácticas de los: 
comunes en provecho de la propiedad individual. Debido a una de aque- 


40. Para las grandes líneas de este argumentario, véase infra, capítulo.6. 
41. Véase M. y R. Friedman, Capitalism and Freedom, Uñiversity of Chicago Press, 
Chicago, 1982. 
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llas paradojas que abundan en la historia intelectual, lo que constituyó 
uno de los vectores del «retorno de los comunes» al debate teórico y 
político fue esta violenta carga contra ellos.* 

Pero otro tema ha permitido renovar la justificación de los derechos 
de propiedad y ha contribuido a ampliarlos y reforzarlos en los tres últi- 
mos decenios: el de la innovación. Joseph Schumpeter fue un pionero en 
la materia, dando al emprendedor el papel, en su opinión central, de 
«rompedor de rutinas» en todos los aspectos de la vida económica —has- 
ta el punto de convertirlo en el primer agente del progreso tecnológico, 
como responsable de losciclos y de la inestabilidad inherentes al capita- 
lismo. El «redescubrimiento» de estas tesis en los años 1980 corresponde 
a un momento de intensificación de la competencia por la innovación 
entre los grandes grupos multinacionales. Como ya lo había observado 
Schumpeter, dichos grupos buscan captar las rentas tecnológicas median- 
te la posesión de patentes que les dan un monopolio temporal de explo- 
tación. En vez de condenar los monopolios en nombre de la competen- 
cia pura y perfecta en merfados ideales, se ha pasado a considerar de 
forma más positiva los efectos benéficos de las «prácticas monopolísticas» 
en el «perpetuo huracán» de la «destrucción creativa» característica de 
la dinámica del capitalismo.* Se suele admitir con Schumpeter que la 
competencia a la que se entregan las grandes empresas supone la instau- 
ración de «funciones orgánicas» de protección y restricción que son las 
condiciones mismas de su dinamismo. Si son capaces de invertir y de 
renovarse, es porque se protegen mediante patentes u otras prácticas del 
secreto. Dicho de otra manera: al aumentar el riesgo debido al tipo de 
competencia al que están condenadas, las empresas deben consolidar y 
- diversificar las prácticas monopolísticas.** 

Este nuevo argumentario económico se ha acompañado de una espe- 
cie de nuevo sentido histórico que ha hecho del refuerzo de los derechos 
de propiedad uno de los factores más importantes del crecimiento eco- 
nómico occidental. Douglass C. North y Robert Paul Thomas,'dos his- 


A 
- 


42. Más adelante, en esta misma parte, volveremos a hablar sobre el argumento de 
este artículo. Véase infra, capítulo 4. 

43. Véase J. A. Schumpeter, Capitalisme, socialisme et démocratie, Payot, París, 1990, 
especialmente el capítulo titulado «Le capitalisme peut-il survivre?». 

44. Véase B. Laperche (dir.), Propriété industrielle et innovation, L'Harmattan, París, 
2001. 


LA GRAN APROPIACIÓN Y EL RETORNO DE LOS COMUNES 


129 


toriadores «neo-institucionalistas» de la economía, se dedicaron a releer 
el desarrollo desde la perspectiva de los efectos de los derechos de pro- 
piedad sobre el crecimiento económico. Estos autores proponen una 
explicación exhaustiva de la historia económica que concuerda con la 
teoría económica neoclásica tradicional* y se basa en una hipótesis utili- 
tarista simplificada: «el crecimiento económico exige tan sólo que cierta 
parte de la población experimente este deseo de enriquecimiento» y «si 
una sociedad no conoce el crecimiento económico es porque en ella no 
se estimula la iniciativa económica».** El crecimiento económico, por 
lo tanto, se basa en gran parte en los dispositivos institucionales de estí- 
mulo del enriquecimiento personal. A diferencia de la historia económi- 
ca corriente, que ve en la tecnología, en las economías de escala o en el' 
capital humano los factores decisivos del progreso material, North y' 
Thomas hacen de las instituciones y de los derechos de propiedad los 
criterios divisorios de las trayectorias económicas respectivas de los dife- 
rentes países desde la Edad Media. Su razonamiento, que parecería ex- 


traído directamente de Bentham, plántea . que para. favorecer-.el creci- 


miento «se debe incitar a los individuos mediante algunos estimulantes 
para que emprendan actividades socialmente deseables». La codificación 
juíídica de lós derechos de propiedad permite afectar las ganancias y las 
pérdidas de la actividad económica al individuo que ha trabajado e inver- 
tido. Si éste no recoge el fruto de su propia actividad no se verá estimu- 
lado en su deseo de enriquecimiento. 

La lección que habría que extraer de todo ello sería, por lo tanto, que | 
sólo los derechos exclusivos sobre la tierra o sobre la producción serían 
adecuados para incitar a los individuos a actuar. Como en la tesis de Hardin, ¿ 
el razonamiento consiste en suponer individuos movidos por un solo tipo 
de motivación, el móvil financiero, y más profundamente, en suponer un 
Homo economicus universal que sólo aspiraría a realizar su deseo de enri- 
quecimiento mediante instituciones y derechos por fin adecuados a su 
naturaleza. El error de este «institucionalismo» utilitarista no consiste en la 
sobrevaloración de los efectos de las instituciones, sino en considerar 


la institución como resultado de un cálculo costes/beneficios y, en este 
45. D. C. North y R. P. Thomas, L*Essor du monde occidental. Une nouvelle histoire 
économique, Flammarion, París, 1980, pág. 5. 
46. Ibíd., pág. 8. 
47. Ibíd., pág. 9. 
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sentido, como un reflejo de la esencia interesada del individuo. Así, el 
nacimiento del Estado-nación es analizado como una consecuencia de la 
expansión del mercado. Los bienes públicos como la justicia y la protec- 
ción aportados por el Estado son deseados y comprados mediante el im- 
puesto porque son más «rentables» que las protecciones y justicias priva- 
das.** Douglass North, por otra parte, dio una definición precisa de las 
instituciones, cuya característica es que son perfectamente tautológicas: 


A lo largo de la historia, las instituciones han sido elaboradas por seres hu- 
manos para crear orden y reducir la incertidumbre en los intercambios. En 
las constricciones normales de la economía, dichas instituciones definen el 
conjunto de las elecciones y determinan, por lo tanto, los costes de transac- 
ción y producción, así como, por este mismo motivo, la posibilidad de 
obtener un provecho y la posibilidad de comprometerse en una actividad 
económica. Las instituciones proporcionan la estructura de estímulo de 
una economía. Según el modo en que evolucione esta estructura, fija la 
dirección del cambio económico hacia el crecimiento, el estancamiento o 


el declive.* 


Es cierto que ambos historiadores admiten de buen grado que han sido 
necesarias condiciones históricas particulares para producir el desarrollo 
de esos derechos exclusivos y esas protecciones públicas; de entre dichas 
condiciones, el factor demográfico se plantea como la variable decisiva. 
Pero lo esencial del razonamiento está en el postulado del hombre egoís- 
ta. Las diferencias de crecimiento entre países se explicarían así por la 
actitud de los Estados, que favorecen de forma muy variable la instaura- 
ción y el refuerzo de los derechos de propiedad. Por ejemplo, las econo- 
mías respectivas de Francia y España se estancaron hace tiempo, según los 
autores, por la única razón de su incapacidad para crear un sistema de 
derechos que estimule la productividad económica, a diferencia de Ingla- 
- terra o los Países Bajos." North y Thomas otorgan una gran importancia 


48. Ibíd., pág. 15. 

49. D. C. North, «Institutions», The Journal of Economic Perspectives, vol. 5, n* 1, 
invierno de 1991, págs. 97-112. Disponible en: www.econ.uchile.cl. Más adelante vol- 
veremos a tratar esta cuestión decisiva de las instituciones, abordada a partir de la eluci- 
dación del acto de instituir. Véase infra, capítulo 10. 

50. D. C. North y R. P. Thomas, L'Essor du monde occidental. Une nouvelle histoire 
économique, op. cit., pág. 167. 
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a la creación en el siglo xvu de derechos de propiedad de un nuevo tipo, 
las patentes, y su integración en la Common Law, patentes que garantiza- 
ron al inventor una parte cada vez más importante de los beneficios ex- 
traídos de la explotación económica de las invenciones.** Sin exagerar el 
impacto de estas tesis neoinstitucionalistas, que prétender ser «revolucio- 
narias», hay que reconocer que demuestran una modificación sensible de 
la lectura clásica de la revolución industrial. No fueron ni el siglo xv ni 
el siglo xIx los que «inventaron» el capitalismo, sino que fueron las trans- 
formaciones de los marcos institucionales durante los siglos anteriores las 
que permitieron el crecimiento. La conclusión política que se debe ex- 
traer es transparente: la prosperidad, para ellos, siempre dependió de la 
organización de los derechos de propiedad productivos y, en particular, 
de un «dispositivo de derechos de propiedad que definen los beneficios 
que es posible extraer de la innovación y garantizan al innovador una 
parte cada vez más importante de dichos beneficios». 


Los historiadores neoliberales que han querido reescribir de esta forma ' 


la historia económica desde la perspectiva de los derechos de propiedad 
no han hecho, en cierto modo, más que retomar lo que un Bentham 
había establecido dos siglos antes. Si bien el individuo nace con disposi- 
ciones que de entrada lo orientan hacia su propio interés ——aunque sólo 
fuese porque se preocupa de su conservación fisica—, únicamente me- 
diante la sociedad y gracias a las garantías jurídicas que ésta ofrece se con- 
vertirá verdaderamente en un Homo economicus cap z de perseguir racio- : 
nalmente su interés bien calculado. Pero este nuevo 'institucionalismo no 
ha surgido en cualquier momento. Ha desarrollado sus argumentos en el 
momento en que la patente, instrumento asegurador de las grandes em- 
presas, empezaba a convertirse en un útil estratégico principal en la compe- 
tencia, como lo indica por sí sola la tendencia de estos tres últimos decenios 
al muy rápido aumento del número de patentes en todo el mundo. Lo ' 
demuestran también otros fenómenos igualmente notorios que empeza- l 
ron en Estados Unidos en los años 1970 y 1980, como la extensión de la 
aplicación de las patentes a dominios nuevos, en particular en el de las ' 


artes, las letras y en general la creación, pero también en el de la vida. | 
Procedimientos comerciales, programas informáticos, sustancias conte- ; 


nidas en las plantas, pueden ser ahora objeto de patentes mediante una | Ñ 


51. Ibíd., pág. 215. 
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asimilación del «descubrimiento» científico a la invención comercializa- 
ble. Igualmente, los derechos de los propietarios de patentes han sido 
reforzados, tanto a nivel nacional como internacional, y su duración se ha 
extendido. Los tribunales de justicia que se ven llevados a intervenir en 
litigios están más dispuestos a escuchar a los propietarios que exponen sus 
quejas por plagios o imitaciones fraudulentas. Finalmente, nuevas institu- 
ciones públicas que necesitan más fondos, en particular universidades e 
institutos de investigación pública, pueden registrar patentes —es lo que 
prevé la Bayh-Dole Act desde 1980 en los Estados Unidos.” 


La reivindicación de los comunes 
contra la «propiedad intelectual» 


Hemos dicho más arriba que el retorno del tema de los comunes respon- 
día a la constatación de un gran pillaje llevado a cabo por los oligopolios, 
activamente secundados par las elites gobernantes. Ahora se puede cons- 
tatar que el ángulo de ataque de la crítica es más preciso y que apunta a 
la tendencia fundamental, en los últimos decenios, al refuerzo de los 
derechos de propiedad sobre la información, el conocimiento y la cultu- 
ra, así como, por exterisión, sobre los elementos constitutivos de la vida, 
dicho de otro modo, al refuerzo de la «propiedad intelectual» llevado a 
cabo por los gobiernos neoliberales. Sobre esto último, lo que dice el 


jurista norteamericano James. Boyle es particularmente esclarecedor. Se- 


gún él, el primer movimiento de enclosure afectó a la tierra, el segundo a 
los «comunes intangibles del espíritu». El aumento de patentes registradas 
en Estados Unidos y en otros lugares pone de manifiesto esta carrera 
acelerada por los cercamientos jurídicos en el dominio intelectual. Ya 
existe un mercado mundial de los derechos de propiedad sobre el cono- 
cimiento; o, más exactamente, L patente permite crear mercados del 


conocimiento creando jurídicamente-un Conocimiento de un tp espe- 
cial, codificable y mercantilizable. El argumento que empuja a la exten- 
- sión de este mercado y con ella a la transformación del conocimiento es 
el de la competencia: el país o la empresa que no instaura enclosures per- 


derá posiciones en el mercado mundial. 


52. Véase D. Uzunidis (dir.), L'Innovation et 'Économie contemporaine. Espaces cogni- 
tifs et territoriaux, De Boeck, París, 2004. 


LA GRAN APROPIACIÓN Y EL RETORNO DE LOS COMUNES 


133 


Con el cercamiento del dominio intelectual, son campos enteros de 
la vida y de la cultura los que se abren a las actividades lucrativas de las 
empresas privadas. El otorgamiento de patentes a las secuencias del geno- 
ma, la ampliación y extensión de los derechos de copyright, la protección 
reforzada de las marcas registradas, son algunos ejemplos. Esta tendencia 
se puede advertir a todos los niveles: se lee en la guerra que libran entre 
ellos los países desarrollados para cubrir el campo económico, social y 
cultural con patentes exclusivas, se expresa mediante las mutaciones re- 
glamentarias y organizativas que someten la investigación pública y las 
universidades a las leyes del secreto comercial, se manifiesta en la instau- 
ración de acuerdos internacionales que generalizan las nuevas interpreta- 
ciones restrictivas de los derechos de propiedad. El Acuerdo de Libre 


Cambio norteamericano (ALENA) en 1992, luego las ADPIC (acuerdo sobre | 


los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual que afectan al 
comercio) en 1994, cuando se creó la omc, son dos momentos decisivos 
en este proceso, seguidos posteriormente por una larga serie de acuer- 
dos bilaterales que van en la misma dirección. Estos acuerdos van diri- 
gidos contra las tendencias «desarrollistas» de los ex-países colonizados 
que, en los años 1960 y 1970, habían hecho evolucionar la legislación a 
su favor con el fin de acelerar las transferencias de tecnología y los pro- 
gresos en materia de salud pública. Invirtiendo este movimiento a partir 
de los años 1980, los países más poderosos se dotaron de medios de pre- 
sión y de instrumentos de sanción para imponer reglas que les garantiza- 
ran la remuneración de sus rentas tecnológicas y sus marcas de prestigio.* 


En realidad es la alianza estratégica de empresas multinacionales y : 


gobiernos en torno a los «derechos de propiedad intelectual» lo que 
funda, en el frente opuesto, la unidad del movimiento de los comunes. 
Es la extensión de la propiedad a nuevos objetos, es la transformación de 
la teoría y la práctica de la propiedad lo que ha reclamado una respuesta 
tan universalizante como es la de los comunes. El término «propiedad 
intelectual» fue introducido con ocasión de la creación de lá Organiza- 
ción Mundial de la Propiedad Intelectual (ompr), dependiente de la 
ONU, en 1967. Pero fue durante las negociaciones de la Ronda Uru- 
guay, que concluirían con la creación de la omc y la firma de los ADPIC 


53. Véase A. Kapzincski y G. Krikorian, Access to Knowledge in the Age of Intellectual 
Property, Zone Books, Nueva York, 2010. 
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en 1994, cuando cierto número de industrias del ocio y el entreteni- 
miento de masas, de farmacia, agroquímicas, informáticas y biotecnoló- 
gicas se aliaron, más allá de las diferencias existentes entre las distintas 
ramas y con sus competencias respectivas, para hacer de la propiedad 
intelectual una de las cuestiones fundamentales en los acuerdos comer- 
ciales. Como se sabe, esta alianza se llevó a cabo fusionando dos clases 
de derechos dependientes, hasta ahora, de registros y sectores distintos 
y vinculados a historias diferentes: la «propiedad literaria y artística», 
protegida por el «derecho de autor» —cuya versión anglosajona es el 
copyright—, y la «propiedad industrial», protegida por la patente.** Esta 
fusión entre lo que hasta ahora correspondía a la creación artística y lo 
relacionado con los procesos de fabricación industrial se basó en los dis- 
cursos, cada vez más numerosos, que asimilaban los descubrimientos 
científicos, los saberes académicos O tradicionales, las marcas, etc., a «in- 
formaciones» dotadas de un valor económico cada vez más importante 
en la «economía del conocimiento» y que, por lo tanto, debían ser pro- 
tegidas más eficazmente. 13 construcción y el refuerzo de los derechos 
de propiedad intelectual realizaron, de este modo, la extensión de la 
lógica del valor al vasto dominio de lo «inmaterial», invocando la nece- 
sidad de un sistema jurídico de restricciones y de reservas temporales 
cada vez más numerosas y mejor defendidas. Es lo que Maurice Cassier 


destacó a propósito de la patente: 


La justificación ya no es la del autor o el inventor, sino la del inversor. Los 
juristas advierten que la patente es un útil económico, para la reserva de 
los mercados, que abre la posibilidad de crear, de extender y proteger los 
mercados. Es un nuevo modelo el que se instaura. Las inversiones en inves- 
tigación deber ser recuperadas de acuerdo con la problemática del beneficio 


54. Véase La síntesis de M. Dulong de Rosnay y H. Le Crosnier, Propriété intellectue- 
lle. Géopolitique et mondialisation, CNRS éditions, París, 2013, págs. 13-14. Richard Stallman 
ha hecho una crítica sin concesiones de las amalgamas introducidas por la noción de 
«propiedad intelectual» «Si quieren ustedes reflexionar claramente sobre los problemas 
planteados por las patentes, los copyrights, las marcas registradas y Otras leyes diversas, la 
primera etapa es olvidar la idea de ponerlas todas en el mismo saco, tratarlas como temas 
separados. La segunda etapa es rechazar las perspectivas retorcidas y la imagen simplista 
vehiculadas por la expresión “propiedad intelectual”. Traten cada uno de estos temas 
separadamente, en su totalidad, y tendrán una posibilidad de examinarlos correctamen- 
te». Véase R. M. Stallman, «Vous avez dit “propriété intellectuelle”? Un séduisant mi- 


rage». Disponible en: www.gnu.org 
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en función de la inversión y ya no de acuerdo con la otra, antigua, de la 
, 
recompensa del inventor.*% 


Mikhail Xifaras, por su parte, mostró que había habido varias fases en la 
concepción de los derechos de autor, que no habían sido asimilados in- 
mediatamente a títulos de propiedad intelectual. Según él, se produjo 
una verdadera «revolución teórica» cuando privilegios temporales fueron 
asimilados a la propiedad: 


La propiedad designa en adelante la reserva exclusiva más que un dominio 
físico y los derechos de los creadores constituyen su arquetipo. Pero por 
nominal que sea, el triunfo de la expresión «propiedad intelectual» tiene una 
gran importancia práctica. Hay acuerdo en pensar que favorece mucho la 
extensión de estos derechos a nuevos objetos, el refuerzo de las prerrogati- 
vas de sus titulares, la convergencia de los regímenes jurídicos de diversos 
tipos de creaciones y el refuerzo ideológico de su legitimidad («propiedad» 
queda mejor que «monopolio temporal»).* 


El caso más llamativo es el de la apropiación privada de lo viviente, per- 
mitida por el refuerzo de la propiedad intelectual. Por mucho tiempo 
resultó obvio que lo vivo no era patentable, ya que la patente concernía, 
salvo en breves excepciones, a creaciones técnicas de naturaleza indus- 
trial. La razón de fondo era, como lo recuerda Maurice Cassier, que «la 
naturaleza que se desarrolla independientemente del hombre pertenece 
al bien común, es inapropiable, corresponde al dominio del descubri- 


. 57 . . y7 ij 
miento».*”” Las primeras brechas se abrieron en.el período de entreguerras . 


a propósito de las simientes, pero en el año 1980 fue cuando se produjo 


la ruptura fundamental, cuando la Corte Suprema de los Estados Unidos 


aceptó la patente de una bacteria, con el pretexto de que había habido 
intervención humana: Estó sup: 


miento e invención. Quedaba abierta la vía hacia la patentabilidad de lo ' 


viviente, ya que «todo aquello que, en la naturaleza, es extraído, aislado, : 
hecho accesible y, más aún, modificado por el inventor puede ser objeto ] 


55. Entrevista a M. Cassier, Nouveaux Regards, n* 15, otoño de 2001. 

56. M. Xifaras, «Le copyleft et la théorie de la propriété», Seminario internacional 
Propriété et Communs. Les nouveaux enjeyx de [acces et de l'innovation partagés, París, 25 y 26 
de abril de 2013. Disponible en: www.mshparisnord.fr 

57. Entrevista a Maurice Cassier, loc. cif. 


suponía romper la barrera entre descubri- | 
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- de una patente», como observa una vez más Maurice Cassier. El caso más 
famoso y discutido es el de la firma Myriad Genetics, que poseía el mo- 
nopolio de los genes responsables de los cánceres de pecho y de ovarios 
y, en consecuencia, el monopolio de los test y del conocimiento de las 
poblaciones de riesgo. Sin poner en tela de juicio la propiedad privada de 
dichos genes, la Corte Suprema norteamericana ha roto recientemente 
este monopolio, mediante una decisión de junio de 2013, abriendo así a 
la competencia la investigación sobre ellos. 

La carrera de las patentes está en el origen de la. «biopiratería», que lleva 
a las firmas de los países del Norte a explotar las reservas biológicas y gené- 
ticas de los países del Sur y a patentar sustancias O genes para asegurarse la 
propiedad de los usos comercializables que eventualmente puedan desarro- 
llar. Estas patentes convierten saberes indígenas en invenciones de firmas 
occidentales, de tal manera que las poblaciones locales se ven impedidas de 
usar como lo deseen propiedades de las plantas en nombre de los acuerdos 
comerciales internacionales. El caso del neem, ampliamente utilizado en 
India desde hace miles de añips, es ejemplar. Las virtudes de este árbol son 
conocidas en distintos dominios de la agricultura, de la medicina y la cos- 
mética. La India había difundido desde hace siglos sus usos, pero en tan 
sólo unos años, las cualidades del neem fueron objeto de sesenta y cuatro 
patentes por parte de varias empresas privadas para apropiárselas de modo 
exclusivo. El gigante de la agricultura W. R. Grace, propietaria de una 
patente sobre las virtudes fungicidas del neem, instaló una fábrica de trata- 
miento de los granos de neem y captó una gran parte de los granos disponi- 
bles, haciendo de este modo que los precios subieran y provocando una 
disminución de los usos libres. Una gran movilización de la sociedad india, 
con réplicas a nivel mundial, consiguió que se anulase la patente ante la 
Oficina Europea de Patentes. Un manuscrito védico aportó la prueba de 
que la virtud fungicida era conocida desde hace siglos. Como lo destaca el 
Colectivo francés contra la biopiratería, «la mayor parte de los saberes tra- 
dicionales no han dejado huellas escritas y se encuentran, por este motivo, 
en una posición dificil en el mundo jurídico de las patentes».% 

Uno de los aspectos más notorios de esta apropiación de lo viviente 
es, sin duda, el modo en que firmas como Monsanto han conseguido, 


58. Collectif francais contre la biopiraterie, «Biopiraterie», en Association Vecam 
(dir.), Libres Savoirs, op. cit., pág. 143. 
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desde los años 1980, imponerse como los «dioses de la vida», de acuerdo 
con la fórmula de Vandana Shiva, para millones de campesinos que de- 
penden de las semillas patentadas y mercantilizadas. Éstas poseen la parti- 
cularidad extraordinaria, permitida por el marco legal internacional de la 
propiedad intelectual, de no poder ser renovadas y reutilizadas por los 
campesinos, que de esta forma quedan privados de sus saberes, de sus 
experiencias y, finalmente, de toda soberanía sobre su producción. Favo- | 
reciendo los monocultivos, las semillas comerciales de Monsanto y de las 


tres otras firmas que se reparten el mercado mundial han modificado la... 


agricultura en numerosos países. En India, Monsanto controla el 95% de; 
la producción de algodón. El aumento de los costes, consecuencia de los 


royalties acumulados por la firma, ha llevado a muchos campesinos a en- * 
deudarse hasta la ruina. Esta dependencia extrema ha desencadenado una | 


ola de suicidios que ha obligado a las autoridades indias a hacerse pregun- 


tas sobre la desregulación del mercado de las simientes.*? 


El «gran relato» de la expropiación de los comunes 


de 


Como acabamos de ver, el retorno de los comunes corresponde a una co- ' 
yuntura histórica muy precisa, que hace del control por las empresas de 
los recursos estratégicos, en términos de «conocimiento», una ventaja en 
la competencia. Ahora tenemos que evaluar la pertinencia de esta refe- 
rencia histórica a los comunes que se encuentra en la base del nuevo 
paradigma. ¿Estamos tan seguros de que la transformación de conjunto - 


del capitalismo a la que asistimos se pueda leer a través de las experiencias - * 


históricas pasadas, como la del cercamiento de las tierras comunales? / 
Para decidirlo, necesitamos recordar cierto número de exposiciones 
clásicas consagradas al nacimiento del capitalismo agrícola en Europa, 
que supieron evidenciar la violencia social que representó el movimiento 
de los cercamientos y la expropiación de los campesinos. De entre las 


59. V. Shiva, «Monsanto and the seeds of suicide», The Asian Age, 27 de marzo de 
2013. 

60. Hay historiadores contemporáneos que han prolongado estas exposiciones. Pen- 
samos especialmente en E. P. Thompson, La Guerre des foréts. Luttes sociales dans l'Angle- 
terre du Xvir siéde, La Découverte, París, 2014; Ch. Hill, Le Monde a l'envers, Payot, 
París, 1977; E. Meiksins Wood, L*Origine du capitalisme. Une étude approfondie, Lux, 
Montreal, 2009. Véase igualmente M. Perelman, The Invention of Capitalism. Classical 
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más importantes, hay que mencionar las célebres consideraciones de 
Tomás Moro en su Utopía, denunciando —entre todos los grupos e in- 
dividuos cuyos comportamientos pueden perjudicar a un país, además de 
a los zánganos de la nobleza y a los sanguinarios mercenarios y bandi- 
dos— a toda la gente codiciosa que acapara tierras para la cría de ovejas. 
Pues, como le hace decir a uno de sus portavoces, el mayor mal proviene 
de los rebaños de ovejas que cubren Inglaterra: «Por lo común tan dulces, 
tan fáciles de alimentar con poca cosa, helos aquí [...] convertidas en 
voraces, feroces, tanto que devoran incluso a los hombres, asolan y des- 
. pueblan los campos, las granjas, los pueblos». Moro describe aquella 


. ¿ carrera de acaparamiento de este modo: 


En efecto, en todas las regiones del reino, donde se encuentra la lana más 
fina y, por consiguiente, más cara, los nobles y los ricos, por no hablar de 
algunos abades, santos personajes, no contentos con vivir espléndida y pe- 
rezosamente de los beneficios y rentas anuales que la tierra garantizaba a sus 
ancestros, sin hacer nada por la comunidad (perjudicándola, cabría decir), 
no dejan ya ningún lugar para el cultivo, derriban las granjas, destruyen los 
pueblos, encerrando toda la tierra en pastos vallados, sin dejar subsistir nada 
más que la iglesia, de la que harán un establo para sus ovejas. *' 


Este acaparamiento de las tierras, según Moro, es una de las peores vio- 
lencias cometidas contra los campesinos, que acarrea las consecuencias 
más siniestras, no sólo para éstos últimos, sino también para toda la so- 


ciedad: 


Así, para que un solo tragaldabas de apetito insaciable, terrible flagelo para 
su patria, pueda encerrar en un único cercado algunos miles de hectáreas de 
un solo propietario, los granjeros serán expulsados de sus casas, a menudo 
despojados de todo lo que poseían, burlados mediante trampas u obliga- 
dos por actos de violencia. A menos que, a fuerza de ponerles trabas, se les 
lleve, por cansancio, a vender sus bienes. El resultado es el mismo. Parten 
miserablemente, hombres, mujeres, parejas, huérfanos, viudas, padres con 


Political Economy and the Secret History of Primitive Accumulation, Duke University Press, 


Durham, 2000. 
61. T. More, L*Utopie ou le Traité de la meilleure forme de gouvernement [1516] Gar- 


nier-Flammarion, París, 1987, pág. 99. 
62. Ibíd., págs. 99-100. 
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hijos pequeños, toda una familia más numerosa que rica, cuando la tierra 
necesita trabajadores.* 


Cuatro siglos más tarde, Polanyi expondrá sensiblemente en los mismos - 


términos las consecuencias de los cercamientos: 


Con razón se ha dicho de los cercamientos que eran una revolución de los 
ricos contra los pobres. Los señores y los nobles trastornaban el orden social 
y alteraban el derecho y la costumbre de antaño, empleando a veces la vio- 
lencia, a menudo presiones e intimidación. Robaban literalmente su parte 
de bienes comunales a los pobres y abatían las casas que éstos, gracias a la 
fuerza hasta entonces inconmovible de la costumbre, habían considerado 
por mucho tiempo que les pertenecían, a ellos y a sus herederos, El tejido de 
la sociedad se desgarraba; las ciudades abandonadas y las moradas en ruinas 
evidenciaban la violencia con la que la revolución se había desatado, po- 
niendo en peligro las defensas del país, devastando las ciudades, diezmando 
su población, convirtiendo en polvo su suelo agotado, acosando a sus habi- 
tantes y convirtiéndolos, de honrados labradores que eran, en una turba de 
mendigos y ladrones.** 


Estos pasajes son aún más notables porque podrían haber sido escritos ' 


igualmente —además de para denunciar la invasión de las tierras inglesas 


por las ovejas— para describir los efectos destructivos del uso del maíz y 


de la soja genéticamente modificados, además de los herbicidas que les 
están asociados, sobre las comunidades campesinas en India o en Améri- 


ca Latina. 


Por su parte, a mediados del siglo xIx, Marx presentará una de las * 


descripciones más sobrecogedoras de esta expropiación en el capítulo 
xxtv de El Capital. Considerando que las prácticas de pillaje fueron ne- 
cesarias para la instauración del capitalismo, describe extensamente el 
proceso histórico que privó a los pequeños propietarios del uso colecti- 
vo de los bienes comunales y favoreció su expulsión de las sociedades 
rurales. Antes de que pudiera desplegarse la violencia económica que 
devora y tritura a los «trabajadores libres» en la fíbrica moderna, fue 
necesario, explica, cortarles sus posibilidades de trabajo y de subsistencia 


63. Ibíd., pág. 100. 
64. K. Polanyi, La Grande Transformation. Aux origines politiques et économigues de 
notre temps, Gallimard, París, 1983, pág. 61. 
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en sus comunidades rurales y en los pueblos. Para «liberar» a los trabaja- 
dores de sus vínculos de dependencia con su familia, su clan, su pueblo, 
su corporación artesanal o su tierra y, en consecuencia, para producir las 
«condiciones fundamentales de la producción capitalista», $ antes fue 
preciso destruir las condiciones de la antigua existencia, al mismo tiem- 
po feudal y comunitaria. Marx recuerda de qué modo, desde el siglo xv 
y sobre todo a partir del siglo xvi, una masa de la población compuesta 
de campesinos independientes, de granjeros y obreros agrícolas, fue ex- 
pulsada de sus tierras mediante la concentración de la propiedad y la 
sustitución de los derechos de propiedad feudales por los derechos de 
propiedad modernos. Uno de los aspectos de esta transformación eco- 
nómica y social es la supresión de las tierras y costumbres comunales, 
paralelamente a la apropiación de los bienes de la Iglesia durante la 
Reforma y de los dominios del Estado. El cercamiento de las tierras 
comunales y la introducción de pastos a gran escala se plantean como los 
factores más importantes de esta revolución económica que creó las con- 
diciones del capitalismo. — 4; 

Contra la concepción idílica de los economistas que se imaginan que 
el capital se origina en un prudente ahorro de los trabajadores más vir- 
tuosos y previsores, Marx recordaba que la susodicha acumulación ori- 
ginal, tal como la presentaban favorablemente los economistas burgue- 
ses, había sido en primer lugar violencia y desposesión: «Todo el mundo 
sabe que en la historia real, el papel principal lo desempeña la conquista, 
el sometimiento, el crimen y el pillaje, en una palabra, la violencia».% 
Este pillaje se llevó a cabo, de entrada, mediante «métodos privados e 
independientes», para pasar luego a emplear métodos legales y a gran 
escala en el siglo xvi.” Basándose en testimonios de la época, Marx 
expone la larga retahíla de actos de pillaje, de atrocidades y sufrimientos 
padecidos por el pueblo, que acompañan a la expropiación violenta del 
pueblo entre el último tercio del siglo xv y finales del siglo xvi. Este 
robo continuó de un modo completamente legal en el siglo xix me- 
diante los métodos de dlearing de los campos, es decir, eliminar de las 


65. K. Marx, Le Capital, Livre 1, op. cit., pág. 804. (Trad. cast.: El capital, Folio, 
Barcelona, 1997). 

66. Ibíd., pág. 804. 

67. Ibíd., pág. 815. 

68. Ibíd., pág. 819. 
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tierras a sus habitantes, ahora inútiles. Marx subraya las consecuencias 
del robo de las propiedades comunales: descenso de los salarios de los 
jornaleros, empobrecimiento de los pequeños propietarios y granjeros, 
éxodo rural, desertificación de los campos, creación de una población 
supernumeraria sin casa ni hogar. Con la usurpación de las tierras comu- 
nales, los grandes propietarios de tierras pudieron criar grandes rebaños, 
los cuales, a su vez, les permitieron obtener el estiércol necesario para 
sus cultivos, aumentando aún más, de este modo, sus rendimientos y 
beneficios. 

Se trata, dice Marx, de una expropiación «inscrita en los anales de la 
humanidad con letras de sangre y fuego».* La instauración de nuevas 
relaciones de producción en el campo y en la ciudad instauró un mode- 
lo de «violencia extraeconómica» que precedió al desarrollo del sistema 
capitalista, y éste, una vez puesto en marcha, ejerció su propia violencia, 
en este caso económica, sobre aquellos que sometía, de un modo que por 
lo general bastaba para mantener el orden social: «La coacción muda de 
las relaciones económicas sella el dominio del capitalista sobre el trabaja- 
dor».”” En la fase que precedió a la instauración de las relaciones capi- 
talistas, por el contrario, era la violencia más desnuda, privada y estatal la 
que reinaba y se abatía sobre los pobres, mendigos y vagabundos, así 
como en otros lugares lo hacía sobre los obreros de las ciudades que habían 
querido crear entre ellos vínculos de asociación profesional. La relación 
social del capital y el trabajo, que permitió crear un gran mercado al que 
los asalariados acuden a comprar los productos de su propio trabajo, 
se dio aires de justicia y de equilibrio: se intercambiaban pacíficamente 
equivalentes de acuerdo con reglas contractuales. De este modo fue ex- 
pulsado de la historia el robo inaugural que padecieron las poblaciones. 
En la descripción de este proceso histórico, y únicamente dentro de los 
límites de este propósito, Marx retomó la afirmación de Proudhon: «¡La 
propiedad es un robo!» 


Sin embargo, a diferencia de este último, Marx ni idealizaba ni año- 


raba el uso de los bienes comunales. Lo que ante todo le interesaba era el 
Se Ez / 
«proceso histórico de separación del productor de los medios de próduc- 


OR ; de 
ción».”* Lo que le importaba fundamentalmente era la supresión de la 
> t 


/ 
| 


69. Ibíd., pág. 805. 
70. Ibíd., pág. 829. 
71. Ibíd., pág. 805. 
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propiedad privada de las masas campesinas, una propiedad privada que 
sólo podía sobrevivir gracias a los bienes comunales: 


¿Cuál es, pues, la clave de la acumulación inicial, es decir, la génesis histó- 
rica del capital? En la medida en que no hay transformación inmediata de 
esclavos y siervos en obreros asalariados, y por lo tanto un simple cambio 
de forma, la acumulación inicial del capital no es sino la expropiación de los 
- productores inmediatos, la disolución de la propiedad privada fundada en el tra- 


bajo personal.” 


La secuencia histórica en la que se basa toda la argumentación presenta 
una sucesión de tres momentos, de acuerdo con la lógica de la «nega- 
ción de la negación»: en primer lugar, la propiedad privada individual de 
los medios de producción basada en el trabajo propio, luego la propie- 
dad privada capitalista basada en la expropiación de los pequeños pro- 
pietarios, finalmente la propiedad social de los medios de producción.” 
La expropiación masiva que llevó a cabo el capitalismo consistió, por lo 
tanto, en la destrucción del fínculo inmediato entre el trabajo y la pro- 
piedad. Marx estaba lejos de querer, como Proudhon, defender esta 
relación directa del pequeño productor con su medio de producción y 
los frutos de su trabajo. Muy al contrario, querer conservarla sería pre- 
tender frenar el movimiento de la historia hacia la concentración del 
capital y la socialización de los trabajadores, sería, por lo tanto, retrasar 
el momento final de la «expropiación de los expropiadores». La demos- 
tración de Marx es en este punto esencial: el capitalismo es una produc- 
ción más social que aquélla por él destruida y que, de todos modos, está 
condenada por la historia. Sólo los economistas empecinados creen que 
el capitalismo es el reino de la propiedad privada en general, cuando es 
fundamentalmente la destrucción de la propiedad privada de los pro- 
ductores inmediatos. La destrucción de los «comunes» no es pues en sí 
misma una aberración histórica. Vestigios de relaciones sociales de pro- 
ducción antiguas permitían a una población de pequeños campesinos 
mantenerse en sus tierras, pero en la mediocridad económica, incluso 
en un embrutecimiento intelectual político. Tanto es así, que Marx no 


72. Ibíd., pág. 854. La cursiva es nuestra. 
73. Respecto a esta secuencia, véase nuestra presentación en Marx, prénom: Kar, 


op. cit., págs. 641-647. 


LA GRAN APROPIACIÓN Y EL RETORNO DE LOS COMUNES 


143 


parecía considerar que la «mejora» (improvement) de los modos de cultivo 
que acompañó al movimiento de los cercamientos fuera un argumento 
falaz.”* Fue el desarrollo de las fuerzas productivas el que justificó histó- 
ricamente la desaparición de los comunes y, con ellos, una sociedad 
rural que de todas formas estaba condenada por la salida al mercado de 
los antiguos bienes comunales y de los antiguos campesinos convertidos 
en «proletarios fuera de la ley». 


El tema de los comunes no tiene lugar en la concepción de la evolu- : 


ción histórica elaborada por Marx, al menos durante la mayor parte de su 
trabajo teórico. La revolución comunista no puede tener como finalidad 
el «recuperar» bienes comunales condenados por la marcha de la historia. 
Si los comunes tradicionales no tienen ningún lugar en el porvenir de las 
sociedades, es porque su supresión desempeñó un papel decisivo en la 
evolución histórica: en efecto, esta gran depredación fue condición de 
la explotación. Tal concepción de la necesidad de la supresión de los co- 
munes permanecerá como un elemento clave del marxismo, al menos en 
sus versiones más ortodoxas.” Posteriormente hubo autores que la discu- 
tieron, como Karl Polanyi en La gran transformación. Este último, aunque 
también relata la expropiación de los campesinos vinculada a la creación 
de un mercado de la tierra, rompió con la visión lineal de desarrollo his- 
tórico. Al interpretar las grandes conmociones políticas del siglo xx como 
una reacción a la mercantilización del hombre y de la naturaleza en una 
sociedad de mercado, y como una llamada a la construcción de diques 
para resistir a la invasión del capitalismo, dio un sentido muy distinto al 
socialismo. Pero el propio Marx dio muestras de cierto arrepentimiento 
cuando, en las famosas cartas a Vera Zassoulitch, p a que los vestigios 
de la propiedad comunal en Rusia hubiera podido servir como punto de 
apoyo para la revolución comunista, algo que hubiera puesto en cuestión 
el esquema histórico de la sucesión de los modos de producción que, sin 
embargo, insistía en defender.” 


74. Por improvement Locke entendía el incremento de los rendimientos de las tierras 
cercadas, lo que para él justificaba la apropiación privada. 

75. David Harvey retomó la antigua idea marxista de los aspectos positivos de la 
acumulación primitiva. Véase Le nouvel impérialisme, les prairies ordinaires, París, 2010, pág. 
193. En Jaurés se encuentra ya una crítica fuerte de los antiguos bienes comunales per- 
petuados por la costumbre. Véase infra, capítulo 8. 

76. Véase P. Dardot y Ch. Laval, Marx Prénom: Karl, op. cit., pág. 648 y sigs. 
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El imperialismo como exacerbación 
de la violencia capitalista 


Pero Marx no se conformó con situar este gran pillaje en el comienzo del 
capitalismo. Vio el mismo tipo de robo en la colonización, en este caso un 
robo generalizado, con la extracción de los metales preciosos y la transfe- 
rencia de materias primas para la industria, sin olvidar el tráfico de escla- 
vos, con lo que anticipó buena parte de la literatura anticolonialista y an- 
tiimperialista de la segunda mitad del siglo xx.” Pero no por ello dejaba 
de distinguir dos fases diferentes en la historia de los países capitalistas de- 
sarrollados. La primera estaba marcada, como lo acabamos de ver, por el 
predominio de la «violencia extraeconómica» necesaria para la expropia- 
ción masiva de los pequeños productores independientes, la segunda se 
caracterizaba por el predomino de la violencia económica en las relacio- 
nes del capital con el trabajo en la esfera capitalista que ya había alcanzado 
su madurez. Esta cronología evolucionista es la que Rosa Luxemburgo 
cuestiona cuando sostiene, enga acumulación del capital (1913), que parale- 
lamente a la extracción de la plusvalía, el capitalismo sigue ejerciendo un 
pillaje continuo de los recursos de las zonas no capitalistas o precapitalis- 
tas. Para Rosa Luxemburgo, el capitalismo sólo puede crecer subordi- 
nando regiones o grupos sociales que le son exteriores, no compuestos ni 
por obreros ni por capitalistas. Para decirlo de otro modo, la destrucción 
del campesinado y de los artesanos, las colonias y las conquistas territoria- 
les no son cosa del pasado del capitalismo desarrollado, constituyen su 
condición permanente. Esto es lo que hace necesarios el imperialismo y la 
lucha encarnizada que sostienen entre ellas las potencias capitalistas desa- 
rrolladas por tomar el control de los territorios aún no estructurados por 
el mecanismo capitalista de explotación. Esto es igualmente lo que expli- 
ca el colonialismo doméstico de las zonas rurales que lleva a cabo cada 
Estado nacional en el territorio que domina. Todos estos procesos, según 


77. Véase por ejemplo P. Jalée, Le Pillage du Tiers Monde, Maspero, París, 1965; 
A. Gunder Frank, Capitalisme et sous-développement en Amérique Latine, Maspero, París, 
1968; S. Amin, Accumulation on a World Scale. A Critique of the Theory of Underdevelopment, 
Monthly Review Press, Nueva York, 1974. 

78. R. Luxemburgo, «L'Accumulation du capital» (1) en Oeuvres IV, Maspero, Pa- 
rís, 1972, págs. 116-117. Véase los análisis de Rosa Luxemburgo, retomados por 
H. Arendt, en Les Origines du totalitarisme. L'impérialisme, col. « Quarto », Gallimard, 
París, 2002, pág. 402 y sigs. 
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ella, no hacen más que retrasar el hundimiento ineludible del capitalismo, 
ya que, una vez conquistados estos territorios, no quedará ningún «exte- 
rior» para expedir la producción y obtener un beneficio. 

La cuestión planteada por Rosa Luxemburgo no se refiere a la raíz 
histórica del capitalismo, sino a las condiciones de su expansión. El capi- 
talismo sólo puede seguir prosperando, explica, mediante el vínculo que 
mantiene con su «medio no capitalista»: «El capitalismo no deja de crecer 
gracias a las capas sociales y a los países no capitalistas, siguiendo con la 
acumulación a sus expensas, pero al mismo tiempo descomponiéndolos 
y haciéndolos retroceder para implantarse en su lugar»? Los medios 
para conseguirlo son múltiples: venta de mercancías, pillaje de los recur- 
sos locales, desarraigo de las poblaciones y formación de nuevos proleta- 
nos. La consecuencia de esto es un proceso continuo de destrucción de 
la «economía natural campesina y patriarcal»: — 


En Europa, su primer gesto fue la abolición, mediante la revolución, de la 
economía natural feudal. En los países de ultramar, el capital hizo su entra- 
da en la escena mundial sometiendo y destruyendo las comunas tradicio- 
nales; desde entonces, estos actos acompañan constantemente a la acumu- 
lación [...] así es como transforma a los habitantes en compradores de 
mercancías capitalistas y acelera al mismo tiempo su propia acumulación, 
robando directamente los tesoros y las riquezas naturales que aportan los 
pueblos sometidos.* 


Ciertamente, Louis Althusser había advertido la importancia de este tema 
cuando escribía, a propósito del capítulo sobre la acumulación original 


del Libro 1 de El Capital: 


Este último capítulo contiene riquezas prodigiosas que aún no han sido 
explotadas: en particular, la tesis (que deberemos desarrollar) según la cual 
el capitalismo nunca ha dejado de emplear, y sigue haciéndolo en pleno 
siglo Xx, en los «márgenes» de su existencia metropolitana, es decir, en los 
países coloniales y ex-coloniales, los medios de la peor violencia. 


Althusser, que deseaba reanudar en los años 1960-70 los análisis marxia- 


nos de la «violencia extra-económica», pensaba sobre todo en las «perife- 


79. R. Luxemburgo, L'Accumulation du capital (1D), op. cit., pág. 145. 
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rias» coloniales. Su concepción era, por lo tanto, claramente más restric- 
tiva que la de Rosa Luxemburgo, quien por su parte englobaba en el 
proceso de dominación y de destrucción todo aquello que no era capita- 


lista en los propios países capitalistas. 


La desposesión como modo de acumulación típica 
del capitalismo financiero 


La fase neoliberal del capitalismo ha llevado a cierto número de autores 
y de militantes a ver en la mercantilización creciente de la vida social y 
cultural, así como en las políticas neoliberales de privatización una nueva 
forma de colonización doméstica, de acuerdo con una concepción apa- 
rentemente muy cercana a la de Rosa Luxemburgo. Tal es el caso, entre 
otros autores, de David Harvey. Este último, que no carece de vínculos 
con el movimiento altermundialista, ha desarrollado una teoría de la 
«acumulación por desposesign» directamente relacionada con el tema 
que nos ocupa. Aunque David Harvey desconfía de las analogías con los 
cercamientos y los comunes, y destaca con razón que no todos los comu- 
nes son de la misma naturaleza que los pastos de Garrett Hardin,” aun 
así recurre a la analogía cuando identifica la privatización n neoliberal con 
el cercamiento de las tierras comunales.? O cuando, más generalmente, 
destaca la importancia de la desposesión. Hasta llega a hacer de esta últi- 
ma un modo específico de acumulación, junto a la explotación, la cual es 
característica del proceso de reproducción expandida analizada por Marx 
en sus grandes textos de crítica de la economía política. La desposesión, 
según Harvey, no es un tipo de acumulación original superada histórica 
mente, es una forma permanente de acumulación del capital que, en la 
época € del capital lismo financiero, tiende a convertirse ie el modo domi- 
nante y. explica la nueva «explosión de cercamientos».* o 
Veamos esto con más detalle: La lógica de có significada 
por el concepto de desposesión, no es exclusiva de los primeros tiempos 


81. D. Harvey, «The future of the commons», Radical History Review, n* 109, im- 


vierno de 2011. 

82. D. Harvey, Le Nouvel Impérialisme, op. cit., pág. 186. (Trad. cast.: El nuevo impe- 
rialismo, Akal, Madrid, 2004.) 

83. Ibíd. pág. 176. No se debe confundir la «desposesión» con la «alienación», co- 


cepto que no es central en Harvey. 
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del capitalismo. Es el efecto continuo de la expansión del capital en el 
marco de la vida, la cultura, las relaciones sociales. David Harvey, si- 
guiendo a Rosa Luxemburgo, distingue dos aspectos de un «proceso 
orgánico»: la «acumulación por acumulación ampliada» —la extracción 
del beneficio en la actividad económica normal— y la «acumulación 
por desposesión» —el expolio mediante manipulaciones y especulacio- 
nes ejercidas por el poder financiero y el poder estatal, en estrecha con- 
nivencia, hasta el punto de constituir el «nudo estatal-financiero» (the sta- 


te-finance nexus), que es el «sistema nervioso central» de la acumulación 


del capital.* Dicho de otra manera: autonomizándose del hecho de la 


sobreacumulación en el proceso de la reproducción ampliada, el poder 
financiero, vinculado con el Estado, ha hecho de la desposesión una for- 
ma dominante de la acumulación. 

La desposesión, según Harvey, es uno de los procesos más generales 
de la historia humana, que excede el marco del capitalismo. Pero desem- 
peña un papel principal en su evolución, ya que le permite extenderse y 
acelerar la concentración de la propiedad y la centralización del capital. 
Sigue ejerciéndose en la periferia mediante el pillaje de los recursos y la 
destrucción de las culturas, y se ejerce en el corazón del sistema median- 
te la eliminación de los más débiles, como se puede observar en las crisis, 
donde los accionistas y propietarios individuales son expoliados en masa 


por los hedge funds y los bancos. La lógica depredadora se ejerce también | 


a través de la acción gubernamental, cuando los sistemas de jubilación 


por reparto de recursos son reemplazados por seguros privados, o cuando 


las universidades públicas se ven debilitadas en provecho de estableci- 
mientos privados. Se lleva a cabo mediante la apropiación privada de los 
espacios, de los recursos naturales, de las producciones científicas. En 


resumen: actúa dondequiera que el capital no se conforma con reprodu- ' 


cir su propio funcionamiento sino que, bajo la presión de la competencia 
y la carrera por la rentabilidad, busca expandirse y profundizar su control 
de la naturaleza y de la sociedad. 

La acumulación por desposesión es un incremento de valor que no se 


produce mediante los mecanismos endógenos clásicos de la explotación ' 
capitalista, sino mediante el conjunto de los medios políticos y económi- | 


84. D. Harvey, The Enigma of Capital and the Crisis of Capitalism, Profile Books, 
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cos que le permiten a la clase dominante apoderarse, a ser posible gratui- 
- tamente, de lo que no era propiedad de nadie o de lo que hasta entonces 
era propiedad pública o patrimonio cultural y social colectivo. El gran 
interés del concepto de acumulación por desposesión no se debe tan sólo 
a la reactualización de la problemática de Rosa Luxemburgo, sino en el 
hecho de que quiere dar cuenta de las prácticas propiamente neoliberales 
de privatización de las empresas públicas, de las administraciones, de los 
organismos de seguridad social y las instituciones de salud y educación, 
prácticas cuya amplitud hemos recordado. De hecho, según Harvey, el 
neoliberalismo tiene como característica principal la ampliación de los 
dominios que pueden ser objeto de depredación. Como lo puso de ma- 
nifiesto Rosa Luxemburgo, el capitalismo tiene necesidad, para reprodu- 
cirse, de extenderse permanentemente fuera de las zonas geográficas y los 
grupos sociales que ya están bajo su dominio, pero también necesita re- 
novar, profundizar, extender su empresa en el interior de los países que 
ya están bajo su dominio. El estadio del capitalismo financiero se Carac- 
teriza precisamente por la nebesidad de este muevo proceso de despose- 
sión a lo largo del cual aquello que había conseguido escapar a la domi- 
nación capitalista sufre una forma u otra de colonización. 

Según Harvey, las crisis del capital no son tanto crisis de sobreproduc- 
ción de mercancías, vinculadas al subconsumo de las masas de asalariados 
explotados, según creía Rosa Luxemburgo, como crisis de sobreacumu- 
lación de capital. En este punto, Harvey pretende ser fiel al análisis mar- 
xiano de las contradicciones del capitalismo. Si las prácticas neoliberales 
de desposesión se han desplegado a nivel mundial, lo han hecho para 
responder al problema planteado por un exceso endémico de capital que 
permanece en barbecho a falta de inversiones rentables: 


Lo que permite la acumulación por desposesión es la liberación de un 
conjunto de activos (incluida la fuerza de trabajo) a un coste muy reducido 
(en algunos casos igual a cero). El capital sobreacumulado puede apoderar- 
se de tales activos y encontrarles inmediatamente un uso rentable [...] En 
estos últimos años, la privatización (de la vivienda social, de las telecomu- 
nicaciones, de los transportes, del agua, por ejemplo en Gran Bretaña) ha 
abierto campos muy amplios al capital sobreacumulado. El hundimiento 
de la URSS y la ulterior apertura de China suscitaron la liberación masiva de 
activos, hasta entonces no disponibles, a la corriente principal de la acumu- 
lación del capital. ¿Qué hubiera sido del capital sobreacumulado durante 
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estos últimos treinta años de no haberse presentado estos nuevos terrenos 
de acumulación?% 


Aunque David Harvey constata la gran diversidad de los procesos con- 
cretos de desposesión y la contingencia de numerosos acontecimientos 
que han favorecido el desarrollo de este proceso, observa que este proce- 
so encuentra su coherencia en una contradicción económica y su res- 
puesta en las políticas de liberalización de los mercados y de privatiza- 
ción. En el fondo, lo que parece nuevo en la teoría de la acumulación 
por desposesión retoma un esquema de pensamiento tradicional en el 
marxismo: por mucho que actúe, el Estado nunca es más que la mano 
más o menos visible de la lógica profunda del capital. 

Si Harvey insiste tanto en esta dimensión global es por sus preocupa- 
ciones estratégicas. El debilitamiento del movimiento obrero deja pen- 
diente la cuestión del sujeto social y político capaz de desarrollar una 
lucha anticapitalista de gran amplitud. De ahí su interrogación sobre la 
capacidad de los desposeídos de todos los horizontes para aliarse y com- 
batir juntos el capitalismo neoliberal, especialmente en el período abier- 
to tras la crisis financiera de 2008 y en el contexto de políticas de auste- 
ridad agresivas que aceleran los fenómenos que él agrupa bajo el término 
de desposesión. ¿Se puede entrever la posibilidad de una gran alianza de 
todas las víctimas de esta desposesión, que de este modo tomaría el relevo 
de las luchas populares que resistieron al movimiento de los cercamien- 
tos y que describieron historiadores como "Thompson, Hill o Tilly? No 
entraremos aquí en este debate, ni discutiremos el modo, en definitiva 
muy ortodoxo, en el que Harvey concibe el carácter «progresista» de la 
desposesión cuando permite, según él, acelerar el movimiento hacia el 
socialismo.*$ Lo que aquí nos importa solamente es destacar hasta qué 
punto la temática de la depredación ha cristalizado en el marxismo con- | 
temporáneo. Pero esto plantea un problema de fondo: la analogía con la 
expropiación de los comunes conduce a enfatizar el aspecto del robo y 
del pillaje a expensas del análisis clásico de la explotación del trabajo | 
asalariado. 


85. D. Harvey, Le Nouvel Impérialisme, op. cit., págs. 177-178. (Trad. cast.: El nuevo 
imperialismo, Akal, Madrid, 2004). 
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Los límites del paradigma de la enclosure of the commons 


Toda acción política nueva necesita inventarse su propia lengua, y lo 

hace buscando identificarse con experiencias y análisis anteriores. Nada 

que decir al respecto. Sin embargo, esto debe llevarnos a interrogar qué 

es lo que tal vocabulario autoriza a pensar y qué es lo que impide pensar. 

No cabe duda de que la problemática del «robo», del «pillaje» y del «cer- 

camiento» predomina hoy en día en el análisis crítico de nuestra situación. 

Si bien los aspectos productivos del commoning no son completamente 

ignorados, como se ha visto más arriba, la mayor parte del tiempo que- 

dan en segundo plano o tienen dificultades para integrarse en un abor- 

daje esencialmente negativo. Harvey es, en el fondo, un buen intérpre- 

te de este nuevo espíritu crítico. Su explicación es, indiscutiblemente, la 
más armada teóricamente, pero ¿se adecua por completo a la realidad a 
la que nos enfrentamos? Como lo muestra, a su pesar, Harvey, tal forma 
de análisis lleva a pensar que a lo que nos enfrentamos sobre todo es a la 
conquista de los dominiosipúblicos y los bienes comunes por parte 
del capitalismo financiero debido a una sobreacumulación del capital en 
el centro del sistema. Pero este tipo de análisis no es capaz, en verdad, 
de establecer concretamente los vínculos entre esta privatización y lo 
que ocurre en el centro del capitalismo, en las empresas privadas, en las 
relaciones laborales, en el mercado del empleo y en el seno de las servi- 
cios públicos en manos del New Public Management, procesos que en 
la actualidad describe una abundante literatura sociológica y económica. 
En el fondo, la idea de que el movimiento de cercamiento es la forma 
principal de acumulación capitalista corresponde a una concepción que 
tiende a privilegiar las luchar urbanas, ecologistas y culturales, que pare- 
cen portadoras de más esperanzas o de más radicalidad que los modos de 
resistencia a las nuevas formas de explotación capitalista en las empresas 
y las administraciones. También corresponde, sin duda, a un momento 
histórico más marcado por la defensa de todo aquello de la vida cotidia- 
na que todavía no ha quedado sometido por completo al capital que por 
la movilización ofensiva de quienes dependen directamente de su lógi- 
ca, es decir, los asalariados del sector privado y, cada vez más, los de los 
servicios públicos sometidos a la gestión neoliberal. Finalmente, este 
tipo de concepción corresponde a un período en el que la propiedad 
pública de las empresas ya no se presenta como la solución que durante 
mucho tiempo pareció ser en la historia del socialismo y del movimien- 
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to obrero. En todos estos puntos, Harvey es de una gran lucidez. Tam- 
bién es particularmente consciente de que las nuevas luchas, cuya diver- 
sidad corresponde a los diferentes aspectos de la desposesión, tratan de 
dar una visión distinta a la dada por el socialismo y el comunismo de los 
dos últimos siglos, pero no ve hasta qué punto el abordaje esencialmen- 
te negativo de la desposesión o del cercamiento es insuficiente para con- 
seguirlo.?” : 
Al fin y al cabo, la cuestión que se plantea es si no se ha sustituido un | 
pensamiento que ya no es sostenible por otro que corre el peligro de : 
conducir a un callejón sin salida teórico y político. La primera cuestión : 
es la que nos legó el marxismo en su versión dominante, que quiere ver 
lo común como una producción objetiva del capital. Es la vía de la supe- 
ración por el interior. La segunda, plantea que lo común sólo se podría ' 
recuperar fuera de la esfera capitalista sensu stricto, y que bastaría con de- 
sarrollar comunes que le sean exteriores para superar el capitalismo. Es la 
vía de la difusión por el exterior. Para muchos ésta es la única vía alter- 
nativa hoy en día concebible, ya que la propiedad llamada «colectiva» no 
ha desembocado sino en un capitalismo de Estado. Como lo planteó, sin ' 
duda imprudentemente, Naomi Klein, el movimiento antiglobalización : 
tendría por objetivo proteger el mundo de la privatización general de- ' 
fendiendo recursos y espacios comunes localmente situados: proteger el 
mundo sería defender los pequeños mundos comunes. Pero la estrategia : 
de los comunes, ¿se reduciría entonces a la creación de pequeñas islas. 
ejemplares, a la producción de un enjambre de prácticas saludables de ; 
solidaridad deliberadamente inscritas fuera de la lógica propietaria y esta- * 
tal, al igual que el movimiento zapatista o las comunidades de hackers? 
John Holloway lo supo formular: se trataría de «cambiar el mundo sin 
tomar el poder».* Por muy seductora que sea la fórmula, olvida interro- 
gar las formas de dominación del capital sobre el trabajo, así como los 
efectos del Estado sobre la sociedad y el modo de superarlos. Pero no está ' 
claro que para pensar las nuevas formas de lucha y para concebir alterna- | 
tivas tengamos que dejar de lado el modo en que el capital ejerce hoy en : 
día su dominio sobre los trabajadores en las empresas o en las administra- 
ciones sometidas a la lógica de la competencia y al management de empre- 


87. D. Harvey, Le Nouvel Impérialisme, op. cit., pág. 201. (Trad. cast. antes citada.) 
88. J. Holloway, Changer le monde sans prendre le powvoir, Syllepse, París, 2007. 
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sa. El modo de funcionamiento del capitalismo en la época : neoliberal no 
se puede reducir a los procesos de enclosure ure y ( desposesión. Sin duda algu- 
"na, estos fenómenos no pertenecen n únicamente 4 13 “prehistoria del capi- 
talismo industrial, pero están lejos de resumir por sí solos las nuevas 
formas de dominio y de explotación en las empresas y las administracio- 
nes. A la crítica teórica y a la acción les corresporide rearticular los pro- 
cesos de apropiación y de sometimiento, no, disociarlos. 

La apropiación se ha acelerado por la presión de la competencia entre 


" oligopolios y entre Estados por el control de las fuentes de beneficios y 


: de renta. Apoderarse de los recursos y de los factores de rentabilidad 
E reforzar los derechos de propiedad para asegurarse rentas monopolísti- 
cas, son medios de guerra utilizados entre actores capitalistas e instru- 
mentos de poder sobre todos los miembros de la sociedad. La extensión 
y la profundización de las relaciones capitalistas van de la mano. Y esto es 
indudablemente lo más importante que aporta la referencia a la acumu- 
lación original. Cuando se la considera, no ya como una fase en el inte- 
rior de una periodización delos modos de producción, sino como una 
dimensión inherente a la reproducción del capital, la acumulación se 
muestra entonces como un proceso continuo de separación de los indi- 
viduos respecto de las condiciones y los medios que heredaron o que han 
desarrollado en sus luchas por vivir de forma relativamente autónoma del 
aparato capitalista de producción y de consumo.” Marx veía esencial- 
mente en la acumulación original la separación inaugural de los indivi- 
duos de sus medios de producción como condición histórica del capita- 
lismo, separación que luego la acumulación del capital no dejará de 
reproducir y ampliar como su condición indispensable. Así, él mismo 
pensaba el proceso de esta acumulación como la continuidad del mo- 
mento de ruptura histórica de la acumulación original.” Se puede ob- 
servar que el proceso de separación concierne igualmente a muchos otras 
condiciones de autonomización relativa de los individuos respecto del 
capital: medios y condiciones de asegurarse contra los riesgos de la exis- 
tencia, de consumir, de cuidarse, instruirse, distraerse, comunicarse. Pero 
esta separación no es sólo desposesión, sino que introduce una nueva 


89. M. de Angelis, «Marx and primitive accumulation. The continuous character 
of capital's “enclosures”», The Commoner, n* 2, septiembre de 2001. 

90. K. Marx, Théories sur la plus-value, tomo VI, Éditions Sociales, París, 1976, pág. 
318. Sobre este punto ver P. Dardot y Ch. Laval, Marx, prénom: Karl, op. cit., pág. 548. 
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relación de dependencia y de sumisión, y con ella, una modificación 
general de los vínculos sociales, las identidades y las subjetividades. Esto 
es, ciertamente, lo que Marx entendía por reproducción ampliada del 
capital-cuando destacaba que, una vez que el capital se pone a funcionar 
de forma autónoma, es decir, de acuerdo con sus propias leyes de acu- 
mulación ilimitada, no cesa en la producción de las condiciones de su 
propio funcionamiento;” y entre estas condiciones, el tipo de indivi- 
duos que necesita, como el «trabajador libre», es obligado a vender su 
fuerza de trabajo. Como veremos más adelante, una de las condiciones. 
de su funcionamiento actual no es tanto el robo de lo que seguía siéndo- 


le exterior —que se le dé el nombre de vida o de conocimiento importa 
poco aquí— como una sumisión más completa y la transformación radi- 
cal de la sociedad y de la subjetividad. ds 


Pero hay que advertir la gran diferencia que el paradigma de los co- 
munes introduce en comparación con la concepción marxiana de la 
acumulación original. Marx sólo tenía ante sí la expropiación por el 
capital de pequeños productores independientes, esto es, la pequeña 
propiedad privada basada en el trabajo individual. Los comunes no eran 
más que la condición colectiva de la independencia individual, ésa que 
la supresión de los comunes destruyó para permitir que los «trabajadores 


libres» se convirtieran en «ingredientes» del capital. Ya no estamos en 


ese momento. La autonomía relativa conquistada por los asalariados, es 
decir, por los trabajadores ya separados de sus medios de producción, no 
concierne ya únicamente a la pequeña propiedad individual, sino a lo 
que Robert Castel llamó, significativamente, la «propiedad social» de los 
asalariados, constitutiva de la «sociedad salarial».2 Las luchas sociales de 
los siglos xIX y XX permitieron, en efecto, la creación de un conjunto 
de derechos, de títulos y de servicios administrados burocráticamente en 
el ámbito de la educación, la salud, el derecho al trabajo y la vivienda 
social. Lo que se llama «o social» designa propiamente al conjunto de 
los dispositivos destinados a satisfacer necesidades colectivas sobre una 
base diferente que la del mercado, o destinados a evitar que el trabajo se 


91. Lo que Marx llama, en la lengua que heredó de Hegel, sus «propios presupues- 
tos». Sobre este punto véase P. Dardot y Ch. Laval, Marx, prénom: Karl, op. cil. 

92. Véase R. Castel, Les Métamorphoses de la question sociale, Une chronique du salariat, 
Fayard, París, 1995, pág. 268 y sigs. Véase D. M. Nonini, The Global Idea of «The Com- 
mons», op. cit., Oxford, 2007, pág. 6. 
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reduzca por entero a una mercancía. Este amplio dominio, que asegura 
una cierta independencia colectivamente organizada de los individuos 
respecto al capital, es atacado hoy en día en nombre de la primacía de la 
lógica competitiva y de la eficiencia de los mercados. De un modo aún 
más fundamental, se podría plantear que lo que se ha convenido en lla- 
mar la «crisis de la democracia», es decir, el dominio directo ejercido por 
los poderes económicos y financieros en los procesos de decisión po- 
lítica, nunca es sino uno de los aspectos de la separación de los indivi- 
duos de sus medios de autonomía colectiva y las condiciones políticas 
que los permiten. 

La cuestión central aquí es, por supuesto, saber qué se debe entender 
por neoliberalismo. Los dispositivos de poder que lo caracterizan, y que 
consisten en orientar las conductas de acuerdo con la norma generalizada 
de un «cada vez más», no sólo obedecen a la lógica negativa de la despo- 
sesión, la dimisión, el desmantelamiento. Las políticas neoliberales, que 
se aplican a todos los dominios de la sociedad, no sólo están destinadas a 
ofrecer al capital financiero áetivos a buen precio o a las clases dominantes 
una revancha tras los años de relativas vacas flacas del período keynesia- 


liar, política, cultural, generacional, subjetiva— a la reproducción am- 
pliada del capital. La desposesión no es más que un momento de este 
proceso, que es como una metabolización de la realidad social en su 
conjunto, un proceso que Marx llamaría la «subsunción bajo el capital». 
Las elites políticas no se componen tan sólo de «hombres de: paja» del 
capital financiero: participan y contribuyen, del modo que les correspon- 
de y en sus prácticas corrientes, legales o ilegales, a la gran simbiosis del 


capital y el Estado, convertido en gran empresa.” Las políticas neolibera- 


les, instilando cada vez más competencia en los engranajes sociales, adap- 


93. Véase S. S. Wolin, Democracy Incorporated. Managed Democracy and the Specter of 
Inverted Totalitarianism, Princeton University Press, Princeton, 2008. 
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tando las distintas esferas sociales y políticas a la nueva norma general de 
la competitividad, trabajan para ajustar cada vez más estrechamente la 
reproducción de la sociedad a la reproducción del capital. No se trata de 


que la-primera séa únicamente el reflejo de la segunda: es al mismo tiem- 


po su resultado y, más decisivamente, su condición. 
En suma, de lo que deberíamos hablar no es tanto de desposesión en 
cuanto modo de acumulación específico, sino de producción continua 
de las condiciones sociales, culturales, políticas y subjetivas de ampliación 
y acumulación del capital, o bien del devenir-mundo del capital por 
medio de la gubernamentalidad neoliberal. Si la naturaleza, la cultura y la 
sociedad son interiorizadas por el capital como otras tantas condiciones 
inmanentes a su propio desarrollo, se comprende que el capital, de acuerdo 
con una inversión imaginaria radical, adquiera cada vez más el aspecto de 
condición inevitable a insuperable de la vida en todos sus aspectos, pro- 
vocando así la sensación de que ya no es posible salir de ese cosmos. Así, 
el neoliberalismo no favorece tanto una acumulación por desposesión 
como una acumulación por subordinación ampliada y profundizada de” 
todos los elementos de la vida de la población, su consumo, sus transpór- 
tes, su ocio, su educación, su salud, su uso de los espacios y del tiem- 
po, su reproducción social y cultural y, finalmente, las subjetividades. Se 


comprende entonces que la lucha se haya extendido, que no concierna 


solamente a los lugares de producción sino igualmente a los espacios ur- 
banos, los modos de circulación y de intercambio, los sistemas de educa- 


ción, de formación y de investigación, las actividades de ocio y las prác- ; 


ticas de consumo. Confrontada a la lógica de este «cosmocapital» que 
parece desarrollarse mediante una especie de auto-engendramiento, esta 
lucha va globalizándose por sí misma: adopta la estructura de la coordi- 
nación y la federación de sectores en lucha y organiza, en los lugares 
centrales de las ciudades (la «plaza») la reunión y el encuentro entre to- 
dos aquellos que se ven afectados por esta empresa general. En el fondo, 
es esta necesidad muy práctica de una resistencia global lo que explica la 
emergencia de la categoría de los comunes desde los años 1990. Designa 
y federa los modos de resistencia más diversos al sometimiento de la so- 
ciedad, la subjetividad y lo vivo por el capital. La palabra «comunes» es 
una contraseña, un emblema. Pero, como esta categoría parece represen- 
tar elementos ya presentes, dados en la naturaleza, en la sociedad y en la 
inteligencia, encuentra sus límites en la heterogeneidad de los bienes y 
los data que son objeto de las nuevas enclosures. 


O 


ai ocical 


4 - 
Crítica de la economía 
política de los comunes 


La difusión de la temática de los comunes, como acabamos de ver, está 
estrechamente vinculada al desarrollo de movimientos de oposición al 
neoliberalismo, ya sea en América Latina, en los Estados Unidos o en 
Europa. Pero también ha podido encontrar un apoyo teórico en una lite- 
ratura académica producida por investigadores, principalmente norteameri- 


canos, que han constituido una economía política de rasgos originales. , 
La apuesta es importante: consiste en superar la distinción, constitutiva de 


nuestro modo de pensamiento jurídico y económico, entre bienes priva- 


dos y públicos, entre propiedad privada y propiedad pública, entre mer- . 


cado y Estado. 

Esta oposición está todavía muy presente en los movimientos de pro- 
testa. Denunciar la mercantilización del mundo conduce a menudo a 
conformarse con defender los servicios públicos nacionales, o apelar a la 
ampliación de la intervención estatal. Por muy acertados que sean sus 
argumentos, esta reivindicación permanece en el terreno del adversario 


al negarse a cuestionar un antagonismo constituido, precisamente, para 


hacer del mercado la regla y del Estado la excepción. Esta posición, que 
concibe el Estado como el lugar de resistencia a la invasión del mercado, 
justifica doblemente la división del trabajo entre mercado y Estado, por- 
que reconoce a cada uno una esfera propia. Desde al menos los años 


1950, la teoría económica estándar admite plenamente la legitimidad de' 


la producción pública o gubernamental con el pretexto de que ciertos 
bienes corresponderían por su naturaleza a la propiedad privada, mientras 
que otros corresponderían también de forma natural a la acción estatal. 
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Esta economía política nunca ha hecho otra cosa más que obedecer los 
principios de la filosofia política que, el menos desde Hobbes, atribuye a 
los Estados la doble función de proteger la propiedad privada de los bie- 
nes privados y proporcionar bienes públicos que los átomos egoístas son 
incapaces de aportar mediante sus propios medios. El mismo Adam Smith, 
por otra parte, había aceptado este marco. “Las entidades «Mercado» y «Es- 
tado», tanto en la filosofía política como en la economía clásica, fueron 
así consideradas como los dos polos necesarios y suficientes para el buen 
funcionamiento de la sociedad. La economía política de los comunes pre- 
tende, precisamente, salir de esta oposición entre Estado y mercado, tan- 
to en el plano práctico como teórico. 

Esta teoría, cuya representante más conocida es Elinor Ostrom, «Pre- 
mio Nobel de Economía» en 2009, tuvo como. objeto las condiciones 
¿prácticas e institucionales que permiten gestionar recursos en común. Al 
estudiarlas, tomó sus distancias, aunque de un modo incompleto, respec- 
to de la economía estándar, que distribuye las distintas clases de bienes y 
los distintos modos de prodjicción de acuerdo con su naturaleza intrín- 
seca. Poniendo de relieve la dimensión de institución propia de las prácti- 
cas de gestión de los recursos es como llevó a cabo una ruptura teórica 
cuya importancia no se debe subestimar. Pero sólo consiguió destacar 
esta dimensión institucional a través de permanecer todavía atada a mar- 
cos naturalistas del pensamiento económico dominante, esto es, consi- 
derando que existen recursos particulares que reclaman, como por natu- 
raleza, una gestión colectiva. Lo «común», en esta economía política 
institucional, es un calificativo que se aplica a recursos naturalmente «co- 
. munes», que, debido a sus características propias, son gestionados me- 
diante la acción colectiva de forma más racional que por el mercado o el 


1. Como se sabe, se trata más exactamente del premio de economía del Banco de 
Suecia «en memoria de Alfred Nobel». Los trabajos de Elinor Ostrom se desarrollaron en 
el marco de un grupo interdisciplinario de investigaciones que ella fundó junto a su 
marido, Vincent Ostrom, en 1973, en la Universidad de Indiana: el Workshop in Political 
Theory and Policy Analysis. Para una presentación histórica de las investigaciones sobre los 
comunes, véase e Charlotte Hess, «Is there. anything new Made: De sun? a discussion 2 and 


ferencia de la International Association for the Study a Common Property, Blooming- 
ton, Indiana, 31 de mayo-4 de junio, 2000. DipeatIeS en: E //dic.dlib. indiana. edu/ : 
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Estado.? Inscrito en este modo de razonamiento económico, lo común 
encontraría su verdadera significación en una tipología de bienes estable- 
cida de acuerdo con criterios técnicos: habría bienes que por su natura- 
leza serían comunes y, en consecuencia, adecuados para una gestión 
colectiva, así como otros por su naturaleza son públicos o privados, de- 
bido a sus particularidades intrínsecas. Es con esta orientación que Elinor 
Ostrom y su equipo, tras estudiar casos de gestión colectiva de los recur- 
sos naturales a un nivel microsocial, desarrollaron un programa de inves- 
tigación sobre los «comunes del conocimiento» a una escala mucho más 
amplia. ez 
Las consecuencias de este fondo naturalista no son menores y van en 
distintas direcciones. Si lo común es una dimensión natural de ciertos 
bienes, esto puede justificar que exista, en medio del océano de bienes 
proporcionados por el mercado y por el Estado, una economía especial 
que debería ser preservada para respetar la especificidad de los bienes co- 
munes. En esto, la tesis no tiene nada de revolucionaria, incluso sería más 
bien conservadora. Pero en un sentido muy distinto, si se consigue de- 


_mostrar ——0 hacer creer— que los bienes más esenciales para el funciona- 
miento de la economía y de la sociedad son por naturaleza comunes, 
parecería haberse resuelto al mismo tiempo la cuestión de la salida del 
capitalismo. Ésta es sin duda la tendencia que ha seguido una parte de la | 
reflexión crítica contemporánea. A modo de prueba, se presenta el texto : 
de André Gorz titulado «La salida del capitalismo ya ha empezado», donde - 


explica que con la economía del conocimiento, el área de la gratuidad 
se extiende irresistiblemente: «La informática e internet socavan el reino 
de la mercancía en su misma base. Todo lo que se puede traducir a len- 
guaje digital es reproducible, comunicable sin costo, tiende irresistible- 
mente a convertirse en un bien común, incluso en un bien común uni- 
versal cuando es accesible a todos y todos pueden utilizarlo». Y añade más 
adelante: «Se trata de una ruptura que mina la base del capitalismo».? 
Como veremos, no es adhiriéndose a la tipología naturalista de los 
bienes como se puede extraer la dimensión específica de ló común, sino, 
por el contrario, llevando a cabo su crítica. Y esta crítica sólo el posible a 


2. El sentido de esta definición aparentemente minimalista es que un común es un 
«recurso compartido por un grupo de _Personas». Véase Ch. Hess y E. Ostrom (dir.), 
Understanding Knowledge as á Commons, op. dit. 

3. A. Gorz, Écologica, Galilée, París, 2007, págs. 37-39. 
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partir de la nueva perspectiva teórica abierta por los trabajos de Ostrom 


sobre el gobierno de los comunes. Esta nueva problemática, cuando se * 


entiende adecuadamente en todas sus implicaciones, tiende en efecto a 
desmontar el modo de razonamiento naturalista de los economistas. Y lo 
hace en dos planos: cuestionando la naturaleza supuestamente egoísta del 


hombre y la clasificación de los bienes de acuerdo con una predestina- 
ción natural. a 


Bienes privados y bienes públicos 


El discurso económico dominante ha impregnado hasta tal punto el de- 
bate público y la elaboración teórica que ha contribuido ampliamente a 
formatear la idea que hoy en día se suele tener de lo común. La econo- 
mía política razona, como el derecho, en términos de bienes, aunque la 


¡ definición que una y otra disciplina den al respecto difieren. En el campo 


jurídico, los bienes son definidos como cosas apropiables, lo que también 
es el caso, Por otra parte, en contabilidad. En economía estándar, un bien 


económico es considerado tal por la satisfacción que permite de una ne- “ne 


cesidad, Por el tipo de consumo que le está vinculado y, en consecuen- 
cia, por la lógica de su producción, mercantil o no. Lo común es, por lo 
tanto, una propiedad de los bienes, más que una propi 


ad de las institu- 


ciones. Ahora bien, los comunes (commons) no se pueden reducir a bienes E 


COMUNES (common goods). 

De entrada, pues, necesitamos comprender qué se entiende por la 
expresión «bien común» (common good). Este término se ha confundido a 
menudo con los términos «bien colectivo» o «bien público», que son, por 
su parte, perfectamente sinónimos ¿Qué es lo que distingue a un bien 
público, o colectivo, de un bien privado, o privativo? Según la doctrina 
general de los bienes económicos, la mayoría de los bienes, por sus pro- 
pias cualidades, técnicas y económicas, deben ser producidos por empre- 
sas privadas destinadas a mercados en los que rige la competencia.* Pero 
existen bienes que, por sus características específicas, están «naturalmen- 
te» destinados a ser producidos, o bien por el Estado, o bien por organi- 


4. Las distinciones económicas son en este punto herencia del derecho civil roma- 
no y de su división de los bienes de acuerdo con su naturaleza (véase supra, capítulo 1, 
nuestro análisis de la «reificación de lo común»). 
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zaciones sociales (iglesias, sindicatos, partidos, asociaciones) capaces de 
ejercer una disciplina sobre sus miembros para asegurar de un modo u 
otro tal producción. En pocas palabras, los bienes públicos no son pro- 
ducidos por el mercado, porque la satisfacción de las necesidades a las que 


responden no es compatible con el pago individual voluntario de esta . 


clase de bien. 
Los bienes privados son exclusivos (o excluibles) y rivales.? Un bien 
es llamado «exclusivo» cuando el que lo posee o lo produce puede, ejer- 
ciendo el derecho de propiedad sobre este bien, impedir su acceso a toda 
persona que se niegue a comprarlo por el precio por él exigido. Un bien 
es rival cuando su compra o su uso por parte de un individuo disminuyen 
la cantidad del bien disponible para el consumo de otras personas. Un 


bien público llamado «puro».es un bien no exclusivo y no rival. Un bien 


no exclusivo es un bien que no puede ser reservado por quien lo posee a 
aquellos que están dispuestos a pagar por él; un bien no rival es un bien 
o un servicio que puede ser consumido o utilizado por gran número de 


personas sin costo de producción suplementario, porque el consumo 
de uno no disminuye en nada la cantidad disponible para los demás. Los 


ejemplos clásicos aportados para ilustrarlos en los cursos de economía son 


el alumbrado de las calles, el aire que se respira, los fuegos artificiales, la , 
luz del faro o la defensa nacional. La existencia de las necesidades a las | 
- que responden los bienes públicos justifica la intervención del Estado de 
acuerdo con las tesis clásicas de Richard Musgrave y de Paul Samuelson 


formuladas en los años 1950. Según Richard Musgrave, una de las 
funciones del Estado es velar por la colocación óptima de los recursos 
económicos, lo cual obliga a subvencionar o a realizar directamente la 
producción de los bienes que no pueden ser producidos por el mercado 
debido a sus particularidades intrínsecas. Así, los public goods” son defini- 
dos negativamente como bienes que no pueden ser producidos espontá- 


5. Véase, para una exposición de la doctrina, L. Weber, L'État acteur économique, 
Economica, París, 1997. 

6. Véase R. Musgrave, The Theory of Public Finance. A Study in Public Economy, 
McGraw-Hill, Columbus, 1959, y su presentación canónica por P. Samuelson, L'Écono- 
mique [, Armand Colin, París, 1982, pág. 224. 

7. La expresión public goods, que traducimos por «bienes públicos», es ambigua en 
francés (también en español), porque parece significar que sólo el Estado está capacitado 
para producirlos. El discurso económico también emplea la expresión sinónima «bienes 
colectivos», cuyo defecto es que se confunde con los «bienes comunes». 
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neamente por el mercado, en el que sólo se satisfacen intereses privados 
mediante un acto voluntario de compra. Constituyen un «fracaso del mer- 
cado» (failure of the market). Si algunos bienes deben ser producidos por el 
Estado o por una institución no lucrativa —en caso de que se consideren 
necesarios para el bienestar de la población o la eficacia económica— es 
porque de algún modo son defectuosos o deficitarios en relación a la 


«norma mercantil. Si no se puede excluir a nadie de su consumo, y si su, 


consumo por un individuo no disminuye el de los demás, esto significa 


que aportan a todos un goce sin exclusividad y sin rivalidad, y que su 


producción y su financiación sólo pueden llevarse a cabo en virtud de 

cierta obligación, moral cuando se trata de una Iglesia o asociación, po- 

lítica cuando se trata de los Estados. No todo fracaso del mercado obliga 
al gobierno o a la colectividad a intervenir, pero las características intrín- 
. secas de un determinado bien pueden justificar tal intervención. 
: La justificación de la intervención política en economía está estre- 
chamente ligada a la figura del «pasajero clandestino» (free rider), es decir, 
el individuo calculador qug deja deliberadamente a otros la carga de 
pagar los bienes de los que puede aprovecharse debido a su no exclusi- 
vidad, o que no tiene intención de asumir los perjuicios engendrados 
por su propia actividad (como en el caso del que poluciona). Es impor- 
tante destacar aquí que toda la lógica que rige en esta distinción de los 
bienes de acuerdo con su naturaleza se basa en un fundamento utilita- 
rista muy elemental, que considera que el individuo «racional» es egoís- 
ta, calculador, busca maximizar sus beneficios y nunca tiene más moti- 
vaciones que las de su interés personal. Todo el modelo se basa en el 
postulado del Homo economicus que no puede conocer más goce que 
el egoísta, que ignora todo deseo de hacer en común y de consumir en 
común. Mancur Olson, en La lógica de la colectividad (1965) mostró que 
un individuo de esta“dlase no tiene ningún motivo para actuar colecti- 
vamente en la producción de un bien del que los demás podrían apro- 
vecharse sin soportar su costo, y que, por el contrario, lo que le intere- 
sa es dejar que los demás soporten el costo de un modo u otro, ya que 
se aprovechará del resultado de la acción colectiva tanto como aquellos 
que pusieron de su parte para obtenerlo.* La imposición obligatoria, o 


8. M. Olson, La Logique de Vaction colective, Éditions de P' Université libre de Bru- 
xelles, Bruselas, 2011 (1965). 
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cualquier otra forma de coacción política o moral, es pues la única so- 
lución para proporcionar bienes colectivos. Se comprende entonces 
por qué, en un gran número de casos, los «bienes públicos» son bie- 
nes proporcionados por el Estado. Aunque es cierto que Olson tuvo el 
cuidado de precisar que las interacciones regulares entre individuos en 
grupos más o menos reducidos tendían a disminuir comportamientos 
como colarse o ir a remolque, es decir, el free riding. 

Desde los años 1950 se ha podido refinar la teoría para mostrar que los 
ejemplos clásicos de los bienes públicos no constituyen más que una ca- 
tegoría muy particular de «bienes públicos puros» que es preciso integrar 
en una teoría más general de las «externalidades», esto es, efectos benéficos 
o no de las actividades privadas para la colectividad. Se puede pensar, por 
ejemplo, que el mercado produciría por sí mismo pocas externalida- 
des positivas, como las que procuraría la enseñanza si fuera completa- 
mente de pago para sus usuarios; O bien que, a la inversa, habría de- 
masiadas externalidades negativas, como la polución atmosférica, de no 
haber ninguna reglamentación pública en materia de emisiones de gases 
de efecto invernadero. En tal caso lo que se tiene en cuenta no es la for- 
ma de consumo sino las consecuencias sobre la sociedad de una actividad 
particular. Pero ya sea que se trate de bienes públicos o de externalidades, 
lo que justifica la intervención pública es siempre el fallo del mercado, 
debido a las características mismas de los bienes, por el hecho de su con- 
sumo o sus efectos. 

En consecuencia, en el marco de una teoría que hace del mercado el 


mecanismo normal de la inversión de recursos, un bien público está ne- , 


gativamente determinado. Aquí no vamos a discutir si estas características * 
específicas bastan para justificar la intervención pública. Pero advertiremos : 
la fragilidad de las fronteras establecidas por los teóricos de la economía ' 


pública de los años 1950. Posteriormente, los neoliberales no se privaron 
de poner de relieve que si bien ciertos servicios podían ser especiales por 
su naturaleza, esto no hacía necesaria su producción por el Estado. Por su 
parte, la doctrina de la Unión Europea, por no tomar más que un ejem- 


plo, renunció a emplear los términos «bien» o «servicio público», prefi- 


t 


riendo hablar de «servicio de interés general», lo que deja lugar a una | 


producción privada sometida a un pliego de condiciones fijado por auto- 


ridades públicas. Y ya hemos visto en el capítulo anterior hasta qué punto 
la teoría de los derechos de propiedad había aportado una caución acadé- 
mica a las políticas de privatización y de mercantilización. 


] 


Í 


' 
¿ 
j 
| 
i 


COMÚN 


164 


El economista razona a partir de un doble postulado sobre la natura- 
leza intrínseca de los bienes y sobre el comportamiento del Homo econo- 
micus, que supuestamente justificaría el reparto de la producción de los 
bienes y servicios entre el mercado y el Estado. Pero, en realidad, las 
cosas no ocurren de acuerdo con un razonamiento que excluye la políti- 
ca O la ética de la definición de los bienes. El hecho de que sea el Estado 
o el mercado el que proporcione un bien no se debe tan sólo a su natu- 
raleza, sino a factores políticos, culturales, sociales e históricos que no 
pueden ser olvidados por la teoría, como hace la economía estándar.? 


El descubrimiento de los bienes comunes 


Cierto número de economistas se dieron cuenta de que basando el repar- 
to legítimo de la producción entre el mercado y el Estado en considera- 
ciones técnicas, como la rivalidad y la exclusividad, y conformándo- 
se con oponer bienes públicos puros y bienes privados puros no se podían 
clasificar exhaustivamente tddos los bienes económicos. A partir de esta 
consideración se desarrollaron los trabajos de Elinor Ostrom sobre la 
gestión de los recursos comunes. 

Si se combinan, como se hizo en los años 1970, las dos cualidades de 
los bienes económicos — —en función de rivalidad y exclusividad — se 
mente privados (rivales y exclusivos), como los añicos comprados en 
el supermercado, y bienes puramente públicos (no rivales y no exclusi- 
vos), como el alumbrado público, la defensa nacional o la luz de los faros, 
existen ciertamente bienes híbridos o mixtos. Hay «bienes de club» (club 

“goods), al mismo tiempo exclusivos y no rivales, como los puentes y las 
autopistas, en las que se pueden establecer peajes, o bien espectáculos 
deportivos de pago, pero cuyo consumo individual no queda disminuido 
por el de los otros espectadores. Hay también otros bienes mixtos, que se 
llaman «bienes comunes» (common goods), que son al mismo tiempo no 
exclusivos y rivales, como zonas de pesca, pastos abiertos, sistemas de 


9. Hay bienes cuyo consumo es individualizable, como la educación, que pueden ser 
proporcionados por el Estado o por el mercado, del mismo modo que un faro puede 
ser público o privado. El uso de las carreteras puede ser gratuito, así como el de las au- 
topistas de pago. 
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irrigación, es decir, bienes cuyo acceso dificilmente se puede prohibir o 
restringir, salvo que se establezcan reglas de uso. Son estos últimos bienes 
los que Ostrom llamó «fondos de : recursos comunes» (common-pool resour- 
ces o CPR). Estos bienes pueden ser objeto de una explotación individual, 
pero se exponen al riesgo de una disminución, incluso un agotamiento 
de la cantidad global del recurso si cada uno trata de maximizar su utili- 
dad personal. "También pueden ser proporcionados por el poder público, 
como en el caso de un parque nacional. Pero, según Ostrom, su uso no 
supone necesariamente elegir entre la propiedad individual y la propie- 
dad pública. Por el contrario, estos bienes pueden ser gestionados de un : 
modo duradero y eficaz por una gestión colectiva, como lo han demos- 

trado los estudios empíricos de ciertos casos suizos, Japoneses, españoles 

y filipinos llevados a cabo por Ostrom y su equipo. Esta iniciativa origi- 

nal, que se identifica a sí misma como institucionalista y busca constituir 

una teoría de la acción colectiva autoorganizada y autogobernada,' está * 
vinculada a una interrogación histórica sobre prácticas centenarias, inclu- 
so milenarias, de los comunes, que desde hace mucho tiempo han sido 
objeto de una denigración sistemática. 


El debate en torno a la «tragedia de los comunes» 


Para comprender lo que está en juego en esta economía de los comunes 
hay que resituarla en el marco de un amplio debate que surgió en torno 
a «La tragedia de los comunes»,'* de Garrett Hardin. Este autor, en 1968, 
creyó poder demostrar que las tierras comunales, ántes incluso del movi- 
miento de las enclosures, habían sido destruidas por la sobreexplotación a 
la que habían sido sometidas por los criadores de ovejas, guiados por su' 
único interés egoísta. ] 
El razonamiento de Hardin se basa en el postulado de la racionalidad ' 
del comportamiento del Homo economicus, que no puede o no quiere te-: 
ner en cuenta en absoluto los efectos de una explotación sin freno de un; 


10. Véase E. Ostrom, Gouvermance des biens communs. Pour une nouvelle approche des 
ressources naturelles, De Boeck, París, 2010. Esta traducción plantea muthos problemas. 
Para empezar, el curioso cambio de subtítulo. Es posible remitirse a la obra original: 
Governing the Commons. The Evolution of Institutions for Collective Action, Cambridge Uni- 
versity Press, Cambridge, 1990. 

11. Science, 13 de diciembre de 1968. Disponible en: http://www.sciencemag.org 
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recurso común. Este famoso texto trata de la superpoblación, considera- 


da por el malthusiano Hardin como el problema número uno de la hu-. 


manidad. En efecto, Hardin quiere combatir la idea según la cual una 
población dada podría alcanzar un óptimo colectivo si cada uno decide 
por sí mismo su fecundidad, de acuerdo con su propio interés. La libertad 
que se da a las familias de tener todos los hijos que deseen conduce a la 
humanidad, con toda seguridad, a su pérdida. Al ser el mundo finito, 
la libertad en materia de fecundidad es imposible. Esto supone, en suma, 
volver a Malthus contra Smith, mostrando que no se puede depositar 
ninguna esperanza en una capacidad cualquiera de autoregulación de la 
población mediante una especie de mano invisible demográfica. Hardin, 
aunque sin formularlo, retoma un debate de larga duración vinculado 
históricamente a la cuestión del comunismo. Que todo sea de todos, que 
el mundo sea un banquete abierto, era una idea contenida en el plantea- 
miento comunista de Morelly: «el mundo es una mesa suficientemente 
abastecida para todos los comensales». En dicha mesa, «todos los alimen- 
tos pertenecen, a veces a todos, porque todos tienes hambre; a veces sólo 
a algunos, porque los otros se han saciado, de modo que nadie es en ab- 
soluto el amo ni tiene derecho a pretender serlo».? Eso suponía rechazar, 
en nombre de la satisfacción prioritaria de las necesidades elementales, la 
idea de que hubiera escasez de cualquiera de los bienes necesarios, es 
decir, rechazar la idea de que no habría sitio para todos sobre la tierra. La 
posición exactamente opuesta es la que adoptará Malthus, a quien se re- 
mite Hardin: «Un hombre nacido en un mundo ya ocupado [...] no 
tiene ningún derecho a reclamar el menor alimento y, en realidad, está 
de más. En el gran banquete de la naturaleza, no hay para él cubierto 
disponible; ella le ordena que se vaya y no tardará en ejecutar por sí mis- 
ma su orden».* No puede haber «comidas gratuitas»: tal es la clave de lo 
que Hardin llama da tragedia de los comunes». 

Se imagina, con el fin de ilustrar su tesis, una explotación de los pastos 
dejados en libre acceso, en los que los pastores «racionales» tendrían inte- 
rés en incrementar sin límite el número de cabezas de ganado, lo que 
conduciría fatalmente a la sobreexplotación de los terrenos comunales. 
* En efecto, si cada uno incrementa directamente su utilidad personal au- 


12. É. G. Morelly, Code de la nature, La Ville Brúle, París, 2011, pág. 44. 
13. Véase T. R. Malthus, Essai sur le principe de population, Garnier-Flammarion, 
París, 1992, págs. 36-37. 
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mentando el número de cabezas, la «desutilidad» resultante de la sobre- 


explotación la padecen todos. Lo que llama «tragedia», término que em- ; 


plea en el sentido que le daba el filósofo Whitehead,'* es un proceso 


irreversible e inevitable debido al hecho de que cada uno es incitado a 
comportarse egoístamente para maximizar su ganancia sin preocuparse 


por el precio que tiene su comportamiento soportado colectivamente: 


" Cada uno está encerrado en un sistema que lo empuja a aumentar su rebaño 
sin límite en un mundo que, por su parte, es limitado. La ruina es el destino 
hacia el que se precipitan todos los hombres, al perseguir cada uno su inte- 
rés más preciado en una sociedad que cree en la libertad de los comunes. La 
libertad de explotación de un común conduce a la ruina para todos. 


El planteamiento de Hardin, como se ve, no es tan simple como a veces ' 


se ha querido decir. Lo que cuestiona no es la existencia de los comunes 


como tales, sino la «libertad» de explotarlos de forma ilimitada. La gran : : 


lección que quiere extraer de esta fábula de los pastores «racionales» está 


en oposición directa a la fábula de las abejas de Mandeville: dejando a | 


cada uno maximizar su utilidad individual sin límites, la humanidad no se 
acerca a la mayor felicidad para el mayor número, según la fórmula de 
Bentham que se complace en citar Hardin, sino a la ruina colectiva. 

Pero ¿de qué clase de comunes habla? Lo propio de su demostración 
es mezclar todas las clases de recursos comunes en una única categoría 
que tendría las características genéricas de su ejemplo. Los pastos sobre- 
explotados, ¿son comparables a los océanos vaciados de sus peces y sus 
ballenas, o bien al aire o al agua de los ríos ensuciados por los comporta- 
mientos de los que polucionan? ¿Y en qué medida pastos, océanos, ríos 
y aire de las ciudades pueden ser incluidos en la misma categoría que 
los dispositivos del Estado providencia o los parques naturales nacionales? 
En cierto número de casos, es evidente que un límite de acceso, una 
cuota de explotación, un impuesto o un control son necesarios para im- : 
pedir la destrucción de los recursos naturales. Así, está demostrado que 


14. Véase A. N. Whitehead, Science and the Modern World, Mentor, Nueva York, 
1948, pág. 17. La concepción griega de la naturaleza, en la que cada cósa cumple con su 
papel, y que tiende a su fin como el arte trágico conduce cada destino hacia su final, 
es para Whitehead la base de la ciencia moderna: «Su visión [es decir, de los grandes 
trágicos] del destino, despiadado e indiferente, que lleva un incidente trágico hasta su 
término inevitable, es la visión misma de la ciencia». 
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una completa libertad de acceso a la capa freática en la India de la «revo- 
lución verde» condujo a un agotamiento acelerado de los recursos hídri- 
cos. Los Estados de la India animaron a los agricultores más ricos a extraer 
sin límite agua de los pozos que podían excavar libremente, a expensas 
de otros medios de irrigación, canales o depósitos, que quedaron aban- 
donados. Así, un grupo de expertos estima que de aquí a veinte años la 
.. mitad de las necesidades de agua del país ya no podrán ser satisfechas.” 
“| La consecuencia probable de esta sobreexplotación del agua corresponde 
' bastante bien a la conclusión de Hardin sobre «la ruina de los comunes». 
Pero Hardin no tuvo en cuenta que tal proceso destructivo se debe a la 
total ausencia de reglamentación pública y al desencadenamiento de los 
intereses privados de los excavadores de pozos, de los agricultores más 
ricos que revenden el agua a los campesinos más pobres y de los interme- 
diarios, que llevan el agua en camiones cisterna a la población. El com- 
portamiento del egoísta calculador no nace espontáneamente, es un pro- 
ducto social y, en este caso, efecto directo de una agricultura capitalista 
muy voraz en recursos hídrigos 

En realidad, lo que Hardin llama «comunes» es una amalgama de casos 
muy diversos. De este modo confunde lo que el derecho romano llama- 
ba res communis, vale decir, aquello que no pertenece a nadie y no es 
apfopiable, como el mar o el aire, con la res nullius, que no tiene propie- 
tario pero puede ser apropiada, como el pez en el mar.** Confunde, 
sobre todo, estas «cosas» con la libre explotación sin restricciones de bie- 
nes tomados de un stock disponible limitado. El argumento de Hardin se 
basa, de hecho, en un sofisma consistente en introducir en su modelo 
un comportamiento económicamente «racional», es decir, motivado tan 
sólo por la lógica del interés personal, en un contexto normativo que 
excluye precisamente tal comportamiento, porque las reglas de los co- 
munes están hechas para prevenir el riesgo de sobreexplotación. La fábu- 
la de Hardin no alcanza pues a concebir la existencia de una «economía 
moral» —de acuerdo con las palabras de Edward P. Thompson— que 
rija las reglas consuetudinarias de uso de los comunes, lo cual es un con- 
trasentido fundamental desde un punto de vista histórico. Según Hardin, 
la consecuencia destructiva del acceso libre al recurso común sólo puede 


15. J. Bouissou, «Agriculture, surexploitation des nappes. L'Inde est menacée par 
une pénurie d'eau», Le Monde, 10 de agosto de 2013. 
16. Véase supra, capítulo 1: «La reificación de lo común». 
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ser evitada mediante la apropiación individual o la nacionalización y la 
centralización del recurso común. En suma, no hay un tercer término 
que no sea ni el mercado ni el Estado. 

Una abundante literatura se ha basado en esta demostración para mos- 
trar, sobre todo, las ventajas de la propiedad privada y destacar la inefica- 
cia de toda gestión pública y, en general, colectiva. El fracaso de los ser- 
vicios públicos y de los sistemas de protección social se debería al hecho 
de que son víctima de pasajeros clandestinos que gozan gratis de las ven- 


tajas. Si la tesis de Hardin ha sido interpretada principalmente en un - 


sentido neoliberal, ello se debe a que entraba en resonancia con otras 
poderosas corrientes del pensamiento económico dominante, que reto- 
maban su argumentación a favor de la propiedad privada y contra toda 
forma de propiedad común o estatal, acusando a estas últimas de transfe- 
rir los costes de uso a la colectividad y acelerar el agotamiento de los 
recursos. La teoría de los derechos de propiedad destacaba de este modo 
que sólo la propiedad privada permite «internalizar las externalidades», ya 
sean éstas positivas o negativas, mientras que las otras formas de propie- 
dad tienen todas el defecto de hacer recaer las externalidades negativas 


sobre los demás e impedir el goce de los beneficios merecidos por el : 


propio esfuerzo.” 


La institución en el corazón de los comunes 


La principal aportación de la nueva economía política de los comunes es 
precisamente haber evidenciado la confusión por parte de Hardin entre 
un libre acceso completo y una organización colectiva. En otros térmi- 


nos, haber entendido que los commons tenían la originalidad de ser objeto 
de una regulación colectiva autoorganizada. Elinof. Ostrom, muestra de - * 
este modo, aun sin explicitarlo suficientemente, que estós comunes natu- | 


rales no deben definirse como cosas físicas que preexistirían a las prácticas 
en cuestión, o dominios naturales a los que se aplicarían reglas por añadi- 


17. La propiedad privada permitiría igualmente reducir los costes de negociación 
limitándolós a un número reducido de personas que deben costear, dos a dos, los pro- 
blemas de vecindad, mientras que la propiedad común implicaría que cada uno negocie 
con cada uno de los demás copropietarios, según una curiosa forma de considerar la 
deliberación colectiva. Véase H. Demsetz, «Toward a theory of property rights», The 
American Economic Review, vol. LVIL, n? 2, mayo de 1967, pág. 357. 
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' dura, sino como relaciones sociales entre individuos que explotan deter- 
minados recursos en común, de acuerdo con reglas de uso, de reparto o 


de coproducción; por retomar la excelente expresión de Yochai Benkler, 
como «espacios institucionales».!* Por otra parte, es así, sin duda, como 
hay que entender el cambio terminológico muy importante que sustituye 
el common good por los commons.'? Toda la aportación de la nueva econo- 
mía política de los comunes reside en su insistencia en la necesidad de las 
diversas reglas prácticas que permiten producir y reproducir los recursos 
comunes. Tal como lo plantea David Bollier, «el paradigma de los comu- 
nes no considera de entrada un sistema de propiedad, de contratos y de 
mercados, sino normas y reglas sociales, así como mecanismos legales que 
permiten a individuos compartir la propiedad y el control de los recur- 
sos». El acento puesto en el establecimiento colectivo de reglas de ac- 
ción práctica, que es en lo que consiste para Ostrom una institución, in- 


' troduce una concepción gubernamental de los comunes, entendidos 


como sistemas institucionales de incitación a la cooperación. 

Por institución, Ostrom.¿ntiende un «conjunto de reglas realmente 
puestas en práctica por un conjunto de individuos para organizar activi- 
dades repetitivas que tienen efectos sobre tales individuos, y a veces sobre 
otros» 2 Y añade que «estas reglas prácticas, o reglas de hecho, son a 
menudo diferentes de las reglas formales, dictadas por el Estado y la ad- 
ministración, o incluso inscritas en un reglamento interior: representan 
lo que la gente hace realmente. Son las que son efectivamente utilizadas 
y puestas en práctica a través de las acciones, individuales y colectivas, de 
los participantes». Una institución que funciona exitosamente (success- 


18. C. Hess y E. Ostrom (dir), Understanding Knowledge as a Commons, op. cit., 
pág. 5, y Y. Benkler, «L'économie politique des biens communs». Disponible en: www. 
april.org. Para la versión original, véase Upgrade, vol. Tv, n* 3, junio de 2003, Open 
Knowledge. Disponible en: www.upgrade-cepis.org 

19. La traducción de commons al francés por biens communs, como al italiano como 
beni comuni o al español como «bienes comunes» hace que se pierda lo esencial de la 
ruptura llevada a cabo por Elinor Ostrom. 

20. D. Bollier, «Growth of the commons paradigm», en C. Hess y E. Ostrom (dir.), 
Understanding Knowledge as a Commons, op. cit., pág. 29. 

21. E. Ostrom, «Pour des systémes irrigués autogérés et durables. Fagonner les 
institutions», Coopérer aujourd'hui, n* 67, noviembre de 2009, pág. 9. 

22. Ibíd. Según Elinor Ostrom, hay dos errores que se deben evitar. Sobre todo, no 
hay que confundir reglas prácticas y reglas formales, y no hay que creer que no puede haber 
instituciones fuera de las creadas por el Estado. 
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ful) es una institución que, para durar, es capaz de adaptarse a los cambios 
de circunstancias y que dispone de medios para reglamentar los conflic- 
tos internos. En este sentido, hay según Ostrom un vínculo estrecho 


entre la perennidad de lo común, la facultad de hacer evolucionar las + 


reglas y la «diversidad institucional», vínculo que traduce la adaptación de 
los individuos a las diferentes condiciones de producción. Los recursos 
comunes pueden ser explotados por grupos de tamaños diferentes, pero 
para durar deben obedecer a un sistema particular de reglas colectivas que 
se refieren a las operaciones productivas, las fronteras del grupo y los 
procedimientos mediante los cuales las reglas son elaboradas y modifica- 
das. Estas últimas «reglas constitucionales» fijan las condiciones institucio- 
nales de discusión y de elaboración de las «reglas operacionales». Como 
dice acertadamente Olivier Weinstein, «el sistema jerarquizado de reglas 


que rige un común y su gobernanza revela ser así un verdadero sistema 
político». En pocas palabras: los comunes son instituciones que permiten | 


una gestión común de acuerdo con reglas de varios niveles, instauradas 


por los mismos «apropiadores». Benjamin Coria] propone definir los co- : 


munes inmobiliarios (communs fonciers), según su propia fórmula, como 
«conjuntos de recursos colectivamente gobernados, mediante una estruc- 
tura de gobernanza que asegura una distribución de los derechos entre los 
partenaires que participan del común (commoners) y tiene como objetivo la 
explotación ordenada del recurso, permitiendo su reproducción a largo 
plazo».P 

No hay ninguna necesidad de privatizar los comunes imponiendo el 
marco exclusivo de los derechos de propiedad, como pretenden los ins- 
titucionalistas neoliberales; no hay ninguna necesidad, tampoco, de ape- 
lar al Leviatán para controlar a los individuos y obligarlos a obedecer al 
soberano. Hay en la sociedad formas colectivas de ponerse de acuerdo y 
de crear reglas de cooperación que no se puede reducir al mercado y a la 
dirección estatal. Y esto se demuestra empíricamente en los numerosos 
casos de grupos que han prescindido perfectamente de la coerción estatal 


23. B. Coriat, «Des communs “fonciers” aux communs informationnels. Traits com- 
muns et différences», intervención en el seminario internacional Propriété et Communs, 
les nouveaux enjeux de Paccés et de PVinnovation partagés, París, 25 a 26 de abril de 
2013. Véase igualmente, en el mismo seminario, los comentarios de Olivier Weinstein, 
«Comment comprendre les “communs”. Elinor Ostrom, la propriété et la nouvelle éco- 
nomie institutionnelle». 


Común 


172 


o la propiedad privada para evitar la demasiado célebre tragedia de los 
comunes. 


El marco analítico de los comunes 


En su obra de 1990 sobre el gobierno de los comunes, Elinor Ostrom 
presenta el marco de su análisis institucional de la gestión de los comunes. 
Allí estudia la gestión de los recursos comunes en casos diferentes, pero 
que comparten el hecho de estar relacionados cada uno de ellos con un 
pequeño grupo de personas capaces de instaurar reglas colectivas sobre el 
uso que se hace de una propiedad común. La gestión de la producción 
de los recursos comunes naturales —patos, bancos de pesca, bosques, 
sistemas de irrigación, etc.— obedece a cierto número de principios ins- 
titucionales que la teoría trata de poner de relieve. La iniciativa de 
Ostrom no trata de buscar un único modelo que actúe en todas partes, 
plantea un marco analítico de variables que interactúan y condicionan la 
instauración de formas de a*ción. No hay una única buena manera, que 
se pueda trasponer a todos los casos, de conducir los comunes. La teoría 
de Ostrom, que permite una gran diversidad y concede mucha i impor- 
tancia a la dinámica de las instituciones, apunta sobre todo á mostrar que 
cierto número de cuestiones deben resolverse para que un sistema de 
explotación sea perenne. Cada c común debe tener r límites no de- 


las ea deben adaptarse bien a las necesidades y condiciones ls y 


conformarse a los objetivos; los individuos a quienes afectan las reglas en 


cuestión deben participar regularmente en las instancias encargadas de 
modificarlas; su derecho a fijarlas y a modificarlas es reconocido por las 
autoridades exteriores; un dispositivo de autocontrol (self-monitoring) de 
los miembros se decide colectivamente, así como un sistema graduado 
de sanciones; los miembros de la comunidad tienen acceso a un sistema 
poco costoso de resolución de los conflictos y pueden contar con un 
conjunto de actividades repartidas entre ellos para cumplir las distintas 


funciones de regulación. 


Esta lista de los principios de gestión de lo común tiene a primera 
vista, sin duda, algo decepcionante. Sin embargo, pone de relieve una 
dimensión esencial que la teoría económica estándar no permite ver: el 
estrecho vínculo entre la norma y la reciprocidad, la gestión democrática 
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y la participación activa en la producción de cierto número de recursos. 
Ello es porque un común no reúne a consumidores del mercado o usua- 
rios de una administrición exteriores a la producción, sino a Coproduc- 
tores que actúan conjuntamente dándose a sí mismos reglas colectivas. 
En éste sentido, la problemática de los comunes no sólo pone en cuestión 
la economía de los bienes privados, sino también la de los bienes públicos 
que le es complementaria, como hemos visto antes. Más allá del mercado 
y del Estado, hay formas de actividad y de producción que dependen de 
comunidades productivas que, hasta ahora, la economía política ha sido 
radicalmente incapaz de tener presentes en cuanto tales. Esto es lo que 
muestran igualmente los resultados de los trabajos empíricos sobre los 
comunes del conocimiento, en el marco de los cuales la producción debe 
responder a condiciones sociales y políticas precisas. La producción eco- 
nómica de los recursos es ahí inseparable del compromiso cívico, está 
estrechamente vinculada al respeto de las normas de reciprocidad y supo- 
ne relaciones entre iguales y modos de elaboración democrática de las 
reglas. Esta economía política de los comunes no carece de relación, a su 
modo, con las tradiciones de pensamiento del socialismo, que hacía de la 
cooperación el antídoto contra la lógica capitalista de la competencia. 
La teoría de los comunes permite, sobre todo, subrayar el carácter 
construido de los comunes. Nada permite decir, como los libertarians 
sienten la tentación de pensar ante la expansión de internet, que un co- 
mún podría funcionar sin reglas instituidas, que podría ser considerado 
como un objeto natural, que el «libre acceso» es sinónimo de un lais- 
sez-faire absoluto. No hay lugar para el espontaneísmo: la reciprocidad n no 
no es un hecho Hime eterno. Es común debe ser pensidos más bien, 
como la construcción de un marco reglamentario y de instituciones de- 
mocráticas que organizan la realidad y evitan los" comportamientos del 
tipo «pasajero clandestino» evidenciado por Garrett Hardin o.la pasividad 
de los Usuarios de las «ventanillas» del Estado. En cierto modo, la teoría de 
los comunes es perfectamente contemporánea del neoliberalismo, que 
piensa, acompaña y favorece la creación de los objetos mercantiles y la 
construcción de los mercados mediante el desarrollo de los derechos de 


propiedad, las formas de contratos, los modos construidos de la compe- : 


tencia. Permite elaborar, a su vez, pero en una dirección opuesta, un ' 
constructivismo teórico e invita en el plano práctico al establecimiento * 


de conjuntos de reglas que permitan la acción colectiva. SÍ 
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Este sistema de reglas es una invención colectiva que se transmite, 
pero que al mismo tiempo puede cambiar según las circunstancias y las 
condiciones; es también un conjunto de estímulos que orientan el com- 
portamiento de los individuos. En este sentido, Elinor Ostrom se inscri- 
be en la problemática de la gubernamentalidad neoliberal, según la cual 
la conducta de los individuos sólo puede ser dirigida por un conjunto de 
estímulos y penalizaciones: «Aunque sean informales e invisibles de en- 
trada, las instituciones modifican el comportamiento de los individuos. 
Definen estímulos, positivos o negativos, a comportarse de un modo u 
otro, e indican los resultados que pueden esperar de ello las personas». 
La iniciativa de Ostrom debe ser considerada una disidencia del neo-1ns- 
titucionalismo, cuyo método consiste en aislar el marco analítico (analyti- 
cal framework) que permite comprender un fenómeno económico a partir 
de las instituciones que orientan los comportamientos y estructuran la 
interacción humana, de acuerdo con la definición de North.* 

Pero para Ostrom no se trata de elogiar las virtudes de los derechos de 
propiedad, como hacían North y otros teóricos; se trata, por el contrario, 
de mostrar que un conjunto de reglas puede incitar a los individuos a 
renunciar a los comportamientos oportunistas y a adoptar una conducta 
cooperativa. Mejor aún, se trata de mostrar que son a menudo las propias 
reglas las que producen «incitaciones perversas» que empujan a los indi- 
viduos a esos comportamientos oportunistas que «arruinan los comunes». 
Elinor Ostrom interpreta los dilemas de los comunes a la luz del «dilema 
del prisionero». En una situación donde las decisiones de los individuos 
son interdependientes, pero en las que los individuos no pueden comu- 
nicarse entre ellos y deliberar en función de una regla común, lo que 
predomina son las estrategias no cooperativas. Pero esto se debe úni- 
camente a la estructura de la situación tal como es imaginada por los 

- teóricos de los juegos. En la realidad, cuando los individuos pueden reu- 
nirse, hablar, decidir conjuntamente, las estrategias cooperativas se hacen 
posibles y puede tener lugar un acuerdo no impuesto desde el exterior. 


24. E. Ostrom, «Pour des systémes irrigués autogérés et durables. Fagonner les 
institutions», loc. cit., págs. 9-10. 

25. Según North, «las instituciones son las reglas del juego en una sociedad o, de un 
modo más formal, son las coerciones elaboradas por los hombres para modelar su inte- 
racción». Véase D. C. North, Institutions, Institutional Change and Economic Performance, 
Cambridge University Press, Cambridge, 1990, pág. 3. 
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Tal no es siempre el caso, como subraya Ostrom: puede suceder que 
individuos interesados en proteger un recurso común no puedan hacerlo 
porque «simplemente quizás no tengan la capacidad para comunicarse 
unos con otros, no disponer de medios para desarrollar la confianza o no 
ser conscientes de que tienen que compartir un porvenir común».% Y 
añade, aunque sin considerarlo un obstáculo fundamental, que a menudo 
son las relaciones de fuerzas y las estructuras de dominación internas del 
grupo lo que impide el establecimiento de un acuerdo: «Por otra parte, 
los individuos poderosos que se aprovechan de la situación actual mien- 
tras que otros la padecen, pueden obstaculizar los esfuerzos consentidos 
por los menos poderosos para cambiar las reglas del juego».” 

Más generalmente, Ostrom retoma cierto número de esquemas fun- 
damentales propios de las doctrinas de Hayek o de Public Choice 
para darles un giro inédito. Dos aspectos particulares de estas doctrinas 
siguen estando muy presentes en sus análisis: por únia parte, la idea de 
que los individuos racionales son los que mejor pueden crear las institu- 
ciones que les permiten interactuar para disminuir la incertidumbre; 
por otra parte, la tesis de la «eficacia adaptativar; que sé encuentra tanto 
en North como en Hayek; de acuerdo-conda cual sólo las instituciones 
que sobreviven demuestran ser adaptables a las nuevas condiciónes, in- 
ternas y externas. AS 

La hipótesis de la racionalidad individual creadora de soluciones ad hoc 
está, sin embargo, ponderada por la referencia insistente a una realidad 
social que condiciona el gobierno de lo común. A diferencia de North, 
que pretende reunificar las ciencias sociales haciendo del comportamien- 
to individual racional la única fuente de las coerciones institucionales 
sobre las conductas, Ostrom plantea que siempre hay que tener en cuen- 


ta las condiciones sociales que favorecen o dificultan la elaboración de las : 
reglas prácticas. La capacidad de elaborar colectivamente las reglas de uso * 
depende en sí misma de un sistema de normas propias de la comunidad 


y de la posibilidad de establecer intercambios comunicacionales entre los , 


26. E. Ostrom, Gourvemance des biens communs, op. cit., pág. 35. 

27. Ibíd., pág. 35. 5 

28. Cuando North explica, siguiendo a Ronald Heiner, que las instituciones son 
racionales porque disminuyen la incertidumbre propia de las interacciones humanas, 
cree descubrir una profunda verdad, olvidando que autores clásicos como Hume ya lo 
habían planteado. 
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individuos. Desde este punto de vista, el institucionalismo de Ostrom se 
aleja del individualismo metodológico mainstream y toma de la sociología 
su modelo del individuo socializado y de la psicología cognitiva su teoría 
del aprendizaje.” De lo que se trata es de que hay un arte social, al que 
Elinor Ostrom da el nombre de crafting, término que remite al trabajo 
hábil del artista y del artesano, que se distingue de la aplicación de un 
sistema de reglas impuesto desde arriba o desde fuera por Expertos y sa- 
bios. Este carácter «artesanal», explica ella, proviene de que cada forma de 
gobierno de un común es único y de que «las instituciones creadas deben 
al mismo tiempo ser adaptadas a las especificidades de cada situación y 
poder adaptarse a las evoluciones de la situación».% En materia de co- 
munes, por lo tanto, no hay one best way.* La fabricación de las institu- 
ciones supone un largo trabajo de imaginación, de negociación, de ex- 
perimentación y de corrección de las reglas, cuyo efecto práctico sobre 
las conductas puede cambiar con el tiempo: 


Para comprender mejor de qué modo reglas institucionales afectan al com- 
portamiento de los a y saber ajustarlas, es preciso invertir tiempo 
y recursos considerables. La elección de las instituciones no es pues una 
decisión hecha de una vez por todas y en un entorno conocido. Es más bien 
una inversión continua en un entorno incierto y fluctuante.? 


Elinor Ostrom, retomando las herramientas de los teóricos de la acción 
racional, piensa las instituciones en los término económicos del «capital 
social», tan indispensable como el capital físico para la existencia delo 
“común. Sin embargo, más allá de este vocabulario económico, el pro- 
ceso de crafiing de las instituciones es en realidad profundamente socioló- 
gico y político. El conjunto de las incitaciones a la cooperación moviliza 
un saber propio del grupo social que se ocupa del común y supone a 


29. Véase J. P. Chanteau y A. Labrousse, «L'institutionnalisme méthodologique 

d'Elinor Ostrom au-delá des communs. Quelques enjeux et controverses», Revue de la 
-régulation, n* 14, 2? semestre, otoño de 2013. 

30. E. Ostrom, «Pour des systémes irrigués autogérés et durables», loc. cit., pág. 8. 

31. Jbíd., pág. 13. 

32. Ibid, 

33. El establecimiento de las reglas se entiende como una inversión en un capital 
social capaz de aportar un beneficio. Véase E. Ostrom, «Constituting social capital and 
collective action», en R. O. Keohane y E. Ostrom (dir.), Local Commons and Global In- 
terdependance, Sage, Londres, 1995, pág. 125 y sigs. 
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menudo condiciones políticas exteriores que permiten y estimulan su E 


autogobierno. Así, Ostrom observa acerca de la instauración de un siste- 
ma de irrigación: 


Tal proceso implica la creación de nuevas formas de relaciones entre los 
individuos. Esto no tiene nada que ver con el hecho de dar un reglamen- 
to interior estándar a los campesinos. Es el fruto de discusiones, de negocia- 
ciones entre usuarios y suministradores, así como entre los mismos usuarios. 
En lugar de redactar un modelo de organización para aplicarlo a todos los 
casos, los responsables de las sociedades de irrigación deben reforzar la ca- 
pacidad de los aguadores y de los campesinos para concebir sus propias 
instituciones: en efecto, son ellos los más adecuados para tener en cuenta 
todas las especificidades de su situación. Tal proceso no ocurre espontánea- 
mente. Es responsabilidad del Estado y de los prestamistas desempeñar en él 


un papel activo. 


Límites del análisis institucional de los comunes 


Aunque el análisis de Elinor Ostrom —-—que muestra que los comunes 
requieren una participación voluntaria, suponen vínculos sociales densos 
y reclaman normas fuertes y claras de reciprocidad — rompe con los pre- 
supuestos de la economía neoclásica dominante en una serie de puntos, 
no pretende, sin embargo, hacer de lo común un principio general de 
reorganización de la sociedad. Su teoría constituye, en realidad, una lla- 
mada pragmática a la pluralidad de formas de actividades, de derechos de 
propiedad y de reglas en materia económica. A su modo de ver, no pue- 
de haber una única buena forma de producir, en la medida en que los 
problemas de producción pueden ser diversos. La construcción de los 
comunes se impone en ciertas situaciones particulares, para ciertos bienes 
específicos, sin poner en absoluto en cuestión la: racionalidad de los 
mercados o del Estado. Esta diversidad está relacionada con la racionali- 
dad individual, que permite seleccionar las mejores soluciones. Según 
Ostrom, son los individuos egoístas racionales los que crean los merca- 
dos, apelan al Estado o construyen los comunes para responder mejor a 
situaciones distintas. ¿Cómo podría llegar a pensar que las instituciones 


34. E. Ostrom, Crafting Institutions for Self Governing Irrigation Systems, 1CS Press, San 
Francisco, 1992, pág. 8. 
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modelan subjetividades distintas y que, como lo indica Olivier Weinstein, 


todo el interés de la construcción de los comunes reside, no sólo en la. 


eficacia productiva, sino en el desarrollo de comportamientos diferentes 
y nuevas subjetividades?” Elinor Ostrorn no es anticapitalista, como tam- 
poco está contra el Estado. Es liberal. Favorable a la diversidad institucio- 
nal, confía en la libertad de los individuos para inventar por sí mismos, 
sin ninguna coerción gubernamental, los acuerdos contractuales que les 
son más provechosos.* En realidad, su teoría se atiene a una crítica de la 
teoría de los derechos de propiedad exclusivos y de la pretensión del 
Estado de aportar soluciones elaboradas «lejos del terreno». Desde este 
punto de vista, su análisis constituye una especie de protesta académica 
contra la desvalorización sistemática de la cooperación social llevada a 
cabo conjuntamente por la apología de los derechos de propiedad y la 
justificación «socialista» de la intervención del Estado. Pero, en conse- 
cuencia, parece subestimar el peso del contexto económico y político 
general, y da a entender que el archipiélago de los comunes podría so- 
brevivir en las aguas heladas del mercado y del Estado, debido a la supe- 
rior racionalidad de los comunes en cierto número de casos muy especí- 
ficos. ¿Cómo pensar que arreglos institucionales locales puedan no sufrir 
los condicionamientos del capitalismo en las formas de organización? 
Habría que suponer a individuos no sumergidos en la economía global, 
que no sufran sus efectos, que no importen su lógica a sus comunidades 
de pertenencia o sus lugares de trabajo. 

En realidad, los conceptos utilizados limitan el análisis. Éstos, surgidos 
de la economía estándar y de la teoría de los juegos, a duras penas pueden 
dar cuenta de las relaciones de poder y de los fenómenos de explotación. 
La ocultación de la cuestión del poder en cada «comunidad» remite a la 
ausencia en el análisis de las grandes tendencias históricas que han llevado 
a la destrucción de numerosos comunes tradicionales. Del mismo modo 
que no tiene en cuenta las relaciones de poder internas al grupo, la teoría 
de Ostrom no puede considerar los efectos de dominación sistemática 


35. O. Weinstein, «Comment comprendre les “communs”», loc. cit., pág. 15. 
36. Resulta significativa la recuperación, muy consensual, que hace de ello Mark 
Pennington en su contribución para el opúsculo del Institute of Economic Affairs, «Elinor 
Ostrom, common-pool ressources and the classical liberal tradition», en E. Ostrom, The 
Future of the Commons. Beyond Market Failure and Government Regulation, IEA, Londres, 
2012. 
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sobre los comportamientos. Al limitarse a los arreglos locales, es incapaz +) 


de concebir las relaciones jerárquicas que puedan existir entre las diferen- 
tes formas de producción y los distintos tipos de relaciones sociales, y ni 
siquiera dice nada del sistema social en su conjunto.” Sin embargo, las 
instituciones siempre están «encastradas» en una sociedad y son partes 
activas en una historia.* 


De hecho, el postulado de la diversidad institucional le impide reflexio- ' 


nar acerca de la posible constitución política de lo común como raciona- 
lidad alternativa generalizada. A fortiori, ignora la cuestión de saber cómo 
sé podrían desarrollar otras instituciones fundadoras a partir de lo. común, 
es decir, cómo se podría pasar de los comunes a lo común. En realidad, no 
propone ningún principio generalizable de organización; se defiende, por 
otra parte, promoviendo un análisis «policéntrico» de la realidad económi- 
ca. En esto se queda muy corta en relación a la teoría de la regulación, por 
ejemplo, que trata de comprender cómo evolucionan las «instituciones 
fundadoras que estructuran las sociedades contemporáneas».* 

Los límites de esta nueva economía institucional de los comunes se 
deben, en última instancia, a que no se ha liberado por completo de las 
hipótesis fundamentales que están en la base de la teoría de los bienes 
privados y públicos.* Permanece pasiones del postulado según el cual 
cualidades intrínsecas de los propios bienes. Desde este punto de vista la 
respuesta que la teoría económica de los comunes ha dado a la tesis de 
Hardin sigue siendo problemática. Mientras que los recursos naturales 
cuyo stock es limitado pueden ser objeto de esas instituciones descritas en 
las investigaciones, los otros bienes, supuestamente, serían producidos 
«naturalmente» de forma más eficaz por el mercado o por el Estado. 


37. O. Weinstein, «Comment comprendre les “communs”», loc. cit., pág. 32. 

38. J. R. Hollingsworth y R. Boyer (dir.), Contemporary Capitalism. The Embedded- 
ness of Institutions, Cambridge University Press, Cambridge, 1997, pág. 2. Estos autores 
escriben en este sentido que «las instituciones están encastradas en una cultura cuyas ló- 
gicas están fundadas simbólicamente, estructuradas organizacionalmente, condicionadas 
técnica y materialmente y sostenidas políticamente». 

39. R. Boyer, Théorie de la régulation. L'état des savoirs, La Découverte, París, 2002, 
pág. 8. 

40. Esta tipología se encuentra ya en 1977 en V. Ostrom y E. Ostrom, «Public 
goods and public choice», en E. S. S. Avas, Alternatives for Delivering Public Services, Boul- 
der Westview Press, Boulder, 1977. 
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Ahora bien, si hay una realidad histórica que los economistas deberían 
tener en cuenta, es que el movimiento de los cercamientos no resulta de 
la repentina toma de conciencia de los propietarios de la tierra sobre la 
«naturaleza» de ésta como bien exclusivo y rival, sino de la transforma- 
ción de las relaciones sociales en los campos de Inglaterra, como lo han 
demostrado recientemente los notables trabajos de Ellen Meiksins Wood." 
De modo que la teoría de los comunes no es más que un refinamiento de 
la teoría de los bienes públicos de los años 1950 y mantiene las limitacio- 
nes propias de un naturalismo que pretende clasificar los bienes según sus 
características intrínsecas. 

Finalmente, aunque todo su análisis conduce a redefinir de otro modo 
al individuo por el hecho de su compromiso social en la gestión de lo 
común, Ostrom no abandona la concepción del actor racional que actúa 
siempre llevando a cabo una comparación entre beneficios esperados y 
costes previstos.? Asume así la visión de calculadores individuales que se 


deciden por la opción institucional de lo común para alcanzar ventajas 


estrictamente privadas. El papel que otorga a las normas colectivas que 
pesan sobre el cálculo indivi ual o la importancia que da a las variables de 
situación, y en particular a la estructura económica y política del país, no 
hacen más que subrayar la insuficiencia del postulado neoclásico” que, a 
pesar de todas las intenciones realistas de Ostrom, quisiera hacer pasar la 
«visión teórica de la práctica por la relación práctica con la práctica», de 
acuerdo con la fórmula de Bourdieu.* Suponer que la opción por una 


' gestión colectiva depende de cálculos de individuos racionales supone 
- olvidar que lo común no se decreta desde el exterior, ni es el resultado de 


un agregado de decisiones individuales tomadas aisladamente, sino que 


depende en realidad de un proceso social que tiene su lógica propia. 


De un común, el otro 


El lenguaje de los comunes es no sólo «descriptivo y performativo», 
como David Bollier lo destaca, es sobre todo muy inclusivo. Permite 


41. Véase E. Meiksins Wood, L'Origine du capitalisme. Une étude approfondie, Lux, 
Montreal, 2009. 

42. E. Ostrom, Gouvernance des biens communs, op. cit., pág. 231. 

43. Ibíd., pág. 244. 

44. P. Bourdieu, Le Sens pratique, Minuit, París, 1989, pág. 136. 
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pensar de acuerdo con un mismo esquema formas de actividad, de mo- 
vilización, de relación que a primera vista no tienen mucho que ver unas 
con otras. Desde mediados de los años 1990, Elinor Ostrom y los inves- 
tigadores que la acompañaron en su iniciativa se dieron cuenta de que 
con la difusión de las tecnologías digitales, la rápida expansión de internet 
y la constitución de comunidades de intercambio y de colaboración en 
red, se abría un dominio nuevo al que se podía aplicar el marco de aná- 
lisis de los dilemas de la acción colectiva. Pero al mismo tiempo había 
que velar por la especificidad « de estos «nuevos comunes» que no se pare- 
cían a aquellos recursos del agua, los bosques, la pesca, la fauna y la flora 
a los que parecían reservados los primeros análisis que Ostrom había lle- 
vadó a cabo de los «comunes naturales».* Ahora tenemos que pregun- 
tanos qué supone para esta economía política la extensión del concepto 
de «comunes» a «actividades cognitivas», «digitales» o «informacionales» 
alejadas de la gestión de los recursos naturales. Los límites naturalistas del 
análisis, ¿quedan superados cuando se pasa a bienes de características tan 
diferentes? 

Conviene recordar, de entrada, que el conocimiento que está en jue- 
go hay que situarlo en el contexto particular que es de la teoría econó- 


mica. La significación del término «conocimiento» (knowledge) es en este 


dominio muy laxa. Se define como un recurso “producido y compartible, 
sin consideración de su objeto, de su pertinencia y de su uso. La econo- 


mía entiende, pues, por conocimiento tanto ideas o teorías como infor- 


maciones o datos bajo la forma que sea. Charlotte Hess y Elinor Ostrom 
incluyen en estos conceptos, por ejemplo, «todas las ideas inteligibles, 
la información y los datos», ampliándolo incluso a todas las formas de 
creación intelectual y artística.** La ciencia económica más estándar ha 
reconocido desde hace tiempo en estos recursos cognitivos e informacio- 
nales factores estratégicos de competitividad y de crecimiento, lo cual la 
ha llevado a desarrollar el concepto, ampliamente banalizado hoy en día, 


de «economía del conocimiento». Así, en la reivindicación del conoci- 


miento como un común, en este contexto, no sólo están en juego cues- 
tiones académicas. Lo que está en juego es una contra-estrategia global 


45. La expresión new commons cubre dominios mucho más extensos que los comu- 
nes del conocimiento, de los que tratará esencialmente la continuación de este capítulo. 

46. C. Hess y E. Ostrom (dir.), Understanding Knowledge as a Commons, op. Cit., 
pág. 8. 
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que, para algunos autores, permitiría refundar la economía del conoci- 
miento sobre nuevas bases, para entrar, como quería André Gorz, en una 
nueva sociedad no capitalista. 
“Las prácticas de «puesta en común» mediante la difusión de trabajos 
científicos o artísticos, mediante la creación de programas informáti- 
cos libres, la construcción de enciclopedias colaborativas, son hoy en día 
- otros tantos ejemplos de estos «nuevos comunes del conocimiento» que 
| ponen en práctica valores de compromiso social y de reciprocidad. Este 
* tipo de «objetos comunes», centro de un interés creciente en los Estados 
Unidos, tiene particularidades que los distinguen de los comunes llama- 
dos «naturales». La primera es que no conciernen ya necesariamente a 
"comunidades poco numerosas, como era el caso en la explotación de los 
recursos comunes naturales. Comunidades virtuales abiertas, amplias re- 
des internacionales de investigadores, universos al mismo tiempo prolijos 
y prolíficos de la blogosfera: ya no nos enfrentamos a los mismos fenó- 
menos ni a los mismos tipos de problemas. Como lo hemos recordado 
más arriba, Elinor Ostromglejos de oponerse a los análisis de Mancur 
Olson, para quien el free riding podía ser neutralizado en los grupos res- 
tringidos, había hecho de este criterio de tamaño un elemento decisivo 
del contexto que hacía posible o imposible la coproducción de reglas 
comunes. Mostraba de este modo que los modelos no cooperativos de 
Hardin, de Olson o del dilema del prisionero eran «útiles para predecir 
los comportamientos en el marco de recursos comunes de gran escala 
en los que nadie se comunica, cada uno actúa de modo independiente, 
no se presta ninguna atención a los efectos de las acciones de los distintos 
actores y el costo de toda tentativa de cambiar la estructura de la situación 
es elevado».*7 Eso es lo crucial para la teoría en el estudio de las prácticas 
de cooperación mucho más extendidas, que invitan a preguntarse si el 
cambio de escala obliga a modificar el análisis de los comunes. David 
“Harvey, en un texto consagrado al porvenir de los comunes, insiste en el 
hecho de que en los casos más típicos presentados por Elinor Ostrom no 
se va mucho más allá de un centenar de copropietarios, y que este tama- 
ño restringido de las comunidades que gestionan la propiedad común 
favorece una perspectiva bastante idílica, que borra toda dimensión jerár- 
quica en provecho de relaciones interpersonales directas. Ahora bien, 


47. E. Ostrom, Gouvernance des biens cominuns, op. Cil., pág. 221. 
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para Harvey, los problemas y las soluciones no son los mismos cuando 
se pasa de una escala a otra, y sobre todo cuando se pasa del plano local 
al plano mundial: «Las lecciones extraídas de la gestión de los recursos 
naturales a través de la experiencia de pequeñas comunidades de econo- 
mía solidaria no se pueden traducir a una solución mundial, a menos que 
de nuevo, se recurra a una estructura jerárquica de toma de decisónes 
Imposible, en efecto, no preguntarse cómo podría la misma categoría de 
«común» dar cuenta de «cosas» tan distintas como la gestión familiar del 
contenido de un frigorífico, la biblioteca municipal, el conocimiento 
científico o la atmósfera del planeta, con el pretexto de que se trata en 
todos los casos de recursos compartidos. Aunque Harvey tiene razón, sin 
duda, en criticar una especie de fobia de la jerarquía, incluso de la orga- 
nización, propia de la izquierda radical —incluso una idealización abusi- 
va de la «horizontalidad» de la movilización que a veces conduce a calle- 
jones sin salida políticos y a fracasos desmoralizadores, a falta de hacer 
sabido crear modelos organizacionales duraderos y adecuados al objeto 
de las reivindicaciones y al objeto del movimiento (Occupy Wall Street 
Indignados)— no tiene en cuenta que los trabajos de Ostrom y de o 
equipo, así como tras ellos muchos otros investigadores, se han interesa- 
do en prácticas que concernían a agrupaciones mucho más amplias regi- 
das por conjuntos de normas comunes. Tal es el caso, precisamente, de 
las investigaciones llevadas a cabo por Hess y Ostrom sobre los «nuevos - 
comunes del conocimiento», a propósito de los cuales establecen una 
parrilla de análisis que traspone las características de los comunes naturales 
a esos nuevos objetos.* 


¿Es el conocimiento naturalmente común? 


Según Ostrom y su equipo, la cuestión de las reglas de uso es fundamen- 
tal en toda clase de comunes. Pero estas reglas pueden varias de un tipo 
de comunes a otro. Los «comunes tradicionales», según la denominación : 
que se les ha dado, están amenazados por comportamientos humanos de 
sobreexplotación ligados a la competencia y ala acumulación privada 


48. D. Harvey, «Quel avenir pour les communs?», Revue des Livres, n* 11, mayo-ju- 
nio de 2013. 


49. C. Hess y E. Ostrom (dir.), Understanding Knowledge as a Commons, op. cit., pág. 5. 
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' de riquezas. Las reglas colectivas de uso apuntan, por lo tanto, a instaurar 
ún reparto equitativo y óptimo desde un punto de vista colectivo, de tal 
manera que no se agote sino que se renueve el recurso hídrico, la pesca 
o los pastos. En materia de conocimiento, no funciona igual. Se puede 
decir, incluso, que los problemas son inversos. Las reglas de uso deben 
velar para impedir la rarefacción artificial del recurso provocada por los 
derechos de propiedad, patentes, derechos de acceso, etc., es decir; todo” 
aquello que hoy en día se califica, tras James Boyle, como new enclosures 
(nuevos cercamientos). Mientras que los recursos naturales son recursos 
escasos, a la vez no exclusivos y rivales, los comunes del conocimiento 
son bienes no rivales cuya utilización por parte de unos no sólo io dis- 
minuye la de los otros, sino-que más-bien tiende a aumentarla. Para de- 
cirlo en los términos de Hess y de Ostrom, la diferencia entre los comu- 
nes del conocimiento y los recursos naturales es que los segundos son 
_ «sustractivos» —o rivales—, al contrario que los primeros. De entrada, se 
trata de que una vez producido, el conocimiento puede ser difundido, 
sobre todo con los nuevos ¿pedios, con un coste marginal muy escaso, 
incluso nulo. También de que cuanto más se comparte el conocimiento 
útil, más gente hay en la red o en la comunidad de conocimiento y más 
valor tiene el conocimiento.* Esta propiedad, bien recogida en la ex- 
presión familiar «cuantos más locos seamos, más nos reiremos»” ha lle- 
vado a algunos a decir que los comunes del conocimiento son verdaderos 
«cuernos de la abundancia». Para decirlo de otro modo,se suman y acumu- 
lan: no sólo no pierden valor.cuando son consumidos; sine-que aumen- 
tan de valor y, sobre todo , permiten “que se produzca aún más. El cono- 
cimiento revela ser entonces un bien esencialmente productivo, ya que 
su consumo por parte de otros no sólo no disminuye el saber de los otros, 
sino que, favoreciendo la producción de nuevos conocimientos, permi- 
- te, ala inversa, aumentarlos. Viene aquí al caso la observación de Thomas 
Jefferson, a menudo citada: 


Si la naturaleza no ha hecho más que una sola cosa menos adecuada que 
otras para la propiedad exclusiva, es en efecto el poder de pensar que se 


50. Ibid. 

51. Nota del T.: Plus on est de fous, plus on rit. No hay expresión equivalente en es- 
pañol. Significa que cuanta más gente haya, mejor. En catalán se dice: «Quants més se- 
rem, més riurem» (Cuantos más seamos, más nos reiremos). 
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llama una idea. Un individuo puede conservar su propiedad privada exclu- 
siva mientras se la guarda para sí, pero en cuanto es divulgada, se convierte 
irresistiblemente en la propiedad de cualquiera, y el que la recibe ya no 
puede ser desposeído de ella. Su carácter particular es también que nadie ve 
disminuida su propiedad de una idea por el hecho de que otro la posea en 


su totalidad. Quien recibe de mí una idea, recibe un saber que no disminu- A 


ye el mío, del mismo modo que quien enciende su vela con la mía recibe 
luz sin dejarme a oscuras.* 


Se adivina el interés que supone para gran número de movimientos y de 
autores tal característica «natural», capaz según ellos de subvertir las pro- 
pias bases de la economía mercantil. Pero también en este caso conviene 
considerar la pendiente naturalista, por otra parte tan sensible en las pala- 
bras de Jefferson. Demasiado a menudo el análisis se basa en una supues- , 
ta propiedad intrínseca que el conocimiento tendría como bien público 
puro y que consistiría en su carácter acumulativo y productivo natural. | 
Esta categorización económica resulta seductora: tiende a hacer de toda. 
barrera en el dominio del conocimiento una intervención antinatural. | 
Invirtiendo así el naturalismo liberal, hace de los cercamientos del cono- 
cimiento otras tantas construcciones antiproductivas por ser antinatura- 
les. En realidad, ni los cercamientos ni los comunes del conocimiento 
son naturales. Resultan de dispositivos legales, de marcos reglamentarios 
y de instituciones que favorecen unas veces la restricción del conoci- 
miento hasta reservar exclusivamente su acceso a algunos, otras veces su 
difusión más libre. No es la naturaleza del conocimiento lo que hace que 


sea productivo, sino las reglas jurídicas y las normas sociales que garanti- ' 
zan o no su extensión y su fecundidad. Como lo pone de relieve Nancy | 


Kranich a propósito de las estrategias y los métodos utilizados por ciertos ' 
editores privados para extorsionar a las bibliotecas y universidades nor- 
teamericanas, no hay nada en la naturaleza del conocimiento que haga de 


52. T. Jefferson, carta a Isaac Mcpherson, 13 de agosto de 1813, citado por P. 
Levine, «Collective action, civic engagement and the knowledge commons», en C. Hess 
y E. Ostrom (dir.), Understanding Knowledge as a Commons, op. cit., pág. 250, y por L. 
Lessig, L*Avenir des idées. Le sort des biens communs a l'heure des réseaux numériques, Presses 
universitaires de Grenoble, Grenoble, 2005. Véase igualmente el comentario de esta 
carta por J. Boyle, The Public Domain. Enclosing the Commons of the Mind, Yale Universi- 
ty Press, New Haven, 2009. 
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él naturalmente un recurso compartido.* Y las tecnologías digitales no 
son por sí solas capaces de funcionar como soportes de esta diseminación 
del conocimiento. Según Kranich, lo demuestra el desarrollo de los cer- 
camientos comerciales o gubernamentales que, cada vez más a menudo, 
limitan o impiden el acceso. La dificultad o la prohibición de acceso no 
es nada nuevo: así sucede dondequiera que el conocimiento se reserva a 
castas de iniciados o a clases favorecidas. Son instituciones específicas, 
como la escuela, la biblioteca pública, los institutos científicos y las uni- 
versidades las que han contribuido ampliamente a difundir el saber y a 
estimular la investigación. Y son precisamente estas instituciones las que 
son debilitadas o transformadas por la extensión de la lógica de la propie- 
dad intelectual. Constituyendo esta última categoría jurídica y exten- 
diéndola a bienes inmateriales cada vez más numerosos, como se ha visto 
en el capítulo anterior, los juristas y legisladores han dejado proliferar, en 
efecto, monopolios de una duración más o menos larga con el fin de 
crear rentas económicas cada vez mejor protegidas, que supuestamente 
¡ deberían estimular la innoxpción. Los derechos de propiedad exclusiva 
han demostrado, sobre todo, su efecto nefasto sobre la creatividad y 
la difusión de las obras y las ideas. Por el contrario, los comunes digita- 
les han demostrado su poder creativo e innovador. Este contrafuego es 
poderoso, ya que permite movilizar en el proceso de innovación Y de 
producción comunidades muy amplias de participantes. Esta productivi- 
dad se debe a la invención de reglas al mismo tiempo técnicas y sociales 
y dispositivos legales que favorecen prácticas cooperativas, imbuidos to 
dos ellos de una ética del compartir. Como lo destaca Benjamin Coriat) 
ún común informacional siempre es resultado de «actos fundadores y 
constitutivos».** 
Según Charlotte Hess y Elinor Ostrom, el problema fundamental del 
conócimiénto se reduce hoy en día a un problema de captura digital. 
| Mientras que, según ellas, el conocimiento es un bien público, al mismo 
tiempo no exclusivo y no rival, existen medios técnicos para convertirlo 
en un bien que sea la propiedad exclusiva de un poseedor que no acepte 
' cederlo salvo a condición de un pago. Puesto que es capturable por las 
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B 


53. N. Kranich, «Countering enclosures. Reclaiming the knowledge commons», 
en C. Hess y E. Ostrorn (dir.), Understanding Knowledge as a Commons, 0p. cit. 


54. B. Coriat, «Des communs “fonciers” aux communs informationnels», loc. cit., 
pág. 18. 
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nuevas tecnologías, el conocimiento es asimilable a un recurso común ' 
muy parecido a los comunes naturales. Es por ello que «necesita ser ges- 


tionado, controlado y protegido para garantizar su sostenibilidad y su 
preservación».” Es en este sentido preciso que se debe hablar de «comu- 
nes del conocimiento» o de «comunes de la información». Entiéndase 
bien la propuesta: si el conocimiento debe ser considerado un común 
—cesto es, deben aplicársele los mismos marcos analíticos que a los comu- 


nes naturales— es porque ha dejado de ser un bien público. La producti- 


vidad del conocimiento debe ser garantizada por reglas bastante parecidas 
a las que protegen la renovación del stock de productos naturales. No 
poder o no querer establecer estas reglas sociales conduciría directamente 
a lo que Michael Heller, a propósito de los derechos de propiedad en el 
dominio de la investigación biomédica, ha llamado «a tragedia de los 
anticomunes».* Se trata de impedir el agotamiento de la innovación y de 
la creación, engendrado por los derechos de propiedad y la comercializa- 
ción. Hess y Ostrom consideran en realidad que los comunes del cono- 
cimiento son más vulnerables de lo que se suele creer. La centralización 
de la información en sites privados y públicos hace temer la desapari- 
ción de los recursos de información. Pero, sobre todo, la creación de 
cercamientos por el mercado o el gobierno, como Boyle o Bollier han 
evidenciado, puede acarrear un cierre del acceso al conocimiento y un 
agotamiento de los flujos de información. De lo que se trata es, entonces, 
de saber «cómo combinar sistemas de reglas y normas propias de estos 
nuevos comunes para garantizar un acceso general al conocimiento que 
refuerce las capacidades de los individuos, aunque asegurando el recono- 
cimiento y el sostén de quienes crean el conocimiento en sus formas más 
variadas».” Así, los comunes del conocimiento no son comunes por la 
naturaleza «no sustractiva» del recurso, sino por los dispositivos que pro- 
tegen la producción del conocimiento del cercamiento y de la comercia- 
lización. Esto es tanto como decir que aquí se insiste menos en los aspec- 


55. Ibíd., pág. 10. 

56. M. Heller y R. S. Eisenberg, «Can patents deter innovation? The anticommons 
in biomedical research», Science, vol. 280, págs. 698-701. Véase también M. Heller, «The 
tragedy of the antiCommons. Property in the transition from Marx-to the markets», 
Harvard Law Review, vol. 111, n* 3, enero de 1998, págs. 621-688. Consultable on line 
en: www.unc.edu 

57. C. Hess y E. Ostrom (dir.), Understanding Knowledge as a Commons, op. cit., 
pág. 15. 
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tos técnicos que en las leyes sociales. Las nuevas tecnologías son objeto de 
usos muy distintos, incluso antagónicos y a veces por parte de las mis-. 
mas instituciones, como se puede observar en el caso de las universidades 
norteamericanas, que practican sistemáticamente el depósito de paten- 
tes y al mismo tiempo desarrollan el libre acceso a los cursos online.* 

Tal es la lección que Hess y Ostrom extraen de su análisis del marco 
de los comunes del conocimiento, a pesar una vez más de su punto de 
partida muy naturalista y contra la ideología espontánea de los hackers, para 
quienes la libertad de los intercambios supondría más bien la ausencia de 
reglas. Si dominios importantes del conocimiento han sido ya reducidos 
a elementos mercantiles o están bajo la amenaza de serlo, también con- 
viene destacar con Elinor Ostrom y sus colaboradores que pueden ser 


' reorganizados como comunes en el plano jurídico si se desea liberarlos de 


la lógica propietaria, incluso del dominio directo del capital y la explotación 
comercial. Así, los investigadores que elaboraron la noción de «comunes 
del conocimiento» se basaron, de entrada, en el principio de autoorgani- 
zación de comunidades dessaber que han aprovechado las posibilidades 
de trabajo en común favorecidas por las nuevas tecnologías de la infor- 


' mación y pusieron a punto un conjunto de reglas que permiten el fun- 


cionamiento de tales comunidades. 


Las bases constitucionales de los comunes 
del conocimiento 


La innovación y la productividad intelectuales dependen del reforza- 
miento de las reglas y las normas que aseguran la libertad de circulación 
de los conocimientos y su crecimiento mediante la puesta en común de 
los resultados. La validez de esta afirmación se puede verificar conside- 


- rando algunos ejemplos canónicos de los comunes del conocimiento, 


empezando por internet. Como se sabe, la «red de redes» nació de un 
haz de iniciativas y de reflexiones, entre las cuales, en particular, la ims- 
tauración de una pequeña comunidad de investigadores que establecie- 
ron entre ellos reglas de intercambios igualitarios y recíprocos. Este in- 
ternet primitivo, que era universitario y no mercantil, tomó cuerpo 
principalmente gracias a fondos públicos y en el marco de la investiga- 


58. Ibíd., pág. 10. 
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ción pública. Así, en el texto fundador de los creadores de Arpanet que 
componían el Network Working Group a finales de los años 1960 y co- 
mienzos de los años 1970, se puede leer: «Esperamos promover el inter- 
cambio y la discusión en detrimento de las proposiciones autoritarias». 
Veinte años después, uno de los miembros del grupo fundador escribía: 


«De este modo creamos una comunidad de investigadores en red que ' 


creían profundamente que la colaboración es más eficaz que la compe- - 
tencia». Como advierte con razón Patrice Flichy, no fue la tecnología 
lo que impuso el trabajo universitario en red, sino al contrario, fue la 
decisión de trabajar de un modo cooperativo mediante el intercam- 
bio de informaciones lo que permitió descubrir todas las potencialidades 
de la red de forma no planificada. Este modelo cooperativo, que respon- 
día a las necesidades de quienes lo concibieron, informó las prácticas y 
modeló los útiles que luego se diseminaron mucho más allá de los círcu- 
los de la investigación científica. 

La comunidad universitaria contribuyó a modelar hasta hoy las 
prácticas de cooperación y de intercambio, como se ve por el éxito 
creciente de los sites peer to peer. Si la institución universitaria pudo alo- 
jar así el nacimiento de la red, la doble condición para que ello tuviera 
lugar fue la existencia de una ética cooperativa entre los sabios y de un 
conjunto de reglas, explícitas o no, que impidieron la apropiación ex 
clusiva de los resultados del trabajo en común. En esto, i ternet, por 
nuevo que pueda parecer, es hijo de una vieja tradición, la de la «cien- 
cia abierta». En los años 1940, el sociólogo E Robert 
King Merton había distinguido cierto número de características que 
permiten definir el «ethos de la ciencia», que a su modo de ver condi- 
cionaba el auge del conocimiento. Entre estos componentes éticos, 
junto al universalismo, el desinterés, la integridad moral y el escepticis- 
mo organizado, Merton distinguía el «comunismo», término extraño 
en un sociólogo poco inclinado a la menor simpatía por el régimen de 
este nombre. Lo que él designaba entonces con este término remitía a 
la idea de que la ciencia supone una organización de las relaciones entre 
científicos que haga del conocimiento un verdadero patrimonio co- 


59. R. Braden, Who's Who in the Internet, Request for comments, 1251, págs. 3-4, 
1991. Citado por P. Flichy, «Comment Internet est devenu un marché», en P. Steiner y 
F. Vatin, Traité de sociologie économique, PUF, París, 2009, pág. 479. Disponible en: www. 
iet£org/rfc/rfc1251 
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mún mundial, enriquecido por todos los científicos a medida que sus 
trabajos van avanzando y del que pueden beneficiarse para proseguir 
sús investigaciones. El comunismo, en otras palabras, era para Merton” 
un aspecto esencial de la ciencia abierta, que según él sólo podía desa- 
rrollarse si los investigadores seguían siendo autónomos respecto de los 
poderes económicos y políticos, y si podían conformarse con remune- 
raciones simbólicas y mejoras ordinarias en su carrera.% Es decir, que la 


ciencia era incompatible con las normas del capitalismo, como lo des- 


tacaba él mismo de la forma más explícita. De modo que la financiación 
de la ciencia no debería depender en ningún caso de Ja anticipación de 
resultados, como si se trata de una inversión privada, sino que debía 
estar relacionada con la contribución general de la sociedad o, en su 
defecto, de fondos invertidos por motivos filantrópicos en la investiga- 
ción, sin ninguna contrapartida contractualizada. 

Este ethos de la ciencia, que actuó en la creación de la red, está tam- 
bién en el origen de la constitución, en los años 1980, de bases de datos 
de libre acceso a los investigadores. Los universitarios norteamericanos, 
ante el encarecimiento de las publicaciones científicas, crearon sistemas 


una propiedad común «abierta», o sea, basada en la apertura del código 


60. Según Robert Stallman, la introducción en su laboratorio de ordenadores e 
impresoras Xerox, con su sistema de explotación que estaba prohibido divulgar, «signi- 
ficaba que la primera etapa en el uso de un ordenador era la promesa de no ayudar al 
prójimo». Quedaba prohibida toda comunidad basada en la cooperación. La regla dicta- 
da por quienes tenían el monopolio de un programa propietario era: «Quien comparte 
con su vecino es un pirata. Quien desee la menor modificación debe suplicárnosla». 
Véase «Le projet GNU», loc. cif. 

61. P.Aigrain, Cause commune. L'information entre bien commun et propriété, Fayard, 
París, 2005, pág. 109. 
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fuente.” La Free Software Foundation, creada en 1985 por este infor- 
mático, se dio a sí misma la finalidad, según Philippe Aigrain, de 
«constituir el conjunto de los útiles informáticos necesarios para los 
usuarios generales de la informática, garantizando que dichos útiles 
sean y permanezcan disponibles en un régimen del orden de los bie- 
nes comunes».* 

Tras años de esfuerzos, los programas libres movilizan a centenares 
de miles de desarrolladores y llegan a decenas de millones de usuarios. 
Como se sabe, el sistema de explotación GNU/Linux, empleado en la 
mayoría de las páginas web hoy en día, es resultado de este tipo de co- 
laboración. Otros proyectos de desarrollo han tenido grandes éxitos, 
como Firefox, Apache o Debian. Aigrain destaca igualmente que la 
aportación principal de Stallman fue la protección del proyecto de desa- 
rrollo del sisterna GNU bajo licencia GPL (General Public License), publi- 
cada en 1989, que crea un verdadero común a partir de la definición de 
los derechos y deberes de los usuarios. La comunidad de uso y de pro- 
ducción es protegida y delimitada por un régimen jurídico de la propie- 


dad intelectual común, llamado copyleft, de acuerdo con el término . 


inventado por Don Hopkins, un amigo de Stallman, para destacar la 
oposición al régimen del copyright. Se trata de un concepto general que 
define un conjunto de principios aplicables a las licencias de distribución 
del programa y cuyo objetivo es proteger el derecho, no de un solo 
autor, sino de una comunidad de usuarios-productores. La idea central 
del copyleft es dar permiso a cualquiera para ejecutar el programa, acce- 
der al código fuente, distribuirlo y modificarlo.* Todo el mundo puede 
utilizar los resultados acumulados por la comunidad, también para usos 


comerciales, aportar su propia contribución, pero sin poder reservarse la * 


exclusividad de los desarrollos que son comunes. 
El copyleft utiliza, en suma, la lógica del copyright dándole la vuelta con 
el fin de que sirva para una finalidad opuesta a aquella para la que fue 


62. Tras dimitir de su puesto en el mIT, Richard Stallman instauró, con su proyec- 
to GNU, un sistema de explotación para ordenadores compatible con el sistema utilizado 
por las universidades, llamado UNIX. y 

63. Véase el estudio de M. Clémente-Fontaine, «Sur la valeur juridique de la Li- 
cence publique générale de GNU», Multitudes, n* 5, 2001. 

, 64. Véase M. Xifaras, «Le copyleft et la théorie de la propriété», Multitudes, n* 41 
010. 
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y concebido: no es un modo de restringir el uso de un programa, sino una 
: forma de dejarlo «libre», es decir, no apropiable de modo exclusivo, «para 


| que se beneficie de él toda la comunidad». El copyleft excluye la exclusión, 


i 


1 


i 
i 
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y en esto se distingue, por otra parte, del simple abandono al dominio 
público, ya que impone a los utilizadores una regla de libre acceso a todas 
las modificaciones introducidas. El copyleft no es una negación de la pro- 
piedad, es un uso paradójico del derecho del creador sobre su creación, 
libre de usarlo a su manera, hasta el punto de decidir su modo de distri- 


' bución, con el fin de asegurar el enriquecimiento continuo del común en 
"cuestión. £ Como lo destaca Pierre-André Mangolte, «la cláusula copyleft 
proporciona un marco institucional igualitario y perenne, favorable al 


desarrollo prolongado de los programas libres y la instauración de for- 
mas de producción en cooperación».** En adelante, la gama de licencias 
propuestas por el movimiento de los creative commons permite producir 
comunes en múltiples dominios. Se trata de un sistema de reglas creadas 
por expertos en informática y juristas que hace posible poner a disposi- 
ción de todo el mundo olkras culturales, científicas, artísticas e intelec- 
tuales bajo licencias especiales. Tales licencias crean un derecho particular 
de copyright que obliga, por ejemplo, a mencionar el origen o la paterni- 
dad de una obra, pero hace posible prohibir sus usos comerciales. Es 
oportuno hacer constar aquí hasta qué punto el movimiento de lo «li- 
bre» ha tomado impulso de los estrechos vínculos que se han tejido entre 
los que practican la informática y ciertos teóricos del derecho, amantes 
ellos mismos de las nuevas tecnologías, como James Boyle, Eben Moglen, 
Lawrence Lessig o Yochai Benkler. Esta alianza entre informáticos y ju- 
ristas confirma la idea según la cual los comunes del conocimiento supo- 
nen una arquitectura al mismo tiempo técnica y normativa capaz de re- 
sistir a las estrategias comerciales y a la lógica propietaria. 

Obviamente, el uso de estos programas gratuitos ha sido combatido 
por los grandes oligopolios, que tratan de imponer sus estándares, con la 
excepción notable de IBM, que se apoyó, a partir de 1999, en el movi- 
miento de los programas libres dentro de una lógica comercial. Stallman 


65. Para Mikhail Xifaras, el copylefi no es una alternativa global a la propiedad: «Se 
trata así menos de una subversión de la propiedad que de la neutralización de los efectos 
considerados política y moralmente negativos del exclusivismo». Véase ibíd. 

66. P. A. Mangolte, «Le logiciel libre comme commun créateur de richesses», loc. 


cit., pág. 4. 
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y muchos otros concedieron la prioridad a la libertad de uso y de crea- * 


ción, como lo indica por sí sola la expresión free software. A su modo de 


ver, la propiedad, aunque es un derecho legítimo cuando concierne a un 


bien material, no lo es en el caso de la creación intelectual, que plantea ' 
1 


problemas específicos y muy diversos según los casos. Hay un abuso con- 
traproducente si se extiende la categoría de propiedad a bienes inmate- 
riales como los programas, ya que éstos no son «objetos» sino procesos 
colectivos de escritura, por definición interminables. Así, como lo desta- 


da Mikhail Xifaras, es en nombre de un «utilitarismo particularmente 


altruista y cívico» como Satllman combatió la aplicación del copyright a los 
programas. Las prolongaciones sociales de este movimiento no son me-- 
nos interesantes. Existen ahora comunidades de coproducción digital.de 

todos los tamaños y formas. Es conocido el crecimiento rápido y conti- 


nuo de la enciclopedia W. ikipedia, que se ha convertido, desde su crea- 
ción en 2001, en el ejemplo más visible de estos nuevos tipos de recursos 
colaborativos, con sus millones de artículos, sus cientos de nmullones de 
visitantes y sus cientos de miles de autores. Su principio es conocido: es 
una «enciclopedia libremente distribuible que cada cual puede mejorar», 
como reza su eslogan. En este ejemplo volvemos a encontrar la caracte- 
rística de la cooperación digital, que supone el establecimiento de reglas 
que facilitan la libre difusión de los contenidos, estimulan la escritura de 
los artículos y organizan la vigilancia colectiva de las modificaciones. 


Podríamos mencionar igualmente la rápida expansión de los recursos * 


educativos abiertos (open educational resources), alimentados por institucio- 
nes o docentes que contribuyen a un común educativo mediante cursos 
accesibles online, conferencias, ejercicios o juegos pedagógicos librermen- 
te compartidos bajo licencia creative commons. 


A estos ejemplos clásicos y quizás a veces demasiado repetidos, habría 
que añadir todavía evoluciones más recientes, que convierten esos co- : 
munes del conocimiento en «comunes de fabricación». El movimiento 
pios de la cooperación digital al mundo de la producción material. Com- 


maker, desde mediados de los años 2000, transfiere hoy en día los princi- 
bina las tecnologías de oficina que permiten la autofabricación digital (en 


particular las impresoras 3D) y la colaboración online de los miembros de 
. 67 . a 
la comunidad de makers.” Algunos se complacen en imaginar una pro- 


67. Véase C. Anderson, Makers. La Nouvelle Révolution industrielle, Pearson, Paris, 2012. 
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funda recomposición de la concepción y de la producción de los bienes 
materiales, que se alinearían con la producción de los servicios digitales, 
sin exigir ya la movilización de un capital fijo. En efecto, esta nueva for- 
ma de producción sería individualizada y además sin patentes, y la con- 
cepción de los productos sería «libre». No sólo todo el amplio campo del 
«internet de los objetos» podría regirse de este modo por las reglas de lA 
free, sino también los productos más tradicionales, gracias a la descripción 
digital de los objetos y al mixing colaborativo de los ficheros de datos. 
Aparte de estos ejemplos que alimentan la imaginación y el profetismo, 
habría que referirse a todas las prácticas de compartición de datos, infor- 
maciones u obras en internet, el nacimiento de los media participativos, 
pero también todas las prácticas cooperativas y colaborativas de tamaño 
más reducido, en tomo a centros de interés particulares, que han sido 
favorecidas por la interconexión de los ordenadores individuales, por 
no hablar del crecimiento fulgurante de las redes sociales, que, aun estan- 
do cautivas de lógicas mercantiles, suponen para desarrollarse la puesta en 
común de contenidos por lok internautas. 0 
Internet, por su profusión, por la multiplicidad y la diversidad de sus 
participantes, constituye, sin duda, un conjunto de recursos producidos 
y puestos en común por internautas que dan y reciben en la modalidad 
' del don recíproco. Pero ¿acaso hace todo esto de la red, como se pregun- 
ta Mikhail Xifaras, ese espacio liberado y emancipador que nos desemba- 
razará de la propiedad privada y nos hará pasar del capitalismo cognitivo 
al «comunismo informacional»? La característica de esos movimientos, y 
én particular del free software, es que han encontrado una gama de protec- 
ciones jurídicas para evitar los efectos negativos de la dimensión de ex- 
clusividad constitutiva de una propiedad intelectual que tiende a impo- 
nerse como el derecho usual en todo el campo de lo inmaterial. E 
licencias del programa informático libre y del open source constituyen asi 
la base constitucional del común del conocimiento en todas sus formas, 
- desde el Arte libre hasta el open access de los universitarios y los investiga- 
dores, y revelan ser la condición matricial de una creación de riqueza 
colectiva por una comunidad de usuarios.* La cuestión que se plantea es 
si la respuesta de los partidarios del free software y del open source a la ex- 
tensión de la propiedad intelectual es un modelos generalizable que per- 


A 


68. Ibíd., pág. 5. 
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mita contrariar el dominio de la lógica propietaria, no sólo en el dominio 
digital e informacional, sino en todos los sectores de la producción, y dar 
forma a una sociedad de un nuevo tipo. 


¿Una nueva ética generalizable? 


Los teóricos del «espíritu hacker dan mucha importancia a la ampliación 
práctica del ethos de la ciencia abierta a la escritura de los programas y la 
oposición en acto a nuevas enclosures.P Para muchos comentaristas, que 
a menudo son proclives a extrapolar cierto número de tendencias obser- 
vables, la ética y la estética de los hackers estarían cambiando la economía 
y la sociedad. Un «hacker», término que designa tanto a un programador 
apasionado como alguien dotado para la informática, no sería un lobo 
solitario que actúa por su propia cuenta, ni un simple geek preocupado 
tan sólo por los rendimientos de su máquina.” En la jerga, «el término 
hacker da a entender la adhesión a la comunidad global definida por la red 
y el respeto de la ética propia de dicha comunidad».” La hacker ethics, tal 
como se expone cierto número de obras, tiene varias dimensiónes. Se. 
basa en cierto efhos de la alegría, un compromiso en favor de la libertad, _ 
una relación con la comunidad orientada hacia. el «don generalizado»... = 
Dicha ética no proviene de la influencia de un gurú. Es más bien, según 
la encuesta de Gabriella Coleman, antropóloga norteamericana que estu- 
dió el mundo de los hackers en los Estados Unidos durante los años 2000, 
una construcción progresiva que se ha ido haciendo a medida que avan- 
zaba la extensión de la práctica colaborativa y a medida también que ésta 
topaba con trabas muy concretas instauradas por la lógica propietaria. 
Esta ética, sin embargo, no parte de la nada, ha heredado al menos en 


69. E.'S. Raymond distingue cuidadosamente el hacker (originalmente, el que fabri- 
ca muebles con hacha), apasionado por la programación, y el cracker, que es el pirata in- 
formático. Véase E. S. Raymond, CyberLexis, le dictionnaire du jargon informatique , Mas- 
son, París, 1997, pág. 148. El cracker también es llamado dark-side hacker, en el modelo del 
Darth Vader de George Lucas (el «lado oscuro de la Fuerza»). 

70. El medio de los desarrolladores es en realidad más diverso de lo que reconocen 
los teóricos del hacking. La división entre los partidarios del software libre y los del open 
source, que visto desde fuera parece enigmática, distingue dos actitudes muy diferentes. 
La primera apunta más a poner de relieve los valores estructurantes del medio. 

71. E. S. Raymond, CyberLexis, op. cit., pág. 148. 
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parte valores de la contracultura de los años 1960, lo que ayudó a con- 
vertir un útil técnico en un proyecto social y político del ciberespacio.” 
Fueron a menudo antiguos hippies de California quienes alimentaron el 
imaginario de «comunidades virtuales» creadas sobre la base de encuen- 
tros que cada uno puede tener a partir de su ordenador personal. Estas 
comunidades no se reúnen ya solamente a partir de intereses eleva- 
dos, como era el caso en los inicios de internet, sino en función de gustos 
comunes en materia de música o de literatura, por ejemplo. 
Parta el filósofo Pekka Himanen, el espíritu hacker es una nueva ética 
del trabajo que hace pasar la búsqueda de la eficacia y de la ganancia a 
' segundo término, tras la pasión y la solidaridad.” Algunos no dudan 
- a trazar el retrato del hacker como «anti-homo economicus».”* En oposición 
al trabajador alienado de la industria, el hacker sería un artista de lo común 
que no tendría ninguna pretensión al genio inspirado y solitario del ro- 


manticismo. Se inscribiría en una dinámica estética colectiva, cuya justi- 


ficación algo idealizada no deja de recordar los discursos de los grupos de la 
/ vanguardia artística en el siglejxx.” Esta nueva ética del trabajo, de acuerdo 


con Himanen, estaría suplantando la moral puritana hecha dé sacrificio y 
de renuncia, y se difundiría progresivamente por toda la economía, hasta” 
el punto de dejar entrever un nuevo espíritu general capaz de remodelar 
un sistema económico de un nuevo tipo. 

Gabriela Coleman resume así la estética hacker. «Los hackers tienden a 
valorizar el juego, la farsa y la habilidad, a menudo tratan de hacer juga- 
rretas mediante la manipulación del código fuente o gastar bromas, O 
bien, mezclando ambas cosas, escribir un nuevo código lleno de hu- 
mor».” Stallman fue uno de los primeros en destacar esta dimensión de 


72. P. Flichy, «Comment Internet est devena un marché», loc. cit., pág. 472. 

73, P. Himanen, L'Éthique hacker et l' Esprit de Pinformation, Exils, París, 2001. 

74. Véase H. Rheingold, The Virtual Communauty. Homestending on the Electronic 
Frontier, Harper Perennial, Nueva York, 1994, y más recientemente Y. Benkler, La 
Richesse des réseaux. Marchés et liberiés d Vheure du partage social, Presses universitaires de 
Lyon, Lyon, 2009. 

75. S. Dussolier, «Open source and copyleft. Authorship reconsidered?», Columbia 
Journal of Law and Arts, n* 26, 2002-2003, pág. 281 y sigs. 

76. Para un análisis crítico de esta clase de extrapolación sociológicamente poco 
fundada, véase S. Broca, «Du logiciel libre aux théories de Pintelligence collective», Tic 
€ société, vol. 2, n” 2, 2008. ] 

77. E. G. Coleman, Coding Freedom. The Ethics and Aesthetics of Hacking, Princeton 
University Press, Princeton, 2013, pág. 17. 
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alegría compartida en la práctica del hacking.” El juego creativo es 5 la d 
en su comunidad, capacidad aa reírse de sí mismo, ser travieso y hábil. 
Este aspecto da a su actividad características deliberadamente opuestas al 
trabajo obligatorio que predomina en la sociedad capitalista. La actividad 
de hacking; basada en la pasión y no en la obligación, rompería la fronte- 
ra entre el tíabajo y el ocio, haciendo de este último, no ya un tiempo de 
pasividad y de aislamiento, sino un momento de actuación colectiva. 
Aunque el humor, siempre vinculado a performances, en el sentido 
estético del término, se plantea como rasgo característico de estas comu- 
nidades, el medio se habría constituido igualmente en torno a valores 
fundamentales propios de un liberalismo radical. La libertad de expre- o 
sión, la libertad de asociarse y la libertad de acceder a la información y a ' 
la cultura son para el medio hacker principios fundamentales e intangibles. | 
Para decirlo de otro modo, el movimiento hacker arrojaría contra el neo- 
liberalismo y la ideología de la propiedad, como un boomerang, el princi- 
pio de la libertad de expresión que está en la base del liberalismo. El es- 
logan hacker code is speech significaría que el desarrollador de un programa 
debe gozar de las mismas libertades que cualquier ciudadano. Si no dis- 
pone de ellas debido a la apropiación privada, es porque la palabra no es 
libre. Como lo recuerda Himanen, «la libertad de expresión y el respeto 
de los datos personales constituyen principios esenciales para los hackers».” 
Es en este sentido que habría que ver en el espíritu hacker un resurgi- 
miento de los movimientos norteamericanos en favor de la protección y 
la extensión de las libertades civiles fundamentales, amenazadas o violadas ' 
por las agencias de vigilancia policial y los oligopolios en la web. La crea- 
ción de la Electronic Frontier Foundation (EFE) por Mitch Kapor y John: 
Perrey Barlow en 1990 constituye un mómento clave en la definición de 
los ciberderechos y en la defensa de la independencia del ciberespacio. La 
sensibilidad política del medio se ha reforzado a medida que el control de 


78. R. Stallman, «On Hacking», disponible en: http://stallman.org. Stallman escri- 
be: «Es dificil dar una definición simple de algo tan variado como el hacking, pero me 
parece que estas actividades tienen en común el sentido del juego, la habilidad y la ex- 
ploración. Así, el hacking implica la exploración de los límites de lo posible en el espíritu 
de la habilidad gozosa. Las actividades que suponen esta habilidad gozosa tienen un hack 
value», 

79. P. Himanen, L'Éthique hacker et Esprit de Vinformation, op. cit., pág. 94. 
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la red se convertía en un asunto fundamental para los poderes estatales, 
totalitarios o «liberales». La estrecha alianza entre las grandes empresas de 
la red y los Estados han hecho del ciberespacio un espacio de vigilancia 
donde potencialmente ya no existen límites a la intrusión de los poderes 
en los datos e intercambios personales.” 

Así, la ética hacker constituiría una actualización de los ideales del 
liberalismo moral y político más tradicional, mucho más que una prefi- 
guración de un comunismo informacional. Además, tendría un tinte 
libertario surgido de la contracultura de los años 1960 y 1970. La crea- 
tividad sólo sería factible en el contexto menos reglamentado y menos 
jerárquico posible. Es lo que muestra, por ejemplo, Eric Raymond en 
un conocido texto de la literatura clásica hacker, donde opone la creati- 
- vidad del «bazar» cooperativo a la «catedral» de las empresas informáticas 
clásicas. De un modo muy corriente en la literatura hacker, la horizon- 
talidad, la igualdad y la mayor libertad son presentadas como los princi- 
pales recursos de las redes colaborativas y regularmente contrapuestas a 
la obsesión de la prescripcióó y el control de las empresas y de las admmi- 
nistraciones.*! Sin duda, la cosa no es tan simple y a menudo el trabajo 
de coordinación y de selección de las contribuciones es asegurado por 
una jerarquía informacional, incluso por un «dictador benevolente» (be- 
nevolent dictator), de acuerdo con el término que sirve para designar a los 
líderes de proyectos cooperativos, como Linus Torvalds. Aunque es 
preciso tomarse con prudencia estas formas de idealización del medio y 
de sus prácticas, ? también habría que preguntarse si esta ética, alimen- 
tada por una literatura cuyo objetivo es tanto describirla como cons- 
truirla, no traduce, sin embargo, un conjunto de normas difusas de 
ayuda mutua y de solidaridad que inhiben con bastante fuerza los com- 
portamientos oportunistas del free riding. En este sentido, la ética hacker 


80. El movimiento hacker tiene ya, en cierto número de países, un papel muy acti- 
vo en la movilización cívica y política en favor de las libertades. Tal es el caso en Túnez, 
con el hackerspace militando contra el secreto, arma de la dictadura, a favor del open gov. 
Véase É. Auffray, «Stallman et le “libre”, champions de Tunis», Libération, 6 de mayo de 
2012. a 
31. E. S. Raymond, «The Cathedral and the Bazaar». Disponible en: www.unters- 
tein.net. Sobre este punto, véase también P-A. Mangolte, «Le logiciel libre comme 
commun créateur de richesses», loc. cit., págs. 10-13. 

82. Para una síntesis de los trabajos sobre las prácticas cooperativas, véase S. Broca, 
LUtopie du logiciel libre, op. cit., pág. 131 y sigs. 
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desempeña un poco la misma función que las normas colectivas que 
fundan el establecimiento de las instituciones y las reglas en el caso de 
los comunes naturales. Lo que podemos resaltar, en resumen, sea cual 
sea el grado a veces considerable de extrapolación que se encuentra en 


los comentarios, es que las prácticas que se han desarrollado en el domi- ' 


nio de los programas libres, de los media participativos, los sites colabo- 
rativos O las bases de datos compartidas, etc., han mostrado que los 
factores sociales, cívicos y éticos desempeñan un papel fundamental en 


la creatividad intelectual y estética requerida para la producción digital - 


de algunos bienes y servicios. Y esta demostración práctica se ha llevado 


a cabo contra la concepción dominante, de acuerdo con la cual sólo * 


resulta eficaz el estímulo financiero garantizado por la propiedad en el 
dominio del conocimiento. 


«Libre» y «común» 


La libertad debe ser entendida, de acuerdo con una expresión ya fa- 
mosa de Stallman, no en el sentido de free beer, sino en el de free speech. 
Los autores que cuentan en el medio, como el jurista norteamericano 
Lawrence Lessig, hacen de la libertad, definida como ausencia de regla- 
mentación por el mercado o el Estado, el nec plus ultra del movimiento 
de los programas libres y, más generalmente, de la movilización en favor de 


An internet creativo, considerado un «común de la innovación».* Un 
.recurso libre'es, según Lessig, un recurso a disposición de todo el 


mundo **Lessig, al'igual que Stallman, por otra parte, considera que la. 


lucha ya no es entre el mercado y el Estado, sino entre la propiedad ex- 
clusiva de la información y el conocimiento y el recurso libre de acceso. 
Internet es, pues, el mejor ejemplo de este recurso libre, es decir, poseído 
en común. ¿Significa esto que con los comunes del conocimiento esta- 
ríamos, al revés de lo que ocurre con los comunes naturales, en un uni- 
verso que no debería ser regido por ninguna norma ni ley? Es fácil con- ' 
fundir lo que significa surfear de un site a otro, tomando lo que uno | 
quiere, con la coproducción de conocimientos e informaciones. Ciertos 
autores parecen muy lejos de las lecciones de Ostrom cuando hacen del 


83. L. Lessig, L'Avenir des idées, op. cit., pág. 29. 
84. Ibíd., págs. 16-17. 
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* open access una nueva terra nullius de la que podría apoderarse cualquiera 
para cualquier uso.* 

Podemos preguntaros si esta insistencia, dentro del movimiento de los 
programas libres, en las libertades de uso, difusión y modificación, que 
supuestamente darían lugar a una free culture, no tiende a ocultar lo prin- 
cipal, que es la constitución de comunidades de coutilizadores y de co- 
productores. Porque el movimiento «librista» no es sólo la reiteración de 
las utopías de la libre circulación de la información y de la transparencia 
generalizada permitidas por la informática. Actuar de modo tal que el 
fruto de la colaboración de cientos o de miles de internautas no pueda ser 
objeto de apropiación exclusiva por ninguno de los miembros de la co- 
munidad, sino, por el contrario, utilizado y modificado por todos, tal es 
el alcance de la libertad y de la apertura que construyen las reglas de este 
modo de compartir. 

Un común del conocimiento supone reglas, variables según la tarea 
colectiva a realizar, según las competencias requeridas, según el tamaño 
de la comunidad. La seleccign de los miembros, la coordinación de las 
contribuciones, la recogida de fondos necesarios, la conservación de los 
archivos, todo ello supone un verdadero trabajo de construcción de cada 
común para que sea duradero y productivo. Conviene añadir que las 
reglas de apertura pueden cambiar de un proyecto cooperativo a otro. 
Mientras que Wikipedia autoriza una apertura a la colaboración bastante 
amplia, hay otros proyectos en los que los desarrolladores son selecciona- 
dos con criterios más estrictos, de acuerdo con sus competencias y su 
adhesión a la filosofía del programa libre. Esto es lo que se desprende de 
la descripción por Simon Broca de la constitución del proyecto del siste- 
ma de explotación Debian, que tiene las relaciones más estrechas con la 
arquitectura de los comunes naturales analizados por Elinor Ostrom y su 
equipo, en particular por la distinción que en él se establece entre el pla- 
no de las reglas constitucionales y el de los procedimientos operativos, o 
también por la instauración de una instancia de resolución de los conflic- 
tos (el Technical Commitee) *% 

Lo que sin duda resulta más engañoso en la interpretación de la «liber- 
tad» de internet es el olvido de la serie de reglas incorporadas por el sis- 


85. Y. Moulier-Boutang, «Droit de propriété, terra nullius et capitalisme cognitif», 
Multitudes, n* 41, 2010. 
86. S. Broca, L'Utopie du logiciel libre, op. cit., pág. 145. 
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tema tecnológico en cuanto tal, sistema que facilita o dificulta ciertos 
modos de intercambios y de trabajo en común. Según una fórmula de 
Lessig, «el código es la ley». Por código, o arquitectura, hay que entender | 
el conjunto de los principios e instrucciones contenidos en las infraes- 
tructuras materiales y digitales que constituyen la estructura de la web, 
cuya característica inicial fue carecer de control central y poder, en con- 
secuencia, desarrollarse en función de las aplicaciones y los contenidos : 
que cada cual puede aportar. Según Lessig, «el sisterna está construido y ' 
estructurado para permanecer abierto a toda innovación que se presen- 
te». Como él había destacado en su primera obra, en 1999, no hay nada 
«natural» en el ciberespacio, todo allí es elección, todo está construido de * 
acuerdo con cierta lógica que favorece la libertad de circulación de las . 
informaciones».* Ahora bien, el código, que es el verdadero regulador ' 
del sistema, puede cambiar.” Uno de los principios arquitecturales más 
importantes descansa en los protocolos TCP/1P, que permiten que los in- 
tercambios de datos se produzcan sin que las redes tengan conocimiento 
de sus contenidos y sin que se puedan aportar datos a los expeditores. 
Esta arquitectura elemental inicial hacía imposible que un agente pode- 
roso, Estado o gran empresa de telecomunicaciones, reglamentara las 
interacciones entre internautas, ya que, de acuerdo con el principio end- 
to-end, el desarrollo de los intercambios de datos y de internet en general - 
se hacía fuera de toda interferencia central. El otro principio importante. | 
era el de la perfecta «neutralidad» de la red, un principio que concierne a : 
la circulación de los «paquetes» de datos en las redes. Decir que internet 
se construyó sobre un principio de neutralidad significa que todos los : 
paquetes son tratados de forma estrictamente igual, sea cual sea su conte- 
nido.” Esta condición, evidentemente, se ve amenazada por el peso de 
los oligopolios de internet que, concentrándose y estableciendo alianzas, 
podrían llegar a transformar radicalmente el ciberespacio de acuerdo con 
una lógica mercantil facilitada por la acumulación de los datos sobre los 
internautas y guiada por la búsqueda de la ganancia publicitaria máxima. |: 


87. L. Lessig, L*Avenir des idées, op. cit., pág. 53. 

88. L. Lessig, Code and other Laws of Cyberspace, Basic Books, Nueva York, 1999, 

89. Véase el artículo de L. Lessig, «Le code fait loi. De la liberté dans le cyberespa- 
ce». Disponible en: www.framablog.org 

90. Véase V. Schafer y H. Le Crosnier, La Nentralité du net. Un enjeu de communica- 
tion, CNRS éditions, París, 2011. 
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Lessig, a finales de los años 1990, había advertido el modo en que los 
gobiernos y las grandes empresas empezaban a transformar el código de 
internet para controlar el ciberespacio de acuerdo con sus intereses, cada 
vez más entrelazados. La identificación del internauta, la recolección de 
informaciones personales, el espionaje generalizado por parte de las em- 
- presas y las agencias de información, todo ello se ha superpuesto al «có- 
' digo primitivo» y ha modificado la naturaleza del ciberespacio. Luchar 
. por la libertad en internet es, por lo tanto, defender la libertad personal 
* contra la doble amenaza del poder de las empresas y la vigilancia guber- 
namental. Pero es también defender un espacio de puesta en común no 
regido por la lógica del mercado y la censura política del Estado. 


La ilusión del «comunismo tecnológico» 


Cierto número de comentaristas, a partir de observaciones parciales y de 
consideraciones generales sobre el conocimiento, ven ya en el despliegue 
de internet el advenimiento cércano de un comunismo informacional ge- 
neralizado. En un texto que parodia bastante hábilmente el Manifiesto comu- 
nista, Eben Moglen, profesor de derecho en la Columbia University Law 
School, plantea que la lucha de clases se ha desplazado al terreno del cono- 
cimiento y opone ahora a los «creadores», aliados de los trabajadores, la 
clase propietaria. Uno de los aspectos interesantes de este texto consiste en 
que reproduce la tensión que encontramos en Marx entre una ley de la 
historia, que llevaría necesariamente a una sociedad emancipada, y un aná- 
lisis de las relaciones antagónicas entre las clases, que no permite en sí mis- 


mo designar un vencedor antes del final de la lucha. Así es como lo escribe: - 


El avance de la sociedad digital, cuyo promotor involuntario es la burguesía, 
reemplaza el aislamiento de los creadores, debido a la competencia, por su 
combinación revolucionaria, debida a la asociación. [...] La propia red, libe- 
rada del control de los difusores y otros propietarios de banda pasante, se 
convierte en el locus de un nuevo sistema de distribución, basado en la aso- 
ciación entre homólogos sin control jerárquico, que reemplaza al sistema 
rígido de distribución de la música, del vídeo y otros bienes inmateriales.” 


91. E. Moglen, «The dotCommunist Manifesto», enero de 2003. Disponible en: 
www.gibello.com. 
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Las comunidades de internautas serían la prefiguración de una nueva 
organización social y política, basada en la cooperación generalizada que 
la conexión en red de los ordenadores hace posible. 

Este planteamiento a menudo resulta ambiguo. Tenemos derecho a . 
preguntarnos, al leer a los autores que defienden este género de tesis, si el 
advenimiento de la sociedad comunista depende de un movimiento so- ' 
cial poderoso, que se dotará de instrumentos de lucha y creará nuevas 
instituciones que correspondan a los principios de una sociedad basada en 
la cooperación, o si las transformaciones del capitalismo y las necesidades 
de la creación de valor en la economía del conocimiento conducirán por : 
sí solas a la sociedad comunista reticular. Así, podemos encontrar mezcla- i 


* das, en los mismos autores, ambas lógicas a un tiempo. Hardt y Negn 


eluden, sin duda, el determinismo tecnológico cuando ven el porvenir 
de la sociedad en una extensión del movimiento de los programas l1- 
bres y hacen de la open source la matriz de la futura sociedad: «Se puede 
ver, pues, la democracia de la multitud como una sociedad open source, es 
decir, una sociedad cuyo código fuente es revelado, de tal forma que 
permite a todos colaborar en la resolución de sus problemas y crear pro- 
gramas sociales que funcionen mejor».” Aunque en tal concepción si- 
gue existiendo un gran riesgo de asimilar la política a la resolución de 
problemas técnicos, es posible imaginar, de todas formas, que la sociedad 
futura tendrá que surgir de un combate político que conseguiría imponer 
lo «libre» y lo «abierto».? 

Para otros autores, o para los mismos, pero en otros momentos, el 
modelo cooperativo triunfará sin dificultad gracias a una lógica inma- 
nente al propio capital, que funcionaría cada vez más basándose en las 
redes y crearía valor captando la libre cooperación de los cerebros, pro- 
ductora del conocimiento colectivo. De acuerdo con esta tesis, las 
empresas buscan captar las externalidades positivas engendradas por la 
comunicación social y la cooperación cognitiva, convertidas en fuentes 
principales de creación de valor económico. Este capitalismo cognitivo, 
que encuentra en la explotación del trabajo colaborativo de los progra- 


92. M. Hardt y A. Negri, Multitude, op. cit., pág. 385. (Trad. cast.: Multitud: guerra y 
democracia en la era del imperio, Debate, Barcelona, 2004.) 

93. Véase S. Broca, L'Utopie du logiciel libre, op. cit., pág. 97 y sigs. 

94. Véase por ejemplo M. Lazzarato, Les Révolutions du capitalisme, Les Empécheu- 
ts de penser en rond, París, 2004, pág. 115 y sigs. 
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mas libres una especie de prototipo económico, se extiende a medida 
que las empresas comprenden la importancia económica de las comuni- 
dades virtuales. Con este nuevo modo de producción, basado en la in- 
terconexión de las inteligencias vía la red, se crearían las condiciones de 
una superación del capitalismo.” André Gorz ha caído a veces en esta 
trampa tecnicista cuando ha sostenido, por ejemplo, que «el ordenador 
revela ser el útil universal, universalmente accesible, mediante el cual 
todos los saberes y todas las actividades pueden, en principio, ser puestas 
en común».* Volvemos.a encontrar aquí formas utópicas a veces-anti- 
guas, cuyo prificipio recurrente consiste en extrapolar los efectos de 
ciertos sistemas de organización o de dispositivos técnicos para hacer 
de ellos modelos de organización de la sociedad. Ya sea la organización 
industrial en Saint-Simon, ya sea la cibernética un siglo más tarde en 
Norbert Wiener, se trata en cada ocasión de formas económicas y téc- 
nicas que sirven como punto de apoyo para proyecciones futuristas de 


reorganización social completa. 


$ 


Los «comunes del conocimiento» 
vistos desde el capital 


Si se consulta el discurso del management, se ve que el capitalismo cone-_ 


xionista, desde hace más de una década, ha tomado la senda de lo común. 
El poder capitalista está renovándose mediante la utilización de las nuevas 
tecnologías y la instrumentalización comercial de la necesidad de unirse, 
comunicarse e inventarse en común. Esto no demuestra el carácter inelu- 
díble del advenimiento de lo común por la vía del capitalismo cognitivo, 
sino más bien la capacidad de las empresas para sacar provecho de todo 
lo que se presente, construyendo cuasi-comunes comerciales o en el ámbi- 
- to del management, internos y externos. Una abundante literatura de em- 
' presa demuestra todos los esfuerzos que se hacen hoy en día para encon- 
trar y elaborar dispositivos que permitan Crear un sucedáneo de común 


95. Volveremos a comentar con más detalle, en el capítulo siguiente, esta concep- 


ción de lo común. 
96. A. Gorz, L'Immatériel. Connaissance, valeur et capital, Galilée, París, 2003, 


pág. 21. 
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directamente ajustado a las finalidades capitalistas.” Aunque no resulta 
nada evidente eso de crear cooperación en la empresa, tal debe ser, sin 
embargo, la tarea primordial de los nuevos managers, afirma Olivier aña 
La inteligencia colectiva. yla administración del conocimiento son iS 


dos recursos fundamentales del rendimiento de las empresas.*% El manage- lija 


ment de la inteligencia colectiva «favorece un nuevo arte de trabajar jun- 
tos basado en compartir, en la ayuda mutua intelectual y la cocreación» 
> 


sostiene Zara ingenuamente.” Se trata de sustituir el command and control ; 


por el connect and collaborate.. 

Este management de la cooperación, típico del «nuevo espíritu del ca- 
pitalismo» descrito por Luc Boltanski y Eve Chiapello'” choca claramen- 
te con el límite que constituye la propia finalidad de la empresa —la 
rentabilidad— y los métodos que hacen del estímulo estrictamente indi- 
vidual a «hacer carrera» y a disponer de un salario mayor el no va más de 
la motivación de los asalariados.'% Para Olivier Zara, la cooperación en 
la empresa pos nada de espontáneo, supone estímulos, útiles, modos 
de organización específicos, todo un arte que el manager debe dominar 
cada vez con mayor precisión. Pero esta cooperación organizada no tiene 
nada que ver con la democracia: «Las empresas no son democráticas (sal- 
vo excepciones) y para su supervivencia, su desarrollo duradero, es prefe- 
rible que las empresas no sean democráticas».'% La nueva gobernanza capita- 


lista consiste en hacer producir lo común «internamente», movilizando 
ideas y conocimientos de los «colaboradores»; sin dejar que nadie crea 


que los asalariados pueden participar, por poco que sea, en la decisión 


: se e de Hagel HI y A. G. Armstrong, Bénéfices sur le net, Editions d' Organisa- 
tion, París, , y J. Hagel II y M. Singer, Valeur sur le net, Éditi 8 isati 
O net, tions d'Organisation, 

98. O. Zara, Le Management de Pintelli ¡ 
, isence collective. Vers 
a as une nouvelle gouvernance, 
99. Ibíd., pág. 26. 
100. Ibíd., pág. 29 y 30. 
ai L. Boltanski y E. Chiapello, Le Nouvel Esprit du capitalisme, Gallimard, París, 
102. o T. Coutrot, L'Entreprise néolibérale, nouvelle utopie capitaliste? , La Décou- 
verte, París, 1998. Obviamente, conviene no creer a pies juntillas lo que se dice acerca 
de «nuevas» problemáticas en el ámbito del management, que indican tendencias, no 
realizaciones acabadas. 


103. O. Zara, Le Management de Pintelligence collective, op. cit., pág. 229 (la cursiva es 
nuestra). 
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colectiva. La novedad está menos ahí que en el marketing, quel busca e cons- 
sú volumen y de la densidad de los sinculos eublecdos: entre ellos, una 
parte muy importante del valor financiero de la empresa. 

Los profesionales del marketing se han habituado desde hace tiempo a 
recolectar informaciones personales sobre el perfil de los clientes, cons- 
tituir bases de datos sobre los consumidores para poder dirigírseles indi- 
vidualmente sugerencias publicitarias y a alquilar sus ficheros a otras em- 
presas. Las prácticas de los especialistas en marketing van cada vez más 
hacia la organización de la «base constitucional» de su propio desarrollo. 
La empresa ya no sólo tiene que. seducir a un mercado hecho de átomos 
pasivos que no se conocen ni intercambian entre ellos, debe construir un 
«capital-cliente», es decir, una comunidad de consumidores invitados a 
entrar en universos de marcas, a participar en la definición de los produc- 
tos, a convertirse en coproductores de la i innovación. Contrariamente a 
una visión ingenua que haría del capital un simple captor parasitario de la 
libre conexión de los cerebrás, nos enfrentamos más bien a estrategias de 
marketing cada vez más elaboradas que organizan la cooperación gratuita 
de los clientes. Se trata de fidelizarlos, de dar un sentido más colectivo a 
su consumo, pero también, cada vez más, de explotar las informaciones 
que pueden aportar sobre ellos mismos o sobre los asalariados con los que 
están en contacto, o, mejor aún, suscitar la creatividad que puede llegar 
a tener un conjunto de personas con competencias distintas y, finalmen- 
te, aprovecharse de un trabajo en gran medi da voluntario y gratuito. Tal 
es el recurso del crowdfunding, que se basa en la colaboración gratuita y 
espontánea de los usuarios para evaluar los productos, para proponer 
productos nuevos o mejorar los servicios de venta o posventa, A través 
de internet, como escribe Jeff Howe, «la gente común, que usa su tiem- 
po libre para crear contenido, resolver problemas o incluso hacer I+D 
institucional, [se ha convertido en] una gran reserva de mano de obra 
barata». 

La clave del éxito empresarial residiría ahora en la capacidad de cons- 
truir un común comercial, de creer en los «gurús» del management. Según 
John Habel y Arthur Armstrong, una empresa debe apoyarse en la orga- 


104. J. Howe, «The rise of crowdsourcing», Wired, n* 14, junio 2006. Disponible en: 
urww.wired.com. Citado por S. Broca, L'Utopie du logiciel libre, op. cit., pág. 117. 


e ica see y a dpi 


CRÍTICA DE LA ECONOMÍA POLÍTICA DE LOS COMUNES 


207 


nización de «comunidades virtuales con finalidad lucrativa», verdaderos 
vectores de beneficios en la nueva economía. Las comunidades virtuales 
no son ya aquí los espacios de libertad en los que se comparte, imagina- 
dos por los herederos de la contracultura, sin formas comerciales nuevas. 


La estrategia ganadora consiste, para las empresas, no en conformarse con | 
informar sobre sus productos en las páginas web, sino en crear comuni- ! 
caciones entre sus clientes a partir de un centro de interés común relacio-. 


nádo con los productos que se trata de venderles o los servicios qué lós 
consumidores pueden hacerse entre ellos, generando una comisión para 
el intermediario. La construcción por parte de las empresas de tales co-! 
munidades se impone debido a la ley de los rendimientos crecientes, que | 
significa que «cuanto más vendes, más vendes», principio que aseguró el i 
éxito de Microsoft o más tarde de Facebook.!'% | 
En estos mercados de rendimiento creciente, hay que ser el primero. 
para beneficiarse plenamente de una dinámica monopolística que puede 
ser fulgurante, a la manera de empresas organizadoras de las redes sociales, 
como Twitter.!* Estos ejemplos muestran hasta qué punto la comunidad 
de consumidores determina el valor de la empresa, o mejor aún, “hasta 
qué punto la comunidad virtual permite bajar los costes de producción 
mediante el uso de una mano de obra gratuita. Este convertirse la comuni-: 
dad en capital se debe al modo en que la lógica de la red es instrumenta-. 
lizada por el marketing. Cuanto más amplia es la red, mayor es el valor 
financiero de la empresa. Según Hagel y Armstrong, la regla del juego' 
consiste, para el organizador de la comunidad virtual comercial, en «ex- | 
plotar el valor que sus miembros representan».1” 


Los consumidores de bienes o de servicios, que alimentan mediante ! 


sus evaluaciones, consejos o informaciones los contenidos de las páginas 
web o fórums de las empresas, también puede participar en la investiga- . 


ción y el desarrollo de los productos. El consumo se convierte en .Br9- 


ducción o coproducción de la mercancía; los. consumidores- 
convierten en 'coproductores voluntarios y gratuitos de li innovación, de 


105. Véase J. Hagel II y A. G. Armstrong, Bénéfices sur le net, op. cit., pág. 19. 

106. Hay que darse prisa: «quienes aspiran al papel de fundador o de propietario de 
comunidad deberán lanzarse deprisa y con decisión para tener las mejores oportunidades 
de ser los primeros en reunir una masa crítica de miembros en un dominio dado». Véase 
Ibid. pág. 95. 

107. Ibíd., pág. 77. 


COMÚN 


208 


acuerdo con un esquema que ha sido teorizado por Eric von Hippel:1% 
la innovación es producida, cada vez más, por comunidades compuestas 
de personas con competencias diferenciadas, siendo esta diversidad, pre- 
cisamente, la fuente de fecundidad creadora. En opinión de algunos, el 
modelo de proyecto colectivo online sustituirá al menos en parte, para la 
elaboración del producto, a la empresa clásica, porque permite ahorros 
sustantivos en costes, recurriendo para la parte de I+D a un componente 
de trabajo gratuito aportado por la comunidad que se constituye sobre la 
base de alguna pasión o interés. En la «wikinomics», palabra forjada por 
Don Tapscott y Antony D. Williams, los consumidores rebautizados 
como «prosumidores» reunidos en comunidades online «participan en la 
creación de los bienes y servicios en vez de conformarse con consumir 
productos acabados».'” Se abre según ellos una nueva era en la que cien- 
tos de miles de individuos participarán voluntariamente en la producción 
de riquezas de las que podrán apropiarse las empresas. Como afirman con 
bastante ingenuidad Tapscott y Williams, asistiremos a la instauración de 
«modelos que antes eran sájo sueños». 

Para las empresas, la situación sería la siguiente: «explotar el nuevo 
modo de colaboración o morir», y esto las obligaría a modificar radical- 
mente su organización.'" Esta extensión del campo de la organización 
cooperativa por parte del capital tiene como objetivo el uso productivo 
del tiempo y de las motivaciones que van más allá del tiempo de uso de 
la fuerza de trabajo asalariada. El tiempo libre de los asalariados, de los 


jubilados o de los estudiantes se convierte en tiempo productivo volun- 


tario. El consumo y el ocio se integran al tiempo de producción de las 
mercancías. Yann Moulier-Boutang se equivoca cuando se arriesga a 
decir que «la inteligencia- empresarial consiste ahora en convertir la rique- 
za ya presente en el espacio virtual de lo digital en valor económico».'*" 
Todo indica que la «inteligencia empresarial» consiste más bien en cons- 
truir la cooperación gratuita de los clientes, en producir conocimiento 


108. Véase E. Von Hippel, Democratizing Innovation, MIT Press, Cambridge, 2005. 

109. D. Tapscott y Anthony D. Williams, Wikinomics. Wikipédia, Linux, YouTube, 
comment Pintelligence collaborative bouleverse l'économie, Pearson-Village mondial, París, 
2007, pág. 1. 

110. Ibíd., pág. 14. 

111. Y. Moulier-Boutang, op. cit., pág. 167. Para un comentario de este punto, véase 


el capítulo siguiente. 
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inédita de los consumidores-usuarios. 2 E 


Tenemos derecho a preguntarnos si las empresas que se anexionan 
estas comunidades online y que «entrevén ya los verdaderos dividendos 
de las capacidades y el genio colectivos», podrán seguir aprovechán- 
dose por mucho tiempo de esta mano de obra gratuita y desarrollarse 
todas ellas de acuerdo con este modelo de explotación del trabajo co- 
laborativo gratuito.'* Quienes sostienen la tesis de la revolución digital 
del capitalismo parecen convencidos de que quedan por explotar pode- 
rosas motivaciones. El consumidor se convierte en cooperador, no por 
la coerción económica, como en el caso del asalariado, sino por la se- 
ducción, el gusto por compartir, la valorización de las propias com- 
petencias, el reconocimiento que recibe de los demás, la pasión que 
puede invertir en una actividad voluntaria, etc. Evidentemente, la inte- 
gración en una comunidad de consumidores no es nueva, ya formaba 
parte de la lógica del branding, que hace de cada consumidor que acep- 
ta llevar la insignia o el logo de la marca un colaborador voluntario en 
marketing. Si una comunidad simbólica se convierte en algo deseable y 


funciona como reserva identificadora, es porque la mercancía es una 
marca significante para el consumidor. Pero ahora el marketing espera 


algo más que una participación no remunerada en la fuerza de venta, 
busca una contribución gratuita en la fuerza de producción, una mano 


de obra gratuita y voluntaria al servicio de la empresa. Se trata, para esta 


última, de poner a los consumidores a trabajar, hacer de ellos copro- 
ductores de la mercancía y de su propio sometimiento. Y esto sólo es 
posible explotando todas las insatisfacciones vinculadas al trabajo asala- 
riado, superando los límites de las «motivaciones extrínsecas» mone- 
tarias para mejor instrumentalizar las «motivaciones intrínsecas» no mo- 
netarias y las aspiraciones al trabajo en común, por retomar categorías 
psicológicas en uso en la gestión de los recursos humanos. Los comunes 


comerciales del capital digital constituirían así el vector de una nueva 


112. Las formas de explotación se superponen o se articulan. Así, algunas empresas, 
incluidas las más modernas, siguen recurriendo a lo que hoy día se llama stage, impuesto 
a las nuevas generaciones de aspirantes a asalariados. 

113. D. Tapscott y A. D. Williams, Wikinomics, op. cit., pág. 3. 
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era democrática: «Formamos por nosotros mismos una economía ente- 


ra: una vasta red mundial de productores especializados que trocan e . 


intercambian servicios para distraerse, nutrirse, aprender. Está nacien- 
do una nueva democracia económica, y todos tenemos un papel que 
desempeñar en ella».*'* Como se ve, aquí no sólo se trata de contar 
con la cooperación espontánea de los cerebros mediante ordenadores 
o con una «producción de conocimientos por los conocimientos» ori- 
ginada en la propia dinámica cognitiva.'' Es la empresa la que constru- 
ye el cuasi-común comercial, proponiendo un marco de interacción para 
sacar provecho de él. Se trata de «convertir en dinero» los ecosistemas 
que previamente habrá concebido y puesto a disposición de los clientes 
creadores. Para decirlo de otra manera, es el capital el que maniobra 
para producir el común de conocimientos. 

Finalmente, forzoso es constatar la proximidad de las tesis promovidas 


por el anarco-comunismo informacional y las que elogian los méritos del 


capitalismo digital. A menudo son los mismos argumentos los que se 
utilizan, las mismas ilusionef técnicas las que se erigen en verdades abso- 
lutas. Pero si hay una dimensión que los promotores de la nueva empre- 
sa en red gustan de destacar, es la del carácter construido de los cuasi-co- 
munes comerciales. ¿Homenaje del vicio a la virtud? En todo caso, el 
camino hacia el capitalismo cognitivo no tiene nada de una emergencia 
espontánea y de un proceso natural. El conocimiento no es ni natural- 
mente escaso ni naturalmente abundante. Su producción, su circulación 
y su.uso dependen de las instituciones que ordenan y iodelan las prác- 


ticas. Contrariámente a lo que pretende cierto espontaneísmo técriicista; 


los «efectos en red» no nacen naturalmente del simple hecho de la inter- 
conexión de los ordenadores: son engendrados por un sistema de reglas, 
incluidas las técnicas, que favorecen que se comparta y que se discuta, 
además de promover la creación colectiva, la pasión y el gusto por el 
juego. La puesta en valor de los efectos de la tecnología digital no es 
siempre, por otra parte, sinónimo de fascinación o de ingenuidad. Auto- 
res como Stallman o Lessig han mostrado lo suficiente que ciertas carac- 


114. Ibíd., pág. 17. 

115. Véase sobre este punto A. Corsani, «Eléments d'une rupture. L'hypothése du 
capitalisme cognitif », en Ch. Azais, A. Corsani y P. Dieuaide (dir.), Vers un capitalisme 
cognitif. Entre mutations du travail et territoires, L'Harmattan, París, 2001, págs. 183-184. Véa- 
se igualmente E. Rullani, «Le capitalisme cognitif: du déja vu?», Multitudes, n* 2, 2000. 
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terísticas de la arquitectura tecnológica podían favorecer la constitución 
de comunidades, mientras que a la inversa, Otras características podían 
destruirlas.!*6 

Yochai Benkler, en su esfuerzo por constituir una nueva «economía 
política de la información en red», ha mostrado la fragilidad de las estruc- 
turas de la web frente a los medios que acumulan las empresas gigantes 
para controlar, en conjunción con las agencias de seguridad del Estado, 
las nuevas redes de comunicación. Si bien gracias a la diseminación en la 
población del ordenador se ha suprimido un obstáculo material para 
la desconcentración de los medios de comunicación y producción de la 
información, nada garantiza que esta condición técnica y económica, 
esencial para la constitución de un nuevo espacio público, baste para 
garantizar el porvenir de una información democrática y de una cultura 
surgida de la producción común. Si internet ha dado a luz, como sostie- 
ne Benkler, un nuevo entorno informacional mucho más propicio para 
la vitalidad de la democracia política, incluso para la creación de una 
«nueva cultura popular»,!” esto se debe sin duda a la «propiedad política» 
de la tecnología, que permite el contacto directo entre internautas, la 
puesta en común de los recursos, la cooperación en la producción de las 
informaciones.*' Pero, como lo precisa también Benkler siguiendo a 
Stallman y Lessig, la tecnología de internet no determina por sí misma tal 
o cual forma social y política, a lo sumo la hace posible y la facilita. Otros 
«esquemas de utilización» de las tecnologías pueden servir para estrategias 


116. Richard Stallman resume así esta posición prudente: «Los ordenadores y la web 
hacen más fáciles el trabajo colaborativo y la mejora continua de las publicaciones. lesa] 
la mentalidad propietaria también podría tener una intención deliberada de privarnos de 
esta ventaja de internet». Véase «Ethique et communauté du hacker. Un entretien avec 
Richard M. Stallman», 2002. 

117. Y. Benkler, La Richesse des réseaux, op. cit., pág. 45. 

118. Yochai Benkler se refiere a los trabajos de Langdon Winner sobre la tecno- 
logía en «Les artefacts font-ils de la politique? », en La Baleine et le Réacteur, Descartes 
ér Cie, París, 2002, pág. 45 y sigs. Según Winner, existen tecnologías que se prestan a 
usos políticos diferentes y otras que son inflexibles y tienen, por lo tanto, consecuen- 
cias sobre la organización social determinadas ab initio. Para Blenkler, parece que los 
media de difusión unilateral eran de la segunda clase, pero en cuanto a internet, las 
cosas están menos decididas. Esto es lo que le distingue de los partidarios del comunis- 
mo informacional, para quienes la tecnología de internet es profunda e irrevocable- 
mente democrática. 
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muy diferentes e inducir relaciones sociales muy distintas.**? Es, pues, en 
términos de una «batalla» que atraviesa todo el campo de las nuevas tec- 
nologías como hay que abordar la cuestión de los comunes del cono- 
cimiento, rechazando todo profetismo que quiera ver en la tecnología 
digital el advenimiento inexorable de una sociedad libre. 

Más generalmente, conviene extraer las enseñanzas principales de la 
economía política de los comunes iniciadas por Ostrom y su equipo de 
la Universidad de Indiana. Este análisis marca una ruptura con el natura- 
lismo de la ortodoxia económica estándar, al mismo tiempo que reconoce 
en el plano teórico la actualidad y la efectividad de prácticas colectivas a 
menudo muy antiguas. Esta teoría introduce la dimensión fundamental de 
las instituciones en el nacimiento y en la gestión de los comunes, lo cual 
permite concluir que no es tanto la cualidad intrínseca de un bien lo que 
determina su naturaleza como común, como el sistema organizado” de 


gestión que instituye una actividad y suobjeto en común. Si bien leyendo 


estos trabajos de los años 1980 se podría tener la sensación de que sólo los 
«recursos naturales» podían sáx adecuados para un gobierno de lo común, 
los desarrollos ulteriores sobre la producción, la difusión y el manteni- 
miento de los conocimientos y de la información tienden a mostrar que, 
para Ostrom y su equipo, la variable institucional depende ciertamente de 
consideraciones de eficacia y, por lo tanto, de adecuación entre este tipo 
de recursos y las reglas de producción, pero también de elecciones norma- 
tivas. De este modo, Ostrom responde al dogma económico dominante 
con un doble argumento. Muestra, en primer lugar, que un sistema insti- 
tucional que organice la gestión común puede estar mucho más adaptado 
a la «durabilidad» de los recursos o a la producción de los conocimientos 
que el mercado y el Estado. Pero, sobre todo, opera un desplazamiento 
decisivo al instalar la cuestión de lo común en el terreno de la acción co- 
lectiva y de sus condiciones políticas. Es este desplazamiento hacia las re- 
glas de gobierno, por otra parte, el que permitió poner en primer término 
los commons llamados naturales y los commons del conocimiento, amplian- 
do el análisis a las cuestiones fundamentales del entorno o de la democra- 
cia a un nivel mundial, como lo hizo Ostrom al final de su carrera. 


119. Y. Benkler, La Richesse des réseaux, op. cit., págs. 48-49. Véase la notable inves- 
tigación de R. W. McChesney, Digital Disconnect. How Capitalism is turning the Internet 
against Democracy, The New Press, Nueva York, 2013. 

120. Y. Benkler, La Richesse des réseaux, op. cit., pág. 54 y sigs. 
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En este sentido, la emergencia del «paradigma de los comunes» le 
debe mucho. Al mostrar que las amenazas que pesan sobre el entorno y 
sobre el reparto libre de los recursos intelectuales están todas ellas ligadas 
a la naturaleza de las reglas de uso explícitas o implícitas, formales o in- 
formales, actuales o potenciales, que las destruyen o impiden su desarro- 
llo, permite comprender el carácter peligroso de los comportamientos 
económicos guiados por la lógica de apropiación, que agotan irremedia- 
blemente los recursos naturales. Por otro lado, pone de relieve los ries- 
gos de subproducción intelectual y cultural vinculados a una privatización 
del conocimiento que amenaza a la creatividad y a la comunicación, di- 
ficultando la coproducción de las ideas y las obras, así como el uso del 
patrimonio público. En ambos casos, el análisis invita a buscar las reglas 
que permitirían una protección contra estos peligros. Sobre este punto, 
Elinor Ostrom, aunque se muestra extremadamente prudente en cuanto 
a las conclusiones prácticas a extraer de sus análisis, no ignoró las posibles 
consecuencias políticas de su trabajo. Alguna vez subrayó, dando así la 
razón a Hardin en cuanto a la amplitud de estas consecuencias, que los 
dilemas de los comunes no concernían sólo a los recursos locales de pe- 
queñas comunidades, sino que numerosos problemas planteados a las 
naciones y al mundo, ya sean políticos, sociales, ecológicos o militares, 
funcionaban de acuerdo con la terrible lógica del dilema del prisionero, 
que se impone a individuos encerrados en su racionalidad estrictamente 
individual e incapaces de encontrar una solución cooperativa: «El mundo 
depende en gran medida de los recursos que están sujetos a la posibilidad de 
una tragedia de los comunes».!” Esta última es siempre, por lo tanto, una 
tragedia de la imposible cooperación cuando los individuos están pri- 


sioneros de su propio interés. Desplazando las cuestiones cruciales de ' 


la producción hacia las instituciones, Ostrom inició, sin llegar a culmi- 
narla, la crítica del naturalismo económico; sobre todo, hizo de lo común. 
una dimensión ética y un principio del actuar, una lógica que reclama una 
nueva teoría. 


121. E. Ostrom, Governing the Commons, op. cif., pág. 3. 


5 
Común, renta y capital 


Como indicamos al comienzo de este libro, se debe a Michael Hardt y a 
Antonio Negri la introducción en el pensamiento político crítico y la 
difusión al público la categoría de «común», en singular. Con el abandono 
del plural, se dio un paso conceptual que merece al mismo tiempo reco- 
nocimiento y un examen atento. En este nuevo universo teórico! ya no 
se puede leer el presente del capitalismo como una repetición continuada 
de sus orígenes. Como Hardt y Negri lo confesaban en Multitud, experi- 
mentaron cierta incomodidad al referirse a los comunes, «aquel término 
que designa los espacios comunes precapitalistas que fueron destruidos 
por el advenimiento de la propiedad privada. Aunque más torpe, la ex- 
presión “lo común” destaca el contenido filosófico del término, pero 
también que no se trata de un retorno hacia el pasado, sino de un fenó- 


meno nuevo».” Lo común sería entonces, más bien, la dimensión oculta 


y la condición ignorada del capielisiso más s moderno. No és lo que des- 
sima: de comunicarnos, de colaborar y de colabore no sel se basan ya 
en lo común sino que a su vez lo producen, en una espiral dinámica y 
expansiva. Hoy en día, esta producción de lo común tiende a situarse en 
el corazón de toda forma de producción social, por local que sea».? 


1. Un universo que Pierre Sauvétre bautizó muy acertadamente «da ontología históri- 


ca de lo común», en P. Sauvétre; Chsés de gouvernementalité et géntalogie de V'Etat aux xx 
et XxI siécles, op. cit., pág.-1015. 

2. M. Hardt y A. Negri, Multitude, op. cit., pág. 9. (Trad. cast.: Multitud: guerra y de- 
mocracia en la era del Imperio, Debate, Barcelona, 2004.) 

3. Ibid. 
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Lo que es todavía más importante, este análisis de lo común, a dife- 
rencia de la problemática de los comunes, no deja de lado la relación 
capital /trabajo, aunque, como veremos, el modo de considerarlo es alta- 
mente discutible. Lo común es el principio filosófico que debe permitir 
concebir una porvenir posible más allá del neoliberalismo; es incluso, 
según Hardt y Negri, la única clave de un porvenir liberado del capita- 
lismo. Es también una categoría que debe permitir escapar a toda nostal- 

gia del socialismo estatal, a todo monopolio del Estado sobre servicios 
úblicos burocratizados. El común está más allá de lo público y lo priva- 
do. Sin duda, el uso del concepto de común por Hardt y Negri es en 
muchos lugares todavía muy vago, el concepto está mal definido. Pero lo 
esencial del paso que supone se debe al lugar eminente que se le otorga 
en la explicación del funcionamiento del capitalismo actual y las luchas 
que tratan de superarlo. 

En contraste con el «paradigma de los comunes», nos encontramos 


¿ aquí con el otro polo del pensamiento contemporáneo de lo común. Ya 


-no.se trata de concebirlo $ partir de su destrucción, sino a partir de su 
' producción. No es tanto cuestión de defenderlo, sino de promoverlo e 
instituirlo. Hay ahí avances que no subestimamos. Sin embargo, como 
veremos, la teoría de lo común que propone la trilogía de Hardt y Negn, 
muy en especial su tercer volumen, Commonwealth, que le está consagra- 
do por entero, reedita sin saberlo un antiguo esquema doctrinal que 
marcó profundamente a la doctrina socialista y anarquista. Por decirlo 
simplemente, esta teoría moderna de lo común repite a Proudhon hasta 
en algunas de sus : fórmulas más chocantes. A su manera, según una pro- 
funda observación de Lorenzo “Coccoli, también ella hace del robo ES 
Así, Hardt y Negri escriben: «El capital es depredador, como dicen LS 
analistas del neoliberalismo, en la medida en que busca acaparar y expro- 


4. Como lo demuestra Lorenzo Coccoli, la problemática del robo predomina 
ampliamente en nuestros días, también dentro de la literatura marxista, contra la idea 
central de Marx de acuerdo con la cual, en el orden económico, era el capital el que 
instauraba la cooperación para explotar sus frutos. Resulta aún más curioso que la litera- 

_ tura sobre el management esté lejos de ignorar la importancia de este aspecto colectivo de 
¡. la explotación de los «recursos humanos». Véase L. Coccoli, «Property is (still) theft!” 
- From the Marx-Proudhon debate to the global plunder of the commons», Comparative 
Law Review, vol. 4, n* 1, 2013. Disponible en: http://www.comparativelawreview.com 
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piar la riqueza común producida de modo autónomo».* Aquí no son las 
privatizaciones o las colonizaciónes mercantiles dé los espacios naturales 
o urbanos y de los servicios públicos los principales medios de la apropia- 
ción,: es más bien la renta financiera el mecanismo de captura de lo co- 
mún producido por el trabajo inmaterial. Pero, de un modo bastante 
extraño, esta reedición del esquema proudhoniano del «robo» queda ve- 
lada tras una referencia constante a Marx. 

Pensar hoy en día lo común exige claridad respecto de dos ópticas 
que dividieron el socialismo. Todo el objeto de este capítulo es esclarecer 
los debates contemporáneos mediante una exploración arqueológica. La 
primera"óptica, la dé Proudhon, se apoya en una concepción que hace 
del común la dimensión dé ín dinamismo propiamente social que llama 


la «fuerza C colectiva». Es esta fuerza inínanente y espontánea la que cons- 
Gituye el “objeto de un robo llevado a cabo por la propiedad. La segunda, 
la Óptica de Marx, tiene por principio que lo común, lejos de ser espon- 
táneo, es el producto del capital y más exactamente de su poder sobre el 
trabajo mediante la organización de la cooperación productiva. En suma, 
según Marx es el 1 capital, es en su frenesí de enriquecimiento, el que produ- 
ce lo común por su _propio interés, al hacer de. La fuerza colectiva de los 


trabajadores por él organizada. la fuerza colectiva del capital. 


A 


El primer modelo convendremos en llamarlo el de la fuerza social + 
espontánea de lo común. Sin duda es en Proudhon donde se encuentra 


su primera formulación. Ésta es correlativa de un análisis de la explota- 


ción como robo. Lo que los individuos y las sociedades producen espon- 


táneamente es objeto de una sustracción en provecho de individuos o 
clases por medio de cierto número de dispositivos jurídicos y políticos, 
principalmente la propiedad privada y el Estado. Para Proudhon, que 
sigue y modifica la línea indicada por Saint-Simon, lo común « 
a la naturaleza espontánea de lo social. Sigue ahí una tendencia que ya era 
la de la economía “pol tica clásica, en particular la dé Smith, quien, ha- 
ciendo del trabajo la causa de la. riqueza, sólo podía justificar renta y be- 
neficio mediante recurriendo a una extracción a posteriori. 

TÁ este modelo sociológico y antropológico de lo común da respuesta 
el de Marx, que se le parece de lejos y que tomó mucho de él, pero que 


5. M. Hardt y A. Negri, Conumonwealth, op. cit., pág. 196. (Trad. cast.: Commonwealth, 
el proyecto de una revolución en común, Akal, Madrid, 2011.) 
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en realidad es muy diferente. Que lo «s «social» sea lo propio del ser huma- 
no, de eso no cabe la menor duda, pero hay que entenderlo, no como 
una esencia eterna, sino como un desarrollo de formas históricas especí- 


Ácas. En el modo de producción capitalista —y pensamos aquí especial- 
mente en los análisis de El Capital sobre la cooperación en la gran indus- 


tria— es el capital el que organiza lo común y lo pone enteramente a su 
servicio para producir un excedente necesario para la acumulación. Está 
en juego para Marx el concepto de capital, fundamento de la sociedad 
burguesa. El capital, como valor que se valoriza, produce plustrabajo y 
plusvalía. Sólo hay actividad económica, sólo hay trabajo para los obre- 
ros, a condición de que haya beneficio. La extracción capitalista no tiene 
lugar después de la producción, es la producción como tal la que está di- 
rigida por lá búsqueda de beneficio. Por otra parte, mediante una inver- 
sión, típica de la ideología común del patronato, es el salario necesa- 
rio para el consumo obrero el que generalmente es presentado como la 
extracción ilegítima a costa del beneficio capitalista (el famoso «costo del 
trabajo»). La cooperación pripductiva instaurada por el capital es el funda- 
mento objetivo del comunismo. El esquema explicativo es, pues, el de la 
producción histórica de lo común por el capital. 6 Esta gestación histó- 
rica de lo común es la base del progresismo marxista, que ve en el desa- 
rrollo de las fuerzas productivas la condición para el establecimiento de 
una sociedad de tipo superior. 

En el primer caso, al ser la cooperación ampliamente independiente de 
toda sumisión previa al capital, la salida se encuentra en la organización 
de nuevas relaciones entre trabajadores que cortocircuitan el poder ex- 
tractivo de la propiedad, posibilidad que en cierto modo se da con sus 
competencias profesionales y relacionales. En el segundo caso, la salida 
reside en la expropiación de los propietarios, esto es, en la apropiación del 
capital por parte de los trabajadores individuales, convertidos en miem- 
bros del gran trabajador colectivo, de tal manera que la cooperación no 
sea ya dirigida por el capital sino que la lleven a cabo los propios trabaja- 
dores. Esta antigua divergencia es esencial para captar la dificultad que 
supone hoy en día pensar lo común. No se trata de decidirse por una u 
otra, sino, recordando los grandes términos del debate, plantear una doble 


6. Como hemos visto más arriba (véase supra, capítulo 2), este esquema está en el 
corazón de la segunda figura del comunismo. 
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pregunta: ¿en qué medida el esquema explicativo basado en la captura 


rentista de lo común es adecuado para la organización de la organización 


del trabajo y de las mutaciones subjetivas propias del neoliberalismo? ¿En 
qué medida la concepción de una producción de lo común por el capital * 


permite dar cuenta del paso a un mundo poscapitalista? Estas dos pregun- 
tas no son sólo teóricas, sino que, por supuesto, también son estratégicas. 


Definir lo común 


El concepto déc común, planteado de entrada discretamente en Imperio y : 


luego cada vez más “abiertamente en Multitud, remite en primer lugar a 
una actividad de producción históricamente específica que es el de las 


multitudes. Favoreciendo las interacciones de toda clase, creando múlti- : 


ples redes de comunicación y de circulación de los flujos, la mundializa- 
ción permite a los individuos producir «común»: «En la medida en que la 
multitud no es una identidad (como lo es el pueblo) ni una uniformidad 
(como lo son las masas), sus diferencias internas deben descubrir lo co- 
mún que les permite comunicarse y actuar conjuntamente».” Esta «pro- 
ducción de lo común» por la interacción social es considerada como la 
fuerza dinámica y subversiva del Imperio, lo que lo empuja hacia delante 
y lo desborda. Es el otro nombre de lo que Negri llama en otro lugar «el 
poder de las multitudes». Pero en el último volumen de su trilogía, Com- 
monwealth, el concepto de común se vuelve más sincrético, ya que eng- 
loba significaciones muy heterogéneas que deben ser incluidas en la 
arquitectura intelectual de la «altermodernidad», al mismo tiempo que 
condensa y proyecta una posición filosófica sobre las tendencias actuales 
del capitalismo y de las luchas sociales. 

De acuerdo con su primera significación, lo común designa «la rique- 
za común del mundo material —el aire, el agua, los frutos del suelo y 
“todos los dones generosos de la naturaleza— a menudo presentada en los 
textos del pensamiento europeo clásico como constituyendo la herencia 
de toda la humanidad que « debe ser compartida entre todos». Aquí no hay 


con razón, n, hemos sido p por : ancho Epa tributarios de esta perspectiva 
teológica del don de Dios para pensar lo común. Pero podemos pregun- 


7. M. Hardt y A. Negri, Multitude, op. cit., pág. 9. (Trad. cast. antes citada.) 
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tarnos por qué habría que conservar esta significación teológica del «co- 
mún natural» que nos lleva tan atrás para pensar la alternativa al neolibe- 
ralismo. Según su segunda significación, el término designa «de forma 
más significativa» el «común artificial» constituido por «esos resultados de 
la producción social que son necesarios para la interacción social y la 
producción ulterior, tales como los conocimientos, los lenguajes; los có- 
digos, la información, los afectos, etc.».3 Esto es tanto como decir que lo 
común no es un don divino, ni siquiera un don dado natural, sino que 
designa lo que es a la vez una condición y un resultado de la actividad 
humana en toda sociedad. Lo común, además de su significación teológi- 
ca, recibe aquí un sentido antropológico. El actuar humano supone con- 
diciones y récursos comunes, tales como los «hábitos» sociales que contrae- 
mos por nuestra experiencia social, y este actuar produce, reproduce y 
transforma estas condiciones y recursos? Lo común es al mismo tiempo 
el conjunto de las condiciones y de los resultados de la actividad humana, 
tanto recursos comunes como productos comunes. Esta generalidad an- 
tropológica de lo común tiekide a reducir la producción de lo común a 
la «comunicación» de los lingiñistas, al «hábito» de los pragmatistas nortea- 
mericanos, incluso a la «cultura» de las ciencias sociales. 

Hardt y Negri no se conforman con estas dos significaciones a la vez 
heterogéneas y antiguas de lo común. Añaden una tercera, más original 
y más conforme también a la línea teórica que siguen ellos desde hace 
tiempo, estrechamente vinculada a las características del «capitalismo 

- cognitivo» y el «trabajo inmaterial». Por un lado, la producción capitalis- 
- ta necesita explotar todo lo que tiene que ver con lo común, en los dos 
sentidos generales previamente definidos, y muy en particular someter 
toda vida social a sus propios fines, pero necesita igualmente cada vez más 
- acceder libremente a los recursos «inmateriales» comunes que están en 
plena expansión en la nueva forma de producción «biopolítica».*” Esto 


8. M. Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cit., págs. 8 y 234. (Trad. cast. antes ci- 
tada.) 

9. Sobre este aspecto de la «producción de lo común» véase M. Hardt y A. Negri, 
Multitude, op. cit., pág. 233 y sigs. (Trad. cast.: Multitud: guerra y democracia en la era del 
imperio, Debate, Barcelona, 2004.) 

10. El concepto está tomado de Michel Foucault pero recibe un sentido muy dis- 
tinto. Ya no designa una política de normalización, sino una producción de la «vida», de 
la sociedad, de la inteligencia colectiva y de la subjetividad autónoma. Véase M. Hardt 
y A. Negri, «La production biopolitique», Multitudes, n* 1, marzo de 2000. 
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se debe al hecho de que, «más que nunca, la hegemonía del trabajo in- ' 


material está en el origen de relaciones y de formas sociales comunes»."! 
Si bien lo común, en este sentido, es cada vez más una condición del 
funcionamiento del capitalismo contemporáneo, basado en el trabajo in- 
material, constituye también su producto más prometedor para la socie- 
dad comunista futura. De acuerdo con la tradición marxista dominante 
el capitalismo cognitivo engendra por sí mismo las condiciones de a 
propia superación: 


El contenido de lo que es producido — incluyendo ideas, imágenes y afec- 
tos— es fácilmente reproducible y tiende, por lo tanto, a convertirse en 
común, a resistir valientemente los esfuerzos jurídicos y económicos para 
privatizarlo o someterlo al control público. La transición ya está en marcha: 
respondiendo a sus propias necesidades, la producción capitalista contem- 
poránea abre la posibilidad y plantea las bases de un orden social y econó- 
mico basado en lo común.*? 


El trabajo inmaterial de fuerte intensidad cognitiva es un operador uni- 
versal y espontáneo de lo común. Esta afirmación se encuentra en el 
origen de la teoría de lo común de Hardt y Negri.'? Se basa en la hege- 
monía de la red como «forma común que tiende a definir nuestro modo 
de comprender el mundo y de actuar sobre él»,'*y en la esencia misma del 
conocimiento como contenido inapropiable y no controlable que vuelve 
a poner en cuestión la lógica del valor y de su medida. 

Finalmente, una cuarta significación de lo común, que pertenece al 
registro de la lucha social y política, se presenta como un hacer colectivo 


de la multitud. Una nueva forma de organización social democrática está 


en germen en las luchas llevadas a cabo por los trabajadores cooperati- 


vos e inmateriales de hoy en día, así como por las multitudes pobres 


de todo el mundo. La common wealth (en dos palabras separadas), o sea, la * 
«riqueza común» producida por los trabajadores, se traduce en el plano 


11. Ibíd., pág. 141. 

12. pe Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cit., pág. 11. (Trad. cast. antes citada). 

13. Véanse los análisis de M. Hardt y A. Negri sobre la hegemonía del trabajo in- 
material en «La production biopolitique», loc. cit., pág. 134 y sigs. Para un análisis crítico 
de esta tesis, véase P. Dardot, Ch. Laval y E. M. Moudoud, Sauver Marx? Empire, multi- 
tude, travail immatériel, La Découverte, París, 2007. 

14. M. Hardt y A. Negri, Multitude, op. cit., pág. 177. (Trad. cast. antes citada.) 


i 
Í 
1 
¡ 
i 
| 
| 


a 
1] 
El 
¡ 


A 


COMÚN 


222 


| político por formas políticas que anuncian la Commonwealth (en una sola 
: palabra), constituida no ya como «república de la propiedad» sino como 
: proceso de institución política de lo común. 


Estas cuatro significaciones de lo común tienen, sin duda, la ambición 
de dar una gran amplitud al concepto, pero tienen dificultades para arti- 
cularse entre sí. Más exactamente, la unidad del concepto parece pura- 
mente retórica cuando se refiere a una nueva «razón biopolítica» de inspi- 
ración vitalista que reuniría todos los aspectos.'* Mezclando significaciones 
teológico-jurídicas, antropológicas, económicas y políticas en el mismo 
concepto de común no se contribuye a la claridad de una concepción, 


menos aún a la elaboración de una nueva política. Basta con constatar 


que, en su definición, se incluye al mismo tiempo lo que la naturaleza da 


en todo momento, lo que es engendrado universalmente por la vida so- 
cial, lo que resulta de un trabajo inmaterial históricamente dominante en 
la época del capitalismo cognitivo y, por último, lo que caracteriza a las 
luchas más contemporáneas, para interrogarse por la pertinencia de seme- 
jante amalgama. 4 

La unidad conceptual de lo común la proporcionan, de hecho, no las 
realidades de las que pretende dar cuenta, sino un spinozismo «comu- 
nizado» que funciona como clave universal. El ser es afirmación y auto- 
desarrollo de una potencia: la naturaleza, la vida social, el trabajo in- 
material, las luchas son manifestaciones y medios de afirmación de esta 


' potencia. Basta entonces con plantear que potencia y producción son 
_ idénticas, que ser y común son sinónimos, para sostener un discurso so- 


bre lo común como principio transhistórico válido desde el origen de los 
tiempos hasta la sociedad superior hacia la que nos encaminamos. 

Una de las contradicciones con las que tropiezan los autores se debe a 
que quieren dar un concepto positivo de lo común como producción, pero 
sin poder evitar mantener en su definición elementos naturales, sociales, 
intelectuales. Pero estos elementos dispares sólo alcanzan su unidad a 
través de la operación del capital que, desde el exterior, interviene para 
captar la riqueza común en toda su inmensidad y diversidad. En este 
sentido, lo común parece no poder existir sino como el conjunto de 
los recursos disponibles confiscados por el capital para alcanzar sus pro- 


15. Véase M. Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cif., pág. 167 y sigs. (Trad. cast. 
antes citada.) 
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pios objetivos de rentabilidad. En pocas palabras: Hardt y Negri perma- 


necen en una definición negativa de lo común como blanco de un «robo» |! 


y de una «captura». El spinozismo comunizado se conjuga entonces con 
un neoproudhonismo incapaz de concebir la explotación de otro modo 
que como «captación ilegítima de los productos del trabajo a posteriori», 
de acuerdo con una fórmula que podría perfectamente provenir de la 
Primera Memoria sobre la propiedad de Proudhon, de tan conforme como 
es a su pensamiento.** Hay ahí no sólo una profunda regresión respecto 
al análisis del capitalismo llevado a cabo por Marx, sino una ceguera car- 
gada de consecuencias acerca de las formas contemporáneas de explota- 
ción de los asalariados y las transformaciones inducidas por el neolibera- 
lismo en las relaciones sociales y las subjetividades.*” El propio sentido de 
las luchas que tienen lugar hoy en día resulta profundamente afectado. Lo 
importante, para Hardt y Negri, no es que estas luchas expresen una re- 
vuelta contra la insoportable opresión del neoliberalismo, cuyos aspectos 
más negativos, en particular en el trabajo, son dejados de lado, sino que 
demuestran a cielo abierto «el poder de las multitudes», de conformidad 
con la ontología histórica en la que se basa su análisis. 

La «institución de lo común» es entendida, no como una determina- 
ción del segundo por la primera, sino, inversamente, como una determi- 
nación de la primera por lo segundo. Dicho de otra manera, lo común 
existiría y se desarrollaría independientemente de su institución, como 
una «propiedad», pór así decir, de la producción biopolítica. La institu- 
ción por venir es pensada bajo el modo de la coincidencia, al fin encon- 
trada, entre la forma política, la naturaleza y el dinamismo de la actividad 
productiva, en lugar de las formas político-jurídicas antiguas y superadas 


instituciones públicas que aseguran un control estatal sobre los medios de 
producción están adaptadas a las producción biopolítica. Ciertamente 
aquí, a diferencia del esquema escolástico, la «superestructura jurídi- 


16. Por nuestra parte, ya habíamos indicado este proudhonismo en nuestro libro 
Sauver Marx?, op. cit., pág. 56. 

17. Acerca de todos estos puntos, véase S. Haber, Penser le néocapitalisme. Vie, capital 
et aliénation, Les Prairies ordinaires, París, 2013, págs. 163-180. 
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co-política» ha descendido, por decirlo de alguna manera, hasta la base 


* para luego «emerger» de ella. Lo que queda pendiente es preguntarse si - 


todo esto no conduce a cierto quietismo: ¿por qué molestarse en inven- 

tar otro mundo si el capitalismo cognitivo conduce necesariamente a su 

superación en virtud de su propio movimiento interno y si «la naturaleza, 
: de hecho, no es sino otro nombre de lo común».!$ 


Capitalismo cognitivo, renta y robo 


Podrá parecer curioso relacionar el tipo de reflexión desarrollada por 
Hardt y Negri con un pensamiento del siglo x1x tan «pasado de moda» 
como el de Proudhon. ¿No es acaso el contenido de su trabajo relativo a 
las transformaciones más contemporáneas de la sociedad y de la econo- 
mía? Esta comparación suscita otra pregunta: ¿se puede reprochar a Hardt 
y a Negri el modo en que radicalizan cierto optimismo marxista para el 
cual, desde ya, las condiciopes para la superación del capitalismo están 
dadas, así como su profunda aunque inconsciente adhesión al proudho- 
nismo? Los autores se acercan a Proudhon por una razón derivada del 
diagnóstico que hacen de las relaciones del trabajo inmaterial con el ca- 
pitalismo. Para decirlo a la manera de Marx, apuestan por una especie de 
regresión del control directo ejercido por el capital hacia los trabajadores, 
de modo tal que, desandando su camino, el capitalismo volvería a pasar, 
al menos de acuerdo con una de sus tendencias, de la «subsunción real del 
trabajo bajo el capital» a su «subsunción formal» y, más aún, de la subsun- 
ción formal a la no-subsunción del trabajo al capital dentro del capitalis- 


mo.” Por otra parte, Hardt y Negri no lo ignoran: «El movimiento de 


| la subsunción real a la subsunción formal corresponde, en ciertos aspec- 
' tos, a la reciente reaparición de viejas formas parasitarias de la apropiación 
| capitalista»? Esto es lo que está en juego en su postulado, de acuerdo 
con el cual el trabajo estaría ya emancipado del dominio del capital por- 


18. M. Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cit., pág. 171, citado por S. Haber, 
Penser le néocapitalisme, op. cit., pág. 168. 

19. Véase el dossier «Capitalisme cognitif: la démocratie contre la rente», Munititu- 
des, n* 32, 2008, y en particular el artículo de A. Negri y C. Vercellone, «Le rapport 
capital/ travail dans le capitalisme cognitif». 

20. Véase M. Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cit., pág. 306. (Trad. cast.: Com- 
monwealth, el proyecto de una revolución en común, Akal, Madrid, 2011.) 
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que éste sería ahora incapaz de organizar la cooperación de los cerebros 
en lo que ésta tiene. de más creativo y fecundo. Se adivina las  comecueñ 


cias que esto tiene, de acuerdo con un modo de pensamiento muy anti 
guo en Negri: en realidad, el comunismo ya está constituido, es el rever 
ho $ y CAE, ca 


so todavía enmascarado del capitalismo. - 

Recordemos que, según Marx, el capital sometió primero al «trabajo 
libre», es decir, separado de sus condiciones de producción, dejando in- 
tocado el proceso de trabajo tradicional preexistente. Se apoderó de los 
oficios, de los gestos, de los utillajes que existían antes que él para in- 
tegrarlos a su ciclo de reproducción sin reorganizarlos, redefinirlos y re- 
modelarlos, tal como sí hará en una etapa ulterior de su desarrollo. Al 
reproducir las condiciones de su propia expansión, el capitalismo ssvós 
luciona sin cesar la relación con los asalariados que integra en su maqui- 
naria. Las somete cada vez más estrechamente a la lógica de acumulación 
convirtiéndolos en puros y simples ingredientes de su funcionamiento 
imponiéndoles gestos y cadencias, desplazamientos y cpomaieniss 
etc. El trabajo vivo del trabajador se incorpora al proceso de A opalods 
zación del capital, no ya como trabajo de un individuo más o menos 
cualificado, sino como elemento de un «trabajo socializado» o «trabajo 
común» (vergesellshafteter o bien gemeinsamer), sometido al sistema de má- 
quinas que es «aplicación consciente de las ciencias de la naturaleza, de la 


mecánica, de la química, etc., con fines precisos, la tecnología, etcéte- 


ra»?! La tesis central de los partidarios del-cápitalismo cognitivo es, por: 
lo tanto, que la cooperación no es, o ya no es, un efécto de la domina- 

ción directa del capital sobre el trabajo vivo, sino por el contrario, un: 
proceso exterior, social y común, en el sentido en que se desarrolla él la! 


sociedad, fuera de los lugares de prodircción: «El trabajo" cognitivo y 


afectivo produce por regla general una cooperación independientemen- 
te de la autoridad capitalista, también en las circunstancias en que la ex- * 


plotación y las coerciones son mayores, como en los centros de llamadas 


y los servicios de catering».? 


La idea de que el valor es creado, hoy en día, fuera y antes de toda * ' 
Organización capitalista del trabajo coincide con el esquema de una 3 
fuerza colectiva espontánea que sufriría, desde el exterior, una extrac- | 


z 21. e Marx, «Manuscrits de 1363-1867», Le Capital, Livre I, Éditions Sociales, París, 
010, págs. 186-187. (Trad. cast.: El capital, Folio, Barcelona, 1997.) 
22. M. Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cit., pág. 195. (Trad. cast. antes citada.) 
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ción de tipo esencialmente rentista. Esta tesis parte de la constatación de 
que el proceso productivo moviliza de manera creciente el conocimien- 
to, siguiendo una intuición ya presente en Marx en un pasaje famoso de 
las Grundrisse, pero alterándolo de un modo muy singular, incluso invir- 
tiendo completamente su significación.” Según esta tesis, el capitalis- 
mo estaría dejando de ser industrial para ser «cognitivo». La creación de 
valor no depende ya no depende hoy del capital fijo sino. del ¡ puestá en en 
común de los saberes poseídos e incorporados por los propios trab ja 
dores. Por eso'no-es únicamente el trabajo el que cambia, sino el « obje- 
to producido. La producción se vuelve «biopolítica» en el sentido en 
que, produciendo cosas inmateriales (conocimientos, imágenes, afec- 
tos, etc.) produce la subjetividad humana. Yann Moulier-Boutang de- 
fine así el nuevo capitalismo: «El modo de producción del capitalismo 
cognitivo, si queremos dar de él una descripción concreta pero lo suft- 
cientemente general como para cubrir todas las variedades de situación 
(producción de los bienes materiales, de servicios, signos y de símbolos) 
se basa en el trabajo de coopggración de los cerebros reunidos en red me- 
diante ordenadores».” 
Este capitalismo cognitivo se estaría convirtiendo en «renta», no por- 
- que el mal capital financiero parasite al buen capital productivo, sino 
porque el capitalismo sólo puede hoy en día acumularse imponiendo | 
cercamientos al conocimiento y extrayendo de él beneficios parasitarios _ 
crecientes, 25 Ello se deriva del hecho de que la cooperación en el traba- 
jo ya no es organizada por el capital, que por lo tanto ya no tiene sino 
una función de captación y distribución de los beneficios, pues ahora es 
la «cooperación de los cerebros» la que, directamente, es el factor deter- 
minante de la producción contemporánea: «Podríamos llegar a decir que 
el capital, más que proporcionar una cooperación, expropia la cooperación 
como elemento central de la explotación de la fuerza de trabajo biopolí- 


23. Véase A. Negri, Marx au-deld de Marx, L”Harmattan, París, 1996. Véase infra en 
este mismo capítulo: «Común del capital y común obrero». 

24. Y. Moulier-Boutang, Le Capitalisme cognitif, op. cit., pág. 87. 

25. Véase C. Vercellone, «La nouvelle articulation salaire, profit, rente dans le ca- 
pitalisme cognitif », European Journal of Economic and Social Systems, vol. 20, 2007, págs. 
45-64. Véase también C. Vercellone, «Il ritorno del rentier», Posse, noviembre de 2006, 
págs. 97-114, Véase igualmente B. Paulré, «Finance et accumulation dans le capitalisme 
postindustriel», Multitudes, n* 32, 2008, págs. 77-89. 
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tica». El punto clave de la demostración reside en la idea de que «el 
lugar de la plusvalía» es lo común: «La ppaón es la apropiación pri- 
vada total o parcial de la plusvalía común». Predominio del trabajo 
inmaterial en la creación del valór, expropiación de lo común y predo- 
minio de la extracción rentista por parte del capital financiero van jun- 
tos. Separándose del proceso de producción, el capital adopta la forma 
más líquida y volátil del capital financiero. Frente a lo común intelectual 
y productivo autonomizado, el capital no es ya sino un poder rentista y 
parasitario que se ha separado de la producción. Esta explicación preten- 
der ser fiel a Marx, quien explicaba que la renta capitalista ya no cumple 
«ninguna función o al menos ninguna función normal en el proceso de 
producción».”* Carlo Vercellone, uno de los principales teóricos de esta 
corriente, escribe: «En suma, la renta se presenta como el cobro de una 
obligación o un derecho de propiedad sobre recursos materiales e inma- 
teriales que autorizan una extracción de valor a partir de una posición de 


exterioridad respecto de la producción».” Si el beneficio capitalista ya 
no proviene de una extracción de plusvalía% a partir de la organización . 
de la cooperación, esto se debe al lugar del conocimiento en la produc- A 
ción y al hecho de que dicho conocimiento está incorporado en indivi- : 
duos, está en el «trabajo vivo» y no puede ser codificado y controlado por : 


el capital. 


El capital, por lo tanto, se encontraría en proceso de abandonar la di- : 
rección de la producción y se dedicaría a organizar artificialmente la esca-. 


26. M. Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cit., pág. 195. (Trad. cast. antes citada). 

27. M. Hardt y A. Negrl, Multitude, op. cit., pág. 184. (Trad. cast.: Multitud: guerra y 
democracia en la era.del imperio, Debate, Barcelona, 2004.) 

28. Marx, Oeuvres, Economie II, Le Capital, Livre IT, col. «Pléiade», Gallimard, París, 
1968, pág. 1481. Citado por C. Vercellone, «La nouvelle articulation salaire, profit, 
rente dans le capitalisme cognitif », loc. cit. 

29. Carlo Vercellone escribe igualmente: «La fuente de la riqueza de las naciones 
reposa cada vez más en una cooperación productiva que se desarrolla fuera de los recin- 
tos de las empresas». Véase C. Vercellone, «La nouvelle articulation salaire, profit, rente 
dans le capitalisme cognitib», loc. cit., pág. 58. 

30. El concepto utilizado por Marx de Mehnwert es tradicionalmente traducido al 
francés como plus-value y, más recientemente, como survaleur. La expresión se beneficia 
de una traducción más exacta, según proponemos en nuestro libro Marx, prénom: Karl, 
op. cit., como plus-de-valeur. En este pasaje mantenemos la traducción habitual para faci- 
litar la lectura, pero en los siguientes pasajes lo traduciremos como plus-de-valeur [en es- 
pañol: plus de valor]». 
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sez mediante «nuevos cercamientos» para percibir la renta, con la conse- 
cuencia que esto tiene de frenar o bloquear la producción y la circulación - 
de los conocimientos. La contradicción se situaría, así, entre un capitalis- 
mo rentista que quisiera apoderarse de la cooperación cognitiva y el «tra- 
bajador colectivo del general intellecb», o incluso la sociedad del conoci- 
miento —organizada esta última fuera de estas relaciones de sumisión y 
fuera de la fábrica y de las oficinas, con el apoyo las instituciones del 
Welfare State—.* No se produce, en todo caso, en los lugares del trabajo 
directamente explotado, a propósito de los cuales los autores citados no 
tienen gran cosa que decir, salvo para destacar que «el fenómeno clave ya 
no es la acumulación de capital fijo sino la capacidad de aprendizaje y de 
creación de la fuerza de trabajo». Esto es tener muy poco en cuenta todos 
los estudios consagrados a las mutaciones del trabajo y a la naturaleza per- 
fectamente ambigua de la «autonomía» concedida a los asalariados? 

Para estos teóricos, el trabajo cognitivo «se encuentra en el centro del 
proceso de valorización del capital y posee entonces el poder de romper 
con los mecanismos de la groducción capitalista». “Todo ocurre como 
si el predominio del conocimiento en la producción diera a luz ya de por 
sí un común que, por su expansión progresiva, haría estallar el envoltorio 
capitalista que lo obstaculiza. Los argumentos propuestos son de diversas 
clases. La dirección del trabajo no se efectúa ya mediante los métodos 
taylorianos de antaño, sino mediante la negociación en el mercado entre 
la empresa y las otras empresas a las que subcontrata, O bien entre la em- 
presa y trabajadores más independientes con los que ha tejido un vínculo: 
«La lógica tayloriana de la prescripción de tareas cede así su lugar a la 
lógica cognitiva de obligación del resultado»,** y ello a través de un po- 
der de dirección monetaria indirecta, que pasa por el mercado. La teoría 
de Ronald Coase, que explica la existencia de la empresa por el descen- 
so de los costes de transacción que genera, estaría así, al menos en parte, 
superada.* Por otra parte, una nueva organización del trabajo deja una 


31. Véase A. Negri y C. Vercellone, «Le rapport capital/ travail dans le capitalisme 
cognitif», loc. cit. 

32. Ibíd., pág. 43. 

33. Ibíd., pág. 44. 

34. C. Vercellone, «La nouvelle articulation salaire, profit, rente dans le capitalisme 
cognitib», loc. cit., pág. 57. 

35. En un artículo clásico, «La nature de la firme» (1937), Ronald Coase explica 


la existencia de las empresas por el hecho de que permiten obtener «internamente» 
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mayor autonomía a los asalariados más creativos y más autónomos: «La 
principal fuente de valor reside ahora en la creatividad, la polivalencia y 


la fuerza de invención de los asalariados y no en el capital fijo y el traba- i 


jo de ejecución rutinaria». 

Así, Negri y Vercellone escriben: «El fortalecimiento de la dimensión 
cognitiva del trabajo corresponde a la afirmación de una nueva hegemo- 
nía de los conocimientos movilizados por el trabajo, en contraste con los 
saberes incorporados en el capital fijo y la organización gerencial de las 
empresas. Más aún, es el trabajo vivo el que desempeña ahora un gran 
número de las funciones principales antes desempeñadas por el capital 
fijo. El conocimiento se comparte, por lo tanto, cada vez más colectiva- 
mente y trastorna cada vez más tanto la organización interna de las em- 
presas como sus relaciones con el exterior».” La «economía del conoci- 
miento», término opuesto al de «capital cognitivo», se basa por lo tanto 
en una intelectualidad libre y difusa, directamente productiva de lo co- 
mún, que es explotada por el capital como si se tratara de un «don de la 
naturaleza». En realidad es el resultado de las instituciones del Estado del 
bienestar, que aseguran las producciones colectivas del hombre para y 
por el hombre (salud, educación, investigación pública y universitaria, 
etc.) y la instauración de salarios diferenciados y socializados cuyo efec- 
to es sustraer la creación y la difusión de los saberes al dominio del capital. 


Por el hecho de que el conocimiento se ha vuelto independiente del | 
capital fijo poseído por la clase burguesa, trabajo y capital son otra vez 
exteriores el uno al otro, de modo que el beneficio del capital es menos 


un rendimiento que una renta obtenida por la «privatización de lo co- 


mún», es decir, mediante la instauración de múltiples formas de derechos : 


de propiedad. Esto es lo que permite comprender la extensión conside- 


rable de las patentes, pero también la sangría que los accionariados prac- 


tican sobre los resultados de las empresas, o la multiplicación de los «de- . 


rechos de acceso» a los servicios y medios de comunicación. Se ve hasta 
qué punto la categoría de los cercamientos desempeña un papel esencial: 


bienes y servicios a costes más bajos que si se obtuvieran «externamente» en los mer- 
cados. : 

36. Ibid. 

37. A. Negri y C. Vercellone, «Le rapport capital/travail dans le capitalisme cogni- 
tib», loc. cit., pág. 42. 

38. Ibíd., pág. 43. 
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en este razonamiento analógico. Tal como lo plantea Carlo Vercellone, 
si la renta es aquello que recibe un propietario tras la expropiación de lo 
común, entonces tenemos derecho a establecer un «vínculo que engloba 
en una lógica única las primeras enclosures que afectaron a la tierra y las 
new enclosures que afectan al saber y a lo viviente». 

Es indiscutible que esta tesis tiene en cuenta cierto número de modifi- 
caciones que se han producido en el proceso de trabajo, así como en el 
acceso de los consumidores a los servicios y a los bienes. Otra cosa muy 
distinta es que dé cuenta de ellos de un modo satisfactorio y completo. La 
: principal crítica que se le puede hacer es que subestima el encuadre y 
“Ta dirección del trabajo por parte de las muevas formas de gubernamenta- 
tidad neoliberal en las empresas, y que confunde la autonomía obrera con 
las nuevas formas de poder con las que el capital modela el proceso del 
trabajo cognitivo y las subjetividades. No es que los autores ignoren lo que 
llaman las «prescripciones de la subjetividad», es que no las reconocen 
como lo que son, esto es, las formas nuevas de la subsunción del trabajo 
bajo el capital, que pasan pogrla orientación elástica e indirecta de las con- 


ductas. Así, pueden escribir, sin ver lo que esta afirmación tiene de contra- 
dictorió con la tesis de la autonomía del trabajo inmaterial: «La prescrip- 
ción de la subjetividad con el fin de obtener la interiorización de los 
objetivos de la empresa, la obligación de resultados, el management por 
proyectos y la presión del chiente, además de la coerción pura y simple li- 
gada a la precariedad constituyen los medios principales» que ha encontra- 
do el capital para responder a un problema que ellos consideran inédito, el 
de la búsqueda de la movilización de los conocimientos y de la implica- 
ción subjetiva de los asalariados que poseen saberes colectivos. Y añaden: 


/ Las diversas formas de precarización de la relación salarial constituyen así y 
sobre todo un instrumento con el que el capital trata de imponer (benefi- 
ciándose gratuitamente de ello) la implicación/ subordinación total de los 
asalariados, y ello sin reconocer y sin pagar el salario correspondiente a ese 
tiempo de trabajo no integrado y no mensurable mediante el contrato ofi- 


cial de trabajo.“ 


39. C. Vercellone, «La nouvelle articulation salaire, profit, rente dans le capitalisme 


cognitib», loc. cit., pág. 49. 
40. A. Negri y C. Vercellone, «Le rapport capital/ travail dans le capitalisme cogni- 
tib», loc. cit., págs. 45-46. 


| 
| 
Í 
í 
tE 
a 
p 
a 


ComMÚN, RENTA Y CAPITAL 


231 


El error no consiste por lo tanto en ignorar estos métodos y estos modos ' 


de uso, sino en considerarlos «exteriores a la producción», cuando son 
por el contrario, modalidades de sumisión del trabajo intelectual al daba 
jo perfectamente inmanentes a las formas contemporáneas del proceso de 
valorización del capital. 

Precisamente porque el capital tiene cada vez más necesidad de ex- 
traer valor a partir de los recursos intelectuales y psíquicos, despliega 
técnicas de control más «psicológicas» que hacen que el asalariado asuma 
toda la carga y la responsabilidad de los «objetivos» a alcanzar. El trabajo, 


estan 


sobre todo intelectual, no es «libre», sino que por el contrario está cada 


vez más sometido, por la presión del mercado y por las técnicas de poder 


que miden su rendimiento con diversas formas de evaluación. Las ¿mz ! 


presas no permanecen pasivas esperando que caiga en su red la renta 
cognitiva, buscan codificar el saber vernáculo, explotar los saberes difusos 
y, sobre todo, remodelar el conocimiento y el lenguaje, al mismo tiempo 
que organizan y dirigen la «cooperación-competición» de los asalariados 
para obtener la máxima productividad. 


abundante literatura «operacional» de la administración, del marketing y : 


de las finanzas. 


41. Véase Ch. Laval, F. Vergne, P. Clément y G. Dreux, La Nouvelle École capita- 
liste, La Découverte, París, 2011. * 
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El error reside igualmente en la idea de que el capital ya no tiene 
: función activa y estructurante en la «puesta al trabajo» de los trabajadores 
- del conocimiento y en la «puesta en valor» del conocimiento. Lo que se 


"está produciendo es lo contrario. Se confunden, én realidad, los nuevos_ 
modos de sumisión del trabajo intelectual con una «autonomía» acentua- 


da del trabajo, como si el capital se hubiera convertido en integramente — 


financiero y como si la principal competencia del management consistiera 
en el ejercicio de funciones esencialmente financieras y especulativas, 
mientras que «las funciones reales de organización de la producción [se- 
rían] entregadas cada vez más a los asalariados».? A la inversa de esta 
clase de diagnóstico, la sociología del trabajo de los últimos decenios ha 
mostrado hasta qué punto han cambiado el trabajo, el peso y los medios 
de la autoridad jerárquica, al buscar las direcciones de empresa un some- 
timiento más «interno», basado en la «motivación» y en la adhesión a las 
finalidades de la empresa, lo que podríamos llamar una“subsunción Sub=" 
jetiva del trabajo bajo el capital, variante y grado superior de la «subsun- 
ción real» analizada por Malkx. Si la «subsunción formal» tenía como co- 
rolario la plusvalía extraída con el incremento de la jornada de trabajo, la 
«subsunción real» tiene por corolario la plusvalía extraída por incremento. 
de la productividad. La subsunción subjetiva del trabajo-por el Capital 
tiene por corolario una plusvalía extraída por un modo de subjetivación 
particular que hemos llamado la «ultrasubjetivación», cuyo principio es la 
interiorización de la ilimitización del capital y la sumisión de lo más ínti- .. 
mo al mandato del «más todavía». La consecuencia que ésto tiene es que 
hace saltar los límites del derecho del trabajo, en particular los límites 

- legales del tiempo del trabajo. 

Como lo han demostrado El Mouhoub Mouhoud y Dominique Pli- 
hon,* la división tayloriana del trabajo está lejos de haber desaparecido 
de los sistemas de producción y de las empresas más «cognitivas». El tra- 
bajo intelectual de concepción y desarrollo de los productos y los méto- 
dos, la actividad en el dominio del diseño, del marketing, del management 
y de la fabricación están muy lejos de corresponder a la visión idealizada y 
narcisista del «trabajador-artista-inventor» que sería cada vez más inde- 


42. A. Negri y C. Vercellone, «Le rapport capital/ travail dans le capitalisme cogni- 


tib,, loc. cit., pág. 47. 
43. E. M. Mouhoud y D. Plihon, Le Savoir et la Finance. Liaisons dangereuses au coeur 
du capitalisme contemporain, La Découverte, París, 2009. 
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pendiente del capital fijo. En cuanto al dominio de la investigación cien- 
tífica, la edición y la enseñanza, no se entiende qué llevaría a benúr qu 
¿las funcions de producción son [en este dominio] cada vez más otorga- 
das alos asalariados», en un momento en que los métodos de cuantifi- 
cación de los resultados y de los tiempos, las formas de gestión de los 


procedimientos, las prescripciones burocráticas de finalidades de la acti- | 
vidad y los process se introducen por todas partes. Contrariamente a la he 


tesis principal de estos teóricos del trabajo inmaterial, la relación asalaria- 


e saberes en los 


aparecen a p 


producción de común, sino que proceden de la lógica de autovaloriza- 
dón Sel capital. A e A A a e ATT 
Proudhon: lo común como fuerza social espontánea 


Se podría tener la sensación de que esta concepción de lo común como 
producción inmanente del trabajo inmaterial es una idea nueva, de tanto 


que parece nutrirse de las formas de actividad y las tecnologías contem- 


poráneas. En realidad, es una extraña combinación entre dos grandes a 


concepciones del dinamismo histórico que son la de Proudhon y la de 
Marx. La primera cayó en el olvido, a pesar de investigaciones y publica- 
ciones recientes, mientras que la posteridad teórica y política de la segun- 
da ha tenido la amplitud que se conoce. Es importante por lo tanto, para 
nuestra investigación sobre las relaciones del capital con lo común, re- 
examinar la disputa teórica entre estos dos hombres. z 

Ya hemos dicho en la introducción a este capítulo que el modelo 
proudhoniano era el de la fuerza social espontánea de lo común, y el de 
Marx, el de la producción histórica de lo común por el capital. Proudhon 
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elaboró un principio analítico de la explotación que es también un prin- 
cipio de reorganización social. Lo llamó «fuerza colectiva» para significar 
que es distinta de las fuerzas individuales. Es esta fuerza colectiva la fuen- 
te de la «ganga», término que en Proudhon designa la explotación del 
trabajo ajeno por parte del propietario. El principio de esta fuerza co- 
lectiva, que él presenta como su gran descubrimiento, es también uno de 
sus grandes argumentos contra el comunismo, O al menos contra cierto 
comunismo basado en el ideal de la comunidad de los bienes. Proudhon 
quiso abrir una tercera vía entre el «régimen propietario» y el «régimen 
comunitario», nombre que da al comunismo de su época.* En 1848, 
en La solución al problema social, resume su proyecto en términos nada 
ambiguos: «Entre la propiedad y la comunidad, construiré un mundo».* 
Y es que tanto la propiedad como la comunidad, el capitalismo como el 
comunismo, se basan en la explotación de esta fuerza colectiva. Pero 
además, en el plano de la inteligencia de la sociedad, el individualismo y 
el colectivismo son tan deficientes el uno como el otro en lo que se re- 
fiere a comprender su natuiipleza. Absolutismo del Estado o del indivi- 
duo, las «soluciones» comunista O individualista conducen a la destruc- 
ción de la vida social. La unidad, ya sea la del Estado en el comunismo o 
la del individuo según el individualismo propietario, prevalece siempre, 


tanto sobre la pluralidad de los individuos en la sociedad como en la com-- 


posición plural del individuo: «El hombre sólo es hombre por la socie- 
dad, y ésta por su parte sólo se sostiene por el equilibrio y la armonía de 
las fuerzas que la componen».* ¿Qué es, en el fondo, la sociedad? Una 
fuerza inmanente que procede de la pluralidad de seres sociales, ellos mis- 
mos plurales, es decir, la puesta en acto del poder de la unión en cuanto 
tal, superior a la suma de las unidades individuales. 

La sociología proudhoniana se basa así en un descubrimiento primor- 
dial: el de la irreductibilidad de la «fiserza colectiva» a la suma de las fuerzas 
individuales. Reconoce su deuda con los economistas, entre los cuales, en 
primer lugar, se encuentra Adam Smith con su famoso análisis de la ma- 


44, Véase supra, capítulo 2. 

45. P-J. Proudhon, La Solution du probleme social, Lacroix, París, 1868, pág. 131. 

46. PJ. Proudhon, «Qu'est-ce que la propriété?», Premier Mémoire, en Oeuvres com- 
plétes, vol. Iv, Marcel Riviére, París, 1924, pág. 310. (Trad. cast.: ¿Qué es la propiedad?, 
Folio, Barcelona, 2003.) 
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nufactura de agujas.” Proudhon indica a propósito del análisis smithiano 
de la división del trabajo: «Todo el problema de la transformación social 
está ahí».** Pero, según él, Smith se equivocó al hacer de la división el 
primer principio. No vio que la «asociación de diversos hombres que 
ponían en común su industria» era el origen del crecimiento de la produc- 
tividad. Esta fuerza colectiva nacida de la «asociación de las fuerzas» no 
concierne sólo a los «trabajadores actualmente en servicio», vale decir, los 
que están produciendo juntos en el mismo momento, sino que concierne 
a «todas las operaciones sucesivas, llevadas a cabo con una finalidad común 


y por un objeto idéntico». La asociación de la que resulta esta fuerza : 


colectiva es «la cadena indisoluble que une a los trabajadores: todos con- 
tribuyen a una obra única, la riqueza social». % Es precisamente esa rique- 
za la que es robada a los trabajadores por aquel que está en posesión de la 
propiedad, y la que el nuevo orden debe devolver a los trabajadores. 

En la Primera Memoria sobre la propiedad de 1840, Proudhon plantea- 
ba esto: 


El capitalista, dicen, ha pagado los jornales de los obreros; para ser exactos, 
hay que decir que el capitalista ha pagado tantas veces una jornada cuantos 
obreros ha empleado cada día, lo que no es en absoluto la misma cosa. Por- 
que esta fuerza inmensa que resulta de la unión y la armonía de los trabajado- 
res, de la convergencia y la simultaneidad de sus esfuerzos, no la ha paga- 
do en absoluto. Doscientos artilleros alzaron en unas horas el obelisco de 
Luxor sobre su base; ¿se supone acaso que un solo hombre, en doscientos 
días, lo habría conseguido? Sin embargo, en la cuenta del capitalista, la suma 
de los salarios habría sido la misma. Pues bien, un desierto por cultivar, una 
casa que construir, una manufactura que explotar, es como el obelisco que 
hay que levantar, una montaña que hay que cambiar de lugar. La fortuna 
más pequeña, el más mínimo establecimiento, la puesta en marcha de la 
industria más minúscula, exigen un concurso de trabajos y de talentos tan 
diversos, que sólo con el hombre mismo no bastaría para hacerlo.” 


47. Véase PJ. Proudhon, «De la création de 'Ordre dans 1'humanité», en Oeuvres 
complétes, vol. v, Marcel Riviére, París, 1926, pág. 299 y sigs. 
48. Ibíd., pág. 300. Ñ 
49. Ibíd., pág. 318. 
50. Ibíd., pág. 318. 
] y 1. PJ. Proudhon, Qu'est-ce que la propriété?, op. cit., pág. 215. (Trad. cast. antes ci- 
tada. 
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Esta fuerza colectiva proviene del «concurso» de diversos individuos 
con talentos y funciones diferenciadas, puede ser producido mediante 
disposiciones muy distintas. Mientras que Adam Smith, al igual que 
otros, ha puesto de relieve el efecto de la división del trabajo y de la 
coordinación de las tareas, ésta también proviene, como en el ejemplo 
del obelisco de Luxor, de la puesta en común de las fuerzas individua- 
les ejercidas simultáneamente y aplicándose a la misma tarea. La fuerza 
colectiva depende, sin duda, del número de brazos o de cerebros, pero 
procede sobre todo de las relaciones establecidas entre las fuerzas indi- 
viduales, de la diversidad de las funciones asociadas, de la armonía de 
las relaciones entre individuos. Hay, por lo tanto, diversas maneras 
de hacer intervenir en la economía el principio colectivo. En La capa- 
cidad política de las clases obreras, Proudhon incluye, entre las «fuerzas 
económicas», la división del trabajo, la máquina, la competencia, la 
asociación, el crédito y la unión de las fuerzas simultáneas, que sólo es 
una de sus modalidades: «Llamo fuerzas económicas a ciertas fórmulas 
de acción, cuyo efecto es rigultiplicar el poder del trabajo más allá de lo 
que sería si fuera del todo dejado a la libertad individual».2 Ahora en- 


tendemos mejor, sin duda, el principio de su condena de la propiedad: 


ésta es el instrumento jurídico de la apropiación privada c de los frutos 
del trabajo en común. Propiedad y fuerza colectiva son antagónicas, al 
menos hasta cierto punto, ya que hay también artesanos y campesinos 
propietarios que no roban los efectos de la fuerza colectiva sino que, al 
contrario y mediante el intercambio mutuo, pero también mediante 
la competencia, pueden producir fuerza colectiva. Se ve, entonces, que 
no toda propiedad es robo, sino solamente aquélla que permite percibir 
un beneficio sin trabajo, al ser un derecho, no sobre el propio trabajo 
de uno, de acuerdo con el principio de Locke, sino un derecho de 
propiedad sobre el trabajo de otros. 
Este principio fundamental de la producción, Proudhon lo extiende a 
toda vida social, a toda acción política. El análisis económico da la clave 
- de la sociedad, al mostrar que la combinación de fuerzas individuales 
productivas, con su efecto aumentado, es el secreto de toda actividad 


52. PJ. Proudhon, «La Capacité politique des classes ouvriéres», en Oeuvres comple- 
tes, vol. TI, Marcel Riviére, París, 1923, pág. 185. Para la recensión de las «fuerzas 
económicas», véase ibíd. pág. 185 y sigs., y «Les Confessions d'un révolutionnaire», Oeu- 
vres completes, vol. VH, Marcel Riviére, París, 1927, pág. 217. 
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toda riqueza, el que está en a origen de toda actividad económica y 
de toda fecundidad intelectual y espiritual. Como lo advirtió Pierre - 


Ansart, «la noción de fuerza técnica o material, Proudhon la sustituye por 
la noción de relación social como fundamento de la fuerza colectiva». Y 
El ser social es fuerza. Tal es el corazón de su ontología, la fuente de su 
sociología. Todas las formas de la relación social tienen como efecto en- 
gendrar mecanismos multiplicadores de la fuerza individual. Hay una 
fuerza activa y creativa del grupo en cuanto tal, que procede del hecho 
de que toda acción y toda producción son, o una coacción o una copro- 
ducción, de la que el taller no ofrece más que un ejemplo particular. En 
cuanto los individuos agrupan sus fuerzas, hay fuerza colectiva: «La resul- 
tante de estas fuerzas aglomeradas, que no se debe confundir con su 
suma, constituye la fuerza o la potencia del grupo».* 

Mientras que la fuerza colectiva es inmanente al vínculo social, las 
relaciones sociales se diferencian entre sí: relaciones de cooperación si- 
multánea o sucesiva en la producción, por una parte, relaciones de 
comunicación entre productores independientes, por otra. En el taller 
predomina una cooperación de fuerzas simultáneas, en la sociedad una 
división del trabajo entre productores especializados. En ambos casos, 
cierta combinación del trabajo engendra un efecto productivo que se 


traduce de un plus de riqueza en comparación con una simple adición de 
fuerzas individuales. Se ve, pues, cómo razonó Proudhon. El engendra- ; 


miento típico de la fuerza colectiva es la puesta en común simultánea de 
las fuerzas. Todos realizan al mismo tiempo una misma tarea que no E 
podría ser llevada a cabo mediante una sucesión de esfuerzos individua- E 
les. Compara este efecto de composición —«concurso de fuerzas»— con 


la división del trabajo en el taller, que es también, ciertamente, un efecto 


de la organización del trabajo, pero de otra clase, consistente en asegurar 


la coherencia de la serie sucesiva de las operaciones a efectuar. Finalmen- | 


te, extiende este análisis a la división social del trabajo entre funciones ' 


diferenciadas y a los intercambios que de ello se derivan a escala de la | 


sociedad. Es entonces toda la sociedad la que puede ser considerada el | 
lugar de esta co-acción de los individuos a través de la relación de con- | 


53. P. Ansart, Marx et l'Anarchisme, op. cit., pág. 157. 
54. PJ. Proudhon, De la justice dans la Révolution et dans PÉglise, op. cit., tomo-Il, 
pág. 693. 
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mutación o de reciprocidad. Y todo aquello que facilita los intercambios 
incrementa la fuerza colectiva. 

Esta fuerza colectiva no es consecuencia de una elección, no es expre- 
sión de la racionalidad individual del individuo implicado, como tampo- 
co es el resultado de un poder exterior. Ni el individuo ni el Estado son 
su causa, es la sociedad misma la que posee su dinamismo propio y pro- 
voca efectos productivos. Proudhon rechaza tanto el nominalismo indi- 
vidualista que niega la realidad específica de lo social, como el realismo 
que opone al individuo el todo considerado como entidad separada. La 
sociedad consiste en relaciones que no se dejan ni reducir a sus elementos 
ni resolver en una entidad separada de sus elementos. 

Esta realidad sui generis de la fuerza colectiva no es sólo económica, 
sino social. Y ello bajo un doble aspecto. La sociedad es al mismo tiempo 
producida y productora, debido a la actividad laboriosa: «El trabajo es la 
fuerza plástica de la sociedad», es lo que modela la sociedad y determina 
su movimiento. La sociedad es modelada por el trabajador colectivo. 
Pero lo que permite la realigación muy concreta de la «riqueza social» es 
también la composición social de las actividades y las funciones. Esto no 
se debe sólo al hecho de que es siempre un grupo de trabajadores el que 
ejecuta la operación productiva, o de que la producción supone una 
división del trabajo, sino ante todo, al hecho de que el trabajo, sea cual 
sea, incluso el aparentemente individual, es en realidad social y colectivo. 
Proudhon llega a preguntarse si, pensándolo así, existe alguna fuerza pu- 
ramente individual, invirtiendo de este modo las percepciones inmediatas 
que tenemos de la relación entre fuerzas individuales y fuerzas colectivas: 
«Desde que el hombre trabaja, la sociedad está en él. [...] En la sociedad 
trabajadora, [...] no hay trabajadores, hay un trabajador, único, diversifi- 
cado hasta el infinito».* 

El ser en sociedad es un «hombre colectivo», es de entrada plural, 
parte constitutiva de una comunidad de acción, en deuda antes de ser 
creador. Nuestra forma llamada individual es ya una fuerza colectiva por 
el hecho de la combinación en cada uno de todas las componentes múl- 
tiples que ha recibido por su educación y por su socialización continua: 
¿no es acaso el efecto de una multiplicidad de fuentes y de factores? Es un 


55. PJ. Proudhon, Carnets, 11 mars 1846, tomo 2, Marcel Riviére, París, 1960- 
1974, pág. 39; citado por P. Ansart, Proudhon, Textes et débats, Livre de poche, París, 1984, 
pág. 254. 
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error creer que. el individuo es un átomo, que él es la fuente de la rique- 
za y que por este motivo le correspondería todo el mérito de sus talentos: 
«Al igual que la creación de todo instrumento de producción es resultado 
de una fuerza colectiva, también el talento y la ciencia en un hombre son 
producto de la inteligencia universal y de una ciencia general lentamente 
acumulada por una multitud de maestros, así como con el apoyo de una 
multitud de industrias inferiores». ¿Habrá que precisar que esta idea 
proudhoniana del «capital humano» no tiene nada que ver con las teorías 


neoliberales basadas en un concepto homónimo? Muy similar a lo que 


Marx llamará en las Grundrisse el general intellect, se opone radicalmente a ' 
la noción neoliberal, ya que este capital no puede ser considerado una ; 
propiedad personal que dé derecho a un beneficio correspondiente: ¡ 


El talento es una creación de la sociedad mucho más que. un don de la na- 
turaleza; es un capital acumulado y quien lo recibe no es sino su depositario. 
Sin la sociedad, sin la educación que ésta da y sus poderosas ayudas, la mejor 
naturaleza permanecería, en ¿quello mismo qué debe constituir su gloria, 


por debajo de las capacidades más mediocres.% 
Pes A RE 


Éste es el meollo de la argumentación de Proudhon contra las tesis «ca- 
pacitarias» y no igualitarias de los saint-simonianos y de los fourieristas. 
La ciencia social completa y verdadera empieza con este descubri- 
miento de la fuerza colectiva, que es objeto de un robo por parte del 
grupo propietario y de una alienación estatal. En vez de que el fruto 
del arreglo entre los productores y los que intercambian bienes sea dejado 
en manos de quienes están en cooperación directa, poderes exteriores 
han venido a acaparar, en su propio beneficio, el plus de riqueza social 
producido por las relaciones sociales, ya sean éstas de cooperación o de 
conmutación. Todas las fuerzas colectivas, fruto de las relaciones de pro- 
ducción y de intercambio, quedan alienadas a la propiedad privada y al | 
Estado. Proudhon empezó con el análisis de la explotación del trabajo 
por la propiedad y siguió con una crítica de la alienación estatal. Y es que 
la explotación del hombre por el hombre y el gobierno del hombre por 


56. P-J. Proudhon, Qu'est-ce que la propriété? Premier Mémoire, op. cit., págs. 235-236. 
(Trad. cast.: ¿Qué es la propiedad?, Folio, Barcelona, 2003.) 
57. Ibíd., pág. 278. 
58. Véase el comentario de P. Ansart en Marx et l'Anarchisme, op. cit., pág. 152 y 
sigs. 
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* el hombre responden a una sola y misma lógica de usurpación y de robo. 


En su famosa obra de 1840 ¿ Qué es la propiedad?, Proudhon considera . 


haber demostrado que la fuerza colectiva es precisamente la materia y la 
diana de la explotación. Proudhon se dirige en estos términos a los pro- 
pietarios: «Cuando habéis pagado todas las fuerzas individuales, no ha- 
béis pagado la fuerza colectiva; en consecuencia, sigue habiendo un derecho 
de propiedad colectiva que no habéis adquirido y del que gozáis injustamen- 
te».2 Esta fuerza colectiva constituye la sustancia de la ganancia O de la 
«ganga», % como la llama Proudhon. Los capitalistas practican la apropia- 
ción gratuita de las fuerzas colectivas. La teoría de la explotación de 
Proudhon es en el fondo bastante simple: el salario es individual y corres- 
ponde al mantenimiento del obrero, a la satisfacción de sus necesidades 
elementales; la ganancia se constituye mediante la extorsión del fruto de 
la fuerza colectiva. Así, el capital, escribe, es «trabajo acumulado, concre- 
tado, solidificado»”! cuya captación es posible mediante la propiedad pri- 


vada. Recapitulando su demostración, explica que «la fuerza colectiva de 


cien trabajadores, al ser incdaparablemente mayor que la de un trabaja- 
dor elevado al céntuplo, no quedaría pagada con el salario de cien indi- 
viduos; en consecuencia [...] habría un error de cuentas entre obreros y 
amos».2 

La alienación política de la sociedad al Estado obedece a la misma 
lógica. Un único mecanismo está presente en los fenómenos de domina- 
ción política y en la explotación económica: la alienación de la fuer- 
za colectiva. Lo que explica, por otra parte, la profunda unidad y la gran 
coherencia de su planteamiento. La realidad histórica, muestra Proudhon, 
es la apropiación de los resultados de la fuerza social por el Estado.* El 
poder de la sociedad es acaparado por un individuo o por una clase que 
se apoderan de la fuerza colectiva de un pueblo que se ha vuelto incapaz 


59. PJ. Proudhon, Qu'est-ce que la propriété? Premier Mémoire, op. cit., pág. 217 (la 
cursiva es nuestra). (Trad. cast.: ¿Qué es la propiedad?, Folio, Barcelona, 2003.) 

60. Nota del T.: El término francés, aubaine, tiene la connotación de ganancia que 
se obtiene aprovechando una oportunidad. Se origina en una regla feudal (ius albinatus) 
que subsistió en Francia hasta 1791, que facultaba al soberano para quedarse con los 
bienes de un extranjero que moría en su territorio. 

61. PJ. Proudhon, De la création de Pordre dans Phumanité, op. cit., pág. 312. 

62. Ibíd., pág. 302. 

63. P-]. Proudhon, De la justice dans la Révolution et dans VÉglise, tomo IL, op. cit, 
pág. 706. 
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de gobernarse. El Estado es impostura. Su fuerza, que es real, proviene del 
concurso de las fuerza asociadas en la sociedad. 

¿Por qué hay, entonces, sumisión al Estado y respeto a la propiedad? 
La causa no es ninguna aberración. Hay una lógica en el sometimiento 
una verdad en el consentimiento a la explotación. La aceptación del pes : 
der se debe a la percepción de que el movimiento de cada uno es a la vez 
encarmado y representado por una figura de esta fuerza social. No somos 
nada sin los demás y, como necesitamos integramos en un conjunto con - 
el fin de producir esta fuerza colectiva, debemos someternos a la autori- 
dad que la encarna, ya sea el propietario o el Estado. Proudhon escribe: 


De modo que en realidad no es al explotador, no es al tirano, a quien siguen 
los trabajadores y los ciudadanos: la seducción y el terror tienen poco que 
ver con su sumisión. Lo que tienen en cuenta es la fuerza social, fuerza mal 
definida en su pensamiento, pero fuera de la cual sienten que no pueden 
subsistir; fuerza cuyo principio, cualquiera que sea, les muestra su sello, y 
que temen quebrar con su revuelta. 


Enfrentarse con la propiedad del capitalista sería enfrentarse con la fuerza 
productiva misma, enfrentarse con el Estado sería enfrentarse con la so- 
ciedad como tal. Sería enfrentarse, en ambos casos, con la fuerza social 
es decir, con la fuerza de la asociación bajo estas dos formas, cesperativa 
y conmutativa. Sería, por lo tanto, enfrentarse consigo mismo como ser. 
social. MN 

La usurpación o el robo llevado a cabo por la autoridad política se 
deben a que, si bien el poder social procede de la relación entre gru- 
pos de trabajadores y miembros de la sociedad, esta relación debe ser 
regulada y equilibrada por el derecho.* La fuerza del poder usurpador 
proviene del papel indispensable del justiciero, gracias a esta función ju- 
rídica de regulación de los intercambios se mantienen los Estados y los 
capitalistas. La justicia, palabra clave en el razonamiento de Proudhon, es 
la regulación, o más exactamente la autoregulación de las relaciones so- 
ciales, sin ella no hay ni actividad común ni productividad social, y su 
función ha sido acaparada por grupos de legistas a sueldo de los propie- 


64. Ibíd., pág. 708. 


e Para la exposición de la concepción proudhoniana del derecho, véase el capí- 
tulo 9. 
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tarios para «justificar» su exacciones injustas. La justicia real nunca será la 
ley producida por el legislador soberano, sólo puede provenir de todas las 
formas concretas y variadas de ajustar el equilibrio entre las partes, fijar 
contractualmente sus relaciones, asegurar la equidad de los intercambios 
de acuerdo con el «valor verdadero» de los bienes y de los servicios. La 
justicia es inmanente a la actividad económica y social, el derecho eco- 
nómico o social es precisamente la puesta en forma de las relaciones entre 
los individuos. Pretendiendo dar «fuerza de ley» a este derecho, el poder 
del legislador ha podido imponerse como trascendencia respecto a los 
individuos. Ahí reside el principio del doble rechazo por parte de Proudhon 
del individualismo y del comunismo. 
Esto le lleva a una crítica sistemática del comunismo, que Marx re- 
toma casi palabra a palabra en los Manuscritos parisinos de 1844. El co- 
imunismo cree ver en la propiedad estatal uma salida a la explotación 
económica producida por la propiedad privada del capitalista. Si bien es 
cierto que la propiedad comunitaria es un cambio de propietario, no 
es de ningún modo un camibio de relación entre los trabajadores y su pro- 
ducto. Los comunistas, más que ver la solución en la asociación reglada 
de las fuerzas múltiples y diversas, erigen a la comunidad propietaria del 
capital colectivo como única fuente de la riqueza, de forma simétrica a 
los liberales que, partiendo de la «hipótesis individualista», suponen que 
la riqueza proviene del individuo aislado. Pero, como lo muestra 
Proudhon antes que Marx, lo que predomina sobre la actividad libre en 
este tipo de comunismo sigue siendo la propiedad. Por eso él exclama- 
ba: «La comunidad es la propiedad». En otro lugar, escribía: «¡Cosa 
singular! La comunidad sistemática, negación refleja de la propiedad, es 
concebida bajo la influencia directa del prejuicio de propiedad; y es la 
propiedad lo que se encuentra de nuevo en el fondo de todas las teorías 
de los comunistas».” En realidad, en el comunismo la alienación será 
llevada todavía más lejos, puesto que la comunidad no es sólo propieta- 
ria de los útiles y los productos, lo será también de los individuos. La 
comunidad es el summun de la propiedad, porque todo pertenece a la co- 
munidad como persona moral. 


66. P-J. Proudhon, «Systémes des contradictions économiques ou Philosophie de la 
misére», en Oeuvres complete, vol. 1 (2), Marcel Riviére, 1923, París, pág. 301. 

67. P-J. Proudhon, Qw'est-ce que la propriété? Premier Mémoire, op. cit., pág. 326. 
(Trad. cast., ¿Qué es la propiedad?, Tusquets, Barcelona, 1977). 
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Los socialistas y los comunistas siguen apegados a la fórmula de la 
propiedad comunitaria porque son víctimas de la ilusión que hace ver en 
el capital y en el Estado las fuentes de la riqueza. En el Sistema de las con- 
tradicciones económicas, Proudhon la emprende contra los socialistas, que 
quieren apoderarse del capital y del Estado sin darse cuenta de e son 
órganos derivados de funciones primordiales: 


" El capital y el poder, órganos secundarios en la sociedad, siguen siendo los 
dioses adorados por el socialismo; si el capital y el poder no existieran, 
los inventaría. Debido a sus preocupaciones de capital y de poder, el socia- 
lismo ha ignorado por completo el sentido de sus propias protestas. 


Los comunistas y los socialistas, en realidad están entrampados por una 
relación de simetría: a la propiedad individual oponen la propiedad comu- 
nitaria, que es la propiedad de quienes controlan la comunidad propieta- 
ria. Lo que ellos llaman «emancipación» es en realidad la opresión políti- 
ca absoluta y una nueva forma de explotación. Los comunistas hipostasian 
la fuerza colectiva y hacen de ella el patrimonio del Estado, como si éste 
fuera su origen. Pero esto es porque creen que el poder y la fuerza pro- 
vienen del centro y de arriba, no de la actividad de los individuos. En el 
fondo ahí no hay más que un ideal de Estado organizador que generaliza 
la policía y que sólo toma del Estado su lado reaccionario, el de la pura 
coerción. Según Proudhon, la vía que se debe tomar es completamente 
distinta: la del derecho económico, la de la democracia industrial, la de la 
federación comunalista; una vía abandonada, si no en la práctica, al me- 
nos en la reflexión. Vía que tenemos que retomar.” 


Marx: la producción histórica de lo común 
por el capital-cliente 


Proudhon adivina el vínculo íntimo entre la fuerza colectiva y el dere- 


cho, y así anticipa, como veremos más adelante, la relación entre lo co- 
mún y la institución. Pero para él, el derecho sigue siendo exterior y : 
posterior a la fuerza colectiva, es la constatación de un vínculo social que * 


68. P-J. Proudhon, Systémes des contradictions économiques ou Philosophie de la misére 
op. cit., 1 (1), pág. 284. 
69. Véase infra, capítulo 9 y parte II, «Propuesta política 9». 
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lo precede. En pocas palabras, la fuerza colectiva es espontánea y libre, y 


sus frutos son robados por los propietarios privados o estatales, de tal 


manera que esta propiedad privada y pública es esericialmente rentista. 
No organiza, no crea nada, es fundamentalmente negativa. Niega la ña- 


turaleza espontánea de lo social. El análisis propiamente marxiano se 


es sin duda la causa de toda la hostilidad de Marx contra el pensamiento 
proudhoniano desde la segunda mitad de los años 1840. Dicho esto, 
Marx tomó mucho del pensamiento de Proudhon sobre la fuerza colec- 
tiva, incluso asimiló de ella dimensiones muy importantes. 

Desde 1842, Marx leyó y comentó elogiosamente ¿Qué es la propie- 
dad? de Proudhon. Más tarde, en La sagrada familia (1843) escribió: «La 
obra de Proudhon ¿Qué es la propiedad? tiene para la economía social 
moderna la misma importancia que la obra de Sieyés ¿Qué es el tercer es- 
tado? para la política modggna». Y añade, lo que no es un elogio menor: 
«su libro es el manifiesto científico del proletariado francés». Como se 
sabe, ambos hombres tuvieron extensos intercambios en París en 1844, 
Y si bien posteriormente Marx destacó que había tratado en vano de 
explicarle Hegel a su interlocutor, insistió menos en recordar que su 
propio pensamiento en formación tuvo que recibir una marca duradera de 

_lo que Proudhon le había enseñado, y sin duda en aquel entonces de- 
bían de compartir un fondo de ideas. Por otra parte, es también en La 
sagrada familia donde reconoce deberle a Proudhon la idea de la negación 
de la propiedad mediante la acción revolucionaria del proletariado. Aun- 
que Marx fuerza un poco las cosas en el sentido que le conviene, es 
cierto que en la Primera memoria sobre la propiedad está presente la idea de 
que el trabajo debe necesariamente destruir la propiedad.” Esta fatalidad 
no está muy alejada de la frase famosa de Marx que hemos recordado más 
arriba, según la cual «la producción capitalista engendra ella misma su 
propia negación con la fatalidad que preside a las metamorfosis de la na- 
turaleza». No nos vamos a extender aquí acerca de la desavenencia entre 


70. Sobre el conjunto de estas cuestiones, véase L. Coccoli, «Property is (still) 
theft !”», loc. cit. 

71. P-J. Proudhon, Qu 'est-ce que la propriété? Premier Mémoite, op. cit., pág. 346. (Trad. 
cast.: ¿Qué es la propiedad?, Folio, Barcelona, 2003.) 
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los dos hombres, ni sobre los combates que Marx librará contra los 


proudhonianos en el seno de la Internacional”? Quisiéramos insistir, más 


bien, en el modo en que Marx hace uso, por su propia cuenta, de la in- 


tuición proudhoniana de la fuerza colectiva, en particular a propósito de . 


la cooperación. 


Contrariamente a las apariencias que teoriza la economía política, el * 


capital no es aquella propiedad privada que engendra, por arte de maga, | 
un beneficio personal, sino producto de la cooperación entre los produc- ; 


tores. Como ya lo escribían Marx y Engels en el Manifiesto de 1948, «el 
capital es el producto de un trabajo colectivo, y sólo puede ser puesto en 
movimiento por la actividad común de un gran número de miembros de 
la sociedad, incluso, en última instancia, por todos sus miembros. En 
consecuencia, el capital no es una fuerza personal, es una fuerza social».” 
Esta «fuerza social» —término que no deja de recordar a la formula- 
ción proudhoniana— no es espontánea, es necesario modelarla de un modo 
preciso, mediante el poder del capital, para ponerla a funcionar en cuan- 
to tal en la producción. El capítulo XI del libro uno de El capital, que 
trata sobre la «cooperación», lo analiza de un modo claro. Inspirándose 
en Proudhon, Marx constata que la fuerza colectiva de los individuos 
cooperantes siempre es superior a la suma de los trabajos individuales. Se 
trata, en suma, de un rasgo propio de la especie, en tanto que el hombre 
es un «animal social». Antes incluso de la gran industria, caracterizada por 
la organización planificada y racionalizada del trabajo cooperativo, la 
simple reunión de diversos trabajadores en un mismo taller conducía a un 
«espíritu de competición» que aumentaba la productividad. Pero cuando 
el capital consigue sistematizar la cooperación en el «trabajador global» 


72. Las circunstancias de su desavenencia definitiva son conocidas. En mayo de 
1845 Marx propone a Proudhon que sea el corresponsal francés de una red de informa- 
ción comunista. Proudhon lo rechaza, precipitando así su ruptura. En 1847, Marx redac- 
ta un texto violentamente antiproudhoniano, Miseria de la filosofía, que responde al Siste- 
ma de las contradicciones económicas o Filosofía de la miseria (1846). Este es el principio de una 
larga serie de expresiones inamistosas contra Proudhon y de una batalla política que 
tendrá su continuación en la lucha contra Bakunin y sus partidarios en el seno de la 
Internacional. Aun así, tras tratarlo de «socialista del Imperio», Marx lé reconocerá en su 
nota necrológica una gran valentía, en particular por haberse enfrentado a una Asamblea 
Nacional furiosamente hostil el 31 de julio de 1848. 

73. K. Marx y F. Engels, «Manifeste du Parti communiste», en Oeyvres I, Économie, 
op. cit., págs. 175-176. (Trad. cast.: Manifiesto comunista, Viejo Topo, Madrid, 2011.) 
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anexo a la maquinaria, lleva a cabo plenamente la «creación de una fuer- 
za productiva que debe ser en sí la fuerza de una masa».”* El capital ha 
permitido efectuar un salto en la historia de la especie, que permite a la 
fuerza productiva del trabajo social alcanzar una potencia todavía inédita: 
«En la acción conjugada y planificada y junto a otros, el trabajador se 
deshace de sus límites individuales y desarrolla las capacidades propias de 
su especie». 

La naturaleza social del hombre encuentra en la cooperación capita- 
lista una de sus formas históricas particulares más desarrolladas. Este «tra- 
bajador global» es el «animal social» cuya socialización es sistematizada y 
planificada por el capital. Este último hace suya la naturaleza social de la 
especie y la empuja hacia su desarrollo más completo. Al concentrarse, 
socializa masas cada vez más amplias de proletarios: «La concentración de 
mayores masas de medios de producción en manos de capitalistas parti- 
culares es, por lo tanto, la condición material de la cooperación de los 
trabajadores asalariados, y la amplitud de la cooperación o la escala de la 
producción depende de % amplitud de dicha concentración».”* Pero tal 
cooperación reclama una dirección, un mando, métodos de vigilancia, 
tareas que constituyen la función específica del capital cuando el trabajo 
se convierte en cooperativo, una función que no es sólo técnica, sino que 
está vinculada al antagonismo entre «el explotador y el material que éste 
explota».” Si es el capital el que forma y organiza la cooperación, cier- 
tamente lo hace, como lo había puesto de relieve Proudhon antes que él, 
para beneficiarse de los frutos de esa fuerza colectiva sin tener que pagar- 
la íntegramente: «El capitalista paga el valor de cien fuerzas de trabajo 
autónomas, pero no paga la fuerza de trabajo combinada de los cien». 
Cuando las hace cooperar, ya no son cien fuerzas de trabajo individuales, 
sino fuerzas de trabajo que han dejado de pertenecerse a sí mismas para 
quedar «incorporadas al capital»? de tal manera que la fuerza colectiva 
organizada se les antoja siempre a los trabajadores como efecto de la au- 
toridad del capitalista, como el poder heterónomo del capital. La fuerza 


74. K. Marx, Le Capital, op. cit., pág. 367. (Trad. cast.: El capital, Folio, Barcelona, 
1997.) 

75. Ibíd., pág. 371. 

76. Ibid. 

77. Ibíd., pág. 373. 

78. Ibíd., pág. 375. 
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productiva del trabajo social se manifiesta como si fuera «una fuerza pro- 
ductiva que el capital posee por su naturaleza, como su fuerza productiva 
inmanente».” 

Los obreros no son más que ingredientes del proceso de producción, 
elementos del capital que se autodesarrolla ciegamente sometiendo a la 
fuerza viva del trabajo: «Como trabajadores cooperantes, como miem- 
bros de un organismo que obra activamente, ya no son más que un modo 
de existencia particular del capital. La fuerza productiva que despliega el 
trabajador como trabajador social es así la fuerza productiva del capital. 
La fuerza productiva social del trabajo se desarrolla gratuitamente una vez 
que los trabajadores han sido situados en determinadas condiciones, y es 
el capital el que los pone en tales condiciones».% La división del trabajo 
en la manufactura, la maquinaria propia de la gran industria, se limitan a 
profundizar la incorporación del trabajador al capital. El trabajador tiene 
cada vez menos independencia respecto al capital. Su fuerza de trabajo 


individual ya no es nada, queda absorbida en el trabajador global. das 
El análisis de Marx yevela lo que Proudhon no veía: que la coopera- 


ción no es en absoluto espontánea, que es producida por el capital, que 
la escala de la cooperación depende siempre de la cantidad de capital en 
manos del capitalista, y esto incluso para las formas más simples de coo- 
peración. De ello resulta que la explotación no puede ser analizada como 
el robo de lo que existía previamente, o de lo que se había producido 
fuera de la relación entre capital y trabajo —es decir, la simple captación 
de una fuerza colectiva autónoma—, porque esta fuerza colectiva es en 
realidad organizada por el capital en función de sus necesidades y de su 
désarrollo. Es “el capital el que da a luz una cooperación sistemática, el 
que produce las formas de organización del trabajo que permitirán incre- 
mentar la tasa de explotación mediante la cooperación y el maquinismo.. 
En pocas palabras, lo que Marx llama «robo del trabajo ajeno» es mucho 
más que un simple robo: supone la sumisión y la incorporación de su ; 
víctima al sistena de organización delrtabgo, SFE TA 
Marx «asimiló» y transformó los análisis de Proudhon sobre la fuerza 
colectiva para integrarlos en su concepción del dinamismo propio del 


79. Ibid. Véase también K. Marx, Manuscrits de 1857-1858. Grundrisse, vol. 1, Édi- 
tions Sociales, París, 1980, págs. 545-547. (Trad. cast.: Elementos fundamentales para la 
crítica de la economía política (borrador) 1857-1858, Siglo XX1t, Buenos Aires, 1975.) 

80. Ibíd. 
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capitalismo. Por otra parte, volvemos a encontrarnos con esta misma asi- 
milación-transformación a propósito de la historia política francesa. Marx - 
«digiere» a Proudhon para comprender la dinámica histórica muy parti- 
cular que hará de la Comuna de París la antítesis del Imperio. Cuando, 
refiriéndose a la burocracia francesa, Marx opone a un Estado parásito la 
sociedad activa, está muy cerca de Proudhon.*! Esta centralización estatal 
cumple exactamente la misma función que la concentración del capital en 
la producción. Negando a la sociedad, el Estado, en el curso de las suce- 
sivas revoluciones, se vuelve cada vez más centralizado, aislado, exterior a 
la sociedad. Hasta tal punto, escribe Marx, que la concienzuda revolu- 
ción, perfeccionando y concentrando el poder ejecutivo, «lo pone frente 
a ella como su único objetivo, con el fin de concentrar contra él todas sus 
fuerzas de destrucción».? Diecinueve años más tarde, su discurso a la In- 
ternacional titulado «La guerra civil en Francia», la «constitución comu- 
nal» es reconocida por Marx como el rasgo original e inaugural de la 
Comuna, aún separándola por completo de sus raíces proudhonianas. En 
Marx, el advenimiento del Fomunismo sólo puede provenir de un movi- 
miento histórico que cree sus condiciones. Lo común de la economía y 
lo común de la política, la libre asociación de los productores y el federa- 
lismo político de los comunes sólo pueden surgir del terreno conflictivo 
creado por el capital y el Estado, en la medida en que ellos mismo han 
contribuido a producir las fuerzas colectivas destinadas a destruirlos. 


Común del capital y común obrero 


Y a hemos escrito en otro lugar lo que tenía de problemático esta concep- 
ción dialéctica que Marx opone a Proudhon. ¿Cómo creer que la gran 


81. Ciertos pasajes muestran una similitud llamativa con las tesis de Proudhon. Así, 
en El 18 Brumario de Luis Bonaparte, Marx presenta el Estado centralizado francés como 
un «terrible cuerpo parásito que encierra, como una red, el cuerpo de la sociedad fran- 
cesa». Más adelante, escribe esta frase a propósito de la centralización estatal: «Cada inte- 
rés común fue inmediatamente sustraído a la sociedad para oponerlo a ella como interés 
superior, general, sin relación con la actividad autónoma de los miembros de la sociedad 
para ser objeto de la actividad gubernamental». Véase P. Dardot y Ch. Laval, Marx, 
piénom: Karl, op. cit., pág. 273 y sigs. 

82. K. Marx, «Le 18 Brumaire de Louis Bonaparte», en Oeuvres IV, Politique l, 
col. «Pléiade», Gallimard, París, 1994, pág. 530. Es aquí donde Marx toma prestada de 
Shakespeare la famosa fórmula «¡Bien perforado, viejo topo!». 
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industria mecanizada y automatizada pueda dar a luz al individuo total 
polivalente, apto para desarrollar todas sus facultades, y cómo PEA 
correlativamente, que la socialización obligada y controlada de los Hubs 
jadores en la empresa desemboca necesariamente en la asociación de indi- 
viduos libres? Que el capital cree las bases objetivas del antagonismo 
entre él y los obreros, es admisible, que las luchas obreras por limitar la 
explotación expresen un deseo naciente de reapropiación de los frutos 
del trabajo, es concebible, a la vista de la historia del inovimiento obrero 
Pero es mucho más difícil, considerando las formas adoptadas por el das 
pitalismo desde mediados del siglo XIX, pensar que el desarrollo de la 
cooperación y del maquinismo engendrará finalmente un individuo so- 
cial que haya desarrollado todas sus facultades debido a los progresos y el 
aumento de su tiempo libre.* 

Si lo común, bajo la forma del trabajo social, encuentra en la «aplica- 
ción consciente de las ciencias de la naturaleza» a la producción su forma 
más desarrollada, como lo explica Marx en las Grundrisse y en el capítulo 
VI de El capital, entonces es cierto que nos encontramos ante una nece- 
sidad histórica que conduce a la «expropiación de los explotadores». Lo 
que se desprende del célebre «Fragmento sobre las máquinas» contenido 
en los Manuscritos de 1857-1858, que tuvo tanta repercusión en el ope- 
raismo italiano, es ciertamente la tendencia a la reducción progresiva 
del trabajo social o común, es decir, de la cooperación productiva, a un 
trabajo de vigilancia y de regulación de un «sistema automático de la 
maquinaria», de la que los obreros no son sino engranajes dotados de 
intelecto, tendencia que permitiría a los trabajadores liberarse en gran 
parte del trabajo inmediato para consagrarse a su propia realización. Cru- 
cial para la concepción de lo común, este pasaje merece un examen 
atento. No se trata tan sólo de un escrito preparatorio de El capital, sino 
de una especie de momento teórico singular en el recorrido de Marx.* 


Ps 83. K. Marx, Grundrisse, op. cit., pág. 286. (Trad. cast.: Elementos fundamentales para la 
crítica de la economía política (borrador) 1857-1858, Siglo XXI, Buenos Aires, 1975.) 
84. Ibíd., pág. 652. 

: 85. Antonio Negri, en su seminario consagrado a las Grundrisse (publicado en Marx au 
dela de Marx, op. cit.), destacó el carácter excepcional de los escritos de 1857-1858. Aun sin 
estar conformes con la idea central de este curso, de acuerdo con la cual Marx habría lle- 
vado a cabo allí una inversión del objetivismo, dando todo su alcance teórico e histórico a 
la subjetividad revolucionaria del proletariado, estamos de acuerdo con Negri en decir que 
hay pasajes muy originales y de gran riqueza para comprender el pensamiento de Marx. 
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En ese momento se arriesga a proyectar al futuro ciertas tendencias que 
ya actuaban en el capitalismo de entonces: en concreto, la tendencia que 
tiene el capital a movilizar en su provecho a la ciencia y el efecto contra- 
dictorio de esta movilización en el dominio ejercido por el capital sobre 
los trabajadores. Subrayemos, en primer lugar, que esta anticipación mar- 
xiana está en las antípodas de la tesis de Hardt y Negri sobre la autono- 
mización del conocimiento, en la medida en que, como lo indica clara- 
mente Marx, la ciencia no reside en la conciencia del obrero, sino que 
está «concentrada» en el capital fijo, que se ha convertido verdaderamen- 
te en el sistema de combinación de las fuerzas productivas en detrimento 
de las fuerzas de trabajo inmediatas. El trabajo vivo pierde toda independen- 
cia, queda reducido a la impotencia: «La actividad del obrero está deter- 
minada y regulada por todas partes por el movimiento de la maquinaria 
y no a la inversa». La intelectualidad es enteramente acaparada por el 
capital. 

Es la ciencia incorporada en los mecanismos de la máquina lo que 
permite una dominación gompleta del capital sobre el trabajo: 


La ciencia, que obliga a los miembros sin vida de la máquina, en virtud de 
su construcción, a actuar del modo requerido, como un autómata, no exis- 
te en la conciencia del obrero, sino que actúa sobre él a través de la máqui- 
na como una fuerza ajena, como una fuerza de la propia máquina.*” 


Leyendo estas líneas, se podría creer que Marx describe los efectos del 
taylorismo que se instaurará medio siglo más tarde. En realidad, este «sis- 
tema automático de la maquinaria» es la continuación de una tendencia, 
ya iniciada con la manufactura, hacia la separación cada vez más radical del 
obrero respecto de los medios de producción que lo dominan y lo con- 
vierten en simple momento de la combinación de las fuerzas naturales: 
«Dar a la producción un carácter científico es, por lo tanto, la tendencia 
del capital, y el trabajo inmediato es rebajado al rango de simple momen- 
to de este proceso». Ciertamente, no es la ciencia como tal la responsable 
del progreso tecnológico. El sistema de las máquinas forma parte del mo- 
vimiento mediante el cual el capital desarrolla técnicas y dispositivos diri- 


86. K. Marx, Grundrisse, op. cit., pág. 653. (Trad. cast. antes citada). 
87. 1bíd. 
88. Ibíd., pág. 655. 
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gidos a extraer plusvalía. Fiel a las lecciones de Smith y de Babbage, Marx 
sitúa la posibilidad del sistema de las máquinas en la tendencia a la des- 
composición-recomposición de los trabajos inmediatos en la manufactura 
y luego, de un modo más sistemático, en la gran industria. Son la división 
del trabajo y la cooperación en su forma capitalista las que hacen posible 
la maquinaria, que es a la vez la combinación de las fuerzas naturales y la 
cooperación planificada de las máquinas. El capitalismo, explica, convier- 
te de modo aparentemente inexorable al «proceso de trabajo en un pro- 
ceso científico que somete las fuerzas naturales a su servicio y las hace 
actuar en provecho de las necesidades humanas», reduciendo el trabajo 
inmediato a la impotencia «frente al trabajo comunitario representado en 
el capital, concentrado en él»; el trabajo ya sólo es productivo «en los tra- 
bajos en común a los que se subordinan las fuerzas naturales».*? Debido al 
frenesí acumulador, la cooperación exigida por el capital se convierte en 
una combinación de fuerzas naturales sometidas por la actividad científica 
y la maquinaria. El trabajo cooperativo central, neurálgico, es ahora el de 
la actividad científica que permite la objetivación de este común «concen- 
trado» en capital fijo. En definitiva, el sisterna automático de las máquinas 
constituye el «común capitalista» en su forma más completa. 


Pero ¿de dónde proviene este saber que se incorpora al capital fijo? La - 


respuesta de Marx es ambigua, en la medida en que adquiere aquí, al 
menos en algunos de sus aspectos, un aspecto muy proudhoniano, y esto 
se encuentra, sin lugar a dudas, en el origen de la interpretación que le ha 
dado Negri. El capital se apropia «gratis», escribe Marx, del desarrollo 
social del intelecto general." Se trataría de un robo dé elementos del 
progreso social que el capital no produce y no organiza. Sin embargo, 
Marx comprende que si bien la ciencia, al igual que el valor, es uno de 
los «presupuestos» históricos del capital, se convierte, como condición 
de su desarrollo ulterior, en un «resultado» del capital. Lejos de permane- 
cer en estado «salvaje» y libre en la sociedad, luego se convierte en una 
esfera de actividad profesional cada vez más sometida a los imperativos 
económicos, cada vez más racionalizada con el fin de objetivarse en el 
capital fijo: «La invención se convierte entonces en un oficio y la aplica- 
ción de la ciencia a la producción inmediata se convierte ella misma para 


89. Ibíd., pág. 656. 
90. Ibíd., pág. 654. 
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la ciencia en un punto de vista determinante y que la reclama».” Se le ha 
podido reprochar a Marx cierto positivismo. Pero es preciso observar 
que, para él, la ciencia es a la vez un índice de un elevado desarrollo so- 
cial y una de las creaciones más importantes del capitalismo. Por otra 
parte, no duda en escribir que la maquinaria sólo se desarrolla verdadera- 
mente en el momento «en que el conjunto de las ciencias han quedado 
capturadas y puestas al servicio del capital».” 

En verdad es en un tiempo posterior cuando el intelecto general o, para 
decirlo de otro modo, la intelectualidad, que nace de la vida social y la 
nutre, podrá convertirse efectivamente en la nueva fuente de riqueza en 
lugar del gasto de trabajo. Lo que era dominación total del trabajo vivo 
es también, dialéctica obliga, medio de la emancipación del trabajo. El 
capital, no lo olvidemos, es una «contradicción viviente» que «trabaja en 
su propia disolución como forma que domina la producción».” Aunque 
se sirve de la maquinaria para producir cada vez más plustrabajo, produce 
a su pesar, involuntariamente, las bases de un sistema de riqueza muy 
diferente, basado no ya eráila cantidad de trabajo no pagado a los obreros, 
sino en el desarrollo de la ciencia y de la tecnología que crean cada vez 
más tiempo disponible. Así, esta contradicción opondría la tendencia a 
aumentar el plustrabajo en beneficio de los capitalistas y la tendencia a li- 
berar tiempo libre en beneficio de los trabajadores y de toda la sociedad. 
En un pasaje muy esclarecedor, Marx escribe: 


El capital añade lo siguiente: aumenta el tiempo de plustrabajo de la masa 
por todos los medios del arte y de la ciencia, porque la riqueza consiste 
directamente en la apropiación de tiempo de plustrabajo; debido a que su 
finalidad es directamente el valor, no el valor de uso. Contribuye así activa- 
mente, a su pesar, a la creación de los medios del tiempo social disponible, 
tendiendo a reducir el tiempo de trabajo para la sociedad entera a un míni- 
mo decreciente y por tanto a liberar el tiempo de ambos:para los fines de su 
propio desarrollo.* 


La realización del individuo social permitida por este aumento del tiem- 
po disponible, nueva base de la riqueza, no la considera una tendencia 


91. Ibíd., pág. 660. 
92. Ibid. 

93. Ibíd., pág. 656. 
94. Ibíd., pág. 664. 
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unilateral, aunque la supone ineludible: la producción surgirá, en efecto, 
cada vez más de la «combinación de las actividades de la sociedad, que 
se revela como el productor».* La sociedad, es decir, los «individuos en 
relaciones mutuas que reproducen y a la vez producen otras nuevas», sólo 

aparece Como el sujeto verdadero de la producción (el «productor») re- 

sultado de un proceso del que el capitalismo habrá sido únicamente un 

momento necesario. Adquiere entonces la forma de aquel individuo so- 
cial, aquel «hombre en devenir» «en cuyo cerebro existe el saber acumu- 

lado de la sociedad».*% Sólo al final de este proceso el «intelecto general» | 
se habrá convertido en la riqueza real de los individuos y controlará el 

«proceso vital de la sociedad».” La emancipación encuentra entonces su 

fundamento en el movimiento del capital: 


En esta mutación, no es el trabajo inmediato efectuado por el hombre mis- 
mo, ni su tiempo de trabajo, sino la apropiación de su fuerza productiva 
general, su comprensión y su domino de la naturaleza, mediante su existen- 
cia como cuerpo social, en pocas palabras, el desarrollo del individuo social, 
lo que se revela como el gran pilar fundamental de la producción y de la 
riqueza. El robo del tiempo de trabajo de los demás en el que se basa la ri- 
queza actual demuestra ser una base miserable comparada con la otra, nue- 
vamente desarrollada, que fue creada por la propia gran industria.% 


Esta otra base es la que condena irrevocablemente la polaridad entre el 
plustrabajo de la masa, por un lado, como «condición del desarrollo de la 
riqueza general», y el «no-trabajo de algunos», por otro lado, como «con- 
dición del desarrollo de los poderes universales del cerebro humano».” 
Gracias a ella puede abrirse otra lógica, la del «libre desarrollo de las indi- 
vidualidades, en la que no se reduce el tiempo de trabajo necesario para 
producir plustrabajo, sino que se reduce el trabajo necesario de la socie- 
dad hasta un mínimo, el que corresponde a la formación artística, cientí- 
fica, etcétera de los individuos gracias al tiempo liberado y a los medios 
creados para todos».'% En otros términos, la reducción del trabajo nece- 


95. Ibíd., pag. 665. 

96. Ibíd., pág. 668. y 
97. Ibíd., pág. 662. 

98. Ibíd., pág. 661. 

99. Ibid. 

100. Jbíd., págs. 661-662. 
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sario extiende proporcionalmente el no-trabajo a la masa entera, que se 


puede consagrar a la riqueza real, redefinida como da fuerza productiva. 


desarrollada de todos los individuos».*” 

Hay que admitir que Marx despliega aquí una imaginación anticipa- 
dora única en la historia del socialismo. Basta con mencionar, por ejem- 
plo, las conferencias de William Morris que desarrollan esta visión de un 
porvenir socialista, en el que las cualidades creadoras y estéticas de los 
individuos podrán desarrollarse mejor al haberlos liberado las máquinas 
de las labores más ingratas.'” Sea como sea hay en Marx una forma de de- 
sentrañar los gérmenes del provenir que resulta muy sorprendente y, 
digámoslo claramente, muy poco creíble a juzgar por la historia efectiva. 
Exagera la tendencia al desarrollo de las fuerzas productivas, que ve como 
creadora de las «condiciones materiales que harán saltar la base» del capi- 
talismo,!* y ello hasta el punto no poder considerar la posibilidad de que 
- el aumento de la productividad modifique la composición del consumo 
y de las necesidades. Es decir, que Marx subestima la capacidad del capi- 
tal para someter el «procesdpvital de la sociedad». 

Otro punto merece ser discutido. Es la concepción que tiene de la 
ciencia, del saber o del intelecto. Ciertamente, se le puede reconocer una 
facultad de anticipación poco común cuando destaca, con más de un si- 
glo de adelanto sobre las semillas genéticamente modificadas, que la agri- 
cultura «se convierte en una simple aplicación de la ciencia y del meta- 
bolismo natural».1% Pero al acentuar unilateralmente el alcance liberador 
del saber, subestima el modelado por parte del capital de la actividad in- 
telectual y de sus resultados. Para él, saber parece incorporarse al capital 
fijo, sin afectar al individuo de otro modo más que por el carácter poten- 
cialmente liberador que tiene sobre el tiempo de trabajo necesario, y 
contribuir directamente a la «combinación de las actividades humanas» o 
al «desarrollo del comercio de los hombres».'* Ahora bien, si hay una 
lección que se debe extraer del movimiento del capital, es que los saberes 


101. Ibíd., pag. 664. 

102. Véase W. Morris, Comment nous vivons, comment nous pourrions vivre, Rivages, 
París, 2013. (Trad. cast.: Cómo vivimos y cómo podríamos vivir, Virus, Barcelona, 2004.) 

103. K. Marx, Grundrisse, op. cit., pág. 662. (Trad. cast.: Elementos fundamentales para 
la crítica de la economía política (borrador) 1857-1858, Siglo xX1, Buenos Aires, 1975.) 

104. Ibíd., pág. 661. 

105. Ibíd., pág. 661. 
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de la gestión, de la organización, del comercio, de la comunicación, que 
han adquirido una extensión considerable con las exigencias del aparato 
reproductivo, están muy lejos de constituir ciencias que el capital captu- 
raría extrayéndolas de su rico medio social para favorecer la independen- 
cia de la riqueza respecto del tiempo de trabajo personal. Lo que así se le 
escapa en gran parte es toda la dimensión normativa y prescriptiva de los 
saberes sobre el hombre y la sociedad. 

Hemos visto antes hasta qué punto Marx quería creer en la conver- 
sión «históricamente necesaria» de la socialización impuesta por el capi- 
tal en asociación voluntaria de los trabajadores, o de la cooperación 
forzada en cooperación libre.'% Todo el trabajo histórico con el que una 
clase se constituye, mediante instituciones que se da y las luchas que lleva 
a cabo, es así dejado de lado. Aunque analizó bien el desarrollo del co- 
mún producido por el capital en su autonomización progresiva en rela- 
ción al trabajo vivo, por otra parte no hizo un análisis comparable de la 


autonomización del movimiento obrero, de la constitución como clase 


de los obreros, de la formación de un común propiamente obrero, inde- 


pendiente del movimiento del capital. En contraste con él, al menos en : 


lo que a este punto se refiere, hay que reconocerle a Proudhon el mérito 


de una cierta clarividencia: mejor que Marx y antes que él, supo pensar 
en términos institucionales las condiciones. de la conquista por el movi-. y 


miento obrero de su autonomía. 107 Este retraso de Marx será colmado en 
parte por la lección que extrae de la Comuna de París. Pero aun así, tuvo 
mucho que ver con el desarrollo del fetichismo del partido de vanguardia 
entre muchos de sus discípulos. 


Lo que se encuentra concretamente en Marx es la idea de que las *' 
condiciones producidas por el capitalismo permiten la organización de - 


los trabajadores y, con ella, su unión, su solidaridad, su combatividad 
contra la explotación. Las formas de sumisión cada vez más sofisticadas, 
que afectan más al desarrollo de la productividad que a la extensión del 
tiempo de trabajo, están ligadas también a formas nuevas de cooperación 
que engendran un «trabajador colectivo», de tal manera que éste, organi- 
zándose sobre sus propias bases, desarrollando su independencia orga- 
nizacional y comprometiéndose cada vez más resueltamente en la lucha 


106. Véase más arriba, capítulo 2: «El comunismo de la “asociación de los produc- 
tores”», 


107. Véase infra, capítulo 9: «La “constitución social”». 
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contra el capital, tiende a constituirse en un nuevo sujeto histórico. El 


- capitalismo, al integrar a los trabajadores en su gran mecanismo de ex- 
: tracción de plusvalía, crea al mismo tiempo un nuevo terreno para la 


lucha de clases y el nacimiento de una subjetividad antagonista. Así, aun- 
que Marx tiene tendencia a introducir una finalidad histórica bajo la 
forma de una necesidad implacable, es también quien analiza del modo 
más preciso las condiciones concretas de las luchas que se desarrollan en 
este nuevo terreno. De lo que se trata, por lo tanto, es de un común muy 
distinto, el que se da el movimiento obrero creando sus propias institu- 
ciones independientemente de la estricta sumisión a la ley de la repro- 
ducción del capital. 


Salir de ambos modelos 


Esta exploración de la historia nos ha permitido establecer un punto fun- 
damental para un persia nuevo de lo común. La confrontación 
entre Proudhon y Marx noS permite captar cómo se forman hoy en día 
cierto número de ilusiones en cuanto a la génesis de lo común. La teoría 
de Hardt y Negri, que en estos últimos años ha sido presentada como 
particularmente ambiciosa y original, aparece bajo nueva luz cuando se 
puede ver en ella un modo de retomar un esquema espontaneista de pro- 
ducción de lo común. Esta operación se identifica con Marx y no con 
Proudhon. Sólo es posible por la extracción fuera de su contexto y la 
reinterpretación de los planteamientos de Marx sobre la ciencia. Haciendo 
de Marx un visionario que habría anticipado la autonomía supuesta de la 
producción de los conocimientos en el trabajo inmaterial, Hardt y Negri 
atribuyen en suma a Marx algo que con más justicia correspondería a 
Proudhon, por ejemplo cuando afirman que «la producción descansa [...] 
en trabajadores que cooperan de forma espontánea, sin la mediación que 
constituyen la disciplina y el control capitalistas».*% Si coinciden con 
Proudhon, es por el poco interés que muestran por la organización del 
trabajo intelectual, por la negativa a considerar las formas de sumisión que 
sufre. Sólo pueden hacerlo volviendo a la concepción naturalista según la 
cual el conocimiento sería por naturaleza un común inapropiable, al no ser 


108. M. Hardt y A. Negri, Déclaration. Ceci n'est pas un manifeste, Raisons d'agir, 
París, 2013, pág. 23 (la cursiva es nuestra). 
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exclusivo. Al retomar por su cuenta la idea de bienes «naturalmente» dot 
munes, pueden sostener que el capitalismo cognitivo está condenado por | 
la expansión sin límite del conocimiento: «Cuando comparto una idea o : 
una imagen con vosotros, la capacidad de pensar que me ofrece no queda 


disminuida; por el contrario, nuestro intercambio de ideas intensifica mis! 


aptitudes».!” Estas formulaciones están muy cerca de la tipología de los 
bienes elaborada por la nueva economía institucional de los comunes. 

Pero aun así, Hardt y Negri conservan del marxismo su optimismo 
histórico. Hasta se puede decir que én éste punto conservan un marxis- 
mo perfectamente ortodoxo. Se trata, entonces, de una operación extraña 
y fuente de cierta oscuridad: por mucho que el capital sea esencialmen- 
te parasitario, no es menos «creador» de las condiciones del comunismo. 
Deseosos de superar la falsa simetría que se encuentra, en Marx, entre el 
paso del feudalismo al capitalismo y el paso del capitalismo al comunis- 
mo, escriben: «Ya podemos reconocer —en la autonomía de la producción 
biopolítica, en la centralidad de lo común y su común separación de la 
explotación y del mando capitalista— la formación de la nueva sociedad 
en la cáscara de la antigua».! 


En realidad, no hay expropiación de un común inherente a una «pro-=' 


ducción biopolítica» profundamente creadora, como si la cooperación en 


el trabajo cognitivo y afectivo estuviera inscrita en formas actuales de la 


producción que se habrían vuelto autónomas respecto a un capital pura- 
mente parasitario. La organización por el capital de la producción, del 


conocimiento y de la vida nunca ha sido tan directa, tan detallada, tan * ' 


111 sa c 
englobante.''* Lo que se lleva a cabo es una subsunción real del trabajo : 
intelectual que reemplaza a las formas, ya superadas por «artesanales», : 


irregulares y discontinuas, de expropiación del patrimonio cultural y el 
trabajo intelectual. 
Con la afirmación demasiado simple y errónea en los hechos de una 


autonomía intrínseca e irreversible del trabajo intelectual, Hardt y Negri ' 


109. M. Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cit., pág. 373. (Trad. cast.: Cont- 
monwealth, el proyecto de una revolución en común, Akal, Madrid, 2011.) 

110. Ibíd., pág. 301. Véase P. Rozenblatt, «Vers de nouvelles formes de coopération 
dans le travail», Futur antérieur, septiembre de 1994. 

111. Michael Hardt y Antonio Negri juegan a veces con las palabras cuando asimilan 
la lógica de la extracción rentista a una subsunción real del trabajo y de la sociedad bajo 
el capital, que ya no tendría nada de «orgánico». Véase M. Hardt y A. Negri, Com- 
monwealth, op. cit., pág. 198. (Trad. cast. antes citada.) 
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* eluden la cuestión fundamental de saber cuáles son las formas concretas a 
: través de las cuales se produce o se reproduce hoy en día lo común. 1? 
“Tomarse del todo en serio esta cuestión supone interrogarse sobre las 
nuevas condiciones de la lucha con las que se encuentran los trabajado- 
res y los ciudadanos. Esto supone también examinar los tipos de prácticas 
que instauran las instituciones por ellos creadas para escapar todo lo que 
pueden del domino del capital sobre su actividad y su existencia. Este es 
el frente de trabajo que hay que abrir. Para llevarlo a cabo, necesitamos 
ir más allá de la disputa entre Proudhon y Marx, y rechazar las hibrida- 
ciones más o menos confusas entre ambos modelos. Ello supone no limi- 
tarse a los postulados sociológico o económico, que plantearían que lo 
común nace «naturalmente», ya sea de la vida social, ya sea de la acumu- 
lación del capital. Necesitamos concebir otro modelo teórico de lo co- 
mún, que dé mejof cuenta de la creatividad histórica de las personas y 
que sea, en consecuencia, más «operativo» en el plano estratégico. Este 
otro modelo teórico parte de las prácticas colectivas y de las luchas po- 


líticas. Las pone en el centip del análisis, no hace de ellas tan sólo “«re- 
“sistencias» al sometimiento y «protestas» contra el orden: se hace con ellas 
teóricamente como fuentes de institución y de derecho. Nos parece que 
ya ha llegado el momento de pensar sistemáticamente la institución de lo 


común. y de pta A ESO 


112. Así, Michael Hardt y Antonio Negri escriben: «La estructura reticular constitu- 
yen el modelo de organización democrática que corresponde a las formas dominantes de la 
producción económica y social [la cursiva es nuestra] y que representa también el arma más 
poderosa contra la estructura del poder actual». Véase M. Hardt y A. Negri, Multitude, 
op. cit., pág. 113. (Trad. cast.: Multitud: guerra y democracia en la era del imperio, Debate, 
Barcelona, 2004.) 
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Los planteamientos examinados en la primera parte de este libro tienden, 


ya sea a pensar lo común como enteramente inmanente a la producción 
biopolítica, a la manera de Hardt y Negri; ya sea a restringir el espacio de 
los comunes a los servicios públicos y a los bienes por ellos producidos, 
como hace cierto altermundialismo; ya sea, finalmente, a hacer de lo co- 
mún la cualidad intrínseca de ciertos bienes, como es el caso del discurso 
de la economía política estándar y, en menor medida, de los trabajos de 
Ostrom. Por variados que sean, estos planteamientos, o bien vinculan ex- 
plícitamente lo común a la propiedad pública o al Estado, o bien dejan 
abierta siempre la posibilidad de vincular lo común a la propiedad, aun 
dejando indeterminada la forma de propiedad especificamente adaptada a 


los «bienes comunes». Por eso ahora hay que afrontar este problema « de la. 


relación de lo común con el derecho de” propie dad-Silo cómún no está. 


dado en él ser de lo social, ni siquiera inscrito en él'a título de «tendencia» 
que se debería estimular, es porque de entrada y ante todo es una cuestión 
de derecho, y en consecuencia, de determinación de lo que debe ser. Lo 


que está en juego es la afirmación de un derecho nuevo, quitándole a un ' 


piedad el que “debe ser radicalmente ieotado: 

El capítulo 6 rehará la genealogía de este derecho de propiedad, mos- 
trando que se constituyó tardíamente en la historia de Occidente, y por 
otra parte, señalando la división suprema del derecho entre derecho pri- 
vado y derecho público, que a menudo se hace remontar imprudente- 


mente al derecho romano. Se verá entonces que la alternativa no es entre 


A al 
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propiedad común o propiedad privada, sino entre lo inapropiable y la pro- 
piedad, ya sea ésta privada o estatal. 

El capítulo 7 examinará lo relacionado con las pretensiones del «derecho 
común» (la Common Law anglosajona) en el sentido de constituir un dere- 
cho dotado de un poder de atitoperfeccionamiento indefinido a partir de 
la perpetuación de las antiguas costumbres. Se tratará de establecer que el 
derecho de lo común no puede identificarse con el derecho consuetudina- 
rio, en la medida en que este último sigue siendo elaborado por un cuerpo 
de expertos, abogados y jueves ocupados en seleccionar en las costumbres 
aquello que es compatible con el respeto de la propiedad privada. 

En el capítulo 8, nos preguntaremos si el derecho de lo común no 
podría ser un derecho consuetudinario específico que no ignore la reali- 
dad de los antagonismos sociales sino que, por el contrario, se afirme, de 
un modo inmediato y directo, como el derecho exclusivo de la pobreza, 
en oposición al derecho de los privilegiados, Con este fin, nos dejaremos 
guiar por la argumentación de Marx en el debate sobre el «robo de ma- 
dera» en 1842, no sin preguatarnos por la coherencia misma de la noción 
de «pobreza». 

En el capítulo 9, veremos cómo se constituyó, desde finales del siglo 
xix, un «derecho proletario» que, por un lado, heredó algo del antiguo 
derecho de las. guildas y el compañonaje y, por otra parte, supo crear 
nuevas instituciones a partir de la experiencia original del movimiento 
obrero naciente. Prestar atención a esta dimensión de creatividad jurídica 
permitirá evidenciar que la transmisión inconsciente de los usos y cos- 
tumbres resulta insuficiente: un derecho de lo común sólo se puede pro- 


ducir mediante un acto consciente de institución. 
El El capita 10. se dedicará por entero a conter h naturaleza de la 


a “expensas de lo ifettyents. Nos E al examen de se caracte- 
rísticas distintivas de la práctica que instituye las reglas, o «praxis institu- 
yente»: esta última no es ni el reconocimiento a posteriori de lo ya existen- 


te, ni una creación a partir de nada, sino que hace existir algo nuevo a 


partir de las condiciones existentes y mediante su transformación. Para 
tener alguna posibilidad de llegar a ser, el derecho de lo común debe 
proceder de una praxis como ésta y no remitirse únicamente a la difusión 
espontánea de las costumbres. 


NA a rn in rain 


6 
El derecho de propiedad 
y lo inapropiable 


Necesitamos repensar lo común empezando desde la raíz. Para llevar a ' 
cabo lo que más arriba hemos llamado la «inversión en el método», que 
es el sentido mismo de nuestra presente obra, conviene examinar la larga 
historia que, después de los griegos, asfixió literalmente la concepción de - 
lo común como dimensión irreductible de la vida social. La propiedad, 

ya sea privada o pública, se impuso como mediación natural entre las 


personas y las «cosas», así como entre las mismas personas. Lo común, 
alejándose de su vínculo con el actuar, se convirtió en comunidad sustan- ' 
cial y envolvente, como si sus «miembros» sólo pudieran ser considerados 
como partes de un cuerpo, natural, místico o político. Pero la lección 
que podemos extraer de nuestra investigación arqueológica es que : sí hay 
otras formas de pensar el «vivir juntos» y el actuar común, hay otras lec- : 
turas posiblés de la historia de nuestras sociedades quéllas que ven.en ella 


el advenimiento > glorioso.de la «civilización» del individuo propietario o 


bien la espera de un retorno final a una propiedad común. Releer desde 


este punto de vista a los griegos y a los latinos no es buscar un «origen», 
sea cual fuere, de lo común, sino rehacer € el escondo que, en Occidente, 


unidad. política que se. encuentra en cierto 1 número > de autores, en 


primer lugar e en "Aristóteles. Sería erróneo ver en este retorno a los textos 
antiguos un rodeo. La reflexión y la acción política contemporáneas es- 


tán volviendo, dentro de una situación histórica completamente distinta, : 
a una concepción que la filosofía griega y el derecho romano nos permi- : 
ten retomar para llevarla más lejos: lo c común, que se encuentra en el: 
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, 


puede serlo como inapropiable, en ningún caso como 1 biela de un derecho de] > pro- 


piedad. 


La actividad de «poner en común» (koinonein) 
como institución de lo común (koinon) 


En Governing the Commons, Elinor Ostrom cita este pasaje del capítulo 3 
del Libro II de las Políticas de Aristóteles, dirigido contra la tesis platóni- 
ca de la comunidad de las mujeresy1os niños: «En efecto, se tiene poco 
cuidado de lo que es común a un gran número de personas (to pleiston 
koinon): los individuos se ocupan principalmente de lo que les es propio 
(ton idion) y menos de lo que es común (ton koinon), o sólo en la medida 
en que cada uno está concernido».? La alternativa entre propio y lo co- 
mún se plantea de entrada en términos de propiedad: lo que és común a 
gran número de personas Mo que esas personas poseen en común —las 
-mujeres y los niños en la ciudad platónica, la mujer de uno y sus hijos en 
la mayoría de las ciudades—. Lo que se cuestiona es la cualidad o la in- 
tensidad del cuidado (epimeleia) que el poseedor pone en aquello que 
posee en común con muchos otros: si pone menos cuidado, es en primer 
lugar porque se cuida «principalmente», es decir, prioritariamente, de lo 
que le es propio, y no debido a una dilución del cuidado directamente 
proporcional al número de los poseedores. De ahí la pregunta formulada 
un poco más lejos, a comienzos del capítulo 5 del mismo Libro, a pro- 
pósito de la constitución política excelente: «La propiedad, ¿será común, 
o no lo será?», o dicho de otra manera, «Se plantea la cuestión de saber si 
la mejor solución es la posesión y el uso de los bienes» (kteseis).? 
“Aristóteles considera entonces tres soluciones posibles: o bien la tierra 
es privada y Tos productos se consumen en común, o bien la tierra es 
común y es trabajada en común, pero los productos se comparten de 
acuerdo con las necesidades de cada uno, o bien la tierra y sus productos 


1. E. Ostrom, Gouvernance des biens communs, op. cit., pág. 15. Para el texto de 
Aristóteles, citamos directamente la traducción francesa de Pierre Pellegrin: Les Politi- 
ques, op. cit., pág. 144. 

2. Ibíd., pág. 150. 
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son ambos comunes. De suponer que quienes cultivan la tierra sean ciu- 
dadanos que trabajan por su cuenta —en vez de que sean esclavos quie- 
nes la trabajen por cuenta de sus propietarios—, el reparto desigual de los 
beneficios y de las cargas será inevitablemente ocasión de diferencias 
frecuentes. Aristóteles prosigue enunciando una observación de alcance 
general: «De un modo general, vivir juntos (suzen) y poner en común 


(koinonein) todos los bienes humanos es difícil, sobre todo en este domi- / 


nio». Como se ve, lo que es objeto de debate son los inconvenientes 
relacionados con la «propiedad en común» (koinas tas kteseis). La propie- 


dad en común procede de una actividad de puesta en común que con- ; 
cierne sólo y exclusivamente a bienes (literalmente, «adquisiciones»). La ' 
dificultad indicada por Anstóteles tiene que ver con la relación entre el : 
vivir juntos y la puesta en común. de todos los bienes. Como ya pudi- 


mos ver más arriba,* el error de Platón es haber confundido el «vivir jun- 
tos  (suzen) con el «vivir en común» (koiné zen), y es debido a esta confusión 
que justifica la puesta en común de los bienes (al menos en el caso de los 
guardianes). Pero si, como hace Aristóteles, se mantiene la distinción 
entre el sun (conjunto) y el koiné (comúñ) cómo irreductible, hasta el 
punto de que afectá'a la naturaleza de la actividad de «vivir» (zen), enton- 
ces se considerará la exigencia de la puesta en común de todos los bienes 
os ciudadanos de una misma ciudad como dificil de conjugar con 
la , especificidad del vivir juntos: una ciudad no puede tener la unidad de 


entre 1 


una familia, ni mucho menos la de un individuo, y por eso es preferible 
combinar la «propiedad privada» de los bienes con su «uso común». 
¿Significa esto que el vivir juntos no implica ninguna puesta en co- 
mún (koinonein)? Evidentemente, esto sería contradictorio con el hecho 
de que tal vivir juntos sea lo propio de quienes viven en una comunidad 
(koinonia) política. Este tipo de £omunidad debe su realidad a una «acti- | 
vidad de puesta en común de las palabras y los pensamientos» (koino- 


nein logon kai dianoias).? Cómoló iñidica Piérré a el verbó hoi 


3. Ibíd., pág. 151 (traducimos literalmente «bienes humanos» en vez de «bienes de 
este mundo»). 

4. Véase supra, capítulo 2. 

5. Aristóteles, Les Politiques, op. cit., pág. 152. (Trad. cast.: Política, Espasa Libros, 
Barcelona, 2001.) 

6. Aristóteles, Éthique á Nicomaque, IX, 10, Vrin, París, 1990, pág. 468 (traducción 
modificada). 
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nonein. ¿no puede tener aquí el sentido pasivo de la participación en un 


“orden existente, sino que nombra la comunicación activa y recíproca que 


permite constituir un orden así»? Se trata, si se quiere, de la «participa- 
ción», no en el sentido de la pertenencia, sino en el sentido de la «igual- 
dad e en el tomar parte».* Si se entiende bien la lección aristotélica en lo 
tiza, una Vez iaa, una actividad de puesta en común que se pro- 
duzca en el interior de un marco preexistente, sino que por el contrario 


sh la actividad es puesta en común la que hace existir lo. común de. la 


puesta en común es aquella actividad que permite. a lo común existir y 
que lo sostiene mientras dura. Para decirlo de un modo más general, 


y yendo más allá de la letra del planteamiento aristotélico, todo verdade- 


ro común político debe su existencia a una actividad sostenida y continua 


de puesta en común. 
Este punto es para nosotrás fundamental. Cuca a todo aque- 
llo que se entienda acerca de lo común como institución y, por lo tanto, 


* de la institución misma, Desde este punto de vista, es toda la: interpreta- 


ción de Aristóteles por Arendk la que merece ser discutida, ya que esta 
última entiende la «puesta e común de las palabras y de las acciones» 
como una actividad que sólo puede tener lugar en el interior de un marco 
previo planteado por el legislador como «arquitecto» de la constitución. 


: Está claro que lo que la lleva a representarse las cosas de este modo es la 
: preocupación por separar el «hacer» (poiesis) del legislador del «actuar» 


(praxis) del hombre político. El fundador es el artesano que fabrica las 


léyes, el hombre político es el que actúa dentro de «recinto amurallado» 


de las leyes. Para Platón y para Aristóteles, la actividad de erigir esta mu- 
ralla y la de producir las leyes serían, en este sentido, «actividades pre-po- 


* Títicas» que son más legítimas que la política y la acción propiamente 


dichas, porque se trata de un hacer artesanal, vale decir, de poiesis y no de 


7. P. Aubenque, Problémes aristotéliciens. Philosophie pratique, Vrin, París, 2011, pág. 
209 (la cursiva es nuestra). 

8. Nota del T.: prendre part (la traducción habitual sería «formar parte», pero aquí 
preferimos la literalidad). 

9. Acerca de este sentido, véase infra capítulo 10. 
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E doi Ed ne 
praxis.'” Esta atribución a Aristóteles de una valoración del hacer a ex- * 


pensas de la acción conduce a Arendt a leer a contrapelo el pasaje de la 
Etica a Nicómaco (1141b 25-29) donde se distinguen dos clases de política: 
la primera, que lleva él nombre de nomotética, es legislativa, al ser relativa 
a las leyes; la segunda, que toma específicamente el nombre de politiké," 

es en efectó relativa a la acción y la deliberación, ya que conduce a la 
adopción de decretos, cuya característica es que estatuyen sobre casos 
particulares y temporales. Inmediatamente después, Aristóteles añade 
esta frase: Por eso administrar la ciudad es una expresión reservada a 


aquellos que entran en la particularidad de los asuntos, ya que son los 
únicos que cumplen la tarea, similares en esto a los artesanos».'? Ahora , 
bien, significativamente, Arendt le eS decir a esta frase que «sólo los | 
legisladores actúan como artesanos»,'? es decir, exactamente lo contrario - 
de lo que dice: son los «administradores», es decir aquellos que deliberan 


para la adopción de decretos, quienes actúan como artesanos, no los «le- 
gisladores», quienes a este respecto son más bien comparables a los maes- 
tros de obra que dirigen a los artesanos. Nada en esta frase permite atri- 
b urle a Aristóteles la tesis del carácter. pre-político, por «poiético», -de la 
legislación: aquí es Lk actividad administrativa la subordinada a la activi- 
dad legislativa, como lo particular (del decreto) está subordinado a lo 
universal (de la ley). Por otra parte, esto llega tan lejos que, en la misma 


obra, Aristóteles no duda en afirmar que las leyes son «obras de la políti- : 


ca» (politikés erga), lo cual sería incomprensible si dejara la legislación en 


el ámbito de lo pre-político. Con ello quiere decir que la legislación no | 


posee en sí misma su justificación, sino que ésta le viene de una delibe- 


ración política.** Las reglas de justicia que son las leyes sólo se instituyen . 


en el nivel. de la comunidad política, lo que significa que la ley es al mis- 


10. H. Arendt, «Condition de "homme modern», en L'Humaine Condition, op. cit., 
pág. 216. (Trad. cast.: La condición humana, Paidós, Barcelona, 2010.) 

11. Sin embargo, Aristóteles precisa que este nombre, politiké, le es común con la 
especie legislativa (véase Etica a Nicómaco, op. cit., pág. 293), con lo que es basta para 
excluir que esta segunda especie quede expulsada de la política como «pre-política»: poli- 
tiké es de hecho tanto el nombre genérico que engloba a las dos especies como el nombre 
específico de la segunda especie. Ñ 

12. Ibíd., pág. 294. 

13. H. Arendt, Condition de l' homme moderne, op. cit., pág. 216, nota 3. (Trad. cast. 
antes citada.) 

14. P. Aubenque, Problémes aristotéliciens, op. cit., pág. 81. 
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mo tiempo el efecto y la causa de dicha comunidad: el efecto, porque 
«sólo hay actividad legisladora en una polis»; la causa, porque es la ley la 
que diferencia a la polis de los agregados sociales que no son políticos. *3 
En este sentido, la legislación es plenamente política y pertenece al do- 
mini 


hace la lectura sesgada de Arendt es prolongar la figura antidemocrática 
del gran nomoteta creador y donador de la ley (de acuerdo con el mode- 
lo de Licurgo, Solón o Numa). Pero todo pensamiento que haga de la 
emancipación y de la autonomía sus principios debe romper, inevitable- 
mente, con una figura mitológica semejante. 

Retomemos el hilo de nuestra demostración. Si se presta atención a los 
- textos de Aristóteles, se deben distinguir, porllo tanto, dos clases distintas de 
- «puesta en común»: la puesta en común de todos los «bienes», que compro- 
mete o impide lo común político del «vivir juntos», y la puesta en común 
de las «palabras», los «pensamientos» y las «acciones» que, por el contrario, 
constituye este mismo común en lo que tiene de irreductible. Entre lo uno 
y lo otro, se encuentra la difprencia decisiva de que la segunda puesta en 
común no da lugar a una apropiación: no hay propiedad común «de las 
palabras y los pensamientos, mientras que sí puede haber una propiedad 
común de los bienes», aunque esta propiedad no sería deseable, ya que 
proyecta sobre la ciudad un exceso de unidad que sólo puede serle perju- 
dicial. Como se sabe, la solución por la que opta Aristóteles en lo concer- 


niente a la propiedad de los bienes es, no la propiedad común, sino el uso .. 


común de la propiedad privada.** De cualquier modo, si se toma una visión 
* de conjunto del problema, es difícil sustraerse a la siguiente conclusión: la 


actividad de puesta en común que constituye lo común político no es 


una actividad de apropiación, ya que lo común político no es en abso- 
luto un objeto de propiedad, ni de propiedad privada ni de propiedad co- 
mún. Lo común político está radicalmente fuera de la propiedad, porque 
no es un «bien». Y sólo hay propiedad, privada o común, de lo que es un 
«bien». En suma, aunque puede haber «bienes comunes», lo común no es, 
por su parte, un bien —al menos en el sentido de algo que se podría adqui- 
rir y del que se podría disponer a voluntad, por ejemplo cediéndolo me- 
diante un intercambio (lo que el griego designa con el término ktesis)—. 


15. Ibíd., pág. 83. 
16. Véase supra, capítulo 1. 


> Roinoniano. En el fondo, por extraño que pueda parecer, lo que 
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Pero hay más. Lo común político, sea cual sea el tipo de constitución : 
que rige una ciudad, está sometido a cierta determinación del «beneficio 
común» (koiné sinferon). ). Esto significa que se necesita cierto acuerdo so- 
bre. lo que es justo: en efecto, «lo ed es el bien político (politikon aga- 
Thon), esto es, el beneficio común».'”” En una comunidad política bien ; 
constituida, esta determinación se. efectúa por la vía privilegiada de una ' 


deliberación en común sobre lo que es justo hacer o no hacer,** delibe- 


ración colectiva que realiza la «puesta en pao de las palabras y de los : 


comunidad tal presupone, pues, en el individuo dla voluntad y la « capaci 


dad de comunicarse, de compartir, de poner en común, de participar». !? 

Esto significa que sólo un hombre que comparta con otros hombres esta 
capacidad de puesta en común puede constituir con ellos una comunidad 
política. Es la actividad de.puesta en común, actualización de esta capa- 


cidad en la deliberación, la que funda la comunidad y no a la inversa: «La 


pertenencia es e consecuencia, no la caia, ES la Panepacion,. de lo Cual 


va a la comunidad polí 
y alo injusto, estó implica que es la propia deliberación sobre el bien 


político la que constituye lo común político, que lo hace existir como * 


«orden». Aristóteles lo dice en una fórmula: «La justicia es el orden (taxis) 
de la comunidad política»? Por ello hay que entender, no que la justicia 
es el orden que emana de la comunidad política, sino más bien que la 
justicia es en sí misma actividad de «puesta en orden de la comunidad 


17. Aristóteles, Les Politiques, op. cit., pág. 246. (Trad. cast.: Política, Espasa Libros, 
Barcelona, 2001.) El griego distingue el bien en el sentido de lo útil o de lo convenien- 
te (agathon) del bien en el sentido de la adquisición y de la posesión (ktesis): el beneficio 
común, que no es el «interés general» de cierta filosofía política, constituye un bien en el 
primer sentido, sin serlo en el segundo, porque no puede ser objeto de posesión. 

18. Precisemos que el poder deliberativo es para Aristóteles el poder ejercido por la 
asamblea de ciudadanos. 

19. P. Aubenque, Problemes aristotéliciens, op. cit., pág. 171. 

20. Ibíd. nota 1. Pierre Aubenque traduce el verbo koinonein por «comunicar» (en 
el sentido de poner en común o de participar) y no, como otros traductores, por «perte- 
necer a una comunidad» o «vivir en comunidad» con el fin de evitar toda confusión 
entre la causa y la consecuencia. 

21. Aristóteles, Les Politiques, op. cit., pág. 93 (adoptamos aquí la traducción de Pierre 
Aubenque). (Trad. cast. antes citada.) 
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' política».? La determinación intencional y racional de las reglas de jus- 
: ticia procede así directamente de la participación activa de los ciudadanos 
"en la deliberación colectiva. Lo común político tiene pues necesidad de 
ser instituido activamente por la actualización de la capacidad «natural» 
de la puesta en común.” 

He aquí que esto esclarece muy en particular lo que llamamos la in- 
versión en el método, con el que hay que remontar hasta el actuar co- 
mún como aquello que se encuentra en el principio de todo común, en 
lugar de presentar lo común como algo dado naturalmente, con inde- 
pendencia del actuar humano, como una sustancia que se podría repre- 
sentar, una cosa que se podría poseer e intercambiar. Se trata de estable- 
cer que lo común procede de una actividad de puesta en común que es 
productora de derecho —en el sentido de lo que Aristóteles llama lo 
«justo»-—, excluyendo que este derecho pueda ser un derecho de propie- 
dad sobre lo común. Sin embargo, a diferencia de Aristóteles, nosotros 
no restringiremos lo común político a la esfera exclusiva de la «ciudad» 
—en el sentido antiguo de lg polis griega o en el sentido moderno del 
Estado. Y esto, no sólo porque toda participación en un común adquie- 
re hoy necesariamente una dimensión política, sino también porque la 
única política capaz de devolver a este viejo término su sentido funda- 
mental de koinoneín —o sea, esa «igualdad en el tomar parte»?* que es el 
_ propio «poner en común»— es la que hace de lo común su objeto, 
su principio y su centro de gravedad, y esto a la escala que sea. Aquí el 
" Estado-nación no tiene ningún privilegio particular, muy al contrario. 
En este punto podemos recordar la tesis que hemos planteado de entrada: 


22. P. Aubenque, Problémes aristotéliciens, op. cit., pág. 172. De modo que se debe 
dar a taxis no el sentido de un orden hecho por la comunidad política y sus instancias, 
sino el sentido activo de un ordenamiento que hace existir la comunidad política, senti- 
do que remite directamente a la actividad de puesta en común. 

23. Así se explica que la naturaleza invocada por Aristóteles no dispense a los hom- 
bres de instituir la comunidad política. En este sentido, su naturalismo es lo opuesto a la 
naturalización de lo común examinada en la primera parte de este libro. 

24. Como Hegel lo indica en su escrito sobre el derecho natural, los griegos dispo- 
nían del verbo politenein para significar la participación activa en los asuntos públicos. 
Sería inexacto traducir este verbo por «hacer política», porque esta expresión presupone 
la constitución de la política como actividad especializada reservada a una minoría de 
profesionales: politeuein nombra el tomar parte en los asuntos públicos en tanto concier- 
ne a todos los ciudadanos, lo cual implica el «poner en común» o koínonein. 


EL DERECHO DE PROPIEDAD Y LO INAPROPIABLE 


lo común que se debe instituir sólo puede serlo como indisponible e inapropiable, 
no como objeto posible de un derecho de propiedad. 


La ilusión de la propiedad colectiva arcaica? 


Para establecerlo, empezaremos examinando la concepción que sitúa la * 


«propiedad común» en los orígenes de la historia para presentar el «res- * 


tablecimiento» de esta forma de propiedad como la tarea asignada a toda 
la historia humana, de algún modo, como si la historia fundara por sí 
misma un derecho de apropiación de lo común que le correspondiera a 
la humanidad realizar conscientemente. Esta concepción fue la base de 


un materialismo histórico que creía poder basarse en datos históricos ' 


indudables para establecer una sucesión de los modos de producción ' 


caracterizados por formas de propiedad diferentes, desde el «comunis- 
mo primitivo» hasta el «comunismo superior». Es un hecho conocido 


que Marx'hizo de la propiedad común el modo de propiedad original 


cuya existencia se podía” establecer tanto entre los 1 romanos, lós germa- 
nos o los celtas, como entre los eslavos e incluso en la India. Su pasión 
por la historia y la etnografía, que contagió a Engels, se explica amplia- - 
mente por esta búsqueda de un comunismo primitivo. Mucho más di- * 
ficil asas saber qué entendía, en realidad, Por esta propiedad común, 
y qué relación. establecía entre la propiedad común y a la propiedad 
individual. En efecto, siempre se negó a oponer estos dos tipos de pro- : 
piedad. Esto se desprende claramente de la fórmula celebre del capítulo 
XxIVv del libro 1 de El capital, de acuerdo con la cual la «negación de la 
negación» restablece, no la «propiedad privada», sino la «propiedad in 
dividual basada en la cooperación y la propiedad común de la tierra y 
de los medios de producción».” Pero esto mismo se desprende quizás. 
con mayor claridad todavía del pasaje de las Grundrisse relativo a las 
«formas anteriores a la producción capitalista» en el que Marx compara : 


25. Tomamos de Alain Testard esta fórmula, que da título a la primera parte de su 
texto «Propriété et non-proprieté de la terre», Études rurales, enero-junio de 2003, 
n” 165-166, pág. 1. a 

26. K. Marx, Le Capital, Livre 1, op. cit., pág. 89, nota 30. (Trad. cast.: El capital, 
Folio, Barcelona, 1997.) 

27. Ibíd., págs. 856-857. Para una interpretación de esta fórmula, véase P. Dardot y 
Ch. Laval, Marx, prénom: Karl, op. cit., pág. 641 y sigs. 
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la forma romana de la propiedad pública y la antigua forma germánica 
de la propiedad común. rá 

-  Retomemos por un momento los datos históricos sobre los que Marx 
trataba de fundar su concepción de la revolución, y consideremos el 

- modo en que podía interpretarlos mediante este trabajo de comparación 
entre forma romana y forma germánica..La forma romana se basa especí- 
ficamente en la distinción entre el ager publicus' (o dominio público) y la 

propiedad familiar privada. Esta institución “del ager publicus desempeñó 
un papel muy importante durante toda la historia de la República Ro- 
mana, desde sus orígenes arcaicos hasta comienzos del Imperio.*% Al 
conquistar Italia, Roma confiscó una parte de las tierras de los vencidos, 
que se convirtieron en propiedad del pueblo romano, e instaló en ellas a 
colonos provenientes de la baja plebe. Se trataba, entonces, del «conjun- 
to de los inmuebles que formaban parte del Estado y que por esto mismo 
eran inalienables e imprescriptibles, aunque no estuvieran afectados a un 
servicio público».?” Estos bienes podía ser otorgados por lotes a los ciu- 
dadanos de la plebe como ggosesión» (possessio) y no como «propiedad» 
(dominiunm), lo que significa que se reconocía a tales ciudadanos tan sólo 
el uso y el goce privados de una parcela, pero no el derecho a delimitar- 
lo. Más adelante, el Estado adoptó la costumbre de dar a sus acreedo- 
res, que a menudo eran miembros de la nobilitas, el goce casi gratuito de 
inmensas extensiones de tierras públicas. En la perspectiva adoptada por 
Marx en las Grundrisse, lo que caracteriza a la Roma antigua era cierto 
tipo de articulación entre la propiedad común y la posesión privada en el 
que la pertenencia al Estado constituye la presuposición de dicha pose- 


28. Marx había leído en 1855 la Historia romana de Barthold Georg Niebuhr, una 
de cuyas secciones, titulada «Del dominio público y del goce de este dominio» explica el 
origen de la naturaleza del 'ager publicus. Véase P. Sereni, Marx, la personne et la chose, 
L'Harmattan, París, 2007, págs. 152-154. 

29. Según la definición dada en el artículo «Ager publicus» (tomo IV, pág. 133) del 
monumental Dictionnarie des antiquités grecques et romaines de Darembert y Saglio, Hache- 
tte, París, cuya publicación se produjo desde 1877 hasta 1919, que por otra parte cita a 
Niebubr en la nota 16 a propósito de la fórmula solemne de «dedición» (deditio), median- 
te la cual se podría producir la anexión de un territorio extranjero al ager publicus (la al- 
ternativa era el uso de la fuerza tras la destrucción de una plaza). 

30. P. Sereni, Marx, la personne et la chose, op. cit., pág. 144. En su carta a M. Blanqui 
sobre la propiedad de 1841, Proudhon invoca el ejemplo de la República romana para 
justificar su concepción de la «posesión» como forma de apropiación que excluye un 
derecho absoluto y una soberanía ilimitada sobre las cosas. Véase ibíd., págs. 147-148. 
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sión. Sólo esta pertenencia da acceso a la apropiación privada del suelo: 
«El propietario de la tierra sólo lo es en su cualidad de romano, pero, en 
calidad de romano, es propietario privado de la tierra», de tal manera que 
«el ciudadano es y debe ser necesariamente propietario privado».* En 
efecto, para Marx la pregunta romana por excelencia es: «¿Qué modo de 
propiedad crea a los mejores ciudadanos?» Y el mejor ciudadano es, pre- 
cisamente, aquel para quien su pertenencia al común del Estado es la 
garantía de su posesión privada. Y esto presenta la ventaja de respetar 
cierta igualdad entre campesinos libres e independientes, cada uno de los 
cuales tiene el mismo derecho a la posesión de un lote particular. 


Si vamos a las páginas consagradas a la comparación entre la forma 


germánica de la propiedad y su forma romana, se ve que la relación 
entre la primera y la segunda es propiamente una relación de inversión. 
En los germanos, explica Marx, el ager publicus es visto como un simple 
«complemento de la propiedad individual»; por el contrario, en los 
romanos, el dominio público figura como «existencia económica par- 
ticular del Estado junto a (neben) propietarios privados». ¿Cómo en- 
tender este «junto a»? Los propietarios privados, que lo son literal- 
mente en cuanto están «privados» de cualquier parte del ager publicus, 
son los más ricos, los que ya disponen de un ager privatus. Esto es la 
consecuencia, simplemente, de que las tierras públicas, en su origen, 
están hechas para los ciudadanos desprovistos de parcela propia. Los 
propietarios privados, en el sentido propio del término, no son por lo 
tanto los plebeyos a quienes el Estado concede la posesión de un lote 
de tierra, sino los patricios que están, literalmente, «excluidos del ager 
publicus». Hay, pues, dos formas de apropiación privada, la de la «pose- 


sión» y la de la «propiedad», una de ellas obtenida mediante la atribu- 
ción de partes de la tierra común, mientras que la segunda sólo tiene , 


existencia fuera de esta misma tierra. En estas condiciones, afirmar que 


el dominio público no es en los germanos más que «el complemento de 


la propiedad individual» es afirmar que la «propiedad individual» es 


reconocida allí como primera respecto a la propiedad común. Esta pro- * 
piedad individual es de hecho la de la casa familiar, que constituye un : 
centro autónomo de producción separado de los otros por largas dis- * 


31. K. Marx, Manuscrits de 1857-1858. Grundrisse, op. cit., págs. 416 y 422. (Trad. 
cast. antes citada.) 
32. Ibid., pág. 420. 
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tancias. Así, si hay un ager publicus, es en forma de la «tierra comunal» o 

«tierra del pueblo», que es un «terreno de caza, de pastos, tala de árboles, 
etc.». Lejos de que la pertenencia al dominio público sea, como en la 
forma romana, el presupuesto o la condición de la apropiación privada 
de la tierra, aquí es la propiedad individual de la familia la que condicio- 


na el acceso a los bienes comunales, al ser éstos la propiedad común de 


varias familias que se reconocen como miembros de una misma tribu 


- (Stammuwesen). La inversión consiste, por lo tanto, en que aquello que es 


la propiedad común resulta en este último caso de las relaciones mutuas 


«presupuesto» en la forma romana es en la forma germánica «resultado»: 


entre los propietarios individuales o, como dice Marx, de su feunión 


- efectiva para fines comunes»; sólo es, en este sentido, un «apéndice co- 


lectivo» de las apropiaciones individuales del suelo.% 

Lo que hace que, desde este punto dé vista, résulte clave en la propie- 
dad común de los antiguos germanos es finalmente la separación de lo común 
Y lo estatal: en efecto, es esta separación la que permite su proyección a los 


orígenes de la historia. En el ¿ger germanicus, Como «común originario», 


habría habido, por así decir, «algo público todavía no estatal» que, en vir- 
tud de su mera existencia pasada, justificaría que un «común futuro» cum- 
pliera todas las virtualidades de algo público no estatal en y mediante la 
caída del Estado. Sea como fuere, el privilegio de este común originario es 
que evidencia la posibilidad de una distinción entre lo que €s simplemen- 
te individual y lo que es privativamente individual: en efecto, este común 
se limitaba a prolongar una apropiación individual que en sí misma no era 
privada en el sentido de un dominium o derecho exclusivo e ilimitado so- 
bre una cosa. Se puede hablar, sin duda, de «posesión», a condición de 
añadir que tal posesión tenía la particularidad de no ser ni atribuida ni ga- 


rantizada por el Estado, a diferencia de la possessio romana de la que goza- 
" ban los plebeyos. De hecho, como hemos visto, el germano es al mismo 


tiempo propietario individual y miembro de una tribu, de tal manera que 
si bien participa del terreno común (de caza, de pastos, etc.) lo hace a títu- 


- lo de propietario individual. Ignora la propiedad privada en el sentido 


" de lo que es exclusivo y de lo que excluye: mientras que en Roma el rico 


propietario excluye a todos los demás y está él mismo «privado» de todo 
¡ACCESO a lo común, en Germania el propietario individual tiene acceso a lo 


33. Ibid. 
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común como propietario individual. De este modo, Marx se considera ' 


autorizado a hablar de «una propiedad realmente común de los propieta- 
rios individuales y no de la organización unitaria de estos propietarios 
como dotados, en la propia ciudad, de una existencia distinta de ellos 
mismos como individuos singulares». La forma germánica como forma 
originaria ofrecería así el doble ejemplo de una propiedad común no estatal 
y de una propiedad individual no privada. Se comprende mejor así el inte- 
rés que podía representar para la concepción materialista de la historia. 
Pero desde un punto de vista histórico y antropológico, la cuestión es 


si en verdad estamos ante, en la antigua forma germánica, ante una «pro- 


piedad común» del suelo, como Marx lo afirma varias veces. En su libro 
Antes de la historia, Alain Testard se esfuerza por captar la «dirección de 
la historia» en la evolución de las primeras formas de vida social a partir 
de lo que llama la «invención de la riqueza». Observa que las sociedades 
estudiadas etnográficamente pertenecientes al neolítico “(Melanesia, 
América del Norte) sólo conocen una ventaja de la riqueza: la conside- 
ración social o la estima que procura tal posesión. No existe trabajo 
asalariado, con el poder que éste da sobre aquellos cuyo trabajo se paga, 


ni, sobre todo, existe para la riqueza la posibilidad de producir riqueza . 


invirtiéndose en tierras. Lo que falta por completo es la base de la dife- 
renciación en clases sociales: la tierra no puede «ser alquilada por el pro- 


pietario y aportarle una renta, el alquiler, lo que se podría llamar también 

la renta inmobiliaria».*” El estatus de propietario está condicionado por el 
uso efectivo del objeto de propiedad, lo que hace que la falta de uso su- 
ponga al cabo de algunos años la pérdida del título de propiedad. De ahí — * 


la distinción con por Testart entre dos formas muy distintas de ' 


fundada», | porque «se basa en el uso continuo a lo largo del tiempo y yen. 
la medida en que dicho úso pueda ser demostrado».* Tal condiciona- | 


O 


34. P. Sereni, Marx, la personne et la chose, op. cit., pág. 159. 

35. K. Marx, Manuscrits de 1857-1858, op. cit., pág. 421. 

36. A. Testart, Avant histoire. L'évolution des sociétés de Lascaux 4 Carnac, Gallimard, 
París, 2012. 

37. Ibíd., pág. 407 E 

38. Ibíd., pág. 408. Testart cita estas palabras de un antropólogo a propósito de los 
Inuit: «En principio, la situación es la siguiente: la posesión personal está condicionada por el 
uso real de la propiedad; un hombre que no se sirve de su trampa para zorros debe permi- 
tir a otro individuo que lo haga [...]». Veáse ibíd., pág. 409. 
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' miento de la propiedad por la efectividad comprobada del uso constante 


hace que la propiedad inmobiliaria sea imposible, ya que el cultivador y 
el propietario son uno y el mismo. En contraste, nuestra forma de pro- 


- piedad es llamada «funditaria» porque «se basa en la consideración del 


fondo,” con independencia del trabajo que éste suscita o del uso que. de 
él se hace»: el hecho de que el propietario use él mismo la tierra, que la 
alquile o la deje en barbecho no cambia nada en cuanto a su estatus de 
propietario.“ La consecuencia de ello es que la riqueza no puede tener 


las mismas funciones en uno y otro régimen de propiedad: en el régimen 


de propiedad. funditaria, la riqueza constituye la base del poder económi- 
co, en la medida en que se convierte en fuente de beneficios mediante la 


inversión; el régimen de propiedad usufundada, el exceso de riqueza sólo 


se puede convertir en prestigio social con ocasión de las fiestas suntuosas 


a falta de poder ser invertido. 

Autorizándose en esta distinción esencial, Testart plantea la hipótesis 
general de que las sociedades neolíticas sólo conocen una propiedad usu- 
fundada de la tierra, y esboza g] sentido de la evolución social distinguien- 
do tres grandes conjuntos que designa como constituyendo «tres mundos»: 


¡el mundo l agrupa a todas las «sociedades sin riqueza» que sólo conocen 
| la propiedad usufundada; el mundo 11 comprende todas las «sociedades 
: con riqueza y propiedad usufundada»; finalmente, el mundo Ill incluye a 
- todas las «sociedades con riqueza y propiedad funditaria». La sucesión 


histórica de estos tres mundos —del mundo I al mundo ll, luego del 


mundo Il al mundo IMI— define una dirección de la historia ligada a la 


importancia creciente de la riqueza. Conviene precisar que estos mundos 
sólo de un modo aproximado corresponde a los períodos arqueológicos: 
así, aunque las sociedades neolíticas pertenecen al mundo II, no se puede 
hacer coincidir el neolítico con este mundo, ya que algunas sociedades de 
la Edad del Hierro también corresponden a este modo, al igual que cier- 
tas sociedades de cazadores-recolectores sedentarios que acumulan stocks, 
como las sociedades del neolítico, que muy probablemente heredaron de 
ellas la propiedad usufundada, serían sociedades en las que la propiedad 
no existía, o sólo en forma de propiedad colectiva. Lo que constituye un 


39. Nota del T.: En francés, fonds tiene la acepción de «bien inmueble». Praducimos 
literalmente para mantener la coherencia con la noción de propieté fundidire, que he- 
mos traducido como «propiedad funditaria». 

40. Ibid. 
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obstáculo es precisamente la confusión entre propiedad usufundada y propiedad 
colectiva. Ya que la propiedad usufundada, aunque excluya la miseria y la 
explotación del trabajador —la existencia de campesinos sin tierra— 
no excluye en absoluto las desigualdades, las jerarquías: es una verdadera 
propiedad —y no, como se ha dicho, tan sólo un usufructo—, y es cier- 
tamente una propiedad de los medios de producción, capaz de engendrar 
desigualdades y grandes dependencias. Pero no permite la explotación del 
trabajador, no permite, por emplear el lenguaje de Marx, la separación del 
trabajador respecto de sus medios de producción. Mientras el trabaja- 
dor trabaje su campo, no le puede ser arrebatado.** Así, hay que procurar 
no inferir precipitadamente, de la ausencia de separación entre trabajador 
y medios de producción, la ausencia de desigualdades debida a una su- 
puesta propiedad colectiva de tales medios. Del hecho, de que «la museria 
nace con la propiedad funditaria» se debe concluir que las sociedades de 
tipo neolítico no eran «sociedades de lujo y de miseria», no que fuesen 
sociedades igualitarias. La idea de una «sociedad igualitaria» queda así des- 
tituida de su carácter de evidencia antropológica. - A 

El ejemplo de los antiguos germanos, tan valorizado por Marx, mere- 
ce un examen detenido. Este pueblo bárbaro pertenece a la Edad de 
Hierro y al mismo tiempo corresponde al mundo II (riqueza con propie- 
dad usufundada). Apoyándose en los textos clásicos relativos a la pro- 
piedad de la tierra —dos extractos de La guerra de las Galias, de César; un 
texto de La Germania, de Tácito—, Testart se desmarca de los comenta- 
dores que han querido ver en ellos «pruebas del carácter colectivo -—pú- 
blico o comunitario— de la propiedad de la tierra». Ninguno de estos 
autores utiliza el término ager publicus para caracterizar la propiedad de las 
tierras, ni hablan de populus o de civitas. Ven ahí más bien una «ausencia 
de propiedad», a falta de disponer de una noción adecuada, apta para dar 
cuenta de la diferencia entre el régimen de propiedad de los germanos y 
el que les resultaba familiar. Sólo la noción de propiedad usufundada 
puede conseguirlo, por al menos dos razones. La primera es que las tierras 
cultivadas se distinguen claramente de las tierras cultivables no cultivadas: 
es la abundancia de estas últimas la que hace que se puedan compartir, % 


41. Ibíd., pág. 417. 

42. Ibíd., pág. 431. 

43. Ibíd., pág. 430, nota 3. Tácito escribe (nosotros añadimos «tierras» entre corche- 
tes): «La extensión de las [tierras] no cultivadas hace que compartirlas sea fácil. Las [ara] 


- 
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ya que «aquello que no se cultiva y no está en propiedad» puede ser com- 
partido, mientras que lo que es cultivado, actualmente en uso, no puede 
serlo. Esto es exactamente lo que se encuentra en el régimen de propie- 
dad usufundada. La segunda razón es que César y Tácito hablan, tanto el 
uno como el otro, de una «redistribución anual de las tierras». También 
en este caso se trata de una práctica que concuerda con la propiedad usu- 
fundada: «Si nadie tiene derecho sobre una tierra que no cultiva, cada 
cual tiene al mismo tiempo derecho a tener una tierra para cultivarla».* 
Las tierras son atribuidas en función de las necesidades, pero estas necesi- 
dades varían, a su vez, en función del número de clientes y de esclavos 
que de él dependen. La distribución no es, pues, igualitaria, pero la tierra 
no es todavía un «medio de dominación social», porque los poderosos no 
pueden acumular tierras despojando a los débiles de su lote de tierra. 
Además, hay que precisar que, en el caso particular de los germanos, la 
propiedad usufundada no se hereda -—mientras que en general sí se he- 
reda—. En resumen: estamos ante una sociedad profundamente desigual 
que no es, sin embargo, unadesociedad de clases» en el sentido de Marx, 
es decir, una sociedad en la que los trabajadores están separados de los 
medios de producción convertidos en propiedad exclusiva de los no-tra- 
bajadores. 

¿Qué hay, entonces, del «sistema político» en este tipo de sociedades 
(las del mundo 11) y, más particularmente, en los antiguos germanos? De 
acuerdo en este punto con la opinión general, Testart postula para el con-. 
junto del neolítico europeo «sociedades sin Estado». Pero tiene el cuida- 


ausencia de cualquier poder de función», lo cual significa que en ella el 
poder no se deriva de la función, sino de la riqueza gastada de modo 
ostentatorio; la segunda, por la existencia de «consejos» que funcionan al 
modo de asambleas soberanas a todos los niveles de la vida social (ciudad, 
tribu, confederación) —como la democracia primitiva de la que habla 
Morgan a propósito de los iroqueses—; la tercera, por la «organización 
en linajes», típica de África, que se define siempre por referencia a Un 


cambian a lo largo de los años y hay más tierras [agricultura] de las que se laboran». 
Testart precisa en la misma nota que Tácito opone ager (la tierra en general) a arvum (la 
tierra de labor, cultivada). 
44. Ibíd., pág. 431. 

45. Ibid., págs. 451-457. 


do de distinguir tres grandes categorías:* la primera se caracteriza por ¿la . 


j 
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ancestro fundador y una solidaridad o corresponsabilidad (por ejemplo, 


én caso de deuda de uno solo de sus miembros), y cuyo jefe es el de más 


edad en línea directa. - 


En las instituciones de los antiguos germanos nos encontramos con 


una especie de «democracia militar», de acuerdo con la expresión de En- 
gels,* que autoriza a vincularlos a la segunda categoría. En efecto, el 


mando ejercido por los generales no se deriva de un poder reconocido 


que les garantice una obediencia: «Sólo van a la guerra los que quieren», 
porque el jefe y la expedición que éste proyecta son de su agrado, «no 
hay servicio militar obligatorio».” Por esta razón, los ejércitos germáni- 
cos son «pequeños ejércitos privados que se autoabastecen mediante la 
rapiña» y que ante todo se basan en el vínculo personal del «compañona- 
je guerrero». Á esto hay que añadir una asamblea del pueblo (también 
llamada concilium), a la que se someten los grandes asuntos previamente 
discutidos por los jefes. 

Por estos rasgos, la organización política de los antiguos germanos se 
diferenciaba, no sólo de la de los romanos, sino igualmente de la de los 
galos de la misma época, que conocían la conscripción de tropas en masa 
y la convocatoria de la asamblea del pueblo en armas, así corno la colec- 
ta de impuestos. Todo parece confirmar en ellos la existencia de Estados. 
«La diferencia entre los germanos, que sólo iban a las guerras cuando 
éstas eran de su agrado, y aquellos que son obligados a hacerlo, es la di- 
ferencia entre no-Estado y Estado». La antigúedad de la forma de la 
asamblea del pueblo en Europa, la similitud entre la asambleas populares 
de los antiguos germanos y el thing en la Escandinavia medieval y en ls- 
landia, la ausencia de toda tradición análoga en Oriente Medio o en 


Extremo Oriente, son todos ellos indices convergentes que llevan a Tes- . 


tart a plantear la «hipótesis de un muy antiguo fondo común a Europa, 
con regímenes del tipo de una democracia primitiva desde comienzos del 
neolítico». En tal perspectiva, los griegos no habrían «inventado» la 
democracia, sino que habrían «perfeccionado una forma muy antiguo», 


46. Aunque sólo la utiliza una vez, sin definirla verdaderamente y sin reservarla 
exclusivamente a los germanos (ibíd., pág. 483, nota 2). 

47. Ibíd., pág. 482. 

48. Ibíd., pág. 485. 

49. Ibíd., pág. 488. 
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- dándole las instituciones adecuadas al nuevo régimen de la ciudad.*% Sur- 


ge entonces un contraste llamativo entre el Oriente del IV milenio y del 


- HIT milenio y la Europa bárbara del II y el I milenio: mientras que en 
Oriente las cuatro invenciones del bronce, la ciudad, la escritura y el 


Estado se difunden solidariamente, la Europa bárbara acogió la invención 


del bronce y rechazó las otras tres. Se puede explicar este rechazo por 


" «una especie de presciencia de los horrores del despotismo» vinculado a 


i 


la división de la sociedad, de acuerdo con Pierre Clastres. Pero, más plau- 
siblemente, se le puede asignar una causa política: sería la tradición plu- 
rimilenaria de la democracia primitiva la que permitiría dar cuenta de tal 
rechazo, en la medida en que se caracteriza, ante todo, por la existencia 


de una «asamblea que designa a los jefes de guerra, confiriéndoles un 


poder de delegación, y capaz por el mismo motivo de destituirlos». En 
súma, las instituciones de la democracia no eran favorables al nacimiento 
del Estado, al contrario que las organizaciones basadas en el linaje.* 
Como se ve, el ejemplo de los antiguos germanos queda muy lejos de 
una propiedad individual veráladeramente común. En realidad presenta 
más bien una combinación de propiedad usufundada, desigualdades y 


jerarquías sociales a menudo muy marcadas y de democracia militar que. 


limita el poder de los jefes mediante una asamblea. Si bien es cierto 
que había un común no estatal, no era el de Ll tierra, sino el encarnado 
por la asamblea, en la medida en que ésta no era propiedad de nadie, no 
podía ser confiscada por ningún jefe e implicaba cierta forma de igualdad 


.. en el participar. 


Más en general, hay que acabar con la tesis de una propiedad arcaica 
colectiva o común, tesis ampliamente compartida en la segunda mitad del 
siglo xIx, que Marx y Engels se limitarán a retomar con fines claramente 
identificables. Retrospectivamente dicha tesis demuestra estar esencial- 


_ mente ligada al modo en que este siglo se pensó'a sí mismo a partir de la 


categoría del «individualismo».* En sentido estricto, el derecho de pro- 
piedad. es el más absoluto de los derechos sobre las cosas (plena ¡ in re potes- 
tas), ya que implica que su titular posea la totalidad de los siguientes 
derechos: el derecho de uso (usus); el derecho sobre los frutos (fructus), 
llamado igualmente derecho de goce, que cubre tanto a los «frutos natu- 


50. Ibíd., págs. 488-489. 
51. Ibíd., pág. 511. 
52. A. Testart, «Propriété et non-propriété de la terre», loc. cit., págs. 16-17. 
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rales» como a los «frutos civiles» que son los beneficios de una propiedad; - 


y finalmente el derecho a abusar (abusus) o disponer de la cosa, ya sea 
destruyéndola o transformando su sustancia como vendiéndola o do- 
nándola.”* Con toda evidencia es esta facultad de disponer de la cosa, ya 
sea destruyéndola o transformando su sustancia, la que es central en la 
definición del derecho de propiedad, y es a partir de ella que conviene 
clarificar la noción a menudo imprecisa de «propiedad colectiva». 


De acuerdo con Testart, se pueden distinguir en el derecho francés 


tres sentidos: la «propiedad indivisa», cuyo caso típico es el de los here- 
deros;-la propiedad de las personas morales (una abadía en la Edad Media 
o en nuestros días una sociedad); finalmente, la propiedad pública. Res- 
pecto a la primera, no hay duda de que se trata de una propiedad privada 
sometida a la condición del acuerdo de los otros miembros de la colecti- 
vidad -—por otra parte, muy restringida—. En el caso de las personas 
morales, tenemos una propiedad colectiva, pero sólo es «nominal», en el 
sentido de que lo es únicamente por referencia a la colectividad en nom- 
bre de la que es gestionada. En cuanto a la propiedad pública, se identi- 
fica en su mayor parte con la propiedad del Estado, que no se confunde 
con la propiedad de los ciudadanos, al no serles accesible; la otra parte 
(carreteras, espacios comunales, etc.) es accesible a todos, pero sin ser la 
propiedad de todos los ciudadanos. La conclusión es inapelable: «La pro- 


piedad pública nunca es la propiedad de todos».* Si examinamos a la luz 


de estas determinaciones la situación de África —en relación a la cual hay 
todavía partidarios de una propiedad colectiva de la tierra —se ve que 


esta tesis es también en este caso insostenible, a pesar de las comparacio-; 
nes que a veces se intentan con el mir ruso o nuestras comunas rurales. El. 


«pueblo» sería el único candidato serio a la propiedad colectiva de la 
tierra. El problema es que éste no goza de ninguno de los derechos que 


constituyen el derecho de propiedad: ni del derecho de uso, ni del dere- ' 
cho a los frutos, ni finalmente del derecho de disponer o alienar.* El jefe. A 
de un pueblo reparte, ciertamente, las tierras disponibles entre los jefes de 


familia, pero ello no basta para hacer del pueblo el propietario de estas 
tierras. De hecho, las tierras disponibles, las únicas que son efectivamen- 
te gestionadas por la comunidad, no son propiedad colectiva, sino 


53. Ibíd., pág. 3. 
54. Ibíd., pág. 7. 
55. Ibíd., págs. 14-15. 
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«no-propiedad»: no son bienes y no es posible aproplárselas; son en este 
sentido res nullius.3% Por otra parte, la categoría del usufructo —los par- 
ticulares no serían más que usufructuarios— tampoco se puede aplicar, 
ya que sólo tiene sentido por oposición a un propietario verdadero o 
nudo-propietaire, que aquí está del todo ausente.” Así, hay que admitir, 
finalmente, que «son los hombres y sus familias los verdaderos propieta- 
rios de la tierra en África». . 


El advenimiento del individualismo propietario 


¿Cómo, en estas condiciones, se constituyó el «individualismo posesivo», 
por retomar el concepto de C. B. Macpherson, que se representó, a la 
humanidad civilizada como a una asociación de propietarios privados? 
De entrada fue preciso reinterpretar, desviándola, la larga tradición teo- 
lógica que se remonta al Libro de los Salmos, ya mencionado más arri- 
ba? que hacía de la tierra un don gracioso de Dios a sus criaturas. Si 
Dios es originalmente el úBñico amo (dominus) de la tierra, el pecado 
condujo a los hombres a establecer arreglos que les permitieron llevar 
una vida de acuerdo con el orden natural, una de cuyas primeras exigen- 
cias es la conservación de la vida. Gozar de los bienes de uno y del propio 
trabajo, asegurarse, mediante el ahorro y la constitución de un patrimo- 
nio personal, los medios para vivir dignamente, supone un derecho de 
propiedad fundamentado, como lo indica Tomás de Aquino en la Sum- 
ma teologica (la, Mae, q. 66). Comentando las tesis de san Basilio y de san 
Ambrosio sobre la comunidad de los bienes, Tomás de Aquino distingue 
la propiedad en cuanto tal, que es la de Dios en su soberanía absoluta so- 
bre su creación, y los usos de la tierra, organizados por el derecho positivo, 
que es expresión de la razón humana y que vuelve lícita la posesión de los 
bienes exteriores: 


La comunidad de los bienes es llamada de derecho natural, no porque el 
derecho natural prescriba que todo sea poseído en común y nada en pro- 
piedad, sino porque la división de las posesiones es ajena al derecho natural; 


56. Ibíd., págs. 23-25. Sobre la res nullius, véase supra, capítulo 1. 
57. Ibíd., pág. 16. 

58. Ibid. 

59. Véase supra, capítulo 2. 
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depende, más-bien, a las convenciones humanas y no dependerá en este 
sentido del derecho positivo, como se ha establecido más arriba. Así, la 
propiedad no es contraria al derecho natural, pero se añade a él mediante 
una precisión debida a la razón humana. 


Así, no se trata tanto, exactamente, de que la propiedad privada no sea 
«natural», como lo dirá más tarde el dogma católico recordado por el 
papa León XIII en 1891 en su encíclica Rerum novarum, entera y explíci- 
tamente dirigida contra la doctrina socialista de la propiedad colectiva, % 
sino más bien que la posesión para subvenir a las propias necesidades es 
lícita, al ser necesaria para la vida. No sin inspirarse en las observacio- 
nes de Aristóteles sobre los problemas planteados por la propiedad de los 
bienes, Tomás de Aquino argumenta en favor de la propiedad privada, 
refiriéndose a los estímulos del beneficio personal: 


Es incluso necesaria para la vida humana, por tres razones: 1? Cada uno se 
cuida de aquello que le pertenece en propiedad de un modo más atento que 
a un bien común a todos o a varios, porque cada uno evita el esfuerzo y 
deja a los demás el cuidado de ocuparse de la obra común; es lo que sucede 
cuando hay muchos sirvientes. 2” Hay más orden en la administración de 
los bienes cuando el cuidado de cada cosa es confiado a una persona, mien- 
tras que habría mucha confusión si todo el mundo se ocupara indistinta- 
mente de todo. 3” La paz entre los hombres queda mejor garantizada si cada 
cual está satisfecho de lo que le pertenece; así, vemos frecuentes litigios 
entre quienes poseen una cosa en común e indivisamente. 


La razón humana revela la necesidad práctica de la división de las pose- 
siones y su garantía por la ley positiva. Este es el punto de reversión que 
constituye la escolástica y que luego se encontrará de nuevo bajo la plu- 
ma de León XIII: 


60. León XIII, Rerun novarum. Sobre la condición de los obreros, 15 de mayo de 1891. 
La encíclica tiene al socialismo en la diana: «Para todo lo que acabamos de decir, se 
comprende que la teoría socialista de la propiedad colectiva deba ser absolutamente re- 
pudiada, como perjudicial para aquellos mismos a quienes se quiere socorrer, contraria a 
los derechos naturales de los individuos, y porque desnaturaliza las finciones del Estado 
y altera la tranquilidad pública. Que quede pues bien establecido que el primer funda- 
mento que deben poner todos aquellos que quieren sinceramente el bien del pueblo, es 
la inviolabilidad de la propiedad privada». La Iglesia católica dejaba clara así su alianza sin 
condiciones con los principios ideológicos del capitalismo. 
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Lo que en nosotros destaca, que nos hace hombres y nos distingue esencial- 
mente de la bestia, es el espíritu o la razón. En virtud de esta prerrogativa, 
hay que reconocer al hombre, no sólo la facultad general de hacer uso de 
las cosas exteriores, al modo de todos los animales, sino además el derecho 
estable y perpetuo de poseerlas, tanto aquellas que se consumen por su uso 
como aquellas que permanecen después de habernos servido. 


De este modo, el argumento escolástico sirvió para romper con el ideal de 
la comunidad de los bienes de los primeros cristianos y de los Padres de la 
Iglesia, dando al hombre «naturalmente», es decir, conformemente a 
su esencia de ser racional, no sólo el derecho sino el deber de dominar la 
naturaleza. Se basa ante todo en la idea de que el hombre es «de algún 
modo para sí mismo su ley y su providencia», y esto porque «está en su 
poder de elegir las cosas que estima más aptas para proveer, no sólo en el 
presente, sino también en el futuro», como escribe igualmente León 
XIII. La justificación de la propiedad por la naturaleza racional del hom- 
bre permite descalificar las figcuentes referencias que hacían comunistas 
.. y socialistas del siglo xIx a los evangelistas y a los Padres de la Iglesia: 


Que no se oponga tampoco a la legitimidad de la propiedad privada el he- 
cho de que Dios diera la tierra al género humano para que la use y goce de 
ella. Si se dice que Dios la dio en común a los hombres, esto significa, no 
que deban poseerla confusamente, sino que Dios no ha asignado parte al- 
guna a ningún hombre en particular, dejó la delimitación de las propiedades 
a la sabiduría de los hombres y a las instituciones de los pueblos. Por otra 
parte, aunque dividida en propiedades privadas, la tierra no deja de servir a 
la común utilidad de todos, ya que no hay nadie entre los mortales que no 
se nutra del producto de los campos. Quien no los tiene, los suple median- 
te el trabajo. Por eso se puede afirmar, en toda verdad, que el trabajo es el 
medio universal de proveer a las necesidades de la vida, ya sea que se ejerza 
en la propiedad de uno mismo, o en algún oficio cuya remuneración se 
extrae únicamente de los productos de la tierra y con ellos se intercambia. 


/ No se podría formular mejor la justificación de la propiedad privada por 
su vínculo con el trabajo y la necesidad. Hay que decir que lá Reforma 
ya lo había remachado, cantando los grandes méritos del trabajadory y del 
ahorrador, además de denunciar los vicios, incluso los crímenes de la 
ociosidad, del parasitismo social, de la lujuria dispendiosa: Calvino tam- 
bién había sostenido que el verdadero don de Dios no era tántó la natu- 
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raleza como la propiedad privada necesaria para el bien de la comunidad. 
Una revolución completa se había cumplido: la tierra que Dios había 
dado a los hombres en común no era sólo, sino también la facultad racio- 
nal, el gusto por el trabajo, la conciencia de sí mismo y de su cuerpo, es 
decir, todo aquello que hace de la propiedad privada un derecho autén- 


ticamente sagrado. Así quedaba abierta la puerta, tanto entre los católicos 't- 


como entre los protestantes, a la naturalización del capitalismo y de las ; 


desigualdades sociales. 


Pero no bastará con el argumento escolástico. Les irá mucho más : 
lejos al consagrar la propiedad privada como derecho natural. En el capí- > 


tulo 5 de su Segundo tratado del gobierno civil, pretende fundar la propiedad 


en el derecho natural de cada uno sobre su persona, su cuerpo y sus fa- 


cultades, y por lo tanto sobre su trabajo, que no es sino la puesta en acto . 
de sus facultades.* Así, el derecho de propiedad sobre el mundo exterior : 
tiene como justificación primera e indiscutible la propiedad de sí. Ya no ' 


son motivos de simple conveniencia y utilidad, tales como sólo puede 
concebirlos la razón humana, los que justifican el derecho de posesión, 
sino un derecho fundamental que cada uno posee sobre sí mismo. Como 


se sabe, en Locke la propiedad se entiende en sentidos distintos. En un - 


sentido general, la propiedad es un concepto que engloba «la vida, la li- 
bertad y los bienes». Contra la tesis absolutista que da a Adán y a sus su- 
cesores la propiedad de la tierra, Locke recuerda que ésta es originalmen- 
te de todos. Se adhiere en este punto a la interpretación de la comunidad 
primitiva en términos de «comunidad positiva», contra la idea de la «co- 
munidad negativa» defendida por Grocio y Pufendorf: no había comuni- 
dad en el sentido en que nada era de nadie, sino en el sentido de que 
todos los hombres fueron hechos por Dios coposeedores de la tierra y 
de todos los bienes de la naturaleza. Sin embargo, Dios no les dio en 
común la tierra para dejarla infecunda, sino para su uso productivo. Es el 
trabajo el que da la legitimidad y la medida de la propiedad de los bienes. 
La propiedad primera es la propiedad de sí, lo que, por asociación, per- 


61. J. Locke, Le Second Traité du gouvernement, PUF, París, 1994, $ 27. (Trad. cast.: 
Segundo tratado sobre el gobierno civil: un ensayo sobre el verdadero origen y fin del gobierno civil, 
Alianza, Madrid, 2012.) 

62. Véase sobre este punto P. Dardot y Ch. Laval, La Nouvelle Raison du monde, op. 
cit., pág. 82. (Trad. cast.: La nueva razón del mundo: ensayo sobre la sociedad neoliberal, Ge- 
disa, Barcelona, 2013.) 
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mite justificar la propiedad de todo aquello que proviene del esfuerzo 
personal realizado con el propio cuerpo. Los bienes que son míos son 
como prolongaciones, frutos y medios de conservación del cuerpo per- 
sonal. El axioma de este nuevo régimen normativo es el del individuo 
propietario de su yo y de su cuerpo. Esta evidencia primera de la propie- 
dad de sí del individuo propietario es la que será repetida para hacer del 
, derecho de propiedad al mismo tiempo un derecho natural y sagrado y 

una condición de la vida y de la comodidad.% Este individualismo pro- 
pietario es un punto del dogma económico que se reproduciría sin 


modificarlo en la economía neoclásica aún hoy dominante. Léon Walras : 


í escribía: 


Las facultades personales son por derecho natural propiedad del individuo. 
En otros términos, toda persona se pertenece a sí misma, porque toda per- 
sona, o sea, toda criatura razonable y libre, tiene el derecho y el deber de 
perseguir ella misma su fin, cumplir ella misma su destino, y es responsable 
de hacerlo, de esta realizagión. Aquí se aplica el principio de la desigual- 
dad de las posiciones, que quiere que gocemos en proporción a nuestros 
esfuerzos. [...] Por otra parte, siendo el individuo propietario de sus facul- 
tades personales, será propietario de su trabajo y propietario de su salario, así 
como de los productos, beneficios consumibles o nuevos capitales adquiri- 
dos por él con su salario.* 


El argumento burgués ha encontrado grandes defensores en los momen- 
tos cruciales en que la clase propietaria se sentía amenazada. Adolphe 
¿ Thiers, en respuesta al peligro socialista, llegó a invocar un «instinto na- 
tural del hombre, del niño, del animal, meta única, recompensa indis- 
pensable del trabajo» en su alegato en favor de la propiedad en 1848.8 
Thiers se emplea «laboriosamente», como él mismo admite, a justificar la 


63.]. Locke, Le Second Traité du gouvernement, op. cit., $ 44, pág. 34: «Es evidente que, 
aunque las cosas de la naturaleza le sean dadas en común, el hombre tenía en sí mismo 
—porque es amo de sí mismo y propietario de su propia persona y de las acciones o el traba- 
jo de esta misma persona— el gran fundamento de la propiedad; lo que constituía la mayor 
parte de las cosas que empleaba para el sostenimiento de su vida y para hacerla agradable, 
una vez que la invención de las artes hubo mejorado sus condiciones de existencia, todo 
esto era perfectamente suyo y no pertenecía en común a los demás». 

64. L. Walras, Études d'économie sociale. Théorie de la répartition de la richesse sociale, E. 
Pichon, París, 1896, págs. 214-215. 

65. A. Thiers, De la propriété, Paulin, Lheureux et Cie, París, 1848, pág. 39. 
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propiedad por su universalidad social y su naturalidad corporal, y esto 
frente al peligro que representan los enemigos de la sociedad. Donde- 
quiera, escribe, que haya sociedad, hay propiedad, se trata de un «hecho 
general, universal, que no sufre ninguna excepción». Y es que para él, 
el instinto propietario está vinculado a una facultad universal: la de tener 
sensación y consciencia de la propia individualidad espiritual y corporal: 
«Primero yo, luego mis facultades, físicas o intelectuales, mis pies, mis 
manos, mis ojos, mi cerebro, en una palabra, mi alma y mi cuerpo».” A 
este «instinto» se añade la convención social cuando el hombre se seden- 
tariza y establece leyes más firmes y mejor elaboradas: «Así, a medida que 
el hombre se desarrolla, se vuelve más apegado a lo que posee, en una 
palabra, más propietario. En el estado bárbaro, apenas lo es; en el estado 
civilizado, lo es con pasión. Se ha dicho que la idea de la propiedad 
se debilita en el mundo. En realidad es un error. Se ajusta, se precisa y se 
consolida en vez de debilitarse».$ Así, no se puede cuestionar este he- 
cho, al mismo tiempo natural y convencional, sin una regresión, puesto 
que la civilización no es nada más que la generalización, el refuerzo y el 
refinamiento del derecho de propiedad: «En todos los pueblos, por gro- 
seros que sean, se encuentra pues la propiedad, como un hecho en pri- 
mer lugar y luego como una idea, idea más o menos clara siguiendo el 
grado de civilización que han alcanzado, pero siempre invariablemente 
decretada».? Se comprende entonces que todos aquellos que quieren 
discutir el derecho de propiedad no sean para él otra cosa que bárbaros 
que deben ser aplastados, algo que la burguesía francesa no tendrá incon- 
veniente en hacer en junio de 1848 o en mayo de 1871. Todos estos : 
argumentos burgueses se basan en la idea de que la propiedad sólo se basa 
en facultades individuales y más en particular en el trabajo individual, 
única fuerte de riqueza. Imposible imaginar al hombre de otro modo más 
que como trabajador independiente —«Trabaja para él», repite Thiers— 
y propietario. Y si hay desigualdades, si hay usurpaciones, pueden ser ' 
todas ellas reducidas o consideradas justificadas por el ejercicio necesario 
de las facultades que la naturaleza no ha distribuido por igual entre los 
hombres. 


66. Ibíd., pág. 22. 
67. Ibíd., pág. 36. 
68. Ibíd., pág. 28. 
69. Ibíd., pág. 25. 
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Con esta argumentación iusnaturalista, cuya referencia a la teología 


nunca queda lejos, se mezcla un argumento utilitarista referido al estímu- 


lo del beneficio personal, que como hemos podido. ver ya estaba esboza- 
do en la justificación tomista de la propiedad. Fue gracias al trabajo y la 
propiedad como el hombre salió de la miseria y conoció el bienestar de 
la prosperidad: «El hombre, arrojado desnudo sobre la tierra desnuda, 
: pasa de la miseria a la abundancia mediante el ejercicio de las poderosas 
facultades que Dios le dio», explica doctamente Thiers.” La propiedad 
es prenda de prosperidad, se justifica por sus consecuencias. Hume y 
sobre todo Bentham se desembarazarán de la ganga ¡usnaturalista y teo- 
lógica que rodeaba incluso a la doctrina de Locke, aunque este último 
trataba sobre todo de conciliar el derecho natural con la utilidad, que 
según él deben ir a la par, como «al comienzo del mundo».” El comba- 
te que Bentham sostendrá contra William Blackstone, gran defensor de 
los derechos absolutos de la propiedad, estaba destinado a liberar al siste- 
ma jurídico de toda referencia ajena al principio de utilidad. Todo 
derecho es una «creación igpaginaria»; una «entidad ficticia», enteramen- 
te modelada por la autoridad política y establecida en vista de los efectos 
que es capaz de producir sobre la motivación y la acción humanas. 
Lo que en Locke todavía tenía relación con un derecho natural y depen- 
día, por lo tanto, del Ser Todopoderoso como su origen absoluto, se 
atribuye en adelante sólo a la autoridad terrestre, y esto a partir de funda- 
mentos filosóficos que son en gran medida los mismos que desarrolló 
Locke en su Ensayo sobre el entendimiento humano. 

¡Bentham establece una relación directa entre la definición jurídica y 
política” dé las ficciones del derecho y las posibilidades de la «felicidad para 
el mayor número» que de ellas se podían esperar.”? Esta doctrina quiere 
“explicar que el individuo propietario no es de ningún modo aquel ser 
genérico que obedece al deseo divino de la conservación de la vida, sino 
efecto de la construcción política más adecuada para corresponder al fun- 
cionamiento humano, gobernado por la búsqueda del placer y la fuga del 


70. lbíd., pág. 95. 

71. Véase J. Locke, Le Second Traité du gouvernement , op. cit., $ 51: «El derecho y el 
beneficio iban juntos». (Trad. cast. antes citada.) 

72. Véase Ch. Laval, Jeremy Bentham. Les artifices du capitalisme, PUF, París, 2003. 
Véase igualmente S. G. Engelmann, Imagining Interest in Political Thought. Origins of Eco- 
nomic Rationality, Duke University Press, Durham, 2003. 
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dolor. La institución de la propiedad sólo es justificable por su utilidad, 
algo que no dejó de inquietar a numerosos liberales, apegados al dere- 
cho sagrado del derecho de propiedad. Pues, como lo demostró Polan- 
yi, si dde mediados del a XIX se instauraron numerosas as limitacio- 
Estado social, dd impuesto sabe las sucesiones y del derecho del tra- 
bajo, fue con argumentos utilitaristas. También desde esta perspectiva 
algunos economistas, deseosos de promover la industria y el comercio, 
buscaron limitar el peso de la renta agrícola, hasta el punto de conside- 
rar, como Léon Walras, una nacionalización de las tierras por parte del 
Estado para abolir el poder nefasto y el papel parasitario de las «feuda- 
lidades inmobiliarias».”? 

No cabe duda de que es el planteamiento utilitarista, especialmente a 
través del desarrollo de la economía política, el que finalmente prevaleció 
sobre la versión teológica y jurídica del derecho natural a la propiedad. Si 
ha sido defendida desde hace varios siglos, lo ha sido sobre todo por ra- 
zones de eficacia económica, como institución inseparable del mercado, 
considerado a su vez como el mejor sistema de distribución de recursos 
que jamás haya inventado el hombre. La posesión personal genera una 
productividad superior a toda otra forma de propiedad, colectiva o co- 
mún, porque el individuo le consagra mayor atención, pone más de su 
parte, espera de ella resultados que le pertenecerán. Esto es lo que le 
hacía decir a Locke y luego a Condillac que si bien América tenía las 
tierras más fértiles, no podrían ser las más fecundas si no se introducían 


allí verdaderos derechos de propiedad. Con el utilitarismo, se consuma el 
divorcio entre la moral natural de la fraternidad y de la compasión y la , 


economía propietaria y mercantil. 


Nada es más significativo de la mutación intelectual que acaba produ- ' 


ciéndose abiertamente en el siglo XIX sobre esta cuestión de la propiedad 
que el tratamiento reservado a la noción de res communes.”* 


La cuestión, sin embargo, es por qué ciertas cosas han permanecido y | 
deben permanecer fuera del reparto que instituye la propiedad privada. : 
Como lo indica Mikhail Xifaras a propósito de la posición del jurista ' 


73. L. Walras, Études d'économie sociale, op. cit., pág. 237, 

74. R-J., Pothier, Traité du droit de domaine de propriété, tomo 1, Debures pere, 1777, 
n* 21, págs. 23-24, citado en M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 120, 
nota 81. 
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' Jean-Baptiste-Victor Proudhon, la noción de res communes «es fragilizada 
por la adopción de la premisa teológica de la comunidad negativa». En 
¿ efecto, el estado de comunidad negativa significa, no que todos los copo- 
seedores son coposeedores en indivisión, sino que nada pertenece a na- 
die: las cosas son entonces, estrictamente hablando, res nullivs (sin amo) y 
no res communes. Están libres, a la espera de un amo, lo cual permite jus- 
“ tíficar con más facilidad el establecimiento posterior de la propiedad pri- 
vada. Pero, en esta perspectiva, el dominio abandonado por Dios al hom- 
bre deberían comprender en toda lógica el mar, el aire y el fuego, al 
mismo título que las cosas materiales, ya que los cuatro elementos no son 
en nada superiores a los hombres mismos. «Dicho de otro modo, no se 
entendería por qué el razonamiento que permite pasar de la inaproplabi- 
lidad de los cuatro elementos (la tierra, el agua, el fuego) a la apropiación 
de uno de ellos (la tierra) no podría ser reproducido para los otros tres»'* 
y, entonces, por qué sólo el agua, el aire y el fuego deberían permanecer 
como «cosas comunes» —de suponer, una vez más, que este estatus 
sea compatible con la tesis dE la comunidad negativa—. 
Significativamente, en Charles-Bonaventure-Marie Toullier, la cate- 
goría de res communes engloba no sólo lo que es inapropiable por natura- 
leza, sino «también lo que es apropiable pero todavía no ha sido objeto 
de apropiación, por ejemplo los peces, cuya condición es la de estar a la 
espera de quien los pesque».” En Charles Demolombe, la distinción 
entre res communes y res nullius queda fuertemente relativizada debido a la 
perspectiva de un aumento indefinido del poder de los hombres: la única 
diferencia entre estas dos clases de cosas es que las primeras, «aun perte- 
neciendo también ellas a la comunidad negativa, no son apropiables en el 


75. M. Xifaras, La Propriété, op. cit., pág. 378. 

76. Ibíd. Adviértase que Pierre-Joseph Proudhon ya devuelve el argumento del 
carácter vital de los cuatro elementos contra Charles Comte en Quest-ce que la propiété?, 
op. cit. pág. 95: «Ahora bien, si el uso del agua, del aire y del fuego excluye la propiedad, 
lo mismo debe ocurrir con el uso del suelo [...] Así la tierra, como el agua, el aire y la 
luz, es un objeto de primera necesidad que cada uno debe usar libremente sin perjudicar 
el goce de los demás; ¿por qué entonces la tierra es objeto de apropiación? La respuesta 
de M. Ch. Comte es curiosa: “Say pretendía hace un momento que es porque no es 
fugitiva”; M. Ch. Comte asegura que es porque no es infinita. La tierra es cosa limitada; 
entonces, según M. Ch. Comte, debe ser objeto de apropiación. Me parece que debería 
decir: entonces no debe serlo». 

77. M. Xifaras, La Propriété, op. cit., pág. 379. 
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estado actual del poder de los hombres», mientras que las segundas lo son 
de un modo inmediato y directo.” Pero es sobre todo en Augus- 
tin-Charles Renouard en quien la inversión del planteamiento clásico de 
esta distinción se produce abiertamente: mientras que en derecho pura- 
mente humano todo aquello que es objeto de apropiación es apropiable, 
las res communes son de todos «hasta que se aporte la prueba factual de lo 
contrario, esto es, hasta que ya no lo sean».”? Para medir el alcance del 
vuelco ahí que se produce, no hay más que recordar la posición de Do- 
mat sobre las res communes (los cielos, los astros, la luz, el aire y el mar). 
He aquí lo que Renouard dice al respecto: 


Este pasaje expone la causa final del gran hecho de inapropiación que cons- 
tata. La soberana armonía que preside la creación ha puesto fuera de la 
aprehensión de los dominios particulares las principales cosas sin las cuales 
la vida se tornaría imposible a quienes quedaran excluidos de ellas si éstas 
fueran objeto de apropiación. Es indispensable que todos respiren aire, que 
el sol luzca para todo el mundo. Si se quiere remontar hasta su explicación 
jurídica, hay que invertir los términos de la proposición de Domat. No es 
porque estos bienes sean comunes a todos que nadie se hace amo de ellos; 
es porque nadie se hace amo de ellos que son comunes a todos. La comu- 
nidad de su uso, si bien en el orden de las leyes providenciales es la causa de 
la imposibilidad de apropiárselas, en derecho humano es su efecto.*! 


La conclusión se impone con evidencia: el día en que los hombres con- 
sigan apropiárselas, cesarán ipso facto de ser comunes. 


La summa divisio (división suprema): derecho público 
y derecho privado 


El borrado de lo común y su confinamiento a ciertas «cosas naturalmen- 
te comunes» están vinculados a la bipolarización en la doctrina jurídica y 
en el pensamiento político de lo público y de lo privado, que se prolon- 
gará en la economía política con la oposición entre Estado y mercado. 


78. Ibíd., págs. 381-382. 

79. Ibíd. 

80. Véase supra la cita reproducida en el capítulo 1. 

81. Citado en M. Xifaras, La Propriété, op. cit., pág. 385 (la cursiva es nuestra). 
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Si la división del derecho entre derecho público y derecho privado és 
relativamente reciente en Occidente, ello es precisamente porque tiene 
como presupuesto fundamental la constitución del individualismo pro- 
pietario. Se puede argumentar que la distinción entre propiedad pública 
y propiedad privada existía ya en la Roma antigua. La cuestión es saber 
si esta distinción implicaba ya la partición del derecho en derecho públi- 
“ co y derecho privado, lo cual es perfectamente discutible. Como vemos 
en la comparación de Marx entre forma germánica y forma romana, lo 
característico de esta última es, en primer lugar, cierto tipo de articula- 
ción entre la propiedad familiar y la propiedad pública. La propiedad 
pública es la propiedad del Estado en tanto se identifica con el populus 
romanus. Es esta ficción jurídica la que legitima al mismo tiempo la distri- 
bución de parcelas del ager publicus a los plebeyos y la exclusión de los 
patricios, ya provistos de tierras que les pertenecen en propiedad. La 
propiedad pública mantiene así una doble relación con lo privado: de 
garantía interior con la «posesión» privada de los plebeyos, de exteriori- 
dad negativa con la propiedád privada exclusiva de los patricios. Pero, 
¿qué hay en verdad de lo público mismo? La noción de un dominio 
público inalienable e imprescriptible, cuyas parcelas son adjudicadas a 
particulares, no basta, ciertamente, para agotar su contenido. Sin embar- 
go, como este dominio público es propiedad del Estado, ¿debemos con- 
cluir por generalización en la identidad de lo publicum y lo estatal? ¿Po- 
demos conformarnos con la concepción que hace de lo público el puro 
negativo de la propiedad privada del dominus? ¿No se corre el riesgo de 
poner lo público y lo privado en una relación casi especular en el plano 
de las categorías jurídicas? ¿Y es realmente necesario considerar esta par- 
tición como la summa divisio (división suprema) insuperable del derecho 
romano, como toda la recepción de este derecho en Occidente nos ha 
invitado a hacer desde hace mucho tiempo? 

Lo que por tanto tiempo ha favorecido esta definición reductora y 
simplificadora de la categoría de lo público en el derecho romano es, sin 
lugar a dudas, el hecho de que la atención de los juristas se dirigiera ante 
todo a la figura del individuo-propietario (dominus) que ejerce un poder 
absoluto sobre la cosa que posee (res), en particular el de alienarla en el 
proceso del intercambio mercantil. El valor irremplazable del derecho 
romano proviene de su capacidad para anticipar el desarrollo del inter- 
cambio en la época moderna. La actitud de Marx es a este respecto es 
reveladora de una percepción muy extendida durante el siglo x1x. Lo que 
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explica la relativa continuidad y la vivacidad persistente del derecho ro- 
mano, más allá de la sociedad que lo vio nacer, es que fue el primero que 
supo aislar la igualdad y la libertad como «presupuestos» de la relación de 


intercambio entre sujetos propietarios. Así, el servus es definido como al-” 


guien que no puede adquirir bienes mediante intercambio,” y esto veri- 
fica por la negativa que es preciso ser libre para poder intercambiar. En 
otros términos, este derecho consiguió aislar las determinaciones abstrac- 
tas de la «persona jurídica» en cuanto que son precisamente las del «indi- 
viduo del intercambio». En esto es en lo que el derecho romano «se anti- 
cipa» al derecho de la sociedad industrial, aunque sea relativamente a un 
estadio de desarrollo del intercambio muy rudimentario.* Sin duda, pue- 
de parecer que tal interpretación se basa en una visión teleológica de la 
historia del derecho. Al menos suponía por parte de su autor el recono- 
cimiento de cierta autonomía del derecho respecto a una infraestructura 
económica dominada por el trabajo forzado y no por el valor de cambio. 

De un modo más general, de lo que se trata es del «uso» del derecho 
romano, o más bien de los distintos usos que de él se han hecho y se 
pueden hacer todavía hoy. En el contexto actual de la mundialización, la 
insistencia en la continuidad intemporal del derecho romano permite 
ante todo justificar la reactivación del «pandectismo» bajo la forma de un 
usus modernus pandectarum.** Sería entonces el alto grado de abstracción 
de las categorías de este derecho el que autorizaría a transponerlas a nues- 
tros propios sistemas jurídicos más allá de las especificidades nacionales. 
Por ejemplo, según Reinhard Zimmermann, el principio latente del de- 
recho europeo de los contratos, de acuerdo con el cual los contratos 
basados sólo en el consentimiento informal tienen fuerza de obligación, 
no es más que «derecho romano revestido de ropajes modernos». Se 


82. Véase K. Marx, Manuscrits de 1857-1858, op. cit., tomo I, pág. 185 (Marx se 
refiere a los Institutes de Justiniano). 

83. Ibíd., pág. 186. 

84. Retomamos aquí una de las tesis enunciada por Paolo Napoli en su interven- 
ción durante la sesión del 6 de abril del serninario «De lo público a lo común», consagra- 
da al conflicto entre los diversos usos del derecho («L”histoire du droit et le commun. 
Quelques éléments de réflexion», pág. 4). El término «pandectismo». se formó a partir de 
pandectes, derivado del griego pandectai, «que todo lo contiene». Véase infra nota 87. 

85. R. Zimmermann, «Roman law and European legal unity», en A. Hartkamp et 
al. (dir.), Towards a European Legal Code, Wolters Kluwer, Londres, 1994, pág. 72 (citado 
por P. Napohi en «L'histoire du droit et le communr», loc. cit., pág. 5). 
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trata, en sustancia, de dar vida nuevamente a la idea de un «derecho co- 
mún europeo» cuya elaboración sería confiada a los sabios del derecho 
(profesores, jueces, legisladores). La expresión de «derecho común» (ius 
commune) se empleó, efectivamente, en el pasado para calificar el derecho 
canónico de la Iglesia católica romana surgido de la revolución pontifical 
de los siglos xt-xm1. Aquel derecho era el de una organización paneuro- 
pea que se convirtió en el «primer Estado moderno».** Diversas reglas de 
este «nuevo» derecho común europeo fueron tomadas del derecho ro- 
mano tal como había quedado consignado en un conjunto de textos 
compilados entre 529 y 534 bajo el emperador bizantino Justiniano,” e 
indefinidamente comentados y glosados por los juristas universitarios a 
partir de final del siglo X1. Ahora bien, este derecho romano erudito fue 
igualmente calificado como ¿us commune aplicable en todos los países de 
Europa Occidental. Derecho canónico y derecho romano constituían 
así dos derechos designados ambos como ius commune y que solían ser 
llamados utrumque ¡us («el uno y el otro derecho»).* Considerado desde 
esta perspectiva histórica, elbroyecto de Zimmermann procede de la 
ilusión de que el derecho romano, tal como fue reconocido tardíamente 
en su dimensión de ius commune, podría ocupar el lugar de un «preceden- 
te analógico de la globalización», ilusión semejante a la que vincula re- 
trospectivamente el renacimiento del derecho romano en el siglo xt al 
renacimiento de la forma política imperial.% Disfrazada de una visión 
tecnicista y antihistórica del derecho, en realidad se trata de una «opera- 
ción de poder» cuyo objetivo es patente: la valorización de la forma del 
contrato heredada del derecho romano se ajusta perfectamente, en efec- 
to, a la lógica de la mundialización de los mercados, que tiende a hacer 


86. H. J. Berman, Droit et Révolution. L'impact des Réformes protestantes sur la tradition 
juridique occidentale, Fayard, París, 2010, pág. 34. 

87. Los Pandectes y los Institutes. Los Pandectes son más conocidos bajo el nombre de 
Digeste, del título latino con el que fueron promulgados en diciembre de 533: Digesta, 
sive Pandecta Juris. Muy utilizado en el Imperio Bizantino pero poco conocida en Oc- 
cidente, esta suma del derecho romano fue redescubierta en Italia a mediados del siglo 
XI y se convirtió en el punto de partida de un derecho erudito enseñado en las univer- 
sidades. 

88. H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., pág. 82. 

89. Ibíd., pág. 223. 

90. Según la fórmula de Paolo Napoli, en «L'histoire du droit et le commun», loc. 
cit., pág. 2. 
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prevalecer la contractualización de las relaciones sociales a expensas de la 
«rigidez de la ley».” 

Además hay que advertir que esta empresa «neopandectista» privilegia 
precisamente las categorías del derecho privado romano. Esto indica has- 
ta qué punto se acomoda en la partición entre derecho público y privado 
o, más bien, hasta qué punto toma nota a su manera de la primacía del 
derecho privado en las condiciones de la mundialización, contribuyendo 
activamente a reforzarla. Pero resulta que la división del derecho en pú- 
blico y privado es en sí misma una creación reciente y de ningún modo 
un principio directamente surgido del propio derecho romano, en con- 
tra de lo que una tradición bien establecida nos llevaría a pensar. Uno de 
los primeros juristas que reservó la expresión «derecho civil» para referir- 
se al derecho de los bienes, de los contratos y, más generalmente, a todas 
las ramas del derecho relativas a las relaciones entre particulares, fue 
Johann Apel en su obra Methodica (1535), que fundó la ciencia alemana 
del derecho. En efecto, en el origen el ius civile romano comprendía todas 
las reglas que regían a los ciudadanos romanos, no únicamente lo que a 
partir del siglo XVI se convino en llamar «derecho privado», sino también 
el derecho constitucional, el derecho administrativo, el derecho penal, el 


derecho eclesiástico, así como otras ramas del «derecho público». Como ' 


lo hace notar Harold J. Berman, «una distinción neta entre el derecho 
público y el derecho privado, y la concepción del ins civile referido prin- 
cipalmente —aunque no exclusivamente— al derecho privado, sólo se 


convirtió en un rasgo característico del pensamiento jurídico occidental . 


a partir del siglo xvb.? 

La obra de Apel fue profundizada y sistematizada por su colega Kon- 
rad Lagus, quien luego publicaría su propia Methodica en 1543. Lagus 
llevó a cabo diversas clasificaciones del derecho en función de la distin- 
ción aristotélica de las causas. Según el criterio de las «causas materiales», 


91. Ibíd., pág. 6. 

92. H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., pág. 210, en nota 52 ( ibíd., pág. 681), 
el autor remite en estos términos al libro de H. Múllejans, Publicus und Privatus im rómis- 
chen Recht und im álteren kanonischen Recht unter besonderer Berticksichtigung der Unterschei- 
dung lus publicum und lus privatum, M. Hueber, Munich, 1961: «Múllejans concluye de 
su minucioso estudio de las fuentes que los juristas romanos y los primeros canonistas no 
distinguían claramente [entre un] ius publicum, o sea un derecho relativo a los asuntos del 
Estado o el dominio eclesiástico [y] un ¿us privatum, o sea, un derecho que rige los asun- 
tos privados de las personas». 
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es decir, relativamente al objeto de cada tipo de derecho, subdivide el 
«derecho civil» en «derecho público» y «derecho privado», y considera la 
distinción entre ambos como fundamental en cuanto a las «causas fina- 
les», esto es, los fines del derecho: el primero se refiere a los interesés pú- 
blicos (res publicae) y el segundo a los intereses privados (como los contra- 
tos o los daños causados a los demás).* 

En los últimos decenios del siglo xv1, Nicolas Vigelius y Johannes 
Althusius prosiguen la iniciativa de sistematización del derecho tomada 
por sus antecesores. En su Methodus universi civilis (1561) el primero de 
ellos se emancipa por completo del orden impuesto por las recopilacio- 
nes del derecho romano identificando el «derecho civil en su conjunto» 
no ya con «el derecho romano como tal», sino con «el derecho como 
tal», es decir, la totalidad del derecho en vigor en el Imperio y en las 
ciudades y territorios de Alemania. Entonces dividió el derecho en dos 
géneros —derecho público y derecho privado— para luego subdividir 
cada uno de estos géneros detalladamente: el derecho público en funcio- 
nes legislativas, ejecutivas, jubliciales; el privado en derecho de las perso- 
nas, derecho de los bienes, derecho de sucesiones, derecho de las obliga- 
ciones, etc. El segundo, Althusius, se inscribe igualmente en la tradición 
de Lagus y Vigelius dividiendo a su vez todo el derecho en derecho 
público y derecho privado, en sus dos obras: Jurisprudentia romana (1586) 
y Dicaelogica (1603). La nueva ciencia del derecho, cuyos fundamentos 
elaboraron todos estos juristas protestantes alemanes del siglo xv1, «consti- 
tuyó la base del nuevo ius commune europeo del siglo xvI al siglo XVII», 
algo así como un tercer ius commune, diferente tanto del derecho canónico 
como del derecho romano de las Colecciones de Justiniano, y que tomaba 
elementos de ambos derechos, pero también del derecho real y princi- 
pesco, del derecho feudal, el derecho urbano y el derecho comercial.” 
De todo este análisis resulta que, lejos de haber constituido el princi- 
pio supremo del derecho romano, la división de la totalidad del dere- 
cho en derecho público y derecho privado se remonta, como mucho, 
a finales de la primera mitad del siglo xvi, y que el derecho civil a ve- 
ces se aproximaba al derecho privado, sin por ello serle asimilado 
—como en el caso de Apel— y a veces se extendía a todo el derecho 


93. Ibíd., págs. 214-215. 
94. Ibid., pág. 223. 
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bajo el nombre de «derecho civil en su conjunto» — como en el caso de 
Lagus y Vigelius.* 


El dominio público, la propiedad 
del Estado y la res nullius 


Como hemos visto más arriba, fórmulas como utilitas publica, utilitas rei 
publicae o utilitas communis habían podido coexistir por mucho tiempo en 
los autores latinos clásicos y ei los juristas más tardíos.” ¿Qué fue enton- 
ces, en verdad, de la noción de publicum tal como fue elaborada pór un 
derecho que todavía no había elevado la división entre público y privado 
a la categoría de principio director? Debemos a Yan Thomas que arroja- 
ra nueva luz sobre esta cuestión en un artículo titulado «El valor de las 
cosas. El derecho romano fuera de la religión».” Oponiéndose a la con- 
cepción que hace de la soberanía del individuo propietario sobre las cosas 
el fundamento del derecho romano, pone al descubierto el carácter deri- 
vado y no originario del derecho privado: la pertenencia de las «cosas» a 
la esfera de la apropiación y el intercambio sólo se constituyó, en reali- 
dad, a través de un «rodeo», una operación de «puesta en reserva» me- 
diante la cual algunas de ellas fueron «separadas» de esta esfera para ser 
«afectadas a los dioses o a la ciudad». La jurisprudencia de la época 
imperial califica estas cosas como res nullius in bonis. Ambas expresiones 
suenan raras, si se tiene en cuenta que forman parte de un «patrimonio» 
los bienes transmitidos por los padres a sus descendientes, cosas que se 
encuentran, por lo tanto, «entre los bienes de alguien» (alicuius in bonis) y 


no cosas que «no se encuentran entre los bienes de nadie» (nullius in bo- 
nis). La dificultad consiste en comprender cómo lo que forma parte de un * 


patrimonio (in bonis) puede estar al mismo tiempo desprovisto de titular 
(nullius), lo que es el caso, precisamente de los dioses y de la ciudad. De 


estas cosas, el derecho dice expresamente que su alienación está prohibi- 


95. Véase la tripartición operada por Kant dos siglos más tarde en la Doctrina del 
derecho. 

96. Véase supra, capítulo 1. 

97. Y. Thomas, «La valeur des choses. Le droit romain hors la religion», Annales. 
Histoire, Sciences sociales, 2002/6, págs. 1431-1462. 

98. Ibíd., pág. 1444. Sobre esta noción, véase supra, capítulo 1. 
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' da o que no se comercia con ellas. Como bien dice Paolo Napoli, Yan 


Thomas establece así que la distinción entre cosas que son «apropiables» 
y cosas «inapropiables» se lleva a cabo «no en virtud de su naturaleza ob- 


- jetiva, sino en razón de una decisión institucionab»?” No hay mejor modo de 
- decir que la institución de lo que no está disponible ocupa un lugar «en 


la economía general del derecho romano», recortando por la vía negativa 
un conjunto de cosas que tienen en común el hecho de estar disponibles, 
ser evaluables y apropiables: «La institución de reservas santuarizadas pone 
de relieve, por contraste, al resto del mundo, que no es sino el del dere- 
cho privado, como virgen de la sacralidad y de la religión. Ahí todas las 
cosas son apropiables, alienables, y dependen de procedimientos civiles 
de evaluación». Por decirlo de un modo más condensado: «esta santua- 
rización, en suma, liberaba todo el resto».!” 

Pero ¿cuáles son exactamente estas «cosas» inscritas por el derecho en 
el área de lo «sagrado», de lo «religioso» o de lo «público», para significar 


_ que escapan al espacio jurídico del intercambio mercantil? Una fuente 


citada por Yan Thomas precka que nadie podía comprar una cosa «cuya 
alienación está prohibida, como los lugares sagrados y religiosos o las 
cosas con las que no se comercia, no porque pertenezcan a la ciudad, sino 
porque están destinadas al uso público, como el Campo de Marte». El tex- 
to distingue claramente lo que corresponde a la propiedad de la ciudad 
de lo que corresponde sólo al uso público. Esta distinción pasa al interior 
mismo del espacio público, y es esto lo que constituye toda su impor- 
tancia: por un lado, «una zona de dominio público, del que el Estado 
disponía libremente, por ejemplo atribuyendo o vendiendo sus tierras 
públicas»; por otro lado, «una zona de uso público (plazas, teatros, mer- 
cados, pórticos, rutas, ríos, conducciones de agua, etc.) cuya indisponibi- 
lidad se imponía de un modo absoluto»: las cosas correspondientes a este 
uso quedaban sustraídas de toda apropiación privada, «[no] debido a una 
titularidad estatal cualquiera, sino a causa de su afectación».'” Esta afec- 
tación o destino era precisamente lo que las hacía «libremente accesibles 


99. P. Napoli, «L'histoire du droit et le commun», loc. cit., pág. 6 (la cursiva es 
nuestra). 

100. Y. Thomas, «La valeur des choses», loc. cit., pág. 1432. 

101. Ibíd., pág. 1433. 

102. Ibíd., pág. 1435 (la cursiva es nuestra). 

103. Ibid. 
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a todos», como si cada uno de los miembros del populus tuviera sobre ellas 
un derecho de uso vinculado a su cualidad misma de ciudadano. De estas 
cosas —de las que formaban parte las basílicas y los templos—, los ju- 
ristas decían que eran res usibus publicis relictae, es decir, «cosas dejadas al 
uso público», llegando a menudo a precisar que habían sido dejadas para 
este uso «a perpetuidad».*% Por el contrario, cuando se trataba de los 
bienes que pertenecían a una ciudad y que ésta podía dar en prenda en 
caso de endeudamiento, decían que «público» no debe entenderse en el 
sentido de lo que está destinado al uso público, sino «en el sentido de lo 


que pertenece, por así decir, a los patrimonios de las ciudades» (si qua ci- 
vitatium sunt velut bona).*% El interés de esta distinción es hacernos com- + 


prender que el de 


conceptos diferentes de lo público: lo «público» del uso público y lo ; 


«público» 
permanecía inapropiable para la ciudad o el Estado, mientras que el se- 


gundo formaba parte de su patrimonio. Por ejemplo, recordemos lo que 
se ha dicho más arriba acerca de las tierras del ager publicus: si el Estado 


puede atribuirlas a particulares a título de posesión privada, ello es preci- 
samente porque no son de uso público, sino el tipo de propiedad pública 


que autoriza los usos privados, lo cual no es en absoluto igual. Los docu- 


mentos oficiales llegan a diferenciar entre el lugar originalmente consa- 
grado —tal templo— y el dominio inmobiliario que le es atribuido —las 
tierras atribuidas al templo—. En este caso, mientras que el lugar con- 
sagrado es absolutamente indisponible, los bienes que le están vinculados 
no son indisponibles. Tanto es así, que la extensión del patrimonio afec- 
tado no cambiaba nada en cuanto a la construcción jurídica: «la cosa cons- 
tituida como sagrada, a la que luego se añaden otros bienes, sigue siendo la 
única que permanece perpetuamente indisponible. Es, por así decir, 
jurídicamente inmortal».'% No es una persona, sino una cosa que es en 
sí misma indisponible y es «representada por los adrninistradores públicos 
107 


de lo sagrado». 


104. Ibíd., pág. 1436. 
105. Ibíd., pág. 1436. 
106. Ibíd., pág. 1444. Yan Thomas da el ejemplo de un edificio sagrado destruido 
por un temblor de tierra: el lugar, al estar consagrado, no se convertía por este motivo 


en profano y seguía «inaccesible a toda empresa, como a cualquier venta». 
107. Ibíd., pág. 1445. 


ho romano admitía no solamente uno, sino dos 


e la propiedad pública. En efecto, el primer tipo de «público» 
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En consecuencia, hay que evitar confundir dos clases de res nullims: 
por una parte, la res nullius in bonis, a la que acabamos de referirnos, que 


és inapropiable, inalienable, indisponible; por otra parte, la categoría de... 


las «cosas sin amo», «amadas simplemente res nullius». Esta última forma, 
á pesar de su proximidad a la primera, remite a un régimen jurídico 
«rigurosamente inverso», ya que «designa el estado de las cosas factual- 
mente libres, de las que el primer ocupante se puede apoderar». Estas 
cosas «todavía no han caído en la propiedad de nadie», pero son apro- 
piables por parte del primero que se haga amo de ellas, que es también 
su primer ocupante. Es a esta categoría a la que recurre el derecho para 
calificar la naturaleza: «Animales salvajes que se cazan y se pescan, pie- 
dras o perlas recogidas de entre la grava, tesoros inventados, islas que 
nacen del mar o el lecho de los ríos».'% A la inversa, el litoral marino es 
absolutamente inapropiable, siendo su régimen «comparado al de las 
carreteras públicas o los lugares religiosos y sagrados».'” Entre ambas 
clases de res nullius, la diferencia consiste, por lo tanto, en que las res 
nullius in bonis salen definitidamente de la esfera privada, lo cual implica 
una «suspensión de la relación de sujeto a objeto que conlleva un libre 
dominio del uno por el otro»; mientras que las res nullius a:secas tienen 
por vocación entrar en la esfera privada, convirtiéndose así en objetos en 
una relación de dominio.'” Pero, ya sea para «salir para siempre» de la 


108. Ibíd., pág. 1448. En la historia del derecho la calificación de res nullius «está 
tradicionalmente vinculada a la abundancia. Si no pertenece a nadie y si cada cual puede 
hacer uso de ella a su voluntad, sin límite, es en primer lugar porque no se teme que 
llegue a faltar: la hay a profusión. Para Grocio, que escribe en el siglo XVII, el arenque es 
lo que la simboliza». Véase M. Rémond-Gouilloud, «Recursos naturales y cosas sin 
amo», en L'Honme, la nature et le droit, Christian Bourgois éditeur, París, 1988, pág. 222. 
La aparición de la penuria puede, por lo tanto, hacer que una cosa salga de la esfera de la 
res nullius para entrar en la de la res communis, lo cual pone de manifiesto hasta qué punto 
la pertenencia de una cosa a una u otra esfera se decide siempre históricamente, nunca 
en función de una supuesta «esencia». 

109. Y. Thomas, «La valeur des choses», loc. cit., pág. 1448, nota 47. 

110. Ibíd. Ya encontramos esta puntualización en la obra de H. Allart, De Poccupation 
en droit romanin, des brevets d'invention en droit frangais, Imprimerie Moquet, París, 1877, al 
comienzo de un desarrollo consagrado a las cosas sin amo que pueden ser adquiridas por 
ocupatio: «Importa aquí evitar una confusión de palabras: ya hernos visto que las cosas divint 
'juris —sacrae, religiosae, sanctae— son llamadas res nullius en el sentido de que no pertenecen 
ni pueden pertenecer a nadie, al ser su naturaleza y su destino inconciliables con toda idea de 
apropiación privada. Las res nullius de las que vamos a hablar ahora son aquéllas que todavía 
no pertenecen a nadie, pero pueden entrar en nuestro patrimonio» (la cursiva es nuestra). 
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esfera de apropiación (res nullius in bonis) o para «entrar en ella desde el» 
(res nullius), las cosas siempre son consideradas exclusivamente desde el 
punto de vista de «su construcción jurídica, verdadera construcción po- 
lítica de la mercancía». *!! 

Las «cosas» no dependen pues de un discurso que se refiera a su ser 
de cosas, vale decir, una ontología. La cuestión «¿qué es una cosa?» ca- 
rece de objeto. No se trata de lo que las cosas sean en sí mismas, por su 
naturaleza intrínseca, anteriormente al derecho y con independencia de 
él, sino tan sólo de su cualificación en derecho y por el derecho. El tér- 
mino res debe ser entendido en el sentido, no de una «designación», la 
que se extendería a todas las cosas del mundo exterior, natural y social, 
sino precisamente y de entrada, en el sentido de una «cualificación» que 


implica la intervención de toda una serie de procedimientos mediante . 
los cuales las cosas mismas son evaluadas. Hay que recordar que el sen- 


tido primitivo de res remitía al proceso o al litigio tanto como al objeto 


que daba ocasión al litigio, a la disputa tanto como a su objeto: «La res e 


romana no era concebida ni como Sache ni siquiera como Gegenstand, 
sino más precisamente como «asunto» (sentido correspondiente al grie- 
go ía pragmata) o como proceso (res) que conlleva cualificación y evalua- 
ción de la cosa litigiosa (res)».''* Sólo a partir de esta concepción se 
puede comprender la diferencia entre las cosas patrimoniales y comer- 
ciales, cuyo valor es estimado por un juez en términos de precio, y las 
cosas inestimables e invaluables por ser indisponibles, cuyo uso única- 
mente, no su propiedad, se debatía en los procesos.*!* En lo que a estas 
últimas cosas se refiere, ninguna multa podía compensar su pérdida para 
la ciudad: aunque había multas previstas en lo penal, lo que prevalecía 
en lo civil era la obligación de restituir en especie, u «obligación a la cosa 
misma» (res ipsa).*** 

Puede plantearse la pregunta de por qué esta distinción, interior al 
espacio o al dominio público, entre lo público del «uso» y lo público de 
la «propiedad», puede ayudarnos a pensar lo común mismo en su especi- 
ficidad y su carácter irreductible. Respuesta: porque la afectación al uso 


111. Ibid. 

112. Ibíd., págs. 1449 et 1454. Ver igualmente sobre este punto, infra, capítulo 1. 

113. Ibíd., pág. 1461. 

114. Ibíd., pág. 1462. Esto suponía que aquel que había construido su casa en medio 
de un lugar sagrado se veía obligado a restituir ese lugar al dios. 


- 


a 
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público es lo que, en el derecho romano, más se acerca a lo que nosotros 
entendemos por «institución de lo común». En efecto, las cosas relacio- 
nadas con esta afectación no quedan a la libre disposición del Estado, 
porque no son susceptibles de ninguna clase de apropiación, ya sea estatal 
o privada, y esto es precisamente lo esencial: en un sentido, que ya he- 
mos mencionado más arriba a propósito de la supuesta propiedad común 
germánica, lo común no es sino lo público no estatal, a condición de 
precisar que no lo es como objeto de propiedad sino únicamente en la 
medida en que está absolutamente fuera del régimen de la propiedad. 
Así, lo que constituye todo el interés de este planteamiento es que reali- 
za una singular «combinación entre una afectación institucional y el uso 
entre varios, es decir, la multitud de los ciudadanos», según la feliz for- 
mulación de Paolo Napoli.*** 
Sin embargo, si bien es justo decir que la prohibición, al afectar tanto 
a la ciudad como a los particulares, «no consagra la victoria del Estado 
sobre el individuo», es más discutible afirmar que consagra «la soberanía 
de la praxis» liberada mediáhte tal combinación.!'* En efecto, hay que 
preguntarse si lo que de este modo se confunde bajo el término genérico 
- «praxis» no debería ser mejor diferenciado: mientras que el uso de todos 
“los ciudadanos es efectivamente colectivo, la afectación institucional, por 
el contrario, es el gesto de una reducida corporación de profesionales del 
derecho. ¿Por qué habría que aceptar que la afectación, que sin duda es 
- la condición del uso colectivo, no sea ella misma colectiva? ¿No queda 
así comprometido, de entrada, el uso colectivo de lo común si se reserva 
su institución a una minoría de expertos y especialistas? Podemos admitir 
que esta apertura de un espacio público reservado al uso presenta la ven- 
taja de «desplazar el problema trascendental de la titularidad subjetiva 
mediante la fuerza de la afectación de las cosas»:**” ningún sujeto es ya el 
titular de un derecho de propiedad sobre este espacio, ya sea el Estado o 
el individuo, y los ciudadanos que gozan colectivamente de un derecho 
de uso sobre las cosas que así son puestas en reserva quedan desprovis- 
tos de todo derecho de propiedad a este respecto. En este sentido, el 
reconocimiento de un derecho de uso de esta clase lleva a cabo, cierta- 
mente, la destitución del sujeto propietario como titular de derechos. 


115. P. Napoli, «L'histoire du droit et le commun», loc. cit., pág. 7. 
116. Ibid. 
117. Ibíd., pág. 6. 
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Pero ¿qué ocurre con el propio acto de afectación? Hay que seguir remi- 
tiéndolo a un sujeto distinto de la colectividad de los usuarios, constituido 
por el conjunto de los legisladores, los jurisconsultos y los jueces? ¿Y qué 
pensar del estatus de los «administradores de lo sagrado», encargados de la 
representación de las cosas indisponibles? ¿Se puede disociar así la afecta- 
ción O la institución —reservadas a algunos— del uso —colectivo— sin 
correr el nesgo de reintroducir subrepticiamente la figura del sujeto del 
dominio, aunque sea bajo la modalidad de una corporación particular? 


Uso y administración de lo indisponible 


El propio Paolo Napoli indica una vía para superar esta dificultad, que 
nos parece prometedora, con la condición de ver cómo puede aho- 
rrarnos la obligación de identificar al sujeto de un común que sea, como 
tal, el titular de derechos particulares sobre él. Porque no hay y no puede . 
haber sujeto de lo común. En efecto, aunque el uso de un com 


» 


omún 


sujeto, el del dominio-propiedad. Para entenderlo, hay que aceptar re- 
considerar el viejo concepto tan criticado de «administración», para 
articularlo con el de «uso», del que hasta ahora hemos tratado amplia- 
mente: entonces se obtendría el concepto de un «uso administrativo», 
incluso de un «uso administrativo común», que permitiría, no desplazar 
sino, más radicalmente, superar la subjetividad abstracta de la titularidad 
sobre las cosas.!! 

Hay en la filosofía occidental moderna dos grandes modos de definir 
este concepto de administración, que implican ambas igualmente, aun- 
que de modo opuesto, articular la administración con el gobierno. La 
primera es la que Rousseau elabora en el artículo «Economía política» de 
la Enciclopedia. Se trata para él de distinguir la economía familiar o domés- 
tica de la economía política o pública. «Gobierno» es precisamente el 
nombre dado a la economía pública, que corresponde entonces al «poder 
ejecutor» y debe estar sometida a la «autoridad suprema», llamada tam- 
bién «soberanía» porque detenta el derecho legislativo. El principio de 


118. 1bíd., pág. 8. 
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esta subordinación, por otra parte, es enunciado a título de la primera 
regla de la economía política: «seguir en todo la voluntad general y velar 
por la observación de las leyes», tal es la regla que debe imponerse la ad- 
ministración pública, es decir, el «poder ejecutor». La segunda regla, que 
concierne al gobierno de las personas, es hacer reinar la virtud -—en par- 
ticular mediante la educación pública— y la tercera, relacionada con la 
administración de los bienes, proveer a las necesidades públicas y asegurar 
_la subsistencia de los ciudadanos. 
Como se ve, en esta acepción. clásica, la administración se identifica 
pura y simplemente con el gobierno o con el poder ejecutivo, con la 
consecuencia de que los ministros sólo son los servidores del soberano.!*” 
La segunda forma, antitética, surge con Saint-Simona través de la distin- 
ción neta, incluso la oposición, de la administración y el gobierno. Todos 
los planes esbozados, en particular en el Organizador, giran en torno a 
algunas ideas fuerza: en una sociedad industrial, la política se deduce de 
la «ciencia de la producción», de la que los industriales y los sabios son los 
únicos representantes cualifilados. Así, los órganos reguladores de la so- 
ciedad deben estar compuestos de industriales y sabios, ya que los asuntos 
colectivos necesitan de sus competencias especiales tanto como los priva- 
dos. En una sociedad que se habría convertido toda ella en industrial, las 
cuestiones relativas a la forma del gobierno tenderían a borrarse, debido 
a que la acción gubernamental es necesariamente arbitraria, pues consiste 
siempre en mandar a otros hombres, al contrario que los consejos de 
administración de las grandes compañías industriales que, precisamente, 
son administrados y no gobernados. Al estar destinada la humanidad a 
pasar del régimen «gubernamental o militar» al régimen «administrativo 
o industrial», la «administración de las cosas» acabará sustituyendo al «go- 
bierno de los hombres». 

Por un lado, la administración es gobierno, es decir, acción de hacer 
aplicar la ley; por otro lado, es irreductible a todo gobierno, precisamen- 
te porque todo gobierno es por esencia mando, y porque la administra- 
ción es, por su parte, una gestión racional estrictamente ordenada de 
acuerdo con la verdad científica. En suma, la administración consiste, O 
bien en la ejecución de la voluntad general, lo que es todavía una forma 


119. Conformemente a la etimología del término «ministro» (ministro significa «ser- 
vidor») que Rousseau siempre insiste en recordar. 
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de mandar, o bien en la gestión científica de la producción. El estudio de 
Giorgio Agamben sobre la genealogía del gobierno en Occidente'% no 
es muy esclarecedor sobre el sentido de esta alternativa cuando de ella se 
ocupa. De hecho, tal «genealogía» sólo tiene una cercanía puramente 


nominal a la iniciativa de Foucault, aunque pretenda precisarla y corre- 


girla.*?! Su objetivo es derivar las dos ramas de la modernidad política de 
los dos grandes paradigmas elaborados por la teología cristiana de los 


primeros siglos de nuestra era: la teoría moderna de la soberanía proven- 


dría del paradigma de la teología política del Dios único y trascendente, 
la biopolítica moderna de la teología económica del Dios trinitario.*? 
El planteamiento tiene al menos el mérito de la claridad, puesto que 
se trata de verificar de nuevo el «teorema de la secularización», de acuer- 
do con el cual las innovaciones de la modernidad no son más que trans- 
posiciones de esquemas de origen teológico.'* Una vez planteado este 
marco, importa poco que el gobierno de los hombres haya sido pensado 
en un momento dado de la historia como ejecución o como gestión: el 


origen teológico del concepto de gobierno impide por adelantado toda 


disociación de esta clase, garantizando la reducción de este mismo con- 
cepto al de una «administración» y una «gestión eficaz» de los hombres 
y del mundo. Luego, con esta garantía, se podrá reducir toda la «econo- 


mía de los modernos» (los fisiócratras, Smith) al «modelo teológico del 


120. G. Agamben, Le Regne et la Gloire. Homo sacer, TL, 2, Le Seuil, París, 2008. 

121. Ibíd., pág. 175. Se puede encontrar «poco convincente» el modo en que Fou- 
cault trata de esclarecer el paso del pastorado a la gubernamentalidad moderna a partir de 
las «revueltas de conducta» o «contraconductas» (ibíd., pág. 177), pero esto no autoriza a 
Agamben en absoluto a presentar su propio estudio como una forma de «proseguir la ge- 
nealogía foucaltiana de la gubernamentalidad» y «hacerla retroceder hasta encontrar a 
Dios mismo el origen de la noción de un gobierno económico de los hombres y del 
mundo a través de la elaboración del paradigma trinitario» (ibíd., pág. 175). La genealogía 
foucaltiana no tiene nada que ver con una búsqueda filosófica del origen teológico de los 
conceptos de la modernidad política, se opone a ello por principio, en la medida en que 
nunca abandona el terreno firme de las prácticas. 

122. Ibíd., pág. 17. Con esta expresión, «teología económica», Agamben pretende 
indicar que el Dios de la Trinidad (particularmente en la persona del Hijo) se hace cargo 
de la gestión del mundo de forma inmanente. El término «económico» remitiría por su 
etimología (oíkos, «el hogar»), precisamente una actividad de dirección ejercida en el 
espacio doméstico. 

123. Las últimas líneas del libro son a este respecto elocuentes: «Quitándole a Dios 
el mundo, la modernidad no sólo abandonó la teología, sino que en cierto sentido se 
limitó a llevar a su término el proyecto de la vikonomia providencial» (pág. 422). 
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Primacía de las prácticas creativas de derecho 
sobre el Estado 


Lo que hay que añadir con el fin de disipar todo malentendido es que el 
uso administrativo de lo indisponible sólo excluye formalmente la apro- 
piación en uno de los dos principales sentidos que este término puede 
tener. Hablando hasta ahora de lo «inapropiable», teníamos presente úni- 
camente el primero de ambos sentidos, sin duda el más extendido: el que 
consiste en apropiarse de algo, es decir, hacer de él la propiedad de uno 
o su posesión, ya sea previamente la propiedad de uno o de varios —lo 
cual implica apoderarse de ello expropiándolos u obtenerlo por la vía de 
un intercambio—, ya sea que, no perteneciendo a nadie, esté disponible 
—lo que sería el caso de la res nullius—. En este sentido es como hay que 
entender la etimología, que hace derivar propius de pro privo, «a título 
particular». Pero así se descuida el otro sentido, cuando en realidad a 
menudo está ligado al primero, en particular en el discurso de justifica- 
ción de la toma de posesiórk En efecto, es posible apropiar'” algo a un 
determinado fin, es decir, hacerlo adecuado para cumplir aquello a lo que 
está destinada; por ejemplo, adecuar una tierra a la satisfacción de ciertas 
necesidades humanas cultivándola. Sigue tratándose en este caso de lo 
«propio». Sin embargo, de un modo distinto, en la medida en que están 
implicados dos tipos de relación muy diferentes en cada uno de los dos 
sentidos. En el primer caso, la relación de que se trata es de pertenencia, y 
liga una cosa a una o varias personas, excluyendo toda otra pertenencia: 
lo que yo poseo como propio no puede pertenecer al mismo tiempo a 
otra persona porque me es propio. En el segundo caso, la relación no es 
de pertenencia, sino de finalidad o de conveniencia entre una cosa y una o 
varias personas.'*% Por supuesto, se pueden conjugar los dos sentidos de 
un modo fuerte, por ejemplo, argumentando que es la forma específica 
de la relación de pertenencia lo que decide en último análisis la relación de 
finalidad: así, se dirá que la sola pertenencia de la tierra a un colectivo 


132. Nota del T.: En español también es admisible este uso de «apropiar». Al menos 
está registrado como segunda acepción del término: «Aplicar a cada cosa lo que le es 
propio». 

133. Marx distingue formalmente ambos sentidos de Aneignung, muy en particular 
cuando se trata de resaltar la no coincidencia entre «apropiación real» en el proceso de 
trabajo y forma jurídica de la propiedad. 


E 
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de campesinos permite apropiar esta última a su finalidad; al contrario, 
que su apropiación privada la desvía de esta misma finalidad. sz 
Se postula, más o menos implícitamente, que la finalidad de una cosa 
está inscrita en sus propiedades naturales y se quiere poner de relieve que 
una determinada forma de propiedad obstaculiza la apropiación del ob- 
jeto a su finalidad natural. Así queda abierta la caja de Pandora de las 
querellas relativas a la mejor forma de propiedad (privada, estatal, coope- 
rativa, común, etc.). Pero, a la inversa, se pueden disociar radicalmente 
las dos relaciones planteando la cuestión de la apropiación (en el sentido 
de la conveniencia), no directamente de lo inapropiable (en el sentido de 
lo que no puede entrar en la esfera de la pertenencia), sino de la actividad 
humana destinada a lo inapropiable, dando por supuesto aquí que tal destino 
es de naturaleza social y no natural. Esto tendrá el efecto de desplazar la 
cuestión al terreno del uso como práctica colectiva: una vez sustraída una 
cosa a la esfera de la propiedad, privada o estatal, ¿cómo usarla colectiva- 
mente de tal manera que todos puedan beneficiarse de ella? Y en parti- 
cular, ¿cuáles son las reglas que las prácticas deben ser capaces de inventar 
para impedir que eso sea sustraído de su destino social debido a conduc- 
tas de apropiación A Las reglas del uso ColESuYO adoptan 
dd a lo inapropiable. Así,-esta disociación orienta la interrogación hacia 
la productividad jurídica y normativa del uso, no hacia el sujeto titular de la 


pertenencia. Hacer énfasis en esta productividad no deja de tener conse- 


cuencias sobre la relación del uso con la propia institución: de este modo, 
tanto al uso como a la administración se les reconoce una dimensión 
instituyente del todo esencial. Hay que decir incluso que son las prácticas h 
renovadas del uso de lo común las que realizan la institución continuada de 
lo común. o 
Esta concepción de la institución mediante las prácticas, o más bien de 
las prácticas como institución, difiere radicalmente de la idea de «institu- 
cionalidad» tal como la desarrolló Pierre Legendre. Para este último, los 
montajes simbólicos o «dogmáticos» —las instituciones— que hacen que 
cada sociedad se sostenga aseguran una función lógica de tipo especular, 
construyendo un espejo en el que los sujetos puede captarse según el 
lugar que les está reservado y así conceder legitimidad a la institución 
misma. Esta última actúa como una instancia de garantía mediante una 
«referencia fundadora» de naturaleza mitológica e instaura una «imagen» 
de la humanidad que no es de naturaleza mimética —a saber, la imagen 
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de algo que preexistiría en la naturaleza—. Mediante esta construcción del 
espejo normativo indispensable a la humanización del sujeto, la institu-- 
ción funciona cono «imaginario», no es del orden de la «imaginación». 
Legendre insiste mucho en la ficción de un gran sujeto social, figura 
mítica que sería el gran Autor del Texto: los montajes institucionales 
«hacen hablar» literalmente a la sociedad y suponen ritos, artes y conme- 
moraciones para sostener la creencia.'** Esta ficción de un gran Sujeto 
que habla, de un Autor imaginario de la palabra que es para cada sujeto un 
Otro absoluto, garantiza las identidades fundando la legitimidad de los 
lugares y los nombres, lo cual implica que sea identificado como el guar- 
dián de las categorías constitutivas de la vida social y política. 

En las sociedades modernas de Occidente, es el Estado el que, apo- 
yado por el discurso de la ciencia, asegura esta función lógica en la me- 
dida en que es él quien «habla» legítimamente en cuanto origen y garan- 
te del sistema jurídico. Es este sistema el que distribuye y clasifica las 
cosas y las personas en el derecho civil, y que funciona como actor y 
operador de un «teatro» que escenifica estéticamente el fundamento de 
los discursos normativos. A este respecto, el Estado debe ser considerado 
una función subjetiva. La institucionalidad, de la que el Estado no es 
más que el modo occidental, constituye una dimensión antropológica 
fundamental, en la medida en que está vinculada a la palabra, de la que 
está dotado el ser humano. Así entendida, revela ser tanto condición 
como resultado de una operación cuya finalidad es «instituir la vida» 
(vitam instituere), de acuerdo con una fórmula que Legendre retoma 
de la tradición romano-canónica, en particular la traducción de un pa- 
saje de Demóstenes por el jurista Marciano (siglo 111), inserta en el Diges- 
to de Justiniano en el siglo Iv, en referencia las prescripciones de la ciu- 
dad que ordenan la vida de quienes en ella residen. El efecto más 
seguro de esta autonomización de la institución como institucionalidad, 
que cumple una función de especularidad identitaria, es sustraer la tra- 
dición normativa de Occidente de toda transformación surgida de las 
prácticas, ya que estas prácticas están ellas mismas englobadas en las se- 
dimentaciones jurídicas que constituyen dicha tradición. Sin duda, 


134. Véase P. Legendre, De la Société comme Texte. Lintaments d'une anthropologie 
dogmatique, Fayard, París, 2001. 
135. P. Legendre, Sur la question dogmatique en Occident, Fayard, París, 1999, pág. 106 
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Legendre verifica cuidadosamente la separación entre la teología y el 
derecho en el siglo XI, que siguiendo a Harold J. Berman considera la 
bifurcación fundamental hacia la secularización occidental. Pero no se 
puede conceder en exclusiva a los juristas, incluso específicamente a los 
civilistas, tal poder para transformar la tradición: uno de los rasgos más 
notables de Occidente es la transferencia de legitimidad de la teología 
hacia las ciencias en general y las ciencias humanas en particular, trans- 
ferencia que no basta con invocar para reducir la modernidad al cienti- 
fismo, al economismo, incluso al management capitalista, como él parece 
hacer. La herencia normativa occidental, lejos de componer una homo- 
geneidad masiva, está atravesada, incluso desgarrada, entre el dogma de 
la efficiency capitalista y el ideal de una autodeterminación del nomos, por 
no mencionar más que la principal línea de falla, y todas estas líneas de 
falla ofrecen otros tantos asideros a las prácticas de transformación socia- 
les y de innovación jurídica (fictio legis). 


Lo común del «ser en común» y el común 
del «actuar común» 


Como hemos visto, el derecho romano, lejos de basarse en la partición 
del derecho privado y del derecho público, mantenía en su seno un es- 
pacio de lo público que escapaba a la injerencia del Estado tanto como a 
la del mercado. Y, más aún, que era a partir de este lugar reservado a lo 
público no estatal como la esfera del comercio de los bienes podía ser 
reconocida como esfera autónoma. Enseguida nos convencimos de que 
eso público no estatal sustraído al comercio correspondía a un derecho 
de uso. Finalmente, evidenciamos que el ejercicio de un derecho como 
éste era un asunto de prácticas sociales y que sólo tales prácticas indepen- 
dientes del Estado eran capaces de crear derecho. Ahora tenemos que 
preguntarnos en qué medida la primacía concedida a estas prácticas de 
hacerse cargo de lo común autoriza también un discurso sobre el «ser 
común» o el «ser en común», es decir, un discurso de tipo ontológico, 
cuya necesidad afirman hoy en día distintos puntos de vista. 

En esta perspectiva, una de las enseñanzas más preciosas del examen 
por parte de Yan Thomas del trabajo de los juristas romanos es haber 
mostrado que la construcción política y jurídica de las cosas no dejaba 


ningún lugar a la ontología. Contrariamente a lo que han afirmado los ' 
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romanistas neotomisas, las cosas institucionalmente afectadas al uso pú- 
blico no debían esta afectación a una supuesta naturaleza objetiva e inhe- 
rente, como si la naturaleza de las cosas hablara por sí misma, sino a 
procedimientos instaurados por los magistrados. Quisiéramos establecer 
que, en la medida en que lo común depende exclusivamente de. las prác- 
ticas del uso colectivo, por fuerza debe excluir. categóricamente toda 
ontología de lo. común. 

Esto es cierto en lo referente a la ontología que hace consistir lo co- 
mún en el ser de la producción social espontánea. Pero ló es más toda- 
vía de la ontología que, bajo la apariencia de «sustraer el ser en común» 
de toda sustancialización o reificación Poe opera de hecho una 
«separación de la política y del ser en común»,'” cuyo efecto. es desani- 


mar toda política de lo común. Retomando E término «comunismo», 
' Jean-Luc Nancy pone los puntos sobre las íes:*? 


El comunismo no es, por lo tanto, de orden político. Plantea a la política 
un requisito absoluto: el de dbrir el espacio común a lo común mismo, es 
decir, ni lo privado, nilo colectivo, ni la separación, ni la totalidad —y abrir 
así [el espacio común] sin autorizar una realización de lo «común» mismo, 
ningún modo de sustancializarlo o de hacerlo sujeto. Comunismo es el prin- 
cipio de activación y de limitación de la política (mientras que antes, precisamen- 
te, la política había sido pensada como asunción de lo común, de un ser 
supuestamente común).!%% 

Lo común como «ser en común» es aquí dirigido contra lo común como 

«ser común», que el comunismo como proyecto político había precisa- 
- mente asumido, con todas las consecuencias que se conocen. El comu- 
' nismo del ser en común presenta dos aspectos complementarios: por un 
¿ lado, es el principio de activación de la política, en la medida en que el 
¿ser en común es lo que hace posible la política misma; por otro lado, es 
: principio de limitación de la política, porque define el límite más allá del 
. cual la política se niega a sí misma como política negando el ser en co- 


136. Acerca de esta ontología, véase supra, capítulo 5. 

137. J-L Nancy, La Communauté affrontée, Galilée, París, 2001, pág. 34. (Trad. cast.: 
La comunidad desobrada, Arena Libros, 2001.) 

138. En las notas preparatorias de su intervención en la conferencia de Londres, 
«The Idea of Communism», marzo de 2009: 

139. Ibíd., pág. 208. 
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mún.!% ¿En qué sentido el ser en común es cuestión de ontología? En el 
sentido de que el «con» (el co-, o el com- de «comunismo») no correspon- 
de a una propiedad añadida al ser del individuo, sino que constituye la 

existencia de este último como «co-existencia», «ser-com» o bien «ser 
juntos»: «Comunismo es ser juntos —Mitsein— entendido como algo que 


pertenece a la existencia de los individuos, lo cual significa en el sentido 


existencial (en idioma heideggeriano) su esencia». 4 

¿Qué originalidad se le puede reconocer a la ontología del ser en co- 
mún de Jean-Luc Nancy relativamente a la de Heidegger? El término de 
Mitsein («ser-con») da lugar a una elaboración del capítulo IV, $ 26 de Ser 
y tiempo, a continuación del análisis del «mundo» llevado a cabo en el ca- 
pítulo IT. Así, la consideración del «ser-con-los-otros» se plantea a partir 
del análisis del mundo. Si comparto este mundo con otros, es porque estoy 
en el mundo, no a la inversa: si no estuviera primero y de entrada en el 


mundo, el mundo no sería para mí «mundo común» (Mitwelf.* Como - 


bien dice Pierre Sauvétre; Nancy radicaliza el planteamiento de Heidegger, 
en la medida en que la determinación del «ser-com» no procede ya del «ser 
en el mundo» del Dasein, sino que constituye la Rasa funda- 
mental del ser mismo: «Con es el primer rasgo del ser»,'* o bien «Ser es ser 
1 El «ser-en- el-mundo» ya no precede al «ser con», es el “ser-con» 
el que es reconocido como absolutamente primero. De modo que, en el 
comunismo, ni -ismo ni siquiera común deberían valer por sí mismos: «Sólo 
debe permanecer el cum-. La preposición latina considerada como prepo- 
sición universal, presuposición de toda existencia, de toda disposición de 
existencia».'* Se comprende entonces que Nancy se autorice a hablar 
de «co-ontología» o de «análisis co-existencial» para designar su empresa. 
Es precisamente porque es un existencial que el co- de comunismo tiene 
un sentido muy distinto del co- de colectivo: 


El con no es un vínculo externo, no es un vínculo en absoluto. Es ser- juntos. E 
[...] El con no tiene nada que ver con lo que llaman «colectivo». [...] El co- 


140. Véase P. Sauvétre, Crises de gouvernementalitó et géntalogie de V'État aux XXe et XXle 
siédes, op. cit., pág. 183. 

141. J-L. Nancy, «Communisme, le mot», loc. cit., pág. 203. 

142. M. Heidegger, L'Énbre et le Temps, Gallimard, París, 1972, pág. 150. 

143. J-L. Nancy, Étre singulier pluriel, Galilée, París, 1996, pág. 9. 

144. J-L. Nancy, «Communisme, le mot», loc. cit. pág. 209, 

145. Ibid. 
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¡de «colectividad» no es el mismo que el de «comunismo». No es sólo una 
cuestión de semántica (munire/ligare). Es cuestión de ontología. El co- de 
colectividad es puramente externo, es el «ano junto a otro» que no implica 
relación entre las partes de este partes extra partes.*** 


El acento puesto en el cum con independencia de toda relación con el 
mundo conduce de modo bastante lógico a una cuasi-esencialización 
del existencial heideggeriano. Así se explica que hayamos podido leer, 
más arriba, que «ser-con» debe ser entendido «como perteneciente a la 
existencia de los individuos, lo cual significa en el sentido existencial (en 
idioma heideggeriano) su esencia», o también que con IN de 


lo que se trata es de «tocar a lo esencial- existencial».** 
ñ 


En Roberto Esposito encontramos una acentuación bastante seme- 
jante del «ser-con» en el sentido del «ser en cuanto cum», O sea, el ser 
«como entre» o «como relación»,!* con la diferencia de que aquí la 
comunidad es pensada por oposición a lo propio y a la inmunidad. 
Por oposición a lo «propiog como «tener» o «pertenencia», lo común 
es lo impropio. Por oposición a la «inmunidad» como exención o 
exoneración, lo común es la «carga», el «deber» o la «ley»!* que a to- 
dos se imponen. De ello resulta que la comunidad consiste, no en el 
compartir una «propiedad», sino en compartir un «deber» o una «obli- 


P gación» E 


Este munus es del orden de una «deuda original» que remite a nues- 
tra existencia de seres mortales, es decir, a nuestra finitud: la comuni- 
dad que funda no es una comunidad de destino o una comunidad 
culminada, es «tan sólo comunidad del defecto», en tanto que es Única- 
mente nuestra finitud mortal la que hace de nosotros seres-en-común 
O seres-con. 150 En cierto sentido, ésta finitud es una nada que nos es 


146. Ibíd., pág. 204. 

147. Ibid., pág. 203. 

148. R. Esposito, Communauté, immunité, biopolitique. Repenser les termes de la politi- 
que, Les Prairies ordinaires, París, 2010, págs. 109 y 75. El autor se apoya en el pasaje del 
$ 26 de Ser y tiempo ya mencionado. (Trad. cast.: Comunidad, inmunidad y biopolítica, 
Herder, Barcelona, 2013.) 

149. De acuerdo con los sentidos de munus destacados por Roberto Esposito desde 
su libro Communitas, PUF, París, 2000, págs. 17-19. 

150. R. Esposito, Communauté, immunité, biopolitique, op. cit., págs. 48, 29 y 35. 
(Trad. cast. antes citada.) 
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común, de tal manera que es este «nada-en-común» el que, lejos de 
serle contrario, «es el carácter mismo de nuestro ser-en-común».!51 


En contraste con esta promoción unilateral del «ser-con» separado de : 
toda relación con el mundo, la lectura de Hannah Arendt demuestra ser | 
más fiel a la tesis de Heidegger sobre la primacía del «ser-en-el-mundo»: . 
el mundo, que recibe en ella la determinación de «dominio público» o. 


«mundo común», está «vinculado a las producciones humanas, a los ob- 
jetos fabricados por la mano del hombre»; es un «mundo de objetos» que 
tiene lugar «entre aquellos que lo tienen en común» como un «entre-dos» 


que «vincula y separa al mismo tiempo a los hombres». 


Como tal, «es 
lo que tenemos en común no sólo con nuestros contemporáneos, sino 
también con aquellos que murieron y con los que vendrán después de 
nosotros».'** Aun estando hecho de objetos fabricados, debe su realidad 
de «dominio público» no sólo a la duración de esos objetos, sino a la 
pluralidad de las perspectivas bajo las que se presenta de entrada a los 
hombres en función de sus lugares distintos, pluralidad irreductible a una 
común medida o 4 un común denominador. Si él es la condición esencial 
de la acción política, ello es en la medida en que los hombres tienen 
conciencia de tener que ver con un mismo mundo visto desde diferentes 
puntos de vista. En cuanto esta conciencia se borra, aparece la amenaza 
de una «pérdida de mundo» (worldlessness) a la que el fenómeno totalitario 
dio cuerpo. Ninguna referencia a una supuesta naturaleza humana podría 
darnos una garantía contra la destrucción del mundo común: 


En las condiciones de un mundo común, no es en primer lugar la «natura- 
leza común» de todos los hombres lo que garantiza lo real; es más bien el 
hecho de que, a pesar de las diferencias de localización y la variedad de las 
perspectivas que de ello resultan, todos se interesan siempre en el mismo 
objeto.*** 


Lo que da al traste con el mundo común y al mismo tiempo con la polí- 
tica misma, es la unicidad de perspectiva convertida en norma, puesto : 


que aniquila la conciencia de la identidad del objeto destruyendo la plu- 


151. Ibíd., págs. 74 y 79. 

152. H. Arendt, L'Humaine Condition, op. cit., pág. 101. (Trad. cast.: La condición 
humana, Paidós, Barcelona, 2011.) 

153. Ibíd., pág. 103. 

154. Ibid. 
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ralidad de las perspectivas. Ningún «ser-en-común» está pues inscrito en 

la constitución de la existencia y sólo el interés activo de los hombres por 
¿Jo que es «entre ellos» da al mundo su realidad, al mismo tiempo precaria 
: y preciosa, de «mundo común». 
Desde este punto de vista, hay una innegable coherencia entre la atri- 
' bución'a Arendt del «prejuicio antibiologicista» y «antinaturalista» de 
Heidegger y la llamada a repensar la noción de naturaleza humana, y en 
consecuencia, de la humanitas del hombre, a partir de la «realidad natural» 
que es la del bios.'* Toda la cuestión reside en saber si de la ontología del 


ser-en-común O de la vida se deduce una política. Por plantear la cues- 
tión abruptamente: ¿hay una política del ser-con O del ser-en-común? Sí 
encontramos en Nancy una indicación alusiva a la praxis! -que debe 
promover la exigencia del ser-en-común, la de inequivalencia de las sin- 
gularidades que son «con», por oposición a la equivalencia mercantil, la 
de la intercambiabilidad universal. Sin embargo, esta indicación está 
expresamente afectada por, una reserva esencial: la afirmación de las 
singularidades «es todo lo que se quiera —existencial, artística, literaria, 
soñadora, amorosa, científica, pensadora, paseante, lúdica, amigable, 


gastronómica, urbanística...», pero «no es política». No hay mejor modo 
de decir que la política tiene por única función la de abrir el espacio en 


En este sentido, no hay lugar para una praxis política de lo común. Una 
observación análoga puede aplicarse a la propuesta de Roberto Esposito, 
para quien la comunidad del defecto constituye una «forma impolítica» 
de comunidad. El «im-» de «impolítica» tiene aquí el sentido, no de la 
privación (a-política) sino de la inversión respecto a la forma acabada 
de la comunidad política. La cuestión, por lo tanto, es saber cómo po-. 
dría desprenderse una política de este pensamiento. de la comunidad 


el que la afirmación de lo común de la inequivalencia puede tener lugar. 


cómo desafección. También en este caso las indicaciones son alusivas, Si. 


ño discordantes. En la tercera parte de Comunidad, impunidad y biopolítica 
és donde se encuentran las formulaciones más precisas a este respecto. Á 
partir de una reflexión sobre el «vuelco» que representaría el nazismo 


155. R.. Esposito, Communauté, immunité, biopolitique, op. cit., págs. 194 y 203. (Trad. 
cast.: Comunidad, inmunidad y biopolítica, Herder, Barcelona, 2013.) 

156. ]-L Nancy, Vérité de la démocratie, Galilée, 2008, pág. 58. 

157. Ibíd., págs. 48-49. Citado en P. Sauvétre, Crises de gouvernementalité et généalogie 
de P'État aux XXe et XXTe siédes, op. Cit., págs. 198-199. 
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como inversión completa de la biopolítica en «tanato-política», Esposito 
plantea la cuestión de la posibilidad de otra biopolítica, una «biopolítica 
afirmativa» que sea «una política no ya sobre la vida, sino de la vida». *58 
Pero esto es para reconocer que «saber o buscar, así como pensar lo que 
puede querer decir hoy en día una democracia biopolítica capaz de ser 
ejercida, no sobre los cuerpos, sino en favor de los cuerpos, es bien dificil 
de indicar de modo preciso».*” Es de destacar hasta qué punto esta afir- 
mación de la positividad de la vida es difícil de deducir del existencial del 
«ser-con» invocado en un primer tiempo por Esposito para fundar su 
concepción de la communitas. En efecto, ¿cómo pasar del ser-con que 
«nos determina en el alejamiento y la diferencia respecto a nosotros mis- 
mos», como «falta infinita», «deuda impagable» o incluso. «defecto irreme- 
diable»,'% a la vida como «lugar indivisible en el que el ser del hombre 
está en perfecta coincidencia con su forma de ser?*% 


Todas estas iniciativas tropiezan, de hecho, en una misma dificultad ' 


de principio: una vez afirmada la prioridad de la ontología, el paso a la 


política sólo puede consistir en un salto, simplemente porque la apues- | 


ta de deducir una política de la ontología es imposible de cumplir.'? al 


No basta con recordar la fórmula de Deleuze: «antes del ser, hay la 
política», !% hay que ir más lejos y afirmar que la única ontología toda- 
vía posible es la que Foucault llamaba «ontología de la actualidad».!%* 
Tal tarea nos impone captar el carácter histórico de nuestro «hoy» a la 
laz de los puntos de apoyo que puede ofrecer a una práctica emanci- 
padora. Ningún «existencial» podría dispensarnos de tener que vincu- ¿ 
lar lo común a una actividad instituyente: como determinación del 
actuar, en efecto, escapa a la alternativa engañosa del ser y del tener, ' 
del ser-en-común (el del ser-con los demás) y del tener-en-común (el 


158. R. Esposito, Communauté, immunité, biopolitique, op. cit., pág. 167-168. (Trad. 
cast. antes citada.) 

159. Ibíd., pág. 227. 

160. Ibíd., pág. 28-29. 

161. Ibíd., pág. 246. La dificultad fue indicada pertinentemente por Frédéric Neyrat 
en su prefacio a esta obra (ibíd. págs. 19-20). 

162. P. Dardot, Ch. Laval y E-M Mouhoud, Sauver Marx?, op. cit, pág. 253. 

163. G. Deleuze y F. Guattari, Mille Plateaux, Minuit, París, 1980, pág. 249. (Trad. 
cast.: Mil mesetas: capitalismo y esquizofrenia, Pre-Textos, Valencia, 2010.) 

164. M. Foucault, «Qu'est-ce que les Lumiéres?», en Dits e£ Écrits IL, Gallimard, 
París, pág. 1506. (Trad. cast.: Sobre la ustración, Tecnos, Madrid, 2004.) 
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de la «propiedad», tanto en el sentido de la «posesión» como en el del 
«carácter»). ” 

Siguiendo con la terminología ya utilizada en los capítulos preceden- 
“> tes, llamaremos, «actuar común» la acción que instituye lo común, y 
“se hace cargo de él. «Actuar común» y no sólo «actuar en común»: no se 
“trata, en efecto, de lo que hacemos juntos, y que puede ser tanto un 
viaje como una acción de protesta, sino del modo LE acción que proce- 
de de la coobligación significada por el munus latín. Conviene, por lo 
tanto, acoger la idea de «tarea» O de «actividad» contenida en este térmi=. 
no, subordinada erróneamente por Esposito a la de dle o ala de «de- 
ber». A este respecto, el sentido primero de communis merece ser desta- 
“sado, ja que se trataba de designar así, no a las cosas sino a los hombres 
en tanto que comparten responsabilidades o tareas: communis fue pues. en 
primer lugar el nombre del compartir una tarea entre hombres (commu- 
nis es «el que comparte las reponsabilidades») antes de ser el nombre de 
las cosas que eran compartidas entre todos (las ses communes). Así, hay 
que establecer como princibio que la coobligación nace del compartir. 
una misma tarea o actividad, lejos de que ella sea primera. y fundadora. 
por estar dada de entrada con la existencia, la condición o bien la vida. 
E Si el actuar común es un actuar instituyente, ello es precisamente por- 
que consiste en la coproducción de normas jurídicas que obligan a todos 
los coproductores como tales coproductores diarante el cumplimiento 
de su tarea. Por esta razón la actividad de institución de lo común sólo 
.puede ser común, de tal manera que lo común es al mismo tiempo una 
¡cualidad del actuar y aquello que este actuar instituye. El modelo del 
legislador antiguo ajeno a una ciudad que hace don a sus habitantes de 
“ana constitución creada desde cero, es a este respecto un contramodelo, 
al igual que el de una instancia separada poseedora de la sico la 
que correspondería la tarea de perpetuar el acto de fundación.'” Y, 


165. Como se sabe, Hannah Arendt atribuía a los ciudadanos norteamericanos el 
mérito de haber confiado la autoridad a la Corte Suprema de los Estados Unidos. 
H. Arendt, De la révolution, Gallimard, París, 1985 (Trad. cast.: Sobre la revolución, Alianza, 
Madrid, 2011). Ahí se palpan los límites de su planteamiento político, por muy justas que 
sean sus críticas contra la idea de una comunidad de naturaleza como garantía del «mundo 
común». Como detentora del poder judicial, la Corte Suprema se pescIva el monopolio 
de decir el derecho, lo cual está en las antípodas de la coproducción del derecho as 
mediante el uso común. De un modo más general, es todo el paradigma de la Jandación 
el que debe ser cuestionado (para una crítica de este paradigma, véase infra, capítulo 10). 
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dado que lo común a instituir es lo inapropiable ——más que la «inequi- 
valencia», lo «impropio» o lo «impersonal»— la coobligación de los 
«hombres del común»!% es la que les impone hacer uso de eso que es 
inapropiable de tal modo que se preserve y se transmita. Entendido de 
esta forma, el actuar común se confunde con el «uso común de lo co- 
mún» del que hemos hablado anteriormente. 


166. Hablaremos de «hombre del común», más que de «hombre común» para distin- 
guir el hombre producido por la práctica de lo común de tipo sociológico o de la media 


estadística, al que remite a menudo la segunda expresión (sobre este punto, véase supra, 
fin del capítulo 1: «Común y praxis»). 
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Derecho de lo común 
y «derecho común» 


La cuestión es ahora determinar cuál es la naturaleza del derecho que el 
actuar común debe producir en virtud de su propio ejercicio, de tal má- 
nera que obligue realmente a todos los coactores o los coparticipantes. 
Acabamos de ver que uso e institución venían a identificarse en las 
prácticas creadoras del derecho. En consecuencia, podríamos responder 
afirmando que este derecho debía ser un derecho consuetudinario y no 
un derecho legislativo, ya que el derecho consuetudinario se plantea a 
menudo como un derecho común: en efecto, se sabe que la lengua in- 
glesa hace del derecho procedente de la costumbre un «derecho común» 
(Common Law) y distingue este derecho de la ley o el decreto de una 
autoridad soberana, es decir, del «derecho legislado» (Statute Law). De 
este modo y con toda lógica, el derecho producido por el actuar común 
sería, hasta en su mismo tenor, un derecho común, en virtud de una 
transferencia de la cualidad del actuar a la cualidad del derecho por él 
producido. Pero enseguida se plantea la cuestión de saber qué hace de lo 


consuetudinario común: ¿qué hay que entender exactamente por «co- 


mún» para que aquello que es consagrado por la costumbre sea identifi- 
cado como común, incluso con lo común pura y simplemente? 
Después de todo, también se podría argumentar que la costumbre 
pertenece a la contingencia, a lo local y a lo particular y que, desde este 
punto de vista, nada hay que sea «menos común» que lo consuetudinario, 
ya que al parecer la arbitrariedad, la rareza y lo absurdo también pueden 
llevar perfectamente el sello de la tradición. Desde este punto de vista, 
sólo la universalidad de la ley podría pretender encarnar lo común. Así 


e 
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es, ciertamente, como lo consideran quienes oponen el derecho legisla- 


: tivo al derecho consuetudinario, para alabar los méritos de la racionalidad 


y la universalidad efectivas del primero. Hegel señalará la diferencia entre 
una simple colección de costumbres, caracterizada por su «carácter infor- 
me, indeterminado y con lagunas», y el derecho legal moderno, que 
adquiere la forma racional de un «código» —cuyo modelo es para él el 
Código Civil de 1804 o Código Napoleón—, resultante de la enuncia- 
ción de los principios del derecho en su universalidad.! En esta perspec- 
tiva, el derecho romano ya no representa como tal una alternativa, al 


menos en la forma histórica en que nos ha llegado, ya que él mismo pudo 


revestir la forma no racional de recopilaciones de legislación (piénsese en 
el Corpus Iuris Civilis de las leyes justinianas).? Lo esencial está en la for- 
ma de universalidad que el derecho sólo puede adquirir convirtiéndose 
en «ley», en el sentido fuerte del término. Por su parte, los más ardientes 
defensores de la Common Law se inclinan a considerarlo el resultado de 
un proceso histórico espontáneo de acumulación que sería profunda- 
mente irreductible a todadodificación formal. Un derecho así se identi- 
ficaría con la «constitución inglesa» en tanto que esta formkx parte de una 
especie de lex non scripta (William Blackstone), enriquecida alo largo de 
generaciones mediante aportes sucesivos que no habrían altera sus- 
tancia y que serían independientes de todo procedimiento de enactment, 
esto es, de promulgación. 

Hayek es, sin lugar a dudas, de entre los teóricos neoliberales, el que 


ha llevado más lejos esta antítesis entre la ley «puesta» (positus)? por un 
legislador y el derecho consuetudinario. Revisando la historia intelec- 
tual inglesa del siglo xvIL, opone así la corriente del racionalismo cons- 
tructivista, encarnado por Francis Bacon y Thomas Hobbes, con una 
tradición más antigua, todavía viva en Inglaterra «en las obras de grandes 


1. G. H. F. Hegel, Príncipes de la philosophie du droit, op. cit., $ 211, págs. 281-282. 
Para el Código Civil, véase la edición en línea del Code civil des frangais, Á París, De 
Vimprimerie de la République, XII, 1804. Disponible en www.gallica.bn£fr 

2. Como ha observado con razón Mikhail Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence. 
Une lecture des “vols de bois”», Revue frangaise d'histoire des idées politiques, n? 15, abril de 
2002, pág. 22. 

3. F. A. Hayek, «La philosophie juridique et politique de David Hume», en Essais 
de philosophie, de science politique et d'économie, Les Belles Lettres, París, 2007, pág. 169, 
nota 21. (Trad. cast.: Estudios de filosofía, política y economía, Unión Editorial, Madrid, 
2007.) 
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juristas versados en la Common Law, particularmente Sir Edward Coke y 


Matthew Hales, los adversarios de Bacon y Hobbes».* A esta última tra- 
dición se vincularían los portavoces del racionalismo crítico que fueron 


Bernard Mandeville, Adam Ferguson, Adam Smith y David Hume. El 


rasgo distintivo de esta clase de racionalismo sería la tesis de un creci- * 


miento espontáneo de las reglas de derecho, análogo al proceso de selec- 
ción de los organismos vivos descubierto por Darwin.* En el siglo XIx, 
es la escuela histórica alemana del derecho de un Savigny la que «se basó 
ampliamente en la concepción de un orden espontáneo que los filósofos 
escoceses del siglo xvu habrían elaborado».* De este modo se esboza 
una filiación intelectual directa desde los grandes juristas ingleses teóricos 
de la Common Law hasta la escuela histórica alemana, que da a entender 
una continuidad teórica fundamental, en particular en lo referente a la 
noción del «derecho natural»: lo que rechazaría esta corriente de pensa- 
miento es el «derecho natural deducido de la razón natural», no el «dere- 
cho natural que hay que descubrir» y que no se puede «hacer» o «decre- 
tar» porque es producto de un proceso de «crecimiento natural», es decir, 
una experiencia práctica acumulada.” 


Lo perturbador de esta confrontación es que ambas partes están de 


acuerdo en presentar la alternativa entre derecho legislativo y derecho 
consuetudinario como inevitable e insuperable: por un lado, el dere- 
cho consuetudinario ey rechazado en bloque como informe e irracional, 
en provecho exclusivamente de la forma racional de la ley; por otro lado, 
a la inversa, es magnificado como un derecho sin legislador cuyo nacirmien- 


to no debería nada a la deliberación y a la decisión de una voluntad. Tras 


un examen atento, esta alternativa revela ser artificial y carecer de funda- 
mento, ya que presupone una homogeneidad del derecho consuetudinario 
—ya sea pura colección empírica, ya sea crecimiento continuo— que por 
fuerza resulta problemática, particularmente en relación a las profundas 
transformaciones que conoció el derecho inglés durante el siglo xv. 


4. Ibíd., pág. 175. 

5. Sobre esta tesis, véase P. Dardot y Ch. Laval, La Nouvelle Raison du monde, op. 
cit., págs. 250-251. (Trad. cast.: La nueva razón del mundo: ensayo sobre la sociedad neoliberal, 
Gedisa, Barcelona, 2013.) - 

6. Ibíd., pág. 169. Un poco más lejos en el capítulo siguiente volveremos a hablar 
de la escuela histórica alemana de Savigny a propósito de los artículos de Marx sobre los 


«robos de madera». 
7. Ibíd., pág. 170. 
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La confrontación no tiene nada de un debate académico reservado a 
los historiadores o a los filósofos del derecho. Implica la apreciación de la - 
idea de acuerdo con la cual nos dirigiríamos, o deberíamos dirigirnos, 
hacia un derecho común mundial. Cierta ideología evolucionista de la 
Common Law, fuertemente influenciada por Hayek, pretende que el auge 
actual de la jurisprudencia internacional, en materia de contratos comer- 
ciales o de derecho de las inversiones, es la pura y simple prolongación 
de los progresos culturales y jurídicos surgidos de las interacciones eco- 
nómicas y sociales, que han permitido el nacimiento y el funcionamien- 
to del mercado de la competencia. La expresión de las prácticas de la 
Common Law conduciría así a la creación de un «orden espontáneo» del 
* mercado mundial. En suma, lo «común» del derecho, según la interpre- 
- tación neoliberal, no sería nada más que el derecho común de la propie- 
_ dad, del contrato y del beneficio. Como hemos visto, es contra tal con- 
- cepción que quienes se oponen a este tipo de mundialización invocan la 
defensa y la rehabilitación de los commons. Pero estos commons desempe- 
ñan precisamente en la integpretación de la Common Law un papel deci- 
sivo. Raramente una cuestión de historia del derecho habrá estado hasta 
tal punto en el centro de los conflictos principales de nuestra época. 


Un mito nacional: la «continuidad orgánica» 
de la Common Law 


A Harold J. Berman le corresponde el mérito de haber mostrado la 
realidad de esta transformación decisiva en el tomo II de su historia del 
derecho en Occidente, previamente citada, Derecho y revolución. Tras 
haber estudiado la «revolución pontifical» de los años 1075-1122, con 
la que la Iglesia Romana instauró un nuevo derecho, el derecho canó- 
nico, para emanciparse de la tutela de los emperadores, reyes y señores 
feudales y constituirse ella misma como Estado moderno de vocación: 
paneuropea, Berman aborda el análisis de las revoluciones alemana e 
inglesa. Establece entonces que la tesis de una oposición multisecular 
entre el derecho inglés, en el que sobreviviría en su forma más pura el 


8. H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit. En los análisis que siguen, nos basare- 
mos en la segunda parte del primer tomo de este libro: «La Révolution anglaise et la 
transformation du droit anglais au XVile siécle», págs. 335-610. 
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derecho consuetudinario germánico, y la teoría absolutista surgida de la 
tradición del derecho romano resulta en gran medida de una proyec- 
ción retrospectiva por lo menos discutible. Advierte, en particular, que 
el jurista inglés del siglo xu1r Bracton, autor del célebre Tratado sobre las 
leyes y costumbres de Inglaterra, es indebidamente incluido entre los par- 
tidarios de esta tesis: según estos últimos, es a él a quien se remontaría 
la hostilidad muy «nacional» de los ingleses contra los derechos «extran- 
jeros» que serían el derecho canónico y el derecho romano, «mientras 
que de hecho Bracton, en su gran tratado sobre el derecho inglés, cita 
el derecho romano en un sentido favorable en al menos quinientos 
pasajes diferentes».? 

Lo que está en juego en esta reconstrucción es, nada más ni nada me- 
nos, la ideología de la revolución inglesa, que afirma que la «continuidad 
orgánica» de las historia nacional desde sus comienzos fue «interrumpida 
tan sólo por los regímenes despóticos de los Tudor y los Estuardo», de 
forma que la Common Law del país habría «prevalecido siempre respecto 
de los sistemas jurídicos extranjeros con los que anteriormente había 
coexistido».*” Ciertas creencias religiosas de inspiración calvinista desem- 
peñaron, al parecer, un papel esencial en este asunto. En primer lugar, la 
que otorga a Dios una acción directa a través de la historia, «en particular 
a través de su nación elegida, Inglaterra», algo que por fuerza tenía que 
alimentar y fortalecer la convicción de que «la Common Law inglesa se 
había desarrollado a lo largo de los siglos, alcanzando progresivamente un 
estadio avanzado de perfección, y de que este derecho era específicamen- 
te inglés y superior, al menos para Inglaterra, en comparación con cual- 
quier “derecho extranjero”». En segundo lugar, la creencia que hace de 
Dios un legislador que inspira a sus fieles para que traduzcan su voluntad 
en reglas e instituciones jurídicas: «La filosofía histórica de Coke, Selden 
y Hale reconocía en la tradición de la Common Law anterior al siglo xvi 
un equivalente secular del derecho bíblico».'* A fin de cuentas, según 
Berman, la insistencia en la continuidad histórica del derecho inglés a 


9. Ibíd., pág. 725, nota 1 del capítulo 8. Entre quienes sostienen esta tesis, el autor 
menciona al obispo anglicano de la era victoriana Willian Stubbs, al historiador de las 
ideas políticas Quentin Skinner y al historiador inglés del derecho medieval R. C. van 
Caenegem. 

10. Ibíd., pág. 500. 

11. Ibíd., pág. 435. 
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partir del siglo XVI estuvo vinculada a «la emergencia del régimen parla- 


mentario aristocrático, del sistema de los partidos políticos (Whigs y To- * 


ries) y de la clase profesional de los jueces y los abogados», del mismo 
modo que en Alemania en el siglo xvir la insistencia en la coherencia 
conceptual de la ciencia del derecho fue puesta en relación con la emer- 
gencia de la burocracia al servicio de la monarquía, el Príncipe y sus 
consejeros.'? Contra esta insistencia que vale como autolegitimación, 
«consistente en disfrazar un cambio radical para presentarlo como una 
continuidad con el pasado»,'? Berman pone de manifiesto el carácter 
profundo y duradero de las innovaciones introducidas en el derecho in- 
elés a partir de la revolución de 1640-1689. 

Una de las más importantes concierne a la organización de los tribuna- 
les y la independencia de los jueces respecto de la Corona. Para medir su 
alcance, conviene decir algo sobre el sistema de gobierno de los Tudor. 
Al mismo tiempo que reducían el Consejo del Rey y los Parlamentos 
(House of Lords y House of Commons) a instrumentos de la política real, 
estos monarcas crearon nueos tribunales que respondían más directa- 
mente a la voluntad real que a las cortes tradicionales de la Common Law. 
Estas últimas habían sido las primeras cortes reales autónomas creadas en 
el siglo XI a partir del Consejo del rey: Common Pleas y King's Bench, así 
como la Court of Exchequer, designadas todas ellas como tribunales de 
Common Law para distinguirlas de las jurisdicciones eclesiásticas, señoria- 
les, feudales, urbanas y comerciales. En contraste con estas antiguas juris- 
dicciones, los nuevos tribunales creados por los Tudor, designados con el 
nombre de Prerogative Courts, funcionaban ampliamente «de acuerdo con 
las doctrinas y procedimientos derivados en parte del derecho canónico 
tradicional de la Iglesia católica romana, y en parte del derecho romano 
secular, tal como había sido estudiado desde hacía varios siglos en las 
universidades europeas, especialmente en Oxford y Cambridge».** Du- 
rante el siglo xv1, el efecto de la transferencia de una parte creciente de 
los asuntos judiciales del país de los tribunales de Common Law a las Pre- 


12. Ibíd., pág. 43. 

13. Ibíd., pág. 379. 

14. Ibid., pág. 355-357. Entre las Prerogative Courts, Berman menciona la Court of 
Star Chamber, la Court of Requests, la Court of Marches, la Court of High Commission. A las 
que hay que añadir todavía la High Court of Admiralty y la High Court of Chancery, que no 
eran consideradas Prerogative Coutts, pero servían igualmente para reforzar el poder real. 
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rogative Courts fue una rivalidad creciente entre ambos tipos de tribunales. 
Durante el reinado de Jacobo I, esta rivalidad desembocó en un conflic- 
to abierto, en el curso del cual Coke consiguió un gran protagonismo 
afirmando la supremacía de la Common Law sobre cualquier otra jurisdic- 
ción. La revolución inglesa supuso en 1641 la adopción por parte del 
Parlamento de varias leyes, dos de las cuales suprimieron la Court of Star 
Chamber, la Court of High Commission y otras Prerogative Courts, convirt- 
tiendo a los tribunales de Common Law en tribunales soberanos en los 
asuntos civiles y criminales.** 

Desde fines del siglo xv1, el rey Jacobo I había tomado de la teoría 
absolutista de Juan Bodino, tal como estaba expuesta en De la Republigue 
(1576), un modelo de argumentación que le permitía justificar el refor- 
zamiento de su propio poder, en particular en materia judicial. Lo que, 
tal como él mismo veía, hacía de su poder un poder absoluto, era la «au- 
sencia de responsabilidad del monarca ante quienquiera que sea, con la 
excepción de Dios mismo»: el rey, no sólo puede revocar la autoridad y 
la competencia de un magistrado, sino que éstas en su presencia son 
nulas e inexistentes. De acuerdo con esta concepción, un control judicial 
de la legalidad de las leyes y proclamas reales podía ser interpretado como 
una simple «función administrativa», las tareas del Parlamento se podían 
considerar como simples funciones «consultivas» y es posible interpretar 
todos los compromisos concluidos por los reyes como «actos condicio- 
nales y temporales». Berman resume tal actitud en estos términos: 


Cuando los juristas ingleses que representaban la tradición de la Common 
Law en el siglo XVII invocaban la «herencia» de las competencias judiciales 
y parlamentarias que permitían restringir la prerrogativa real, el rey Jaco- 
bo I podía replicar que sólo se trataba de atribuciones concedidas por reyes 
anteriores a título de «tolerancia» y que, por lo tanto, podían ser revocadas 
de acuerdo con su poder discrecional».*é 


Fue en estas condiciones que Sir Edward Coke, primero como juez 
principal de las Common Pleas courts y luego del King's Bench, sostuvo un 
largo combate para restringir los poderes de la prerrogativa real y subor- 


15. Ibíd., págs. 361 y 372. La supresión de las Prerogative Courts fue confirmada por 
Carlos ll en 1660, haciendo irreversible la decisión del Parlamento de 1641. 
16. Ibíd., págs. 392-393. 
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dinarlos a la Common Law y al control del parlamento. El punto esencial 
en torno al cual se desarrolló el conflicto fue la cuestión de la persistencia 
de la validez del derecho introducido por los antecesores de Jacobo I: ¿se 
trataba de una «herencia» con valor vinculante para el monarca actual, o 
bien de una simple «tolerancia» revocable a su voluntad? Coke estaba 
convencido de que el derecho hoy en día en vigor constituía un «memo- 
rial del pasado», fórmula que debía comprender también a «los Tudor, los 
Plantagenet e incluso los soberanos normandos y anglosajones que, en y 
a través de sus consejos, sus parlamentos y tribunales, habían creado a lo 
largo de los años un sistema jurídico marcado por su existencia de larga 
duración, portador en su desarrollo continuo de la memoria de las signi- 
ficaciones heredadas del pasado».*” Lo que esta actitud tiene de notable 
es que no consistía en absoluto en oponer a la teoría absolutista una con- 
tra-teoría relativa al derecho en general, sino en defender cierta concep- 
ción del derecho «inglés» entendido en su especificidad nacional. Más 
exactamente, Coke contribuyó más que ningún otro a reducir las leyes 
del derecho inglés a la Corágnon Law, es decir, a una de las ramas que 
regían en Inglaterra en aquella época: de este modo, el derecho canónico 
y el derecho romano, aunque eran aplicados en gran número de tribuna- 
les ingleses, eran considerados «derecho extranjero». Fue a partir de 
Coke que se adoptó la costumbre de identificar la Common Law —vale 
decir, el derecho tradicionalmente aplicado por la Common Pleas courts, el 
King's Bench y la Court of Exchequer— como el «derecho del país» (law of 
the land). 

Así puede aclararse el sentido del adjetivo «común» en la expresión 
tan típicamente inglesa de Common Law. En primer lugar, «común» se 
entiende, por supuesto, de un derecho que unifica las costumbres y las 
prácticas hasta el punto de garantizar a todos los súbditos del reino el 
«beneficio de una justicia única».*? En segundo lugar, y aquí está el pun- 
to decisivo, el término se aplicaba a la razón y a la experiencia en las que 
estaba basada la Common Law. ¿De qué razón se trata en este caso? Cier- 
tamente, no de la «razón natural» invocada por la escuela del derecho 
natural como norma superior al derecho positivo, sino de una «razón 


17. Ibíd., pág. 396. 

18. Ibíd., pág. 399. 

19. P. Raynaud y S. Ruals (dir.), Dictionnaire de philosophie politique, PUF, París, 2003, 
pág. 108. 


| 


PO 


i 
E 
í 
E 
h 


A A coa rustcaner 


DERECHO DE LO COMÚN Y «DERECHO COMÚN» 


329 


artificial», es decir, una razón adquirida mediante el esfuerzo y el arte, 
que no podía confundirse en ningún caso con la razón natural de ningu- 
na persona en particular, aunque ésta fuese intelectualmente superior a 
todas las demás, al ser la razón misma del derecho. Tal es, en sustancia, el 
argumento opuesto por Coke a Jacobo 1 durante un encuentro célebre: 
si bien el rey podía autorizarse, como los jueces, en una razón, no era un 
experto en el derecho de su reino, y la causas relacionadas con la vida y 
los bienes de sus súbditos «no son decididas de acuerdo con la razón na- 
tural, sino según la razón artificial y el juicio del derecho». En conse- 
cuencia, hay que concluir que la Common Law: 


ha sido perfeccionada por un número infinito de hombres serios y sabios y, 
con la fuerza de una larga experiencia, ha alcanzado tal grado de perfección 
para el régimen político de este reino, que se verifica el viejo adagio: Nemi- 
nem opportet esse sapientiorem legibus, es decir, que nadie debe ser, apoyándo- 
se en su propia razón, más sabio que las leyes, que representan la perfección 
de la razón. % 

Hay que subrayar la gran originalidad de esta concepción de la razón. No 
es que Coke pusiera en duda la existencia de una razón natural y de un 
derecho natural basado en ella —existencia reconocida tanto por los fi- 
lósofos escolásticos de los siglos X11 y XIII como por los filósofos humanis- 
tas del siglo XVi—, sino que, por el contrario, afirmará constantemente 
que el propio derecho natural formaba parte de la Common Law.” Pero 
añadía a esta razón otro tipo de razón que se podría llamar «razón histó- 
rica»: se trataba de la «razón práctica propia de los expertos, de los hom- 


bres de experiencia que se han dedicado en particular a estudiar su propio - 


tema, que conocen su historia y se basan en los conocimientos y la sabi- 
duría de varias generaciones sucesivas de otros individuos, experimenta- 
dos también ellos».? Se trata por lo tanto. de una especie de «razón arti- 
ficial histórica», la única capaz de dar cuenta de la profunda continuidad 
del derecho inglés como derecho común. En este punto, precisamente se 
aplica el primer significado de «común»: si el derecho es «común», en el 
sentido de que se aplica a todos los súbditos del reino, es en primer lugar 


20. H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., págs. 730-731;=H0ta-35, y pág..401. 
21. Ibíd., pág. 403. 
22. Ibíd., pág. 402. 
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porque es común por el hecho de haber surgido en su propia elaboración 
del «sentido común» (common sense), es decir, un juicio moral compar- 
tido. por toda una comunidad, comunidad en este caso de los jueces, de 
los abogados y los expertos en materia judicial y, por extensión, todo el 
pueblo inglés cuya historia entera se cristaliza, por así decir, en la forma- 
ción de dicho juicio. : 

La proposición implícitamente afirmada por Coke y llamada a con- 
vertirse luego en el primer principio de la escuela histórica del pensa- 
miento jurídico es ésta: el derecho de una nación es, ante todo, produc- 
to de su historia. Toda insistencia en el alcance de esta proposición se 
queda corta. Con esto hay que entender, no simplemente que las insti- 
tuciones en vigor hoy en día se derivan de las instituciones preexistentes, 
sino que el pasado, sobre todo el pasado lejano (en este caso la costumbre 
de la época anglosajona) no sólo debe ser considerado como un hecho, 
sino más bien como un proceso de crecimiento provisto de una finalidad 
y de una normatividad para todo desarrollo presente y futuro del derecho 
mismo. A Coke le gustabaftitar el proverbio de Chaucer: «De los campos 
antiguos debe crecer un nuevo trigo».* Lo que al principio era válido 
únicamente para la ley inglesa, acabó adquiriendo, sobre todo después de 
Coke, la singular fuerza de un principio general que se presentaba corno 
superior al derecho natural o al positivismo jurídico: la fuente primera 
del derecho debe buscarse en la costumbre y el precedente judicial, de tal 
manera que las otras fuentes —como las nociones universales de justicia 
a las que se refiere el derecho natural o la voluntad del legislador promo- 
vida por el positivismo jurídico— deben subordinarse al desarrollo histó- 
rico del sistema de derecho procedente de esta fuente primordial. 4 

Sin embargo, hay diversas formas de entender esta primacía de la cos- 
tumbre como fuente del derecho. Berman distingue en este sentido, 
con mucha pertinencia, entre historicismo e historicidad: según el pri- 
mer punto de vista, las reglas establecidas —resultado de los juicios lle- 


23. Ibíd., pág. 496 y 731, nota 37. Berman destaca la dificultad que supone delimi- 
tar con precisión esta noción de otras nociones aparentemente muy cercanas. 

24. Ibíd., pag. 405. 

25. Contra esta ideología del derecho inglés dirigió luego Jeremy Bentham toda su 
ironía, analizando las fallacies de la que se compone. La emprende especialmente contra 
la creencia en «a sabiduría de los ancestros». Véase J. Bentham, «Manuel des sophismes 
politiques», en Fragment sur le gouvernement suivi de Manuel des sophismes polítiques, LGDJ, 
París, 1996. 
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vados a cabo en el pasado— «deben ser preservadas y reiteradas» para 
que se garantice la continuidad del derecho a través de las épocas. De 
acuerdo con la segunda concepción, la historia del derecho debe enten- 
derse como «un proceso de adaptación de las experiencias del pasado a 


necesidades que evolucionan».”% Si se admite esta distinción, hay que 


considerar que Coke está del lado del «historicismo», en la medida en 
que permaneció «apegado a la concepción de un pasado inmemorial y 
un derecho fundamental inmutable». No ocurre lo mismo con los dos 
grandes sucesores de Coke, John Selden (1584-1654) y Mattew Hale 
(1609-1676), partidarios ambos de la historicidad. El primero, que atra- 
vesó como testigo directo la tormenta de la revolución, destacó el carác- 
ter profundamente evolutivo del derecho de la Common Law, más que 
su permanencia y su continuidad. Así, reconocía la cesura que había 
constituido la conquista normanda en la evolución del derecho inglés, 
pero aun así consideraba los períodos británico, sajón y normando como 
«tres fases distintas de un desarrollo histórico único». Iba mucho más 
lejos que Coke al afirmar que todos los sistemas de derecho, y no sola- 
mente el de la Common Law, deberían ser reconocidos en su dimensión 
histórica. No es, pues, la antigiiedad en sí misma la que constituye la 
cualidad relativa del derecho de un pueblo, ya que esto es válido para 
todos los sistemas de derecho, sino su aptitud para responder a las aspi- 
raciones de un pueblo en particular.?” En esta perspectiva, las diferencias 
entre los derechos nacionales tienen su origen en la diversidad de las 
costumbres de los diversos pueblos, estando un pueblo respecto de otros 
pueblos en la misma relación que un individuo respecto a los demás. 
Además, Selden renovará la significación de la doctrina que hacía del 
consentimiento del pueblo la piedra de toque de la legitimidad de un 
régimen político. En efecto, a su modo de ver, el consentimiento se 
manifestaba precisamente «a través de la costumbre, es decir, a través de 
los tipos y normas de comportamiento tácita o expresamente aceptados 
por la comunidad», tal como fueron captados por los Common Lawyers 
«en respuesta a circunstancias cambiantes». Teniendo en cuenta esta 
precisión, el derecho consuetudinario merecería tanto más su nombre 
de «derecho común» por el hecho de implicar necesariamente la adhe- 


26. H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., págs. 404 y 432. 
27. Ibíd., págs. 407-408. 
28. Ibíd., págs. 409-410. 
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sión de todos, adhesión renovada durante generaciones y siglos por -el 
simple hecho de la perpetuación de las costumbres. 

Pero fue Hale, indiscutiblemente, quien confirió a la filosofía inglesa 
del derecho una envergadura sin igual. Aparte de lo que ya hemos-desta- 
cado de su crítica de la teoría de la soberanía de Hobbes, sus opiniones 
más marcadas están relacionadas con la idea del desarrollo histórico de ún 
sistema jurídico y con la noción de «razón artificial». Respecto al primer 
punto, Hale entendía la Common Law como un derecho consuetudinario 
en evolución de acuerdo con la lógica de un proceso de adaptación a 
nuevas necesidades, al modo de un proceso de autoperfeccionamiento 
progresivo, idea que Lord Mansfield expresó mucho más adelante con la 
siguiente fórmula: The Common Law works itself pure.* De ahí una con- 
cepción de identidad en el cambio que se expresa mediante una analogía 
chocante con el ejemplo célebre de la nave de los Argonautas: al igual 
que ese navío era el mismo cuando entraba a puerto que cuando lo había 
dejado, a pesar de todas las reparaciones por las que tuvo que pasar du- 
rante su largo periplo, tales gue no quedaba ya «ninguno de sus materia- 
les de origen», las leyes inglesas, a pesar de haber conocido muchas varia- 
ciones y adiciones a lo largo de su historia, al haber tenido lugar «por 
capas sucesivas», tales cambios no impiden que se pueda afirmar con 
fundamento que «se trata, en general, de las mismas leyes ahora que hace 
seiscientos años».*” Berman explicita muy claramente el sentido de esta 
analogía en los siguientes términos: «Según Hale, la naturaleza del desa- 
rrollo histórico del derecho inglés consiste en que la constitución en su 
conjunto ——la nave del Estado— se elabora ella misma a partir de las 
modificaciones sucesivas de sus componentes a lo largo de los siglos».** 
Sin embargo, como Hale contribuyó al progreso de la filosofía inglesa del 
derecho, fue mediante su elaboración del concepto de «razón artificial», 
en su réplica a las críticas formuladas por Hobbes contra Coke. 

En efecto, Hale distingue dos conceptos de razón: por un lado, la 
«razón en las cosas», es decir, su lógica interna —por ejemplo, la relación 


29. Ibíd., pág. 422. Fórmula que se podría traducir así: «El derecho común alcanza 
su pureza elaborándose a sí mismo», lo que significa que lleva a cabo progresivamente su 
propia purificación, de modo que él mismo consiste en un proceso continuo de autoe- 
laboración. 

30. Ibid., pág. 423. 

31. Ibíd., pág. 424. 


MA E ici ot rrprciereicanprrioondueso 
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entre el mecanismo y las agujas en virtud de la cual un reloj funciona; por 
otra parte, la «facultad humana de razonar», aquella que establece el 
vínculo entre la causa y el efecto, o bien percibe la proporción entre las 
líneas y las superficies, etc. Si bien esta capacidad de razonar se encuentra, 
ciertamente, en todos los hombres, no ocurre lo mismo con la primera 
clase de razón: así, si la razón como facultad debe diferenciarse en su 
aplicación a objetos o a actividades, es en la medida en que la aplicación 
a objetos específicos requiere métodos específicos y, en consecuencia, un 
ejercicio prolongado. Esto se aplica muy particularmente a la ciencia del 
derecho, que es, de todas las disciplinas, la más dificil de captar porque 
trata, no de la justicia y del bien en general, sino de la «medida del bien 
y del mal con ocasión de situaciones concretas». En consecuencia, la 
posesión de la razón como facultad general (en el segundo sentido del 
término) no puede asegurar un dominio de la ciencia del derecho. Para 
convertirse en un buen jurista, es preciso, en efecto, considerar el modo 
en que las reglas pueden ser aplicadas a circunstancias extremadamente 
diversas, para familiarizarse con la «razón» del derecho como actividad 
práctica (en el primer sentido de la palabra). La pericia propia del jurista 
resulta así de la aplicación de la facultad de razonamiento a la razón pro- 
pia de su objeto, en este caso el derecho. De ahí la conclusión que Hale 
no duda en enunciar: «Es razonable que yo prefiera una ley producida 
por uno o dos centenares de individuos caracterizados por la sabiduría de 
la edad, su experiencia y sus intereses, a una ley originada en mis propias 
elucubraciones».? En Hale, esta inferencia se extrae de la naturaleza del 
derecho en general y no sólo de las particularidades del derecho inglés de 
la Common Law: «Lo que Coke había llamado la razón artificial se tradu- 
ce en el pensamiento de Hale como la combinación dela razón inheren- 
te al derecho mismo y los razonamientos de los especialistas del derecho 
que habían acumulado experiencia, así como de los practicantes del de- 
recho que demostraban un conocimiento profundo de su disciplina».* 
Ahora podemos recapitular los rasgos característicos de la concepción 
del «derecho común» tal como se impuso a partir de la Revolución in- 
glesa de 1640-1689. En primer lugar, en tanto que tiene su raíz en la 
historia multisecular del país, este derecho no tiene origen asignable: se- 


32. Ibíd., pág. 426. 
33. Ibíd., pág. 429. 
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gún la fórmula de Geldart, la Common Law «crece, pero no nace».* En 


segundo lugar, si este derecho, precisamente, «crece», sólo puede hacerlo - 


en el sentido de que evoluciona a lo largo de los siglos sin perder por ello 
su identidad fundamental. Dicho de otra manera, su proceso de creci- 
miento orgánico asegura al mismo tiempo su continuidad y su perfeccio- 
namiento. En tercer lugar, si esto es así, es porque este derecho es ante 
todo un derecho de los jueces y no de los legisladores: se trata de la jud- 
ge-made law, si por ello se entiende, no al pie de la letra que el juez «hace» 
o «produce» el derecho, sino que lo declara o lo expone haciéndose su 
portavoz o intérprete. De acuerdo con la fórmula de Coke, index est lex 
loquens, es la ley en cuanto que la ley habla a través de él, de modo que 
debe decir el derecho (ius dicere) y no darlo (ius dare).* En este sentido, 
el juez se somete al derecho diciéndolo mientras que, si lo creara, le sería 
superior. Así, a este respecto, comparte exactamente la misma condición 
que el rey, el Parlamento o cualquier otro súbdito del reino. En cuarto 
lugar, finalmente, el juez manifiesta esta sumisión al derecho común re- 
firiéndose en su juicio a lasedecisiones judiciales del pasado: es toda la 
doctrina del «precedente judicial» la que toma forma, que implica que los 
juicios del pasado no sólo tienen valor de ilustración del derecho, sino de 
fuente de derecho. Como sostiene Beman: 


Los juicios no son simples «ejemplos» del principio o de la regla, sino que 
son también la «prueba» de su recepción por los jueces y, por este motivo, 
una fuente de su fuerza vinculante». Pero, como el precedente remite él 
mismo a la continuidad de la costumbre, «la fuente del derecho reconocida 
al precedente está ella misma ligada a la fuente del derecho reconocido a la 


costumbre.** 


En consecuencia, lo que ejerce una autoridad vinculante sobre los juicios 
futuros es el mos indicorum, que se confunde con una «filiación de los jui- 
cios» emanados de la experiencia de los profesionales del derecho. 

La cuestión que se nos plantea es la de determinar si tal concepción 
del derecho común, que se apoya en esta forma de continuidad, no pre- 


34. P. Raynaud y S. Rials (dir), Dictionnaire de philosophie politique, op. cif., págs. 
108-109. 

35. Ibíd., pág. 109. 

36. Ibíd., pág. 453. 
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sume una homogeneidad ilusoria de la costumbre. Lo más simple es 
poner a prueba su credibilidad y su coherencia examinando una referen- 
cia privilegiada entre todas por la tradición de la Common Law. 


Una referencia fundacional: la Carta Magna 


Se trata, por supuesto, del texto dé 1215 conocido con el nombre de 


Magna charta libertatum. En la perspectiva historicista del derecho adop- 


tada por Coke, para la que el derecho positivo y el derecho natural 


formaban parte de la Common Law, la Carta Magna formaba parte de las : 


leyes históricas del Parlamento y, por este motivo, se inscribía en la 

continuidad inmemorial de un derecho muy anterior a la era de los 
OS h 

Tudor.” Si la Carta no adquiere en absoluto el valor de un comienzo 


absoluto, es porque en cierto sentido, por muy lejos que se remonte ' 
uno al pasado, siempre hay una carta antes de la carta. En 1235, el cro-¡ 
nista Roger Wendover relata que el arzobispo Stephen Langton descu- 


brió en 1213 una carta de las «antiguas libertades» de la época del rey 
Enrique 1 (1100-1135). El arzobispo informó a los barones de que esta 
carta podría ser el medio para recobrar sus antiguas libertades. De 
miso. ¡dquirido por los batohes de combatir por el restablecimiento de 
las. libertades reconocidas por Enrique 1. A decir verdad, se ha encon- 
trado esta carta, fechada en 1100, con ocasión del acceso al trono de 
este monarca, y que sirvió efectivamente de modelo a la Carta Magna. 
Entre la una y la otra hubo la del rey Étienne en 1136, de la que vol- 
veremos a hablar más abajo. Pero es posible remontarse todavía más allá 
de 1100, hasta el código de Oxford del rey Cnut (Knut en danés), an- 
terior a la conquista normanda, puesto que es de 1018,% sin que ello 


37. Ibíd., pág. 403. 

38. P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., pág. 78. (Trad. cast.: : El mani- 
Jfiesto de la Carta Magna: Comunes y libertades para el pueblo, Traficantes de Sueños, 
Madrid, 2013.) Esta obra es una fuente irremplazable de informaciones sobre la Carta 
Magna y una puesta en perspectiva a menudo esclarecedora, a pesar de un planteamiento 
a menudo reduccionista. Nos referiremos a ella constantemente a lo largo de todo este' 
desarrollo. “Todos los pasajes citados son traducidos por nosotros mismos. 

8 Estos dos documentos se pueden consultar en línea en www.earlyenglishlaws. 
ac.u 
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' impida que este mismo texto se inspirara, a su vez, en precedentes 
orales que se pierden en la noche de los tiempos. Resulta esencial para 
“la autocomprensión de la Common Law que todo documento se refiera 
a un precedente, con la dificultad que ello supone de determinar en 
cada caso la relación exacta que hay entre el precedente como modelo 
y el texto posterior. 
Por lo tanto, resultaba normal que en su momento los que se oponían 
a Jacobo 1 (1603-1625) se refirieran a la Carta de 1215 para justificar su 
propio combate. Así, el compromiso personal de Coke en la lucha contra 
el absolutismo real, tanto bajo el reinado de Jacobo 1 como el de su su- 
cesor Carlos I, se hizo en nombre de las libertades reconocidas por la 
Carta Magna, en particular en nombre de su artículo 39, que estipula que 
ningún hombre libre puede ser hecho prisionero salvo en virtud de un 
juicio legal de sus pares o del derecho del país. En los debates del Parla- 
mento se le atribuyen pensamientos y actitudes: «Carta Magna es un 
compañero que no tendrá soberano», o bien: «La Carta Magna no es 
una dama que se deje conélucir por un soberano».* Hecho significativo 


- del uso político directo que entonces se hacía de la Carta, Carlos I supo 


en 1631 que Coke estaba escribiendo un libro sobre ella y lo prohibió. 
Cuando Coke estaba agonizando, su despacho fue saqueado y sus ma- 
nuscritos confiscados. Sólo fueron publicados a título póstumo, en 1642, 
¿ por instigación del Parlamento, bajo el título Institutes or the Laws of 


England, y consistían en un comentario línea a línea en latín y en inglés 
de la Carta Magna, acompañada de numerosas notas explicativas. La in- 
tención del Parlamento era lo bastante clara: a los reformadores ingleses 
les importaba mucho ser vistos como restauradores de la antigua costum- 
“bre, no como innovadores.* Hay ahí una confirmación de lo bien fun- 
dado de la observación de Hannah Arendt: «El hecho de que la palabra 
revolución significara en el origen restauración, es decir, lo que para 
nosotros significa lo contrario, no es una simple rareza semántica. Las 
revoluciones de los siglos XVIl y XVII que para nosotros parecen mostrar 


40. P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., pág. 78. (Trad. cast. antes ci- 
tada.) 

41. «Common Law», en P. Raynaud y S. Rials (dir.), Dictionnaire de philosophie po- 
litique, op. cit, pág. 110. 

42. P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., pág. 79. (Trad. cast. antes ci- 
tada.) 
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todos los signos de un espíritu nuevo, el espíritu de los tiempos moder- 


nos, querían ser restauraciones». * 

¿Qué hacía que este texto pudiera cristalizar semejante oposición al 
absolutismo real? Se trata en este caso de un documento del que se co- 
nocen al menos tres versiones, la de 1215, la de 1217 y, finalmente, la de 
1225. En su forma original, comprende sesenta y tres artículos.** Fue a 
mediados de junio de 1215, en el prado de Runnymede, junto al Tá- 
mesis, cuando el rey Juan Í (Juan sin Tierra) y los barones rebeldes se 
pusieron de acuerdo en torno a este texto y dieron su palabra de perma- 


necert fieles a sus artículos. En efecto, en mayo de 1215, los barones : 
habían tomado Londres y retirado su fidelidad al rey. Con la Carta, esta- * 


mos, pues, en presencia de una concesión arrancada al rey por los barones, 
una especie de tratado que debía poner fin a un conflicto abierto. El rey 
Juan I acababa de perder Normandía en la batalla de Bouvines en 1214, 
y en febrero de 1215 hizo votos por llevar a cabo una cruzada y arrebatar 
la Tierra Santa a los infieles —iba a ser la Quinta Cruzada—. Exigiendo 
dinero para recuperar Normandía y para financiar la cruzada, el rey im- 
puso a los barones el pago de una suma de dinero (scutage) a cambio de 
su obligación de proporcionar caballeros a su señor. Como se ve, Geo- 
fírey Robertson tiene motivos para afirmar: 


Normalmente se hace remontar a la Carta Magna de 1215 la aparición de 
«derechos» concebidos como un conjunto de proposiciones del pueblo para 
limitar la soberanía, aunque este documento no tuviera nada que ver con 
la libertad de individuos ciudadanos: fue firmado por un rey feudal que se 


peleaba con barones mercenarios y que se vio obligado a ceder a sus exi- . 


gencias.* 


43. H. Arendt, «De la Révolution», en L'Humaine Condition, op. cit., pág. 362. 
(Trad. cast.: La condición humana, Paidós, Barcelona, 2011.) Por su parte, Harold 
H. Berman afirma en el mismo sentido: «La revolución puritana fue percibida como 
una restauración de las antiguas libertades inglesas ya expresadas en la Carta Magna», y 
hace notar el pasaje que se podía leer en 1649 en el Gran Sello de la Commonwealth: 
«El primer año de la libertad restaurada», en H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., 
pág. 345. 

44, Para el texto de la versión de 1215, véase P. Linebaugh, The Carta Magna Mani- 
Festo, op. cit., págs. 81-296. (Trad. cast. antes citada.) 

45. G. Robertson, Crimes Against Humanity. The Struggle for Global Justice, The New 
Press, Nueva York, 1999, citado por P. as The Carta Magna Manifesto, op. cit., 
pág. 22. (Trad. cast. antes citada.) 
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| Sea como fuere, más allá de las circunstancias históricas contingentes que 
' estuvieron presentes en su redacción y su adopción, este documento 
siempre dio lugar a interpretaciones políticas divergentes en distintos 
' momentos clave de la historia inglesa, y en particular en el mayor de los 
* mayores conflictos constitucionales surgidos en el siglo xvH, en el ala más 
' radical de la revolución. Así, mientras que Gerrard Winstanley, el funda- 
' dor de una célebre comunidad de Diggers, en Surrey, estimaba en 1649 
que la Carta Magna estaba sobrevalorada, ya que las mejores leyes de In- 
glaterra sólo son «yugos y argollas que encadenan a ciertas personas escla- 
vizadas por los demás», Thomas Tany, considerándose a sí mismo un 
Commoner of England, afirmaba en 1650 que «dla Carta Magna es el ser de 
nuestro ser».* Este texto sigue siendo hoy en día objeto de interpreta- 
ciones rivales. Es un hecho sabido que es como una verdadera Biblia en 


materia de derechos, para los viejos liberales y para neoliberales como 
Hayek. Pero es mucho menos conocido que en un pasado reciente fue” 


invocada a menudo —y sigue siéndolo— por resueltos oponentes al 
neoliberalismo, como fuentáde inspiración todavía viva. “No es sólo que 
“la arbitrariedad de las detenciones de Guantánamo haya dado nuevo bri- 
* llo al artículo 39 y al habeas corpus al que Coke lo había asociado estrecha- 
mente. Se trata, más todavía, del mensaje que la Carta, supuestamente, 
contendría: los derechos políticos y legales sólo pueden ser garantizados 


por una fundación económica, en el sentido en que no podemos ser ciu-_ 
pa libres sin ser al mismo tiempo productores y consumidores ¡ igua- 


les." Quienquiera que tenga cierta familiaridad con este texto sabe que se 

Fa trata sobre todo del reconocimiento de las libertades de «nuestros súbdi- 

“ tos», pero lo más difícil es comprender qué justifica respecto a ella hablar 
de «fundación económica» de las libertades políticas, como si este texto 
anticipara a su manera un planteamiento marxista bien conocido, el de la 
insuficiencia de las «libertades formales» en ausencia de derechos econó- 
micos y sociales destinados a garantizar su «realidad». Podemos preguntar- 
nos si esta interpretación le pide demasiado del texto con el fin de hacer- 
le decir algo que permitiría darle una actualidad política inmediata. 

En realidad, no estamos ante uno sino ante un conjunto constituido 

' por dos textos: desde su primer uso en 1218, la expresión Carta Magna se 


46. Ibíd., pág. 85. 
47. Ibíd., pág. 6. Esta posición es también la de Peter Linebaugh. 
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distinguía de otro texto de dimensión más reducida, llamado Carta de 
Foresta. La primera Carta es de 1215, esto es, del final del reinado del rey 
Juan I (muerto en 1216), la segunda fue adoptada en 1225 bajo Enrique 


III, hijo de Juan 1 y nieto de Enrique Il, para luego ser confirmada por 
un acta de Eduardo I en 1299. Mientras que la primera Carta se refiere a 
las «libertades» de los súbditos del reino de Inglaterra, la segunda trata . 


de las cuestiones relativas a la subsistencia de los más pobres. De hecho, : 
nada autoriza a silenciar la segunda Carta considerándola un apéndice 
tardío de importancia menor. En el prefacio a la segunda edición de sus 
Institutes of the Laws of England (1642), Coke explica que el nombre de 
«Carta Magna» no se debe al mayor tamaño de esta carta en relación a las 
demás, ni al hecho de que sea más grande que la Carta de Foresta, sino 
ante todo a la gran importancia de su contenido, como se vio retrospec- 
tivamente, y que por este mismo motivo la Carta de Foresta recibió el 
nombre de Carta Magna de Foresta, de tal manera que ambas son designa- 


das con el nombre de Magnae Chartae Libertarum Angliae (las Grandes , 
Cartas de las libertades inglesas). En 1225, las dos cartas fueron reedita- * 


das juntas, de modo que a continuación fueron confirmadas conjunta- 
mente. Así, en 1297, Eduardo 1 ordenó que ambas se convirtieran en el 
derecho común del país y, en virtud de una ley de Eduardo III de 1369, 


fueron consideradas en adelante como una sola ley. Las dos se imprimie- ; 


ron juntas al comienzo de los English Statutes-at-Large, lo cual señala, se- 
gún Blackstone, el establecimiento final y completo de las dos cartas. La 


segunda Carta hace referencia explícita en su última frase al final de la 


Carta Magna.” En definitiva, ¿qué hay de la unidad de las dos cartas? ¿Se 
trata de un montaje artificial que cedería a la ilusión retrospectiva de una 
«fandación»?, ¿o bien un examen de los contenidos respectivos de ambos 
textos permite ver la unidad profunda de uno y otro? 

La primera Carta contiene ya dos artículos que se refieren explícita-' 
mente al bosque como dominio real. Son los artículos 47 y 48. El artícu- 
lo 47 enuncia: «Todos los bosques que han sido creados durante nuestro 


43. Citado en P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., pág. 38. (Trad. 
cast.: El manifiesto de la Carta Magna: Comunes y libertades para el pueblo, "Traficantes de 
Sueños, Madrid, 2013.) 

49, Ibíd., pág. 39. Estos Statutes-at-Large eran recopilaciones de las leyes anglosa- 
jonas. 


50. Ibíd., pág. 300. 
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reinado deben ser inmediatamente desafectados (disafforested). Las orillas de 


los ríos que han sido cercadas bajo núéstro reinado deben ser tratadas * 


del mismo modo». El verbo inglés disafforest no significa en absoluto lo 
que hoy día llamaríamos «deforestación», KO se trata en ningún caso de la 
destrucción de los árboles o de talas practicadas en el bosque, sino de un 
acto jurídico que consiste en retirar del domino real los bosques anterior- 
mente incorporados y, en consecuencia, sustraerlos de la ley que se ejer- 
cía en el interior de este dominio: disafforest se opone así jurídicamente a 


afjorest, que consiste, inversamente, no en plantar árboles sino en conver- 
tir el bosque en terreno de caza. Este último acto fue bastante corriente 
a partir de la conquista normanda; hasta entonces, los reyes de Inglaterra 
gozaban del derecho a cazar libremente en sus propias tierras, pero, lejos 
de tratarse de una prerrogativa de la realeza, a este respecto el rey era 
como de cualquier otro propietario. Según Henri Huntingdon, historia- 
dor anglonormando del siglo X11, Guillermo el Conquistador instauró 
métodos muy brutales en las tierras reservadas a la caza — llamadas por él 
la Nouvelle Forét— llegando 4 desplazar los pueblos de su posición, con su 
población, para convertir su terreno en un hábitat para los animales sal- 
vajes. Bajo el reinado de Enrique 1 se añadieron nuevas tierras a los bos- 
ques, como se desprende de la carta del rey Etienne en 1136, en la que 
este último promete devolver la superficie incorporada por su antecesor. 
Se puede distinguir, por lo tanto, el bosque fisico, hecho de tierras 
arboladas, del bosque legal, que pertenecía al dominio real y era un 
' terreno donde el rey guardaba su propia caza. Se sabe que el rey Juan 
1 se había aprovechado del bosque en mayor medida de lo antes se 
había hecho, con lo que obtuvo beneficios sustanciales de la anexión 
de nuevas superficies. En 1215, los agravios provocados por estos ex- 
cesos habían alcanzado su punto culminante, hasta tal punto que una 
Unknown Charter, probablemente de la primavera de 1215, decía que 
todas las tierras añadidas al bosque real por Enrique II, Ricardo y Juan 
serían excluidas del dominio real. Algunos meses más tarde, la Carta 
Magna de junio de 1215 adoptó un planteamiento más conciliador: las 
tierras añadidas por Juan 1 serían inmediatamente retiradas del dominio 
real. Pero, con motivo de la Cruzada, el rey consiguió una mejora en 
relación a las tierras afectadas por su padre y su hermano,*! lo que ex- 


51. Ibíd. pág. 4 (la traducción es nuestra). 
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plica la redacción atenuada del artículo 47. El artículo 48, por su parte, 
dice que: 


todas las malas costumbres relativas a los bosques y a las conejeras, a los 
guardianes de los bosques, guardianes de las conejeras, guardias de paz y sus 
servidores, o las orillas de los ríos y sus guardianes, deben ser inmediata- 
mente examinadas por doce caballeros juramentados del condado y en los 
" cuarenta días siguientes de su investigación las malas costumbres serán irre- 
vocablemente abolidas.*? 


Resulta dificil entender exactamente lo que se designa en este texto con 
la expresión «malas costumbres», y no es muy esclarecedor que haga re- 
ferencia sin otra forma de precisión a los «derechos comunes del bosque». 
El acto de to afforest, es decir, poner bajo jurisdicción de la ley real, con 
el que los reyes buscaban reforzar su poder frente a los barones, condes y 
caballeros, implicaba sustraer los bosques concernidos a la esfera del de- 
recho común. A título de confirmación, se puede leer en el Dialogus de 
Scaccario (1176) de Richard Fitz Nigel, Lord gran tesorero del Etxequer, 
la siguiente afirmación: «Toda la organización de los bosques, las penas 
financieras o corporales debidas a los delitos forestales quedan fuera de la 


jurisdicción de las otras cortes y dependen únicamente de la decisión del 


rey o de algún oficial por él designado. El bosque tiene sus propias leyes, 


basadas [...] no en la Common Law del reino sino en la legislación del 


rey». > 

El acto jurídico de extinción de dominio, ¿tenía la finalidad de devol- 
ver esas tierras arboladas a los commons y abolir de este modo también los 
nuevos usos que se habían introducido en los bosques aprovechando su 
vinculación al dominio real? Pero entonces, ¿de qué usos podía tratarse? 
¿Abusos de los que eran culpables barones y señores, o bien prácticas 
colectivas iniciativa de los pobres? ¿O quizás abusos atribuibles a oficia- 
les reales? Retirar del dominio real, ¿era restituir a los comunes lo que les 
había sido sustraído, o restituir todos esos bosques a antiguos propietarios 
privados, anteriores a la incorporación? A menos que fuesen ambas cosas 


52. P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., págs. 290-291 (la traducción es 
nuestra). (Trad. cast. antes citada.) 

53. ]. Winters, «Forest Law», loc. cit., pág. 2 (la traducción es nuestra). Véase también 
J. R.. Maddicott, «Carta Magna and the local community», Past E Present, vol. 102, 1984 
(citado en P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., pág. 34). 
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al mismo tiempo, ya que los comunes tenían que ver estrictamente con 
el uso y no con la propiedad misma, en el sentido restringido del térmi- 
no. En 1215, en el momento de la primera Carta, había ciento cuarenta 
y tres bosques censados en Inglaterra, la mitad de los cuales se componían 
de pastos con árboles (wood pasture);* la expresión, que designa tierras 
sobre las que al mismo tiempo pacen animales y crecen árboles, no se 
refiere al bosque virgen, sino a un proceso de selección que se llevó a 
cabo a lo largo de siglos por obra del hombre. Los árboles viejos, princi- 
palmente robles, pudieron crecer gracias a que el ganado, las cabras y los 
ciervos se comían a los que competían con ellos. De ello resultó un pai- 
saje muy particular, donde se encuentran mezclados lo que los ingleses 
llaman coppice (árboles pequeños o arbustos destinados a ser cortados pe- 
riódicamente), sucker (retoños que crecen a partir de las raíces) y pollard 
(árboles cortados a cierta altura del suelo, en 6 y 15 pies, dejando un 


tronco con ramas fuera del alcance del ganado).” 


En el espacio así estructurado, lo que se llamaba los «comunes» era la 
«propiedad» de una persona, ¿pero que era objeto de un uso colectivo por 
otros, los commoners. Habitualmente, el suelo pertenecía al señor, mien- 
tras que las áreas de pasto eran dejadas a los commoners; del mismo modo, 
entre los árboles se distinguían los que daban madera trabajable (timber), 
que le correspondían al señor, y el resto de la madera (particularmente la 
madera que se había separado del tronco cayendo al suelo) a los commo- 
ners. 6 Se puede entender por lo tanto —en el sentido de que nada im- 
pide pensarlo—, que el artículo 48 se pronuncia en favor de una restitu- 
ción de los bosques cuyo dominio se ha extinguido a sus antiguos 
propietarios y al mismo tiempo para restaurar los derechos consuetudina- 
rios ancestrales vinculados a cada propiedad. En efecto, hay que tener 
cuidado de proyectar la categoría moderna de propiedad privada sobre las 
tierras comunes de la época medieval. Contra el profesor Hoskins, que 
sostenía, a pesar de las pruebas con las que se cuenta, que toda tierra co- 


54. P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., pág. 34. (Trad. cast.: El ma- 
nifiesto de la Carta Magna: Comunes y libertades para el pueblo, Traficantes de Sueños, Ma- 
drid, 2013.) . 

55. Ibíd., pág. 32. 

56. Ibíd., pág. 33. Nos iremos refiriendo a los commoners como «practicantes de lo 
común», o «usuarios de lo común», cuando el contexto invite directamente a hacerlo, el 
verbo como «practicar lo común» y la forma sustantivada commoning como «práctica de 


lo común». 
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mún es propiedad privada porque pertenece a alguien, individuo o cor- 
poración, Edward P. Thomson advierte oportunamente que «el concep- 


to central de la costumbre feudal no es el de propiedad sino el de las, 
obligaciones recíprocas». El régimen dominante en materia de propie- 


dad de las tierras no era la propiedad exclusiva, sino el fee simple, es decir, 
el derecho real inmobiliario ilimitado en el tiempo. En consecuencia, 
hay que procurar no borrar la relativa indefinición jurídica de los dere- 
chos que es inseparable de este concepto: «Mientras que las tierras no 
cultivadas siguieron siendo vastas y no limitadas, propietarios y practican- 
tes de lo común (commoners) pudieron coexistir sin definición precisa de 
sus derechos respectivos».* 

Sea como fuere, es forzoso reconocer que las fórmulas de la Carta de 
1215 se tornaron enseguida muy equívocas. En el siglo xvi se había 
vuelto difícil entender el sentido que convenía darles. Así, en su edición 
de 1759 del texto de las dos cartas, Blackstone advierte que los obispos de 
Canterbury y de Dublín temían en aquel entonces que la generalidad del 
artículo 48 pusiera en peligro la existencia de todos los bosques. Según 
ellos no era intención de ninguna de las partes extender las fórmulas ge- 
nerales de la Carta hasta el punto de que ello supusiera abolir la existencia 
de las costumbres sobre los bosques, sin cuya existencia los propios bos- 
ques no se hubieran podido preservar.*” El texto en el que se comprome- 
tieron mutuamente el rey Juan I y los barones sanciona una relación de 
fuerzas precaria y sus disposiciones no resuelven nada en cuanto al fondo, 
como lo demostrará, por otra parte, la rápida reanudación de la guerra 
que los enfrentaba. 


Es precisamente la experiencia dolorosa y prolongada de la guerra la | 


que permite explicar un cambio notable que se produjo en el texto de 
la Carta entre 1215 y 1217. Se trata de la redacción del artículo 7 relativo 
a la situación de las viudas: allí se dice que la viuda podrá permanecer en 


la casa de su marido cuarenta días desde su muerte, y que durante este 


57. E. P. Thompson, Customs in Common. Studies in Traditional Popular Culture , 
Merlin Press, Londres, 1991, pág. 127.A final del presente desarrollo remitiremos de 
nuevo a este capítulo esencial, con el fin de clarificar la relación entre el derecho de lo 
común y la Common Law. 

58. Ibíd., pág. 133. 

59. Ibíd., pág. 37. 
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tiempo tendrá her reasonnable estover in the common. Esta fórmula plantea 
un problema casi insuperable de traducción, dada la presencia del térmi- 
no estover: la palabra proviene del antiguo francés estovoír, verbo imperso- 
nal equivalente a «hacer falta», en referencia a lo que es una necesidad 
vital, de manera que el sustantivo inglés de él derivado vino a designar 
toda clase de necesidades permitidas por la ley. Según el Oxford New 
English Dictionnary on Historical Principles, esto se refería a la madera que 
un poseedor informal” podía usar para reparar su casa o fabricar instru- 
mentos agrícolas como los arados, los setos o barreras, o bien como pro- 
visión de madera para hacer fuego. El antiguo inglés disponía de la pala 
“bra bote para significar las distintas clases de estovers: así, había housebote 
para designar el derecho de proveerse de madera de los bienes del pro- 
pietario para reparar la casa, ploughbote para el derecho de cortar la ma- 
dera necesaria con el fin de fabricar o reparar un arado, cartbote para el 
derecho de usar madera en la fabricación o la reparación de una carreta, 
- etc. ? La modificación del artículo 7 concede así a la viuda el derecho de 
tomar del común por un tiempo limitado lo que es razonablemente 
necesario para su subsistencia. 
 Enelmismo espíritu, la Carta disponía en el artículo 33 que «todas las 
represas de peces deben ser retiradas del Támesis, del Medway y de toda 
' Inglaterra, a excepción de la costa marítima», lo cual equivalía práctica- 
. mente al reconocimiento de un derecho de pesca en las aguas de otro, en 
- común con otros.* Relativamente al estado de cosas anterior, estas con- 
' cesiones estaban muy lejos de ser poco importantes: en 1184, la Corte 
jurídica de Woodstock había autorizado a los pobres a tener sus estovers, 
pero sólo con condiciones estrictas que hacían muy difícil la satisfacción 
de las necesidades elementales: alimento, calefacción y materiales de 
construcción. Se puede estimar que la Carta representaba, sin duda algu- 


60. Ibid., pág. 284. 

61. En el sentido del que tiene una tenure, en este caso señorial, Nota del T.: En 
francés existe el sustantivo tenancier, A falta de contar con él en español, recurrimos a la 
expresión «poseedor informal». El régimen de posesión correspondiente sería el de la «te- 
nencía consuetudinaria o informal». 

62. Remítase el lector al precioso glosario establecido en P. Linebaugh, The Carta 
Magna Manifesto, op. cit., págs. 302, 306, 308, 309. (Trad. cast.: El manifiesto de la Car- 
ta Magna: Comunes y libertades para el pueblo, Traficantes de Sueños, Madrid, 2013.) 

63. Ibíd., pág. 40. 


¿ 
1 
j 


DERECHO DE LO COMÚN Y «DERECHO COMÚN» 


345 


na, una forma de protección, en especial contra la tiranía local. Pero no * 


hay que exagerar el alcance de todas estas concesiones. Por importantes 


que pudieran ser en su momento, estaban muy lejos de tener el sentido 


de la consagración de un verdadero derecho de los pobres al uso de lo 


común, como algunas mentes de hoy en día tienen tendencia a conceder 
de un modo precipitado. Se trata de «libertades y costumbres» —de acuer- ' 
do con la propia terminología de la Carta— mucho más que de «dere- 


chos» en el sentido moderno de la palabra. 


¿Qué hay entonces de la segunda Carta, la de 1225, que se conoce. 


bajo el nombre de Carta del Bosque y que fue concedida por Enrique 
IM? Innegablemente, en este caso estamos ante un documento mucho 
más preciso sobre el capítulo de los comunes. De los dieciséis artículos. 
que comprende esta carta, hay algiirios que merecen muy particularmen- 
te nuestra atención. Esto es así, en primer lugar, para los primeros artícu- 
los. El artículo 3 no se conforma con seguir en la vía de la extinción de 
dominio iniciada por el rey Juan Í, sino que la amplifica reconsiderando 
el proceso jurídico de incorporación al dominio real llevado a cabo por 
sus antecesores inmediatos: «Todos los bosques que han sido transforma- 
dos en forest por el rey Ricardo, nuestro tío, o por el rey Juan, nuestro 
padre, hasta nuestra primera coronación, serán inmediatamente extingui- 
dos de dominio, a menos que se trate de nuestros bosques personales», % 
mientras que el artículo 4 restituye a todos aquellos que tienen sus bos- 
ques dentro del dominio real —arzobispos, obispos, abades, priores, con- 
des, barones, caballeros y Otros propietarios de tierras— su posesión en el 
estado en que se encontraban en la primera coronación del rey Enri- 
que II, el abuelo de Enrique HI, declarándolos para siempre libres de las 
pérdidas ocasionadas (deforestación, abuso de límites, devastación) des- 
pués de esta fecha y hasta el comienzo del segundo año de la coronación 
de Enrique III, sin perjuicio de las responsabilidades por lo que en ade- 
lante se hiciera. 

Lo que es notable es que la continuación del artículo 3 llega a destacar 
la preocupación por la preservación de los comunes, también dentro del : 
dominio real: 


64. Ibíd., pág. 41. 
65. Ibíd., pág. 297. 
66. Ibíd. Quizás se refiera a las «malas costumbres» de las que habla la Carta de 1215. 
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Queremos que todos los bosques que han pasado al dominio real por obra 
de nuestro abuelo el rey Enrique sean vigilados por hombres buenos y lea- 
les; y si se han incluido en su dominio bosques que están fuera de él, 
haciendo sufrir un perjuicio a su propietario, este bosque será inmediata- 
mente puesto fuera del dominio; y si lo hizo con su propio bosque, enton- 
ces seguirá siendo suyo: preservando los pastos comunales (saving the Com- 
mon of Herbage) y otras cosas en el bosque para quienes estaban antes 
acostumbrados a tener todas estas mismas cosas.” 


Para valorar la importancia de esta cláusula, conviene precisar que la ex- 


presión Common of Herbage remite a una autorización para que el ganado 
erre por el bosque. Se trata de una autorización semejante a la del agist- 
ment, que se refería a la acción de abrir un bosque al ganado por un 


. tiempo determinado. Es precisamente esta autorización la que menciona 


el artículo 9 cuando estipula que «todo hombre libre puede abrir al gana- 
do (agist) su propio bosque dentro de nuestra forest, como le plazca, y 
podrá tomar su pawnage».** El pawnage (o pannage) designa concretamen- 
te el hecho de alimentar a Bs cerdos en el bosque —esencialmente con 
bellotas y nueces— y, por asociación, el hecho de apacentar los cerdos en 
los bosques, de donde se deriva la consecuencia que extrae explicitamen- 
te la continuación de este mismo artículo: «Así, acordamos a todo hom- 


“ bre libre el permiso para llevar allí a su cerdo libremente». El artículo 7 


prohíbe a los guardas forestales que cobren un impuesto llamado scofal 
o acumular gavillas de trigo o avena, o también quedarse con corderos o 
cerdos en pago de este impuesto. 

Los artículos 12, 13 y 14 tienen una importancia muy particular. El 
artículo 12 declara: «De ahora en adelante todo hombre libre hará sin 
peligro en su propio bosque, o en su tierra, o en sus aguas, lo que puede 
hacer en nuestro bosque; molinos, fuentes, pantanos, diques o terreno 
arable, sin clausurar (without inclosing) ese terreno arable: con el fin de que 
no sea un estorbo para alguno de sus vecinos». El artículo 13 enuncia: 
«Todo hombre libre tendrá en sus propios bosques áreas de halcones, 
gavilanes, águilas y garzas; y también la miel que encuentre en el interior 


67. Ibíd., págs. 296-297. 
68. Ibíd., págs. 298-299. 
69. Ibíd., págs. 299. 
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de sus bosques».” Finalmente, el artículo 14 se refiere al chiminage, una 
especie de peaje. Autoriza a un guarda forestal, que paga un canon por su 
cargo, a percibir un peaje por cada transporte en carro o a caballo, peaje 
cuyo monto se detalla. Pero estipula al mismo tiempo que «los que lleven 
a sus espaldas leña pequeña, cortezas de árbol o carbón para venderlos, 
aunque vivan de ello, no pagarán chiminage a nuestro forestal, salvo si lo 
toman de los bosques de nuestro dominio». Esto constituye un paso sig-. 
nificativo, si tenemos en cuenta que en Somerset se quejaban en la mis- 
ma época de que cada hombre que llevaba leña a la espalda pagaba la 
suma de seis peniques.” 

Como se ve, agistment, pannage, chiminage, etc., constituían un conjun- 
to articulado de derechos consuetudinarios muy diversos en su conteni- 
do pero que tenían en común el permitir a los pobres del reino cubrir las 
primeras necesidades vitales. Según algunos medievalistas, el siglo Xu 
inglés conoció numerosas luchas en torno a comunes forestales, cuya : 
existencia se veía amenazada debido a presiones económicas ejercidas por 
el crecimiento de las ciudades y el crecimiento del comercio. Así, los 
hombres de Stoneleigh, en Warwickshire, dirigieron al rey una petición 
en 1290 quejándose de que la pérdida de sus estovers y pastos, debido a los 
desbroces llevados a cabo por señores —áreas donde los árboles habían 
sido arrancados para permitir el cultivo— les impedían sobrevivir.” 
Pero reconocer este hecho no permite separar la Carta de Foresta de los 
derechos feudales y señoriales a los que está consustancialmente ligada 
desde su origen, como si la referencia a tales derechos pudiera reducirse 
a un envoltorio ideológico que encierra un contenido social «progresis- 
ta». Si hacemos el esfuerzo de reinscribirla en un período largo de la 
historia inglesa, demuestra ser indisociable del régimen agrícola señorial 
que conoció su apogeo desde el siglo xI1 hasta mediados del siglo x1x. 
Tal como lo dice Berman, «bajo este régimen, los campesinos tenían 
parcelas de tierra, habitualmente dispersas, en el dominio «del» señor lo- 
cal, propietario de las tierras, y los derechos y obligaciones vinculados a 
esas parcelas, así como los derechos colectivos ejercidos sobre los comu- 
nes se basaban en costumbres señoriales». Durante el declive de ese régi- 


70. Ibíd. El inglés distingue también entre hawkes y falcons. 

71. P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., págs. 41-42 y 300. (Trad. cast. 
antes citada.) 

72. Ibíd., pág. 44. 
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men, a partir del siglo XIV, «en particular después de la gran epidemia de 
peste de los años 1348-1349», los campesinos conservaron sus usufructos, 
siguiendo la costumbre, tal como estaban registrados en las actas antiguas. 


Berman añade: 


Sin embargo, del mismo modo que la progresiva desaparición del carácter 
personal y directo de las relaciones entre señor feudal y vasallo había pro- 
vocado una mutación de la naturaleza misma de los usufructos feudales, la 
desaparición progresiva del carácter personal y directo de las relaciones en- 
tre señor feudal y vasallo había provocado una mutación de la naturaleza 

: misma de dichos usufructos señoriales. En el siglo XV se asiste a la emergen- 

cia, en las comunidades rurales, de campesinos pudientes, llamados yeomen,, 

que adquirieron tierras arables de campesinos más pobres y en ocasiones 
llegaron a usurpar partes de las tierras comunes con el fin de consolidar 
pastos continuos, principalmente destinados a la cría de ovejas.” 


La Carta Magna: ¿unédocumento 
en espera de realización? 


Considerada desde este punto de vista, la interpretación dada por Coke 
tiene su propia lógica, que es, como se ha visto, la de la inscripción de la 
Carta Magna en la continuidad orgánica del derecho inglés y su perfec- 
cionamiento a lo largo de la historia. Coke presenta la Carta como «una 
ley declaratoria que restituye al súbdito su antiguo derecho». Y afirma: 
«Por lo general un hombre puede hacer uso de lo común (common) en el 


bosque», y así, empleando el término common como un verbo, destaca | 


hasta qué punto lo común había llegado a significar una, «actividad asen- 
tada en la costumbre, no una cosa o un recurso».”* Según él, la costum- 
bre “está relacionada tradicionalmente con cortes señoriales que llama 
«pequeñas repúblicas» (little Commonwealths) capaces de proteger verda- 


73. H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., págs. 546-547. Hay que estar atento 
aquí a la distinción entre tenure feudal, que designa cierto tipo de relación entre señor y 
vasallo (en virtud del cual el vasallo está obligado, por ejemplo, al servicio de armas 
o scotage) y la tenure señorial, que vale para la relación entre el señor que posee un domi- 
nio inmobiliario y el campesino. 

74. P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., pág. 79. (Trad. cast. antes ci- 
tada.) 
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deramente al pobre. Pero indica, al mismo tiempo, las derivas a las que 
puede dar lugar el uso de lo común —especialmente la concentración 
excesiva de ganado en las tierras comunes— y destaca la integración de 
la Carta de Foresta en el conjunto del derecho inglés. Por otra parte, es 
esta concepción la que le permite, en compañía de otros, proponer en la 
sesión del Parlamento de 1624 la supresión de la legislación que reprime 


la práctica de las enclosures, mientras que el rey Jacobo 1 y Carlos 1 se es- 


forzaban por restringir estrictamente esta misma práctica. En efecto, 


desde su propio punto de vista, no había en ello ninguna incoherencia: : 


el derecho común no estaba en absoluto condenado a la inmovilidad, 
debía evolucionar con los tiempos y en particular con el cambio se las 
mentalidades. Pero este cambio ya había empezado a producirse desde 
comienzos del siglo xvu: Sir Walter Raleigh, en 1601, había reclamado 
la revocación de la legislación contra las enclosures agrícolas en nombre de 
esas mismas «libertades inglesas» garantizadas por la Carta Magna.”? Como 
se ve, la referencia a la «razón común», en la medida en que es capaz de 
adaptarse a situaciones nuevas, es capaz de desempeñar el papel de una 
verdadera instancia de legitimación. Como mucho se puede captar en la 
posición de Coke cierta tensión entre el historicismo y el reconocimien- 
to de una evolución inevitable de la propia Common Law. 

¿Hay que ver, a pesar de todo, una incoherencia en el modo en que 
subordina la Carta de Foresta a la Common Law? Peter Linebaugh lo cree 
así y escribe: «Por un lado, Coke reconoce que la Carta de Foresta, como 
la Carta Magna, «restituye al súbdito su antiguo derecho»; por otra parte, 
dice que la ley del bosque estaba vinculada al derecho común (Common 
Law) y que no podía valer contra leyes promulgadas (enacted) por el Par- 
lamento. Al mismo tiempo que elevaba la Carta Magna al rango de ley 
fundamental, subordinaba la Carta de Foresta a ley decretada y a la de los 
jueces.” Sabiendo que Statute Law designa el acto prescriptivo del Par- 
lamento y Judge's Law el derecho establecido por los tribunales de dere- 
cho común, parece que Coke veía en las dos cartas, no la ley fundamen- 
tal, sino un elemento constitutivo del derecho inglés que convenía 
resituar en la totalidad de su desarrollo, en conformidad con la perspec- 
tiva historicista propia de él. ¿Es preciso entonces separar la Carta de Fo- 


75. H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., pág. 777. 
76. Ibíd., pág. 80. 
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resta de toda relación con la Common Law, así como con la Statute Law, 
- para poder idealizarla y ver en ella «el germen» del comunismo del futu- 
“ro? Toda la interpretación propuesta por Linebaugh se basa en la idea de 
- que ese tratado no resolvió los conflictos que se proponía pacificar —lo 
- cual es exacto— y que en consecuencia les correspondería a las genera- 
" ciones siguientes la tarea de desarrollar los principales contenidos que en 


* él permanccían en estado latente. Es toda la historia inglesa la que se 


comprende así a la luz del tratamiento reservado a tal o cual parte de la 


Carta Magna: 


A lo largo del gran arco de la historia inglesa, algunas partes de la Carta 
Magna, a saber, el artículo 39, se han desarrollado en el sentido de una res- 
puesta creativa a los acontecimientos, mientras que otras partes, como el 
artículo 7, que proporciona a la viuda la parte de lo común que le es razo- 
nablemente necesaria, y toda la Carta del Bosque, acumulan polvo rodea- 


dos de pergaminos.” 


Así, habría que sostener quéeinientras que el artículo 39 ha acabado «cre- 
ciendo» basta encarnar principios fundamentales (habeas corpus, juicio por 
un jurado, prohibición de la tortura), muchos otros quedaron como letra 
muerta, de modo que lo que hoy en día nos correspondería es hacer 


a historia moderna, que exigió la restauración de los derechos consuetu- 
' dinarios forestales». En el más puro estilo engelsiano,”” este historiador 
metamorfosea una exigencia de restauración de los antiguos derechos 


» | para convertirla en anuncio de la revolución proletaria futura, incluso en 


' primera página gloriosa de dicha revolución. Es indiscutible que los diri- 
gentes de aquella revuelta reclamaron en los artículos 4 a 11 del manifies- 
to conocido como «de los Doce Artículos», la «restitución de los dere- 
chos colectivos sobre los bosques en provecho de los pueblos (de 


77. Ibíd., pág. 72. a 
78. Ibíd., pág. 45. 
79. Como el del panfleto sobre La guerra de los campesinos en Alemania. 
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manera que sus habitantes puedan recoger allí la madera necesaria para 
sus habitaciones y su calefacción)», al igual que la «restitución de los 
pastos y de los campos colectivos que habían sido usurpados» por los se- 
ñores.* Está igualmente fuera de duda que tal revuelta es imposible de 
reducir a una reacción de inspiración feudal. Los campesinos, en sus que- 
jas, se referían a prácticas introducidas tan sólo a partir del siglo xv y a 
comienzos del siglo xv1, «cuando la nobleza terrateniente, confrontada 
a un deterioro de su situación económica, recurrió frecuentemente a 
medidas que violaban los derechos establecidos desde generaciones a fa- 
vor de los campesinos»,** y se inspiraban para su acción en la nueva fe 
proclamada por los reformadores religiosos de la época (Lutero, Zwingli, 
Thomas Miintzer). Considerada en la perspectiva de una refundición del 
orden jurídico, se trata menos de la revolución alemana de 1525 que 
de un episodio de la revolución alemana de 1517-1555.% Pero llegar al 
punto de referirse a «la primera gran revuelta proletaria de la historia 
moderna» es puro anacronismo. 

De cualquier modo, más allá del caso particular de la revuelta de los 
campesinos alemanes, lo que merece ser discutido es la comprensión de 
nuestra relación con la Carta y la reivindicación de los comunes que 
de ella procede. No podemos dejar de suscribir la idea de que no se trata, 
en lo que nos incumbe en la actualidad, de cumplir las promesas de las 
dos cartas, pero ¿de qué modo pueden ayudarnos todavía a cumplir nues- 
tras promesas? Es en este punto preciso donde es necesario disipar un 
equívoco. Hacer de lo común el principio de un nuevo derecho, dando 
la espalda al derecho moribundo de la soberanía estatal, exige que 
aclaremos nuestra relación con esos documentos: no puede tratarse de 
ningún modo de considerarlos como si estuvieran a la espera de la reali- 
zación de todas sus virtualidades. De modo que es preciso renunciar de- 
finitivamente a pensar la producción de nuevas reglas de derecho en 
términos de «crecimiento» de los artículos de la Carta —lo cual es otro 
modo de decir que es preciso romper con el paradigma organicista-con- 
tinuista que está en el corazón de la ideología de la Common Law, en vez 


de encontrar el modo de dirigirlo desde su interior contra el neolibera- 


80. H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., pág. 113. 
81. Ibid. 

82. Ibíd., pág. 112. 

83. Ibíd., pág. 280. 
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lismo—. Es importante, sin duda, poner de relieve el hecho de que los 


' derechos consuetudinarios (pannage, estovers, chiminage, etc.) adquirieron, 


en y mediante las luchas en las que estuvieron en juego, nuevas significa- 
ciones a lo largo de la historia inglesa. Pero el énfasis en este punto no 
debería hacernos olvidar que nuestra tarea no puede consistir a día de 


hoy en devolver la vida a los antiguos comunes, aunque fuese sobre una. 


nueva base social, ni en establecer otros nuevos “tomando a los antiguos 
como modelo, como si bastara con fundar los derechos políticos sobre 
esta nueva base para actualizar el supuesto «mensaje social» de las dos 
cartas. Ni la Carta Magna de 1215 es una declaración de los derechos ci- 
viles y políticos avant la lettre, ni la Carta de Foresta de 1225 es una decla- 
ración de los derechos sociales como derechos universales de los pobres 
cuyo sentido sería fundar la primera. Es demasiado fácil reducir a priori el 
neoliberalismo a «una doctrina económica de mundialización y de priva- 
tización» para mejor presentar la Carta Magna como opuesta a esa doctri- 
na, con el pretexto de que definiría «límites a la privatización».** Si pen- 
samos el neoliberalismo conto una forma de vida sometida al principio 
de la competencia,* entonces la conciencia del carácter singular de nues- 
tra situación histórica impide toda comparación apresurada con configu- 
raciones que pertenecen definitivamente al pasado. 

A este respecto, repitámoslo, toda analogía entre el desmembramien- 
to de los comunes entre el siglo xv y el xv y las luchas actuales : a favor 


de los comunes es engañosa, incluso políticamente nefasta. En primer 


lugar porque, como lo hemos establecido más arriba, no hay «comunes 


de conocimiento», que ya. estarían constituidos al modo en que podían 


estarlo los comunes agrarios en la época de la acumulación original, de 


modo que la carrera de las patentes no puede ser entendida como «una 
nueva ola de enclosures». En. segundo lugar, porque los comunes de la 
época procedían de costumbres señoriales ancestrales y formaban parte, 
por este motivo, de una red de dependencias personales a escala local, 
que inscribían a cada individuo en una pluralidad de comunidades de 


4 


pertenencia superpuestas unas con otras de un modo muy complejo. Y 


834. Ibíd., págs. 11 y 40. 

85. Véase M. Foucault, Naissance de la biopolitique, EHESS/Gallimard/Le Seuil, París, 
2004, y P. Dardot y Ch. Laval, (trad. cast.: Nacimiento de la biopolítica: curso del College de 
France, Akal, Madrid, 2012), La Nouvelle Raison du monde, op. cit. (Trad. cast.: La nueva 
razón del mundo: ensayo sobre la sociedad neoliberal, Gedisa, Barcelona, 2013.) 
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aunque sea cierto que la Carta de Foresta precede históricamente a la 
construcción del gran relato de la Common Law como un «autoperfeccio- 
namiento» indefinido, no es menos cierto que no puede ser separada de 
un contexto histórico y social muy particular, salvo que al mito del cre- 
cimiento ininterrumpido de la Common Law acabemos oponiéndole otro 
mito. Finalmente, como no todos los «derechos» consuetudinarios son 
equivalentes, ciertas costumbres o supervivencias de antiguas costumbres 
(en especial en materia de derechos de herencia) constituyen incluso, en 
sí mismas, obstáculos para la constitución de un verdadero derecho de lo 
común, ya que contradicen la exigencia de la práctica de lo común 
(commoning). En definitiva, es la doble relación de la Common Law con la 
costumbre y de la costumbre con lo común la que merece un examen 
profundo a la luz de la historia y de las prácticas que permite traer a la luz 


del día. 


Costumbre, común, Common Law 


En cuanto uno asume el riesgo de hacerlo, lo que se revela de un modo 


chocante es lo equívoco del concepto de «costumbre». Como nos lo 
recuerda con razón Edward Thompson, la costumbre es primero y ante 
todo la le ley del Agar - (lex loc): Como tal, está vinculada” a una comarca o 
de uná reserva de ostras en un do de un sargUR, de un pasto de 
monte o de un bosque. Por supuesto, como lo hace Thomas Paine, se 
puede deplorar lo absurdo de una costumbre que vincula derechos al 
lugar o, en otros términos, a una materia inanimada en vez de a la perso- 
na, con independencia del lugar.* Pero es un hecho que la costumbre 
vinculaba en primer lugar y ante todo a un lugar y no a una persona. 
Aunque podía darse en una gran variedad de grados de determinación. 
En un extremo, la costumbre estaba claramente determinada, debido a 
los «roles» desempeñados por diferentes tribunales locales; en posición 
intermedia, era menos exacta y dependía de la continua renovación de 
tradiciones orales, como en el caso de la procesión anual o bianual con la 
que se confirmaban los límites de una comuna; en el otro extremo, final- 
mente, se perdía en una zona de indistinción donde se mezclaban creen- 


86. E. P. Thompson, Customs in Common, op. cit., pág. 98 y 136. 
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cias no escritas, reglas improvisadas de manera informal y usos estableci- 
dos en la práctica, pero nunca registrados en decretos. Era frecuente, por 
ejemplo, que la costumbre estuviera sometida a condiciones de tiempo 
no menos que de lugar: así, las tierras de un lugar se volvían susceptibles 
de un uso común (commonable) a partir de una fecha determinada y por 
cierta duración.” De un modo general, los commoners habían desarrolla 
do a lo largo del tiempo y en el espacio una rica variedad de instituciones 
y de sanciones comunitarias que habían hecho efectivas ciertas restriccio- 
nes en cuanto al uso de lo común, lo cual, dicho sea de paso, invalida la 
representación popularizada por Garrett Hardin de un acceso a lo común 
libre para todos (free-for-all).P 

Se revela entonces que la lex loci remite a su vez a la praxis loci, aunque 
es preciso admitir que sólo parcialmente el historiador se ve llevado de la 
una a la otra. En consecuencia, hay que decir que la costumbre se situaba 
en la interfaz de la praxis y el derecho, o más bien que ella misma era esta 
interfaz, en la medida en que se la podía considerar al mismo tiempo 
como praxis y como derechg.” Thompson se apoya en un pasaje de la 
Lex Custumaria de Carter (1696): «Porque una costumbre nace y crece 
hasta la perfección de esta forma. Cuando las gentes encuentran que un 
acto razonable llevado a cabo una vez les es bueno y ventajoso, además de 
agradable por su naturaleza y disposición, entonces lo ponen en práctica 
una y otra vez; y entonces, al seguir ocurriendo sin interrupción desde la 
noche de los tiempos, obtiene la fuerza de un derecho».” Y precisa que, 
para este autor, los «pilares» de la costumbre eran cuatro: antigúedad, 
persistencia, certidumbre y razón. Luego, un poco más lejos, cita a Coke 
(1641): «Se define a las costumbres como una ley o un derecho no escri- 
to; el cual, habiendo sido establecido mediante un largo uso y el consen- 
timiento de nuestros ancestros, ha sido y es practicado cotidianamente». 
Entonces añade: «De acuerdo con esta definición los derechos menores 
del común en numerosas comunas habrían podido ser “probadas” por la 


87. Ibíd., pág. 124: En plena era victoriana, en Nottingham, un testimonio mencio- 
na, en referencia a esta apertura al uso común de las tierras, la fecha habitual del 12 de 
agosto, y deplora la violencia y los abusos a los que se entrega la población losal en tal 
ocasión. 

88. Ibíd., págs. 107-108. 

89. Ibíd., págs. 97. 

90. Ibid. 
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“antigiiedad”, la “persistencia”, la “certidumbre” y la “razón”, del mismo 
modo que los derechos de los propietarios terratenientes y los de los usu- 
fructos establecidos por la costumbre».” Si se comparan las dos definicio- 
nes, se percibe una diferencia que permite captar toda la ambigiiedad del 
concepto de costumbre: Carter hace expresamente del carácter «razona- 
ble» del acto un elemento determinante de la formación de la costumbre, 
algo que Coke no hace. La cuestión, entonces, es saber si la costumbre es 
en sí misma razonable o si hay costumbres que no son razonables y, en tal 
caso, cómo distinguir prácticamente las costumbres razonables de las no 
razonables. Como hemos visto, la propia Carta Magna no se limitaba a 
consagrar las antiguas costumbres validas en la época de Enrique Il, sino 
que disponía en su artículo 48 que todas las «malas costumbres» serían 
abolidas, sin precisar, de todas formas, si las malas costumbres equiva- 
lían pura y simplemente a las nuevas costumbres. 

Al mismo tiempo, esto permite clarificar la relación de la Common 
Law con la costumbre: lejos de reducirse a «permitir» o «confirmar» las 
costumbres que eran «razonables» y «ciertas», la Common Law podía limi- 
tarse a rechazar la costumbre si podía encontrarla en falta respecto de ta- 
les fundamentos —en particular, el de la «razón» — y únicamente cuando 
un caso era llevado ante los tribunales de Common Law. En sus Commen- 
taries, Blackstone llegará a establecer una lista de razones que hacen que 
una costumbre sea buena: antigiiedad, continuidad, uso pacífico, carácter 
no irrazonable, certidumbre, fuerza de obligación, coherencia.” Los tér- 
minos «razonable» e «irrazonable» podían ser términos del oficio, pero 
fueron igualmente «puertas a cuyo través un gran tropel de otras consi- 
deraciones podían balar y gruñir en los campos de la Common Law». Y 
menciona el «caso Gateward» (1607) como particularmente ejemplar de 
la actitud de los tribunales de Common Law en lo referente a los derechos 
de uso consuetudinarios invocados por los habitantes más pobres. El tri- 
bunal rechazó la defensa de un hombre que había reclamado el derecho 
común en la ciudad de Stixwold (Lancashire) para justificar su ocupación 
de una casa, con el motivo de que este hombre no tenía ningún interés 
en la casa en cuestión. El tribunal argumentó el carácter «irrazonable» de 
tal pretensión desprovista de «certeza» y de la «persistencia» que hubieran 


91. Ibíd., págs. 128-129. 
92. Ibíd., págs. 129, nota 3. 
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debido resultar de la costumbre y cuyo reconocimiento hubiera tenido 
inevitablemente como efecto desalentar toda mejora (improvement) ulte- 
rior.* Thompson observa que este argumento de la «mejora», a menudo 
retomado posteriormente como fundamento de muchos juicios, estaba 
llamado a desempeñar un papel creciente, haciendo posible una especie 
de alianza entre la terminología de los tribunales y los imperativos de la 
economía de mercado capitalista. En los últimos años del siglo xn y a lo 
largo del siglo xvn, los tribunales dieron cada vez más valor al argumen- 
to de que la tierra o el suelo de un lord eran su propiedad personal y que 
restringir su acceso a la parte que fuese de su suelo llevaría a permitir a los 
poseedores resistirse a todas «las mejoras». ¡El precedente de Gateward 
había creado escuela!” 

En el intervalo entre Coke y Blackstone —es decir, alrededor de un 
siglo y medio—, se produjeron igualmente un endurecimiento y una se- 
dimentación de la noción de propiedad de la tierra, además de una reifi- 
cación de los usos relativos a las propiedades, que ahora podían ser alqui- 
lados, vendidos o legados en ¿anto que costumbres.” Significativo de este 
cambio es el título dado por Blackstone al segundo volumen de sus Com- 
mentaires on the Laws of England: «De los derechos de las cosas» (Of Rights 
of Things). No porque tales derechos fuesen una novedad, sino debido al 
lugar que ahora le correspondía al mercado en esta materia, puesto que 
el autor se refería no a los derechos a (to) las cosas, sino al derecho de (of) 
las cosas. Esto dice mucho acerca del extraño carácter mixto que presen- 
tó la ley durante el siglo xvi. En efecto, los derechos y las costumbres 
estaban vinculados a una función o a un lugar y fueron luego considera- 
dos como si fuesen «cosas» que, a su vez, regían los derechos humanos: 
así, la función del guardián de un bosque o de un parque podía ser ven- 
dida, con los poderes, ventajas y derechos que le estaban vinculados.” 
Pero, en contra de lo que cierta versión de la historia lleva enseñando 
desde hace tiempo basándose en los documentos oficiales que nos han 
llegado, esta evolución no se produjo sin tensiones y enfrentamientos, 


93. Ibíd., pág. 130. 

94. Ibíd., pág. 134, 

95. Nota del T.: En el original, usages, que se podría traducir por «usos» (como en la 
expresión «usos y costumbres»), pero lo evitamos porque el término «uso» se emplea en 
el libro de un modo muy preciso en otros contextos. 

96. Ibíd., págs. 136-137. 
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que se prolongaron mucho más allá del siglo xvH1. Los derechos ligados al 
uso de lo común dieron lugar, especialmente a lo largo de los seis prime- 
ros decenios del siglo xvi, a luchas multiformes y continuas. Los moti- 
nes no fueron ni mucho menos infrecuentes. Así, en 1724, con motivo 
de una querella relacionada con el derecho de uso de la madera en el 
bosque de Rockingham entre la parroquia de Weldon y la de Brigstock, 
hubo un temible enfrentamiento en el bosque: los sirvientes de Lord 
Gowran de Brigstock abatieron algunos árboles y sus ocupantes” fueron 
enviados al lugar con carros para llevarse la madera. De pronto, más de 
doscientos hombres y mujeres de Weldon surgieron del bosque, arma- 
dos de hachas, alabardas, palos y picos, gritando y amenazando con vol- 
car los carros, asustando a los caballos y llevándose cierta cantidad de lops 
and tops.* 

La historia de los comunes forestales en la campiña inglesa está llena 
de anécdotas de esta clase. Sin embargo, los trabajos de Jeanette Neeson 
sobre la oposición a las enclosures en Northamptonshire han permitido 
establecer que el motín se inscribía, como toda la oposición parlamen- 
taria, en un abanico mucho más amplio de medios: lobbying, cartas, pe- 
ticiones, ataques contra inspectores, destrucción de archivos y de proce- 
sos, incendios voluntarios, rompimiento de cercados, demolición de un 
muro, etc., prácticas que llegaron a prolongarse durante varios años tras 
la culminación de las enclosures. Además, la incansable actividad de res- 
tricción de los comunes ocasionó durante todo este período disputas en 
el terreno jurídico, que a menudo dieron lugar a decisiones legales difi- 
ciles de hacer compatibles unas con otras. Así, en 1698, el tribunal de 
Chancery había decidido autorizar a la mayoría de los propietarios de tie- 
rras a regular y delimitar un común, aunque uno o dos ocupantes de 
«humor inconstante» se negaron a dar su acuerdo. Pero. en 1706 se pro- 
duce un nuevo caso en Gloucestershire: los propietarios terratenientes se 


habían puesto de acuerdo para reducir 5000 acres de tierra comunal, pero - 


el rector de la parroquia y otras nueve personas se opusieron a ello. Ma- 
nifiestamente, eran algo más, en este caso, que uno o dos compañeros de 
«humor inconstante», ya que el tribunal decidió que «Un derecho del 


97. Nota del T.: En el original, tenanciers, véase nota anterior. 

98. Ibíd., pág. 99. La expresión lops and tops se refiere a la madera cortada al podar 
los árboles. 

99. Ibíd., págs. 120-121. 
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común (a right of common) no puede ser alterado sin el consentimiento de 
todas las partes concernidas a este respecto».'% La dificultad que supone 
una apreciación de las formas variadas de protesta se debe a que raramen- 
te fueron mencionadas en los archivos de la administración central o en 
los diarios londinenses. La correspondencia entre los mayordomos que 
operaban en los dominios y sus amos ausentes nos proporcionan infor- 
mación mucho más a menudo que los documentos oficiales. Por ejem- 
plo, en 1710 Robert Walpole, por entonces secretario de la Guerra, re- 
cibió una carta de su mayordomo John Wrott, en la que se describía un 
enfrentamiento importante a propósito de los derechos comunales de 
Bedingfield: estando reunidos el sheriff de Northamptonshire, Lord Car- 
digan, y otros gentilhombres, «el populacho acudió de todas partes, algu- 
nos cubiertos con máscaras y otros vestidos con capas de mujeres, otros 
provistos de hachas, de picos y espadas». La masa fue dispersada, pero 
según el mayordomo «siguen diciendo que el derecho del común les 
pertenece (the Right of Common is theirs), y esperan que el año próximo 
las cercas sean demolidas»¿?! Todos estos casos y muchos otros son sufi- 
cientes para dejar establecido que la lucha de los pobres para defender los 
derechos de uso fue tozuda y perduró por mucho tiempo. Sólo en 1850 
se terminó con las últimas resistencias y los últimos campos «abiertos» 
fueron, casi sin excepción, cercados.” 


La «guerra del bosque» y la Black Act (1723) 


Hay un episodio del todo ejemplar a este respecto, porque muestra has- 
ta qué punto el derecho forestal fue un terreno de conflicto prolongado 
durante todo el siglo xvin. Se trata de la adopción de la ley n* 9 George 1 
c. 22, más conocida bajo el nombre de Black Act, que entró en vigor en 
mayo de 1723 y cuya aplicación topó con úna viva y tenaz resistencia; 
fue finalmente abrogada en 1823.1% La ley constituía en sí misma un 


100. Ibíd., pág. 108. 

101. Ibíd., pág. 116. 

102. Ibíd., pág. 121. ¡En los campos abiertos de Leicester, el movimiento de enclosu- 
re iniciado en 1708 todavía no estaba terminado en 1803! Véase ibíd., pág. 124. 

103. Para todo este desarrollo nos referiremos directamente a la traducción francesa 
de Whigs and Hunters de Edward P. Thomson, La guerre des foréts. Luttes sociales dans 
DAngleterre du xvur siéde, op. cit. 
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Código penal de una severidad extrema, ya que creaba de un solo golpe 


cincuenta nuevas penas capitales relativas a otros tantos delitos diferen- - 


1 
y 
H 
Ñ 


tes. Entre los principales delitos, se encontraban en particular el hecho ' 


de-«cazar, herir o robar un ciervo o un gamo, así como la caza furtiva de 
una liebre, un conejo o la pesca furtiva de peces». Estos delitos eran cas- 
tigados con la pena capital «si las personas culpables iban armadas o 


disfrazadas»: la ley se refería selectivamente a toda persona «armada de 


espada, o arma de fuego, o toda otra arma ofensiva, que tenga el rostro 
ennegrecido» (de ahí el nombre de Black Act que le fue dado), que 
se encontrara en cualquier bosque, coto de caza, parque o terreno cerra- 
do «donde se guarda o se podía guardar habitualmente uno o varios 
ciervos», así como en cualquier coto de pesca, carretera principal, landa, 
común o colina».'% Otras cláusulas, destinadas a acelerar el procedi- 
miento legal, «ignoraban el proceso consuetudinario y los derechos de la 
defensa de la persona acusada». '% 

Podemos preguntarnos qué pudo motivar la adopción de semejante 
ley sin debate y por unanimidad en la Cámara de los Comunes. A co- 
mienzos del siglo xviu hubo conflictos en el bosque de Windsor en 
ciertas zonas forestales de Hampshire. En marzo de 1720, una procla- 
mación oficial refiere la práctica de la caza nocturna y bajo disfraz en el 
bosque de Windsor: «Catorce hombres a caballo, armados de fusiles, y 
dos hombres a pie con un lebrel habían cazado ciervos al anochecer en 
Bigshot Walk; llevaban el rostro ennegrecido y algunos “sombreros de 
paja y otros vestidos informes”. Habían dado muerte a cuatro ciervos y 
amenazado a un guardia de caza».'% En febrero de 1723, otra proclama 
afirmaba que: 


gran número de individuos agitados y malintencionados se habían asociado 
bajo el nombre de Blacks en los condados de Berkshire y Hampshire. Iban 
armados, penetraban en los bosques y los parques, mataban y se llevaban los 
ciervos, salvaban a criminales de manos de la policía, enviaban cartas de 
amenaza a los gentlemen reclamándoles dinero y caza, amenazaban con ma- 
tarlos o con quemar sus casas, sus granjas y molinos.!'% 


104. Ibíd., pág. 18. 
105. Ibíd., pág. 19. 
106. 1bíd., pág. 23. 
107. Ibíd., pág. 24. 
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En opinión de Thompson, a lo largo de todo el siglo xvi las confronta- 
ciones entre contrabandistas y guardias forestales fueron numerosas y a 
menudo tan sangrientas como durante el episodio del blacking. Lo que era 
intolerable en opinión del gobernador era la «humillación pública repe- 
tida de las autoridades; los ataques simultáneos contra la propiedad real y 
la propiedad privada; la sensación de un movimiento confederado cuyas 
reivindicaciones sociales, en particular bajo el “rey Juan”, no dejaban de 
aumentar; los síntomas de algo que parecía cercano a una guerra de cla- 
ses».1% Los Blacks habían recibido apoyo de las comunidades forestales 
«durante un año o dos» y era este «desplazamiento de la autoridad, no 
el viejo crimen de robar ciervos», lo que hacía que la adopción de la 
ley fuera una verdadera urgencia para los dirigentes del Estado.*%” Para 
Walpole y el ala dura de los whigs partidarios de los Hanover, se trataba 
de aprovechar la situación creada por estos disturbios para elevar la pro- 
piedad a la categoría de valor absoluto, recurriendo en caso de necesidad 
al terror. 

En todo caso, el episodiodes revelador de conflictos internos al propio 
derecho, y este aspecto no es el menos interesante. El bosque de Wind- 
sor, algunas de cuyas señorías estaban en manos de la Corona, daba lugar 
a una economía compleja que estaba sometida al derecho forestal (Forest 
Law). Desde hacía siglos, las reivindicaciones de la alta nobleza y de la 
pequeña nobleza local entraban en rivalidad con las de los ocupantes 
consuetudinarios que habían consolidado «sus propios derechos de pasto, 
de extracción de turba, de talla y recogida de madera en sus comunes». *1% 
Una imponente burocracia de agentes forestales se encargaba de hacer 
respetar este derecho, pero la posición de todos estos oficiales era com- 
pleja, ya que «operaban en parte en el marco del derecho forestal (Forest 
Law), parte en el marco de la legislación de Estado (Statute Law)». Como 
«la existencia del derecho forestal ofrecía una excusa para hacer un uso 
irregular de la legislación de Estado», los jueces delos tribunales forestales 
eran reticentes a aplicar las leyes del Estado a los delitos cometidos en el 
bosque. De ello resultó un relativo relajamiento de la autoridad forestal. 
Sin embargo, a partir de 1716, el derecho forestal fue aplicado de un 


108. Ibíd., pág. 76. King John era el nombre del jefe de la banda de los cazadores 
furtivos que robaron ciervos en Hampshire entre 1720 y 1723. 

109. Ibíd., pág. 77. 

110. Jbíd., pág. 30. 
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modo mucho más estricto y en consecuencia estos tribunales fueron re- 
activados. Se puede considerar, por lo tanto, que el blacking nació «en 
reacción a la tentativa de reactivación de una autoridad forestal»: los Blacks 
eran «habitantes del bosque, armados, que imponían por la fuerza la de- 
finición de los derechos a los que “los habitantes de los campos” (country 
people) se habían acostumbrado».* Si consideramos ahora los bosques de 
Hampshire, donde la presencia real era débil y las propiedades de la Iele- 
sia eran importantes, las tenencias consuetudinarias y los derechos sobre 
los bosques eran, a principios del siglo xvur, los dos temas principales de 
conflicto que oponían a los obispos con los ocupantes. Estos últimos se 
quejaban de que los procuradores, que actuaban como jueces, tergiver- 
saban la costumbre o no la seguían en su provecho personal. En varios 
casos, el juicio fue desfavorable a los ocupantes, a quienes se les prohibió 
cortar madera sin permiso salvo para hacer reparaciones. Así, los granje- 
ros y los forestales más pobres recurrieron a sus propias formas de acción 
directa para afirmar sus derechos, en particular sobre las tierras y los te- 
rrenos de caza comunes. En 1729, el vigilante general de los bosques 
observaba que «por todas partes los habitantes de los campos creen te- 
ner, en los bosques, una especie de derecho sobre la madera», y añadía 
que era difícil determinar si «la idea les ha sido transmitida por la tradi- 
ción, desde la época en que aquellos bosques habían sido declarados 
tales por la Corona, cuando había sobre este tema grandes luchas y gran- 
des desacuerdos».!?? 

¿Cuál fue el resultado de esta guerra de los bosques? Según los comi- 
sarios que acudieron a inspeccionar el dominio de 1809, los habitantes 
del bosque de Windsor habían conseguido preservar algunos de sus de- 
rechos colectivos (Common Rights), en particular el derecho a apacentar 
ganado en el bosque, sin limitación de número; el derecho de tomar sin 
restricción tierra, brezo, helecho, grava y arena; el derecho sobre las 
dehesas, la madera caída al suelo, las' raíces. Pero en realidad, no habían 
conseguido más que una «moratoria» debido a la «supervivencia de los 
derechos de uso precapitalistas sobre la tierra» y a la existencia de los tri- 
bunales forestales, en contradicción cada vez más directa con «la idea 
de derecho de propiedad absoluto» que inspiró un número creciente de 


111. 1bíd., pág. 46. 
112. Ibíd., pág. 66. 
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decisiones judiciales a lo largo del siglo xvm».*'? En todo caso, el episo- 
dio nos enseña mucho acerca de la naturaleza del derecho y sus diferen- 
tes usos. Indiscutiblemente, la oligarquía whig hizo uso del derecho para 
reforzar su dominio, creando nuevas leyes y tratando de alterar las anti- 
guas formas jurídicas. Pero las que se enfrentaban en el terreno judicial 
eran en realidad definiciones del derecho que competían la una con la 
otra: «Ya que mientras ello fue posible, los dominados —cuando con- 
seguían dinero y un abogado— lucharon por sus derechos por el dere- 
cho».!!* Esta reflexión conduce a Thompson a cuestionar la reducción 
del derecho a la «superestructura», tan típica de un marxismo muy es- 


quemático: 


Si examinamos detenidamente este contexto agrario, la distinción entre el 
derecho, por un lado, concebido como elemento de una «superestructu- 
ra», y las realidades de las relaciones y de las fuerzas de producción, por el 
otro, se vuelve cada vez más insostenible. Porque el derecho era a menu- 
do la definición de una práctica agraria real, observada «desde tiempos 


remotos». 


Se puede reconocer, por lo tanto, que el derecho estaba «profundamente 
imbricado en la misma base de las relaciones de producción, que, sin él, 
hubieran sido inoperantes».*!% Visto desde esta perspectiva, la guerra de 


los bosques revela «la herencia de lucha en torno al derecho y las formas * 


del derecho» transmitidos al siglo xvm por los dos siglos anteriores: «Por- 
que en el siglo xv1 y en el siglo xvn, el derecho fue menos un instrumen- 
to de poder de clase que un terreno central de conflicto».*** Así, es pre- 
ciso mantener la diferencia entre el poder arbitrario y la autoridad del 
derecho (rule of law) para una distinción del todo esencial: la idea de tal 
autoridad representa, en efecto, «un logro cultural de alcance universal», 
y esta autoridad misma «un bien humano sin igual».*” 


113. Ibíd., pág. 92. 

114. lbíd., pág. 106. 

115. Ibíd., pág. 107. 

116. Ibíd., pág. 113. 

117. Ibíd., pág. 117. Como advierte juiciosamente el traductor de Whigs and Hunters 
al francés, la traducción de la expresión «Estado de derecho» traslada mal la idea de «au- 
toridad» o «reino» contenida en la palabra inglesa rule y sacrifica, por desgracia, cierto 
culto al poder público. 
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La costumbre como lugar de un conflicto 


¿Qué lecciones extraer de estas consideraciones al mismo tiempo históricas 
y políticas? Hay dos que se nos imponen, de tan estrechamente ligadas que 
nos parecen la una a la otra. La primera es que el derecho nacional de la 
Common Law nunca ha sido la simple «puesta en forma» de las costumbres 
locales en materia de común. En este dominio, la razón en acto de los 
expertos y de los jueces estaba muy lejos de consagrar a posteriori la costum- 
bre por el único hecho de su antigijedad; operaba entre las costumbres una 
selección que dependía ampliamente del modo en que sus tribunales po- 
dían entender la norma de lo «razonable». Pero resulta que muchos 
jueces compartían la mentalidad de los terratenientes y la preocupación 
por las «mejoras» por las que estos últimos les parecían «hombres razona- 
bles».11$ Así, contrariamente a lo que pretende la ideología de la Common 
Law, la razón de los expertos judiciales no se limita a «descubrio y a «de- 
clara» un derecho ya incorporado a las costumbres, contribuye activa- 
mente a modelarlo y a producirlo a voluntad, pisoteando el criterio de 
antigiedad y descalificando a los usuarios de lo común con categorías 
imprecisas —<ocupantes», «parroquianos», «habitantes», «residentes», «to- 
das las personas», etcétera—. Por otra parte, Common Law y costumbre 
mantuvieron relaciones bastante embrolladas en el terreno del derecho. En 
1766, un proceso ante el tribunal del Banco del Rey puso de relieve la 
confusión que podía reinar a este respecto. Se trataba de personas que ha- 
bían espigado en un campo de cebada parcialmente cosechado. Lord 
Mansfield afirmó que «el robo, bajo la apariencia de arriendo o de espigueo, 
no debe ser justificado», mientras que otro juez observó: «el derecho de 
arriendo aparece en nuestros libros». Fue en 1788 cuando la cuestión vol- 
vió a aparecer con ocasión de una acción judicial contra Mary Houghton, 
viuda de John Houghton, por espigar en campos cercados en Timworth 
(Suffolk). No parece que el caso fuese argumentado en términos de la 
costumbre, sino apoyándose en el reconocimiento del derecho en la Com- 
mon Law. Pero, como lo indica Thompson, desplazando la reclamación 
desde el terreno de la costumbre al de la Common Law, la defensa no había 
evitado el problema. En efecto, si esta costumbre era parte integrante de la 
Common Law del reino, entonces debía prevalecer en cualquier lugar del 


118. E. P. Thompson, Customs in Common, op. cit., pág. 137. 
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reino y corresponder a una práctica general y uniforme. De todas formas, 
a pesar del juicio dado por el tribunal, la costumbre seguía siendo lex loci: si 
bien el tribunal había decidido que el espigueo no podía ser reivindicado 
como un derecho en Common Law, todavía podía ser reivindicado como 
derecho local, por la costumbre señorial o el derecho subsidiario del pueblo 
en cuestión.''* De un modo más general, ninguna decisión de los tribuna- 
les de Common Law tenía impacto inmediato sobre la práctica local consue- 
tudinaria.” De hecho, las «aspiraciones comunales», tal como éstas se ma- 
nifestaban especialmente en el común de los pastos, persistieron por mucho 
tiempo hasta bien entrado el siglo xv. Coexistieron entonces con la más 
escrupulosa regulación de los derechos del común por los derechos subsi- 
diarios de los pueblos, las jurisdicciones señoriales y las rigurosas definicio- 
nes del derecho nacional, de tal modo que los usos podían a menudo pare- 
cer en desacuerdo con el derecho.” Como se ve, nada es más engañoso 
que la identificación de la Common Law con un derecho consuetudinario 
nacional, o incluso la autorepresentación de la Common Law como derecho 
que procedería esencialmenge de la costumbre. 

La segunda lección que debemos extraer de estos análisis es una con- 
secuencia directa de la primera: aunque es cierto que la Common Law 
desempeñó un papel en lo relacionado con la costumbre en materia de 
uso de lo común, ello es precisamente porque la costumbre fue siempre 
el terreno de un conflicto larvado o abierto entre las fuerzas sociales. 
También en este caso es imposible no estar de acuerdo con Thompson: 


El derecho consuetudinario inglés, no codificado, presentaba otra concep- 
ción del derecho frente a la jurisprudencia romana, en algunos aspectos más 
ágil y menos anclada en los principios —y por lo tanto más dócil al «sentido 
común» de la clase dirigente; en otros aspectos, sin embargo, este derecho 
era un medio a través del cual el conflicto social podría encontrar una ex- 
presión, en particular cuando el sentimiento de «justicia natural» de los ju- 
rados podía llegar a hacerse oír, 


Desde el siglo xt, los derechos de lo común, que eran ejercidos de 
acuerdo con una «costumbre consagrada por el tiempo», se discutían 


119. Ibíd., pág. 139-140 y 143. 

120. Ibíd., pág. 144. 

121. Ibíd., pág. 128. 

122. E. P. Thompson, La Guerre des foréts, op. cit., pág. 119. 
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igualmente según procedimientos «consagrados por el tiempo», de tal 
manera que los conflictos relativos a los botes y estovers eran incesantes, y 
a lo largo del siglo xvi no había ya un bosque o un terreno de caza en 
el país que no hubiera conocido algún episodio de conflicto relativo a 
tales derechos.'* Citando la queja expresada en 1803 por los ocupantes 
de la señoría de Cumberland en Askham — das violaciones de nuestra 
antigua costumbre siempre las hemos vivido como muy penosas y han 
amargado muchas horas de nuestras vidas»— el Dr. Searle extraía en estos 
términos su consecuencias generales: «La costumbre, entonces, no era 
algo fijo e inmutable, portador del mismo conjunto de significaciones 
para estas dos clases sociales. Por el contrario, su definición era altamente 
variable en función de la posición de clase, y en consecuencia se convir- 
tió en un vehículo de conflicto y no de consenso». 

Dando de nuevo la palabra a Thompson quedará perfectamente resu- 
mido el espíritu de la costumbre del común: 


La costumbre agraria nunca era un hecho. Era un ambiente. Puede ser me- 
jor entendida con la ayuda del concepto de habitus de Bourdieu —un en- 
torno vivido que comprende prácticas, expectativas heredadas, reglas que al 
mismo tiempo determinan usos y revelan posibilidades, normas y sanciones 
relacionadas al mismo tiempo con el derecho y con las presiones de la ve- 
cindad—. El perfil de los usos del derecho de lo común variará de una 
costumbre a otra, de acuerdo con numerosas variables: la economía de la 
cosecha y del stock, el empleo parcial, la extensión de lo común y de la tie- 
rra inculta, las presiones demográficas, la ausencia o la vigilancia de los 
propietarios terratenientes, el papel de la Iglesia, el estricto legalismo o la 
elasticidad del tribunal, la contigiiidad del bosque, de los pantanos 0 de 
la caza, el peso as de los más fuertes y de los mayores y menores pro- 
pietarios de tierras».! 


Hay que sostener, por lo tanto, que lo común como costumbre fe siem- 1 
pre una actividad productiva-confirmadora de derecho cuya dimensión * 
conflictiva era esencial y no contingente. Más que tratar de establecer 
una paralelismo falaz entre comunes de ayer y de hoy en la perspectiva : 
del contenido positivo de una experiencia, necesitamos asumir por com- l 


123. E. P. Thompson, Customs in Common, op. cit., pág. 104. 
124. Citado por E. P. Thompson, op. cit., pág. 110. 
125. Ibid., pág. 102. 
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pleto esta dimensión en la que es ahora nuestra propia situación: lo común 
no es de entrada asunto de gestión de una cosa o de un bien, consiste en una acti- 
vidad que sólo se construye en y mediante el conflicto. Ésta es la razón por-la 
que es preferible emplear la palabra como verbo más que como sustanti- 
vo, o al menos, si no se puede hacer de otro modo, dar al sustantivo el 
sentido de principio de una actividad sui generis. La cuestión es, en conse- 
cuencia, cómo establecer distinciones en el interior de las propias cos- 
tumbres, para hacer pasar a estas últimas por lo que se podría llamar «la 
prueba de lo común como práctica». Ni lo común de la «razón común» 
puesta en acto en la valoración judicial, ni lo común en el sentido de lo 
que no es únicamente local porque es común a todos los miembros de 
una nación -——dos sentidos de lo «común» que, como se ha visto, son 
solidarios el uno del otro en la ideología de la Common Law— podrían 


constituir el verdadero común. La cuestión es pues, exactamente, deter- 


minar en qué consiste la exigencia de la práctica del común, la única 
capaz de hacer del «derecho común» un derecho de lo común, “ésto es, 
un derecho fundado en el firincipio de lo común y, por lo tanto, un 
derecho que no se reduzca a la consagración de todas las costumbres tan 
sólo por la duración de su existencia. Una vez reconocido el hecho de 
que la longevidad y la antigúedad excepcional no tienen ningún título 
para fundar el derecho, que la prueba de lo común no es la de la duración 
sino la de una práctica social, queda pendiente la pregunta acerca de la 
naturaleza de una práctica así y cuáles son sus sujetos. 


126. P. Linebaugh, The Carta Magna Manifesto, op. cit., pág. 279. (Trad. cast.: El 
manifiesto de la Carta Magna: Comunes y libertades para el pueblo, Traficantes de Sueños, 
Madrid, 2013.) 
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El «derecho consuetudinario 
de la pobreza» 


En otoño de 1842, Marx publica en la Rheinische Zeitung una serie de 
cinco artículos —del 25 de octubre al 3 de noviembre— consagrados a 
la adopción por la Dieta renana de una ley que calificaba como robo la 
recogida de leña pequeña y que era designada con tal fin como «ley rela- 
tiva al robo de madera». A menudo se ha subrayado la ¡ importancia bio- 
gráfica de esos textos de juventud en los que Marx une al virtuosismo del 
panfletista el conocimiento técnico del jurista. Pero estos artículos, más 


allá de las circunstancias que los provocaron, no son sólo etapas en la 
formación política de Marx, se ocupan seriamente de la pregunta a la que | 
llegamos en el capítulo anterior, la de saber qué hace que.«un derecho i 


común» D» constituido por costumbres sea un «derecho. del común». 

En el artículo primero de la sección 1, dicha ley dispone que: «Los 
reglamentos promulgados por esta ley en relación al robo simple de ma- 
dera se aplican a las sustracciones siguientes: 


1. A toda madera de bosque todavía no abatida. 
A toda madera verde, fuera de los bosques, destinada a explotación. 

3. A toda madera rota accidentalmente o abatida en troncos enteros 
cuyo ajuste todavía no ha sido iniciado. 

4. Alos cortes de madera de obra que se encuentren en el bosque o en 
los depósitos de madera todavía no acondicionados»! 


1. Véase P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» d la critique du droit, PUF, 
París, 1984, pág. 175. En las páginas siguientes nos referiremos a la traducción de los 
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Se ve, por lo tanto, que de lo que se trata es de la cualificación jurídica de 
«robo» aplicada a la práctica de recolección de leña menuda, considerada 
hasta entonces como un derecho de uso colectivo, así como la concepción 
de la propiedad de la que dicha cualificación procede y que da derecho a 
un goce privado y exclusivo. En efecto, la ley subsume los dos actos, el de 
la recogida de madera y el robo de madera, premeditadamente, bajo la 
misma categoría de robo, definido este último como «apropiación de ma- 
dera ajena».? Esta ofensiva contra los derechos no era, ni mucho menos, 
un hecho aislado en Europa. A modo de comparación, el Código forestal 
votado en Francia en 1827 bajo Carlos X reduce o suprime los derechos 
de uso de los habitantes en los bosques, ya sean comunales o propiedad 
patrimonial. Desde entonces «ya no se podrá recoger ni recolectar nada: 
hierba, hojas muertas empleadas para ahumar los suelos pobres; arbustos y 
retama, frutos (arándanos, setas) incluso ayucos y bellotas con los que los 
pobres fabricaban su aceite y una especie de café».? Las atribuciones de 
madera son también severamente reglamentadas: «El campesino no pue- 
de recoger la madera, verde o¿uerta, ni por supuesto cortar árboles; toda 
infracción es duramente castigada».* De la misma forma, el Código limita 
los derechos de paso para las bestias en el espacio y en el tiempo —tam- 
bién, por lo tanto, el pasto en las dehesas—. La aplicación de estas dispo- 
siciones, en particular la reducción de los derechos de recogida de madera 
para calefacción (affouage) y para la construcción (maronage), tuvo la con- 
secuencia de que las necesidades esenciales de las comunidades ya no que- 
daban cubiertas, por no hablar de las fuertes sanciones económicas que 
arruinaban a los campesinos y la carga financiera impuesta a las comunida- 
des, que en adelante tuvieron que mantener a uno o a varios guardias. En 
las montañas del Ariége, la cólera de los campesinos fue tal, que armados 
y disfrazados de mujeres se enfrentaron a los guardias y a los soldados; «Es 
la guerra de las Demoiselles, de mayo de 1829 al verano de 1830»? 


artículos de Marx publicados en este volumen. En la película de Edgar Reitz, Heimat 11. 
El éxodo (2013), cuya primera escena sucede en 1843, en la plaza de un pueblo de Re- 
nania se lleva a cabo la lectura de una proclama que recuerda la prohibición de recoger 
la madera caída de los árboles. 

2. Ibíd., pág. 135. 

3. N, Vivier, Propriété collective et identité communale. Les Biens communaux en France 
1750-1914, Publications de la Sorbonne, París, 1998, pág. 217. 

4. Ibíd., pág. 218. 

5. Ibíd., pág. 221. 
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Marx destaca especialmente lo que está en juego en el plano social 
con la recalificación jurídica de la recogida de madera muerta como 
«robo», cuando muestra que es dictada tan sólo por los intereses privados 
de los propietarios de los bosques: estos últimos pretenden beneficiarse de 
la madera caída en el bosque para venderla en el mercado para calefac- 
ción, que entonces se encuentra en pleno auge, lo cual implica alejar de 
ella a los campesinos pobres, que tenían la costumbre de recogerla para 
venderla y que, en gran parte, vivían de esta venta. Para quien consi- 
dera legítimos los intereses de los campesinos pobres, toda. la. dificultad 
consiste en no caer en la trampa que consiste en apelar al derecho feu- 
dal contra la propiedad moderna. Por este motivo, Marx no se priva de 
citar favorablemente la orden de la Corte criminal del siglo xv1 que re- 
serva la calificación de robo de madera a «la sustracción de madera corta- 
das y la tala ilícita» y considera que el hecho de sustraer a pleno día frutos 
para comerlos inmediatamente es motivo de una sanción civil, pero no 
penal: «La orden de la Corte criminal del siglo xvi nos invita a defender 
este orden contra una Dieta renana del siglo xIx que le reprocha dema- 
siada humanidad, y nosotros seguimos esta invitación».” Marx retoma 
entonces la distinción jurídica entre recogida de ramas y robo de madera, 
al mismo tiempo que impide toda forma de nostalgia respecto al feuda- 
lismo. Por el contrario, el primer artículo denuncia el robo de madera 
como «el reino animal del espíritu» y los derechos consuetudinarios de 
los privilegiados como «la forma animal del derecho». Pero a menudo es 
dificil seguir los meandros de una argumentación que juega simultánea- 
mente en varios registros y que sabe hacer uso de referencias opuestas en 


6. lbíd., págs. 90-113, La lista de infracciones forestales que hace un guarda fores- 
tal en 1845 da una idea de la diversidad y la extensión de las necesidades cubiertas por 
los productos forestales: robo de arándanos y otros frutos del bosque, productos foresta- 
les necesarios para la producción de escobas, alimento para ganado, madera para techum- 
bres, lúpulo, estacas, escaleras, caballetes y andamios, resina recogida de árboles dañados, 
etc. (ibíd., págs. 95-96). 

7. Ibíd., pág. 135 (la cursiva es nuestra). Marx remite al artículo 167 de la Consti- 
tutio criminalis Carolina adoptada en 1532 por la Dieta Imperial en Regensburg, que 
preconiza un tratamiento aparte del «robo por necesidad», sometido, no al derecho penal 
sino al derecho civil, y hace referencia a las seis costumbres, es decir, a las seis disculpas 
(ibid., pág. 169, nota c). 

8. Ibíd., pág. 139. Sobre el sentido de la expresión hegeliana «reino animal del 
espíritu», véase ibíd., pág. 169, nota d. 
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la filosofía alemana del derecho (Hegel y Savigny en este caso). Sin duda, 
podemos verlo como un índice de la dificultad que experimenta el pro- 
pio Marx para definir su propia posición respecto a las que entonces eran 
dominantes. Como argumenta con razón Mikhail Xifaras, la dificultad 
puede enunciarse en estos términos: «¿Cómo criticar una ley que con 
toda evidencia está hecha en el interés de los ricos propietarios del bos- 
que para privar a los pobres de un recurso que les resulta esencial, sin ser 
confundido con el defensor de una concepción de la propiedad?».* 
Esquemáticamente, se pueden distinguir en el debate de la Dieta re- 
nana dos posiciones. Por un lado, el conde von Trips preconiza que se 
mantenga la calificación de robo, alegando que sería su ausencia lo que 
hace que el robo de madera sea tan frecuente. Por otro lado, el diputado 
liberal Brust propone que la recolección de madera sea calificada de abu- 
so de derecho, en este caso, abuso de copropiedad o de usufructo, lo cual 
implica reconocer a los campesinos de una misma comuna como «usu- 
fructurarios de un derecho de uso».*” Por su parte, Marx sostiene que 
la recolección no puede ser cjgnsiderada un delito y que está plenamente 
fundada en derecho. En el primero de los cinco artículos, inmediatamen- 
te después de haberse referido positivamente a la orden de la Corte cri- 
minal, marca fuertemente la diferencia esencial entre los dos actos que 
son la recogida de ramitas y el robo de madera premeditado, infiriendo 
de esta diferencia una distinción jurídica: «si se debe admitir que el hecho 
es diferente por su propia naturaleza, no se puede en la práctica pretender 
que sea el mismo en el plano legal».** Marx distingue, de entrada, no 
dos, sino tres cosas: la apropiación de madera verde, el robo de la made- 


ra cortada, la recogida de ramitas. El primer acto implica que se arranca . 


con violencia la madera de su «soporte orgánico» y constituye en este 
sentido un atentado contra el propietario del árbol a través del atentado 
contra el propio árbol. El segundo acto consiste en sustraer madera que 
es ya un producto del propietario, en tanto que éste ya lo ha cortado. Así, 
estos dos actos atentan contra la propiedad. Por el contrario, el tercer 
acto no sustrae nada a la propiedad: las ramitas ya están separadas de la 


9. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence. Une lecture des “vols de bois”», loc. 
cit., pág. 10. 

10. Ibíd., pág. 11. 

11. P. Lascoumes y H. Zander, «Marx: du “vol de bois“ 4 la critique du droit», op. 


cit., pág. 135. 
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propiedad, la propiedad del árbol no está afectada por la caída accidental 
de la ramas, de modo que el que las recoge se hace con algo que ya no 
pertenece ni al árbol ni a su propietario. En el centro de toda esta argu- 
mentación, encontramos cierta idea de la relación que debe prevalecer 
entre la ley y la naturaleza de las cosas o, más exactamente, lo que Marx 


llama enigmáticamente la «naturaleza jurídica de las cosas» (die rechliche 


Natur der Dinge): «La naturaleza jurídica de las cosas no puede orientarse 
de acuerdo con la ley, por el contrario, es la ley la que debe orientarse de 
acuerdo con la naturaleza jurídica de las cosas». La ley es en este sentido 
el «portavoz universal y auténtico de la naturaleza jurídica de las cosas».2 
La ley sobre el robo de madera vuelve la espalda a esta exigencia, violen- 
tando la naturaleza jurídica de las cosas en vez de conformarse a ella, 
como lo ordena el concepto mismo de ley. 

Se pueden distinguir dos líneas de argumentación organizadas en tor- 
no a este centro conceptual. Según la primera línea, le ley de la Dieta 
renana no hace más que consagrar el interés privado de los propietarios 
de los bosques, denunciando así su parcialidad y al mismo tiempo su in- 
compatibilidad con la exigencia de universalidad constitutiva de la ley 
verdadera. De acuerdo con la segunda, se impone una distinción norma- 
tiva entre costumbres de los «privilegiados» y costumbres de los «pobres», 
siendo estas últimas las únicas fundadas en derecho. Lo que tiende a 
prevalecer entonces, no es tanto el concepto racional de ley o de Estado, 
sino cierta relación de la costumbre con la «naturaleza». Lo que se revela 
a la luz de este proceder es una tentativa original para superar la antino- 
mia del derecho público y el derecho consuetudinario que hemos puesto 
de relieve al principio del capítulo anterior. Examinaremos una a una ambas 
líneas de argumentación para preguntarnos cómo se sitúan la una respec- 
to de la otra y qué efecto produce este contraste en términos de inteligi- 


bilidad de los fundamentos del derecho. ui. LA 


Una «ley» contraria al «derecho racional» 


La inspiración hegeliana de la primera línea de argumentación es fácil- 
mente reconocible: la teoría especulativa del derecho había distinguido, 
en efecto, derecho simplemente «real», o empíricamente existente, y de- 


12. Ibíd., pág. 136. 
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recho «efectivo» o «racional», que es en el derecho positivo lo que efec- 
túa el concepto de ley, lo que abría la posibilidad de criticar aquello que, 
en el derecho «real», era irracional porque se rehusaba a la universalidad 
de la ley.** En opinión de Marx, tal es el caso, precisamente, de la ley 
votada por la Dieta. Porque, aun siendo innegablemente derecho «real», 
esta ley se contradice con el derecho «efectivo» o «racional», puesto que 
no efectúa el concepto de ley. Tal como lo expresa Xifaras, «dado que el 
concepto mismo de la ley contiene su universalidad, o la igualdad de los 
ciudadanos como miembros del Estado, el concepto de una ley para 
los propietarios es irracional».!* En primer lugar, al castigar como crimen lo 
que sólo es un «desorden social», merecedor como mucho de una san- 
ción policial, la Dieta no entiende que «el suelo mismo del Estado queda 
minado en cuanto la desgracia se convierte en crimen o el crimen se 
convierte en desgracia» y, desde este punto de vista, «no observa ni si- 
quiera las reglas elementales de la legislación».'* Al ver en el transgresor 
forestal tan sólo a «uno que comete un acto perjudicial contra el bosque», 
demuestra que lo que la mugve es exclusivamente el interés privado, 
porque «el alma estrecha, endurecida, estúpida y egoísta del interés sólo 
puede ver un punto, aquel en el que es lesionado». A la inversa, para 
actuar a la altura de su concepto, el Estado: 


debe igualmente ver en cada malhechor forestal a un hombre, un miembro 
vivo cuyas venas transportan su propia sangre, un soldado capaz de defender 
su patria, un testimonio cuya voz debe valer ante el tribunal, un miembro 
de la comunidad que debe revestir funciones públicas, un padre de familia 
cuya existencia es sagrada y, por encima de todo, un ciudadano. El Estado 
no debe privar a la ligera a uno de sus miembros de todas sus atribuciones, 
porque al hacer de un ciudadano un criminal, el Estado se amputa cada vez 
a sí mismo.** 


Pero aquél para quien lo «inhumano» se ha convertido en «ser supremo» 
bajo la forma de un «objeto exterior» o un «ser material extraño» (la ma- 
dera), sólo puede ser él mismo inhumano y ya sólo es capaz de «leyes 
dictadas por la cobardía». Esta crítica está presente en todos los artículos, 


13. Ibíd., págs. 12-13. 
14. lbíd., pág. 13. 

15. Ibíd., pág. 143. 
16. Ibíd., pág. 144. 
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hasta el último. Así, Marx se complace, en las últimas líneas del artículo 
del 3 de noviembre de 1842, en adoptar irónicamente el punto de vista 
que hubiera sido el de los salvajes de Cuba sobre los debates de la Die- 
ta renana si hubiera podido asistir a ellos: «¿Acaso no hubieran creído que 
la madera era el fetiche de los renanos», del mismo modo que creyeron 
que el oro era el fetiche de los españoles?*” 

En segundo lugar, el contenido del artículo 4 manifiesta la incapaci- 
dad del legislador para alcanzar la imparcialidad requerida por el concep- 
to mismo de derecho: en efecto, confiere al guarda forestal la capacidad 


de evaluar el valor de la madera robada, contrariamente a la legislación 


francesa, que requería al guarda que constatara la infracción, dejando la 
evaluación a cargo de una instancia independiente.** Más precisamente, 
estipula que como el robo de madera ha tenido lugar a más de dos millas 
del distrito real, «es el guarda denunciador el que fija el valor de acuerdo 
con los precios locales». En opinión de Marx, «es obvio que el guarda 
denunciador tiene poca capacidad objetiva para ser también el mismo 
que tasa la madera robada». En efecto, ¿cómo podría ser al mismo tiempo 
el protector de la madera y el tasador que estima el valor de la madera 
sustraída? Ya que, al tasar el valor de la madera, ¿no está tasando al mismo 
tiempo «su propio valor», es decir, «el valor de su propia actividad»? Ade- 
más, ya que el guarda es denunciador, si toma declaración de lo ocurrido 
en esta condición y la fijación del valor consignado en la declaración 
constituye una parte del juicio, la función del juez ya no se diferencia de 
la función del denunciador. Finalmente, confiar al guarda denunciador, 
que «está a sueldo y al servicio del propietario», el cuidado de tasar la 
madera sustraída, es tanto como «dejar al propietario la tasación y darle a 
ésta el valor de una declaración jurada». Partidaria hasta el colmo, la Die- 
ta ha tratado de cuestionar la «única disposición que aún constituye lá 
última apariencia del Estado en la Señoría forestal: la inamovilidad del 
guarda denunciador». Algunos diputados piden la supresión de tal ina- 


17. Ibíd., pág. 168. Esta frase fue extraída de pasajes del libro de Ch. De Brosses, Du 
culte des dieux fétiches ou Paralléle de Vancienne religion de PÉgypte avec la religion actualle de 
Nigriti (1760), que había sido traducido al alemán en 1785 y que Marx acababa de leer 
antes de escribir los artículos sobre el robo de madera. 

18. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 13, Al comienzo del 
artículo del 30 de octubre, Marx recuerda que «en Francia, el guardia denuncia el hecho, 
pero no el valor» (véase P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» d la critique du 
droit, op. cit., pág. 147). 
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movilidad, con el pretexto de que su mantenimiento lesionaría a los pe- 
queños propietarios forestales, que no tendrían medios para contratar a 
un guarda forestal inamovible. 

Marx pregunta entonces si la relación del Estado con el acusado (el 
infractor forestal) debe ser definida en función de los recursos del propie- 
tario de los bosques. Recuerda que si «el Estado tiene algún derecho 
contra el acusado», es «porque se enfrenta al individuo como Estado», lo 
cual le impone actuar de un modo que sea conforme a su razón, a su 
universalidad y a su dignidad, y al mismo tiempo al derecho, a la vida y 
a la propiedad del ciudadano incriminado; en vez de extraer esta conclu- 
sión, los diputados invierten el razonamiento: «Como la propiedad pri- 
vada no tiene medios para elevarse hasta el punto de vista del Estado, el 
Estado tiene la obligación de ponerse a su altura, en contra de la razón y 
del derecho».** No es posible imaginar un envilecimiento más comple- 
to del Estado, cuya acción estará entonces en contradicción con su con- 
cepto, porque «el interés privado rebaja al Estado al nivel de los medios 
del interés privado».?” Esta «spíística del interés» alcanza su punto culmi- 
nante en la consideración de un diputado por las ciudades, quien dice 
que la inamovilidad de los guardas forestales «paraliza toda incitación a 
cumplir fielmente su deber». Así, cuando se trata de encargar al guarda 
forestal que evalúe la madera robada, el interés privado «se pone sus len- 
tes coloreadas» y parece tenerle una «confianza ingenua y desbordante», 
pero cuando se trata de evaluar el «sentido del deber» de este mismo 
guarda, se pone los «lentes oscuros» de la práctica y demuestra tener «una 
desconfianza áspera y mezquina». De hecho, a quien el propietario de los 
bosques otorga su confianza, es a sí mismo, exigiendo que el guarda esté 
enteramente sometido a su arbitrariedad. Así se verifica que tal lógica, 
«que hace del empleado del propietario de los bosques una autoridad 
pública, convierte a las autoridades públicas en empleados del propietario 
de los bosques».” 

Finalmente, en tercer lugar, el texto adoptado por la Dieta cuestiona 
gravemente la «noción de condena pública». En efecto, el artículo 14 de 
la ley establece: «Todas las multas debidas al robo de madera, aunque 


19. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» d la critique du droit, op. cit., 
pág. 148. 

20. Ibid. 

21. 1bíd., pág. 152. 
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deban ser satisfechas por varias personas como coautores, cómplices o 
beneficiarios, van al propietario de los bosques, igual que el trabajo for- 
zado de todos los condenados insolventes».” En efecto, la ley obliga al 
infractor a pagar multas, además de reembolsar el valor de lo sustraído, 
valor que corresponde al guarda forestal fijar. Marx comenta: «La pena en 
cuanto tal, que es el restablecimiento del derecho, que hay que distinguir 
bien del reembolso del valor y la indemnización, es decir, del restableci- 
miento de la propiedad privada, pasa de ser una sanción pública a un 
arreglo privado; las multas no van a parar a la caja del Estado, sino a la 
caja privada del propietario de los bosques».% En consecuencia, la ley 
entra en abierta contradicción con las exigencias del formalismo jurídico. 
Marx señala que la sanción pública es «un derecho del Estado que éste no 
puede ceder a los particulares, del mismo modo que un individuo no puede 
darle a otro su propia conciencia».”* Pero hay algo todavía más grave: el 
artículo 16 de la ley precisa que si «debido a la indigencia del autor o de 
las personas responsables del mismo, la multa no puede ser obtenida, será 
reemplazada por un trabajo forzado o una pena de prisión que no será, 
en ningún caso, inferior a veinticuatro horas». Y el artículo 19 añade: «El 
trabajo forzado que debe llevar a cabo el condenado consiste en primer 
lugar en trabajo forestal para el propietario de los bosques».? Esta última 
disposición corona la lógica de la captura del Estado por parte del interés 
privado del propietario de los bosques. Ya que tras el artículo 4, que 
confía al guarda forestal el cuidado de estimar la madera robada, y tras el 
artículo 14, que atribuye las multas a la caja privada del propietario de los 
bosques —lo cual confiere retroactivamente al artículo 4 su verdadero 
sentido, ya que el evaluador tasaría por cuenta de su empleador—, «en el 
artículo 19 se quitan la máscara y también se quedan con el criminal mis- 
mo, no sólo con la bolsa del hombre sino también con el hombre». Del 
mismo modo que el artículo 14 desvela el verdadero sentido del artículo 
4, el artículo 19 desvela, a su vez, el sentido del artículo 14. ¿Cómo 
puede ser, en efecto, que el propietario de los bosques se arrogue el de- 
recho de exigir un trabajo forzado, es decir, «una servidumbre temporal 


22. Ibíd., pág. 176. s 
23. Ibíd., pág. 158. 
24. Ibid., pág. 159. 
25. Ibíd., pág. 176. 
26. Ibíd., pág. 161. 
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de su deudor», en lugar de las sanciones? Ciertamente, al atribuirse las 


multas, el propietario de los bosques ha disimulado astutamente el hecho 


de que se ha atribuido la sanción en sí misma»,? y si el propietario puede 
hacerse con la persona del infractor forestal «en cuerpo y alma», es cier- 
tamente porque las multas no son simples sumas de dinero, sino una 
condena. Se ve entonces que el propietario de los bosques ha conseguido 
hacer del derecho público su propiedad privada usando al ladrón de ma- 
dera «para robarle al propio Estado».% 

Así, en su último artículo, Marx tiene todos los argumentos para re- 
sumir su crítica en estos términos: «Toda nuestra exposición ha mostrado 
de qué modo la Dieta rebaja el poder ejecutivo, las autoridades adminis- 
trativas, la existencia del acusado, la noción de Estado, el crimen mismo 
y la condena a medios materiales del interés privado».? El corazón de la 
crítica reside en la fricción que se produce entre el interés privado y los 
principios del derecho: en este asunto es el interés el que finalmente se ha 
impuesto a los derechos, de tal manera que «el interés privado imparte 
leyes al derecho donde antes éste impartía leyes al interés privado». 
Pero al sacrificar así el «interés del derecho» al «derecho del interés», lo 
que tenemos es una «máscara vacía», puesto se da la forma de la ley a un 
contenido que está en contradicción con la universalidad y la objetividad 
que pertenece necesariamente al concepto racional de ley. Así, «toda la 
ley es una excepción a la ley».** 

Sin duda, este modo de dirigir el concepto de la ley contra la ley exis- 
tente le debe mucho a Hegel. Sea como fuere, es importante advertir, de 
acuerdo con Xifaras, que esta línea de argumentación se separa de su 
fuente hegeliana en un punto capital: al tratar de elevar el contenido del 
interés privado a la forma de la ley, la Dieta, no se salía del papel que le 
correspondía: no se podía esperar otra cosa de «una asamblea de estados 
de los intereses particulares».* En Prusia y en Austria, había desde 1823 


27. Ibíd., págs. 161-162. 

28. Ibíd., pág. 160. 

29. Ibíd., pág. 165. 

30. Ibíd., pág. 167. 

31. Ibid. 

32. Ibíd. (la traducción es nuestra). Recuérdese que el término alemán Stand (plural 
de Stánde) no tiene la significación del francés «clase». Por «estado» hay que entender, por 
lo tanto, una realidad social más certana a la de las «órdenes» del Antiguo Régimen, 
aunque menos homogénea. 
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tres «estados» sociales representados en las Dietas provinciales: la nobleza, 
las ciudades y el campo. La renta inmobiliaria y su impuesto correspon- 
diente eran los únicos criterios para formar parte de uno u otro estado, 
tanto: para los diputados de las ciudades como para los del campo.* 
Como se sabe, para Hegel el poder legislativo debe representar precisa- 
mente a los distintos estados sociales (Stánde) de tal forma que quede 
asegurada una mediación entre el gobierno y el pueblo. Sin duda, la 
Cámara baja hegeliana da lugar al «estado universal» de los funcionarios, 
y en ella los diputados asisten en calidad de representantes de los estados, 
no de los individuos —aunque sean propietarios—.* Pero ¿cómo repre- 
sentar a los estados sociales sin representar al mismo tiempo los intereses 
particulares comunes de cada estado?” Tales intereses, con respecto a la 
exigencia de universalidad inherente al concepto de ley, ¿no permanecen 
en el plano de lo puramente privado? Así, Marx puede escuibir: 


De modo que la Dieta ha cumplido perfectamente su misión. En conformi- 
dad con su vocación, representa un interés particular determinado y lo ha 
tratado como un finalidad. Que al hacerlo haya pisoteado el derecho, es una 
simple consecuencia de su deber, ya que el interés es, por su propia natura- 
leza, un instinto natural ciego, sin medida, unilateral, en una palabra, sin ley 
(gesetzloser). Y lo que está desprovisto de ley (das Gesetzlose), ¿puede acaso 
producir leyes? Por mucho que se ponga al interés privado sobre el trono del 
legislador, seguirá siendo incapaz de legislar, del mismo modo que un mudo 
a quien le dan un inmenso megáfono no recupera por ello la palabra.% 


Ya que los intereses particulares, aunque sean «comunes» a un gran nú- 
mero de representantes, no son nada más que intereses privados, «¿cómo 
no se seguiría de ello que una representación de los intereses privados, los 
estados sociales, quiera y deba rebajar el Estado a las ideas del interés pri- 
vado?»” 


33. Ibíd., págs. 171-172. 

34. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., págs. 15-16, nota 49. 

35. En Hegel, el interés particular común a todos los miembros de un estado social 
es lo que asegura la mediación entre el interés particular de cada individuo y el interés 
general encarnado por el Estado. 

36. P. Lascoumes y H. Zander, «Marx : du “vol de boi” a la critique du droit», op. 
áit., pág. 167 (traducción modificada). 

37. Ibíd., pág. 148. 
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El hecho de que toda esta crítica de las pretensiones políticas del inte- 
rés privado se base en dos ocasiones en una referencia directa al Shylock 
de la obra de Shakespeare El mercader de Venecia no puede dejarnos indi- 
ferentes, ya que esta referencia nos ilustra sobre la motivación profunda 
de Marx. La primera de estas referencias se encuentra en el artículo del 
27 de octubre de 1842, o sea, el segundo de la serie: «El alma mezquina, 
endurecida, estúpida y egoísta del interés» quiere destruir aquello que se 
le opone como obstáculo, no teme el no-derecho, sino las consecuencias 


del derecho en la persona de quien amenaza el objeto exterior con el que 


ella se ha identificado, verificando así la fórmula de Shylock:*%* «¿Existe 
un hombre que aborrezca lo que no desea matar?»” La segunda se en- 
cuentra en el quinto y último artículo, en forma de una cita mucho más 
larga de un pasaje de la escena 1 del acto IV de la misma obra. Porcia 
acaba de formular su sentencia y añade estas palabras: «¡Detente un ins- 
tante! Hay todavía alguna otra cosa que decir. Este pagaré no te concede 
una gota de sangre, las palabras formales son éstas: una libra de carne». 
Ante esto, Shylock se sorprgnde: «¿Es ésta la ley?» Y Porcia responde: 
«Verás tú mismo el texto». El contexto de esta cita es la discusión del 
artículo 19, ya mencionado, por el que el propietario de los bosques as- 


pira a un título de servidumbre sobre la persona del infractor forestal. - 


Entonces Marx destaca que la protección del interés del propietario de 
los bosques se opone directamente a la «protección del interés de aquel 
que es propietario de la vida, de la libertad, de la dignidad humana, del Es- 
tado, y que no es propietario de ninguna otra cosa que de sí mismo (des 
Eigentiimers von nichts als sich selbst)»;W es decir, el ladrón de madera con- 
siderado, simplemente, «hombre». A la propiedad de sí que constituye 
toda la humanidad de quien es tan sólo «hombre»*! se opone, por lo 
tanto, el «derecho» a la propiedad de otro hombre invocado por el pro- 
pietario de los bosques, lesionado en la cosa material que es su propiedad 
y que, debido a su valor fetiche, se ha convertido en su propio ser. El 


38. Nota del T.: Usaremos la traducción de Luis Astrana Marín. La frase Shylock es 
en la edición Penguin: Hates any man the thing he would not kill? 

39. Ibíd., pág. 144. 

40. Ibíd., pág. 162. 

41. Sobre el sentido de esta concepción de la propiedad de sí heredada de Locke, 
que Marx no abandonará nunca y que constituirá el principio de la «propiedad indivi- 
dual» en el comunismo, véase P. Dardot y Ch. Laval, Marx, prénom: Karl, op. cit., págs. 
645 y 690. 
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principio reconocido por el artículo 19 puede enunciarse entonces en 
estos términos: «Que el propietario de los bosques obtenga, más que un 
pedazo de madera, lo que antes fue un ser humano».2 

A través de estas dos referencias toma forma cierta concepción del 
interés privado en la que no es ocioso insistir. Shylock es el interés priva- 
do mostrándose en su ser mismo como profundamente calculador: «El 
interés no piensa, calcula».* Marx dice que, en efecto, hay todo un 
«mecanismo razonador del interés» cuyas dos principales categorías son 
los buenos motivos y las consecuencias perjudiciales. El interés, tan pron- 
to justifica el no-derecho invocando los «motivos ponderados, sabios y 
buenos» que animan a quien lo decreta, como desprecia el valor del de- 
recho invocando sus «consecuencias perjudiciales o preocupantes». En el 
primer caso, los motivos son «cifras» con las que el interés privado calcu- 
la con la finalidad de suprimir los fundamentos del derecho; en el segun- 
do caso, su cálculo apunta a las consecuencias del derecho, esto es, «sus 
efectos sobre el mundo exterior». Pero ni en uno ni en otro caso conside- 
ra el derecho «como un objeto autónomo», ya que remite ya sea «hacia 
dentro», hacia las ideas, ya sea «hacia fuera», hacia el mundo. Si el interés 
privado no puede sino atentar contra los fundamentos del derecho, si el 
«derecho del interés», ese nuevo santo, está necesariamente en contradic- 
ción con «el interés del derecho», es entonces porque niega toda autono- 
mía al derecho. Hasta tal punto la autonomía del derecho constituye el 
verdadero principio de la crítica de la sofistica del interés. Ya sólo desde 
este punto de vista, esta crítica se encuentra en las antípodas de la que 
desarrolla el personaje del Bastardo en otra obra de Shakespeare, Vida y 
muerte del rey Juan. El rey que da título a la obra no es sino el que conce- 
dió en 1215 la Carta Magna, aunque en el texto ésta no se mencione. Al 
final de la escena 2 del acto II, el Bastardo, hijo ilegítimo de Ricardo 1, 
esboza un cuadro sobrecogedor del imperio ilimitado del «interés» (Com- 
modity), «Ese diablo pérfido que hace cambiar las resoluciones, ese entre- 
metido que perpetuamente asume la buena fe, ese quebrantador cotidia- 
no de juramentos, el que estafa a todo el mundo: a los reyes, a los 
mendigos, a los viejos, a los jóvenes, a las doncellas [...]».“ Lo que llama 


42. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» d la critique du droit, op. cit., 
pág. 162. 

43. Ibíd., pág. 156. 

44. Nota del T.: Usamos la traducción de Luis Astrana Marín. Para las citas en inglés, 
la edición de Penguin. 
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la atención en esta crítica es que, lejos de ser asimilado a un instinto na- 
tural, como en los artículos sobre el «robo de madera» donde Marx invo- 
ca El mercader de Venecia, aquí el interés se opone al modo en que el 
mundo funciona naturalmente: 


Ese caballero de cara pulida que se llama el interés, ¡El interés, ese desviador 
del mundo! El mundo, por sí mismo, estaba en buen equilibrio, rodaba por 
un terreno plano, cuando el Interés, esa vil e irresistible pendiente, ese due- 
ño tiránico de nuestros movimientos, lo hizo cambiar de pronto contra 
toda lógica, sin devolverle su dirección, su propósito. Y este mismo obs- 
táculo, este Interés, este fullero, ese zurcidor de voluntades, ese vocablo que 
cambia todas las cosas...* 


Commodity tiene aquí el sentido de provecho e interés, no el de mercan- 
cía. De modo que no tiene mucho sentido afirmar, como hace Peter 
Linebaugh, que Shakespeare anticipa la teoría marxista del valor-trabajo, 
aunque sea para añadir luego que reduce la Commodity a la «mujer sexual- 
mente activa».% Sí lo tiene? por el contrario, destacar el término con el 
que el Interés es calificado en dos ocasiones durante este monólogo: 
Commodity es de entrada designado como «desviador del mundo».* Por- 
que este término expresa por sí solo la diferencia entre la perspectiva 
adoptada por Shakespeare en Vida y muerte del rey Juan y en la de Marx 
cuando cita El mercader de Venecia: el mundo del rey Juan es descrito 
como un mundo medieval donde todavía se proclaman en alta voz los 
valores de fidelidad, de lealtad y de buena fe que constituyen todo el ideal 
caballeresco, pero al mismo tiempo es juzgado sin complacencia con la 
vara de medir del Renacimiento, un mundo minado desde su interior 
por los cálculos cínicos del interés personal. En el cuadro pintado por el 
Bastardo de este mundo que se precipita hacia el caos, la oposición do- 
minante es la de lo derecho y lo torcido, de la rectitud y la desviación, de 


45. W. Shakespeare, Oeuvres complétes III, Histoires I, col. «Pléiade», Gallimard, París, 
2008, pág. 1123. 

46. P. Linebaugh, The Magna Carta Manifesto, op. cit., pág. 67. (Trad. cast.: El ma- 
nifiesto de la Carta Magna: Comunes y libertades para el pueblo, Traficantes de Sueños, Ma- 
drid, 2013.) 

47. Nota del T.: El término inglés correspondiente es bias. The bias of the world [...] 
this same bias, this commodity. 
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lo directo y lo tergiversado.** El mundo que «por sí mismo está bien 
equilibrado (of itself is poised well), hecho para ir derecho sobre un terreno 
llano (made to run even upon even ground)», es desviado de su dirección 
natural por el Interés y, en este sentido, «descentrado». Esto significa que 
el Bastardo ve el mundo todavía desde el punto de vista de los valores de 
la caballería, aunque se trata de una mirada sin ilusión, de alguien que 
dice que quisiera adorar en el Interés a su propio «amo». El mundo del 
Mercader de Venecia es muy distinto: es, al menos en parte, el mundo 
del comercio marítimo del siglo xvi, el de la ciudad y sus Doges, que 
practica la especulación y el préstamo con interés a gran escala, y cuyas 
leyes ignoran la piedad porque, ante todo, están hechas para favorecer el 
auge del comercio. El Bastardo y Shylock son dos personificaciones muy 
distintas del Interés: mientras que el Bastardo se hace el versátil vocero 
del interés, que un día vitupera el vicio de la riqueza y otro el de la mez- 
quindad, Shylock encarna la crueldad del interés, dispuesto a todo por 
hacer que se reconozca su derecho. Por eso es precisamente la referencia 
a Shylock la que acude a la mente de Marx. Éste no condena el interés 
privado en nombre de un supuesto curso natural del mundo basado en la 
fe y la lealtad, sino que denuncia en el interés privado a un «instinto na- 
tural», capaz de engañar con astucia y de razonar, y le opone el derecho 
público de un Estado moderno conforme a su concepto, de acuerdo con 
una concepción hegeliana que arroja contra el hegelianismo ortodoxo. 


«Costumbres de la pobreza» contra «costumbres 
de los privilegiados» 


Sin embargo, situándonos en el estricto terreno del conflicto entre dere- 
cho público e interés privado, ¿podemos reducir esta toma de posición a 
la de un «buen racionalista liberal» que denunciaría el engaño de un «Es- 
tado falsamente universal y racional» en nombre de esta misma univer- 
salidad y racionalidad? Entonces se trataría, en suma, de oponer la voca- 


43. Para un análisis crítico de esta obra, remitimos al lector a la «Notice» que se le 
consagra en la edición de la «Pléiade» (W. Shakespeare, Oeuvres completes, op. cit., págs. 
1600-1611). 

49. Es lo que afirma apresuradamente Daniel Bensaid en su presentación de los 
artículos de Marx en Les dépossédés. Karl Marx, les voleurs de bois et le droit des pauvres, La 
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ción del derecho público a su confiscación por parte del derecho privado. 
En realidad, basta con seguir la segunda línea de argumentación que se va 
desarrollando en el texto de los artículos para convencerse de que esta 
lectura es, tomada al pie de la letra, insostenible. En efecto, desde sus 
primeros artículos, Marx dirigió el debate hacia la cuestión controvertida 
de la naturaleza de la costumbre. El primer artículo se termina con una 
crítica feroz de las costumbres de los privilegiados, denunciadas como 
«contrarias a derecho» (wider das Recht). Tomada al pie de la letra, esta 
afirmación significa que un derecho consuetudinario de los privilegiados 
no es en realidad más que un no-derecho. En oposición a esto, Marx rei- 
vindica para la pobreza el derecho consuetudinario (das Gewohnheitsrecht), 
«más precisamente, un derecho de la costumbre que no sea local, sino el 
de la pobreza en todos los países», es decir, lo que se podría llamar un 
derecho consuetudinario universal de los pobres. : 


Esto es ya una posición lo suficientemente original como para que le 


prestemos atención. Porque ahí el derecho consuetudinario recibe una 
doble determinación más bien singular, a saber, una extensión insólita, a 
escala mundial, y un contenido social muy acentuado que se separa ne- 
tamente de la concepción habitual de la naturaleza de ese derecho. He- 
mos visto más arriba que la costumbre era en cuanto tal lex loci y que el 
«derecho común» que, en el caso inglés, era nacional” y no simplemente 
local, sólo abusivamente podía ser llamado derecho de costumbre. Ade- 
más, las costumbres de los pobres, por extendidas y vivas que estuviesen, 
no habían sido indistintamente consagradas por la Common Law, ni mucho 
menos. La «razón artificial» de los jueces y de los hombres rechazaba, como 
también lo hemos visto, aceptar costumbres que pasaban por desalentar 


Fabrique, París, 2007, pág. 41. Esta etiqueta de «racionalista liberal» remite de por sí a la 
periodización llevada a cabo por Althusser, quien distingue un «momento racionalista 
liberal» en el itinerario intelectual de Marx (véase ibid. pág. 12). 

50. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» á la critique du droit, op. cit., 
pág. 138. 

51. El caso de Alemania es muy distinto: a finales del siglo Xv, Alemania contaba con 
varios centenares de territorios (Lánder) que se habían reunido en un conjunto político 
bastante laxo, el Imperio (Reich); junto al derecho imperial se había desarrollado un de- 
recho consuetudinario local y feudal muy diferente de una región a otra y a menudo 
reflejado por escrito en recopilaciones: el «Espejo Sajón», el «Espejo Franconiano», el 
«Espejo Suavo», etc. Á esto se añadían derechos de costumbre que variaban mucho de 
una a otra ciudad. Véase H. J. Berman, Droit et Révolution, op. cit., pág. 79-80). 
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toda mejora. Pero Marx no se detiene en una reivindicación de esta cla- 
se, ya desorientadora por sí misma. En la frase siguiente, afirma: «Noso- 
tros vamos aún más lejos y sostenemos que el derecho de costumbre por 
su propia naturaleza (seiner Natur nach) sólo puede ser (nur) el derecho de 
esta masa más baja, elemental y privada de posesión (dieser untersten besit- 
zlosen und elementarischen Masse)».2 

Hay que prestar atención al paso del deber ser, al ser que se produce de 
una frase a la siguiente y que explica que Marx pueda decir al comienzo 
de la segunda frase: «Nosotros vamos más lejos todavía». En efecto, se pasa de 
la proposición: «debe haber un derecho de costumbre de la pobreza» (debe, 
puesto que es reivindicado), a la proposición: «el derecho de costumbre es 
necesariamente el derecho de costumbre de la pobreza». Dicho de otra 
manera, no puede haber ningún otro derecho de costumbre que el de los 
pobres, porque cualquier otro derecho de costumbre no sería en reali- 
dad más que un no-derecho. Por este motivo, una rivalidad, cualesquie- 
ra que fuese, entre derecho de costumbre de los privilegiados y derecho de 
costumbre de los pobres queda a priori excluida. La afirmación de que 
las costumbres de los privilegiados son costumbres contrarias al derecho en- 
cuentra así su complemento lógico en la afirmación de que el derecho 
de costumbre es por naturaleza el derecho de costumbre de la pobreza. Por 
poco que se suponga que este derecho de la pobreza es necesariamente un 
derecho mundial, se llega a la conclusión de que el derecho de costumbre 
sólo puede existir como derecho mundial de la pobreza. 

Aquí, en consecuencia, la forma jurídica del derecho de costumbre 
no se entiende como una forma indiferente a tal o cual contenido social, 
es la forma específica con la que la pobreza puede y debe hacer valer sus 
derechos. Entonces, la pregunta planteada más arriba sobre el criterio 
para distinguir las costumbres buenas de las malas, se resuelve inmediata- 
mente: las únicas costumbres que pueden ser elevadas a la forma del de- 
recho son las costumbres de los pobres, mientras que las otras costum- 
bres, las de los privilegiados, son pura y simplemente no-derecho. La 
disimetría entre una y otra clase de costumbres desde el punto de vista de 
su relación con el derecho no puede ser más total. Y además, como las 
costumbres de los privilegiados sólo son «así llamadas» (sogenannten) cos- 


52. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» á la critique du droit, op. cit., 
pág. 138 (traducción modificada). 
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tumbres, la cuestión es saber qué permite a Marx fundar tal asimetría en 
la naturaleza de la costumbre en cuanto tal. 

Un primer argumento consiste en mostrar que las costumbres de los 
privilegiados son la negación del derecho. Los «derechos de costumbre 
nobles» demuestran ser «no-derechos consuetudinarios» por la oposición 
de su contenido a la forma de la ley, esto es, a la universalidad y a la ne- 
cesidad: «Los derechos de costumbre de los nobles, se rehúsan, por su 
contenido, a la forma de la ley universal. No pueden adquirir forma de ley 
porque son formaciones surgidas de la ausencia de ley».* En este punto 
es donde se produce un primer entrecruzamiento entre las dos líneas de 
argumentación en las que se sostiene el texto de los artículos: si, por un 
lado, la ley adoptada por la Dieta renana violenta la exigencia de univer- 
salidad contenida en el concepto de ley, por otro lado los derechos de 
costumbre de los nobles tampoco son capaces de satisfacer esta misma 
norma del «derecho legal». Y es que tanto la una como los otros entran 
en contradicción con la universalidad de la ley: la primera, porque hace 
del interés privado de los propietarios de los bosques la medida del dere- 
cho legal; los segundos, porque pretenden perennizar privilegios que son 
anteriores a la formación del derecho legal, pues son la herencia de una 
época en la que reinaba el «derecho animal» de la «no libertad», en virtud 
del cual la humanidad estaba dividida en razas desiguales. Así, no hay para 
Marx oposición de principio entre el derecho de costumbre y el derecho 
legal: «En la época de la leyes universales, el derecho consuetudinario 
racional no es más que la costumbre del derecho legal, porque el derecho nunca 
ha sido otra cosa más que costumbre que se constituye como ley, dejó de 
ser tan sólo costumbre».** Si hemos entendido bien, lejos de que el dere- 
cho legal ponga fin al derecho de costumbre arrojándolo a un «pasado bár- 
baro», como pretende una historia edificante de la modernidad, el dere- 
cho se constituye cuando la costumbre se convierte en «costumbre de 
Estado»; más aún, él mismo no es más que la costumbre pre-legal con- 
vertida en costumbre de Estado. De modo que del derecho consuetudi- 
nario al derecho legal no hay ninguna ruptura. Sin embargo, esto sólo se 
aplica al derecho consuetudinario «racional» mientras que el derecho 
consuetudinario racional es el derecho tal y como existe «junto a y fuera 


53. Ibíd., pág. 139 (traducción modificada). 
54. Ibíd., pág. 140 (traducción modificada). 
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de la ley», dicho de otra manera, «allí donde la costumbre es la anticipa- 
ción de un derecho legal», los derechos consuetudinarios de los esta- 
dos” sociales privilegiados son no racionales, porque no puede anticipar 
la ley; no en el sentido de que no habrían conseguido obtener el «reco- 
nocimiento de sus pretensiones no racionales», sino en el sentido de que 
dichos estados «no tienen derecho a adelantarse a la ley». Que sigan sien- 
do. reivindicados por esas clases sociales no cambia nada, eso son sólo 
expresiones de caprichos y de pretensiones que van contra los límites de 
la ley. La conclusión se impone por sí misma: los derechos de costumbre 
nobles no puede adelantarse a la ley porque son costumbres contrarias al 
concepto del derecho racional.” 

En el extremo opuesto, y éste es el segundo argumento, los dere- 
chos de costumbre de la pobreza son derechos conformes al concepto 
del derecho racional porque son la anticipación de un derecho legal. Si 
son contrarios a algo, no es pues al concepto racional del derecho, sino 
a la «costumbre del derecho positivo». Marx precisa inmediatamente 
después: «Su contenido no choca con la forma legal, sino más bien con 
su propia ausencia de forma. La forma de la ley no se le enfrenta, por- 
que todavía no ha alcanzado dicha forma».*% Si hay oposición es, por lo 
tanto, una oposición interna al derecho de costumbre de la pobreza, 
entre su contenido y su ausencia de forma, no la de dicho contenido 
con la forma de la ley: al no tener forma propia, este contenido no 
puede oponerse por su forma a la forma de la ley, pero por otra parte 
reclama para sí la forma de la ley, y en esto es la anticipación de un 
derecho legal venidero. Pero ¿cómo entender que este derecho de cos- 
tumbre se oponga a la «costumbre del derecho positivo»? Esta expre- 
sión insólita merece una explicación. No hay que confundir esta cos- 
tumbre con la «costumbre del derecho: legal» de la que se ha tratado 
más arriba, ni con el «concepto del derecho racional». El derecho posi- 
tivo, por mucho que tenga la forma de la ley y en este sentido sea de- 
recho legal, no puede ser conforme al concepto del derecho racional. 


55. Ibid. z 
56. Nota del T.: Aquí «estado» no es «Estado». Se refiere a un grupo social que 


comparte características e intereses. Para evitar la confusión, mantenemos la distinción 
ortográfica. 


57. Ibid. (traducción modificada). 
58. lbíd. (traducción modificada). 
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En efecto, en la mayoría de los países modernos adopta la forma de le- 
gislaciones liberales que han tratado y han tenido que tratar los derechos 
de costumbre de la pobreza con mucha «unilateralidad» (Einseitigkeit),% 
y es precisamente este carácter unilateral el que impide que «la cóstum- 
bre del derecho positivo» sea verdaderamente conforme al concepto 
del derecho racional. 

¿En qué consiste esta unilateralidad del derecho positivo existente y 
por qué las legislaciones liberales han tenido que tratar de este modo las 
costumbres de la pobreza? En otros términos, ¿por qué fue necesario 
este tratamiento unilateral? Se trata ahora de explicar el no reconoci- 
miento del derecho consuetudinario de los pobres por el derecho po- 
sitivo existente, no ya la no conformidad de su contenido con la forma 
racional de la ley. Marx advierte que las legislaciones liberales en materia 
de derecho privado han abolido las costumbres particulares, conformán- 
dose lo más a menudo con elevar a lo universal los derechos con los que 
se han encontrado, sin conceder nuevos derechos además de los que ya 
estaban en vigor. Como edgos derechos ya existentes eran los derechos 
de los «estados sociales», es decir, los privilegios de aquellos que tenían 
sus propias costumbres además del derecho, quienes no pertenecían a 
ningún estado social —<esa masa elemental que nada posee»— no te- 
nían derechos, sino sólo costumbres. En estas condiciones, abolir todas 
las costumbres equivalía privar a la masa de los que se encontraban en la 
parte más baja de la escala social de la poca protección de la que gozaban 
gracias a «concesiones accidentales» que habían acabado adquiriendo 
fuerza de costumbres. El ejemplo que toma Marx es el de los conventos 
y la secularización de los bienes monacales, que toma de los Principios de 
la filosofía del derecho, pero en un sentido muy distinto. En el $ 3 de esta 
obra, Hegel la emprende contra la «justificación histórica» de las institu- 
ciones a partir de circunstancias contingentes para mejor establecer la 
diferencia entre justificación histórica y justificación universal mediante 
el concepto: 


Así, si por ejemplo se argumenta en favor del mantenimiento de los monas- 
terios su mérito en la roturación de tierras y la habitación de los desiertos, 
el mantenimiento de la erudición gracias a la enseñanza y el trabajo de co- 
pia, etc., y si este mérito es considerado el fundamento y el destino de su 


59. Ibíd. (no vemos ninguna razón de traducir este término como «parcialidad»). 
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perpetuación, resulta más bien que en circunstancias enteramente cambia- 
das, se han convertido como mínimo en superfluos e inoportunos,% 


Como lo indica pertinentemente Xifaras,* mientras que Hegel se apoya 
en este ejemplo para deplorar la estrechez de miras y la pobreza de la 
reflexión de los jurisconsultos de la escuela histórica del derecho, Marx 
lo usa para mejor evidenciar la injusticia hecha a los pobres por las legis- 
laciones liberales: «Los han suprimido —dice él— de los conventos, han 
secularizado sus bienes, y esto no era sino justicia. Sin embargo, ningún 
recurso positivo se ha propuesto para reemplazar el socorro accidental 
que los pobres obtenían en los conventos. Lo que es más, les han impues- 
to un nuevo límite y les han privado de un derecho antiguo».? 

En vez de descalificar, despreciándola, la contingencia, como hizo 
Hegel, lo justo hubiera sido acogerla, elevando el azar del «socorro acci- 
dental» a la categoría de necesidad. Es en este punto donde se pone de 
manifiesto, a plena luz, la «unilateralidad» del derecho positivo moderno: 
en vez de convertir las «concesiones accidentales» en «concesiones nece- 
sarias», se ha hecho abstracción del azar y de la contingencia suprimiendo 
el socorro accidental dispensado por los conventos, mientras que, por 
otro lado, se convertían los privilegios de los estados sociales constituidos en 
derechos inscritos en la ley. En suma, se han legalizado los antiguos abu- 
sos, suprimiendo al mismo tiempo el «lado positivo» de esos abusos, el 
que permitía a los pobres asegurarse una subsistencia en tiempos de esca- 
sez. ¿Por qué era esto estrictamente necesario desde el punto de vista del 
derecho privado moderno? Debido a la distinción neta entre derecho 
público y derecho público que marca, como hemos visto más arriba, la 
constitución del derecho moderno a partir del siglo xv1. Pero no era ésta 
la relación que tenían las costumbres de los pobres con el derecho en la 
época medieval. De acuerdo con la observación de Edward Thomson, 
ya mencionada en el capítulo anterior, el concepto de propiedad no era 
el concepto central del derecho consuetudinario feudal, que sabían man- 
tener zonas de indistinción y de vaguedad que el derecho moderno se 


60. G. W. F. Hegel, Principes de la philosophie du droit, op. cit., $ 3 observación, pág. 
93 (citado por M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 28). 

61. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 35. 

62. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» á la critique du droit, op. cit., 
pág. 141. 
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empeñará en reducir, luego en suprimir. Esto es precisamente lo que 
Marx recuerda para explicar la unilateralidad de las legislaciones moder- 
nas en materia de derecho privado: 


Estas legislaciones eran unilaterales por necesidad, porque todos los dere- 
chos de costumbres de los pobres se basaban en el hecho de que cierto tipo 
de propiedad tenía una forma indecisa (schwankenden) que no determinaba 
si, en última instancia, tal propiedad era privada o común; vinculaba dere- 
cho privado y derecho público tal como lo vemos en todas las instituciones 
medievales. 


De un modo más general, es «toda forma medieval del derecho» y no 
sólo la propiedad, la que «era por naturaleza híbrida, dualista, ambivalen- 
te en todos los aspectos».* Pero las legislaciones modernas fueron obra 
del «entendimiento» que, como sabemos tras Hegel, tiene como tarea 
propia dar a cada cosa una determinación fija separándola de las otras 
cosas y confiriéndole el carácter unilateral que hace de ella una cosa par- 
ticular. Este trabajo, sin dudE grande y admirable», tuvo como efecto la 
supresión de las «formaciones híbridas e inciertas de la propiedad aplican- 
do las categorías existentes del derecho privado abstracto, cuyo esquema 
se encontraba en el derecho romano».** 

De modo que lo que está en juego tras la unilateralidad del derecho 
privado moderno es, de nuevo, el derecho romano. Pero en cuanto a 
este punto preciso, más allá de los profundos desacuerdos que separan 
a la escuela histórica del derecho de la ciencia especulativa del derecho, 
ambas coinciden en cuanto a la importancia central del concepto de 
propiedad en el edificio del derecho. Más aún, tanto la una como la 
otra determinan el derecho de propiedad como un «derecho subjetivo 
y absoluto» sobre una cosa no libre, en la línea de Kant, y ambas remi- 
ten al derecho romano: Savigny en su Tratado del derecho romano y 
Hegel en la sección relativa a la propiedad del «derecho abstracto», 
primera esfera de la Filosofía del derecho. Para Marx, si los derechos 
consuetudinarios de la pobreza son «contrarios a la costumbre del dere- 
cho positivo», es precisamente porque esta costumbre es la del derecho 


63. Ibíd, 
64. Ibíd., pág. 141. 
65. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., págs. 8-9. 
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privado moderno, incapaz de captar la naturaleza híbrida de las antiguas 
formas de la propiedad. 

Ahora vemos mejor en qué consiste la originalidad de la actitud de 
Marx. Por un lado, el criterio de la relación con la ley —Ancompatibili- 
dad o anticipación— le permite distinguir, en el interior de las costum- 
bres, entre malas costumbres y malas costumbres, contrariamente a la fi- 
losofía hegeliana del derecho, que expulsa las costumbres en cuanto 
costumbres al dominio de lo informe y lo indeterminado. Hay, «jun- 
to a y fuera del» derecho legal, un derecho de costumbre al que conviene 
reconocer cierta positividad y cierta racionalidad, aunque este derecho 
no esté efectuado en la forma de la ley. Hay que evitar, por lo tanto, 
identificar, como hace Hegel, el derecho positivo y derecho legal. Esto 
significa que la racionalidad del derecho consuetudinario no le debe gran 
cosa a la razón, entendida ésta «como ejercicio consciente de la facultad 
de pensar»,” ni tampoco, por otra parte, a la razón en el sentido propia- 
mente especulativo del término. ¿Significa esto que Marx se sume a la 
posición de Savigny? Se puede tener esta impresión, ya que este último 
reduce la positividad de la ley a una positividad subterránea e inconscien- 
te, que escapa a la voluntad de los actores del derecho tomados indivi- 
dualmente, y que por este motivo es independiente de la arbitrariedad 
de una voluntad soberana. Se trata, en este caso, del derecho positivo que 
vive en la «conciencia común del pueblo» y que por este motivo puede 
ser llamado «derecho del pueblo». Es el derecho que se expresa en las 
costumbres o las prácticas espontáneas, regulares y continuas a través de 
la historia, y es este mismo derecho el que es una manifestación de las 
creencias compartidas por un pueblo al mismo título que su lengua. Sin 
embargo, para un Savigny, el reconocimiento de este derecho «históri- 
co», que actúa aunque resulta invisible, lejos de implicar la condena del 
derecho romano obliga a su reactualización por parte de los juristas ale- 
manes: la continuidad del derecho romano como derecho privado en los 
diferentes Estados de Alemania permite hacerle desempeñar el papel de 
equivalente de un derecho nacional que en aquel entonces hacía muchí- 
sima falta.* Si bien el derecho heredado del pasado incluye tanto los 


66. Véase supra, capítulo 7, la referencia $ 211 de los Principios de la filosofía del de- 
recho. 

67. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cíf., pág. 25. 

68. Ibíd., págs. 23-25. 
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derechos de costumbres como el derecho canónico y el derecho roma- 
no, el derecho romano «constituye el único rasgo continuo y común de 
la historia de Occidente».” Lo que para Savigny está a la orden del día, 
entonces, no es una reactivación artificial del cuerpo de las leyes roma- 
nas, sino la romanística «entendida como una paciente y colectiva puesta 
al día del derecho histórico, en la continuidad de la obra continua de los 
juristas romanistas».” 

Así, hay que situar con precisión la crítica que Marx formula contra 
esta concepción del derecho histórico. Por un lado, Marx puede conce- 
der a Savigny, contra Hegel, que el derecho positivo no coincide con 
el derecho legal debido a la positividad jurídica de prácticas espontáneas, 
independientes del razonamiento legislador o de una voluntad soberana 
cualquiera. Pero, por otra parte, no puede admitir ni la referencia a un 
«derecho del pueblo», ni la afirmación de la universalidad paneuropea del 
derecho romano, en particular bajo la forma del derecho de la propiedad. 
El primer punto se entiende si prestamos atención al sentido de la parti- 
ción efectuada entre costumlires de los pobres, que existen junto al dere- 
cho legal, sin oponerse a la forma de la ley, y las costumbres de los nobles, 
que de hecho son «no-derechos de costumbre» opuestos a la forma de la 
ley por su arbitrariedad: es la unidad de la noción de pueblo la que de este 
modo es radicalmente cuestionada.” El segundo punto afecta directa- 
mente a la naturaleza de la ley sobre el robo de madera: si dicha ley es 
profundamente incapaz de reconocer los derechos de uso de los pobres, 
es porque, al igual que todas las legislaciones liberales modernas, ha here- 
dado el concepto de propiedad elaborado por el derecho romano. Lo que 
es cuestionado, por lo tanto, es la inadecuación del derecho romano para 
la expresión de las propiedades consuetudinarias, «ni públicas ni privadas, 
al ser colectivas e inciertas, mi absolutas ni tampoco exclusivas, ya que 
están abiertas a poderes simultáneos sobre los mismos objetos y a la super- 
posición de los derechos en una situación dada». Al contrario que Savigny, 
que finalmente no es más capaz que Hegel de dar un lugar a los derechos 
de propiedad de los campesinos pobres, debido a su apego exclusivo a las 
categorías del derecho romano, Marx hace remontar estos mismos dere- 


69. Ibíd., pág. 29. 
70. Ibíd., pág. 32. 
71. Ibíd., pág. 39. 
72. Ibíd., pág. 43. 
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chos consuetudinarios al viejo derecho germánico: «Basta con un poco 
de reflexión para darse cuenta de la unilateralidad con la que las legislacio- 
nes ilustradas han tratado los derechos consuetudinarios de la pobreza, cuya 
fuente más abundante son los distintos derechos germánicos»? No nos 
faltan motivos para destacar lo que en este punto les debe Marx a los ger- 
manistas de la escuela histórica, cuyo portavoz, Georg Beseler, rompió en 
1835 con los romanistas a propósito de esta cuestión de las fuentes del 
derecho histórico.”* Pero lo esencial en la materia es comprender que la 
genealogía no puede procurar un fundamento de legitimidad al derecho 
de costumbre de los pobres. Porque, lejos de reivindicar la antigua cos- 
tumbre nacional —y en este sentido todavía «local»— contra el derecho 
romano universal, Marx reclama un derecho de costumbres universal 
válido «en todos los países»— contra una legislación acusada de «unila- 
teralidad» por su dependencia respecto del derecho romano pretendi- 
damente universal.” La cuestión, por lo tanto, es saber cómo determinar 
este fundamento de legitimidad. 


¿Qué fundamento jurídico para las costumbres 
de la pobreza? 


Si leemos atentamente el texto del artículo del 27 de octubre, nos damos + 
cuenta de que este fundamento no es simple, sino doble. La primera 
justificación del derecho consuetudinario de los pobres consiste en basar—. 


lo en la naturaleza particular de ciertos objetos. Como dice Marx, la ra- 
zón legisladora moderna omite «considerar que ciertos objetos de la pro- 
piedad no pueden, por su naturaleza (ihrer Natur nacht), adquirir, en 
ningún caso, el carácter de propiedad privada predeterminada y corres- 
ponden, por su esencia elemental y su existencia accidental (durch ihre 
elementarisches Wesen und ihr zufálliges Dasein) al derecho de ocupación».” 


73. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» d la critique du droit, op. cit., 
pág. 140 (traducción modificada). En la nota de la página 170, estos autores hacen refe- 
rencia a las primeras recopilaciones de derechos de costumbres de los pueblos y tribus 
germánicas, conocidas bajo del nombre de Leges Barbarorum (500-900». 

74. Sobre Beseler, véase ibíd., págs. 236-237, y M. Xifaras, «Marx, justice et juris- 
prudence», loc. cit., pág. 45, notas 114 y 115. 

75. M. Xifaras, «Marx, justice et junisprudence», loc. cit., pág. 46. 

76. Ibíd., pág. 142. Seguimos aquí la traducción hecha por Jules Molitor en K. 
Marx, La Loi sur les vols de bois, Editions des Malassis, París, 2013, pág. 31. 
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Dds estajusibación hay nba segunda forma de fundar en de- 


recho las costumbres de los pobres, que surge en el texto de un modo 
+ esperado y muy abruptamente, Cont 
- dependiente de la primera y, en todo 


la pobreza encuentra ya (schon) su der 
gkeit)».7 La dificultad que plantea esta dualidad de fundamento es la de la 


* coherencia de conjunto de la argumentación de Marx, más precisamente 
la de la posible articulación de estas 
pobres considerada en sí misma basta 
bre colectivo, ¿qué necesidad hay ent 
ticular de los objetos a los que se dirigé 
admita una conexión tan estrecha entre 
naturaleza del objeto sobre la que ésta Se qc m100S NE 
última sería el ánico y verdadero fundamento, ya que de por sí DEA 
naría la actividad en la que la pobreza «encuentra» su derecho. Así, la 
pobreza sólo encontraría su derecho € 
estaría ella misma fundada enla naturaleza de su objeto. Pero el «ya» de 
la frase que acabamos de citar se volvería entonces dificilmente a 
sible. Y hay algo más: el texto de Marx llega a esteblécss On 
muy directa entre el modo de existencia de los objetos y el modo de 


existencia de la clase pobre misma, dando asi a entere HER a9nto pepa 
ica, ya que sería al mismo tiempo la 
ES 


o si hubiera ahí una justificación in- 
caso, suficiente en sí misma: «Pero 
echo en su actividad (in ¡hrer Táti- 


perspectivas: si la actividad de los 
para fundar su derecho de costum- 
onces de invocar la naturaleza par- 
dicha actividad? A menos que se 
la naturaleza de la actividad y la 


n su actividad porque esta actividad 


ralidad eminentemente problemát da 
naturalidad de los objetos y de la clase social que entra en relación con 
ellos mediante su actividad. Lo más sencillo, Para desenredar el hilo de 
esta argumentación compleja, es sin duda considerar por separado cada 
una de estas dos tentativas de legitimación del derecho consuetudinario 


de los pobres, en el orden que se presentan. 


Pobreza física y pobreza humana 


Al seguir la primera, entendemos en efecto que toda la argumentación 


consiste en poner directamente en relación lo elemental de la masa des- 


provista de toda propiedad («esa masa elemental que nada posee») con lo 


A A 


77. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» á la critique du droit, op. cit., 


pág. 142. La traducción que Jules Molitor d 
trouve son droit dans sa propre activité (K. Marx, 


e esta frase: Mais il y a mieux: la pauvreté 
La Loi sur les vols de bois, op. cit., pág. 33). 
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elemental de los objetos («su esencia elemental y su existencia acciden- 
tal»). En el texto del artículo del 27 de octubre, esta puesta en relación 
adquiere la forma elaborada de una analogía que hay que dedicarse a 
reconstituir. Hablando de los objetos que, refractarios por naturaleza 
a ser subsumidos en cualquier categoría del derecho de propiedad ro- 
mano, pertenecen al «derecho de ocupación» (Okkupationsrecht), Marx 
escribe: «Estos objetos, en consecuencia, corresponden al derecho de ocu- 
pación de la clase que, excluida por este derecho de toda otra propiedad, 
ocupa en la sociedad civil la misma posición (die selbe Stellung) que estos 
objetos en la naturaleza».”* Como se sabe, la ley sobre el robo de madera, 
haciendo del robo de leña menuda un robo calificado, rechaza recono- 
cer este derecho de ocupación que sin embargo está consagrado por la 
costumbre. 

Manifiestamente, el derecho de ocupación aquí invocado no tiene el 
sentido técnico que tenía en el derecho romano.” En efecto, en este 
derecho, el concepto de ocupación designa el acto de aprehender mate- 
rialmente un objeto susceptible de apropiación pero no actualmente 
apropiado. Remite más precisamente a la toma de posesión de una cosa 
sin amo (res nullius) con la intención de obtener su propiedad, toma de 
posesión que tiene por efecto dar la propiedad al ocupante y que pue- 
de concernir a cosas tan distintas como los inmuebles o las cosas mobilia- 
rias que se forman por efecto de una fuerza natural, los animales salvajes 
capturados en la caza o la pesca, la porción del tesoro que la ley le deja 
«al inventor», las cosas tomadas del enemigo o las que han sido abando- 
nadas (res derelictae) por su propietario, etc. Para que haya «ocupación» en 
este sentido, se requieren, de este modo, dos elementos: en primer lugar, 
el corpus, que consiste en la efectuación de actos materiales sobre la cosa; 
en segundo lugar, el elemento intencional o animus domini, que no es 
sino la intención de convertirse en propietario o adquirir la propiedad. 


78. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» A la critique du droit, op. cit., 
pág. 142. 

79. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 38, nota 101. 

80. Con el fin de hacerse una idea precisa del modo en que se determinaba a finales 
del siglo XIX este concepto de «ocupación» en su vínculo con el de «posesión», véase el 
tomo IV del Dictionnaire des Antiquités grecques et romaines de Darembert y Sagli, op. cil, y 
el capítulo HI de la obra de Henri Allart, De Poccupation en droit romain, des brevets d'in- 
vention en droit frangais, op. cit. Para una presentación de la distinción entre corpus y animos 
relativamente a la categoría de posesión en el derecho romano, véase la entrada «Posses- 
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Posteriormente, muy en particular en el siglo xvn, la noción de un «de- 
recho de ocupación» sería objeto de una elaboración sistemática. Así, en 
los capítulos 3, 4 y 5 de su De jure belli ac pacis, Grocio distingue expresa- 
mente tres modos «originarios» de adquisición, es decir, modos mediante 
los cuales se adquiere una cosa sin propietario anterior: la ocupación, la 
especificación y la accesión. La ocupación se identifica con el «derecho 
del primer ocupante» y se basa en la posesión confundida con la propie- 
dad. La intención de este autor era mostrar que la propiedad original 
exclusiva se basaba en el derecho del primer ocupante. Esta perspectiva 
obligaba a suponer un estado en que el mundo mismo era 7es nullius y a 
introducir la ficción de un consentimiento universal, o acuerdo tácito 
entre todos los hombres, en virtud del cual el derecho exclusivo sobre 
una cosa era concedida al primer ocupante. 

En 1842, en el contexto del debate sobre la ley de la Dieta renana, el 
término «ocupación» remite al acto de la recogida de madera caída y no 
a una toma de posesión con una intencionalidad bien definida: el animus 
domini parece estar ausente, dl menos en el sentido de una voluntad de 
propiedad, y el carácter «indeciso» de la propiedad medieval no significa 
en absoluto que la madera caída tenga el estatuto de res nullius. Pero, más 
allá de este uso insólito de término ocupación, lo que importa sobre todo 
es que sea precisamente este «derecho de ocupación» el que Marx consi- 
dera haber fundamentado mediante la identidad de posición enunciada 
en la frase antes citada: la masa de los pobres ocupa en la sociedad civil la 
«misma posición» que las ramas caídas en la naturaleza y es tal identidad 
de posición la que legitima en último análisis el «derecho de ocupación» 
ejercido sobre estos objetos. 

¿Cómo comprender esta analogía? La posición de la clase de los po- 
bres se caracteriza, como hemos visto, por su absoluta desposesión, que 
se manifiesta por el hecho de estar excluida de toda propiedad —en el 
sentido estricto que adquiere este término en el derecho moderno—. 
El artículo del 25 de octubre, primero de la serie consagrada al robo de 
madera, que reivindica un derecho consuetudinario universal «en nom- 
bre de la masa de los pobres, desprovista política y socialmente», la misma 
que también es designada con la expresión «masa elemental privada de 


sion», redactada por Jean-Marc Trigeaud, de Y Encyclopédie philosophique universelle, II, 
Les Notions philosophiques, PUF, París, 1990. 
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posesión», introduce significativamente el tema de la guerra de las razas 
esbozando un paralelismo entre el «reino animal de la naturaleza» y el 
«reino animal del espíritu»: 


En el feudalismo, una raza devora a la otra hasta que esta raza que, como un 
pólipo, creciendo hasta en la gleba, sólo posee los numerosos brazos que 

- recolectan para las razas superiores los frutos de la tierra, mientras que ellos 
mismos no devoran sino el polvo; porque si bien en el reino animal de la 
naturaleza las abejas obreras matan a los zánganos, en el reino animal del 
espíritu son los zánganos los que matan a las abejas obreras, y eso precisa- 
mente mediante el trabajo.*! 


Aunque de paso reconocemos el tema de la oposición entre los trabaja- 
dores y los parásitos ociosos, tomado del saint-simonismo de la Parábo- 
la,? sea como fuere ya toma forma en estos lineamientos la idea de la 
«clase universal» que es al mismo tiempo una «no-clase», porque cumple 
por su sola existencia la disolución de todos los «estados particulares» 
(Stánde) de la sociedad civil, y que, víctima de la injusticia absoluta, «posee 
un carácter de universalidad por la universalidad de sus sufrimientos».% 
El artículo del 27 de octubre se limita a confirmar esta universalidad de 
algún modo negativa de la no-propiedad y de la no-pertenencia, opo- 
niendo al no-derecho de los estados sociales (das Unrecht der Stánde), el 
derecho de aquellos que están desprovistos de estado social (das Recht der 
Standeslosen).** Así, la“«universalidad» de la clase pobre siempre corres- 
ponde estrictamente a lo «elemental» de su condición, al modo de su 
reverso negativo. Antes de adquirir explícitamente el sentido de una uni- 
versalidad de destino, la de aquellos que, no poseyendo más que sus 
brazos, no siendo propietarios sino de ellos mismos, quedarán a cargo de 
la tarea de la emancipación universal, esta universalidad de la no-propie- 


81. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» d la critique du droit, op. cit., 
pág. 139. 

82. Véase P. Dardot y Ch.Laval, Marx, prénom: Karl, op. cit., 53 y sigs. 

83. K. Marx, Critique du droit politique hégélien, Éditions Sociales, París, 1975, pág. 
211. M. Xifaras destaca con razón esta «anticipación del tema de la clase universal, desa- 
rrollada a partir de 1843» (M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 18, 
nota 57). 

84. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» a la critique du droit, op. cit., 
pág. 140 (traducción modificada). 
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dad significa aquí, antes que ninguna otra cosa, «parentesco» de la clase 
pobre con la naturaleza. 

Sin embargo, este parentesco no concierne a la naturaleza tomada 
como un todo con todos sus productos, sino tan sólo a aquello que én la 
naturaleza es «elemental» y «accidental», lo que es el caso precisamente de 
la leña menuda caída de los árboles. De un modo sobrecogedor, Marx 
pone directamente en relación la pobreza física y la pobreza humana, vale 
decir, social: 


La leña menuda nos servirá de ejemplo. El vínculo orgánico que ésta tiene 
con el árbol vivo es tan inexistente como el de la serpiente con su despojo. 
Mediante la oposición entre las ramas muertas, abandonadas por toda vida 
orgánica, quebradas, y los árboles sólidamente enraizados, llenos de savia, 
que asimilan orgánicamente el aire, la luz, el agua y la tierra para alimentar 
su propia forma y su vida individual, la naturaleza misma expone, de algún 
modo, la oposición entre la pobreza y la riqueza (die Natur selbst stellt... der 
Gegensatz der Armut und Reichtum dar). Es la representación física de la po- 
breza y de la riqueza. La pol reza humana siente este parentesco y deduce 
de este sentimiento de parentesco su derecho de propiedad; pero si bien 
atribuye al propietario, que actúa con premeditación, la riqueza física y 
orgánica, ella misma reivindica la pobreza y sus azares. En este movimiento 
de las fuerzas elementales, experimenta una fuerza aliada, una fuerza más 


humana que la fuerza humana.* 


Este pasaje es notable por más de una razón. En primer lugar, por la for-- 
ma en que presenta la oposición entre las ramas privadas de toda vida 
orgánica y los árboles que alimentan su vida orgánica de los elementos 
que asimilan como una oposición entre la pobreza y la riqueza: en efecto, 
la oposición con la que la naturaleza expone esta oposición de la pobreza 
- y de la riqueza es la de lo muerto y lo vivo, o, más exactamente, la de la 
ruptura del vínculo orgánico y la de la vida orgánica en todo su vigor. En 
segundo lugar, por el modo en que la oposición entre riqueza física y 
pobreza fisica expresa O «representa» la oposición entre riqueza social 
y pobreza social, lo cual permite dar su contenido determinado a la iden- 
tidad de posición, antes destacada, entre la esencia elemental de las ramas 
caídas y la elementalidad de la masa de los pobres. La pobreza social ocu- 


85. Ibíd., pág. 142. 
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pa en la sociedad el mismo lugar que la pobreza física ocupa en la natu- 
raleza, en la medida en que la ruptura del vínculo orgánico tiene en la 
sociedad el sentido de una exclusión de la pobreza fuera del sistema de 
los estados sociales: las ramas caías del árbol significan de algún modo fi- 
sicamente la caída de la masa de los pobres a lo más bajo de la escala so- 
cial. En tercer lugar, por el carácter natural de la afinidad o el parentesco 
establecidos entre la pobreza social y la pobreza física: «La pobreza huma- 
na, escribe Marx, siente este parentesco (fúhlt diese Venvandtschaft) y de- 
duce de este sentimiento de parentesco su derecho de propiedad».3 


El «instinto jurídico» de los pobres 


Conviene detenerse en esta noción de un sentimiento de afinidad del que 
se deriva el derecho de propiedad reivindicado y efectivamente practica- 
do por la masa de los pobres. Estamos aquí, ciertamente, ante lo que 
Marx identifica como un fundamento de este derecho de propiedad antes 
designado como «derecho de ocupación». Pero este fundamento no re- 
mite en absoluto a la razón en su ejercicio consciente, ni a la voluntad 
declarada de hacerse amo de una cosa libre de propiedad. Nos conduce, 
inversamente, a la idea por lo menos singular de un «instinto jurídico» 
(rechtlichen Trieb) o de un «sentido instintivo del derecho» (instinktmássiger 
Rechtssinn) que hace experimentar a los pobres el parentesco inmediato 
entre pobreza fisica de las ramas caídas y su propia pobreza social. He 
aquí, en efecto, una idea que nos sitúa lo más lejos posible de la concep- 
ción hegeliana del derecho: no sólo, como ya lo hemos podido observar, 
Hegel distingue en el $ 211 de la Filosofía del derecho entre la forma racio- 
nal del código y la colección informe de los derechos consuetudinarios, 
sino que tiene cuidado de destacar en el mismo párrafo que «sólo los 
animales tienen su ley en cuanto instinto», mientras que «los hombres 
la tienen como costumbre».*” Estamos indiscutiblemente más cerca de 
Savigny y de su insistencia en la fuente subterránea e invisible del de- 
recho,% salvo que Marx no invoca el fondo inmemorial de las creencias 


86. Ibíd. 

87. G. W. F. Hegel, Principes de la philosophie du droit, op. cit. (véase nota 1 del capí- 
tulo anterior). 

88. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 39: «Tanto para Marx 
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populares, sino la naturalidad casi animal de un «instinto» que pone al des- 
nudo la condición humana de aquellos que están, en la sociedad, privados 
de toda propiedad y de toda pertenencia social legalmente determina- 
da, de aquellos, por lo tanto, cuya existencia no es más que «simple cos- 
tumbre de la sociedad civil» y no un estado reconocido «dentro de la or- 
ganización consciente del Estado».” 

Este recurso al instinto jurídico de los pobres presenta además la ven- 
taja de legitimar la oposición neta entre las costumbres de los pobres y 
las costumbres de los privilegiados, resolviendo así la cuestión espinosa 
del conflicto entre distintas formas de costumbres. En efecto, tanto en un 
caso como en el otro, estamos en presencia del hecho innegable de cos- 
tumbres ancestrales, pero en el plano del derecho el criterio de la anti- 
giiedad no tiene ningún valor. Si una y otra clase de costumbres se opo- 
nen radicalmente, es porque las costumbres de los nobles, aun siendo 
costumbres, no son derechos sino «no-derechos» contrarios a la razón, 
al contrario que las costumbres de la pobreza, que son conformes al «de- 
recho racional». Pero, en el colino de la injusticia, a pesar de su oposición 
a la universalidad de la ley, las costumbres de los nobles han sido recono- 
cidas por las leyes existentes hasta en lo que tienen de profundamente 
irracional, mientras que las costumbres de los pobres siguen esperando a 
ser reconocidas por la legislación, a pesar de su conformidad a esta misma 
universalidad. Peor aún, ven su existencia directamente amenazada por 
una legislación dictada por la lógica retorcida del interés privado. En 
todo caso, estas últimas no deben su «racionalidad» al hecho de haber sido 
elaboradas por la razón como facultad, o proceder de un acto de volun- 
tad por ella esclarecida, sino por la inmediatez y la espontaneidad de un 
«instinto». 

Podríamos sorprendernos ante esta legitimación y destacar, contra el 
razonamiento marxiano, que las costumbres de los privilegiados remiten 
también ellas a cierto modo de instinto. Pero entonces, si se trata de un 
instinto, no es nada más que el «instinto natural ciego, sin medida, unila- 
teral» y «desprovisto de ley» que, como hemos visto más arriba, constitu- 
ye el interés privado consagrado por la ley sobre el robo de madera. Muy 


como para Savigny, el principio de inteligibilidad del derecho (su razón) no está en el 
ejercicio consciente de la facultad de pensar (la razón)». 

89. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» d la critique du droit, op. í., pág. 
142. 
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distinto es el instinto jurídico atribuido a los pobres. A falta de constituir 
el elemento intencional requerido por la toma de posesión en derecho 
romano (animus domini), este instinto sería una especie de equivalente 
natural, «algo así como un animus propietarii instintivo que, asociado a 
necesidades naturales, permite hablar de la naturaleza jurídica de las co- 
sas». La seguridad de este instinto jurídico es tal, que la pobreza huma- 
na «reivindica la riqueza fisica-orgánica para el propietario que actúa con 
premeditación», pero «reivindica para la pobreza fisica la necesidad y su 
azar».” Es enormemente revelador del pensamiento de Marx que el 
sentimiento del parentesco entre la pobreza física y la pobreza humana 
inspire a esta última una separación neta entre lo que le corresponde al 
propietario y la parte de la necesidad y sus azares: la riqueza fisica-orgá- 
nica del árbol vivo corresponde en derecho a aquel que, mediante la 
intencionalidad formal de la premeditación, se constituye en dominus, 
pero la pobreza fisica de las ramas caídas corresponde en derecho a aquel 
que debe satisfacer una necesidad natural experimentada en función de 
las circunstancias, y de un modo tanto más imperioso cuanto que su con- 
dición lo priva de todo poder sobre los medios de satisfacerla. 

Lo que se percibe a través de esta reflexión es que la afinidad experi- 
mentada por la pobreza social entre ella misma y la pobreza fisica es un 
afinidad entre dos azares que dependen ambos de la naturaleza: por 
un lado, el azar de las necesidades; por otra parte, el azar de la caída de las 
ramas al suelo, debido por ejemplo a la fuerza y la dirección del viento y 
la posición más o menos expuesta del árbol, es decir, el «azar de los ele- 
mentos» (der Zufall der Elemente) que arrancan a la propiedad privada algo 
de lo que no se quiere desprender».” Si la pobreza humana siente por 
instinto en este «movimiento de las fuerzas elementales una fuerza alia- 
da», ello es precisamente porque ese movimiento no intencional y no 
premeditado triunfa sobre la voluntad del dominus arrancándole aquello a 
lo que no quiere renunciar. Porque, a diferencia de las «limosnas arroja- 
das a la calzada», las «limosnas de la naturaleza» no tienen nada que ver 
con un impulso caritativo. El azar de los elementos se adelanta así al azar 


90. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 38. 

91. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» a la critique du droit, op. cit., 
pág. 142 (retraducimos esta frase siguiendo de cerca la traducción de Marx por Jules 
Molitor: La Loi sur les vols de bois, op. cit., pág. 32-33). 

92. Ibíd. 
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dad significa aquí, antes que ninguna otra cosa, «parentesco» de la clase 
pobre con la naturaleza. 

Sin embargo, este parentesco no concierne a la naturaleza tomada 
como un todo con todos sus productos, sino tan sólo a aquello que én la 
naturaleza es «elemental» y «accidental», lo que es el caso precisamente de 
la leña menuda caída de los árboles. De un modo sobrecogedor, Marx 
pone directamente en relación la pobreza física y la pobreza humana, vale 
decir, social: 


La leña menuda nos servirá de ejemplo. El vinculo orgánico que ésta tiene 
con el árbol vivo es tan inexistente como el de la serpiente con su despojo. 
Mediante la oposición entre las ramas muertas, abandonadas por toda vida 
orgánica, quebradas, y los árboles sólidamente enraizados, llenos de savia, 
que asimilan orgánicamente el aire, la luz, el agua y la tierra para alimentar 
su propia forma y su vida individual, la naturaleza misma expone, de algún 
modo, la oposición entre la pobreza y la riqueza (die Natur selbst stellt... der 
Gegensatz der Armut und Reichtum dar). Es la representación física de la po- 
breza y de la riqueza. La pol reza humana siente este parentesco y deduce 
de este sentimiento de parentesco su derecho de propiedad; pero si bien 
atribuye al propietario, que actúa con premeditación, la riqueza física y 
orgánica, ella misma reivindica la pobreza y sus azares. En este movimiento 
de las fuerzas elementales, experimenta una fuerza aliada, una fuerza más 


humana que la fuerza humana. 


Este pasaje es notable por más de una razón. En primer lugar, por la for- 
ma en que presenta la oposición entre las ramas privadas de toda vida 
orgánica y los árboles que alimentan su vida orgánica de los elementos 
que asimilan como una oposición entre la pobreza y la riqueza: en efecto, 
la oposición con la que la naturaleza expone esta oposición de la pobreza 
y de la riqueza es la de lo muerto y lo vivo, o, más exactamente, la de la 
ruptura del vínculo orgánico y la de la vida orgánica en todo su vigor. En 
segundo lugar, por el modo en que la oposición entre riqueza física y 
pobreza fisica expresa o «representa» la oposición entre riqueza social 
y pobreza social, lo cual permite dar su contenido determinado a la iden- 
tidad de posición, antes destacada, entre la esencia elemental de las ramas 
caídas y la elementalidad de la masa de los pobres. La pobreza social ocu- 


85. Ibíd., pág. 142. 
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pa en la sociedad el mismo lugar que la pobreza física ocupa en la natu- 
raleza, en la medida en que la ruptura del vínculo orgánico tiene en la 
sociedad el sentido de una exclusión de la pobreza fuera del sistema de 
los estados sociales: las ramas caías del árbol significan de algún modo f- 
sicamente la caída de la masa de los pobres a lo más bajo de la escala so- 
cial. En tercer lugar, por el carácter natural de la afinidad o el parentesco 
establecidos entre la pobreza social y la pobreza fisica: «La pobreza huma- 
na, escribe Marx, siente este parentesco (fihlt diese Venvandtschafi) y de- 
duce de este sentimiento de parentesco su derecho de propiedad».% 


El «instinto jurídico» de los pobres 


Conviene detenerse en esta noción de un sentimiento de afinidad del que 
se deriva el derecho de propiedad reivindicado y efectivamente practica- 
do por la masa de los pobres. Estamos aquí, ciertamente, ante lo que 
Marx identifica como un fundamento de este derecho de propiedad antes 
designado como «derecho de ocupación». Pero este fundamento no re- 
mite en absoluto a la razón en su ejercicio consciente, ni a la voluntad 
declarada de hacerse amo de una cosa libre de propiedad. Nos conduce, 
inversamente, a la idea por lo menos singular de un «instinto jurídico» 
(rechtlichen Trieb) o de un «sentido instintivo del derecho» (instinktmássiger 
Rechtssinn) que hace experimentar a los pobres el parentesco inmediato 
entre pobreza física de las ramas caídas y su propia pobreza social. He 
aquí, en efecto, una idea que nos sitúa lo más lejos posible de la concep- 
ción hegeliana del derecho: no sólo, como ya lo hemos podido observar, 
Hegel distingue en el $ 211 de la Filosofía del derecho entre la forma racio- 
nal del código y la colección informe de los derechos consuetudinarios, 
sino que tiene cuidado de destacar en el mismo párrafo que «sólo los 
animales tienen su ley en cuanto instinto», mientras que «los hombres 
la tienen como costumbre».* Estamos indiscutiblemente más cerca de 
Savigny y de su insistencia en la fuente subterránea e invisible del de- 
recho,* salvo que Marx no invoca el fondo inmemorial de las creencias 


86. Ibíd. 

87. G. W. F. Hegel, Principes de la philosophie du droit, op. cit. (véase nota 1 del capí- 
tulo anterior). 

88. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 39: «Tanto para Marx 
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de las necesidades al que está sometida la pobreza y le procura sin inten- 
ción los medios de satisfacerla, violentando la voluntad del propietario 
privado del bosque. Sin embargo, mientras que el azar de los elementos 
es visto como una «fuerza aliada» por quienes sufren el azar de las nece- 
sidades, no ocurre lo mismo con la arbitrariedad de los privilegios socia- 
les. Sin duda, esta arbitrariedad está igualmente relacionada con cierta 
forma de azar, pero este azar no tiene, por su parte, nada de natural, ni 
siquiera y sobre todo cuando se trata del azar del nacimiento que distin- 
gue a los nobles de los campesinos. La fórmula de Marx da a entender 
con gran precisión la oposición entre dos clases de azar y, en consecuen- 
cia, la oposición entre el «azar social» y dos formas emparentadas del azar 
natural: «La arbitrariedad accidental (zufállig) de los privilegiados da lu- 
gar al azar (Zufall) de los elementos» o, traducido con más exactitud: «El 
azar de la arbitrariedad de los privilegiados da paso al azar de los elemen- 
tos». «Arbitrariedad» traduce aquí exactamente el término alemán Willkir, 
pero tiene el inconveniente de no expresar la raíz Will, que remite a la 
voluntad, aunque en este case sea bajo la forma de la «buena voluntad» 
en lo que puede tener de despótico y caprichoso. Se deja así escapar una 
indicación singularmente esclarecedora: las pretensiones arbitrarias de los 
privilegiados, lejos de proceder de un «instinto jurídico», se derivan de su 
arbitrariedad (Willkiir), de tal manera que el azar de la arbitrariedad se 
reduce finalmente al capricho de una voluntad. 

Entonces, la notable coherencia de la argumentación marxiana se pre- 
cisa: si el instinto de la pobreza puede valer jurídicamente, es porque se 
opone a la arbitrariedad de una voluntad, la del propietario privado, 
viendo con razón en los «elementos naturales» una fuerza que la secunda 
en esta lucha. En otras palabras, el instinto jurídico no es para la pobreza 
el sustituto de un animus domini desfalleciente o faltante, ni siquiera es un 
«animus instintivo» —noción contradictoria, ya que el término latín ani- 
mus significa en derecho la intención en tanto que procede de la volun- 
tad—, sino que legitima un «derecho de ocupación» que cuestiona radi- 
calmente lo bien fundado del animus domini porque está desprovisto, él 
mismo, de todo animus. Ahora vemos mejor el papel de bisagra que tiene 
esta noción de «instinto jurídico»: su función es exactamente ajustar la 


93. Ibíd. Nos esforzamos por restituir la simetría que Marx quiere establecer entre 
el adjetivo zufllig y el sustantivo Zufall convirtiendo el adjetivo en sustantivo. 
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naturalidad de la existencia de una clase, sometida a la necesidad por su 
despojamiento radical, con la naturaleza de la cosa o el objeto requeridos 
por esta necesidad, es decir, constituir el término medio que garantiza la 
adecuación entre las costumbres de la pobreza y la «naturaleza jurídica de 
las cosas». Es, pues, a través de ella como la identidad significada por la 
analogía —entre la posición de la clase pobre y la posición de la madera 
muerta caída del árbol— adquiere todo su sentido. 


La actividad como fundamento del derecho 
de los pobres 


Tal naturalismo jurídico, ¿puede resultar compatible con el reconoci- 
miento de la «actividad» como segundo fundamento de las costumbres de 
la pobreza? Tal reconocimiento, ¿no es más afin a lo que podríamos lla- 
mar, por contraste, un «practicismo» jurídico? Releamos la frase, chocan- 
te por su misma brevedad, en la que Marx introduce bruscamente esta 
justificación de las costumbres por la actividad, no sin explicitarla me- 
diante la frase siguiente, que toma el ejemplo de la madera caída al suelo: 
«Pero la pobreza ya encuentra su derecho en su actividad (Tátigkeit). Me- 
diante la recogida (Sammeln), la clase elemental de la sociedad humana se 
enfrenta a los productos del poder elemental de la naturaleza poniéndo- 
los en orden (ordnend)».” Si seguimos la indicación dada por la segunda 
frase, se puede comprender que el derecho de la pobreza puede deducir- 
se directamente de la actividad de la recogida como actividad de puesta 
en orden de los productos de la naturaleza. ¿Qué hay que entender exac- 
tamente tras esta expresión elíptica de «puesta en orden»? Tal actividad 
consiste en separar la madera muerta de los árboles vivos, lo que tiene por 
efecto evitar que la putrefacción de la madera sobre el suelo dificulte en 
el futuro el crecimiento del bosque. Contribuye, por lo tanto, al sanea- 
miento del bosque sin que éste sea un fin conscientemente perseguido 
por los pobres. Inmediatamente después de haber subsumido la recogida 
bajo este concepto de «actividad», Marx menciona cierto número de 
casos que vincula a la recogida mediante la misma expresión: «Lo mismo 
sucede» (áhnlich verhált es sich). En primer lugar se refiere al caso de los 
productos que crecen de modo salvaje y cuya posesión es, por este he- 


94. Ibíd. (traducción modificada). 
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cho, un puro accidente, afirmando que debido a su insignificancia «nó 
son objeto de la actividad del verdadero propietario» (keinen Gegenstand 
fir die Tátigkeit des eigentlichen Eigentúmers bilden).% Se puede ilustrar este 
caso con el ejemplo de las bayas salvajes y los arándanos, que vuelve a 
aparecer un poco más adelante en el mismo artículo. La referencia a la 
ausencia de actividad del propietario sobre estos productos permite escla- 
recer el pensamiento de Marx: es legítimo que lo que no es objeto de la 
actividad del propietario privado se convierta en «propiedad» de aquellos 
que hacen de ello un objeto de su actividad (la recogida de los frutos 
silvestres). 

El mismo razonamiento se puede extender al caso del «espigueo» y de 
la «segunda cosecha», mencionados inmediatamente después. Recorde- 
mos a este respecto que el espigueo está relacionado con un «derecho de 
uso» sobre los productos del trabajo agrícola: tras la cosecha, y una vez 
finalizada cosecha, la costumbre autorizaba a los más pobres a recoger lo 
que quedaba en los campos (paja y grano).”; Así, es ciertamente la acti- 
vidad la que, bajo sus diferefites formas (recogida de ramas o de frutos 
silvestres en los bosques, recogida de paja y grano en los campos, etc.), 
constituye el título con el que todas las costumbres de la pobreza adquie- 
ren una unidad jurídica: la paja y los granos abandonados en el suelo tras 
la cosecha, o las bayas y los arándanos que crecen espontáneamente, así 
como las ramas caídas del árbol vivo, no son objeto de la actividad del 
propietario privado, sino que todos estos «productos» son, por el contra- 
rio, objeto de la actividad de los pobres. 

¿Habría que ver en esta legitimación por la actividad una huella de la 
teoría hegeliana del trabajo como «momento constitutivo del derecho de 


95. Ibid. 

96. Véase sobre este punto las precisiones aportadas por la práctica del espigueo en 
Francia desde la Edad Media en la página web Justitia: «El espigueo, ¿qué régimen jurí- 
dico?» (www.justitia.e-monsite. com). Allí nos enteramos de que esta autorización era 
válida por tres días y a partir del alba. También que este derecho sigue planteando pro- 
blemas de calificación jurídica debido a las dicotomías clasificatorias que tanto le gustan 
a nuestro derecho: en efecto, no es ni una infracción, ni un acto a título gratuito, ni un 
acto a título oneroso, ni un derecho de uso sensu propio, ya que no permite tomar lo que 
sea necesario para las necesidades personales del usuario. Conclusión por defecto: «Se 
trataría, por lo tanto, de una ficción jurídica que permitiría designar una cosa como 
abandonada o sin amo, aun cuando dicha cosa es un mueble, que es objeto de un dere- 
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propiedad»?” Da la impresión de que el concepto de trabajo es en esta 
teoría más estrecho que el de actividad planteado en el artículo de 1842: 
tal como interviene en la primera sección de los Principios de la filosofía del 
derecho, consagrada al derecho abstracto, este concepto presupone una 
relación de la persona con una cosa, tal que esta misma persona, defi- 
nida como «voluntad libre», sólo se remite a ella misma en esta relación 
con la cosa. Manifiestamente, este concepto es demasiado tributario de las 
categorías del derecho romano para que pueda convenirle a la situación 
analizada por Marx. Sin embargo, se puede sugerir otro planteamiento, 
menos sorprendente de lo que podría parecer a primera vista: existe una 
teoría original del derecho de propiedad, debida a Johann Gottlieb Fichte, 
que elaboró en su Fundamento del derecho natural (1796) y en El Estado co- 
mercial cerrado (1800), donde plantea que todo derecho de propiedad es 
«un derecho exclusivo a una actividad libre determinada» y no un derecho 
exclusivo a la posesión de cosas.” Esta libre actividad, explica Fichte, pue- 
de ser determinada, «ya sea por el objeto sobre la que se ejerce», ya sea 
«por ella misma en su propia forma [...] sin referencia a ningún objeto 
sobre el que se ejerza», o bien por ambas a la vez, es decir, «por su forma 
propia y por el objeto con el que se relaciona». Se entenderá entonces 
como «el derecho de llevar a cabo exclusivamente una acción determina- 
da sobre cierto objeto, y excluir a todos los demás humanos de la misma 
utilización de un mismo objeto».” Sólo en sentido figurado y de forma 
derivada se puede, pues, llamar al objeto mismo —por ejemplo un cam- 
po— «propiedad del que tiene derecho sobre él»: de esta clase es el dere- 
cho exclusivo del campesino a cultivar sus cereales en un campo dado. De 

ahí la justificación ingeniosa y fuerte del «derecho de pasto» en el campo 

de otro: este derecho del campesino, prosigue Fichte, «no destruye en 

absoluto el derecho de otro a apacentar sus animales desde el final de las 

cosechas hasta el sembrado en el mismo campo». Una nota a pie de pági- 

na precisa que el derecho de pasto «no constituye una invasión» ni nin- 

guna otra forma de atentado contra la propiedad de otros, porque «no se 

pueden producir contratos explícitos en cuanto a la posesión y la prove- 


97. Ésta es una de las sugerencias planteadas en M. Xifaras, «Marx, justice et juris- 
prudence», loc. cit., pág. 38 (nota 101). Lt 

98. J. G. Fichte, L'Etat commercial fermé, L'Áge d' Homme, Lausanne, 1980, pág. 
108. 

99. Ibíd., pág. 108-109. 
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. niencia (el statu quo)». La cuestión propiamente política que está en 


juego en esta toma de posición se revela a plena luz en la siguiente conse- 
cuencia: «la propiedad del suelo no existe, simplemente, en nuestra teo- 
ría», por lo menos si por ello se entiende una propiedad del suelo y ño un 
derecho propio y exclusivo de cierto uso del suelo.*% Pero, dado que 
el derecho de propiedad nunca es sino un derecho de uso procedente de 
la libre actividad, ninguna clase de la sociedad (propietarios terratenientes 
o nobleza) puede aspirar a contener a los «Únicos verdaderos propietarios», 
salvo incurriendo en la culpa de una usurpación inexcusable: «La “Tierra 


* pertenece a Dios, ya que el hombre sólo dispone de la posibilidad de cul- 


tivarla adecuadamente y hacer uso de ella».12 Gracias a esta determinación 
del derecho de propiedad por la delimitación en el espacio y el tiempo de 
una esfera de actividad, se puede perfectamente concebir que un mismo 
objeto pueda dar lugar a derechos diferentes de las que personas distintas 
serían titulares, sin que esto sea fuente de litigios o de conflictos. 

Se ve enseguida lo provechosa que a un Marx, familiarizado con 
Fichte,'% podía resultarle estás crítica despiadada de toda reificación de la 
propiedad —identificada esta última con un derecho exclusivo a cosas y 
sobre cosas— que podía fácilmente ser usada contra Kant, Savigny y el 


[ propio Hegel.' A partir del momento en que el derecho de propiedad 
bien entendido no es más que un derecho de uso que no debe perjudicar 


a los derechos de uso de los demás, se puede perfectamente dar cuenta de 


; la multiplicidad y del encabalgamiento de los derechos consagrados por la 
. costumbre: siendo objeto de la actividad del propietario del bosque, los 
' árboles vivos pertenecen al ámbito del derecho de uso de este último, sin 


que esto impida por nada del mundo que los pobres ejerzan un derecho 


* de uso sobre las ramas caídas, ya que estas partes del árbol que la natura- 
leza ha separado de él son objeto de la actividad exclusiva de los pobres 


100. lbíd., pág. 109. 

101. Ibid. 

102. Ibid. 

103. Tenemos todas las razones para pensar que lo estuvo, en particular debido a la 
relación intelectual con un fichteano tan decidido como Bruno Bauer durante los años 
1840-1841, relación que le llevó a colaborar en la redacción del panfleto La Trompeta del 
juicio final. 

104. Piénsese en particular en la posición de clase que está en relación inmediata con 
la tierra, es decir, con el «estado sustancial» de los propietarios de la tierra, y su lugar en la 
Cámara de representantes tal como Hegel la concibe. 
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y no objeto de la actividad de los terratenientes. El mismo razonamiento 
resulta aplicable a los frutos que crecen libremente en el bosque o la paja 
y alos granos que permanecen en el suelo tras el final de la cosecha. A fin 
de cuentas, es la repartición de los derechos de uso en función del crite- 
rio de la actividad lo que desempeña ahora el papel de una verdadera 
instancia de legitimación, y de ningún modo un derecho a la posesión 
exclusiva de una cosa en tanto cosa, derecho ininteligible que nos devol- 
vería a la figura del amo absoluto (dominus). 

Sin embargo, este recurso al concepto fichteano de actividad se ims- 
cribe aquí en una argumentación compleja, dinigida a poner de manifies- 
to el doble fundamento de las costumbres de la pobreza:-por un lado, la 
legitimación por el parentesco instintivamente sentido con la naturaleza, 
por otra parte, la legitimación mediante el ejercicio de una actividad so- 
bre ciertos objetos. Pero esta doble legitimación no carece de dificulta- 
des. En efecto, si bien se puede comprender fácilmente que la madera 
muerta de las ramas caídas «expone» físicamente la pobreza, no se ve 
cómo se podría decir lo mismo de los frutos silvestres de los bosques o de 
los objetos del espigueo. No porque el azar de los elementos no pueda 
desempeñar un papel en la forma misma de su existencia: se puede decir, 
sin duda, que los primeros surgen azarosamente y que ninguna intención 
determinada ha dejado caer al suelo los segundos. Con todo, los primeros 
son productos orgánicos bien vivos y los segundos son subproductos del 
trabajo agrícola. En estas condiciones, ¿se puede invocar todavía un «ins- 
tinto jurídico» de los pobres y el sentimiento de una afinidad inmediata 
entre estos productos y la pobreza social? Para ello habría que modificar 
profundamente el espíritu de la analogía de la que hemos hablado más 
arriba: ya que ¿se puede sostener con seriedad que siempre hay identidad 
entre la posición ocupada por estos productos en la naturaleza y la posi- 
ción ocupada por la clase pobre en la sociedad? 

Esta dificultad propia del argumentario marxiano es particularmente 
perceptible cuando el autor da cuenta del debate entre ciertos diputados 
de la Dieta en cuanto al tratamiento que debe reservarse a la recogida de 
bayas salvajes y los arándanos. Un diputado por las ciudades se alza contra 
la disposición de la ley que asimila esta recogida al robo, arguyendo que 
esta actividad permite a los niños de las familias pobres procurar una pe- 
queña ganancia a sus padres. Otro diputado le replica que en su región 
tales frutos se comercializan y se expiden por toneladas a Holanda. Marx 
lo comenta en estos términos: 


- 
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Efectivamente, hay un lugar donde han conseguido hacer de un derecho con- 
suetudinario de los pobres un monopolio de los ricos. Tenemos así la prue- 

“ ba absoluta de que es posible monopolizar un bien común (ein Gemeingut); 
resulta obvio entonces que hay que monopolizarlo. La naturaleza del objeto 
(die Natur des Gegenstandes) reclama el monopolio, porque el interés de la 
propiedad privada lo ha inventado.!% 


Lo que llama la atención de entrada en éste pasaje es, por supuesto, el 
sofisma con el que algunas «almas mercantiles» se autorizan a deducir 
el «hay que» (muss) del «es posible» (kann): se puede monopolizar en pro- 
vecho de los ricos un bien común porque ya se ha hecho en algún lugar, 
de modo que hay que monopolizarlo. Pero en el trasfondo volvemos a 
encontrarnos con todo el naturalismo jurídico que inspiraba la primera 
legitimación de las costumbres de la pobreza. Los frutos que crecen libre- 
mente en el bosque constituirían en sí o por naturaleza un «bien común», 
naturaleza que no sería afectada por la transformación contra natura que 
le hace sufrir el monopolio dq los ricos. En consecuencia, a la afirmación 
de que la naturaleza del objetó exige la apropiación privada de un domi- 
nus encarnado en el terrateniente, habría que oponerle la afirmación 
contraria, de que esta misma naturaleza exige su reconocimiento y su 
defensa como bien común. Por eso, un «sabio legislador» debería preo- 
cuparse de despojar el instinto jurídico de su carácter negativo «recono- 
ciéndole una esfera de acción positiva»:!% es una vez más el instinto jurí- 
dico el que es convocado para garantizar la conformidad del derecho 
consuetudinario de los pobres con la «naturaleza jurídica de las cosas». La 
legitimación se inspira entonces en Savigny y en Beseler, no en Fichte. 
¿Se quiere, por el contrario, basar esta legitimación en el hecho de que la 
recogida de frutos, como la de la madera caída, es una actividad de los 

- pobres y no de los propietarios privados? En este caso se hace énfasis en 
el hecho mismo de la actividad, independienternente de la naturaleza 
heterogénea de los productos que' son objeto de tal actividad (madera 
caída, frutos silvestres o productos del trabajo agrícola). La legitimación 
se inspira entonces en Fichte y no ya en Savigny o Beseler. 


105. P. Lascoumes y H. Zander, Marx: du «vol de bois» a la critique du droit, op. cit., 
pág. 143. 
106. Ibíd. 
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La heterogeneidad irreductible de las costumbres 
de la pobreza 


En definitiva, aunque Marx consigue, sin lugar a dudas, poner de ma- 
nifiesto en el corazón de las costumbres de la pobreza una dimensión 
conflictual que las opone tanto a las costumbres de los privilegiados como 
a las prerrogativas del propietario privado sancionadas por la legisla- 
ción moderna, no consigue asentar esta distinción en un fundamento 
jurídico sólido. Hay que evitar, por lo tanto, concluir precipitadamen- 
te que Marx considera la costumbre, en oposición a todo naturalis- 


mo, como un «constructo social contradictorio».'%” Los artículos de 1842 ' 


no consiguen distinguir claramente entre «naturalismo» y «practicismo». 
Pero si hay un problema que nos ayudan a plantear, es el de saber en qué 
medida se pueden pensar las costumbres al mismo tiempo en su dimen- 
sión conflictual y en su carácter construido. ¿Qué queda, en efecto, de 
la irreductibilidad de las costumbres a las leyes como actos de un legis- 
lador, si se hace proceder a las primeras de una construcción? ¿Y se pue- 
de pensar algo así como una costumbre construida sin vaciar el concep- 
to de costumbre de todo sentido? Después de todo, aunque se niegue 
uno a suscribir la ideología organicista de la Common Law, es difícil de 
ignorar el hecho de que no se decide adoptar una costumbre como se 
decide promulgar una ley. Quizás haya que disociar la idea de «cons- 
trucción» de la de decisión o de voluntad, pero entonces es preciso de- 
terminar positivamente el o los modos de esta construcción. Si se trata 
de una construcción jurídica, no se habrá hecho más que posponer la 
dificultad, sin progresar en modo alguno hacia su resolución. Así, ¿qué 
significación práctica se le puede reconocer a la reivindicación por par- 
te de Marx de un derecho consuetudinario universal para los pobres? 
Pues lo que resulta problemático no es sólo la oposición jurídica entre 
costumbres de los privilegiados y costumbres de los pobres, sino tam- 
bién la unificación jurídica de las distintas costumbres de la pobreza. 
No se ve bien cómo se podría superar la heterogeneidad radical de todas 
estas costumbres, ni que se pueda reducir la universalidad al mínimo de- 
nominador común. 


107. Ibíd., pág. 231. Suscribimos por entero el juicio matizado de M. Xifaras, «Marx, 
justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 37. 
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. niencia (el statu quo)». La cuestión propiamente política que está en 


juego en esta toma de posición se revela a plena luz en la siguiente conse- : 


cuencia: «¿la propiedad del suelo no existe, simplemente, en nuestra teo- 
ría», por lo menos si por ello se entiende una propiedad del suelo y no un 
derecho propio y exclusivo de cierto uso del suelo.*% Pero, dado que 
el derecho de propiedad nunca es sino un derecho de uso procedente de 
la libre actividad, ninguna clase de la sociedad (propietarios terratenientes 
o nobleza) puede aspirar a contener a los «únicos verdaderos propietarios», 
salvo incurriendo en la culpa de una usurpación inexcusable: «La Tierra 


' pertenece a Dios, ya que el hombre sólo dispone de la posibilidad de cul- 


tivarla adecuadamente y hacer uso de ella».1% Gracias a esta determinación 
del derecho de propiedad por la delimitación en el espacio y el tiempo de 
una esfera de actividad, se puede perfectamente concebir que un mismo 
objeto pueda dar lugar a derechos diferentes de las que personas distintas 
serían titulares, sin que esto sea fuente de litigios o de conflictos. 

Se ve enseguida lo provechosa que a un Marx, familiarizado con 
Fichte,!% podía resultarle estás crítica despiadada de toda reificación de la 
propiedad —identificada esta última con un derecho exclusivo a cosas y 
sobre cosas— que podía fícilmente ser usada contra Kant, Savigny y el 


' propio Hegel.'% A partir del momento en que el derecho de propiedad 


“bien entendido no es más que un derecho de uso que no debe perjudicar 


- alos derechos de uso de los demás, se puede perfectamente dar cuenta de 
: la multiplicidad y del encabalgamiento de los derechos consagrados por la 
: costumbre: siendo objeto de la actividad del propietario del bosque, los 
¡ árboles vivos pertenecen al ámbito del derecho de uso de este último, sin 


que esto impida por nada del mundo que los pobres ejerzan un derecho 


de uso sobre las ramas caídas, ya que estas partes del árbol que la natura- 


- leza ha separado de él son objeto de la actividad exclusiva de los pobres 


100. Ibíd., pág. 109. 

101. Ibíd. 

102. Ibíd. 

103. Tenemos todas las razones para pensar que lo estuvo, en particular debido a la 
relación intelectual con un fichteano tan decidido como Bruno Bauer durante los años 
1840-1841, relación que le llevó a colaborar en la redacción del panfleto La Trompeta del 
juicio final, 

104. Piénsese en particular en la posición de clase que está en relación inmediata con 
la tierra, es decir, con el «estado sustancial» de los propietarios de la tierra, y su lugar en la 
Cámara de representantes tal como Hegel la concibe. 
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y no objeto de la actividad de los terratenientes. El mismo razonamiento 
resulta aplicable a los frutos que crecen libremente en el bosque o la paja 
y alos granos que permanecen en el suelo tras el final de la cosecha. A fin 
de cuentas, es la repartición de los derechos de uso en función del crite- 
rio de la actividad lo que desempeña ahora el papel de una verdadera 
instancia de legitimación, y de ningún modo un derecho a la posesión 
exclusiva de una cosa en tanto cosa, derecho ininteligible que nos devo!- 
vería a la figura del amo absoluto (dominas). 

Sin embargo, este recurso al concepto fichteano de actividad se ins- 
cribe aquí en una argumentación compleja, dirigida a poner de manifies- 
to el doble fundamento de las costumbres de la pobreza: por un lado, la 
legitimación por el parentesco instintivamente sentido con la naturaleza, 
por otra parte, la legitimación mediante el ejercicio de una actividad so- 
bre ciertos objetos. Pero esta doble legitimación no carece de dificulta- 
des. En efecto, si bien se puede comprender fácilmente que la madera 
muerta de las ramas caídas «expone» fisicamente la pobreza, no se ve 
cómo se podría decir lo mismo de los frutos silvestres de los bosques o de 
los objetos del espigueo. No porque el azar de los elementos no pueda 
desempeñar un papel en la forma misma de su existencia: se puede decir, 
sin duda, que los primeros surgen azarosamente y que ninguna intención 
determinada ha dejado caer al suelo los segundos. Con todo, los primeros 
son productos orgánicos bien vivos y los segundos son subproductos del 
trabajo agrícola. En estas condiciones, ¿se puede invocar todavía un «ins- 
tinto jurídico» de los pobres y el sentimiento de una afinidad inmediata 
entre estos productos y la pobreza social? Para ello habría que modificar 
profundamente el espíritu de la analogía de la que hemos hablado más 
arriba: ya que ¿se puede sostener con seriedad que siempre hay identidad 
entre la posición ocupada por estos productos en la naturaleza y la posi- 
ción ocupada por la clase pobre en la sociedad? 

Esta dificultad propia del argumentario marxiano es particularmente 
perceptible cuando el autor da cuenta del debate entre ciertos diputados 
de la Dieta en cuanto al tratamiento que debe reservarse a la recogida de 
bayas salvajes y los arándanos. Un diputado por las ciudades se alza contra 
la disposición de la ley que asimila esta recogida al robo, arguyendo que 
esta actividad permite a los niños de las familias pobres procurar una pe- 
queña ganancia a sus padres. Otro diputado le replica que en su región 
tales frutos se comercializan y se expiden por toneladas a Holanda. Marx 
lo comenta en estos términos: 


COMÚN 


408 


Para los juristas, la noción de «comunales»% ha recubierto, en efecto; 
dos cosas difíciles de distinguir: por un lado, un derecho de las comunida- 
des de habitantes a la propiedad de ciertas tierras, por otro lado, usos co- 
lectivos que se ejercen sobre las propiedades privadas y que dan a los ha- 
bitantes derechos sobre productos, el más importante de los cuales es el 
derecho de pasto o «derecho de todos los habitantes, incluso los no pro- 
pietarios, a hacer pacer al ganado en las tierras privadas de otros una vez 
recogida la cosecha». No se trata de que los primeros interesados fuesen 
incapaces de distinguir entre una y otra clase de derechos, sino que se 
negaban a disociarlos prácticamente cuando se trataba de hacer frente a 
una ofensiva contra los comunales. Como lo advierte Nadine Vivier: «Los 
habitantes saben muy bien diferenciarlos, pero tienen tendencia a hacer- 
los indisociables cuando se sienten atacados».'% Esta observación sobre los 
dos aspectos de la noción de comunales es válida tanto para Francia como 
para Alemania. En este último país, los términos diferían, sin duda, porque 
en Alemania del Norte decían Allmende y en Alemania del sur decían 
Gemeinheit. Pero, al igual quí en Francia, las definiciones dadas por los 
juristas no remitían ni exclusivamente a la pertenencia de una tierra a una 
comunidad local, ni exclusivamente al goce colectivo por parte de los 
habitantes de una tierra que no les pertenecía. Esta relativa indetermina- 
ción imponía a los juristas tomar en consideración los dos aspectos al 
mismo tiempo. Surgidos en Alemania durante la Edad Media central y 
tardía, los comunales parecen deber su existencia a la reivindicación por 
parte de una comunidad de un poder de reglamentación sobre la explota- 
ción por sus miembros de las tierras de su entorno: por este hecho, el 
concepto de «comunales» comprendía el derecho a participar de esta ex- 
plotación, relacionada tanto con la tierra en régimen de propiedad privada 
como con la tierra que era propiedad de la comunidad.**” 

Por otra parte, esta dualidad inherente al concepto jurídico explica 
que las prácticas colectivas respecto a los bienes comunales hayan sido tan 


108. Nota del T.: En referencia a «bienes comunales», entre otras Cosas. 

109. N. Vivier, «Le róle économique et social des biens communaux en France», en 
G. Béaur, Ch. Duhamelle, R. Prass, J. Schlumbolm (dir.), Les Sociétés rurales en Allemag- 
ne et en France, actes du colloque international de Góttingen (noviembre de 2000), Bibliothé- 
que d'histoire rurale, AHSR, Caen, 2000, pág. 195. 

110. R. Prass, «Les communaux et leur usage dans l'économie domestique paysan- 
ne», en ibíd., pág. 179. 
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distintas en función de las diferentes regiones en un mismo país. Así, se 
han podido descubrir, limitándonos ahora al caso de Francia, grandes 
diversidades regionales que han persistido más allá de la unificación de la 
legislación en todo el territorio. Estas diferencias remiten a su vez a com- 
portamientos distintos ante los bienes comunales: en el centro de las 
cuencas parisina y aquitana, los bienes comunales no ocupaban más que 
superficies mínimas y no eran centrales en la vida colectiva; en las regio- 
nes del Oeste y del Macizo Central, eran considerados simples anexos de 
la propiedad privada; en el Norte, en el Noroeste; el Jura y los Alpes, 
eran considerados, por el contrario, como patrimonio de la comunidad, 
que dictaba las reglas de su gestión en provecho de todos.!!! Así, cuando 
los comunales eran considerados como apéndices de la propiedad priva- 
da, el derecho de la tierra era el que prevalecía; pero cuando el goce era 
accesible a todos los residentes, prevalecía el derecho de la persona.**? ¿Cómo, 
en estas condiciones, unificar las prácticas a partir de reglas comunes, si 
por otra parte se evitaba todo recurso al arma de la legislación para ela- 
borar un derecho consuetudinario universal? Lo que es más grave, ¿quién 
se encargaría de la temible tarea de inventar la nueva lengua jurídica en 
la que tal derecho accediera a su propia formulación? Si estaba excluido 
confiar este trabajo a jurisconsultos profesionales, salvo que se quisiera 
desposeer a los pobres del derecho elaborado en su nombre, ¿era realista 
esperar de los pobres que «se hicieran ellos mismos y directamente los 
intérpretes de su derecho»?*B 

En estas condiciones, la esperanza de verificar la elaboración de un 
derecho consuetudinario de la pobreza parecía condenada a permanecer 
como un deseo piadoso. En último término, es la noción misma de po- 
breza la que, por su indeterminación, desalentaría semejante proyecto: el 
pobre estaba, ciertamente, excluido del derecho de propiedad, pero esta 
exclusión era ella misma capaz de tomar diversas formas. Pronto la figura 
del proletario competirá con la del pobre, llegando incluso a asimilárse- 
la, de tal manera que el criterio puramente negativo de la no-propiedad 
será en sí mismo insuficientemente discriminante. Ya en 1843, la expre- 
sión «clase universal» designará, no al conjunto de los pobres sino única- 


111. N. Vivier, Propriété collective et identité communale, op. cit., pág. 299. 

112. N. Vivier, «Le róle économique et social des biens communaux en France», loc. 
cif., pág. 205. 

113. M. Xifaras, «Marx, justice et jurisprudence», loc. cit., pág. 47. 
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mente a aquellos de los no-propietarios que, condenados a vender su 
fuerza de trabajo, se habían formado en la fábrica en la dura escuela de la 
lucha colectiva, bajo el látigo cruel de un progreso técnico e industrial 
acelerado. En esta nueva perspectiva histórica, la «pobreza absoluta» de la 
no-propiedad reivindicará la propiedad colectiva de los medios de pro- 
ducción, no ya la perpetuación de un derecho de uso colectivo que de 
por sí no cuestionaba la propiedad privada. Retrospectivamente, la resis- 
tencia de los pobres a la expropiación de los bienes comunales acabará 
pareciendo una tentativa desesperada, si no de hacer retroceder la rueda 
de la historia, al menos de impedir su avance. 


El comunismo de los pobres, 
¿obstáculo contra el progreso? 


“Esto explica que la línea de pensamiento esbozada por Marx en 1842 se 
quedara sin una verdadera gosteridad en la tradición del materialismo 
histórico. Sin embargo, la referencia a la concepción fichteana del de- 
recho a la actividad les parecerá prometedora a ciertos teóricos del so- 
cialismo. En el capítulo HI de su tesis Los orígenes del socialismo alemán, 
capítulo significativamente titulado «El colectivismo en Fichte», Jean 
Jaurés destaca así la fuerza de esta concepción que suprime toda propie- 
dad directa sobre las cosas en provecho, exclusivamente, del derecho a 
aplicar la actividad de uno a un objeto cualquiera. Y extrae esta conse- 
cuencia decisiva: dado que es imposible reservar a cada ciudadano una 
parte de tierra o de industria, le corresponde al Estado garantizar a cada 
cual un derecho a la actividad, es decir, un derecho al trabajo. De este 
modo, el derecho a la propiedad acaba siendo identificado con el dere- 
cho al trabajo: «Pero como la propiedad es la actividad libre aplicada a 
tal o cual objeto, a tal o cual designio, cada hombre tendrá un trabajo 
fijo asegurado, será propietario; el derecho al trabajo, ¡he aquí la verda- 


114 


dera propiedad!» 


114. J. Jaurés, Les Origines du socialisme allemand, Librairie Ombres blanches, 2010, 
Toulouse, pág. 57. A decir verdad, la argumentación de este capítulo gira sobre todo en 
torno a la cuestión de la medida del valor: el límite de Fichte sería proponer dos medidas 
del valor, una por el «valor de utilidad», la otra por el «valor de trabajo», sin llegar a 
conciliarlas. 
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Esta promoción del Estado como garante del derecho al trabajo no 
impide al autor de la monumental Historia socialista de la Revolución Fran- 
cesa un juicio severo contra los antiguos derechos de uso, como el dere- 
cho de espigueo o el de los pastos libres, en nombre del progreso histó- 
rico. Así, en el tomo I de esta obra, consagrado a la Constituyente, Jaurés 
se muestra muy comprensivo con los campesinos propietarios atrapados 
en. una tenaza entre la «soberanía feudal» y «una especie de comunismo 
elemental», entre la poderosa oligarquía nobiliaria, por un lado, y el «dé- 
bil y pobre comunismo de pueblo», por el otro. Ciertamente, entiende 
que el edicto de cercamiento de 1766, que concedía a los propietarios el 
derecho a vallar sus tierras, iba directamente contra el derecho de espi- 
gueo de los pobres, condenados por esta prohibición a servir como mano 
de obra barata durante la cosecha.*' Pero deplora la «perpetua invasión y 
ocupación» de las tierras de los campesinos propietarios, obligados a 


abandonar «a los habitantes de la comuna las espigas dejadas en el suelo o 


el rastrojo más o menos alto».*** Sobre todo, se alza vigorosamente contra 
la confusión entre el «magnífico comunismo moderno comprendido hoy 
en día por el proletariado socialista» y el «comunismo miserable y rudi- 


mentario» del derecho de espigueo. Condena sin equívoco este comu- 


nismo de la pobreza como un freno al progreso de la humanidad: 


El comunismo moderno pondrá al servicio de los campesinos agrupados y 
liberados todas las fuerzas de la ciencia: y reconozco, por el contrario, que 
antiguas costumbres como la del espigueo, que luchaban a finales del siglo 
XVII contra la intensidad creciente de la propiedad individual, eran a me- 
nudo contrarias al progreso. Prohibir el uso de la guadaña, con el pretexto 
de que la hoz deja al espigador un rastrojo más alto, impedir la extensión de 
las praderas naturales o artificiales y dificultar la cría del ganado con el pre- 
texto de que los espigadores tienen derecho a una superficie determinada de 
espigueo, es prolongar la rutina y la miseria: y en suma, la aspereza indivi- 


115. J. Jaurés, Histoire socialiste de la Révolution frangaise, t. 1, La Constituante, premiere 
partie, Editions Sociales, París, 1983, págs. 283-284. 

116. Ibíd., pág. 282. La nota 17 del editor (pág. 283) precisa a este respecto: «Las 
espigas que escapaban a los cosechadores pertenecían a los pobres: era la Parte de Dios. 
Los trigos eran segados a la manera tradicional; sobre el campo quedaba un rastrojo muy 
alto que también correspondía a los pobres. De ahí, por parte de los beneficiarios de este 
derecho, la hostilidad ante el uso de la guadaña que, al cortar el trigo muy a ras de tierra, 
sólo deja un rastrojo muy corto». 
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dualista de los señores, de los granjeros, de los burgueses, de los campesinos 
ricos, servía mejor a la humanidad futura que el comunismo de cuasi-men- 


dicidad y de rutina somnolienta que querían mantener los pobres.'” 


: El juicio se vuelve menos categórico cuando se trata del derecho al pas- 
“toreo libre, ya que entonces el conflicto no enfrenta a los «pobres del 
pueblo» con los «campesinos ricos del tercer estado», sino a los campesi- 
nos con el «egoísmo creciente del noble y del monje», es decir, los «ocio- 
sos»: las praderas y los bosques «parecen, en la tierra despedazada por la 
propiedad individual, el supremo asilo del comunismo primitivo».'' 
Pero Jaurés destaca enseguida la debilidad del tercer estado, incluso cuan- 
do toma partido por la restitución de los bienes comunales a los habitantes 
que han sido desposeídos de ellos por señores codiciosos: 


La concepción individualista, burguesa y campesina de la propiedad le per- 
mitía, ciertamente, al tercer estado mantener o incluso restablecer, contra el 
acaparamiento de los nobles, el antiguo comunismo tradicional y rudimen- 
tario: no le permitía estudiar Adecuadamente y organizar con celo la explota- 


ción científica de un vasto dominio común.!!? 


Se trata siempre de la misma operación: el pasado es juzgado por su 
contribución a la preparación del futuro, ya sea éste capitalista o posca- 
pitalista. 

Nada es más elocuente a este respecto que la valoración que hace 
Jaurés del proyecto para repartir definitivamente los bienes comunales 
elaborado por el Comité de Agricultura previo al voto de la ley el 10 de 
junio de 1793, En el tomo VI de su Historia, titulado El gobierno revolucio- 
nario, plantea una objeción: $ 


A veces, aquellos de entre los socialistas que creen que la Rehabilitación del 
Antiguo Régimen es un medio para la crítica de la sociedad burguesa han 
pretendido que compartiendo los bienes comunales, troceando este bien 
común en propiedades individuales, la Revolución habría despojado a los 


pobres. *2 


117. Ibíd., pág. 286 (la cursiva es nuestra). 

118. Ibíd., pág. 295. 

119. Ibíd., pág. 302. 

120. Ibíd., t. vi, Le Gouvernement révolutionnaire, pág. 142. 
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Alzándose contra esta actitud, Jaurés destaca que el régimen de los bienes 
comunales «era absolutamente oligárquico», ya que eran los ricos, «ellos 
solos o casi solos», quienes se beneficiaban, y añade que «casi en todas 
partes, la voluntad de los pobres, de los proletarios, estaba muy claramente 
en favor de repartirlos».'”' Tras referirse a la posición de Souhait, el único 
diputado de la Convención que combatió el plan definitivo del Comité, 
observa que éste se limitó a solicitar que el reparto fuera temporal y no 
definitivo, con el único fin de preservar a los pobres «de la caída total en 
la miseria, la desesperación y el espíritu de revuelta». Jaurés ve en ello la 
prueba de que «nadie proponía entonces un uso verdaderamente comu- 
nista de los bienes comunales».'” De este modo, termina juzgando muy 
favorablemente el plan del Comité de Agricultura: al menos este plan no 
trataba de «disfrazar bajo una apariencia de comunismo una especie de 
fundación caritativa perpetuada a través de los siglos» y busca «multiplicar 
las propiedades individuales»; es en esto precisamente en lo que es supe- 
rior a la posición de Souhait, «también desde el punto de vista socialis- 
ta».'% Evocando entonces el «comunismo agrario del futuro», escribe estas 
líneas definitivas: 


Éste [comunismo] no será la extensión de un vago dominio disputado por 
el egoísmo rutinario de los propietarios individuales o concedido de modo 
vitalicio a título de limosna a pobres mantenidos por debajo del pleno 
derecho de propiedad. Y más valía, también para el futuro comunismo, 
añadirse a la fuerza inmediata, a la independencia y al impulso revolucio- 
nario de la democracia rural y del proletariado agrícola, que mantener 
como una estéril parodia o como un esbozo irrisorio un comunismo infe- 


124 


rior y degradado. 
Muy distinta era, como se ha visto, la perspectiva adoptada por Marx en 
1842..No se trataba entonces de juzgar las prácticas consuetudinarias si- 
tuándolas en el horizonte de una necesidad histórica, ni de descifrar en 
ellas un derecho a la actividad garantizado por el Estado, sino de buscar- 


les un fundamento jurídico independiente del derecho estatal estableci- 
do. Sin embargo, en cuanto la clase obrera se ve investida de una misión 


121. Ibid. 

122. Ibíd. 

123. Ibíd., pág. 145 (la cursiva es de Jaurés). 
124. Ibíd. (la cursiva es nuestra). 
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emancipadora, la cuestión que no puede dejar de plantearse de un modo 
práctico es la de la formación de un derecho propiamente proletario, en 
las condiciones de una lucha llevada a cabo en el interior mismo de la 
sociedad burguesa. 
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El común de los obreros: 
entre costumbre e institución 


La cuestión de un «derecho proletario» específico ha quedado completa- 
mente reprimida. Sin embargo, por mucho tiempo estuvo en el centro 
de las reflexiones de gran número de socialistas, que se preguntaron tan- 
to por la perennidad de las costumbres obreras, a veces muy antiguas, 
como sobre la significación de invenciones institucionales originales. Esta 
represión no tiene nada de misteriosa. Hemos visto en el capítulo prime- 
ro de este libro hasta qué punto la forma del partido, con sus tendencias 
oligárquicas, había predominado en el movimiento obrero. Este predo- 
mino estaba supuestamente justificado por una incapacidad política de los 
obreros debida a su situación de alienación y de desposesión en la socie- 
dad capitalista. Desde un punto de vista como éste —que los obreros no 
están en condiciones de desarrollar por sí mismos una autonomía de vida 
y de trabajo, una cultura que les sea propia e instituciones que, dando una 
forma distinta a su actividad y a sus relaciones, les permitan preparar, es- 
bozándola, otra sociedad en el crisol de la antigua— el partido es el úni- 
co depositario de los intereses históricos del proletariado. Lo que es más: 
el partido constituye su esencia y su bien más preciado. Esta vía, que 
desemboca en el fetichismo político, por fuerza iba a tener consecuencias 
en la construcción del marxismo como teoría de partido. A la inversa de 
ciertas proclamas de Marx en los años 1840, planteando.que el papel 
de la crítica era el de decir por qué había lucha, la doctrina en cuestión 
pretendió guiarla, dictarle sus ritmos, indicarle su finalidad y su método, 
todo ello en nombre de una ciencia de la historia cuyo monopolio estaría 
en manos del partido. En Francia, su primera forma fue el guesdismo, 
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que anticipó la bolchevización del Partido Comunista. Aunque esto no 
impidió que ese marxismo de partido, haciendo las veces de ortodoxia, 
se plegara a toda clase de virajes y evoluciones, justificando prácticas y 
reivindicaciones muy alejadas de los objetivos marxianos o leninistas. 
Este marxismo dominante se constituyó contra otra tradición que, 
aún hoy, es de gran interés para el pensamiento de lo común. La eman- 
cipación de los trabajadores, más que construir el partido revolucionario 
que dirigirá una eventual toma del poder, debería empezar por la inven- 
ción de nuevas formas de trabajo y de producción, nuevas reglas de vida 
social, un derecho propio del mundo obrero, innovaciones todas ellas 
que le asegurarían su autonomía. De Proudhon a Mauss o a Gurvitch, 
pasando por Jean Jaurés y Maxime Leroy, esta idea de que hay que cons- 


truir la autonomía obrera mediante instituciones nuevas y específicas, nOs. 


introduce a una tradición muy distinta de la e paión que se puede 
identificar en su origen con el socialismo asociacionista.* 

¿Qué es el movimiento obrero, más allá de los partidos, sino la insti- 
tucionalización de nuevas relaciones y nuevas prácticas propias del mun- 
do proletario? El socialismo, especialmente en Europa Occidental, fue 
heredero de una tradición de sociabilidad y ayuda mutua obrera y urbana 
del Antiguo Régimen, el de las corporaciones, el compañonaje, las guil- 
das o las cofradías, agrupaciones todas ellas que habían institucionalizado 
solidaridades de oficios reglamentados, cada uno con sus propias referen- 
cias religiosas y sus ritos más o menos báquicos.? La voluntad de des- 
truirlas, que evidencian en Francia tanto el edicto de Turgot de 1776 
como la ley Le Chapelier de 1791, así como en Inglaterra las Combination 
Acts de 1799 y 1800, no fue capaz de borrarlas de la historia social. Co- 
fradías, sociedades de ayuda mutua, compañonajes, sobrevivieron en la 
clandestinidad. Pero Le Chapelier fijó la filosofía del nuevo orden: «En el 
estado ya no hay corporación, no hay más que el interés particular de 
cada individuo y el interés general. No le está permitido a nadie inspirar 
a los ciudadanos un interés intermedio, separarlos de la cosa pública me- 


1. Véase P. Chanial, La Délicate Essence du socialisme. L'association, Vindividu et la 
République, Le Bord de l'eau, Burdeos, 2009. 

2, Véase E. Coornaert, Les Compagnonnages en France du Moyen Áge á á nos jours, Les 
Éditions Ouvriéres, París, 1966. En cuanto a la transmisión de la herencia entre cofradías 
y sociedades de ayuda mutua, véanse las interesantes observaciones de André Gueslin, 
L' Invention de V'économie sociale, Economica, París, 1998, pág. 146 y sigs. 
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diante un espíritu de corporación»? La sociabilidad obrera, en el con- 
texto de la industrialización, reapareció a plena luz con las sociedades de 
ayuda mutua, la doctrina multiforme de la asociación obrera —Leroux, 
Buchéz, Fourier, etc.—, el ambicioso programa del movimiento coope- 
rativo surgido del owenismo y, en la segunda mitad del siglo x1x, tras la 
gran fase represiva, las Bolsas del trabajo y la práctica sindical.* El co- 
mún obrero no fue definido por un partido que, por su parte, se limitó a 
apropiarse de su fuerza previamente existente. Encontró de entrada su 
forma ideal en la asociación y su filosofía práctica en el ejercicio de la 
solidaridad. Por nuestra parte, quisiéramos dedicarnos aquí a mostrar de 
qué modo fueron concebidos su institucionalización y su papel en el 
cambio social. Y, más precisamente, cómo se constituyó una reflexión 
que hizo de la solidaridad y de la cooperación el principio y el efecto de 
cierto régimen de instituciones obreras autónomas. 


Costumbres y creaciones institucionales 


Respecto a las instituciones obreras, la cuestión que se plantea es si se 
trata de una verdadera invención o de una costumbre que se ha prolon- 
gado en el tiempo. La observación histórica debe darle un lugar a la he- 
rencia, con la condición de no olvidar que éste es recreación en un 
contexto nuevo. Las formas nuevas de organización, como las Bolsas del 
trabajo a finales del siglo xIx, se inscriben en el tiempo largo de la histo- 
ria. La palabra «bolsa» viene, en efecto, del compañonaje, que mantenía 
una «bolsa común» para la ayuda mutua, las fiestas y los ritos de la comu- 
nidad de oficio. La arqueología del mutualismo, de la cooperativa y del 
sindicato encuentra siempre en la base un mundo de reglamentos, de 
ritos y de controles que constituyen un derecho consuetudinario a veces 
muy antiguo. Edouard Dolléans, resumiendo la tesis de Jean Vial sobre 
las costumbres del gremio de sombrereros, escribía: «La costumbre con- 


3. Discurso en la sesión del 14 de junio de 1791, citado por H. Hatzfeld, Du paupé- 
risme d la sécurité sociale, 1850-1940, Presses universitaires de Nancy, Nancy, 2004, 
pág. 192. 

4. Véase H. Desroche, Le Projet coopératif. Son utopic et ses pratiques, son appareil et 
ses résearix, Les Éditions Ouvritres, París, 1976, y H. Desroche, «Sociétaires et compag- 
nons. Des associations ouvriéres aux coopératives de production (1831-1900)», Archives 
de sciences sociales de la coopération et du développement, n* 55, 1981, págs. 51-73. 
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siste en lo esencial en prácticas de solidaridad legadas por el compañona- 


je a las sociedades abiertas, y por éstas a los sindicatos».? Esta superviven-' 


cia en el mundo industrial de palabras, pero también de reglas propias de 
los oficios tradicionales, se adapta a condiciones evidentemente nuevas. 
Lo que está en juego en este retomar una tradición más allá de las censu- 
ras del liberalismo es la constitución del derecho obrero en el nuevo 
mundo industrial. No es del fruto de la imaginación espontánea de los 
hombres de donde surgirán las nuevas instituciones sociales, sino de su 
experiencia propia, que retoma y modifica las herencias colectivas. Sin 
duda, como lo mostraron Beatrice y Sidney Webb, hay algo nuevo en las 
trade-unions que nos impide concebirlas como prolongaciones de las guil- 
das de oficio: ya no son los maestros o los aspirantes a maestro quienes se 
organizan por oficios, son los asalariados los que establecen relaciones de 
solidaridad para dificultar la competencia que mantienen entre ellos los 
patrones y luchar por mejores salarios y mejores condiciones laborales.* 

- Más precisamente, el divorcio entre fuerza de trabajo y medios de pro- 
ducción da lugar a nuevas fbrmas de asociación que ya no se basan en la 
solidaridad de oficio entre amos y compañeros para establecer el justo 
precio de los productos, sino en la oposición de intereses entre patrones 
y asalariados, más allá de la separación de los oficios. 

Sin embargo, transmisión de las costumbres y creación de las formas 
institucionales no se oponen simplemente, se mezclan por mucho tiem- 
po en la experiencia histórica de la lucha. La clase de los obreros de la 
industria se organiza a medida que produce un derecho que le es propio, 
apoyándose para ello en los logros simbólicos y jurídicos anteriores. Así, 
las primeras luchas obreras apelan a menudo a antiguos reglamentos de las 
corporaciones, en particular los del aprendizaje, o a antiguas tarifas que 
la nueva clase de los patrones industriales se ponen de acuerdo para 
suprimir en el marco de la libre contratación de la fuerza de trabajo y la 
liberalización de precios. Pero la gran novedad institucional que ve la luz 
en Inglaterra es la idea de la superación del marco corporativo de oficio 
para ir hacia el nuevo unionismo transversal, hacia la one big Union, cuyo 
objetivo es hacer entrar a todos los oficios en una sola gran institución 


5. Véase É. Dolléans, «Introduction», en J. Vial, La Coutume chapeliére. Histoire du 
mouvement ouvrier dans la chapellenie, Éditions Domat-Montchrestien, París, 1941, pág. 3. 

6. Véase B. y S. Webb, Histoire du trade-unionisme. Les origínes, Les Nuits rouges, 
París, 2011, pág. 24. 
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sindical? A esto llamaba William Thompson en 1827 en su panfleto La- 
bour rewarded: «Contra la carrera de los salarios de miseria, llevada a cabo 
por los diversos patrones, el único remedio consiste en un sindicato na- 
cional que reagrupe a todos los obreros del país».* No es nada sorpren- 
dente que este planteamiento venga de aquel que, junto a Owen, captó 
hasta qué punto era necesario, para oponerse al régimen instituido de la 
competencia, inventar otras reglas, otras relaciones y otras prácticas basa- 
das en la cooperación. Lo que descubre el movimiento cooperativo que 
se desarrolla en los años 1820 es que la productividad de la industria, y 
por lo tanto la riqueza de las sociedades, reside en lo que Proudhon lla- 
mará más tarde «a fuerza colectiva». Hemos visto más arriba los princi- 
pales elementos de esta teoría. Pero ¿cómo hacer de esta fuerza coopera- 
tiva un principio de reorganización social? Abí está todo el problema, 
planteado con mayor o menor claridad, del socialismo y de la doctrina de 
la asociación en sus diversas variantes. Es una vez más Proudhon, uno 
de los socialistas que más se ocupan del derecho obrero, quien lo plan- 
teará en toda su amplitud. 


La institución de la fuerza colectiva 


En efecto, Proudhon no es únicamente quien «descubre» la fuerza colec- 
tiva en el 'origeri de la riqueza de las sociedades.? Es también quien, 

mucho más sistemáticamente que Marx, reflexiona en términos de insti. 
tución alternativa a la propiedad privada y a la propiedad del Estado. En : 


¿£o0peración. Así, en el discurso inaugural ante la Primera Internacional, 
* Marx opone a la «economía política del capital» la cooperación, que es la 


7. B. y S. Webb, Histoire du trade-unionisme, op. cit., pág. 122. 
8. Citado en ibíd., pág. 123. 
9. Véase supra, capítulo 5. 
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«economía política del trabajo».'” Fue tras la muerte de Marx cuando la 
hegemonía del marxismo en el movimiento obrero tuvo mucho peso en 
la tendencia al borrado de Proudhon de la historia socialista, hasta el 
punto de ignorar el papel de sus ideas en la Comuna o en el sindicalismo 
revolucionario, por lo menos hasta 1914. Ésta es una de las razones por 
las que se impone su lectura o su relectura. 

Pensando en la sociedad futura desde un punto de vista decididamen- 
te jurídico e institucional, '' Proudhon escribe: «La civilización es el pro- 
ducto del derecho».” En La capacidad política de las clases “obreras, a£irma 
que la inferioridad de los obreros reside en su ignorancia de este gran 
hecho social que es la creación jurídica de nuevas formas de institución. 
Pero será mediante el desarrollo de un derecho económico y social pro- 
pio como los obreros encontrarán la vía de. su liberación.-Como lo 
déstaca Georges Gurvitch, escrupuloso intérprete del pensamiento 
proudhoniano, si la vida social es ante todo un tejido de relaciones de lo 
más diversas, el derecho, «cosa capital de la sociedad», es la base de toda 
refundación social.'* E 

Según Proudhon, la relación humana en sí misma, «lo que se produce 
entre los hombres», es de naturaleza jurídica. Se trata, entonces, de cons- 
truir un «orden jurídico de la vida en común», extra-estatal, que regulará 
las relaciones entre los individuos sociales, un derecho que no se impondrá 
de golpe sino que se desarrollará progresivamente a partir del mismo 
suelo de la sociedad: «Por debajo del aparato gubernamental, a la sombra 
de las instituciones políticas, lejos de las miradas de los hombres de Estado 
y los curas, la sociedad producía lentamente y en silencio su propio orga- 
nismo; se construía un orden nuevo, expresión de su vitalidad y de su 
autonomía, y negación tanto de la antigua política como de la antigua 


10. Véase K. Marx y F. Engels, Propriétés et expropriations. Des coopératives á l'autoges- 
tion généralisée, textos presentados por Pierre Cours-Salies y Pierre Zarka, Syllepse, París, 
2013. 

11. Véase sobre la cuestión del derecho C. Bouglé, La Sociologie de Proudhon, Ar- 
mand Colin, París, 1911. 

12. PJ. Proudhon, Correspondance, Lettre á Clerc, 16 mars 1863, Slatkine, Ginebra, 
vol. VII, pág. 370, citado por G. Gurvitch, L”Idée du droit social. Notion et systéme du droit 
social. Histoire doctrinale depuis le XvIr siéce jusqu'd la fin du xD siéde, Scientia Verlag, 
Aalen, 1972 (1932), pág. 353. 

13. Citado por G. Gurvitch, «Proudhon aujourd”hu»», en Écrits allemands II, L'Har- 
mattan, París, 2006, pág. 51. 
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religión».** Si un mundo nuevo es posible, sólo puede ser creado a partir 
de instituciones establecidas sobre las bases de un derecho social, a saber, 
un derecho creado por la sociedad y para la sociedad, diferente en este 
punto de la tradición jurídica de origen romano, que hace del legislador la 
fuente de la ley. Esta idea del derecho social debe imponerse convirtién- 
dose en un bien de los obreros, como la ciencia gracias a la cual prevale- 
cerán. Gurvitch destaca con fuerza que hay un Proudhon jurista, cuya 
gran idea es la «reconciliación del socialismo con la idea de derecho».* 
Para resumir en pocas palabras la ambición del proyecto proudhoniano, 
diremos que la soberanía del derecho social debe prevalecer sobre la sobe- 
ranía estatal. El Estado debe someterse a la ley que emana de la sociedad. 
La constitución política debe, si no subordinarse a «la constitución social», 
sí al menos ser contrapesada por la organización jurídica propia de la 
sociedad. En la última parte de su obra, la constitución federal que ima- 
gina Proudhon obedece a la idea de que el Estado nunca es o nunca 
debería ser más que una coordinación de unidades locales ó funciona- 
les.*? Este derecho, que remite a la existencia de una sociedad como 
conjunto de relaciones, debe considerarse superior al derecho público 
del Estado y al derecho privado de la propiedad. Los precede y tiene 
fuentes indiscutibles en la existencia de una comunidad social preexisten- 
te a toda constitución política. Forma jurídica de la nueva democracia 
obrera, se basa en un derecho social consuetudinario fundamental que 
organiza la sociedad a partir de las agrupaciones elementales que son la 
familia, el municipio o el taller. 

Así, el derecho está destinado a devolver a la sociedad la plena pose- 
sión de su fuerza colectiva. Esta recuperación es el verdadero objetivo 
que debe perseguir el movimiento social, cosa que no han comprendido 
la mayoría de comunistas y socialistas. Para Proudhon, se trata de que cese 
el «escepticismo jurídico» de los socialistas y de los comunistas, no por 
motivos puramente teóricos, sino por razones prácticas. La negación del 


14. PJ. Proudhon, Idée générale de la révolution au XIX" siéce, Oeuvres completes, vol. 1, 
Slatkine, Ginebra, 1982, pág. 300. 

15. G. Gurvitch, L'Idée du droit social, op. cit., pág. 339. 

16. En este sentido, anticipa la teoría de los servicios públicos de Duguit, tal como éste 
la expuso en su obra. Léon Duguit, Manuel de droit constitutionnel. Théorie générale de PÉtat, 
organisation politique, A. Fontemoing, París, 1907. Véase infra, parte III, «Propuesta política 
7», pág. 517. (Trad. cast.: Manual de derecho constitucional, Comares, Granada, 2005.) 
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derecho conduce al despotismo comunista. Pero Proudhon lucha en dos 
frentes a la vez, ya que condena igualmente el individualismo liberal que 
ha pervertido el derecho.'” Contra el universalismo, ya sea tradicionalista 
o comunista, para el que la comunidad no es más que un super-individuo 
que absorbe todas las personalidades singulares, y contra el individualis- 
mo, que no ve en el individuo nada más que un ser abstracto, aislado de 
las relaciones sociales, es preciso captar la sociedad como un sistema com- 
plejo de relaciones y encontrar una forma de organización que corres- 
ponda a la naturaleza misma de tal sistema: «La humanidad, como un 
hombre ebrio, duda y se tambalea entre dos abismos. Por un lado la 
propiedad, por el otro la comunidad: la cuestión es saber cómo atravesará 
este desfiladero en el que su cabeza es presa de vértigo y pierde el control 
de sus pies».'* ¿Cómo escapar de esta oscilación trágica entre propiedad 
privada y propiedad comunitaria, entre la «hipótesis individualista» y la 
«hipótesis comunista»? Conviene organizar mediante el derecho la fuerza 
colectiva sin aplastar la iniciativa individual. Hacerlo reconocer y organi- 
zarlo como realidad social esfiecífica es la gran tarea del socialismo proud- 
honiano, también llamado «mutualismo» o «federalismo», además de 
“anarquismo positivo». Proudhon pasa frecuentemente por ser partidario 
de la organización espontánea de la sociedad civil, siguiendo a Saint-Si- 
mon.'” Lo que este juicio tiene de cierto —aunque, como veremos más 
adelante, debe ser atemperado— es que Proudhon todo lo fía a la capaci- 
dad de la sociedad para engendrar, mediante contratos libremente estable- 
cidos, un derecho productor de equilibrio y de armonía. Contra Louis 
Blanc, Proudhon muestra que no es desde arriba, mediante el Estado, 
como se producirá la revolución, sino desde abajo. Como lo escribe Bou- 
glé, resumiendo el pensamiento de Proudhon, «basta con que los ciuda- 
danos se pongan de acuerdo directamente para regular las condiciones del 
- intercambio igualitario. De este modo se producirá una especie de revo- 
lución molecular, una autoregeneración de la sociedad civil, haciendo 
inútiles todas las reconstrucciones soñadas por la sociedad política». 


17. Sobre todos estos puntos, véase G. Gurvitch, L'Idée du droit social, op. cit., 
pág. 346. 

18. P-J. Proudhon, Systémes des contradictions économiques ou Philosophie de la misére, 
op. cit., pág. 266. 

19, Véase C. Bouglé, La Sociologie de Proudhon, op. cit., pág. 186-187. 

20. Ibíd., pág. 187. 
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Así, la que hay que tomar es una nueva vía: la de la «constitución 
social» contra la «idea gubernamental. Ningún plan del comunismo, 
ninguna idea utópica, ningún gran principio moral —la atracción de 
Fourier o la «entrega» de Cabet o Louis Blanc—, sino una organización 
jurídica de la fuerza de la colectividad. El método consistirá en partir de 
las relaciones sociales y las fuerzas económicas, como la división del tra- 
bajo o la competencia, para ir hacia la justicia social y la organización del 
trabajo. Éste es el sentido que tiene en Proudhon la expresión «socialismo 
científico» en ¿Qué es la propiedad? No se trata de inventarlo todo a partir 
de nada, sino de atenerse a la vida misma del organismo social, que recla- 
ma un reglamento; se trata de partir de las actividades de trabajo, de 
producción y de intercambio, para remodelar la sociedad de acuerdo con 
un nuevo derecho surgido de las prácticas y las relaciones concretas entre 
los individuos, los grupos y las funciones. Del mismo modo que los idea- 
les nacen de las fuerzas colectivas, un derecho de un nuevo tipo se desa- 
rrolla para regular las relaciones de los individuos. Este derecho sólo 
puede establecerse sobre las ruinas del derecho romano, que según él 
opuso sistemáticamente derecho público y derecho privado como polos 
antagónicos. En efecto, el derecho romano estuvo en el origen de un 
individualismo profundamente antisocial que sólo podía encontrar su 
complemento en el poder del Estado.” Tanto en un caso como en el otro, 
es la voluntad lo que se erige como algo absoluto, voluntad del individuo 
por un lado, voluntad del Estado por el otro. Gurvich comenta así la 
reflexión de Proudhon: 


Para remediar el «egoísmo» individual, el viejo derecho romano, gracias a 
sus principios individualistas, estaba condenado a ir hacia el egoísmo del 
Estado; no hay mucha distancia entre el dominium y el imperium, es decir, la 
voluntad de un individuo, en pequeño o en grande, considerado como 
centro del derecho.” 


21. P-J. Proudhon, De la justice dans la Révolution et dans PÉglise, op. cit., tomo 1, 
2” estudio, pág. 157. 

22, Citado por G. Gurvitch, L'ldée de droit social, op. cit., pág. 374. Proudhon pa- 
rece decantarse del lado del absolutismo de la propiedad contra el absolutismo del Estado 
en su escrito póstumo Théorie de la propriété, col. «Les Introuvables», L'Harmattan, París, 
1997, pág. 208. Y es que una vez suprimida la ganga (anbaine) la justificación de la pro- 
piedad es política, porque se opone al absolutismo del Estado: «La propiedad es el egoís- 
mo idealizado, consagrado, investido de una función política y jurídica» (ibíd., pág. 228). 
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La reglamentación social emana de la práctica y la estructura de las rela- 
ciones sociales. Si «el hecho moral es esencialmente un hecho social», es 
porque la moral «resulta del ser colectivo que nos contiene y nos pene- 
tra», como Proudhon le escribe a Cournot.? El derecho expresa este ser 
social, nos hace ser más que un individuo y por eso nos devuelve a 
nosotros mismos: al mismo tiempo «una persona y una colectividad». 
Para evitar que la sociedad sea una pelea de pequeños yoes absolutos, es 
necesario que las relaciones reguladas entre los individuos establezcan 
entre ellos un balance, un equilibrio, una ponderación. Ese derecho no 
debe ser impuesto por un magistrado, con o sin consentimiento volun- 
tario, sino establecido en concierto por los individuos que, en el fondo, 
son considerados actores que establecen libremente contratos entre sí 
para el intercambio. Pero ¿de qué contrato se trata exactamente? Como 
se sabe, esta oposición entre el «contrato» y la «ley» está cargada de ambi- 
giiedad y ha favorecido desde hace decenios el viraje neoliberal de la 
«segunda izquierda» ex-autogestionaria. 

Hay en Proudhon una álorización del contrato «sinalagmático» y 
«conmutativo» que, a:condición de ser recíproco, conduce a un equilibrio 
entre las partes. El contrato puede resolver todos los problemas en todas 
las relaciones entre personas fisicas así como entre personas morales. Bou- 
glé ve ahí un modelo comercial de sociedad próxima al de los economis- 
tas del siglo xvim. El vínculo de intercambio disuelve lo político, hace 
inútil todo gobierno. Esto lleva a Bouglé a decir que Proudhon es un 
«socialista del intercambio», incluso un «socialista contable», que asumió 
una concepción liberal de la sociedad civil como conjunto de contratos 
libremente consentidos. Este juicio merece un examen más preciso. 

Primera diferencia respecto del liberalismo jurídico: este derecho social 
proudhoniano no necesita ningún Estado separado porque no es la legis- 
lación de la injusticia ni del robo. Se basa en la equidad que da a cada uno 
lo que le corresponde, de acuerdo con el «verdadero valor» de su trabajo. 
Además, el contrato no es concebido, a la manera de los liberales, como el 
encuentro de dos voluntades independientes, de dos individuos atomísti- 


Llega a decir que la «facultad egoísta [...] ha sido justamente designada por la naturaleza 
como el primer representante, el gerente del derecho» (Théorie de la propriété, ibid., 
pág. 214). 


23. PJ. Proudhon, «Lettre á Cournot du 31 aoút 1853», Correspondance, op. cit., ; 


t. VII, reedición vol. Iv, pág. 370. 
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cos. Es la expresión formal de una relación entre seres plenamente sociales, 
es la forma jurídica de una relación social de intercambio que no se puede 
aislar de lo que son y de lo que hacen los individuos, seres esencialmente 
racionales. Toda la vida social está hecha de relaciones que son intercam- 
bios de múltiples clases y que conciernen a servicios muy variados. La 
sociedad está constituida jurídica y moralmente por una multiplicidad de 
contratos que corresponden a estos intercambios. Tales contratos son en 
realidad constataciones que formalizan la relación, que la instituyen. Ele- 
mento de la constitución social, el contrato es siempre una constatación 
jurídica de un derecho común informal, que puede expresarse en el dere- 
cho consuetudinario de las comunas o en un derecho económico tradicio- 


nal que organiza las prácticas profesionales y las relaciones interprofesiona- 


les. Como lo escribe Gurvitch, los contratos son «procedimientos técnicos 
de constatación formal de un derecho preexistente».* 
De ello se desprende la segunda diferencia respecto del liberalismo: si 


el derecho social es la constatación formal de las relaciones sociales regidas 


por un derecho informal, esto significa que no es tanto expresión de la - 


voluntad de los individuos particulares como de una «voluntad general» 


encarnada por el legislador. Proudhon quiere limitar la ley de Estado y ' 
promover una «constitución social» que debe prevalecer sobre la constitu- ' 


ción política, quiere la soberanía del derecho y no la soberanía del Estado: 


Justicia conmutativa, reino de los contratos, régimen económico o indus- 
trial... otros tantos sinónimos de la idea que, con su advenimiento, debe 
abolir los viejos sistemas de justicia distributiva, de reino de las leyes, en 
términos más concretos: de régimen feudal, gubernamental o militar. El 
porvenir de la humanidad reside en esta sustitución.” 


Ningún retorno al pasado, ninguna nostalgia de un estado primitivo. Por 
el contrario, es el derecho el que, desarrollándose, produce la civiliza- 
ción; debilita el gobierno, que se vuelve inútil a medida que se pasa de la 
«justicia distributiva», cuyo primer lugar es la familia, a la «justicia con- 
mutativa»”, : 


24. G. Gurvitch, L*Idée de droit social, op. cit., pág. 355. 

25. Citado por C. Bouglé, La Sociologie de Proudhon, op. cit., pág. 111. ] 

26. P-J. Proudhon, «Idée générale de la révolution», Oeuvres complétes, op. cit., vol. H, 
pág. 187. 
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Finalmente, la tercera diferencia respecto del liberalismo consiste en 
que el intercambio debe ser equitativo y por este motivo regido por un 
principio que Proudhon llama «mutualidad» o «mutualismo» y que quie- 
re oponer al comunismo. Si la división del trabajo y la especialización son 
hechos irreversibles, hay que regular consecuentemente el intercambio 
mediante un principio de reciprocidad que impida que el más fuerte 
obtenga un «tributo» a expensas del más débil. El mutualismo es el prin- 
cipio de acción que reequilibra la propiedad privada mediante la reci- 
procidad en el intercambio y al mismo tiempo respeta la libertad individual, 
ya que cada uno es siempre libre en lo que se refiere a su compromiso con 
los demás. No se trata aquí de trabajo común, sino de circulación entre 


productores y entre consumidores: 


Para que haya mutualidad perfecta, es preciso que cada productor, adqui- 
riendo cierto compromiso ante los demás, que por su parte se comprome- 
ten del mismo modo ante él, conserve su plena y entera independencia de 
acción, toda su libertad de¿movimientos, toda su personalidad de opera- 
ción: la mutualidad, de acuerdo con su etimología, consiste más en el inter- 
cambio de los buenos oficios y de los productos que en la agrupación de las 
fuerzas y la comunidad de los trabajos.” 

Por «constitución mutualista de la nación»? hay que entender al mismo 
tiempo la garantía de beneficios justos, distribuidos entre todos por un 
sistena de seguros de la mutualidad, y la justicia en los intercambios ba- 
sada en la igualdad de los costes y de las cargas entre hombres considera- 
dos iguales. Todo ello supone anular los beneficios ligados al derecho de 


propiedad. 


La «constitución social» 


La constitución social no es más que la autoorganización jurídica de la 
sociedad que, partiendo de la constatación de los derechos particulares de 
las diferentes agrupaciones, hace de todo ello un derecho común forma- 
lizado de los coproductores de toda la sociedad.” Las agrupaciones de 


27. Ibíd., págs. 113-114. 
28. Ibíd., pág. 114. 
29. G. Gurvitch, L'Idée de droit social, op. cit., pág. 363. 
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productores, de consumidores, las mutualidades, las copropiedades, las 
asociaciones, los servicios públicos, segregan derechos autónomos y es- 
pecíficos que, todos juntos, constituyen un orden jurídico propio: la 
constitución social. No se trata de una especie de «reconstitución social» 
arbitraria y voluntarista, fruto de la decisión de un gobierno exterior a 
las relaciones sociales. La constitución social es el reconocimiento de las 
formas jurídicas más o menos organizadas y explícitas que rigen, de 
acuerdo con un principio de mutualidad, la vida colectiva dentro de los 
grupos particulares y también entre ellos. La acción de las fuerzas colec- 
tivas conduce a un conjunto de reglamentaciones capaces de resolver los 
conflictos, una especie de justicia conmutativa compleja e inmanente a 
las relaciones sociales que se opone al derecho individualista y al derecho 
estatal surgidos del derecho romano tradicional. Este derecho es de 
hecho un «derecho social», según la fórmula de Gurvitch, surgido de las 
prácticas económicas y sociales, cuyo objetivo es organizar la división 
social del trabajo y asegurar la justicia, es decir, la desalienación de las 
fuerzas colectivas, ya sean económicas, sociales o políticas, en la medida 
en que tales dominios se puedan distinguir. La originalidad de Proudhon 
consiste en que confía a este derecho social la función de reapropiarse las 
fuerzas explotadas y alienadas. 

Gurvitch ha hecho remontar esta idea de derecho social hasta Grocio, 
para quien la naturaleza social era la capa primaria y fundamental del de- 
recho natural.” La idea-fuerza de Grocio, según Gurvitch, es que el 
«todo», ya sea que se trate de una parte del pueblo o de todo el pueblo, 
o bien de relaciones entre pueblos, «posee la capacidad de vincular jurí- 
dicamente y de un modo directo a sus miembros en razón de su misma 
esencia (véase. L. II, cap. V, $ xvii)». En consecuencia, el derecho na- 
tural individual no precede a este derecho natural social, sino que se de- 


30. Ibíd., pág. 38 y sigs. 

31. Grocio, contra una concepción utilitarista del derecho, encuentra su fuente en 
la sociabilidad humana: «Esta preocupación de la vida social [...] es la fuente del derecho 
propiamente dicho». Véase H. Grocio, Le Droit de la guerre et de la paix, PUF, París, 2012, 
pág. 11. 

32. G. Gurvitch, «La philosophie du droit de Hugo Grotius et la théorie moderne du 
droit international», Revue de métaphysique et de morale, 1927. Gurvitch se refiere a este 
pasaje de Grocio, donde afirma: «En las cosas por las que la sociedad ha sido establecida, 
el cuerpo entero, o la mayoría en hombre del cuerpo, obligan a los particulares que for- 
man parte de la sociedad». H. Grocio, Le Droit de la guerre et de la paíx, op. cit., pág. 239. 
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riva de él. La idea importante que encontramos en toda una escuela del 
derecho social natural, de la que Leibniz es un autor clave, plantea que 
“el estado de naturaleza no es un estado de disociación sino que, por el 
contrario, remite a la existencia de múltiples formas sociales que disponen 
de reglas de derecho autónomas independientes del poder estatal. Esta 
escuela del derecho social natural hace de Grocio el primer socialistus.3 

¿Cómo nace y se desarrolla este derecho social? Surge de la práctica 
colectiva, que engendra una razón común, y ésta a su vez produce reglas 
sociales. El derecho es una instancia intermedia, una mediación entre 
las prácticas y las ideas. La sociedad no sólo produce bienes: segrega ideas 
y engendra reglas. Genera espontáneamente su razón colectiva y su con- 
ciencia jurídica propia. Esta «razón colectiva» es lo que corresponde, en 
el plano de las ideas, al poder económico que la relación social produce 
por sí misma. Es con ella con lo que la sociedad reacciona ante la aliena- 
ción que sufre, reapropiándose las fuerzas colectivas de las que ha sido 
desposeída. Así, la asociación efectiva de los trabajadores, su «coparticipa- 
ción» práctica en la producción de dicha fuerza colectiva, conduce a las 
sociedades corresponsables a combatir la competencia desarrollando un 
ideal propio de su clase. La «idea obrera» es el principio de solidaridad 
que nace de la práctica coproductora de los trabajadores y que debe re- 
gular, una vez encontrada la forma institucional adecuada, el reparto del 
producto entre ellos. 

La nueva reglamentación alcanza al conjunto de las relaciones sociales, 
ya que todos contribuyen de un modo u otro a la fuerza de la colectivi- 
dad. El derecho social, que reconoce y organiza la fuerza colectiva, debe 
pues adaptarse a la diversidad de sus modalidades prácticas. Organizar estas 
relaciones entre individuos en el grupo de producción y en la sociedad 
no puede proceder de una sola solución, de un solo principio o un solo 
reglamento. La organización social nueva es de este modo necesariamen- 
te pluralista, ya que las relaciones sociales son ellas mismas diferenciadas 
y la fuerza colectiva adopta formas distintas. Proudhon distingue dos 
grandes modos de relación social: la relación de cooperación directa en 
las organizaciones o en los grupos, y la relación de conmutación, posibi- 


33, Gurvitch señala que contra una idea muy difundida, el término «socialista» no 
nace a comienzos del siglo XIX sino que se usa en la escuela jurídica del derecho social 
natural en el siglo XVI! para designar a Grocio. Véase G. Gurvitch, «La philosophie du 
droit de Hugo Grotius», loc. cit., nota 3, pág. 377. 
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litada por la división del trabajo y los instrumentos de intercambio. Esta 
relación de conmutación, o esta relación de reciprocidad, es un inter- 
cambio de equivalentes que garantiza una armonía económica sobre una 
«base verdadera», es decir, la cantidad de trabajo incorporada en los pro- 
ductos. De este modo Proudhon cree poder instaurar, en particular 
mediante la institución del Banco del Pueblo, lo que los liberales no 
consiguieron: un estado de equilibrio económico basado en contratos 
equitativos. 

De esto se infiere que la asociación no es válida indistintamente para 
todas las clases de actividad: «La asociación como dogma queda refutada», 
escribe Proudhon. Sólo será la forma adaptada allí donde intervienen la 
congruencia de las fuerzas y la división técnica del trabajo, como ocurre 
en la empresa industrial, no en la agricultura o en el artesanado, donde el 
trabajador está solo y aspira a intercambiar sus productos sobre una base 
verdadera y justa, a partir únicamente de la justicia conmutativa. En efec- 
to, los artesanos y los campesinos deben poder eludir esta asociación salvo 
que no quieran hacerlo, ya que en su caso, el de propietarios individua- 
les, la fuerza colectiva a la que contribuyen se origina en el intercambio 
y reclama, por lo tanto, un contrato equitativo entre productores y con- 
sumidores. De tal manera que la república democrática y social adoptará 
una forma plural: los campesinos dueños del suelo, los artesanos gozando 
de la independencia de su propiedad y de su oficio, los asalariados amos de 
sus empresas. 

Así, la asociación no es más que la forma jurídica que conviene a 
la fuerza colectiva tal como ésta se produce en el seno del taller o de la 
empresa.* Es ahí, como lo había mostrado Proudhon en sus escritos 
sobre la propiedad en 1840, donde es violado el derecho de los produc- 
tores sobre el valor engendrado por la cooperación y por eso se impone 
la propiedad colectiva. En los casos en que una combinación de especia- 
lidades distintas es necesaria para una obra común —cuando «cada hom- 
bre engrana con el hombre como la rueda con la rueda, donde el con- 
Junto de los trabajadores forma una máquina, tal la unión de las piezas 
de un reloj o de una locomotora»— entonces «la asociación, so pena de 
inmoralidad, tiranía o robo, me parece del todo necesaria y de dere- 


34. Véase P-J. Proudhon, Idée générale de la révolution, op. cit., pág. 275 y sigs. 
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cho».% Es ella la que permitirá el nacimiento de una «democracia indus- 
trial» para reemplazar a la «feudalidad industrial» y eludir el peligro del 
«imperio industrial», por retomar las fórmulas del Manual del especulador, 
de 1857. Las «compañías obreras» se imponen necesariamente en las mi- 
nas, los ferrocarriles y las grandes manufacturas: 


Allí donde la producción requiere una gran división del trabajo, una fuerza 
colectiva considerable, es necesario formar entre los agentes de esa industria 
una Asociación, ya que sin ello quedarían unos respecto a los otros como 

- subalternos, y entonces habría, por efecto de la industria, dos castas, la de 
los amos y la de los asalariados: cosa que repugna en una sociedad democrá- 
tica y libre. 


Así es como «da gran industria, agente temible de aristocracia y de paupe- 
rismo, se convierte a su vez en uno de los principales Órganos de la liber- 
tad y de la felicidad pública».” Pero sería peligroso que cada compañía se 
encerrara en sí misma y reservara sólo a sus miembros las plusvalías en- 
gendradas por su tamaño. IA Sociedad tiene un derecho de vigilancia y 
de control, incluso de disolución de las compañías. La gran industria 
asociativa estará vinculada por un doble pacto. Comparable a una «colo- 
“ nia», tendrá deberes y derechos en relación a la madre patria, y constitui- 
rá un pacto entre sus asociados. En el plano interno, la jurisdicción de los 
asociados en sus grupos particulares establece lo que Proudhon llama la 
«democracia industrial». Esta «institución sin precedentes y sin mode- 
los» deberá asegurar a sus miembros derechos de elección, la formación 
del personal, la propiedad indivisa, una carrera progresiva: 


Mediante la participación en las cargas y en los beneficios, mediante la es- 
cala de losalarios y la elevación sucesiva a todos los grados y empleos, la 
fuerza colectiva, producto de la comunidad, deja de beneficiar a un peque- 
ño número de abogados y especuladores; se convierte en propiedad de to- 
dos los obreros. Al mismo tiempo, mediante la educación enciclopédica, la 
obligación del aprendizaje y la cooperación en todas las partes del trabajo 
colectivo, la división del trabajo no puede seguir siendo para el obrero una 


35. Ibíd., pág. 279. 
36. Ibíd., pág. 276. 
37. Ibíd., págs. 280-281. 
38. Ibíd., pág. 282. 
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causa de degradación; es, por el contrario, el instrumento de su educación 
y la garantía de su seguridad.” 


Es comprensible que algunos de quienes revivieron esta aspiración a la 
autonomía obrera o a la autogestión en los años 1970 creyeran encontrar 
en Proudhon a un pionero. 


El federalismo como organización social y política 


En Proudhon no sólo hay autogestión del dominio productivo: es el 
conjunto de-la organización social y política el que debe ser remodelado 
por la constitución social. La nueva asociación éstá destinada en un pri- | 
mer tiempo a reemplazar al Estado. Tenemos aquí de nuevo la gran idea 
saint-simoniana reformulada por Proudhon: el principio de autoridad, el 
gobierno, y la ley de Estado serán reemplazadas por una nueva estruc- 
turación «horizontalizada». de la sociedad. Es a partir de esta realidad pri- 
mera del trabajo, verdadera sustancia de la sociedad, como podrá y debe- 
rá reorganizarse toda la sociedad, de acuerdo con la formula célebre que 
pretende que en la sociedad futura «el taller hará desaparecer el gobier- 
no». Esta idea general de la revolución queda bien resumida en la fór- 
mula: «Disolución del gobierno en el organismo económico», que cons- 
tituye el título del séptimo estudio de Idea general de la revolución en el siglo 
xIx. Sin embargo, a diferencia de Saint-Simon, que desconfiaba del de- ' 
recho y de los juristas, la unidad es producida aquí, no por el solo juego 
de las fuerzas económicas, sino también por el derecho. 


Lo que ponemos en el lugar del gobierno, lo hemos hecho saber, es la or- 
ganización industrial; lo que ponemos en el lugar de las leyes son los con- 
tratos [...] lo que ponemos en el lugar de los poderes políticos son las fuerzas 
económicas, lo que ponemos en el lugar de las antiguas clases de ciudada- 
nos, nobleza y campesinado, burguesía y proletariado son las categorías y 
especialidades de funciones: Agricultura, Industria, Comercio, etc., lo que 
ponemos en el lugar de la fuerza pública es la fuerza colectiva, lo que po- 
nemos en el lugar de la policía es la identidad de intereses, lo que ponemos 
en el lugar de la centralización política es la centralización económica.* 


39. Ibíd., pág. 282. 
40. lbíd., pág. 395. 
41. Ibíd., pág. 302. 
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Proudhon siempre subrayó su gran desconfianza hacia el gobierno, que 
es incompetente por esencia cuando se trata de cambiar la sociedad, 
como se vio, según él, en 1848. El nuevo derecho no será estatal, será la 
forma jurídica de la asociación obrera, de la mutualidad y de la federa- 
ción. Pero ¿no hay acaso ninguna necesidad de una organización política, 
la que sea? ¿Puede la economía absorber por entero a lo político, o se 
puede inventar una forma de organización no gubernamental? Tal es la 
pregunta que parece estar en la base de sus últimas obras. 

Durante mucho tiempo, Proudhon opuso la «constitución social» y la 
«constitución política». Estas dos constituciones son incompatibles, repi- 


“te a menudo.“ Mientras que la primera, como se ha visto, es la forma 


contractual de las relaciones económicas que expresa el equilibrio de los 
intereses económicos, el principio de la constitución política de un Esta- 
do es la centralización de las fuerzas, la separación de los poderes, la je- 
rarquía. Esta oposición, que asimila Estado y política, se basa en la «ocul- 
tación de la dimensión política» que encontramos en los saint-simonianos 
o en Marx.* El límite histórico de Proudhon es el de Saint-Simon, pero 
también lo es de Marx. Se sitúa en el período de emergencia del socialis- 
mo que, como hemos visto más arriba, es un movimiento intelectual y 
político cuyo objetivo es la reapropiación de las fuerzas sociales hasta 
entonces acaparadas o captadas por instituciones consideradas exteriores 
y parasitarias. Pero, tras haber pensado por mucho tiempo que el Estado 
se disolvería en el taller, Proudhon se orienta en otra dirección, hacia un 
nuevo régimen bautizado como «democracia industrial», surgido del ta- 
ller y de la comuna, pero que necesitará instituciones propiamente polí- 
ticas de un nuevo tipo. Dicho de otra manera, en un primer tiempo 
Proudhon piensa que hay que disolver el Estado y el gobierno en la so- 


- ciedad, de acuerdo con una posición estrictamente saint-simoniana. En 


un segundo tiempo trata más bien de articularlos, reconociendo en el 
Estado una realidad especifica e indisoluble, una fuerza colectiva que 


42. En P-J. Proudhon, Les Confessions d'un révolutionnaire, op.cit., pág. 217, escribe: 
«Distingo en toda sociedad dos especies de constitución: una que yo llamo constitución 
social, la otra, que es la constitución política». Esta última se basa en la Autoridad, la 
primera en la organización de las fuerzas económicas y el «equilibrio de los intereses 
basado en el libre contrato». Esta constitución social es un proceso de descubrimiento de 
los principios y de las reglas «a través de largas experiencias [que] son objeto todavía hoy 
de las controversias socialistas». 

43. Véase sobre este punto, 1. Johsua, La Révolution selon Karl Marx, Ginebra, 2012. 
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tiene su razón de ser, pero que no debe ser ni anterior ni superior a la ' 


sociedad. Gurvitch advirtió la evolución de Proudhon, quien al principio 
hacía del derecho político del Estado una prolongación del derecho de 
guerra. Es a partir de Justicia en la revolución que muestra «a multiplicidad 
de agrupaciones distintas que forman la trama de la vida social, limitán- 
dose recíprocamente y colaborando unas con otras».* 

- Pero ¿cómo pasar del plano del taller, la granja o la comuna al plano 
nacional? ¿Qué forma dar al conjunto? ¿Qué relaciones deben estable- 
cerse entre las unidades colectivas que componen la sociedad? En sus 
últimos escritos, Proudhon trata de hacer coexistir un orden económico 
jurídico y un orden político específico, que no es menos homólogo a la 
construcción económica. La respuesta es fundamentalmente federalista. 
El principio federal exige que el poder central esté siempre limitado por 
las reglamentaciones o los derechos de las agrupaciones particulares. La 
federación en cuanto tal es un freno a la centralización y a la alienación 
de las fuerzas colectivas producidas por las agrupaciones locales o profe- 
sionales. Tema que le preocupa desde inicios de los años 1850,* la fede- 
ración se debe entender en Proudhon al mismo tiempo como federación 
de las unidades de producción y como federación de las unidades comu- 
nales. Es, por lo tanto, un federalismo universal llamado a englobar a 


todos los países, pero también todos los aspectos de la sociedad. La cons- ' 
trucción de un sistema federativo, tanto político como económico, debe 
asegurar el equilibrio entr dos formas de democracia, la democracia j 


política de las comunas*% y la democracia industrial de las compañías 
obreras. También en este caso el derecho interviene como una fuerza 
que equilibra. El principio federativo permite equilibrar el conflicto en- 
tre dos derechos, el derecho económico de las asociaciones y el derecho 
político de las comunas, gracias a la distinción de dos tipos de federación: 


la federación política y la federación económica agrícola e industrial. Esta - 


última se rige por la constitución social. 


44. G. Gurvitch, Éléments de sociologie juridique, Aubier-Montaigne, París, 1940, 
págs. 58-59. 

45. Véase B. Voyenne, Le Fédéralisme de Proudhon, op. cit., pág. 148. 

46. Nota del T.: En adelante tendemos a traducir commune por «comuna», en vez de 
«municipio», por las connotaciones políticas que tiene el término en algunos contextos 
de este libro. 


COMÚN 


434 


En Las contradicciones políticas, Proudhon precisa que este federalismo 
no tiene nada que ver con la «descentralización», consistente en recortar 
las prerrogativas del Estado central sin ponerlo en cuestión.* Su punto de 
partida es la unidad viva del grupo natural, única unidad real, —toda otra 
«unidad» en el orden social sería artificial. Este grupo natural, de donde 
brotará la nueva vida política, es también llamado «hombre colectivo», 
tema que remite a la idea tan cara a Proudhon de «trabajador colectivo». 
No se trata de la familia, como creen los contrarrevolucionarios, ni menos 
todavía del individuo. Es la reunión en un mismo lugar de varias familias, 
una sociedad elemental en suma, un órgano que «se constituye» como 
ciudad o como «comuna» —para él ambas palabras son sinónimas— y se 
convierte así en soberano. En pocas palabras: su federalismo político es 
comunalista. Esta sociedad de base se caracteriza por su unidad natural, 
por su inviolabilidad. Hay como una ley de la naturaleza que quiere que 
los Órganos sociales sean unitarios. Si son demasiado grandes, se dividen y 
se desgarran. Así, los hijos se van para fundar nuevas familias, las colonias se 
escinden y se convierten en qjidades independientes. En cuanto a la uni- 
dad impuesta desde el exterior, artificialmente, por monarquías y repúbli- 
cas, en Estados demasiado grandes para respetar la real autonomía de los 
seres naturales, no es sino tiranía.* Lo esencial reside en el propio movi- 
miento autónomo de la vida social,% es decir, la capacidad que tiene una 
' unidad para moverse sin ser dirigida desde el exterior y, por lo tanto, para 
: darse a sí misma los medios para su propia dirección: 


Todas las veces que los hombres, seguidos de sus mujeres y de sus hijos, se 
reúnen en un lugar, juntan sus habitaciones y sus culturas, desarrollan en su 


47. La obra, escrita en 1864, se publicó en 1870 bajo el título completo siguiente: 
Contradicciones políticas. Teoría del movimiento constitucional en el siglo Xx1x (El Imperio parla- 
mentario y la Oposición legal), Lacroix, Verboeckhoven y Cie, París, 1870, precedido de 
una advertencia de M. L. Boutteville explicando las condiciones de publicación de esta 
obra póstuma. El libro fue reeditado por Marcel Riviére, en el marco de las Oeuvres 
completes, en 1952. Véase P. Haubtmann, Proudhon 1855-1865, Desclée de Brouwer, 
París, 1988, t. 2, pág. 329 y sigs. 

48. Proudhon critica a los liberales de su tiempo, que pretenden dar más poder a las 
comunas sin renunciar por completo a la centralización estatal; este liberalismo permite 
evitar el federalismo. El prototipo de este «justo medio» es Édouard Laboulaye, «uno de 
esos genios ablandados». Véase PJ. Proudhon, Contradictions politiques, op. cit., pág. 245. 

49. Ibíd., pág. 226 y sigs. 

50. Ibíd., pág. 225. 
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seno industrias diversas, crean entre ellos relaciones de vecindad, y mal que 
bien se imponen condiciones de solidaridad, forman lo que llamo un grupo 
natural, que pronto se constituye como ciudad u organismo político, afir- 
mándose en su unidad, su independencia, su vida o su movimiento propio 
(autokinesis) y su autonomía.** 


La organización política debe construirse, por lo tanto, a partir de esta 
unidad de base y mediante un acuerdo entre varias unidades para formar 
por «mutua confianza» un grupo superior, pero sin llegar nunca, al unir- 
se para garantizar sus intereses y el desarrollo de sus riquezas, «a abdicar 
en una especie de inmolación de sí mismas ante este nuevo Moloch».” 
Esta federación de unidades elementales indestructibles es, pues, un 
vínculo estrecho entre ciudades que no les quita nada de su independen- 
cia y de su soberanía: 


La comuna es por esencia, como el hombre, como la familia, como toda 
individualidad o colectividad inteligente o moral, un ser soberano. En tal 
calidad, la comuna tiene derecho a gobernarse a sí misma, a administrarse, 
a imponerse tasas, a disponer de sus propiedades y de sus beneficios, a crear 
para su juventud escuelas, a nombrar en ellas profesores, a mantener el or- 
den, a tener su policía y su guardia cívica; a nombrar jueces; a tener sus 
periódicos, sus reuniones, sus sociedades particulares, sus depósitos, sus san- 
ciones, su banca, etc. La comuna promulga decretos, da órdenes: ¿qué im- 
pide que también se dé leyes? Tiene su Iglesia, su culto, su clero, libremen- 
te elegido; discute públicamente, en consejo municipal, en sus diarios o en 
sus círculos, todo lo que afecta a sus intereses o excita su opinión. He aquí 
lo que es una comuna; porque he aquí lo que es la vida colectiva, la vida 
política. Ahora bien: la vida es una, entera, está llena de acción. Y esta ac- 
ción es universal, rechaza todo obstáculo, no conoce más límite que ella 
misma; toda coerción exterior le resulta antipática.* 


Esta federación política de tipo comunalista basada en vínculos de mu- 
tualidad entre las ciudades no anula la democracia económica, sino que 
la completa, se añade a la «federación industrial y agrícola», que per- 
mite la superación del particularismo de cada agrupación económica en 


51. Ibíd., pág. 237. 
52. Ibíd., pág. 237. 
53. Ibíd., págs. 245-246. 
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la federación sin reducir su independencia. ¿En qué medida la federación 
política de las comunas y de los servicios públicos podría quizás predo- 
minar sobre la organización económica? ¿No es en el nivel político 
donde la clase obrera podrá plasmar sus ideales, su «idea»? ¿No es en el 
espacio de la federación política donde podrá desarrollarse la democracia? 
Parece, ciertamente, que Proudhon, en vez de prolongar su antiguberna- 
mentalismo radical, se dirigió finalmente hacia una concepción del «au- 
togobierno» político. El ideal democrático, ¿no es acaso «que la multitud 
gobernada sea al mismo tiempo multitud gobernante, que la sociedad sea 

"idéntica y adecuada al Estado, el pueblo al gobieímo, así como en econo- 
mía política productores y consumidores son los mismos»?** 


El derecho proletario 


El objetivo debe ser una «reorganización de la industria bajo la jurisdic- 
ción de todos aquellos que la componen», y ello mediante la aplicación 
de «su nueva concepción de derecho», como lo escribe Proudhon en 
De la capacidad política de las clases obreras.** En eso consiste la idea de las 
«compañías obreras» y la federación industrial-agrícola. El objetivo es 
claro y supone nada menos que la creación de una nueva «civilización». 
Pero no se trata de esperar a la toma del poder y menos aún a una hi- 
potética victoria electoral. Los obreros deben liberarse ya del poder de 
los propietarios y del Estado. Proudhon sostiene que los proletarios 
deben, para conseguirlo, desarrollar «su personalidad y su autonomía» 
gracias a la propia fuerza del movimiento obrero, al que se aplica per- 
fectamente toda la lógica de la fuerza colectiva. Para imponer su dere- 
cho, el proletariado debe convertirse en una fuerza colectiva organiza- 
da y elaborar, desarrollar su propio pensamiento, desconfiando delas 
instituciones llamadas representativas, en las que el proletariado siem- 
pre tiene las de perder. En pocas palabras, necesita crear sus propias 
instituciones. Éste es el último mensaje de Proudhon, contenido en 
textos que tendrán cierta influencia sobre muchos partidarios de la in- 
surrección comunalista de 1871. 


54. Ibíd., pág. 237. 
55. P-J. Proudhon, «De la capacité politique des classes ouvriéres», en Oeuvres com- 
pletes, vol. 1, op. cit., pág. 123. 
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Esta idea de una creación institucional propia del proletariado como 
palanca para su propia emancipación inspiró posteriormente a muchos 
autores, entre los cuales, en Inglaterra, a Beatriz y Sidney Webb, y en 
Francia al historiador y sociólogo Maxime Leroy, quien inventarió y 
analizó en 1913 las formas institucionales creadas por el proletariado fran- 
cés desde mediados del siglo xIx. En La costumbre obrera? Leroy quiere 
describir al detalle el «derecho proletario», es decir, «el conjunto de las 
reglas escritas o verbales que reglamentan la vida, la sociabilidad proleta- 
rias». La idea directiva de la investigación es que sí hay un «derecho 
obrero espontáneo, obra directa y espontánea del proletariado agrupado 
en sus federaciones, costumbre libre sin carácter judicial».3 Por eso Le- 
roy prefiere hablar en general de «derecho proletario» más que de «dere- 
cho obrero»: en el uso corriente, el derecho obrero se relaciona con la 
reglamentación del trabajo por la vía de la autoridad pública, mientras 
que el derecho proletario se forma independientermente de esta autoridad 
produciendo reglas sin carácter judicial. Sin embargo, contrariamente a 
lo que podría dar a entender el título de la obra, el término «costumbre» 
no describe muy bien de qué se trata efectivamente. Resulta problemá- 
tico, porque significa «forma de actuar habitual, fijada por el hábito», 
como si la transmisión de viejas usanzas bastara para agotar el contenido 
de este derecho obrero. Parece implicar que el mundo obrero ha acumu- 
lado una especie de derecho consuetudinario que le es propio, hecho de 
normas transmitidas por la tradición y sobre las que no han reflexionado 
quienes las respetan y las obedecen. El derecho proletario no sería, en 
esta perspectiva, más que un «derecho común» con un carácter fuerte- 
mente afirmado, una especie de Common Law producida por los obreros, 
ellos solos y para su uso exclusivo. Ciertamente, el término «costumbre» 
remite en Leroy a la autoridad adquirida por una regla que tiene su anti- 
gúedad y su continuidad, y cuya fuerza de obligación se basa en parte en 
su historia. Pero lo que revela en realidad el estudio de Leroy es más bien 
la creatividad de la clase obrera, su capacidad para inventar su propia 
historia y, por lo tanto, su propia tradición, en vez de perpetuar, defor- 
mándola a veces para adaptarla a las nuevas condiciones, una tradición ya 


56. M. Leroy, La Coutume ouvriere. Syndicats, bourses, fédérations professionmelles, coopé- 
ratives, Doctrines et institutions, 2 vol., Editions CNT-RP, París, 2007 (1913). 

57. Ibíd., vol. 1, pág. 25. 

58. Ibíd. 
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secular. El proletariado moderno no sólo fue el heredero de los viejos 
oficios medievales, tuvo que inventar nuevas instituciones que no exis- 
tían antes de la revolución industrial, necesitó desarrollar prácticas regu- 
ladas que se convirtieron en las fuentes de su derecho especial. En este 
sentido, Leroy le da la razón a Pelloutier cuando éste decía del pueblo 
que era ante todo «creador e inventor».” 

Sea como fuere, a pesar del recurso al término «costumbre», muy des- 
valorizado por la ortodoxia jurídica, podemos preguntarnos si Leroy 
no está todavía lastrado por una noción ortodoxa del derecho, atrasado en 
este punto respecto a Proudhon. Así, quiere denunciar la antítesis artificial 
de una sociedad por sí misma anárquica y un derecho que vendría a orde- 
narla desde el exterior, pero entiende el derecho proletario, en términos 
de «costumbre» por oposición a la idea de un derecho surgido de un «de- 
miurgo amo del caos social». Sería costumbre, precisamente, por el hecho 
de no tener el carácter abstracto de la teoría dominante del derecho, sino 
más bien el «rico y móvil carácter del sistema de costumbres cuyo carácter 
obligatorio proviene, no de da autoridad pública, sino de la necesidad en 
que se encuentran los hombres de vivir en común». De hecho, sólo 
consigue pensar la inmanencia del derecho a la sociedad como costumbre: 
«No vemos al derecho, conjunto de costumbres, superpuesto a la socie- 
dad, a la organización de la sociedad: él es la sociedad misma. No está el 
derecho por un lado y luego la sociedad [...] Desde el momento en que 
hay necesidad, hay necesariamente un derecho, un conjunto de hábitos 
sociales, de costumbres».*! Leroy se detiene ante el reconocimiento del 
derecho proletario como derecho por otra razón: no es producido por 
una institución pública. El sindicato, por ejemplo, ¿no es una asociación 
privada? ¿Cómo podría, como tal, producir derecho? Y responde: 


Frente a la ley, el Sindicato es una asociación privada que depende del ré- 
gimen constitucional: en el espíritu de sus miembros es colector de impues- 
tos, legislador, juez y administrador, autónomamente. Al gestionar el inte- 
rés colectivo obrero, tutor de la corporación, el Sindicato tiene conciencia 
de estar investido por una verdadera soberanía sobre todas las cosas relacio- 


59, Citado en M. Leroy, en La Coutume ouvriére, op. cit., vol. 1, pág. 293. Véase F. 
Pelloutier, L'Organisation coopérative et l'Anarchie, L' Art Social (sin fecha), París, pág. 18. 

60. M. Leroy, La Contume ouvriére, op. cit., vol. 1, pág. 28. 

61. Ibíd., pág. 29. 
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nadas con la profesión. En la práctica, tiene todas las características y todas 
las ambiciones de una asociación pública. 


Con esto está todo dicho: «en la práctica», el sindicato produce reglas que, 
para sus miembros, tienen valor de derecho. Se trata, por lo tanto, de una 
concepción específica del derecho. La ortodoxia pretende que el derecho 
emane sólo de la autoridad pública, cuyo sello debería llevar, además de 
su sofisticación; y no de la vida social, de la profesión, de la producción. 
Sin embargo, el hecho está ahí: las reglas del proletariado «constituyen la 
organización de toda la parte supuestamente inorganizada de la sociedad».% 
Nos damos cuenta entonces, leyendo estas citas de Leroy, que su objetivo 
es más bien revalorizar, contra la ortodoxia jurídica, la costumbre, pero 
que lo hace a costa de cierta ambigiiedad. Pues lo que en realidad muestra 
es que las prácticas obreras han producido sus propias reglas, su propio 
derecho y sus propias instituciones, que codifican estas reglas y les dan 
autoridad. Esta idea coincide ampliamente con la sociología durkheimia- 
na y sobre todo con la concepción maussiana del socialismo. Así, a pro- 
pósito de la obra que los Webb consagraron a la historia de los trade 
unions, Mauss constata que con el sindicalismo apareció un hecho social 
nuevo: «Lo que es evidente, sobre todo, es esta creación de un dere- 
cho nuevo, un derecho obrero, este nacimiento de una personalidad moral 
nueva, el sindicato». Y añade: «El movimiento sindical, el movimiento 
cooperativo, son los verdaderos hechos de la emancipación obrera».** 
Cuando Leroy detalla su empresa, el sentido de su tarea queda claro: 


Explicar los estatutos de las asociaciones obreras, artículo por artículo, 
como leyes, comparar las reglas del taller, las reglas de la huelga, las reglas 
de la cooperación entre obreros, es estudiar un sistema jurídico que es 
únicamente proletario. Derecho en formación y, por lo tanto, derecho ya 
parcialmente formado y aplicado, cuyo objeto es regular las relaciones de 
los miembros de estas sociedades entre ellos y con quienes los emplean. 
Derecho ignorado, aunque esté escrito; derecho desconocido, aunque 
aplicado.* 


62. Ibíd., pág. 201. 

63. Ibíd., pág. 28. 

64. M. Mauss, «L'action socialiste», Le Mouvement socialiste, 15 octubre 1899, en 
M. Mauss, Écrits politiques, Fayard, París, 1997, págs. 78-79. 

65. Ibíd., págs. 25-26. 
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Leroy insiste tanto en este punto, que sería erróneo subestimarlo. Es 
sabido que Marx había establecido una falsa simetría entre el pasado 
precapitalista y el porvenir poscapitalista, entre la constitución de la 
clase burguesa en el interior del marco feudal y el desarrollo del prole- 
tariado dentro del «envoltorio» del capitalismo, mientras que las bases 
económicas y políticas de uno y otro desarrollo no son del mismo or- 
den. Para Leroy, que en este punto sigue a Proudhon y desarrolla una 
intuición del historiador Pierre-Émile Levasseur,* hay sin embargo 
analogías chocantes entre ambos procesos históricos, al menos si se 
consideran las cosas desde el punto de vista jurídico-institucional. Este 
derecho proletario es comparable, en efecto, al derecho burgués de 
antes de 1789. Las solidaridades obreras que instituye no son de una 
naturaleza diferente que las solidaridades comunales que fueron un ele- 
mento determinante de afirmación y de fuerza de la burguesía contra la 
feudalidad: «La burguesía, mucho tiempo antes que las ordenanzas rea- 
les, elaboró empíricamente reglas que, aplicables a sus intereses distin- 
tos, eran opuestos a los de lagfeudalidad. La Revolución las retomó, las 
convirtió en leyes y el Imperio en códigos. [...] Nosotros, en nuestros 
días, asistimos a un fenómeno análogo. Es obra, también esta vez, de la 
clase fisicamente más próxima al trabajo. Antaño era la burguesía, hoy 
día son los obreros».” Esto es lo que lleva a Leroy a decir que el movi- 
miento obrero «está constituido esencialmente por un sistema de com- 
promisos de los que resulta una disciplina tan clara como la de la civi- 
lización burguesa».* 

En suma, el movimiento obrero es un hecho institucional: está cons- 
tituido no sólo por recuerdos comunes y referencias comunes, sino tam- 
bién y sobre todo por reglas comunes. No debe su fuerza y su lugar en la 
sociedad tan sólo al impulso de la cólera, al instinto de clase, al odio del 
burgués. Es un asunto de reglas y de códigos que tienen su historia en las 
luchas y su influencia en las prácticas actuales. Y lejos de que se trate 
únicamente de la costumbre vaga, general, ese código tiene su precisión, 
su técnica. Como escribe Maxime Leroy: 


66. É. Levasseur, Histoire des classes ouvriéres en France depuis la Révolution jusqu'd nos 
jours, Librairie de Guillaumin et Cie, París, 1867. 

67. M. Leroy, La Coutume ouvriére, op. cit., vol. 1, pág. 26. 

68. Ibíd., pág. 200. 
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El derecho sindical es complejo, previsor, abundante en reglas constitucio- 
nales y civiles, en obras de mutualidad y de asistencia, tiene su moral, su 
disciplina. Nada en él es simple y el menor precepto es resultado de una 
larga historia. Es más que una tradición verbal y flotante de reglas empíricas 
y arbitrarias. Los textos son tan numerosos que forman varios códigos, obra 
de necesidades acuciantes y de una conciencia cuyo desarrollo metódico se 

. Sigue a través de las deliberaciones de los congresos y las incertidumbres de 
la acción. 


Hay un orden jurídico proletario producido en y por la lucha, y es por 
este orden Únicamente que se puede decir que el proletariado puede te- 
ner conciencia de su posición y del papel histórico que pueda llegar a 
tener: «Es mediante el sindicato que el obrero toma conciencia de sí mis- 
mo; allí es donde reflexiona sobre su condición, donde trata de mejorarla, 
donde aprende a resolver, mediante el pensamiento y la acción, el proble- 
ma de su inferioridad, su ignorancia y su obediencia». Ahí se ve cómo 
se distingue Leroy de numerosos discursos que hacen de la «conciencia de 
clase» una realidad separada de las instituciones sociales o atribuyen su 
causa a la intervención de una vanguardia. La fuerza colectiva, la de la 
unión y la asociación de los trabajadores, es inseparable de las organiza- 
ciones que ellos constituyen, y la conciencia de clase, lo que Proudhon 
llamaba la «idea obrera» y que consiste en unirse para protegerse de los 
estragos de la competencia entre obreros, está a la vez encarnada en estas 
organizaciones y en ellas se sostiene. No hay solidaridad sin obligaciones 
morales y jurídicas que la impongan. Si bien los obreros reivindican de- 
rechos contra sus empleadores, también reconocen tener deberes los unos 
con los otros, escribe Leroy.” Esta obligación de solidaridad supone una 
disciplina colectiva que los sindicatos explicitan a veces de forma muy 
precisa: respecto de los estatutos, asistencia a las asambleas, pago de la 
cotización, respeto de la tarifa mínima, rechazo del trabajo a destajo, de 
las horas extra, respecto de la dignidad de cada cual, solidaridad con los 
huelguistas, etc. Es mediante estas reglas de obligación mutua impuestas 
por sus organizaciones como los obreros forman, no sólo una clase sino 


69. Ibíd., pág. 39. 
70. Ibíd., pág, 57. 
71. Ibíd., pág. 194. 
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una sociedad.” Este principio general de solidaridad y de lucha contra la 
competencia, base del derecho proletario y de las obligaciones sindicales 
y profesionales, anima también al internacionalismo, considerado como 
un sistema de obligaciones obreras internacionales en desarrollo.” 

El medio obrero es por lo tanto un universo de instituciones y de 
reglas morales, un universo jurídico-moral autónomo. Maxime Leroy, 
cerca de medio siglo después de la muerte de Proudhon, le daba la razón 
también en lo referente al desarrollo de las instituciones obreras. El sin- 
dicalismo, las Bolsas de trabajo, las cooperativas y las mutualidades, no 
son sólo organizaciones económicas destinadas a satisfacer las necesidades 
materiales de sus miembros. Los sindicatos no tienen sólo la función de 
permitir a los trabajadores vender mejor su fuerza de trabajo en el mer- 
cado, su significación social va más allá de su razón económica. La huel- 
ga participa, indudablemente, de la construcción de una clase, pero no 
tanto por la demostración de una fuerza momentánea e impulsiva, como 
por la puesta en acto de una disciplina que la preexiste, por la puesta en 
acto también de un marco*nstitucional previamente fijado. La huelga 
general no ha sido el mito o la creencia mística que a menudo se ha de- 
nunciado; para Leroy, es la «puesta en acto última de esta vasta organiza- 
ción, [...] la realización de la disciplina confederal».?* Hacer sociedad, 
constituir una «sociedad obrera» dentro de la sociedad amplia, he aquí el 
efecto de la organización proletaria, lo cual no carece consecuencias po- 
líticas. Esta sociedad dentro de la sociedad, al crecer, al difundir sus nor- 
mas al conjunto de la sociedad, puede adquirir una posición dominante 
que le bastará con traducir en el plano político cuando alcance la madu- 
rez. La posteridad de Proudhon es en este sentido amplia, aunque en el 
detalle muchas de sus ideas y sus palabras han sido abandonadas. Tras un 
período de desconfianza, muchos socialistas, hasta 1914, vieron en el 
sindicato, la Bolsa de trabajo o la cooperativa los gérmenes de la nueva 
sociedad. Ésta es por otra parte la esperanza que todavía anima a algunos 


72. Ibíd., pág. 196. Por este motivo los «amarillos» deben ceder a los «rojos» si 
estos últimos son mayoritarios en el voto a favor de la huelga, condición para que todos 
existan como clase. 

73. En 1913, en el momento de la redacción de su obra, Maxime Leroy deposita 
todavía muchas esperanzas en el desarrollo de este sistema de obligaciones para constituir 
una sociedad obrera internacional. Véase M. Leroy, La Coutume ouvriére, op. cit., vol. 2, 
pág. 825 y sigs. 

74. Ibíd., pág. 530. 
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artidarios de lo que hoy en día se llama la «economí ¡ Er 
Pp q y omía social y solidaria», 


que engloba a las asociaciones, cooperativas y mutualidades en toda su 
diversidad. En realidad, es siempre la misma analogía la que está en juego: 
la nueva clase que dirigirá el cambio de sociedad no sólo se desarrollará 
numéricamente dentro de la antigua sociedad, sino que también, y sobre 
todo, elaborará dentro de ella misma y para empezar por su propia cuen- 
ta:sus instituciones colectivas, sus reglas de solidaridad, incluso su cultura, 
de un modo parecido a lo que fue el crecimiento de la burguesía en un 
contexto feudal. Para decirlo en pocas palabras: el sindicato, la coopera- 
tiva o la mutualidad deben, de acuerdo con esta concepción, desempeñar 
el mismo papel histórico que la comuna medieval frente al derecho feu- 
dal: el de una nueva forma jurídica en gestación dentro de la antigua. 


La cooperación socialista de Mauss y de Jaurés 


Desde el primer desarrollo del movimiento cooperativo en torno a Ro- 
bert Owen y William Thompson, la idea de una creación autónoma de 
instituciones obreras fue retomada y enriquecida por la doble aportación 
de la sociología y del socialismo hasta comienzos del siglo xx. La re- 
flexión teórica sobre la función social y política de la institución obrera 
está en el centro de la sociología de Émile Durkheim y, más aún, de la 
de su sobrino Marcel Mauss. La gran lección sociológica y política de 
Mauss es que la lógica del don, tan a menudo imbricada con la relación 
mercantil aun sin reducirse a ella, está en el origen de una muy amplia 


gama de actitudes, de prácticas e instituciones en todas las sociedades. 
: Mauss, como se sabe, llamaba a un «retorno a lo arcaico» en las relaciones 


sociales, pero de acuerdo con formas radicalmente ñuevas. En su famoso 
Ensayo sobre el don (1924), sostenía que la prestación simbólica de bienes 
con valor de regalos era un hecho social universal, una de las «rocas hu- 
manas sobre las que están construidas nuestras sociedades».”* El vínculo 
social, en todas las sociedades, supone que al menos una parte de los 
bienes que circulan entre sus miembros sean signos e instrumentos, apar- 
te de su uso profano, de la obligación que nos impone la vida social de 


75. M. Mauss, «Essai sur le don. Forme et raison de l'échange dans les sociétés 
archaiques», publicado en L'4nnée sociologique, segunda serie, 1923-1924, tomo 1 (repu- 
blicado en Sociologie et anthropologie, PUF, París, 1950). 
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" aceptar y devolver lo que hemos recibido. Sin duda Mauss, diferencian- 


do las formas del don, distribuyéndolas en una diversidad de relaciones 
que van desde la competencia hasta el intercambio de mercancías, evita- 
ba deliberadamente aislar un «don puro». Mientras que muchas de las 
relaciones aparentemente «desinteresadas» son también una forma de ob- 
tener algún provecho, inversamente las relaciones mercantiles, los inter- 
cambios monetarios y las relaciones del poder no están desprovistas de 
una dimensión donadora. Numerosos trabajos sociológicos han mostra- 
do lo que, en el seno de las sociedades capitalistas, puede relacionarse con 
la lógica del don en las relaciones humanas, trátese de las interacciones 
inmediatas entre individuos o del funcionamiento social de institucio- 


' nes como la escuela o la medicina.” Como el propio Mauss lo destacaba 


en Ensayo sobre el don, tal es el caso igualmente de las instituciones de 
solidaridad social que se instauraron a comienzos del siglo XX. 

La tesis maussiana sobre la actualidad del don en nuestras sociedades 
hay que ponerla en relación con su compromiso político, un compromi- 
so que es muy anterior a He redacción de su Ensayo, pero que le da su 
sentido político histórico.” Mauss, joven militante socialista, era adhe- 
rente de la sociedad cooperativa L”Avenir de Plaisance, y uno de los prin- 
cipales fundadores de la Boulangerie Socialiste de la calle Barrault, en Pa- 
ris-XTIT. Al igual que Jaurés, era gran admirador de la cooperación belga 
y de la Maison du Peuple de Bruselas. Y también al igual que Jaurés, en 
quien parece haber influido en este punto, Mauss veía en ella una fuerza 
organizada que podía expandirse y constituir uno de los pilares de la so- 


ciedad futura.” Las cooperativas, junto a las mutualidades, los sindicatos 


: y los partidos, son para ambos elementos impulsores del socialismo, cada 


uno con su función propia. Estas instituciones hacen avanzar el socialis- 
mo o, más exactamente, «hacen su socialismo», como escribe Mauss re- 
firiéndose a las cooperativas de consumo.” 


76. Véase J. Godbout y A. Caillé, L'Esprit du don, La Découverte, París, 1992 y 
P. Chanial (dir.), La Société vue du don. Manuel de sociologie anti-utilitariste appliquée, La Dé- 
couverte, París, 2008. 

77. Sobre todos estos puntos, véase S. Dzimira, Marcel Mauss, savant et politique, La 
Découverte, París, 2007. 

78. En vísperas de la Primera Guerra Mundial había más de 3.000 cooperativas de 
consumo en Francia. 

79. M. Mauss, «La coopération socialiste», L'Humanité, 3 agosto de 1904, en Écrits 
politiques, op. cit., 1997, pág. 142. Disponible en www.revuedumauss.com 
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El socialismo es precisamente el arte político de hacer trabajar y de :: 


hacer vivir en común a individuos especializados y distintos. Mauss sigue 
de cerca a este respecto la reflexión de Durkheim: la desaparición de los 
clanes, de las grandes familias, de los poderes político-domésticos, deja 
frente a frente al poder central del Estado y una polvareda de individuos. 
Tal era, ciertamente, la visión de un Le Chapelier cuando pretendía su- 
primir todo grupo intermediario. Lo que acecha a las sociedades moder- 
nas es, nada más y nada menos, el amorfismo que erróneamente se ha 
atribuido a sociedades arcaicas, que en realidad estaban muy alejadas de 
él. Frente al Estado y a las empresas, las sociedades modernas dejan a la 
masa inorganizada de consumidores y usuarios faltos de vínculos recípro- 
cos, vale decir, en la anomia. 

¿Cómo salir de esta sociedad de individuos aislados sin caer en las dife- 
rentes clases de integrismo comunitario o en los esfuerzos violentos 
de restablecimiento de una soberanía estatal totalitaria sobre las actividades 
sociales, como en el caso del bolchevismo? La intuición sociológica de 
Mauss, que ya era en parte la de Tocqueville respecto a las asociaciones 
civiles locales, y más aún la de Durkheim con sus grupos profesionales, es 
que la sociedad sólo revivirá gracias al desarrollo de instituciones colectivas 
ya la cooperación social. Así, según Mauss, serían necesarios muchos más 

grupos y subgrupos, en especial profesionales, para reanimar la sociedad. 


La verdadera revolución sería, por lo tanto, que mediante un derecho 


social extendido el espíritu del don habitara de nuevo nuestras socieda- 
des, sin por ello anular mediante un romanticismo de baja calidad la' 
marcha de Occidente hacia una mayor libertad individual y colectiva, así 
como a una mayor igualdad entre todos. Su socialismo se acerca a este 
respecto al de un Pierre Leroux, que hacía de la fraternidad el tercer 
tiempo demasiado descuidado por los republicanos. El socialismo coope- 
rativo y el sindicalismo son nuevas formas de conjunción entre la econo- 
mía material, la vida de los grupos y la circulación de las ideas. Mediante 
estas nuevas formas de organización, no sólo la economía puede recupe- 
rar su inscripción profunda y real en el conjunto de las redes y circuitos 
que componen la sociedad, sino que también los trabajadores, desprecia- 
dos, debilitados y atomizados en el intercambio salarial individual, pue- 
den recuperar con la cooperación y con la acción común la fuerza colec- 
tiva necesaria para valorizar sus trabajos y sus vidas. Tal como Durkheim 
lo había dejado establecido, el socialismo no es de entrada ni únicamente 
un asunto de «llenar el vientre», de intereses y de necesidades económi- 
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cas, es una cuestión de dignidad y de reconocimiento. En este sentido, la 
concepción del socialismo de Mauss tiene poco que ver con la idea de 
una sociedad perfectamente unificada y sin clases. Su objetivo es cons- 
truir una sociedad mucho más diferenciada de lo que lo son las naciones 
modernas, animada por una lucha pacífica incesante por equilibrar los 
cambios en el sentido de una mayor reciprocidad entre grupos, bajo la 
coordinación de un centro político encargado de afirmar el destino co- 
lectivo del esfuerzo de todos los subgrupos. La cooperación socialista, ya 
sea de consumo o de producción, no implica, por lo tanto, ningún res- 
tablecimiento de una comunidad arcaica, ninguna dominación total por 
parte del Estado, sino que reclama más bien instituciones de la coopera- 
ción y un derecho de lo común. La función de la cooperativa no es sólo 
crear espacios no capitalistas en el interior de la sociedad amplia, simo 
también formar un derecho nuevo y una moral de solidaridad mediante 
la práctica del trabajo en común. 


de 
Transformar a las personas transformando 
las prácticas sociales 


: Marcel Mauss y Jean Jaurés piensan el combate social en función de tres 
: «pilares» o formas de acción: la acción política, la acción sindical y la ac- 

ción cooperativa.** En El movimiento socialista del 15 de octubre, Marcel 
' Mauss escribe: 


Es inútil mostrar aquí hasta qué punto son esenciales, fundamentales, prin- 
cipales, las organizaciones económicas obreras. El socialismo francés lleva 
una pesada carga por el hecho de no haberse dedicado a ellas lo suficiente. 
Sin ellas no hay base sólida para la acción política. Con ellas, la emancipa- 
ción total del proletariado empieza en el interior de la sociedad capitalista. 
El sindicato y la cooperativa socialistas son el fundamento de la sociedad 
futura. Ellos serán las fuerzas que la conservarán, los garantes de toda acción, 


80. Véanse los textos que Mauss consagró a la Revolución rusa y al bolchevismo, 
en particular «Appréciation sociologique du bolchevisme», en M. Manss, Étrits politiques, 
op. cit., pág. 537 y sigs. 

81. Sobre estas cuestiones, véase H. Desroche, «Marcel Mauss “citoyen” et “ca- 
marade”. Ses incursions écrites dans le domaine du normatif», Revue frangaise de sociologie, 
vol. xx, 1979, pág. 221-237. 
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serán los herederos poderosos y legítimos del capitalismo; serán las personas 
morales a quienes podrá transferirse la propiedad actual.*? 


Mauss rechaza la ilusión de una cooperación que se conformaría con 
picotear unos pocos márgenes de socialismo dentro de la sociedad capi- 
talista. Hay que ver aquí el eco de varios decenios de debates dentro del 
movimiento obrero, que había conducido, a finales de los años 1870, a 
un divorcio y a la aparición de un movimiento cooperativo indepen- 
diente del socialismo, incluso antisocialista, dirigido por Charles Gide. 
Para Mauss, tanto como para Jaureés, la acción sindical o cooperativa sólo 
tiene sentido en relación con el socialismo, y si bien Mauss retoma de 
Gide la fórmula de «república cooperativa», no es para hacerle un lugar a 
la cooperación en la república burguesa, sino para significar que el prin- 
cipio de la cooperación debe convertirse en el fundamento de la repúbli- 
ca social: «Tener constantemente el objetivo de la abolición del asalaria- 
do mediante la cooperación entre otros medios, actuar de un modo que 
sirva para emancipar al proletariado, he aquí lo que hace que una coope- 
rativa sea socialista», escribe en L*Humanité en agosto de 1904.% Bastaría 
con extender el principio de la cooperación a la mayor parte de la eco- 
nomía para que el socialismo se expandiera un poco más cada día. Y, con 
este fin, bastaría con dejar que se desarrollara, ya que contiene, al igual 
que el capitalismo, su propio mecanismo acumulativo, que es la reinver- 
sión sistemática de los beneficios.** 

Éste es también el sentido de la adhesión de Jaurés a esta concepción. 
Es conocida la gran importancia que tuvo para él la fábrica de cristal de 
Albi, momento decisivo en su entrada al socialismo cooperativo. A 


82. M. Mauss, loc. cit., pág. 77. Citado por H. Desroche, «Sociétaires et compag- 
nons», loc. cit, 

83. M. Mauss, «La coopération socialiste», loc. cit., pág. 147. 

84. En L'Humanité del 16 de julio de 1906, Mauss, a propósito de un plan de 
«cooperativa nacional», afirma lo siguiente: «He aquí, mezclados, los dos ideales, del 
comunismo antiguo y del individualismo moderno. He aquí las rivalidades suprimidas. 
He aquí los beneficios, convertidos en uniformes. He aquí la seguridad, difundida por 
todas partes. He aquí los poderes de compra, igualados para todas las sociedades. He aquí 
la posibilidad ilimitada de acumular los fondos. He aquí facilitada la extensión indefinida 
de la cooperación a todos los distritos en los que dificilmente penetra». 

85. Sobre la conversión de Jaurés al «socialismo cooperativo», véase Ch. Prochas- 
son, «Jean Jaurés et la coopération», La Revue de l'économie sociale, n” 3, enero-marzo de 


1985, págs. 31-39 y n* 4, abril-junio de 1985, págs. 69-72. 
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partir de entonces verá en la cooperación un «daboratorio de experimen- 
. tación social». Jaurés explicará que la cooperativa es mucho más que 
proporcionar bienes a bajo precio, mucho más que la fuente de fondos 
para la caja del partido, como tantos socialistas pensaban en aquel enton- 
ces. Es, sobre todo, un medio para mostrar, por ejemplo, las ventajas del 
socialismo y, en consecuencia, un medio esencial para la propaganda 
práctica del Partido Comunista, no sólo en ámbitos urbanos e industria- 
les, sino también en el campo: «En el campo sobre todo, con la persisten- 
cia innegable de la pequeña propiedad, el comunismo sólo penetrará a 
través de la cooperación socialista». 

En julio de 1900, en el Congreso Cooperativo, Jaures declara: «No 
basta con que la cooperación se vuelva socialista, es preciso que el 
socialismo se vuelva cooperador»." Y añade: «Entiendo por ello, no 
que tenga que abandonar o subordinar ninguna otra forma de acción, 
no que deba quitarle su primacía a la acción política para llegar a la ex- 
propiación general de la propiedad capitalista, sino que no debe haber 
ninguna prevención en conkra de la cooperación». Y es que, en la mente 
de Jaurés, esta última da carne y cuerpo al ideal socialista, unión de lo 
ideal y de lo real, al mismo tiempo que es aprendizaje del proletariado 
para su gestión futura de los medios económicos.** 

La cooperación y el sindicato constituyen sobre todo lo que ya Marx 
llamaba «escuelas del socialismo». Mauss es particularmente explícito en 
este punto. Los sindicatos «no son cajas mutuas u organismos del egoísmo 
corporativo, sino medios de lucha, instituciones de derecho obrero, Ór- 
ganos de la sociedad futura».*? Ésta es la gran enseñanza que extrae de su 
lectura de la historia del trade-unionismo: en ella los Webb muestran: 


el despertar, en la organización sindical, de una nueva forma de conciencia 
social; la aparición de un nuevo órgano jurídico, de nuevos principios de 
acción, de nuevos motivos de sacrificio y de solidaridad, de nuevos medios 


86. J. Jaurés, «Coopération socialiste», La Petite République, 19 de septiembre de 
1900. 

87. Citado por J. Gaumont, Au confluent de deux grandes idées. Jaurés coopérateur, 
Fédération nationale des coopératives de consommation, París, 1959, pág. 71. 

88. Sobre la concepción de la propiedad social en Jaurés, véase P. Chanial, «La 
propriété sociale contre PÉtat. Jaureés, le collectivisme et Passociation», Contretemps, n? 5, 
2002. Véase también P. Chanial, La Délicate Essence du socialisme, op. cit., pág. 141 y sigs. 

89. M. Mauss, «L'action directe», en Écrits politiques, op. cit., pág. 187. 


Ex COMÚN DE LOS OBREROS: ENTRE COSTUMBRE E INSTITUCIÓN 


449 


para el crecimiento y la conquista. Lo que es evidente, sobre todo, es esta 
creación de un nuevo derecho, de un derecho obrero, este nacimiento de 
una personalidad moral nueva, el sindicato. El sindicato no se limita a me- 
jorar el destino del individuo, requiere de cada uno la subordinación y el 
sacrificio, le hace sentir la colectividad. Es una forma de actuar y de pensar 
nueva la que en él se produce.” 


La acción socialista es siempre una práctica de transformación de quienes 
en ella se comprometen. Es en este sentido que, como insiste en decir 
Mauss, dicha acción es «social» y no sólo política o económica. Las insti- 
tuciones de la cooperación y del sindicato participan de lo que se podría 
llamar una «acción social total». Mauss escribe, en efecto, que «la acción 
económica del proletariado que se organiza tiene una faz jurídica y moral 
de la mayor y más bella novedad». Esta novedad propia de la práctica de 
la cooperación o del sindicato reside en la autotransformación de los 
trabajadores mediante la creación de «nuevas formas de vida» y de nuevos 
tipos psíquicos. En este punto, sin duda, es donde más se acerca Mauss a 
la concepción marxiana de la «autoactividad»: 


Los hechos económicos en sí mismos son hechos sociales (moneda, valor, 
etc.) y, por lo tanto, hechos psíquicos, al igual que los otros hechos sociales 
que están conectados con ellos, condicionados por ellos y que los condicio- 


nan, por ejemplo el derecho de propiedad. Pero el socialismo pretende ac-- 


tuar sobre el conjunto de los hechos sociales. Éstos son de naturaleza psíqui- 
ca; la acción socialista será, pues, por su propia naturaleza, psíquica. Será un 
esfuerzo psicológico. Tenderá a hacer que nazca en las mentes de los indivi- 
duos y en todo el grupo social una nueva forma de ver, de pensar y de ac- 
tuar. Creará una nueva actitud mental, y en consecuencia práctica, de los 
hombres. La acción socialista debe sustituir por la conciencia socialista lo que 
no lo es. Debe suscitar, en el individuo y en el grupo'al mismo tiempo, esas 
formas nuevas de vida que serán las de la sociedad futura: una nueva forma 
de conducirse frente a los hechos; un nuevo derecho, una nueva jerarquía 
social, una nueva escala de valores; un nuevo sistema moral de sanciones y 
de recompensas que castiguen al ocioso al que la sociedad actual hace flore- 
cer. En una palabra, la acción socialista forja, ya en nuestros tiempos, el ar- 
mazón, la osada estructura metálica de la sociedad de mañaria.” 


90. M. Mauss, «L'action socialiste», loc. cit., pág. 78. 
91. Ibíd., pág. 76-77. 


COMÚN 


450 


Lo que cuenta es la práctica, que permite modificar los hábitos mentales. 
La práctica de la cooperación, que permite convertirse en un «buen so- 
cialista práctico»,? no sólo tiene efectos sobre la economía sino que actúa 
sobre todas las dimensiones humanas: 


Cada sociedad es una, con su moral, su técnica, su economía, etc. La polí- 
tica, la moral y la economía son simplemente elementos del arte social, del 
arte de vivir en común [...] La práctica social, he aquí la única materia que 
alimenta la acción convergente del moralista, del economista, del legislador. 
O, más bien, no hay lugar para tres clases de técnicos en este arte. Los que 
quieren ser expertos en él no deben, ni hacer mejorar las costumbres me- 
diante leyes, ni criticar, en nombre de una moral universal o de una razón 
práctica pura, los hábitos técnicos, económicos y mentales del pueblo. Sólo 
es posible corregirlas cambiándolas por otras inspiradas por ideas y senti- 
mientos diferentes y, sobre todo, por otros actos cuyo éxito autoriza a que 


constituyan precedentes.” 


Puesto que es el hombre, sidk duda, quien se transforma mediante la prác- 
tica, sólo mediante ella el individuo puede adquirir «una parte más fija, 
mayor y más bella de la vida social, estética e intelectual, moral y mate- 
rial», objetivo último del socialismo.” En la misma vena, Mauss insistirá 
en que la cooperativa debe ser también una institución para la educación 
del proletariado, una universidad popular, «refugio soñado de la propa- 
ganda puramente educativa del proletariado».* 

Tal como lo precisa el Manifiesto cooperativo de los intelectuales y 
universitarios franceses de 1921, del que Mauss es uno de los principa- 
les inspiradores, la cooperación ofrece un «programa general de re- 
constitución social»,% y no sólo en el plano nacional. La cooperación 
puede y debe convertirse en la base de nuevas relaciones internaciona- 
les. El manifiesto recuerda, tras la Primera Guerra Mundial, que el 


92. M. Mauss, «Les coopératives et les socialistes», en Écrits politiques, op. cit., pág. 
115. 

93. M. Mauss, «Appréciation sociologique du bolchevisme», loc. cit., pág. 557. 

94. M. Mauss, «L”action socialiste», loc. cit., pág. 80. 

95. M. Mauss, «La coopération socialiste», loc. cit., pág. 146. 

96. M. Mauss, «Manifeste coopératif des intellectuels et universitaires francais», 
Revue des études coopératives, octubre-diciembre de 1921, pág. 7. Véase H. Desroche, 
«Marcel Mauss “citoyen” et “camarade”», foc, cit., pág. 231. 
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movimiento cooperativo, adelantándose a la Sociedad de las Naciones, 
apunta a «conducir el comercio internacional desde su forma actual, 
que es una lucha por el beneficio, hasta su forma verdadera, que es la 
cooperación de los pueblos, resueltos a utilizar sus recursos para el in- 
terés de todos».” 

Tales son las tesis que llevarán a Mauss en su Apreciación sociológica del 
bolchevismo, publicada en 1924, a arremeter contra el «fetichismo políti- 
co» de los bolcheviques, que quieren dirigir la sociedad por decretos: 
«Los bolcheviques, marxistas románticos, [...] han sido demasiado escla- 
vos de la doctrina antigua; han creído que el poder político, la ley, el 
decreto, con tal de que lo promulgaran ellos, podían formar la nueva 
sociedad».” Se ve hasta qué punto la concepción de Proudhon perma- 
nece todavía viva. Mauss escribe, en particular, esta frase notable: «Así, 
habrá que dejar de repetir que “la toma del poder político” es la panacea 
de los males».? Y es que la cuestión no es sólo tomar el poder; es tam- 
bién instituir nuevas formas de vida para que los hombres se vuelvan 
socialistas, es vivir todo lo que sea posible y enseguida la vida socialista. 
El «socialismo práctico» no se opone al proyecto político del partido, 
prepara su realización mediante el «esbozo del derecho futuro», como 
dice en 1904.1% Marx y Proudhon parecen poder reconciliarse en la doble: 
síntesis sociológica y socialista: a las cooperativas, mutuas y sindicatos, les 
corresponde la tarea de «suprimir todos los días un poco de capitalismo», 
al partido, la de preparar la revolución. 


97. M. Mauss, «Manifeste coopératif des intellectuels et universitaires francais», loc. 
cit., pág. 8. En su intervención en el Primer Congreso nacional e internacional de las 
Cooperativas socialistas, en julio de 1900, en París, llama a la federación nacional e in- 
ternacional de las cooperativas: «Cuando hayamos fundado inmensos talleres cooperati- 
vos, modelos de producción comunista; cuando, por todas partes, hayamos invadido las 
ramas de la producción, ya sea controlando los precios mediante compras al mayor, ya 
sea inscribiendo en nuestro Índice a las empresas que hacen sudar al obrero y se oponen 
a los sindicatos, ya sea produciendo por nuestra propia cuenta; cuando hayamos creado, 
mediante toda una red de instituciones de solidaridad, una estrecha, una íntima unión 
entre todos los miembros de las cooperativas obreras; cuando hayamos establecido nues- 
tras relaciones con las organizaciones obreras diversas: cooperativas de productores, sin- 
dicatos profesionales y partido obrero internacional, entonces podremos pensar en orga- 
nizarnos internacionalmente de un modo completo». 

98. M. Mauss, «Appréciation sociologique du bolchevisme», loc. cit., pág. 555. 

99. Ibíd., pág. 554. 

100. M. Mauss, «La coopération socialiste», loc. cit., pág. 146. 
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¿Qué queda del común de los obreros? 


Las expectativas que los autores cuyos análisis acabamos de recordar ha- 
bían depositado en la construcción de la autonornía obrera y en el creci- 
miento del «socialismo práctico» quedaron en gran medida sin cumplir. 
Las formas de trabajo impuestas por el capitalismo taylorizado, la estati- 
zación de la protección social, el predominio del parlamentarismo en la 
vida política y el desarrollo de partidos de masas burocratizados y dirigl- 
dos por oligarquías, fueron factores todos ellos que contribuyeron a de- 
bilitar la vitalidad de los Órganos obreros. Además, convirtieron las insti- 
tuciones de la emancipación obrera en escuelas de la subordinación a las 
- oligarquías políticas o sindicales, socialdemócratas o estalinistas. Por su 
parte, las cooperativas «siguen su propia trayectoria de empresas en el 
mercado y las mutualidades se vinculan a los sistemas de protección esta- 
tab».'% El mutualismo mercantil y el «coopitalismo» le ganaron la partida 
en el siglo xx a los principios socialistas. Las formas de producción y de 
consumo alternativas sufrieilón tales presiones por parte del entorno, que 
acabaron pareciéndose a las formas dominantes de la economía.” 

El estado de debilidad en el que hoy se encuentra el mundo obrero, 
su creciente desindicalización, su «invisibilización» en la sociedad, la 
desestructuración de sus marcos organizativos y el borrado de sus expre- 
siones simbólicas arruinan las esperanzas que pudieron depositar las gene- 
raciones anteriores en la progresiva extensión de la autonomía institucio- 
nal de los obreros.!% De todas formas, queda mucho que aprender de 
estas experiencias para repensar lo común desde cero. Esta lección nos 
parece, en efecto, bastante diferente de la que extrajo la tradición marxis- 
ta, que en parte se encuentra en el origen de nuestra actual desazón. Si 
en Marx todo se basaba en la clase encargada de la gran misión redentora, 
esto se debía a la completa opresión de la que entonces era víctima y que 
hacía de ella, supuestamente, la «clase universal». Pero la historia nos 
permite ver, no a una clase que ha sido pasivamente constituida por las 
lógicas objetivas del capital, sino una clase que se ha hecho a sí misma, 
que se ha instituido mediante la creación de sus propias categorías, de sus 


101. ]J-L. Laville, Politique de Passociation, Le Seuil, París, 2010, pág. 82. 
102. Ibíd., pág. 237. 
103. Véase S. Beaud y M. Pialoux, Retour sur la condition ouvriére, La Découverte/ 


Poche, París, 2012. 
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marcos organizativos, de sus reglas morales y jurídicas. Debemos consi- 
derar esencial la aportación de los sociólogos y los historiadores que, 
siguiendo a Proudhon, hicieron énfasis en la construcción institucional 
de los vínculos de solidaridad y de los instrumentos de la lucha obrera. 
La lección que se puede extraer de estas experiencias nos parece igual- 
mente muy distinta de las conclusiones políticas que ha querido deducir 
de ellas la «segunda izquierda» sindical o política —en torno a la crDT y 
el ps—,1% siempre dispuesta a bendecir un «diálogo social» entre «parte- 
naires sociales» en todas las circunstancias, incluso las más desfavorables 


para los asalariados. La ideología del «tercer sector», que consiste en hacer . 
de la «sociedad civil» una esfera cada vez más autónoma frente al Estado 
y el mercado y a presentarla como el lugar de la verdadera democracia, . 
ha conducido a muchos promotores de la «autogestión» a sumarse a las * 


filas de la simple gestión de los asuntos sociales de los que el Estado ha 
querido desentenderse. En efecto, resulta chocante constatar hasta qué 
punto la temática de la «autogestión», que parecía poder articular, como 
lo había hecho antes la de la cooperación, los modos de gestión de orga- 
nizaciones en una forma general de constitución social, ha desaparecido 
repentinamente para ser reemplazada por la temática de la «economía 
social», separada de todo horizonte socialista. A 


¿Qué ha ocurrido con lo común de los obreros en el siglo xx? Aun- ** 


que es imposible hacer un catálogo de las innumerables experimentacio- 
nes sociales que pretendieron prolongar las creaciones del siglo x1x, se 
pueden al menos distinguir dos grandes formas. La forma revolucionaria, 
que apunta a un cambio de organización social y político radical, adquie- 
re toda su amplitud a comienzos del siglo xx, durante las fases en las que 
se crean nuevos Órganos de poder —de 1905 a 1917 en Rusia, de 1918 
a 1921 en Alemania, en Hungría y en Italia—"* y sigue muy viva toda- 
vía tras la Segunda Guerra Mundial: se puede observar la reaparición de 
aspiraciones autogestionarias desde 1956 hasta comienzos de los años 
1980 en Hungría, en Yugoslavia, en Checoslovaquia, en Polonia y en 


104. Nota del T.: Conféderation frangaise démocratique du travail. Es una confederación 
interprofesional de trabajadores asalariados, que en distintos momentos (por señalar dos: 
1988 y 2003) ha sido criticada por el giro «reformista» de sus políticas, con una pérdida 
importante de afiliados. 

105. Véase P. Naville, «Note sur l'histoire des conseils ouvriers», Arguments, vol. 4, 
10/18, París, 1978. 
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muchas empresas de los países capitalistas en la estela de mayo de 1968, 
la más famosa de las cuales en Francia fue la ocupación de la fábrica Lip 
en los años 1970.'% La segunda forma, más modesta en su alcance 
transformador, pero mucho más difusa y valorizada hoy en día, es la de 
la «economía social y solidaria», denominación muy amplia que agrupa 
a asociaciones, mutualidades y cooperativas. Ni Mauss ni Jaurés conside- 
raban estas dos vías mutuamente excluyentes. Para el primero, la única 
dimensión verdaderamente socialista en la Revolución rusa había sido, 
por otra parte, el «ensayo fallido de gestión de las fábricas por los consejos 
obreros».'” Esto no le impedía abogar por la pluralidad de las formas 
económicas, pero bajo el predominio de la forma socialista y la Óptica de 
: la revolución. Hoy en día, las cosas se presentan de un modo muy dife- 
rente. La economía social y solidaria es reducida muy a menudo a un 
«tercer sector», obligado a rendir cuentas sobre su «utilidad social», en vez 
de ser considerada como una preparación para la gestión democrática de 
la propiedad social. 

Aunque la vía de los constjos obreros no ha quedado completamente 
cerrada, sus fases eruptivas son demasiado breves y dispersas como para 
que se pueda considerar en lo inmediato su continuidad. El borrado de la 
perspectiva revolucionaria en la última parte del siglo xx hace particular- 
mente dificil pensar en la instauración rápida de nuevos Órganos de poder 
obrero. Pero sobre todo, en condiciones históricas nuevas no tendría 
sentido esperar una especie de retorno de los «soviets» o de los «consejos 
obreros». Como veremos en la última parte, asistimos a un desplazamien- 
to muy sensible del problema respecto al modo en que la institución de 
lo común obrero fue pensado durante la larga fase del capitalismo indus- 
trial. Para comprenderlo, es útil volver a los comentarios de Hannah 
Arendt sobre la revolución húngara de 1956. Sin duda, hay mucho que 
objetar contra la oposición que ella establece entre lo político, que sería 
el dominio propiamente humano de la praxis, y lo económico, sometido 

“al reino animal de la necesidad vital. Pero hay un punto en el que no se 
equivocó cuando insistió en las funciones políticas ejercidas por el «con- 
sejo revolucionario», en oposición a la función de gestión de la vida 


106. Nota del T.: Fábrica de relojes francesa, cuyos obreros sostuvieron importantes 
luchas entre 1973 y 1976. 
107. M. Mauss, «Appréciation sociologique du bolchevisme», loc. cit., pág. 541. 
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económica que le corresponde al «consejo obrero».'%8 Hay ahí, en efecto, 
una inversión completa del mito de una disolución de lo político en lo 
económico, vieja herencia de Saint-Simon que sigue en parte presente 
tanto en el proudhonismo como en el marxismo. Fiel a la memoria de 
Rosa Luxemburgo y al mismo tiempo intérprete original de su pensa- 
miento, Hannaly pacnd: subraya que el sistema de los consejos, que no ha 


mentación», es la única forma política que haya sido inventada que se 


presenta como una. alternativa al sistema de los partidos. 1% No sólo la 
República de los consejos no suprime lo político, sino que lleva a cabo su 
extensión a todos los lugares y formas del actuar común: al barrio, a la 
universidad y a las escuelas, a todas las instituciones y no únicamente a las 
fábricas. 

Contra el modelo saint-simoniano de una disolución de lo político en 
la gestión de la producción, pero también contra toda separación estricta 
entre política y economía, las experimentaciones parciales y las experien- 
cias políticas más amplias del movimiento obrero permitieron esbozar la 
forma política general de lo común. Esto significa que las formas de aso- 
ciación, de cooperación, de mutualidad, etc., no deben ser entendidas 
como útiles de gestión económica y de regulación social, sino como 
instituciones enteramente políticas. Esto hace de la «economía social y 
solidaria» o del «tercer sector», no una alternativa en sí misma, sino un 
terreno de conflicto donde lo que está en juego es la sumisión a la lógica 
dominante o su rechazo práctico." 

En el Discurso inaugural de la Asociación internacional de los traba- 
jadores, redactado en 1864, Marx insiste mucho en que el movimiento 
cooperativo surgido del owenismo ha demostrado en acto que la econo- 
mía podía prescindir de los propietarios capitalistas: 


108. H. Arendt, «Réflexions sur la révolution hongroise», en Les Origines du totali- 
tarisme, op. cit., págs. 921-922: mientras que los consejos revolucionarios «fueron ante 
todo una respuesta a la tiranía política», los consejos obreros fueron «una reacción contra 
sindicatos que no representaban a los obreros, sino el control que el partido ejercía sobre 
ellos». 

109. Ibíd., pág. 923: «En el contexto moderno, los consejos son la única alternativa 
que conocemos al sistema de partidos y los principios que los fundan se distinguen en 
muchos aspectos por su oposición al sistema de los partidos». 

110. Véase infra, parte 11, «Propuesta política 5». 
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Todo el valor que se dé a estas grandes experiencias sociales es poco. Me- 
diante acciones y no razonamientos, han demostrado que la producción a 
gran escala y de acuerdo con las exigencias de la ciencia moderna puede 
funcionar sin que una clase de amos emplee a una clase de trabajadores 
manuales; que los medios de trabajo, para dar fruto, no tienen necesidad de 
ser monopolizados para el dominio y la explotación del trabajador; que el 
trabajo asalariado, como la esclavitud o la servidumbre, no es sino una for- 
ma transitoria e inferior, destinada a desaparecer ante los trabajadores aso- 
ciados, que aportarán su tarea con brazos bien dispuestos, un espíritu alerta 
y el corazón alegre. 

' Pero había sostenido igualmente, contra los proudhonianos reticentes 
ante la lucha política, que el desarrollo de la cooperación en el plano 
económico, lejos de bastar por sí mismo, requería una transformación 
política radical que permitiera dar un impulso general a esta forma de 
organización: «Para las masas trabajadoras que se han liberado, la coope- 
ración deberían alcanzar una amplitud nacional y, en consecuencia, ha- 
bría que favorecerla con medos nacionales». Y concluía entonces que «la 
gran tarea de las clases trabajadoras es conquistar el poder político».*2 
Marx no oponía la cooperación en el plano económico y la toma del 
poder por los trabajadores, las combinaba haciendo de la segunda la con- 
dición de la primera. Este texto de 1864 encontrará al mismo tiempo su 
complemento y su corrección en el texto que escribirá en homenaje a la 
Comuna de París, La guerra civil en Francia. Allí destacará que «la clase 
obrera no puede simplemente tomar posesión de la máquina de Estado, 
tal como está, y hacerla funcionar por su cuenta»,*** sino que debe ins- 
taurar una forma política inédita, la de la «constitución comunal». En este 
sentido, la Comuna no buscó «tomar el poder», sino destruir el antiguo 
poder del Estado para construir un nuevo tipo de poder político, lo que 
es muy distinto. Rompe cón la alternativa, en forma de requerimiento 
burocrático, entre «tomar el poder o renunciar a la revolución». Esto 
significa que, en contra de la opinión de Arendt, hay una praxis «econó- 
mica» y no únicamente una praxis política, o más exactamente, que la 


111. K. Marx, «Adresse inaugurale de 'AIT» (1864), Oeuvres 1, op. cit., pág. 466. 

112. Ibíd., pág. 467. 

113. K. Marx y F. Engels, Inventer l'inconnu. Textes et correspondance autour de la 
Commune, La Fabrique, París, 2008, pág. 151. 
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praxis política tiene la vocación de afirmarse en el campo mismo de la 


economía, y que debe ordenarse allí de acuerdo con los mismos princi- 
pios, apuntando igualmente a la creación de instituciones de autogobier- 
no. La cuestión es, entonces, saber mediante qué practica una creación 
institucional de esta clase puede, si no surgir directamente, al menos ser 


puesta a punto en las condiciones que son las propias de las luchas socia- . 
les de hoy en día. e 
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La praxis instituyente 


Hemos visto que la producción de un derecho de lo común no puede ser 
pensada exclusivamente en los términos del «derecho consuetudinario». 
No es que la costumbre no pueda producir derecho, es que tal produc- 
ción se basa fundamentalmente en la transmisión inconsciente de reglas 
muy antiguas. Como se ha visto, esta transmisión es esencialmente confir- 
madora y lo que hace es prorrogar lo ya existente, incluso cuando produ- 
ce, a la larga, modificaciones.! Por este motivo, no es en sí misma capaz 
de instituir lo inapropiable, ya que tal acto instituyente sólo puede ser 
consciente: se trata, en efecto, devolver a-tomar el derecho de uso para 
dirigirlo contra la propiedad, ya sea ésta privada o estatal. En la génesis del 
uso. instituyente del que hemos hablado más arriba? hay por lo tanto un 
acto insituyente que no forma parte del dominio del uso, sino que. lo 
ana Histótica considerable, y su papel está lejos de haberse eotada, Pero 
no es quitarles importancia reconocer que su objetivo era ante todo pre- 
servar de las invasiones crecientes de los propietarios privados un área en 
cuyo interior seguían valiendo, a duras penas, antiguos derechos colecti- 
vos. De ahí la coexistencia de tales derechos con la propiedad privada: la 
misma tierra muy bien podía ser la propiedad privada de un particular y 


dar lugar a un uso colectivo en ciertas condiciones de espacio y de tiempo. 
Hoy es el momento de crear nuevos derechos de uso que impongan, ' 
a través del reconocimiento de una norma social de inapropiabilidad, lí- ; 


1. Véase supra, capítulo 7. 
2. Véase supra, in del capítulo 6. 
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mites a la propiedad privada y, en este sentido, la hagan retroceder. En 
consecuencia, la cuestión previa consiste en saber mediante qué practica 
es posible inventar reglas de derecho capaces de convertirse a la larga en 
costumbres. Esta inversión es, como habrá entendido el lector, lo que a 
nuestro modo de ver es esencial, y no la cuestión, en sí misma carente de 
sentido, de saber cómo hacer para establecer costumbres, es decir, formas 
de hacer y de actuar. En efecto, nadie puede decidir la instauración de 
una costumbre, por la pura y simple razón de que nadie puede inau- 
gurar una costumbre en virtud de una elección o decretarla mediante un 
acto de tipo legislativo. No se puede decretar una costumbre. Esta difi- 
cultad, la pone muy bien de relieve Vincent Descombes a propósito de 
la anécdota del director de un nuevo colegio privado inglés, deseoso 
de promulgar una costumbre: «Si un agente individual, aunque esté re- 
vestido de una autoridad como lo está el director del colegio, no puede 
hacer existir una tradición mediante un acto declarativo y si un agente 
colectivo compuesto del director, del personal y de los alumnos tampoco 
puede hacerlo, ¿quién puedek ¿Cómo hace la voluntad existir una cos- 
tumbre?»? Como se ve, a este respecto cambiar un agente individual por 
un agente colectivo no permite de ningún modo eludir la paradoja de 
una costumbre establecida en virtud únicamente de una decisión. Por el 
contrario, si bien nadie, ni individuo ni colectivo, puede fundar una 
costumbre, un conjunto de hombres puede producir, mediante su prác- 
tica colectiva, reglas de derecho; y hacerlo, no sólo independientemente 
de las reglas establecidas, sino en ocasiones en contra de ellas. No pueden 
decidir por adelantado la transformación de esta práctica en costumbre, 
pero pueden por lo menos actuar de tal manera que se reactive perma- 
nentemente la fuerza que actuó en la instauración de tales reglas, lo cual 
,es sin duda el mejor medio de «hacer» de ellas, a la larga, costumbres. Ya 
que si bien es cierto que no se puede decretar una costumbre, sí se puede 
decidir instaurar reglas capaces de convertirse en costumbres a fuerza de 
ser puestas en práctica. Topamos aquí con el temible problema de la 
institución entendida como acto. : 
¿Qué es una institución? Esta pregunta fue desde sus inicios la pre- 
gunta de la sociología o, más exactamente, la pregunta que la sociología 


3. V. Descombes, Les Embarras de Videntité, Gallimard, París, 2013, pág. 245 (la 
cursiva es nuestra). 
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se planteó a sí misma en la medida en que estaba en Juego la delimitación 
de su objeto propio y, por lo tanto, de su especificidad como disciplina. 
Así, en el artículo de L*Année sociologique de 1901 «La sociología. Objeto 
y método», Marcel Mauss y Paul Fauconnet, dos discípulos de Émile 
Durkheim, consideran estar dando de la sociología una definición rigu- 
rosa cuando hacen de la institución su concepto fundamental. * Pode- 
mos preguntarnos, de todas formas, si el concepto de institución es de 
entrada y ante todo un concepto de la sociología. Con sólo preguntarnos 
cuál es el acto del que procede la institución como sistema de reglas, 
empezamos a dudarlo. Según la etimología latina, el verbo instituere pue- 
de, en efecto, significar el acto de establecer o de fijar un estado de cosas, 
el acto de hacer o de iniciar, el gesto de plantear o de plantar, así como 
la actividad de vestir o educar.” La cuestión previa no sería, entonces, 


«¿qué es una institución?», sino «¿qué es la institución en cuanto acto de. 


instituir?» Es este sentido activo el que la lengua francesa destacó por mu- 
cho tiempo, entendiendo bajo el verbo «instituir como el hecho de es- 
tablecer una norma de acción, instaurar un poder legítimo, delegar a al- 
guien un título o un poder, o bien formar o educar a un ser natural para 
hacer de él un hombre educado.* Con el pasaje del verbo al sustantivo, 
es el resultado del acto más que el acto en sí mismo el que ha acabado 
reteniendo toda la atención: lo que entonces se significa es el sistema de 
reglas que rige una colectividad, más que el acto mismo de legislar, la 
agrupación social cuya cohesión es asegurada por un poder de coerción 
más que el acto de transmitir o conferir dicho poder, el establecimiento 
de instrucción más que la actividad de instruir. Se ha tratado de remediar 
este inconveniente designando, mediante el sustantivo «institucionaliza- 
ción», la dimensión de acto que contiene explícitamente el verbo «insti- 
tuir». Encontramos así en Chaim Perelman (1968) la idea de que la «ins- 
titucionalización» es el acto de crear mediante la ley nuevas instituciones.” 


4. Véase M. Mauss, Essais de sociologie, Le Seuil, París, 1971. 

5. Véase Particle «Institution» de Y Encyclopédie philosophique universelle, vol. 1, Les 
Notions philosophiques, op. cit. 

6. Ibid. Es precisamente a este sentido al que remitía Montaigne hablando en un 
capítulo de sus Ensayos de la «institución de los niños». Véase Montaigne, Essais, Arléa, 
París, 1992, Libro 1, capítulo XXVI, pág. 112. 

7. Ch. Perelman, Droit, morale, philosophie, LGDJ, París, 1968, mencionado en 
F. Gresle, M. Panoft, M. Perrin y P. Tripier, Dictionnaire des sciences humaines, Nathan, 
París, 1990, pág. 167. 
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Pero este acento puesto en la actividad creadora no basta para disipar 


todo equívoco en la medida en que, bajo esta expresión (institucionali-- 


zación) se puede significar igualmente el acto de oficializar algo que ya 
existe sin ser todavía reconocido, confiriéndole la fijeza de una regla ex- 
plícita que hasta entonces sólo valía implícitamente. Se dirá, por ejemplo, 
que un cambio de estatus en virtud del cual cierta organización adquiere 
ua personalidad moral, haciendo de ella titular de un derecho, lleva a 
cabo precisamente una «institucionalización». Ahí se esboza una dimen- 
sión de reconocimiento ex post facto, en fuerte contraste con la de una 
actividad creadora que produciría algo nuevo. Pero de este modo no se 
hace más que trasladar ]a dificultad de la relación entre el acto y su resul- 
tado a la naturaleza del acto mismo: este último consistiría, ya sea en la 


consagración Oficial de lo ya existente, ya sea en el hecho de hacer existir 
lo enteramente nuevo 


La reducción sociológica de la institución 
a lo instituido 


¿Cómo ha tratado de pensar la sociología esta dualidad en la naturaleza 
de la institución? O, más precisamente, ¿ha tratado en verdad de pensar- 
la? Para Comte, la idea que debía presidir el advenimiento de la sociolo- 
gía as el reino humano social está sometido, como el reino físico, 
biológico o Psicológico, a leyes inteligibles, dicho de otra manera, que 
hay fenómenos Propiamente sociales que se explican por causas sociales, 
que las sociedades y Joy grupos sociales tienen particularidades distintas de 
los individuos que los componen y que determinan ciertos comporta- 
mientos de sus Miembros. La sociedad es, por lo tanto, un conjunto de 
formas o hábitos colectivos que preexisten al individuo y modelan su for- 
ma de Sua, de sentir, de pensar. La lengua, las reglas matrimoniales, las 
creencias religiosas, sq ejemplos de ello. En el prefacio a la segunda 
edición de Reglas de] método sociológico (1901) Durkheim define en estos 
términos la institución; «Se pueden llamar institución a todas las creencias 
y todos los modos de comportamiento instituidos por la colectividad; la 
ae puede ser entonces definida: la ciencia de las instituciones, de 
su génesis y de su funcionamiento».3 Para Mauss y Fauconnet, la palabra 


8. Citado en D ictionnaire de la pensée sociologigue, PUF, París, 2005, pág. 360. 
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«institución» es la más apropiada para designar «todas las formas de actuar 
y de pensar que el individuo encuentra preestablecidas y cuya transmi- 
sión se lleva a cabo del modo más general a través de la educación».? 
Según ellos, el objeto de la sociología consiste en un conjunto de hábitos 
colectivos, es decir, «modos de actuar o de pensar consagrados por la 
tradición y que la sociedad impone a los individuos». Salvo que estos 
hábitos «se transformen sin cesar» y tales transformaciones también deban 
ser consideradas como partes del objeto de la sociología. Para ser todavía 
más precisos, estas formas sociales no son independientes, sino mutua- 
mente interdependientes y también con el medio. El objeto de la socio- 
logía, de este modo, es el sistema que constituyen todas estas formas 
irreductibles a la voluntad o al sentimiento individual. 

El signo de lo social, en cuanto objeto de la sociología, es su carácter 
supraindividual, exterior y superior, a menudo obligatorio, por el hecho 
mismo de esta exterioridad y de esta superioridad. Mientras que en las 
sociedades llamadas «tradicionales» la parte de la obligación es particular- 
mente fuerte, como lo demuestra el carácter religioso atribuido a los ac- 
tos más cotidianos, en las sociedades «superiores» el individuo parece más 
autónomo. El carácter social está menos ligado a la obligatoriedad del 
hábito que a su carácter instituido o preestablecido, y la educación está 
para asegurar la penetración de esos hábitos y formas preestablecidas en el 
individuo. Fue la naturaleza preestablecida del hecho social, el hecho de 
que está ya presente antes que el individuo —y correlativamente, el he- 
cho de que el individuo «se lo encuentra ya siempre ahír—" lo que 
lleva a Fauconnet y a Mauss a proponer la célebre definición de la socio- 
logía como ciencia de las instituciones, quedando definida la institución, 
de manera muy amplia, como «un conjunto de actos o de ideas comple- 
tamente instituido que los individuos se encuentran ante ellos y que se les 
impone en mayor o menor grado».!! Como se ve, ambos dan de la insti- 
tución una definición que hace de lo instituido, es decir, de lo preestable- 
cido, su rasgo fundamental. 

Ello conduce a estos dos autores a establecer una analogía audaz y 


bastante naturalista: «La institución es, en suma, en el orden social, lo que | 


9. Ibíd. 

10. Para distinguir el verbo alemán vorfinden que, como veremos más lejos en este 
capitulo, pertenece a la lengua de Hegel y de Marx. 

11. Véase M. Mauss, Essais de sociologie, op. cit., pág. 16 (la cursiva es nuestra). 
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“es la función en lo biológico: y al igual que la ciencia de la vida es la 
ciencia de las funciones vitales, la ciencia de la sociedad es la ciencia de 
las instituciones así definidas».'? Se abre entonces la puerta a lo que en 
el siglo XX, particularmente en el mundo anglosajón, será la sociólogía 
llamada «estructural-funcionalista» —en especial la de Parsons— que des- 
plaza la institución más hacia lo establecido y coagulado. Sin embargo, la 
insuficiencia de esta primera definición de lo social como instituido o 
preestablecido es manifiesta para los propios autores citados. ¿Qué ocurre 
con el cambio, con la historia, si la institución es análoga a la función 
biológica? No olvidan la dualidad del análisis del hecho social tal como 
lo consideraba Comte, que debe ser contemplado desde dos puntos de 
vista: estático y dinámico. 

Pero la dimensión dinámica del hecho social es siempre concebida 
como variación de lo establecido. Ningún cambio viene de la nada. No 
hay cambio que no sea cambio de las instituciones: «Todos estos cambios 
son siempre, en grados diversos, modificaciones de instituciones existen— 
tes». El objeto de la sociollegía es pues redefinido como la ciencia de 
las instituciones vivas, «tal como se forman, funcionan y se transforman 
en los distintos momentos».!* 

Encontramos esta idea también en las consideraciones de Fauconnet 
y Mauss sobre la «explicación sociológica». Si bien hay que explicar los 
hechos sociales mediante otros hechos sociales, las instituciones median- 
te otras instituciones, de ello no se debe deducir que la acción de las es- 
tructuras sociales sobre las estructuras sociales sea directa. Sólo hay fuerza 
de transformación en la sociedad por la vía de la «opinión», o más exac- 
tamente, de la «representación colectiva». «Los hechos colectivos, por lo 
tanto, son causas porque son representaciones o actúan sobre representa- 
ciones. El fondo íntimo de la vida social es un conjunto de represen- 
taciones».* No por ello nuestros sociólogos dejan de formar parte del 
círculo de quienes hacen de las representaciones «expresiones» de ciertos 
hechos sociales, estados que están dados como efectos de las representa- 
ciones. Las representaciones son mediaciones necesarias, condiciones y 
factores del cambio. Simbolizan estados materiales, morfologías, insti- 


12. Ibíd., págs. 16-17. 
13. Ibíd., pág 17. 

14. Ibíd. 

15. Ibíd., pág. 26. 
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tuciones. Transformándose, enfrentándose entre ellas, alterándose, estas 
representaciones permiten a su vez modificar estados e instituciones. Por 
eso Fauconnet y Mauss llegan a escribir: «La explicación sociológica así 
entendida no merece pues en ningún grado el reproche de materialista 
que a veces se le ha dirigido».'* De este modo, vamos desde lo institui- 
do dado hasta la instituido modificado por medio de las representaciones, 
pero finalmente sin salir en ningún momento de lo instituido, ya que las 
representaciones que están en el origen de la modificación de lo institui- 
do son ellas mismas expresión de algo instituido. 

Por supuesto, algunas corrientes podrán mostrarse más preocupadas 
por repensar la institución en sus rasgos diferenciales, en vez de diluir su 
concepto hasta el punto de convertirlo en el único objeto de la sociolo- 
gía. Así, Max Weber distinguirá la «asociación» (Verein) de la «institución» 
(Anhalt).” Estos dos tipos de agrupaciones tienen en común el hecho de 
que suponen «reglamentos establecidos racionalmente», es decir, «metó- 
dicamente», La diferencia reside en el hecho de que, en el caso de la 
asociación, «los reglamentos estatutarios sólo reivindican su validez para 
quienes entran libremente por su voluntad», mientras que, en el caso de 
la institución, los reglamentos son «otorgados». En la terminología del 
autor, es otorgando «todo reglamento que no se establece mediante un 
acuerdo libre y personal de todos sus participantes y, en consecuencia, 
mediante una “decisión tomada por mayoría”, a la que la minoría se 
somete».** Como dice igualmente Weber: «Los reglamentos de una ins- 
titución pretenden ser validos para todo individuo que responde a ciertos 
criterios (nacimiento, domicilio, etc.) sin que importe que el individuo 
en cuestión haya entrado por decisión propia —como ocurre en el caso 
de la asociación— y haya participado en el establecimiento de los estatu- 
tos».1? Este criterio del carácter otorgado de los reglamentos es el que 
justifica que se incluya al Estado y también a la Iglesia entre las institucio- 
nes. Lo que tenemos ahí, por tanto, es una «oposición polar» que no 
pretende en absoluto agotar la totalidad de las agrupaciones concebibles. 
La cuestión sociológica que retiene aquí la atención de Weber es deter- 


16. Ibíd., págs. 28-29. 

17. Sobre esta distinción, véase M. Weber, Économie et société, tomo 1, Les Catégo- 
ries de la sociologie, Pocket, París, 1995, págs. 94-95. 

18. Ibíd., pág. 92. 

19. Ibíd., pág. 94. 
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minar el grado de docilidad con el que los miembros de una agrupación 
institucional se someten al «poder otorgador».? Desde esta perspectiva 
es menos el acto de dictar reglamentos lo que importa que el modo en 
que los reglamentos, una vez dictados, sean observados. Así, por razones 
metodológicas profundas no se dará siempre todo su peso a la dimensión 
instituyente propiamente dicha. 


Institución, soberanía, autoridad 


En oposición 3 este planteamiento que no consigue, por mucho que 
diga, captar las «instituciones vivas» en su proceso mismo de formación, 
la ambición de Sartre en la Crítica de la razón dialéctica es sorprender el 
momento específico de la «institución» en su surgimiento a partir del mo- 
mento que le es inmediatamente anterior, esto €s, el del «grupo organi- 
“ zado». En función de esta génesis de la institución, Sartre se declara capaz 
de dar razón del ser contradigtorio de la institución: en efecto, la institu- 
ción «tiene ese carácter contradictorio y a menudo señalado por los 


'n a cosa» 2 Por un lado, en cuanto praxis, 
como alienadas —lo que Sartre llama su «sentido teleológico»—; pero 
por otro lado, «la institución, en cuanto tal, posee una fuerza de inercia 
considerable: no sólo porque forme parte de un conjunto institucional y 
no pueda ser modificada sin modificar todas las demás, sino sobre todo 
y en ella misma porque se plantea, por y en su ser inerte, como esencia- 
lidad, y define a los hombres como medios inesenciales para perpetuar- 
la.2 Lo que constituye la especificidad de la institución es que, aun carac- 
terizándose por una fuerza de inercia intrínseca, su ser inerte de cosa no 
suprime su carácter práctico, lo cual haría de ella indefectiblemente un 
«puro cadáver». Como se ve, en esta problematización del ser propio de 
la institución, las dos características de «praxis» y de «cosa» no correspon- 
den en absoluto a la distinción de la que hemos tratado más arriba entre 


20. lbíd., pág. 92. Max Weber introduce el concepto de «constitución» en un 
sentido no jurídico, para significar la «posibilidad efectiva de docilidad» de los miembros 
de la agrupación Tespecto al poder otorgador. 

21. ]-P. Sartre, Critique de la raison dialectique, Gallimard, París, 1960, pág. 687. (Trad. 
cast. Critica de la razón dialéctica, Losada, Buenos Aires, 2005.) 


22. Ibid. 
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la institución como «acto» y lo instituido como «resultado». En efecto 
tomada en sí misma, la distinción del acto y el resultado no prejuzga la 
permanencia o la no permanencia del acto más allá de su resultado, del 
mismo modo que no prejuzga la coseidad del resultado: que el acto sea 
una praxis, algo que es difícil que no sea —a menos de concebirlo 
como una decisión absoluta— no implica de ningún modo que su resul-- 
tado sea una cosa. Por otra parte, la praxis no se puede reducir al mo- 
mento inaugural de la creación de la institución, sostiene el ser de lo 
instituido mucho más allá de su establecimiento, hasta en su funciona- 
miento cotidiano. Para decirlo más directamente, es la realidad del resul- 
tado, y por lo tanto, de lo instituido mismo, lo que necesitamos com- 
prender al mismo tiempo como praxis y como cosa, en vez de repartir 
una y otra característica en dos momentos temporalmente separados. Así, 
es preciso llegar a comprender de qué modo la praxis humana puede ella 
misma adquirir, en ciertas condiciones, la inercia de «cosa» para conver- 
tirse en institución, diferenciándose de este modo de las formas prácticas 
que todavía están desprovistas de tal coseidad y de las que sin embargo, 
en cierto sentido, proviene la institución. 

Con tal fin, es importante tener una idea, aunque sea sumaria, del 
modo de progresión que lleva a Sartre hasta ese paso del grupo organiza- 
do a la institución, Reducido a su línea general, su examen empieza por 
los «conjuntos práctico-inertes», luego estudia las distintas clases de «gru- 
pos» y finalmente llega a las «clases sociales», que llevan a cabo mediante 
su lucha el paso a la historia. A su vez, los conjuntos práctico-inertes 
comprenden lo «serial» y lo «colectivo»: mientras que lo serial constituye 
una pluralidad de soledades —por ejemplo, los usuarios de una línea de 
autobús esperando a un mismo vehículo, que sólo se distinguen unos 
de otros por su número-—, lo colectivo de define como «la relación de 
doble sentido de un objeto material y con el que se trabaja con una mul- 
tiplicidad que encuentra en él su unidad de exterioridad» —se puede 
pensar en la colectividad de las obreras que trabajan todas en una misma 
fábrica de una ciudad, que constituye una multiplicidad de individuos 
intercambiables aglomerados de un modo profundamente pasivo.” El 
grupo se constituye en reacción contra los conjuntos práctico-inertes, se 


23. Tomamos este ejemplo de A. De Waelhens, «Sartre et la raison dialectique», 
Revue philosophique de Louvain, 3* serie, tomo 60, n* 65, 1962, pág. 88. 
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define por una praxis común dirigida a un fin común. Esta praxis del 
grupo procede de una lucha dirigida a superar la impotencia y la disper- 
sión características de la serialidad. El análisis del grupo es posterior, en 
consecuencia, al de lo práctico-inerte. Pero no hay que equivocarse 
en cuanto al sentido de esta sucesión: afirmar, con Sartre, que «la reunión 
inerte con su estructura de serialidad es el tipo fundamental de la sociali- 
dad» no equivale en absoluto a afirmar su «prioridad histórica o tem- 
poral» del tipo que sea, sino únicamente una «anterioridad lógica». Por 
ejemplo, los grupos se constituyen como «determinaciones-negaciones» 
de lo colectivo —subconjunto de lo práctico-inerte—, lo cual significa 
que «lo superan y lo conservan»,? mientras que lo colectivo, aunque 
advenga a continuación de la desintegración de un grupo, no conserva 
nada de este grupo en cuanto colectivo. Que el grupo esté siempre ame- 
nazado de recaer en lo colectivo no impide, por lo tanto, que tenga que 
constituirse siempre en contra de lo colectivo y que, en este sentido, lo 
presuponga. Estamos así ante una reconstitución genética que opera por 
la vía de la superación dialéctica, yendo de lo simple a lo complejo, y que 
no es posible invertir. En el interior de los grupos, se distinguen sucesi- 
vamente el «grupo en fusión», el «grupo organizado» y el «grupo-institu- 
ción». Lo propio del grupo en fusión es que procede exclusivamente de 
una praxis común, sin estar provisto de un aparato organizado, al contra- 
rio que el grupo organizado, que implica un «reparto de las tareas» y 
«aparatos especializados» que dirigen y controlan la praxis común. 

La cuestión es pues, precisamente, saber cómo se produce este paso de 
la organización a la institución. La respuesta de Sartre es que son contra- 
dicciones en el interior del grupo organizado las que acarrean una trans- 
formación de dicho grupo en institución, mediante la «petrificación» de 
la práctica y el refuerzo de la lógica de integración: «La organización se 
convierte en jerarquía, los juramentos dan a luz la institución».” El jura- 
mento es el medio por el que el grupo trata de asegurar su supervivencia 
más allá del combate que lo ha hecho surgir como tal, dándose cierta 


24. J-P Sartre, Critique de la raison dialectique, op. cit., pág. 452. (Trad. cast. antes 
citada.) 

25. Ibíd. (de acuerdo con los sentidos del verbo aufheben en la lengua de Hegel). 

26. Ibíd., pág. 544: «La organización es por lo tanto reparto de las tareas». 

27. Ibíd., pág. 671. No es un hecho sin importancia que este acento en la jerarquía 
conduzca a ver en el ejército el «tipo del grupo institucional» (1bíd., pág. 690). 
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permanencia. Por eso el juramento es indisociable del Terror, a] menos - 
? 


como Terror interno ejercido por el grupo sobre cada uno de sus miem- 
bros: cada uno jura no romper el juramento, pero haciéndolo justifica su 
propia liquidación como traidor en caso de secesión. Pero ésta es una for- 
ma de protegerse de la amenaza de lo práctico-inerte creando una «iner- 
cia falsa», que es precisamente la inercia jurada. Aquí la contradicción 
surge a plena luz, ya que el recurso al Terror conduce a reforzar la inercia 
que debe supuestamente combatir. Es esta contradicción la que permite 
comprender el surgimiento de la institución como momento en que la 
soberanía toma la determinación de la autoridad. En efecto, la soberanía 
consiste en ese poder absoluto que el grupo posee sobre cada uno de sus 
miembros en virtud del juramento. Pero, en la medida en que cada uno 
presta juramento y recibe el juramento de los demás, todos son soberanos 
—o más bien, como dice Sartre, «cuasi-soberanos», ya que la soberanía de 
cada uno está limitada por la de los demás—. La soberanía tiende por lo 
tanto a la unificación y a la totalización, pero sin poder nunca alcanzarla, 
debido a esta misma limitación recíproca. Éste es precisamente el funda- 
mento del Terror interno: el grupo reclama esa totalización inefectuable 
y cada uno se define a partir de esa totalidad inexistente, de ahí una espe- 
cie de «vacío interior», de «distancia» o de «malestar», que no hace más 
que expresar la impotencia de todos y que suscita un refuerzo de las 
prácticas de integración.*% Si la soberanía adquiere la forma de la autori- 
dad, ello es para tratar de superar este vacío o esta distancia insuperable. 
La autoridad nace cuando «la soberanía alternante de cada cual se inmo- 
viliza» para convertirse en la «relación específica de uno solo con todos», 
mediante la cual este «uno solo» «recibe y concentra la violencia interna 
del grupo como poder de imponer su regulación».” Lejos de poder rea- 
lizar la totalización esperada, la autoridad no hace más que acentuar la 
contradicción interna de la soberanía. Como dice Sartre, «el soberano 
reina por y sobre la impotencia de todos», en el sentido de que la unión 
viva de todos los miembros del grupo privaría a su función de toda razón 
de ser; pero, al mismo tiempo, su función es luchar contra las tendencias 
a la dispersión y a la serialidad, «esto es, contra las mismas condiciones que 
legitiman su oficio y lo hacen posible», 


28. Ibíd., pág. 686. 
29. Ibíd., pág. 693. 
30. Ibíd., pág. 713. 
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A fin de cuentas, tal como es captado en esta dialéctica, él momento de 
' la institución en el grupo corresponde a la «autodomesticación sistemática 
: del hombre por el hombre», es decir, a una praxis «anquilosada» cuya an- 
- quilosis proviene de nuestra impotencia y «constituye para cada uno y para 
todos un índice definido de reificación».** La aparición de la institución se 
presenta entonces como un momento de degradación común, en el que 
«cada uno pretende expulsar de sí la libertad para realizar como cosa la 
unidad en peligro del grupo en descenso».* Podemos preguntarnos si no 
está ahí el límite de esta clase de análisis. Ciertamente, su mérito indiscuti- 
ble es que trata de pensar el ser de la institución como praxis, invirtiendo 
el camino de la sociología clásica. Es también que se esfuerza por dar cuen- 
ta de la inercia propia de lo instituido a partir de las características mismas 
de dicha praxis, sin hacer intervenir, al modo de un deus ex machina una 
instancia que de entrada le sería completamente ajena. Pero ¿por qué re- 
. ducir deliberadamente la institución a esta fuga hacia delante con destino 
. Ala reificación? En particular, ¿por qué no tratar de pensar la institución a 
partir de la praxis común delderupo de combate y, por lo tanto, anterior- 
mente a este momento de degradación común y de anquilosis? De tomar 
esta vía, Sartre hubiera quizás entreabierto otra posibilidad, la de una praxis 
común que haría emerger la institución y que no tendría la soberanía y 
la autoridad como destino. Pero él tenía que sacrificar esta posibilidad a la 
lógica de una argumentación configurada desde el inicio para hacer apare- 
cer al Estado como «Órgano de integración» de los distintos grupos en el 
. interior de la sociedad, más precisamente como un grupo dirigente que 
: debe su poder a la manipulación de los colectivos inertes.* En último 
- análisis, el Estado debe presentarse como la verdad última de la institución. 
Toda la cuestión es, por lo tanto, si es posible pensar la institución de otro 
modo que bajo la determinación de la autoridad y la soberanía. 


Institución y poder constituyente 


Si bien es cierto que «la autoridad, en tanto que es poder constituido, se 
basa necesariamente en la inercia y la serialidad», no es menos cierto 


31. 1bíd., pág. 692. 
32. Ibid. 

33. Ibíd., pág. 610. 
34. Ibíd., pág. 694. 
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que inversamente debe trabajar para oponerse activamente a «da invasión 
del grupo por la serialidad», y lo hace con la figura misma del soberano: 
«El grupo institucional, la Razón constituida, dialéctica imitada y ya des- 
viada por la serialidad, se capta en la unidad práctica del soberano como 
Razón constituyente».* La distinción entre «Razón constituida» y «Ra- 
zón constituyente» repercute, sin duda, la distinción correspondiente en- 
tre «Poder constituido» y «Poder constituyente». Plantea la cuestión de 
saber qué hay que pensar de un grupo incapaz de captarse en su poder 
constituyente de otro modo que a través de la unidad de un soberano. 
Plantea también la cuestión de la relación entre el poder constituyente y 
la unidad del soberano. Pero plantea, lo primero de todo, la cuestión de 
qué se debe entender exactamente por poder constituyente. 

En su sentido político clásico, la distinción del poder constituyente y 
del poder constituido se remonta a, Sieyés; )el poder constituyente es la 
fuente de donde procede la constitución y, en cuanto tal, no puede de- 
rivarse de ninguna constitución ni tampoco comprometerse por adelan- 
tado a no modificar la constitución que tiene por tarea dictar. Consiste, 


Juta, que se abs a sí misma si aceptara A a úna la norma 


preexistente o plegarse por adelantado a la norma que él hace existir en 
virtud de su propio ejercicio. Su sujeto exclusivo no es sino la «nación», 
y todos los otros poderes (legislativo, ejecutivo, judicial), siendo «consti- 
tuidos» por él, no son nunca nada más que sus emanaciones. Como se 
sabe, Carl Schmitt radicalizó ulteriormente esta identificación del poder 
constituyente con una voluntad política situada más allá de toda norma, 
aunque esta fuese constitucional, suspendiendo todo el orden político a 


una «decisión política fundadora». De hecho es toda una tradición de 


pensamiento la que concibió el poder constituyente como el modelo del 


poder soberano, es decir absoluto —Jiteralmente, «libre respecto a las 


leyes»—. Es comprensible que en tales condiciones resulte particular- ' 


mente difícil pensar un poder constituyente que proceda de una praxis : 


común y que sea, en este sentido, no soberano. 


Tal es, sin embargo, el desafío que Hardt y Negri pretenden afrontar : 


en Multitud y en Commonwealth, Se trata para ellos de saber cómo pensar 


35. Ibíd., pág. 705. 
36. C. Schmitt, Théorie de la constitution, PUE, París, 1990. (Trad. cast.: Teoría de la 
constitución, Alianza, Madrid, 2011.) 
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“la doble relación de la insurrección con la institución. Por un lado, la 
' insurrección debe combatir las instituciones estatales establecidas y apun- 


tar a su destrucción, pero por otra parte tiene necesidad de instituciones 


* alternativas», a falta de las cuales no podría afrontar con éxito la prueba 


de la permanencia. Para superar esta dificultad, es necesario, por supues- 


to, evitar pensar estas últimas como homólogas a las primeras: la insurrec- 


ción y el sublevamiento necesitan instituciones de un nuevo tipo. Si se 
consiguiera pensar esta novedad radical se podría conceder a Sartre, sin 
dificultad, que las instituciones estatales dependen de la lógica de la sobe- 
ranía, sin por ello reducir toda institución a esta misma lógica. Habría 
lugar, entonces, para instituciones que, lejos de tener como finalidad la 
unificación y la totalización mediante la «supresión práctica de los con- 
flictos de clase» (Sartre), harían del conflicto mismo el elemento esencial 


de su propia construcción. En la segunda de sus obras que acabamos de 


mencionar, Hardt y Negri se apoyan en experiencias muy diversas para 
redefinir el concepto de institución a partir de tres elementos:-en primer 
lugar, la institución se basa dn el conflicto, en el sentido de que refuerza 
y extiende la fuerza de ruptura propia de toda revuelta y toda insurrec- 


ción, tomándola a su cargo en su mismo interior —se trata de la imsti- 
tución como conflictividad asumida—; luego, la institución “consolida las 


nuevas formas de vida “surgidas durante la insurrección, haciendo de 
ellas hábitos y prácticas colectivas —se trata de la institución captada 
como proceso de institucionalización en acto finalmente, la institu- 
ción está abierta a su propia transformación permanente por las. singula- 
ridades que la componen —la institución comio proceso permanente de 
autotransformación, contra toda coagulación en lo instituido—.?” 

Sin embargo, aunque se autorice en una referencia a Spinoza y Ma- 
quiavelo,* tal redefinición no deja de plantear dificultades. Como lo ven 
muy bien nuestros dos autores, se expone a dos objeciones principales, 
una sociológica, la otra política: la objeción sociológica remite a una con- 


AA —Á A 


37. Sobre esta definición a partir de los tres elementos, véase M. Hardt y A. Negri, 
Commonwealth, op. cit., págs. 462-463. (Trad. cast.: Commonwealth, el proyecto de una revo- 
lución en común, Akal, Madrid, 2011.) 

38. En especial, el Spinoza del Tratado teológico-político y el Maquiavelo de los Dis- 
cursos sobre la primera década de Tito Livio. Ambos autores les parecen a Hardt y a Negri 
partidarios de la «línea menor», que piensa las instituciones en términos de conflicto so- 
cial, en oposición a la «línea mayor», que sitúa el contrato en su fundamento. 
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cepción más bien funcionalista de la institución: los individuos «entran ; 
en» instituciones de las que «salen» identidades, siendo precisamente fun- 


ción de las instituciones operar la transformación de los individuos me- 


diante la conformación de su comportamiento a modelos identitarios. A . 


esto responden Hardt y Negri que toda la cuestión reside en determinar 


el «lugar del poder»: de acuerdo con esta «noción sociológica clásicad, son 


las instituciones las que «forman» a los individuos, mientras que, de acuer- 
do con su propia concepción, son las singularidades las que «forman» las. 


instituciones. Detrás de la idea de una «entrada» de los individuos en 


las instituciones, con lo que nos encontramos es con la tesis ya mencio- 


nada al principio de este capítulo: las instituciones se encuentran siempre 
ya, de entrada, ante individuos, con independencia de la actividad de 
estos últimos. La segunda objeción remite a un conjunto de teorías polí- 
ticas y jurídicas tan clásicas como la sociología de la primera objeción. 
Según dichas teorías, el orden político se basa en una transferencia de 
derechos y de poderes por parte de los individuos a una autoridad sobe- 
rana. La redefinición de la institución propuesta por Hardt y Negri de- 
muestra ser incapaz de dar cuenta de la estabilidad del orden político, al 
rehusar hacerla depender de la soberanía. Obsérvese que si bien en este 
caso los individuos también «entran en las instituciones», ya no lo hacen 
por una obligación silenciosa, sino por una transferencia voluntariamente 
consentida. Lo esencial es, sin embargo, que tengan que «entrar» y no el 
modo en. que lo hagan: porque si «entran», no pueden ejercer un poder 
verdaderamente «formador». Contrariamente a lo que pretenden las teo- 
rías del contrato social, los individuos no son verdaderamente la fuente de 
las instituciones, ya que éstas deben su nacimiento precisamente a una 
renuncia por parte de ellos. Entonces las instituciones deben «servir como 
fundamento al poder constituido, es decir, al orden constitucional de la 


soberanía». Contra esta objeción, Hardt y Negri vinculan las normas pro- * 


ducidas por la sublevación con un poder constituyente y no con un poder 
constituido: «En nuestra opinión, las instituciones forman, por el contra- 
rio, un poder constituyente más que constituido». Pero la originalidad de 
este poder constituyente es que se opone activamente a la formación 
de un poder soberano: «Las singularidades que componen la multitud no 
transfieren sus derechos o poderes, impiden la formación de un poder 
soberano y, gracias a los encuentros, cada una se vuelve más poderosa»? 


39, M. Hardt y A. Negri, Commonwealth, op. cit., pág. 465. (Trad. cast. antes citada.) 
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- En vez de tener que entrar en instituciones ya formadas independiente- 
mente de ellas, estas singularidades reforzarían su fuerza formadora a me- 
dida que se ejercen en común. La dificultad, precisamente, es compren- 
der cómo esta fuerza puede dar lugar. a un ejercicio común. 

En el capítulo 6.3 de Commonwealth, «Gobernar la revolución», Negri 
y Hardt no se conforman con incorporar la noción de «poder consti- 
tuyente» criticando todos los mecanismos que encierran el desarrollo del 
poder constituyente en las estructuras de un poder constituido, van más 
lejos todavía e introducen la noción problemática de «gobernanza cons- 
tituyente».*% Ellos no ignoran que en el origen este concepto de «gober- 
“nanza» remitía a las «estructuras de regulación, de gestión y de contabi- 
lidad de las empresas capitalistas», para luego designar las formas de la 
- dominación imperial. A quienes oponen, de un modo muy clásico, 
la exigencia de un gobierno con estructuras jurídicas fijas a la realidad de 
una «gobernanza global» con mecanismos flexibles y fluidos, ellos repli- 
can que es preciso, por el contrario, subvertir desde el interior este con- 
cepto. de gobernanza de tal rifanera que sea reformulado como concepto 
de la democracia y de la revolución.* Basándose en los trabajos de un 
grupo de teóricos alemanes que se inspiran en el abordaje delos sistemas 
desarrollado por Niklas Luhmann, entienden el paso del «gobierno» a la 


«gobernanza» como una tentativa de promover una lógica de red cápaz 


de gestionar los conflictos y de realizar una compatibilidad normativa 
entre los fragmentos de la sociedad global? Desde su punto de vista, 
una «gobernanza constituyente» que invierta la forma imperial debería 
corresponder a un sistema constitucional en el que las «fuentes del dere- 
cho» y sus medios de legitimación se basen únicamente en el poder cons- 
tituyente y en la toma de decisiones democrática.* Lo que llama la 


atención en las formulaciones del texto es la dificultad para distinguir 


claramente entre «institución» y «constitución», debido a la vaguedad que 
ródea a la noción de poder constituyente. Así, leemos que «una voluntad 


40. Ibíd., págs. 480-481 

41. 1bíd., pág. 482. 

42. Ibíd., pág. 483. Por eso, según ellos, la gobernanza del Imperio tiene el «mé- 
rito» de «tener en cuenta la autonomía creciente de las redes de singularidades, el desbor- 
damiento de las formas inconmensurables de valor producidas por la multitud y el poder 
cada vez mayor de lo común» (ibíd., pág. 482). 

43. Ibid., págs. 484-485. 
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de institución y de constitución» atravesaría todo proceso revolucionar 
más allá de la duración de la revuelta y de la on Esta pe 
noción es elaborada por analogía con el Kunstwollen —o «voluntad de 
arter— de la Roma tardía, tal como la concebía el historiador vienés 
del arte Alois Riegl, es decir, como «un deseo que articula todas las ex- 
presiones artísticas singulares en un desarrollo institucional coherente». 
Un proceso revolucionario deberá ser gobernado por una «voluntad ins- 
titucional y constitucional», una especie de Rechtswollen, que articule las 
singularidades de la multitud en un «proceso común duradero y podero- 
so».* No cabe duda de que Hardt y Negri buscan de este modo superar 
la oposición convencional entre el concepto sociológico de institución y 
el concepto jurídico-político de constitución, para mejor pensar la inma- 
nencia radical del poder constituyente a la sociedad. 

Pero ¿qué subsiste entonces del concepto mismo de poder constitu- 
yente? ¿No tiende a perder todo sentido asignable cuando el concepto de 
«constitución» pasa a designar el «proceso de formación de las institucio- 
nes y de las constituciones políticas»,* y no ya el acto de fundación de 
un nuevo cuerpo político o la organización resultante de los distintos 
poderes constituidos? Al querer evitar a toda costa pensar la especifici- 
dad política del acto constituyente, ¿no nos vemos finalmente llevados a 
reducir el ejercicio del poder constituyente al acto mismo de «constituir» 
en general, acto que se cumpliría en las mismas luchas sociales en la me- 
dida en que éstas inventarían in situ nuevas instituciones? ¿Pero qué se 
gana en inteligibilidad al designar como «luchas constituyentes» de lo 
común tanto las insurrecciones de la Primavera Árabe como el movi- 
miento de los Indignados en España y en Israel, o los campamentos ins- 
talados por Occupy Wall Street? En un ensayo reciente, Declaración, cuyo 
capítulo 3 se titula «La constitución de lo común» (Constituting the Com- 


44. Ibíd., pág. 485. 

45. Ibíd., pág. 484. 

46. Esta definición la da Negri en una exposición sobre el federalismo del 21 de 
marzo de 2012 en el marco del seminario «De lo público a lo común». Se comprende en 
estas condiciones que la traductora de Commonwealth haya vertido constituent power como 
powvoir constitutif (poder constitutivo) (op. cit. pág. 480): el deslizamiento desde «constitu- 
yente» (en el sentido del acto de constituir) hasta «constitutivo» (en el sentido de entrar 
en la constitución de una cosa) tiene el efecto de neutralizar la dimensión político-jurí- 
dica del participio presente, que es la pendiente por la que se deslizan los autores de 
Commonwealth. 
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mon), Hardt y Negri definen en estos términos lo que ellos llaman las 
luchas constituyentes: «Consideramos como constituyentes las luchas 
que se sitúan en el terreno de lo común y que no se conforman con ex- 


«presar una necesidad urgente, sino que trazan los contornos de un nuevo 


proceso constitucional». ¿Qué se quiere significar, precisamente, én 
cuanto al sentido de estos movimientos con expresiones tales como «ac- 
ción constituyente», «decisiones constituyentes», «procesos constituyen- 
tes», O también «nuevos movimientos constituyentes»? Las luchas que 
así quedan subsumidas, ¿no difieren entre ellas profundamente? ¿Quizás 
tenemos derecho a devolver a los autores la pregunta que consideran 
haber respondido y que se plantea con insistencia tras la lectura de su 


«texto: «¿Por qué deberíamos considerar, entonces, que estas luchas for- 


man parte de un mismo ciclo?» 

¿Qué sentido tendría mantener todavía el concepto de poder consti- 
tuyente, si es para afirmar que «está profundamente encastrado (embedded) 
en las luchas»" hasta el punto de no distinguirse ya de ellas? ¿No es 
simplemente una forma de Hesignar la dimensión de inventiva política 
que se quiere plantear como el rasgo esencial de esos movimientos? Si tal 
es el caso, no se entiende de qué manera esta dimensión constituyente 
permitiría dar cuenta de la transformación de nuevas formas de vida en 
hábitos colectivos, en conformidad con el segundo aspecto de la institu- 
ción aislado por Hardt y Negri. ¿Por qué persistir entonces en recurrir, 
con esta intención, a un concepto elaborado a partir de una tradición de 
pensamiento muy distinta, la de las revoluciones cuya gran cuestión fue 
producir nuevas condiciones políticas? ¿No se impone acaso, finalmente, 
la conclusión de que «el concepto de poder constituyente está supera- 
do»? A la inversa, si se sostiene que este concepto conserva todavía 
cierta pertinencia a pesar de los cambios que se han producido tras la 
experiencia de las «grandes revoluciones», ¿no habría que volver a la dis- 
tinción entre poder instituyente y poder constituyente, sin por ello ajus- 


47. M. Hardt y A. Negri, Dédaration, op. cit., pág. 69. 

48. Ibíd., págs. 70-74. 

49. Ibíd., pág. 85. 

50. 1bíd., pág. 71: 

51. Esto es al menos lo que Antonio Negri afirmó el 28 de noviembre de 2012 en 
una presentación de su obra Commonwealth, en el marco del seminario «De lo público a 
lo común». 
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tarse a la distribución usual, que ha hecho del primero un concepto so- 
ciológico y del segundo un concepto político? 


Poder instituyente e imaginario social 


Tal es precisamente la propuesta de Castoriadis. Aun admitiendo que el 
estudio de lo social debe partir de la institución, da a este «hecho» un 
sentido muy distinto del que le da la sociología durkheimiana. Quiere, 
muy en particular, romper con el planteamiento causalista y determinista 
que caracteriza a esta concepción. No quiere ni puede aceptar como una 
evidencia la proposición de Fauconnet y Mauss, que afirma que los cam- 
bios históricos, sean de la naturaleza que sean —desde las variaciones 
cotidianas de la moda hasta las grandes revoluciones políticas y morales— 
«son siempre, en grados diversos, modificaciones de instituciones exis- 
tentes». Contra la reducción sociológica de la institución a lo instituido, 
Castoriadis hace valer la primacía de lo instituyente sobre lo instituido: el 
segundo nunca es más que el resultado del ejercicio del «poder institu- 
yente» como poder de creación. 

De este modo, lo que a su modo de ver constituye el hecho primero 
y fundamental es la creación de lo social-histórico, no lo instituido tal 
como está dado en cada sociedad: «Hay lo social instituido, pero este 
presupone siempre lo social instituyente».* El objeto de su pensamien- 
to es probablemente el hacer histórico. La célebre fórmula del 18 Bruma- 
rio, «los hombres hacen su propia historia», debe ser entendida en el 
sentido de que crean su propio mundo social. ¿Cómo se produce esta 
creación? He aquí para él la cuestión de fondo y el punto de partida. 
Castoriadis, consciente como era de la tensión, en Marx, entre la dimen- 
sión revolucionaria y la dimensión naturalista, no puede encontrar en él 
una respuesta unificada y clara. La historia es el elemento de lo nuevo, de 
lo radicalmente nuevo. Eso radicalmente nuevo es lo que hay que tratar 
de tornar inteligible y no la variación de lo existente. La institución ya 
no debe seguir siendo considerada ante todo, y principalmente, como lo 


52. P. Fauconnet y M. Mauss, «La sociologie, objet et méthode», en M. Mauss, 
Essais de sociologie, op. cit., pág. 17. 

53. C. Castoriadis, L'Institution imaginaire de la société, Le Seuil, Paris, 1975, pág. 167. 
(Trad. cast.: La institución imaginaria de la sociedad, Tusquets, Barcelona, 1983.) 
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instituido, sino como algo instituyente que da lugar a lo instituido, el 


cual a su vez será subvertido por lo radicalmente nuevo. El momento ' 


instituyente da fe de una capacidad humana específica que consiste en 
crear a partir de nada una significación radicalmente original. En esto, la 
representación no es imagen de,* es forma radicalmente nueva, relacio- 
nada con lo que Castoriadis llama lo «imaginario». Esta última noción es 
introducida en su obra a través del concepto de «significación imaginaria 
social», contra toda concepción funcionalista que reduce cualquier insti- 
tución social a una función de satisfacción de las necesidades humanas. 
Para él se trata de poner al día la dimensión propia de lo simbólico, rela- 
cionada no sólo con el lenguaje sino más ampliamente con todo nuestro 
sistema de significaciones. Toda simbolización procede de lo imaginario, 
en la medida en que presupone la capacidad de ver en una cosa lo que no 
es o verla de otro modo que como es.* Tal como él lo concibe, «lo 
imaginario» tiene dos dimensiones, la de lo instituido y la de lo institu- 
yente. Mientras que la primera nos remite a las significaciones e insti- 
tuciones ya establecidas, lafsegunda designa la fuente misma de la que 
emergen nuevas significaciones e instituciones emergen a lo largo de la 
historia. Lo que caracteriza a lo social-histórico humano es, precisamen- 
te, esta actividad de lo imaginario instituyente: «La sociedad es obra de lo 
imaginario instituyente».* Por «imaginario», hay que entender aquí, no 
tanto la capacidad de representarse algo ausente que ya ha sido dado en 
la percepción, algo que corresponde a la imaginación «reproductora», 
sino esa capacidad mucho más radical de «hacer surgir como imagen algo 
que no es y que no ha sido, o bien esa «facultad originaria de plantear o 
de darse, bajo el modo de la representación, una cosa y una relación que 
no son (que no están dadas en la percepción o nunca lo han estado)».?” Esta 


54. Ibíd., pág. 8: «El imaginario del que hablo no es imagen de». Una de las críticas 
más constantes de Castoriadis contra Lacan apunta a la reducción de lo imaginario a lo 
«especular», es decir, la simple «imagen de» y su amalgama con el «engaño» y la «ilusión». 
Véase C. Castoriadis, Les Carrefours du labyrinthe 1, Le Seuil, París, 1978, pág. 99. (Trad. 
cast.: Los dominios del hombre: las encrucijadas del laberinto, Gedisa, Barcelona, 1988.) 

55. Sobre este punto, véase A. Tomés, «Introduction á la pensée de Castoriadis», en 
C. Castoriadis, L'Imaginaire comme tel, Hermann Philosophie, París, 2007, págs. 48-50. 

56. C. Castoriadis, Le Monde morcelé. Les Carrefours du labyrinthe 3, Le Seuil, París, 
1990, pág. 139. (Trad. cast. antes citada.) 

57. Ibíd., pág. 191 (la cursiva es nuestra). Arnaud Tomeés tiene razón, entonces, 
cuando indica que Castoriadis distingue la imaginación «primera o radical» de la imagi- 
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valorización teórica de lo imaginario no es independiente, claro está, de 
la idea revolucionaria que anima a Castoriadis. Ya que si bien es cierto 
que «la sociedad instituida siempre está siendo trabajada por la sociedad 
instituyente» y que «bajo el imaginario social establecido fluye siempre lo 


imaginario radical», no es menos cierto que la sociedad se ha dedicado 
a menudo a negar y a ocultar su propia dimensión instituyente.5? Así, el - 


proyecto radical de emancipación no puede asignarse otra finalidad que 


la de una sociedad conscientemente autoinstituyente, lo que sin duda 


sólo es, al fin y al cabo, otro nombre de la democracia. Se ve entonces 
por qué una posición revolucionaria en política requiere partir de una 
definición de lo social, que otorgue la primacía a la ruptura y a la emer- 
gencia de una significación en la historia. 

Esta perspectiva, como es evidente, se separa claramente del «causa- 
lismo» de la sociología durkheimiana (y de sus múltiples retoños), inca- 
paz como es ésta de dar cuenta de la alteración de las instituciones y de 
los estados de los grupos sociales, desde el momento que las representa- 
ciones son «imágenes de», expresiones del estado de cosas existente y 
nada más. ¿Cómo podrían las representaciones-reflejo transformarse 
para dar lugar a mutaciones institucionales? Pero la crítica de Castoriadis 
alcanza igualmente al marxismo, que también cede a la tentación del 
causalismo cuando hace de la economía la causa motriz y fracasa en la 
elucidación del concepto de institución, que es un poco su punctum cae- 
cum, esto es, un verdadero punto ciego. Por una parte, el marxismo 
tiende a relegar las instituciones a la «superestructura» jurídico-política, 
de modo que habría que concebirlas como «formas» que estarían deter- 
minadas por la «infraestructura» económica y condenadas por este mis- 
mo motivo a «expresarla» —ya sea bajo la modalidad de un retraso o, 
más raramente, de una anticipación—. Por otra parte, hace de esta 
infraestructura un «contenido» o una «sustancia de la vida social» que 
estaría ya estructurada antes de las instituciones e independientemente 
de ellas, como si tal estructuración fuera posible sin institución. Contra 


nación segunda, que es «reproductiva o combinatoria» (véase A. Tomés, «Introduction a 
la pensée de Castoriadis», loc. cit., pág. 59, nota 2). _ 

58. Ibíd., pág. 147. 

59. Ibíd., pág. 159: «Casi en todas partes, casi siempre, las sociedades han vivido en 
la heteronomía instituida». 

60. C. Castoriadis, L*Institution imaginaire de la société, op. cit., pág. 186. (Trad. cast.: 
La institución imaginaria de la sociedad, Tusquets, Barcelona, 1983.) 
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este punto de Vista, que alimenta el mito de una sociedad sin institucio- 
nes,” hay que recordar que la economía misma «sólo puede existir en 
cuanto institución», De un modo general, se ve que la explicación 
sociológica puede dar cuenta de la reflexión, la repetición, la reproduc- 
ción, la reiteración, pero demuestra ser impotente ante la novedad radi- 
cal que es la de la historia en el momento en que ésta transcurre. Ahora 
bien, y Castoriadis insiste en este punto, «lo social (o lo histórico) con- 
tiene lo no-causal como un momento esencial».2 En su sentido más 
fuerte y más radical, lo no-causal: 


surge cOmO COmportamiento no simplemente «imprevisible», sino creador 
(de los individuos, de los grupos, de las clases o de las sociedades enteras); 
no Como una simple desviación respecto a un tipo existente, sino como 
posición* de un tipo nuevo de comportamiento, como institución de una 
nueva regla social, como invención de un nuevo objeto o de una nueva 
forma —en suma, como surgimiento o producción que no se deja deducir 
a partir de la situación anterior, conclusión que supera las premisas o posi- 
ción de nuevas premisas —* [...] Ea historia no puede ser pensada de acuer- 
do con el esquema determinista (ni, por otra parte, de acuerdo con un es- 
quema «dialéctico» simple), porque pertenece al dominio de la creación. * 


En este sentido, a la actividad instituyente se le reconoce una dimensión 
que no es simplemente social, sino también, al menos en ciertas circuns- 
tancias, plenamente política. O, más bien, coincide con la política mis- 
ma. En efecto, ésta es propiamente la «puesta en cuestión explícita de la 
institución establecida de la sociedad», de su «institución dada». Le es 
esencial ir hacia la «re-institución global de la sociedad», de tal manera 
que puede definirse como la «actividad colectiva explícita que quiere ser 
lúcida (reflexiva y deliberada), dándose por objeto la institución en cuan- 
to tal». En los momentos dramáticos que son las revoluciones, esto se 


61. Ibid., pág. 166 (Castoriadis apunta aquí a la representación marxista de la «fase 
superior» del comunismo) 


62. Ibíd., pág. 187. 
63. Ibíd.; pág. 65. 
64. Noia del T.: En lo sucesivo, traducimos literalmente position por «posición», 


entendido como el acto de plantear, establecer un principio, etc. (acepción del verbo 
poser). 
65. Ibíd., pág. 65, 
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afirma entonces como «el surgimiento, aunque sea parcial, de lo institu- 
yente en persona». 

Para comprender esta definición de la política, hay que prestar aten- 
ción a la diferencia decisiva que establece Castoriadis entre la política y 
lo político. Mientras que la política es aquella actividad relacionada con : 
«la institución conjunta de la sociedad», lo político es «la dimensión del 
poder explícito» en tanto que está siempre presente en toda forma de : 
sociedad, incluso en aquellas que ignoran la política. El poder explícito . 
se da con «la existencia de instancias que pueden emitir obligaciones 
sancionables» relativamente a los litigios (diké) y las decisiones (telos); se. 
trata, pues, del poder judicial y del poder gubernamental, en el sentido - 
más amplio de estas expresiones, tal y como están presentes «tan pronto 
hay sociedad», ya sean ejercidos por la tribu, por los mayores, los guerre- 
ros, el pueblo o el Estado.” De modo que nadie inventó lo político: 
«Los griegos no inventaron “lo” político, en el sentido de la dimensión 
de poder explícitossiempre presente en toda sociedad; inventaron o, me- 
jor dicho, crearon, la política, que es algo muy distinto».$ Contra la | 
valorización exclusiva del «poder explícito», Castoriadis preserva una cla- d 
ra diferencia entre el poder instituyente o «poder implícito» y el poder | 
constituyente, que es siempre una forma del «poder explícito»: 


Porque el «poder» fundamental en una sociedad, el poder primero del que 
todos los otros poderes dependen, lo que he llamado más arriba el infrapo- 
der, es el poder instituyente. Y si dejamos de estar fascinados por las «Cons- 
tituciones», dicho infrapoder no es ni localizable ni formalizable, porque 
pertenece al ámbito de lo imaginario instituyente. La lengua, la «familia», las 
costumbres, las «ideas», una multitud innumerable de otras cosas y su evo- 
lución, escapan en lo esencial a la legislación. Como mucho, en la medida 
en que este poder es participable, todos participan de él. Todos son «auto- 
res» de la evolución de la lengua, de la familia, de las costumbres, etc.% 


66. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 156. (Trad. cast. antes citada.) 

67. Ibíd., pág. 150-151. Así, hay que evitar identificar el poder-explícito con el 
Estado, que, como aparato separado, «es típicamente una institución segunda» (ibíd. pág. 
152). Ha habido sociedades sin Estado, pero nunca ha habido ni habrá sociedad sin poder 
explícito. 

68. Ibíd., pág. 154. 

69. Ibíd., pág. 165. 
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- Este reconocimiento del poder instituyente como poder fundamental 
destituye al poder constituyente de la primacía que le otorga toda una 
tradición filosófica, primacía que ni Sartre ni Negri han sabido cuestionar 
verdaderamente —el primero, por haber hecho de la institución el lu- 


gar de la emergencia de la soberanía en lo social, el segundo por haber 


- Querido introducir la dimensión de lo «constituyente» en las luchas socia- 
: les, hasta el punto de vaciar el término de todo sentido asignable—. Con 
: razón ve Vincent Descombes en este reconocimiento el medio para 
' romper con lo que él llama el «círculo de la autoposición», o también «el 


% en el origen, un 


: prodigio filosófico de una autoposición normativa»: 
número de personas se reunirían para decidir reglas constitucionales y 
crearían, mediante este acto, un pueblo; de tal manera que «mediante un 
puro fiat, un agente colectivo decide crearse a sí mismo ex nihilo y otor- 
garse a sí mismo una autoridad sobre la vida de una multitud de perso- 
nas».” Para eludir la arbitrariedad de un poder constituyente separado de 
toda historia, para conjurar la figura mitológica del legislador rousseau- 
niano encargado de «instituk un pueblo», donándole una constitución 
adecuada, hay que hacer que se ponga de manifiesto la preexistencia de 
la vida social, es decir, el espesor histórico de una sociedad y 


como la única condición que hace posible la reunión de una asamblea de 
ciudadanos que se pongan de acuerdo sobre las reglas de funcionamiento 
de las instituciones políticas. Así, «tras el hecho del Seal constituyente, hay 


que reconocer el ejercicio de un poder instituyente».? ? Si entendemos bien 
a Castoriadis, el verdadero poder creador no es el poder legislativo, en- 
tendido como poder de hacer las leyes, que no es más que un poder 
constituido entre otros, ni siquiera el poder constituyente, que confiere 
al poder legislativo y al poder ejecutivo sus lugares respectivos en la cons- 
titución, sino el poder de instituir significaciones imaginarias en tanto 
que, «participable por todos»,” es la obra colectiva de todos. Lo que hi- 
cieron los griegos creando «la» política fue, por lo tanto, explicitar una 
parte del poder instituyente y crear instituciones para hacer participable 
la parte explícita del poder, asegurando la igual participación de todos en 


70. Nota del T.: Véase nota anterior sobre «posición». La «autoposición» se entien- 
de a partir del sentido mencionado de position. 

71. V. Descombes, Les Embarras de l'identité, op. cit., pág. 244. 

72. Ibíd., pág. 246. 

73. Nota del T.: En el sentido de que se puede participar en él. 
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la determinación de la legislación (nomos), de la jurisdicción (diké) y 
del gobierno (telos). 

Pero ¿cómo entender esta proposición: el poder instituyente es el poder 
propiamente creador? ¿No es preciso evitar, si se quiere respetar hasta el final 
la primacía de lo instituyente, aislar esas «significaciones imaginarias» del 
acto de su creación? ¿No existe el riesgo de reificar lo imaginario «que es 
creación ex nihilo, creación incesante y esencialmente indeterminada (so- 
cial-histórica y psíquica) de figuras/formas/imágenes, a partir de las cuales 
y sólo a partir de ellas puede tratarse de “alguna cosa”»,”* reduciéndolo a 
lo imaginado que es su obra o su resultado?”? Además, ¿cómo identificar al 
creador en su relación tanto con el acto de crear como con lo creado en 
sí mismo? De suponer —cosa que concedemos gustosos— que la crea- ' 
ción de lo social no sea el acto de uno o de varios «sujetos-autores» y que 
«lo social-histórico supere infinitamente toda “intersubjetividad”,” ¿hay 
que optar por concebir lo que es a pesar de todo un acto como la ema- 
nación de un “colectivo anónimo”»? Son muchas las formulaciones que 
van en esta dirección: el poder instituyente como infrapoder «es a la vez 
el de lo imaginario instituyente, de la sociedad instituida y de toda la his- 
toria que allí encuentra su conclusión pasajera» —es por lo tanto, en este 
sentido, el poder del campo social-histórico mismo, el poder de outs 
(nadie), de Nadie—.” Sin duda, el poder instituyente no es el poder de 
nadie (en particular), ya que es el poder de todos, pero ¿autoriza esto a 
afirmar que es el poder de Nadie? ¿Cómo el individuo podrá contribuir 
a su manera a la creación de las significaciones imaginarias si no está en 
condiciones de ejercer de algún modo tal poder? ¿Qué pensar de una | 
creación colectiva donde no podría participar el individuo en cuanto : 
individuo? De hecho, la dificultad consiste para Castoriadis en articular lo . 


74, C. Castoriadis, L'Institution imaginaire de la société, op. cit., pág. 7. Sobre todos 
estos puntos, véase la obra esencial de N. Poirier, Castoriadis. L'imaginaire radical, PUE, 
París, 2004. 

75. Cierta flotación terminológica es visible en Castoriadis, que prefiere hablar de 
«imaginario efectivo» más que de «imaginado» para designar las imágenes como produc- 
tos de lo imaginario «último o radical». Véase C. Castoriadis, L' Institution imaginaire de la 
société, op, cit., pág. 191, nota 21. (Trad. cast.: La institución imaginaria de la sociedad, Tus- 
quets, Barcelona, 1983.) 

76. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 138. (Trad. cast.: Los dominios del 
hombre: las encrucijadas del laberinto, Gedisa, Barcelona, 1988.) 

77. Ibíd., pág. 145. 
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imaginario social instituyendo a la psique singular como imaginario indi- 
vidual. En efecto, como muy bien lo había entendido Aristóteles, el alma 
del individuo es fundamentalmente imaginación. A esta capacidad de 
formar e imaginar, facultad de producción de fantasmas —o «fantasmati- 
zación» — que precede a toda organización aunque sea primitiva de la 
pulsión, Castoriadis la llama «imaginación radical» o bien «inconscien- 
te».* Entendámoslo bien: «imaginación radical» y no «imaginario radical». 
La imaginación radical es un modo de ser del imaginario radical, el ima- 
ginario social es otro modo.” Por otra parte, hay una profunda oposición 
entre la psique singular y la sociedad: la psique es profundamente asocial, 
hasta el punto de que en su primer estado la mónada psíquica es autísti- 
ca. El proceso de socialización consiste precisamente en hacer interiori- 
zar al individuo las significaciones producidas por lo imaginario social. 
Imaginación radical e imaginario social son entonces dos aspectos tan 
radicalmente heterogéneos del imaginario radical, que no se ve cómo 
podrían conjugarse. Sin embargo, bien debe poder hacerse, ya que es en 
la imaginación radical de la ffsique donde «se encuentra la fuente de la 
contribución del individuo a la creación social-histórica»,% ya que es de 
ella de donde proviene la «sabia psíquica» que alimenta constantemente 
dicha creación.*? Es pues a partir de esta imaginación como el individuo 
participa en el ejercicio del poder instituyente que produce la lengua, las 
costumbres, las familias, etc. Castoriadis mantiene, de todas formas, que 
«a fuente última de la creatividad histórica es el imaginario radical de la 
colectividad anónima».* ¿Qué lugar queda en estas condiciones para 


78. Ibíd., pág. 184. 

79. «El imaginario radical es como social-histórico y como psiqué/ soma. Como so- 
cial-histórico, es el río abierto de lo colectivo anónimo; como psiqué/soma, es flujo re- 
presentativo/afectivo/intencional. Lo que, en lo social-histórico, es posición, creación, 
hacer ser, lo llamamos imaginario social en el sentido primero del término, o sociedad 
instituyente. Lo que, en el psiqué/soma, es posición, creación, hacer ser para el psiqué/ 
soma, lo llamamos imaginación radical» (C. Castoriadis, L'Institution imaginaire de la société, 
op. cit, pág. 533. Citado por A. Tomeés, «Introduction á la pensée de Castoriadis», loc. cit., 
pág. 65). (Trad. cast.: La institución imaginaria de la sociedad, Tusquets, Barcelona, 1983.) 

80. C. Castoriadis, L*Institution imaginaire de la société, op. cit., pág. 429 («autismo» 
se toma en el sentido de una no-diferenciación del sí mismo y el resto). 

81. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 185. 

82. C. Castoriadis, Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., pág. 146. (Trad. cast.: Los 
dominios del hombre: las encrucijadas del laberinto, Gedisa, Barcelona, 1988.) 

83. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 187 (la cursiva es nuestra). 
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la contribución del individuo a la «creación de sentido» (Sinnschópfimg)* 
que produce lo social-histórico? El ejercicio del poder instituyente por el 
individuo, ¿no es acaso finalmente asimilable a la reproducción-modifi- 
cación por su parte de los usos en vigor en la sociedad, lo que nos con- 
duce a la «costumbre» y a su perpetuación, lejos de los brotes turbulentos 
de la «imaginación radical»? Pero entonces, ¿cómo evitar reducir la apa- 
rición de nuevas costumbres a la modificación insensible de las antiguas, 
un poco al modo en que la sociología clásica reduce la aparición de una 
nueva institución a una variación de las antiguas? 

Para superar tal oposición, se hubiera tenido que otorgar a la praxis 
colectiva el primer lugar, reconociéndole una dimensión simbólica esen- 
cial. Entendida de este modo, la praxis sería como el término medio con 
el que la imaginación radical de los individuos podría actuar sobre las 
significaciones instituidas de lo imaginario social, Solamente gracias a ella 
podría tomar cuerpo un proyecto de transformación cuya fórmula es: 
«allí donde Nadie era, Nosotros tenemos que advenir».% Pero ¿cómo 
vincular el ejercicio del poder instituyente con la praxis? Mejor dicho, 
¿cómo pensar este ejercicio como praxis? Lo que resulta problemático a 
este respecto es la noción misma de praxis tal como la elabora Castoria- 
dis. Por un lado, como se ha visto, la creación social-histórica es obra 
colectiva y anónima, que escapa al control de la conciencia y de la vo- 
luntad; por otro lado, la praxis es la actividad que se dirige a la autono- 
mía, es decir, «la actividad que se dirige a los otros como sujetos (poten- 
cialmente autónomos) y quiere contribuir a que accedan a su plena 
autonomía». Esta actividad puede adquirir, por supuesto, la forma de 


84. Ibid. 

85. Vincent Descombes interpreta en este sentido el «poder implícito» del que habla 
Castoriadis: «El “poder implícito” de Castoriadis corresponde bastante bien a lo que 
designaba la palabra francesa coutume en autores como Montaigne o Pascal. Igual que en 
ellos, esta palabra designa un hábito, una segunda naturaleza y, en consecuencia, una 
potencia expresiva del individuo». V. Descombes, Les Embarras de Videntité, op. cit., pág. 
247. 

86. C. Castoriadis, Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., pág. 80. (Trad. cast. antes 
citada). (La cursiva es nuestra; la fórmula entre comillas es paráfrasis dela célebre fórmu- 
la de Freud: «donde Ello era, Yo debo advenir». 

87. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 81. Véase también C. Castoria- 
dis, L' Institution imaginaire de la société, op. cit., pág. 112: «Llamamos praxis a este hacer en 
el que el otro o los otros son su objetivo en cuanto seres autónomos y considerados 
como el agente esencial del desarrollo de su propia autonomía». (Trad. cast. antes citada.) 
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una relación concreta entre varios sujetos (como en la pedagogía y el 
psicoanálisis), pero debe adquirir también la forma de la política «so pena 
de incoherencia total». Pero la política es por esencia «la actividad dirigi- 
da a la transformación de las instituciones de la sociedad para hacerlas 
conformes a la norma de la autonomía de la colectividad», su objetivo es 
«la institución de lo social en cuanto tal», su objetivo es «la institución en 
cuanto tal».%% La política es, por lo tanto, una actividad que persigue 
conscientemente objetivos, mientras que la creación de nuevas significacio- 
nes escapa a la actividad consciente. La cuestión es entonces saber cómo 
una praxis colectiva consciente podría, si no hacer ser nuevas significa- 
ciones sociales, al menos contribuir a su emergencia.” En consecuen- 
cia, es la praxis lo que debemos repensar para dejar libre esta posibilidad. 


Praxis y creación 


La cuestión es en el fondo saligr qué relación establecer entre la praxis y 
la creación. Se podría esperar que la institución como creación de senti- 
do sea ya en sí misma praxis. O, siguiendo la terminología de Castoriadis, 
la denominación de «praxis» debería aplicarse exclusivamente a esta acti- 
vidad dirigida a la finalidad de la autonomía, y no a toda actividad huma- 
na independientemente de su fin. Así, el término queda cargado de un 
fuerte juicio de valor positivo, a diferencia del término «creación», que 
en cuanto tal es indiferente a todo contenido de valor, esto es, axlológi- 
camente neutro. No hay ninguna derivación directa posible del uno al 
otro: 


Una búsqueda ontológica que se oriente hacia la idea de creación deja lu- 
gar, del modo más abstracto, tanto a la posibilidad de instauración de una 


88. Ibíd., pág. 82 y págs. 83-84. 

89. La dificultad la ve perfectamente Habermas, quien le objeta a Castoriadis que 
una praxis emancipatoria no puede incidir en la institución de las significaciones sociales, 
ya que ésta última no puede proceder de una acción colectiva institucional: ¿cómo pro- 
ceder entonces conscientemente para la demolición de las significaciones instituidas? 
Para una reconstitición estimulante de la objeción de Habermas, véase P. Caumiéres, 
Castoriadis. Critique sociale et émancipation, Textuel, Paris, 2011, págs. 45-46. 

90. C. Castoriadis, Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., pág. 72: «Indeterminación 
y creación en sí mismas no son portadoras de valor». 
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sociedad autónoma como a la realidad del estalinismo y del nazismo. A este 
nivel, y casi a todos los otros niveles, creación no tiene ningún contenido 
de valor, y la política no se deja «deducir» de la ontología.” 


Lo social es institución o creación, y el hecho de que ésta sea reconocida 
o denegada no cambia absolutamente nada. Por otra parte, la política es 
esencialmente praxis y se destruiría si no lo fuera. No tiene ningún sen- 
tido hablar de una «política estalinista» o de una «política nazi», mientras 
que sí lo tiene hablar de una «creación» también en estas formas de socie- 


1 


dad, ya que siguen perteneciendo a lo social-histórico.” En suma, si bien | 


toda auténtica praxis lleva a la institución-creación a su expresión cons- 
ciente, y en este sentido participa de ella plenamente, no toda institución 
es del orden de la praxis, ni mucho menos. 

Este estrechamiento de la noción de praxis puede resultar sorprenden- 
te si recordamos el sentido dado por Aristóteles a este mismo término. 
Ciertamente, una comparación entre ambos autores parece justificada 
dentro de ciertos límites/'ya que la formulación de Castoriadis —una ac- 
tividad que tiene la autonomía por objeto y al mismo tiempo por finali- 
dad— parece que hace pensar en la idea aristotélica de una actividad que 


es por sí misma su propio fin en lugar de estar dirigida a un fin exterior.* 


De todas formas, aunque la praxis se diferencia de la poiesis —o sea, del 


hacer técnico— en el hecho de ser autofinalizada, esta diferencia no tiene 


en sí misma para el pensador griego ninguna significación moral: es me- 
diante actos repetidos como el ser humano adquiere tal o cual virtud : 


(como la valentía), pero es igualmente mediante actos repetidos como el 
ser humano contrae tal o cual vicio (la cobardía). Virtud y vicio son, de 


un modo similar, disposiciones engendradas por actos que tienen que ver ' 
con la praxis y no con la poiesís: uno no se vuelve valiente o cobarde al : 


91. C. Castoriadis, Fait et d faire, Le Seuil, París, 1997, pág. 10 (citado por A. 
Tomés, «Introduction á la pensée de Castoriadis», loc. cit., pág. 17; la cursiva es nuestra). 

92. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 189: «Las sociedades heteróno- 
mas realizan una Sinaschópfung, una creación de sentido, para todos, e imponen a todos 
la interiorización de dicho sentido». > 

93. Del mismo modo, la idea de que la praxis, aun siendo una actividad conscien- 
te «es algo muy distinto que la aplicación de un saber previo» parece directamente inspi- 
rada en Aristóteles, ya que el hacer técnico (la poiesis) procede para este último de un 
saber previo. Véase C. Castoriadis, L' Institution imaginaire de la société, op. cit., pág. 113, 
(Trad. cast.: La institución imaginaria de la sociedad, Tusquets, Barcelona, 1983.) 


- 


Í 
i 


i 


COMÚN 


488 


modo en que adquiere el dominio de una técnica. 2. Por lot tanto, cuando s se 
én general a la que :  CCastoradis se remite, sino específicamente a la defini- 
ción aristotélica de la virtud como hexis proairética, es decir, como habitus 
dependiente de la elección y creador de elección.* Así se explica el ajuste 
formulado de pronto, en medio de un paréntesis, en «Individuo, sociedad, 
racionalidad, historia»: «El término praxis no tiene aquí, por lo tanto, una 
, simple relación de homonimia con el sentido que le da Aristóteles».% 
De hecho, lo que Castoriadis se impone pensar es toda la relación de la 
. poiesis con la praxis. Finalmente, la oposición aristotélica ya no es aceptable, 
puesto que una misma actividad puede ser a la vez «poiética» y «práctica». 
Así, por ejemplo, el psicoanálisis no es una «técnica», en el sentido de que 
no consiste en la puesta en acto de un saber previo, o en un código de 
prescripciones positivas que aseguran la obtención de un resultado deter- 
minado,” sino que habría que llamarla «actividad práctico-poiética», por- 
que es tanto del dominio de la praxis como del dominio de la poiesís: 
É : 
La llamo poiética porque es creadora: su resultado es (debe ser) la autoalte- 
ración del analizante, es decir, hablando rigurosamente, la aparición de otro 
ser. La llamo práctica, porque llamo praxis a la actividad lúcida cuyo objeto 
es la autonomía humana y para la cual el único «medio» para alcanzar este 
fin es la propia autonomía en sí misma.” 


| Como se ve, «poiesis» adquiere el sentido de creación, y «praxis» se defi- 
¡ De por el objetivo de esta finalidad que 'es la autonomía. El psicoanálisis 


94. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 275. Castoriadis comenta: «La 
autonomía no es un hábito, esto sería una contradicción en los términos, pero la auto- 
nomía se crea ejerciéndose, lo cual presupone que, en cierto modo, preexista a sí mis- 
ma». Añadamos que, para Aristóteles, esta «definición» (al menos si se acepta amputarla 
de lo que sigue a la expresión hexis proairetiké, «disposición a elegir») es válida tanto para 
el vicio como para la virtud (es por ello, por otra parte, que se es responsable del propio 
vicio tanto como de la propia virtud). 

95. Ibíd., págs. 81-82. 

96. C. Castoriadis, Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., pág. 117. (Trad. cast.: Los 
dominios del hombre: las encrucijadas del laberinto, Gedisa, Barcelona, 1988.) 

97. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 179. Véase también C. Castoria- 
dis, Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., págs. 45-46: hablando del análisis como «activi- 
dad práctico-polética», Castoriadis tiene el cuidado de recusar explícitamente la alterna- 
tiva aristotélica entre finalidad inmanente a la actividad y obra exterior al agente. 
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es ambas cosas, en la medida en que el análisis tiene como finalidad (en el 
sentido de desenlace) la aparición de un ser nuevo y por finalidad (en 
el sentido de objetivo) la autonomía humana. Es la «transformación recí-- 
proca, auto-alteración creadora, del analizado y del analista» % Que la 
relación entre el medio y el fin no pueda seguir valiendo en estas condi- 
ciones, he aquí algo que no puede sorprender a un lector de Aristóteles. 
Para este último, la exterioridad del fin relativamente al medio caracteri- 
za, €s cierto, a la producción técnica, pero la supresión de esta exteriori- 
dad es precisamente lo que define a la praxis: ésta, en tanto que es en cada 
momento su propio fin, no consiste en disponer de los medios en vista 
de alcanzar un fin exterior -—como sí es el caso en la fabricación de una 
casa, por ejemplo-—. Pero lo más desconcertante es que la poiesís repen- 
sada como creación de lo absolutamente nuevo sea ella misma irreducti- 
ble a toda «fabricación» o «producción». Así, para Castoriadis, la «crea- 
ción» en su sentido teológico, la del mundo por Dios, no es más que una 
«pseudocreación», es decir, una fabricación o una producción en la me- 
dida en que el mundo es un efecto necesario de la esencia de Dios y no 
algo absolutamente nuevo: Dios no inventa el eidos «mundo», produce el 
mundo a partir de su esencia.% Esto explica que, en la cita que hemos 
reproducido más arriba, el psicoanálisis sea pensado como poiesis, pero de 
ningún modo como técnica en el sentido de fabricación. En efecto, no 
tendría ningún sentido decir que el psicoanálisis produce un nuevo ser 
con el (los) medio (medios) del análisis, '% ya que este nuevo ser aparece 
por «autoalteración» del analizante. Mientras que en Aristóteles estas dos 
nociones de creación y de fabricación se identifican, su disociación se 
vuelve por el contrario decisiva en Castoriadis. 

Lo que está en juego en esta disociación se ve a plena luz por poco 
que se quiera precisar más todavía esta noción de «creación». La defini- 
ción dada por Platón en un pasaje del Banquete que Castoriadis gusta de 


98. C. Castoriadis, Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., pág. 131. (Trad. cast.: Los 
dominios del hombre: las encrucijadas del laberinto, Gedisa, Barcelona, 1988.) 

99. C. Castoriadis, L”Institution imaginaire de la société, op. cit., pág. 292. (Trad. cast.: 
La institución imaginaria de la sociedad, Tusquets, Barcelona, 1983.) A este respecto, sería 
lo mismo para el Dios cristiano que para el demiurgo del Timeo de Platón: ambos son, 
no creadores sino fabricantes: el primero porque produce el mundo a partir de su esen- 
cia, el segundo porque imita un modelo inteligible preexistente. 

100. «Las asociaciones libres del paciente, por ejemplo, no son un medio». Véase C, 
Castoriadis, Le Monde motcelé, op. cit., pág. 179. 
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citar no tiene parangón: la poiesis es «causa de la conducción del no-ser al 
ser», consiste en hacer ser lo que no es, aunque sea bajo la modalidad 
de una virtualidad. Tomada en todo su rigor, tal definición significa que 
la verdadera creación no es imposición a una materia de una forma (eidos) 
ya dada, sino, ciertamente, invención de la forma misma, o sea, acto de 
«hacer ser» la forma a partir de nada. Si un artesano crea verdaderamente 
una estatua, esto significa que hace ser su eidos, o su esencia, en lugar de 
imprimir a un pedazo de bronce un eidos ya dado ——creado por otro 
antes que él—, en cuyo caso no crea nada, se limita a imitar o producir. 
En este sentido, toda creación es creación ex nihilo: «La rueda que gira en 
torno a su eje es una creación ontológica absoluta» porque «aquel que 
inventó la rueda, o un signo escrito, no imitaba ni repetía nada» 1% Con- 
viene, por lo tanto, usar la propia definición de Platón contra el platonis- 
mo: lejos de que la forma sea lo inmutable imitado, la forma es lo que se 
hace pasar del no ser al ser mediante la creación. Consciente de que re- 
tomar una fórmula teológica con fines antiteológicos puede ser descon- 
certante, Castoriadis precisa Jue no hay que atribuirle más que lo que 
significa por el ex que contiene: («a partir de»): «Creación ex nihilo, crea- 
ción de la forma, no quiere decir creación cum nihilo, sin “médios” y sin 
condiciones, sobre una tabla rasa». En efecto, prosigue Castoriadis, 
«toda creación histórica tiene lugar sobre, en y mediante lo ya instituido 
(por no hablar de las condiciones “concretas” que lo rodean)». Un pasa- 
je de Flecho y por hacer retoma la misma idea: «Está claro que la creación 
social-histórica [...], aunque sea inmotivada —ex nihilo— tiene siempre 
lugar bajo constricciones. Ni en el dominio social-histórico ni en ningu- 
na otra parte la creación significa que pueda ocurrir cualquier cosa en 
cualquier lugar y de cualquier manera». Pero lo esencial es que esta 
preexistencia de lo instituido a la institución, aun condicionando y limi- 


101. Platon, El Banquete, 205b-c. Citado en C. Castoriadis, L'Institution imaginaire 
de la société, op. cit., pág. 293, y Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., pág. 293. 

102. C. Castoriadis, L' Institution imaginaire de la société, op. cit., pág. 294. (Trad. cast. 
antes citada.) 

103, C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 67. En el mismo sentido, ibíd., 
pág. 195: «Cuando digo que la historia es creación ex nihilo, esto no significa de ningún 
modo que sea creación in nihilo, ni cum nihilo. La forma nueva emerge, quema la madera 
que encuentra, la ruptura está en el sentido nuevo que confiere a lo que hereda o utiliza». 

104. C. Castoriadis, Fait et d faire, op. cit., pág. 20. Citado por A. Tomés, «Introduc- 
tion á la pensée de Castoriadis», loc. cit., págs. 79-80. 
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tando la institución, no la determina.*% Si tal fuera el caso el sentido se 
podría explicar por las condiciones previas a su emergencia, de modo 
que ya no se trataría de una creación. Todo reside, por lo tanto, en la 
afirmación del carácter irreductible de la significación respecto de la cau- 
sación, de acuerdo con la expresión de Philippe Caumiéres.!% Por supues- 
to, hay condiciones previas, pero éstas no actúan como causas determi- 
nantes de la aparición de un nuevo sentido. 

Sin embargo, si bien el recurso a la noción de «creación» se justifica 
ante todo por esta preocupación de preservar el sentido de toda reduc- 
ción a un efecto, podemos preguntarnos qué justifica que se retome, algo 
provocativamente, la fórmula teológica de la «creación ex nihilo». En efec- 
to, ¿qué diferencia hay que establecer exactamente entre el ex del ex nihi- 
lo y el cum de cum nihilo? ¿Por qué hacerle decir a este ex lo que no dice 
en absoluto por sí mismo? Más precisamente, ¿por qué hacerle decir a cum 
el medio o la condición y a ex la causa, como si sólo pasar de cum a ex 
equivaliera a una caída culpable en el causalismo? Ya que este ex, al fin y 
al cabo, no dice nada más que «a partir de», y «a partir de» no significa 
necesariamente «a causa de». En el lenguaje de la teología, la expresión 
tomó el sentido de una creación que no está condicionada por una mate- 
ria preexistente y que por este motivo no es como el modelado de dicha 
materia por un artesano. La creación divina constituye en este sentido el 
modelo de un acto puro, actus purus, vale decir, incondicionado.'” En 


105. 1bíd. 

106. P. Caumiéres, Castoriadis. Le projet d'autonomie, Michalon, París, 2007, pág. 
58. Citado por A. Tomeés, «Introduction á la pensée de Castoriadis», loc. cit., pág. 80. 

107. Sería preciso llegar a un acuerdo sobre el sentido del texto de Génesis 1 invo- 
cado en apoyo de este dogma: en él se trata, no de una creación a partir de nada, sino de 
una creación del cielo y de la tierra a partir de una tierra desierta y vacía y de tinieblas en 
la superficie del abismo. Es, pues, una creación a partir de una materia preexistente (el 
verbo hebreo bara, que figura en este texto, puede significar tanto «crear» como «hacer», 
«modelar», «formar»). Desde el siglo IV, el emperador Juliano el Apóstata había observa- 
do que Moisés no dice que el abismo, el agua o las tinieblas hayan sido producidos por 
Dios del mismo modo que la luz: «Por el contrario, parece considerarlas como seres 
preexistentes y no hace ninguna mención de su creación». Véase Discours contre les chré- 
tiens, traducido por el Marqués d'Argens, Chrétien Frédéric Voss, Berlin, 1768, págs. 
32-33. Una nota de esta misma edición de 1768 precisa a pie de página (ibíd., pág. 34): 
«Es evidente, en efecto, que el Génesis supone que Dios ordenó la materia y no la creó: 
porque la palabra hebrea corresponde a la palabra griega epoisé, que los escultores ponían 
al pie de sus obras, fecit, sculpit». 
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una doctrina como ésta, la materia no es en cuanto tal la causa de la crea- 
ción, en el sentido de que no es su existencia lo que determinaría a Dios 
a crear, sino «aquello a partir de lo cual» la creación del mundo tiene 
lugar, es decir, precisamente lo que la condiciona sin determinarla. De 
este tipo de condicionamiento, que atenta contra la perfección divina, es 
precisamente de lo que la doctrina no quiere ni oír hablar. Entonces, no 
se entiende qué puede justificar que se retome, aunque sea con fines 
polémicos, la fórmula teológica: mientras que esta última significa que 
Dios extrae el mundo de la nada sin tener que modelar una materia y 
tener en cuenta su posible resistencia, Castoriadis le hace decir que como 
la materia causa, no debe haber materia para que así la forma sea verda- 
deramente nueva y no simplemente dada, como si la forma tuviera que 
estar dada necesariamente con la materia. Pero la sola presencia de una 
materia no impone una forma determinada y no excluye, por lo tanto, 
en sí misma, la producción de lo nuevo. De hecho, la trampa de esta 
fórmula, que no es seguro que Castoriadis haya conseguido eludir, es que 
impone la alternativa «creación a partir de nada o ninguna creación en 
absoluto». 

Recusando esta ficción teológica, se puede recusar al mismo tiempo 
esta alternativa, pero manteniendo la irreductibilidad de la creación a una 
explicación causal. Se obtendrá entonces la idea perfectamente coherente 
de una «creación a partir de algo» (o creación ex aliguo) y, por lo tanto de 
una «creación condicionada», lo cual no equivale en absoluto a una «crea 
ción causada», que sería, en efecto, contradictoria en sí misma. Si se quie- 
re, tendremos la idea de una creación ex aliquo pero sine causa. La creación 
de la forma a partir de ciertas condiciones dadas se distinguirá así de una 
causación de la forma por estas condiciones. En definitiva, cuando se 
trata de la relación del acto de creación con sus condiciones, el ex tiene 
exactamente el mismo sentido que el cum, significa únicamente la impo- 
sibilidad de una creación incondicionada. Pero, una vez más, reconocer 
esta dependencia con respecto a condiciones dadas de antemano no im- 
plica en absoluto reducir lo condicionado a un efecto necesario de dichas 
condiciones. Esto es precisamente lo que significa la noción de «emer- 
gencia» a la que Castoriadis recurre frecuentemente en los textos donde 
se esfuerza por pensar la radicalidad de la creación. La forma que «emer- 
ge» surge de algo que lo preexiste y condiciona esta «salida», pero no es 
causada por ese algo. Refiriéndose a la distinción entre condiciones 
y causas, o éntre condiciones simplernente necesarias y condiciones nece- 
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sarias y suficientes, Castoriadis escribe: «Las formas en cuanto formas no 
son causadas por nada, sea lo que sea, sino que emergen si están dadas 
ciertas condiciones (de hecho innumerables). Las condiciones permiten la 
emergencia de la forma, pero la relación inversa no tiene sentido». !% Así, 
la mitología griega no causó la polis, pero la polis era imposible sin esta 
mitología.*” Del mismo modo, la institución del psicoanálisis por Freud 
«a pesar de su radical novedad, no se dio en el vacío», presuponía «toda la 
tradición de la “ciencia” y, más generalmente, del pensamiento occiden- 


110 A ñ> z a a ño .. % 
tal».**” En estos ejemplos, lo instituido precede a la institución-creación a 


título de condición, pero no la determina. ¿Por qué, entonces, habría que 
1r más lejos, admitiendo la idea de una creación a partir de nada? ¿Por 
qué la creación de lo nuevo debería ser una creación absoluta excluyendo 
todo condicionamiento por una materia preexistente, ya que se admite 
que este condicionamiento no actúa como una causa? 

La pregunta merece ser planteada tanto en relación a la institución 
como en relación a la praxis, en el sentido preciso que estas dos nociones 
adquieren en Castoriadis. Por un lado, tenemos una actividad del colec- 
tivo anónimo que no persigue ningún fin porque escapa al control di- 
a conciencia, pero que crea las significaciones imaginarias (la 
institución); por el otro, una actividad consciente que apunta a la auto- 
nomía y al mismo HeupS la presupone, pelo que no puede decidir por 


reemplazo por otras nuevas (la praxis). La primera actividad es, como se 
ha visto, moralmente neutra, la segunda es, por el contrario, emancipa- 
dora por naturaleza. La dificultad, por lo tanto, se redobla. En primer 
lugar, se trata de entender cómo la institución, que en su fondo es in- 
consciente, puede convertirse en una praxis, es decir, convertirse en cons- 
ciente por sí misma, no como todo sino como parte de ese todo. En se- 
gundo lugar, se trata de comprender de qué modo la institución, que en 
sí misma es indiferente al ideal de autonomía, puede ponerse al servicio 
de dicho ideal. No resulta indiferente que” Castoriadis tome ejemplos de 
autoinstituciones conscientes; la institución de la polis por los griegos, la 
del psicoanálisis por Freud: ¿es posible ponerlas en el mismo plano que 


108. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., pág. 341. 

109. Ibíd. 

110. C. Castoriadis, Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., pág. 121. (Trad. cast. antes 
citada.) 
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la invención de la rueda o de la escritura, incluso de la institución de la 
lengua o de las costumbres? Los dos primeros ejemplos nos sitúan ante 
una praxis relacionada indudablemente con lo que Castoriadis llama «el 
poder explícito» y que muestra lo instituyente bajo la figura de uno o 
varios «fundadores». De esta praxis, se dirá con razón que es «instituyen- 
te», no en el sentido de la transmisión-modificación inconsciente de 
costumbres antiguas, sino en el sentido de que establece al mismo tiem- 
po nuevas significaciones y nuevas formas de actuar. Sin embargo, esta 
praxis —ni más ni menos que el infrapoder instituyente, o poder «im- 
plícito»— no puede pretender liberarse de la exigencia de las condicio- 
nes. El ejercicio del poder instituyente de la sociedad tiene que ver 
siempre, al menos en parte, con un «retomar lo dado», porque siempre 
se encuentra «bajo el peso de una herencia»: «La sociedad instituyente, 
por radical que sea su creación, trabaja siempre a partir de y sobre algo ya 
instituido, siempre está —salvo en un punto de origen inaccesible— 
dentro de la historia».'** De la misma manera, la praxis como institución 
consciente, o praxis instituyáhte, presupone al mismo tiempo ciertas 
condiciones y «trabaja sobre» estas mismas condiciones transformándolas 
profundamente. La aparición de lo instituyente en la forma de la políti- 
ca, por ejemplo, no es una «creación absoluta», como tampoco lo es la 
actividad inconsciente del colectivo anónimo que aquella conduce, al 
. menos parcialmente, a la expresión consciente. Dicho de otro modo, el 
surgimiento de la autoinstitución consciente se hace siempre «a partir 
de» ciertas condiciones heredadas del pasado, aunque sólo sea porque 
siempre se hace a partir de lo que ya ha sido instituido más acá de la 
conciencia y de la voluntad. 


La praxis instituyente 


Entendida de este modo, en la praxis instituyente se ponen de manifiesto 
algunas de las características de la praxis tal como la pensó Marx. La fór- 
mula del 18 Brumanio, ya citada más arriba, que dice que «los hombres 


111. C. Castoriadis, Le Monde morcelé, op. cit., págs. 144-145. Nosotros subrayamos 
el «a partir de» (¡el famoso ex de ex nihilo!), que indica que trabajar a partir de lo dado no 
impide que la creación sea radical. 
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hacen su propia historia»!''? condensa en efecto toda una concepción de 
la praxis como «actividad autotransformativa condicionada» que puede 
ayudarnos a captar mejor la originalidad de lo que nosotros llamamos 
aquí «praxis instituyente». Lo que nos dice, en sustancia, es que ese «ha- 
cer», que no es el hacer propio de una fabricación técnica, tampoco es 
una «creación a partir de nada» o una «creación absoluta». Si los hombres 
hacen su historia, ello es siempre en circunstancias y condiciones que 
no han elegido, que encuentran siempre «ya ahí»??? porque son heredadas 
de las generaciones anteriores. De acuerdo con este primer lado, el 
hacer de los hombres está siempre condicionado por los resultados de la 
actividad de quienes les han precedido. 

Sin embargo, lejos de que este condicionamiento excluya la creación 


de lo nuevo, es por el contrario lo que lo hace posible. Y es que las con- ¿ 


diciones que cada generación encuentra ya ahí no constituyen en abso- 
luto un medio indiferente al que la acción del hombre no podría hacer 
nada más que conformarse de un modo pasivo. Porque —y este es el 
segundo lado del «hacer» — actuando en condiciones dadas, los hombres 
inciden sobre estas mismas condiciones de tal manera que «plantean» 
(posent)'* nuevas condiciones. De este modo alteran el antiguo estado 
de cosas y hacen existir lo que no tiene ningún precedente en la historia. 
Pueden no tener conciencia de ello, en particular debido al peso aplas- 
tante de la tradición de todas las generaciones muertas «que pesa sobre el 
cerebro de los vivos». Pueden entonces, para conjurar la angustia de la 
novedad, ponerse máscaras y disfraces prestados como, por ejemplo, los 
actores de la Revolución francesa se pusieron los disfraces de la Repúbli- 
ca romana. Así revelan ser incapaces de hablar directamente el lenguaje 
de su acción, al modo de un principiante incapaz de olvidar su lengua 
materna cuando aprende una lengua nueva. Pero esto no les impide «ha- 
cer ser» algo nuevo mediante su acción. Refiriéndose a la acción de los 
hombres durante una crisis revolucionaria, Marx dice que «invocan te- 


112. Para una explicación detallada de esta fórmula, véase P. Dardot y Ch. Laval, 
Marx, prénom: Karl, op. cit., pág. 202 y sigs. 

113. Hemos indicado, en una nota al comienzo de este capítulo, que esta expresión 
traducía mejor el verbo vorfinden que pertenece a la lengua de Hegel y de Marx. Median- 
te este mismo verbo se puede significar la necesaria anterioridad de lo instituido sobre la 
institución como actividad, anterioridad abusivamente aislada por la sociología clásica, al 
separarla del otro aspecto, el de la actividad instituyente. 

114. Nota del T.: Véase nota anterior sobre position y poser. 
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merosamente a los espíritus del pasado», en el mismo momento en que 
«parecen tan ocupados en revolucionarse ellos mismos y las cosas, en 
crear algo absolutamente nuevo (noch nicht Dagewesenes zu schaffen)».*"* 
Como lo indica el texto de la cita, el verbo «parecen» (scheinen) no se 
relaciona con el acto de crear lo absolutamente nuevo, sino solamente 
con «estar ocupados»: esos hombres crean efectivamente algo absoluta- 
mente nuevo, pero no están «del todo ocupados» en esta creación, que 
cumplen como pueden mediante su acción. Esto significa que su con- 
ciencia está «ocupada» en otra cosa, en este caso en desempeñar los pape- 
les que la tradición les asigna por adelantado. Hay, por lo tanto, una 
distorsión entre la novedad de la acción llevada a cabo por los actores y 
la conciencia que tienen los actores de desempeñar un papel ya desem- 
peñado en un pasado lejano (Bruto, Catón, etc.). Pero esta distorsión, 
que sin duda puede tener como efecto dificultar el curso de la acción que 
se está llevando a cabo, no puede anular el hecho de que algo nuevo haya 
advenido mediante esa acción. 

Lo que evidencia este arílisis de la conducta de los hombres en el 
momento de las revoluciones, es que su acción presenta dos lados indi- 
sociables: siempre está condicionada por algo dado, es decir, por lo que 
se encuentra sin haberlo producido, y en este sentido, por mucho que le 
disguste al idealismo, nunca es «actividad pura»; pero, al mismo tiempo, 
a pesar de este tributo que tiene que pagar a lo que ha heredado, nunca 
es un simple «retomar el pasado» y revela ser capaz de hacer surgir algo 
nuevo, por mucho que le disguste al materialismo pasivo, que hace de los 
hombres un simple producto de las circunstancias. Y lo más notable es 
que la acción no sólo hace ser algo nuevo en las circunstancias exteriores, 
sino también en los actores mismos, que son transformados por ella in- 
cluso en su ser más «interior: la historia en marcha no nos muestra a 
«autores» dirigiendo su acción a partir de un «proyecto», nos muestra 
a actores que se producen como sujetos en y mediante su acción, lo cual 
es muy distinto. Nos permite así captar en vivo y en directo lo que la 
IF «Tesis sobre Feuerbach» llama la «coincidencia» (Zusammenfallen) en- 
tre la «transformación-alteración de las circunstancias» (ÁAndern der Um- 
stánde) y la actividad humana o «autotransformación-alteración» (Selbs- 


115. K. Marx, Les Luttes de classes en France, Folio/Gallimard, París, 2007, pág. 176 
(traducción modificada). El alemán dice literalmente: «en crear lo que todavía no ha 
estado ahí (o no ha existido todavía)». 
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tveránderung), 


coincidencia que caracteriza propiamente a la «praxis 
revolucionaria». Que la alteración de las circunstancias por los hombres 
sea al mismo tiempo la autoalteración de los hombres que alteran las cir- 
cunstancias exteriores, he aquí algo que sólo puede entenderse si esta au 
toalteración es una con su propia acción, en vez de ser un simple efecto 
de la transformación de las circunstancias exteriores —lo que supondría 
una relación de causalidad entre las dos alteraciones, de la que es necesa- 
rio, precisamente, deshacerse —. La praxis es de este modo producción de 
su sujeto por auto-alteración del actor en el curso mismo de la acción.!” 

Tal idea de la praxis es bien diferente de la de Castoriadis. Ciertamen- 
te, tanto en una como en otra se ve la misma insatisfacción ante la sepa- 
ración aristotélica entre la potesis y la praxis. Diversas formulaciones de las 
Encrucijadas del laberinto 1 relativas a la práctica del análisis revelan a este 
respecto cierta proximidad, en particular la de una «actividad prácti- 
co-poiética», cuya obra (ergon) sería, no algo exterior al agente, sino una 
autoalteración o autotransformación del agente mismo.** Pero entonces, 
en todo caso, la praxis se dirige a la autonomía humana como su fin: esto 
es válido para el análisis y también para la pedagogía o la política. En 
Maxx, por el contrario, la praxis es independiente del valor del fin que los 
actores se proponen alcanzar: trátese de la Reforma de Lutero o de la 
Revolución francesa, el valor emancipatorio de la causa no cambia nada 
en el asunto, es decir, en la realidad de la praxis como autoproducción del 
hombre. Salvando las distancias, la «praxis» en Marx es en parte como la 
«institución» de lo social-histórico en Castoriadis: le es comparable en 
extensión, ya que tiene la misma neutralidad respecto a fines subjetivos. 
Tanto en un caso como en el otro, lo que está en juego es el sentido 
del verbo «hacer» en la expresión «hacer la historia». En el primer caso, el 
«hacer» es aquella praxis en la que y mediante la cual los hombres se pro- 
ducen siempre de nuevo como sujetos; en la segunda, el «hacer» es un 
«hacer instituyente» por el que se crean significaciones imaginarias, y es en 
cuanto tal coextensivo de todo el «campo social-histórico», ya que no es 


116. P. Macherey, Marx 1845, Les «Théeses sur Feuerbach», Éditions Amsterdam, 
París, 2008, pág. 82. 

117. Sobre este punto, véase P. Dardot y Ch. Laval, Marx, prénom: Karl, op. cit., 
págs. 201-202. 

118. C. Castoriadis, Les Carrefours du labyrinthe 1, op. cit., pág. 46. (Trad. cast.: Los 
dominios del hombre: las encrucijadas del laberinto, Gedisa, Barcelona, 1988.) 
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sino aquello que lo «hace ser». De ahí dos dificultades en el fondo bastan- 
te relacionadas. Mientras que en el segundo caso la dificultad consiste en 
elucidar la transformación de la institución en proyecto de autonomía, 
en el primer caso consiste en pensar la transformación de la praxis en 
praxis emancipatoria. Si es cierto que no toda institución apunta a la au- 
tonomía, no es menos cierto que no toda práctica es praxis de emancipa- 
ción. Al alterar la autoalteración del actor las circunstancias exteriores y al 
no ser en sí misma liberadora, puede perfectamente producir sujetos «alie- 
nados». Es preciso indicar entonces expresamente qué distingue a la praxis 
emancipatoria de la que no lo es, admitiendo que todas realizan una pro- 
ducción de sujetos por autotranstormación de los actores respectivos. 

En El 18 Brumario, Marx hace de la actitud de franca ruptura con toda 
la tradición el rasgo distintivo de esta praxis emancipadora: por primera 
vez en la historia humana, la revolución proletaria se liberaría del peso 
aplastante «que pesa sobre el cerebro de los vivos» para afrontar su tarea 
mirando hacia el futuro ——de ahí el célebre motivo de la «poesía del por- 
venir» —. Esto no es sólo alirflentar la ilusión de una praxis que lograría 
liberarse de las condiciones heredadas del pasado, produciendo hombres 
«del todo ocupados» en crear lo absolutamente nuevo sin seguir asumien- 
do los roles preparados por el pasado, es decir, la ilusión de hombres que 
quedarían dispensados de tener que aprender la lengua de su acción, ap- 
tos ya de entrada para hablarla sin tener que pasar por la «lengua materna» 
de la tradición. Pero, más todavía, es creer que una praxis emancipadora 
puede ser emancipada de toda dependencia respecto de la tradición, 
como si el reconocimiento lúcido de esta deuda no fuera el primer acto 
distintivo de dicha praxis. Ninguna praxis puede ahorrarse tener que lu- 
char para superar la inercia propia de las condiciones heredadas del pasa- 
- do, ninguna puede imaginarse crear lo absolutamente nuevo «a partir de 
nada», simplemente porque, como hemos dicho antes, la creación «de lo 
, Absolutamente nuevo» nunca es una «creación absoluta». Si Marx tiende a 
' ignorar este hecho, es ante todo debido a una concepción antihistórica 
* de la revolución proletaria como ruptura integral con la «prehistoria de la 
humanidad», concepción que es difícil de compatibilizar con la idea de 
la praxis como actividad condicionada. Contra esta concepción, por lo 


tanto, tenemos que sostener la principal lección de Marx toda Bu 


nante, otra con Y que crea algo nuevo «com (cum) y «a partir der 1) 
- dicho pasado. La praxis emancipadora no puede ser una excepción a esta 
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situación, sino que por el contrario ella es su plena y entera asunción. En 
esto es, por otra parte, en lo que el concepto marxiano de praxis difiere 
profundamente del concepto fichteano de «actividad», que como vimos 
más arriba había inspirado, sin lugar a dudas, la reflexión del joven Marx 
en 1842 acerca del fundamento jurídico de la costumbre de los pobres:!*? 
en efecto, la «actividad» procede siempre en Fichte de la autoposición del 
Yo que se opone a sí mismo aquello que lo limita. Lo que aquí está en 
cuestión, en último término, es el reconocimiento o el desconocimiento 
de la relación de la actividad instituyente con lo que la preexiste, dicho de 


ótra manera, la relación de la institución con lo ya instituido: lo preexis- 
tente es realmente condicionante. 


La praxis como co-institución de las reglas 


La manera más directa de hacerlo manifiesto será enunciar abruptamente 
nuestra tesis: la 1 praxis emancipadora es praxis instituyente o actividad consciente 
de institución. ¿Qué entendemos exactamente por actividad de institución 
o actividad instituyente? Empezaremos produciendo una doble delimita- 
ción negativa: instituir, que consiste ante todo en establecer reglas de 
derecho, no es ni crear ex nihilo tales reglas, ni oficializar o consagrar re- 
glas post factum que ya existían sin ser todavía reconocidas como reglas de 
derecho. Como se ve, en este sentido la praxis instituyente verifica per- 
fectamente lo que dice Marx de la praxis en general: nunca parte de nada, 
siempre tiene que cumplirse in situ, «en» y «a partir de» condiciones dadas 
que no ha producido, pero al mismo tiempo hace advenir nuevas condi- 
ciones y cumple de este modo una verdadera «subjetivación», producien- 
do nuevos sujetos por autoalteración de los actores. 

Basta con explicitar esta puntualización para dejar de lado varias con- 
cepciones de la institución. En primer lugar, no nos dejaremos engañar 
por la falsa simetría «poder instituyente/ poder constituyente». Como se 
ha visto, éstas dos éxpresiones han dado lugar a múltiples controversias 
y malentendidos. Para introducir un poco de claridad en este debate, 
hay que indicar que los dos términos «instituyente» y «constituyente», 
ambos participios presentes adjetivados, provienen de la misma raíz, a 


119. Sobre este punto, véase supra, capítulo 8: La «actividad» como fundamento del 
derecho de los pobres. 
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saber, el verbo del latín statuere, que significa propiamente «poner de 
pie», «establecer». Por este hecho, las dos palabras difieren morfológica- 
mente tan sólo por su prefijo, ín en «instituyente», cum en «constituyen- 
te». El segundo tiene el sentido de un acto de fundación, a menudo 
identificado con el carácter puntual absoluto de un origen. Hannah 
Arendt observa que el término «constitución» es equívoco, ya que pue- 
de designar tanto el acto del gobierno como el acto con el que se cons- 
tituye un gobierno.*?” Lo que es indudable es que el segundo sentido ha 
prevalecido ampliamente: el poder constituyente es el poder de consti- 
tuir el gobierno, en tanto le es otorgado a una asamblea o convención, 
que es la única habilitada para ejercer este poder. Basta con elevar este 
poder de dar una constitución más allá de toda constitución dada para 
hacer de él un poder soberano. Lo que aquí importa es que el poder 
soberano sólo puede existir como poder de un sujeto definido por una 
voluntad desligada de toda obligación —de la nación, del pueblo, etc—. 
La dificultad de pensar un poder constituyente no soberano es que se 
tienen dificultades para darlekel sujeto que reclama —como se puede ver 
en Negri, con las «decisiones constituyentes» atribuidas a los movimien- 

_tos sociales—. En este sentido, la praxis instituyente de la que hablamos 
no puede corresponder al ejercicio de un poder constituyente, ni si- 
quiera de un «micropoder constituyente» a escala de una institución 
aislada: ni tiene la majestad de un acto solemne de fundación, ni nece- 
¡sita un sujeto preexistente. En contraste con el poder constituyente, el 

- poder instituyente presenta a primera vista la ventaja de prescindir de un 
sujeto, al menos en la medida en que es pensado como un «poder im- 
plícito» situado más acá de la conciencia y de la voluntad ——como ocu- 
rre en Castoriadis—. La cuestión es entonces saber si la praxis institu- 
yente corresponde al ejercicio de un poder instituyente más que al de 
un poder constituyente. 

Aquí abordamos una observación de gran importancia. El «infrapoder» 
del que habla Castoriadis es tan participable en extensión que en el límite 
se convierte en imparticipable: su instauración tiende a confundirse con 
la transmisión-modificación inconsciente de los usos y costumbres. Desde 
este punto de vista, no es anodino que el modelo al que se refiere más a 


120. H. Arendt, L*Humaine Condition, op. cit., pág. 454. (Trad. cast.: La condición hu- 
mana, Paidós, Barcelona, 2011.) Arendt cita la definición de Thomas Paine: «Una consti- 
tución no es el acto de un gobierno, sino de un pueblo que constituye un gobierno». 
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menudo Castoriadis sea el de la lengua. La distinción entre la lengua y el 
código, que introduce desde finales de los años 1960 en su esbozo de 
ensayo Lo imaginario en cuanto tal, vuelve a surgir constantemente cuan= 
do se trata de pensar la relación del lenguaje con la significación. En 
efecto, el lenguaje es al mismo tiempo código y lengua: como código, es 
un sistema de signos cuyos términos y relaciones son fijos y están ordena- 
dos de una vez por todas, como lengua, se refiere a las significaciones. *?? 
Pero no hay elementos de significación u operaciones determinadas que 
regulen una producción de las significaciones, mientras que los significan 
tes son elementos y existen operaciones determinadas de engendramiento 
de nuevos términos —esto es, la «productividad lexical»——. El poder que 
es inmanente a la lengua, al menos mientras es lengua viva, es el de «hacer 
emerger lo nuevo» por la vía de la autotransformación, es decir, de 
hacer aparecer nuevas significaciones de un modo distinto que a partir 
de significaciones ya disponibles. En esto, precisamente, el caso de la len- 
gua es ejemplar: «La lengua, en su relación con las significaciones, nos 
muestra cómo la sociedad instituyente está constantemente operando, y 
también, en este caso particular, cómo esta obra que sólo existe como 
instituida no bloquea el hacer instituyente continuado de la sociedad».*2 
El lector habrá advertido la precisión «en el caso particular», que, tomada 
al pie de la letra, impide extender inconsideradamente el caso de la lengua 
a todo lo social-histórico. Con esto parece que se da a entender que, en 
otros casos, lo instituido puede bloquear el «hacer instituyente continua- 
do» de la sociedad. No ignoramos «que la institución, una vez planteada, 
tiende a autonomizarse, que posee su inercia y su lógica propias» y que no 
faltan ejemplos de la alienación de la sociedad «a sus instituciones». La 
prudencia de esa precisión no impide que la lengua ponga de manifiesto 
cierta continuidad del hacer instituyente y que esto nos lleve a fin de 
cuentas a las variaciones del uso mediante las cuales nacen nuevas signifi 
caciones. Nos encontramos entonces en los parajes de un cierto Witt- 
genstein, el mismo que busca en la analogía entre reglas del lenguaje y 


121. Para un comentario de este texto, véase A. Tomeés, «Introduction a la pensée 
de Castoriadis», loc. cit., págs. 89-142. 

122. C. Castoriadis, L'Institution imaginaire de la société, op. cit., págs. 322-323. (Trad. 
cast.: La institución imaginaria de la sociedad, Tusquets, Barcelona, 1983.) 

123. Ibíd., pág. 324. 

124. Ibíd., pág. 164. 
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reglas de juego cómo rebatir la reducción del lenguaje a un cálculo, y que 
a veces tiene la tentación de reducir toda normatividad a la inmanencia 
del «uso provisto de sentido» (sinnvoller Gebrauch), como si lo que se da en 
este uso fuera ya una regla, aun siendo infinitamente revisable.'” Pero 
indudablemente, pensando las reglas del uso por analogía con las reglas 
creadas o modificadas a medida que un juego se desarrolla'”? se tendrán las 
mayores dificultades para concebir una praxis con la que se plantearían 
conscientemente nuevas reglas, que es precisamente lo propio de una 
praxis instituyente. 

Si se quiere ir más lejos y hacer proceder del ejercicio de este «poder 
implícito» el establecimiento de reglas de derecho, no se ve cómo se po- 
dría evitar hacer de la costumbre como tal la fuente productora del dere- 
cho. Volvemos a caer entonces en las dificultades ya indicadas más arriba 
a propósito de la Common Law.'” Se podría tratar de eludirlas sustituyen- 
do la concepción hayekiana de la evolución cultural por la idea de «una 
selección artificial» de las reglas, en lugar de la selección natural. Este es el 
espíritu con el que la econorifía institucional de los orígenes, al menos la 
de Commons, trata de pensar las reglas de actividad de las «organizaciones 
activas» o «instituciones» (desde la familia, la empresa, el sindicato, la aso- 
ciación profesional, hasta el Estado).*% Al igual que el Estado, que es su 
modelo, todas las organizaciones ejercen cierta soberanía promulgando y 
sancionando reglas de actividad. El establecimiento de estas reglas se hace 
de acuerdo con el método de la Common Law, es decir, «mediante una 
selección artificial de las reglas inorganizadas» (o costumbres) promovidas 
de este modo a la categoría de «reglas organizadas».'” Así, a diferencia de 
Hayek, Commons interpreta el modelo jurídico del derecho consuetudi- 
nario, no en los términos de un «orden espontáneo» sino en los de una 


125. Para la analogía entre lenguaje y juego, véase P. De Lara, «Le paradoxe de la 
régle et comment s'en débarrasser», en S. Laugier (dir.), Wittgenstein, métaphysique et jeux 
de langage, PUE, París, 2001, págs. 97-127; sobre la noción de «uso provisto de sentido», 
véase J. Benoist, «Sur quelques sens possibles d'une formule de Wittgenstein», en ibíd., 
págs. 153-179, 

126. L. Wittgenstein, Recherches philosophiques, Gallimard, París, 2004, $ 82-83, pág. 
73. (Trad. cast.: Investigaciones filosóficas, Crítica, Barcelona, 2008.) 

127. Véase supra, capítulo 7. 

128. Citado en B. Chavance, D'Économie institutionnelle, La Découverte, París, 
2012, pág. 35. 

129. Ibíd., págs. 31-32. 
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selección-formalización de ciertas costumbres con ocasión del arbitraje 
de los conflictos de intereses. El establecimiento de nuevas leyes no se 
puede reducir aquí al reconocimiento a posteriori de las reglas de conduc- 
ta «descubiertas» por los jueces —como es el caso en Hayek—. Pero, 
también en este caso, la producción del derecho tiene finalmente su fuen- 
te en la costumbre. 

De un modo más general, es toda la concepción de las «reglas» preva- 
lente en la economía institucional —antigua y nueva— la que debe ser 
interrogada, en la medida en que tiene su punto de partida en el modelo 


del juego.*% De acuerdo con Aoki, se pueden distinguir esquemática- ' 


mente tres planteamientos que parten de esta analogía. Un primer plan- 
teamiento, que como se ha visto es el de Commons, asimila institución 
y organización: las instituciones son las organizaciones activas y las reglas 
que las mantienen activas; un segundo planteamiento, el de North!* y de 
Hurwicz, distingue entre las organizaciones, que son los jugadores, y las 
instituciones, que son las reglas que definen el modo en que se juega el 
juego; finalmente, un tercer planteamiento, el de Aoki, de Schotter, de 
Greif y de Young, que entiende la institución como un equilibrio:!% en 
esta última perspectiva, el elemento decisivo es que los agentes compar- 
ten cierto número de creencias, de ahí la definición de la institución 
como «sistema automantenido de creencias compartidas sobre el modo 
en que se juega el juego».**% El mérito indiscutible de todos estos aborda- 
jes de la cuestión es que han llevado a cabo una desnaturalización del 
mercado, comprendiendo el mercado y la empresa como «instituciones 
del capitalismo». Sin embargo, su principal límite reside en su incapaci- 
dad para explicar la génesis de las instituciones a partir de esta analogía 
con los juegos: «Las reglas iniciales del juego siguen estando dadas al 
principio» sin estar ellas mismas relacionadas con «instituciones humanas 


130. Ya sea, lo más a menudo, en el sentido de la teoría económica de los juegos, 
ya sea en el sentido del juego deportivo (como en el caso de North). 

131. Más arriba hemos hablado de la definición de las instituciones que se encuen- 
tra en North, en relación a la creación de los derechos de propiedad (véasfupra, capí- 
tulo 4). ) E 

132. En el sentido de un equilibrio de Nash en la teoría de los juegos: «es decir, una 
situación en la que ningún jugador puede mejorar su posición actuando él solo (sin coo- 
perar con los demás), si los otros jugadores conservan su estrategia anterior» (B. Chavan- 
ce, L'Économie institutionnelle, op. cit., pág. 74). 

133. Citado en ibíd. 
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ya establecidas anteriormente», como si se pudieran reducir a reglas pu- 
ramente técnicas liberadas de toda historicidad. !** 

Esta dimensión de la historicidad no sólo se impone cuando se trata 
de pensar el cambio interno en las instituciones, o la transformación de 
las instituciones las unas en las otras, sino, mucho más todavía, con la 
creación de una institución nueva. El concepto de «praxis instituyente» 
tiene por primera función hacer inteligible una creación así: instituir 
nuevas reglas de derecho es, en efecto, crear una nueva institución, al 
menos si se entiende por «institución» el sistema de reglas surgido de la 
actividad instituyente y no esta actividad en sí misma. Como toda praxis, 
ésta presupone no un simple requisito de tipo técnico, sino un «a partir 
de», el de lo «ya instituido», que está cargado de toda una herencia. Al 
mismo tiempo, consiste en establecer nuevas reglas que dan retrospecti- 
vamente a esta herencia un sentido que no podía tener antes. Pero el 
concepto de praxis instituyente tiene como segunda función hacer visi- 
ble la necesidad absoluta de una actividad instituyente continuada más 
allá del umbral del acto inaugliral, y en consecuencia, una forma de «ins- 
titución continuada». Como Sartre y Castoriadis vieron claramente, cada 
uno a su manera, todo lo instituido, una vez planteado, tiendé a autono- 
mizarse relativamente del acto que lo ha planteado, debido a una inercia 
propia contra la que se debe luchar continuamente. De este modo, la 
praxis instituyente es al mismo tiempo la actividad que establece un nue- 
vo sistema de reglas y la actividad que busca relanzar permanentemente 
este establecimiento, para evitar el deslizamiento de lo instituyente a lo 
instituido. Ella es, en consecuencia, la praxis que anticipa consciente- 
mente desde el inicio la necesidad de tener que modificar y reinventar lo 
instituido, que sólo ha planteado para hacerlo vivir luego a lo largo del 
tiempo.** Especificado de este modo, tal concepto permite escapar a la 
alternativa del «poder constituyente» y del «poder instituyente». Contra- 
riamente al poder instituyente como «poder implícito», no emana del 
«colectivo anónimo» y es explícita, ya que es consciente. Pero, contraria- 
mente al «poder explícito» de tipo constituyente, no es la actividad legis- 
ladora de un sujeto definido por su voluntad soberana, ya que su sujeto 


134. Ibíd., págs. 73-74. Precisemos que la misma Elinor Ostrom (de quien se ha 
tratado extensamente en el capítulo 4) consigue establecer una tipología de las reglas a 
partir de la teoría de los juegos (ibíd. págs. 80-81) 

135. Nota del T.: posé. 
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se produce en el hecho mismo de su realización. El sujeto del poder 
constituyente está presupuesto anteriormente a su ejercicio y sólo ejerce 
dicho poder puntualmente. La praxis instituyente produce su propio su- 
jeto en la continuidad de un ejercicio que hay que renovar sin cesar más 
allá del acto creador. Más exactamente, es autoproducción de un sujeto 
colectivo en y mediante la coproducción continua de reglas de derecho. 

' Para comprender del todo este punto, hay que aceptar el aprendizaje 
intelectual y político de un movimiento que de entrada inscribe la cues- 
tión de la creación de la institución en el corazón de su reflexión y de su 
práctica: la Psicoterapia institucional (abreviada: PI). Este movimiento a 
día de hoy es objeto de ataques en toda regla por parte de los adeptos de 
la «neurocientificidad» y del conductismo. Hay que recordar aquí, dán- 
dole todo el peso que merece, que su iniciador, Francesc Tosquelles, 
aprendió de su experiencia militante en el seno del POUM durante la gue- 
rra civil española. A partir de ella concibió un colectivo definido por su 
«transversalidad», es decir, su articulación permanente entre verticalidad y 
horizontalidad.'% A partir de esta matriz, Jean Oury elaborará una idea 
del «Colectivo» como función que permite articular con la estructura 
vertical del establecimiento psiquiátrico la horizontalidad de una estruc- 
tura de acogida en la que participan los pacientes (tipo club).1% En sus 
escritos se encuentran perfectamente distinguidas las dos caras de la prác- 
tica como actividad condicionada y transformadora, en particular la idea 
de que la actividad de institución implica siempre algo que ya estaba ahí 
antes, pensado en este caso mediante el concepto de «subyacencia»: «No 
nos parece posible instituir una estructura cualquiera sin tener en cuenta 
lo que ya está ahí. No creemos en la creación pura y simple de la institu- 
ción; hay ahí una subyacencia que funciona previamente y de la que el 
médico debe hacer surgir la nueva construcción».*% Se encuentra igual- 
mente desarrollada la idea, cara a Tosquelles, de una «red institucional» 


136. P. Chemla, «Transmettre le mouvement de la PI, c'est récuser l'arrét sur ima- 
ge», intervención en el coloquio «Europsy» 2012. No sólo se trata de una «deuda políti- 
ca», sino de la «fuente de una Gestaltung, de una forma en movimiento que deja lugar a 
los vectores de singularidad sosteniendo al mismo tiempo su dimensión política». Acerca 
del POUM, véase la obra clásica de V. Alba, Histoire du POUM, Ivrea, París, 2000. 

137. Véase en particular «Le Collectif». Le séminaire de Sainte-Anne, Editions Champ 
social, Nimes, 2005. 

138. ]. Oury, Psychiatrie et psychothérapie institutionnelle, Editions Champ social, Ni- 
mes, 2001, pág. 48. 
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que favorece constelaciones transitorias, por oposición a la rigidez de los 


códigos y de las leyes. Se elabora también una concepción de la rela- 


ción entre «institución» e «institucionalización permanente»: 


No se puede ir mucho más lejos en el tratamiento de los psicóticos con un 
sistema de funcionamiento rígido que da prioridad a la institución sin dejar 
ningún lugar, o dejando muy poco lugar, a su reinvención y, por lo tanto, 
a su revolución permanente: a lo que nos gusta llamar la institucionaliza- 
cion».!*% Como se ve, el término «institucionalización» designa aquí, no la 
creación de nuevas instituciones por la ley —como en Perelman—, menos 
todavía la oficialización de lo que ya existía sin ser todavía reconocido, sino 
muy precisamente la reinvención permanente de la institución con la que 
el grupo que la creó puede contrarrestar su inercia. Todo el dispositivo del 
Colectivo está dirigido hacia esta exigencia de relanzamiento de la actividad 
instituyente. Si debe prevalecer la diferenciación, en particular entre el es- 
tatuto y la función —por ejemplo, entre el cargo de jefe médico y la fun- 
ción médica— o también entre los lugares, es para evitar el efecto de aplas- 
tamiento debido a la hontbgeneidad y para permitir «que cada cual pueda 
articular algo de su singularidad, incluso en un medio colectivo».1* Si las 
reglas colectivas no tienen la rigidez de los códigos o de las leyes, es con el 
fin de hacer posible por adelantado esta reinvención permanente. Y si se 
puede hablar de la emergencia de un «sujeto colectivo» como efecto del 
Colectivo cono función, es en un sentido muy distinto del «colectivo» del que 
habla Sartre y que es, como se ha visto, una modalidad de lo práctico-iner- 
te, ya que este sujeto se constituye en y con el hacerse cargo de la aliena- 


ción, tanto social como psicótica.** 


De todas formas, no habría que ignorar o subestimar la influencia ejerci- 
da por la Crítica de la razón dialéctica sobre el pensamiento de la institución 


139. Ibíd., pág. 234. 

140. Ibíd., pág. 235. Jean Oury cita un artículo de Héléne Chaigneau aparecido en 
LE" Information psychiatrique de octubre de 1970 con el título: « Psychanalyse et psychothé- 
rapie institutionnelle». 

141. Es lo que Jean Oury llama la «función diacrítica». Sobre esta noción y su arti- 
culación con la del Colectivo, véase el seminario de Sainte-Anne «Le Collectif», op. cit. 
págs. 108-109 y 117. 

142. Desde el comienzo de la sesión del 19 de septiembre del serninario «Le Co- 
Mectif», Jean Oury dice haber utilizado veinticinco años antes del término «colectivo» en 
un sentido distinto de su acepción habitual, para luego añadir: «Tampoco es en el senti- 
do de Jean-Paul Sartre en su libro Crítica de la razón dialéctica» (ibíd., pág. 11). 
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elaborado en este crisol de la Psicoterapia institucional. Pero esta in- 
fluencia se traduce, no tanto en la concepción positiva de la naturaleza 
de la institución como en el modo en que siempre retorna la «cuestión 
institucional» en sí misma: ¿cómo impedir que la institución se esclerose 
y se cierre sobre sí misma? Por sí sola, en efecto, esta pregunta revela una 
conciencia aguda de que la verdadera amenaza, lejos de poder ser redu- 
cida a condiciones externas o a un contexto social e histórico desfavora- 
ble, es interior al grupo. En esta perspectiva, precisamente, intentó Félix 
Guattari articular muy tempranamente la teoría sartriana del grupo con 
el psicoanálisis. Su propuesta consiste en introducir la dimensión del 
inconsciente en el «grupo» e introducir la dimensión del colectivo en la 
subjetividad. Como todo grupo es capaz de engendrar su propio vene- 
no, hay que entender que la estructuración del grupo es intrínsecamen- 
te un problema de subjetivación del grupo. Es aquí donde el tema sar- 
triano de la reificación en lo práctico-inerte se anuda con la concepción 
psicoanalítica de la pulsión de muerte. Como dice con razón Valentin 


Schaepelynk: 


Inscrito en un referencial psicoanalítico, el instinto de muerte parece des- 
empeñar un papel análogo al de lo práctico-inerte en la Crítica de la razón 
dialéctica, convirtiéndose de algún modo en el horizonte recurrente de toda 
formación colectiva: así, indica que la posibilidad de la resficación proviene 
también del interior, no necesariamente de un exterior que podría recupe- 
rar y digerir una dinámica instituyente. [...] En efecto, si toda nueva subje- 
tividad política está amenazada, en todo momento, de recaer en la seriali- 
dad, tanto bajo los efectos de lo «práctico-inerte» como de la «pulsión de 
muerte», es desde ella misma y su propia interioridad.** 


Afrontando este problema, Guattari opone en un primer momento dos 
clases de grupo: el «grupo sujetado»!* y el «grupo sujeto». Mientras que 
el «grupo sujetado» recibe su ley del exterior, el «grupo-sujeto» se da por 
fundador de sí mismo, porque pretende «asumirse a partir de una ley 
interna». Como se ve, esta oposición está emparentada con la que Sartre 


143. V. Schaepelynck, Une critique en acte des institutions. Émergences et résidus de 
Panalyse institutionnelle dans les années 1960, tesis de doctorado en Ciencias de la educa- 
ción, París-VIH, diciembre de 2013, pág. 162. Estamos en deuda con este trabajo por la 
elucidación de la contribución de Félix Guattari al movimiento de la PI. 

144. Nota del T.: En francés, assujetti es tanto «sujetado» como «sometido». 
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establece entre el «colectivo serial» y el «grupo en fusión». En un texto de 
1966 titulado «El grupo y la persona», Guattari retomará esta primera 
presentación destacando la oposición entre la actividad del «grupo-suje- 
to» y la pasividad del «grupo objeto»: el grupo-sujeto es el «grupo que se 
propone retomar su ley interna, su proyecto, su acción sobre los demás», 
mientras que el grupo-objeto «recibe sus determinaciones de los otros 
grupos». Es de destacar que esta oposición es también relacionada con 
la de la lengua y la palabra: el grupo sujetado está enteramente atrapado 
y petrificado en un «código» (la lengua), ya no es capaz de una nueva 
enunciación, está enteramente empeñado en la repetición de enunciados 
preestablecidos.'* La cuestión institucional consiste, por lo tanto, en pre- 
guntarse de qué modo cierta estructura puede permitir a un grupo enun- 
ciar una «palabra» capaz de perturbar el orden del código y, por este 
mismo hecho, ayudar al grupo a desalienarse del código. Pero está cues- 
tión está a su vez articulada con el psicoanálisis, ya que el propio código 
es un «fantasma de grupo» puesto en forma de relato en una historia 
oficial y estereotipada. La relación del grupo con su inconsciente no es 
pues en absoluto algo «sobreañadido» o «suplementario», es por el con- 
trario aquello con lo que el grupo puede esperar escapar a su propia 
clausura. Este hilo del pensamiento de Guattari lo encontramos en parti- 
cular en el concepto de «disposiciones colectivas de enunciación», múl- 
tiples, diferenciadas y heterogéneas, que permiten la puesta en juego de 
los componentes múltiples de cada sujeto. A partir de ahí, igualmente, 
puede captarse con todo su alcance el famoso concepto de «transversali- 
dad»: la transversalidad es aquella dimensión del grupo que no es ni la 
verticalidad jerárquica oficial, ni la horizontalidad contingente de quie- 
nes se encuentran allí un poco como por causalidad, y que da al grupo la 
posibilidad de captar el sentido de su praxis y a las subjetividades de em- 
prender una transformación efectiva.” Esto pone de relieve hasta qué 
punto el colectivo debe ser siempre remitido a una praxis que hace de él 


145. F. Guattari, Psychanalyse et transversalité. Essais d'analyse institutionnelle, Maspe- 
ro, París, 1972, pág. 156. 

146. A pesar de una terminología distinta, ya que en Guattari la lengua se identifica 
con el código, esta oposición hace pensar en la que establece Castoriadis entre el sistema 
fijo de los signos (el código) y la transformación-invención de las significaciones (la 
lengua). 

147. F. Guattari, Psychanalyse et transversalité, op. cit., pág. 79 y 84. 
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lo que es. Y es la praxis «transversal» de la enunciación la que permite 
actuar sobre la institución para que no se clausure.!% 

Obviamente, no se trata de erigir la práctica que se alimenta de esta 
concepción como modelo trasplantable, tal cual es, más allá del campo 
psicoterapéutico. Pero no es menos cierto que puede ayudarnos a escla- 
recer algunas situaciones exteriores a este campo y las dificultades que 
han hecho surgir en la construcción de colectivos. Tomaremos como 
ejemplo el movimiento de las «recuperaciones» de fábricas que se desa- 
rrolló en Argentina a comienzos de los años 2000, basándonos en la 
notable investigación llevada a cabo por Maxime Quijoux.** El caso de 


Argentina es revelador, en efecto, por la diversidad de las situaciones con 


las que se encontraron los actores de este movimiento y, correlativamen- 
te, la diversidad de las prácticas con las que trataron de enfrentar estas 
situaciones. Tras el abandono de las empresas por parte de sus patrones, 
los asalariados tomaron la iniciativa de recuperarlas constituyéndose en 
cooperativas de producción. Á primera vista podría parecer que el marco 
legal instaurado en aquel país en 2003 para la organización de las coope- 
rativas restringía la libertad de acción de los asalariados de cada empresa. 
Ciertamente, dicho marco imponía cierto tipo de funcionamiento inter- 
no, con la asamblea general de los asociados como órgano soberano, un 
consejo de administración revocable en todo momento, la distinción de 
dos asambleas, una ordinaria y otra extraordinaria, etc. En realidad, tras 
este marco legal, se pusieron en marcha prácticas muy diferentes, que 
pusieron de relieve al mismo tiempo cierta inventiva en la elaboración de 


nueva reglas y fuertes tensiones entre estas reglas y la cultura heredada 


de la cultura patronal, a menudo marcada por el paternalismo. El espacio 
abierto a la praxis instituyente se sitúa, por lo tanto, al margen de las 


obligaciones de la legislación estatal. En estas tensiones tenemos una per- > 


148. Hay que añadir que esta cuestión de la recreación permanente de las institu- 
ciones mediante la praxis tendrá luego la tendencia de borrarse en provecho de la opo- 
sición entre la «máquina» y la «estructura», como lo evidencia un texto de 1969 titulado 
«Máquina y estructura», destinado a la École freudienne de París y publicado finalmente 
en Change: la máquina ocupa entonces, en su oposición a la estructura, el lugar que Marx 
asignaba a las fuerzas productivas en su oposición a las relaciones de producción. Así, a 
Félix Guattari cierta tendencia «economicista» lo lleva a dejar de lado la cuestión de 
la institución. 

149. Maxime Quijoux, Néolibéralisme et autogestion. L'expérience argentine, Éditions de 
VimEaL, París, 2011. 
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'fecta ilustración de los obstáculos que dicha praxis tiene que superar 
permanentemente, atrapada como está entre lo «ya ahí» con lo que se 
encuentra y a partir de lo cual actúa, y las reglas de espíritu autogestiona- 
rio que se empeña en promover, en ruptura con los antiguos habitus. Dos 
ejemplos de fábricas reconvertidas en cooperativas, la de Brukman y la de 
Nueva Esperanza, nos permitirán evidenciar estas dificultades. La pri- 
mera pone de relieve la exigencia de horizontalidad y de igualdad: los 
asalariados son iguales y todo el poder pertenece a la asamblea extraordi- 
naria, que ahora es semanal. De ello se derivan graves dificultades, debi- 
das en particular a la duración de las asambleas (como media entre dos y 
cuatro horas). La segunda adopta reglas muy distintas: la asamblea se re- 
úne sólo una vez al mes y lo más a menudo es informativa, de tal mane- 
ra que las responsabilidades y las decisiones corresponden en la mayor 
parte al consejo de administración. La jerarquía de las funciones del con- 
sejo de administración se superpone a las antiguas jerarquías (jefe de per- 
sonal, capataz, obreros destacados) hasta tal punto que se puede hablar de 

' «superposición de los marcdk».15 Así, tenemos dos lógicas divergentes en 

“¿las soluciones improvisadas por los dos colectivos obreros: en el primer 

- caso, lo que se impone es la horizontalidad de la igualdad democrática y 

* salarial, en el segundo, es la verticalidad de cierta división social del poder 

reclamada por los propios asalariados. La originalidad del trabajo de 

Maxime Quijoux'es que no se limita a destacar esta divergencia, sino que 

revela la existencia en ambos casos de una tensión más o menos marcada 

en el orden de los valores: «El “nuevo” valor de igualdad en el trabajo 
debe equilibrarse con historias profesionales dominadas por valores de 
diferenciaciones sociales».152 También muestra que la precarización social 
tiende a recrear «situaciones de competencia contra natura en el marco 
de las cooperativas» que acaban induciendo luchas de poder. Éstas a su 
vez se traducen en una exageración de la «abnegación en la tarea», como 
si la antigua cultura del «producir deprisa» se hubiera convertido en una 
especie de defensa cultural frente a las dificultades experimentadas por 


ambos colectivos.!% Se ve entonces que la praxis instituyente siempre se, 


enfrenta al riesgo de fracasar cuando trata de promover muevas significa 


150. Tomamos estos dos ejemplos del libro de Maxime Quijoux, ibid. 
151. Jbíd., pág. 223. 

152. 1bíd., pág. 266. 

153. Ibíd. 
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ciones sociales. También podemos preguntamos por el contraste entre 
tino y otro ejemplo: en un caso una microasamblea constituyente que se 
reúne casi continuamente, en el otro caso una continuación de la antigua 
jerarquía social. Una lección de la psicoterapia institucional puede resul- 
tar preciosa a este respecto: la exigencia de una diferenciación y de una 
heterogeneidad capaces de acoger cada singularidad en el interior del 
colectivo. Pero, más allá de esta cuestión de las formas institucionales, 
deberemos estar atentos a lo que en verdad está en juego en estas expe- 
rimentaciones sociales, que a menudo adoptan la forma de «bricolajes 
comunitarios». 15* En este sentido, el valor irreemplazable de la experien- 
cia de los «Zanonv'* se debe al tipo de relación establecida con la comu- 
nidad urbana local: los asalariados no dudaron en donar miles de metros 
cuadrados del baldosas a los hospitales, a las escuelas, a los comedores po- 
pulares, y se dirigieron a los movimientos locales de desempleados cada 
vez que creaban puestos de trabajo. Ya que si de algo se trata en este caso 
no es de la cuestión de la propiedad o de la expropiación, '% ni de lo 
adecuado de la reivindicación por parte de ciertos grupos de una «estata— 
lización bajo control obrero». Se trata de entrada y ante todo de la cues- 


tión de la institución de lo común como algo que excede a toda forma .. 


de propiedad. 

“En este sentido, lo común nunca se presenta bajo la forma de un es- 
quema universal preparado para su uso, como una fórmula de acción que 
se podría trasponer a todos los dominios. Por el contrario, lo que impor- 
ta, como lo demuestran tanto las prácticas en psicoterapia como las luchas 
de los trabajadores argentinos que hemos puesto como ejemplo, es pen- 
sarlo en relación con el movimiento de su institución. Los sujetos que se 
comprometen en una actividad no están condenados a pasar de la fusión 
a la petrificación, de la efervescencia a la esclerosis, si no separan la fina- 
lidad de su actividad de las relaciones que tejen entre ellos para conducir- 


154. Esta expresión la emplea muy a.menudo Maxime Quijoux. 

155. Nombre colectivo que se dieron los trabajadores de una fábrica de baldosas de 
la ciudad de Neuquén, al sur de Argentina, abandonada por su propietario y «recupera- 
da» por el colectivo de los asalariados. 

156. A este respecto, Maxime Quijoux recuerda que «do que está en juego en las 
movilizaciones obreras no era la desposesión del propietario, sino conservar el empleo» 
(Maxime Quijoux, Néolibéralisme et autogestion, op. cit., pág. 263). En este sentido, la 
«recuperación» no debe ser entendida como una «apropiación» en el sentido de un acto 
de toma de posesión. 
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la conjuntamente, de las formas de reflexión y de las forma de interven- 
ción sobre la institución que se dan a sí mismos, de los valores y las ' 


significaciones que, en última instancia, orientan lo que hacen juntos. La 


única praxis instituyente emancipadora es la que hace de lo común 


la nueva significación del imaginario social. Esto significa igualménte que” 
lo común, en el sentido que nosotros le damos, supone siempre una-ims—- 
titución abierta a su historia, a la distribución de los lugares, de los estatu- 


tós y tareas que la caracterizan, a las relaciones de dominio y de exclusión. 
que en ella se ponen en juego, a todo lo que funciona como su intons- 
ciente, ¿Qué enseñanza política más amplia se puede extraer de esta re- 
flexión sobre la praxis instituyente en sus relaciones con lo común? ¿En 
qué medida se puede extraer de estos análisis una «política de lo común»? 


¡ 
| 
¡ 
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TERCERA PARTE 
Propuestas políticas 


Hemos planteado lo común como un principio político. No es inven- 


ción nuestra, se desprende de las protestas contra el orden actual. Desig- 
na, de entrada, las líneas de frente y las zonas de las luchas en las que se 
juega la transformación de nuestras sociedades, traduce las aspiraciones de 
los movimientos hostiles al capitalismo y las formas de sus acciones, nutre 
prácticas relativas a la creación y al gobierno de los comunes. 

Los movimientos y las luchas que reivindican lo común, y que como 
hemos visto surgen en distintas partes del mundo en este inicio del siglo 
xx1, prefiguran a nuestro modo de ver instituciones nuevas por su ten- 
dencia a querer a anudar. forma y contenido, medio y objetivo, y su pro- 
pensión a desconfiar de la delegación a partidos y de la representación 
parlamentaria. Es indiscutible que esta búsqueda de formas de autogó- 
bierno resulta difícil y camina a tientas. Pero la originalidad histórica de 
estas movilizaciones contra las transformaciones neoliberales de la uni- 
versidad, contra la privatización del agua, contra el imperio de los oligo- 
polios y los Estados sobre internet, o contra la apropiación de los espacios 
públicos por parte de los poderes estatales y privados, consiste sin duda 
en la exigencia práctica de no separar ya el ideal democrático que -persl- 
que se dan a sí mismos. Lá pólítica de lo común tiene como característi- 
ca histórica particular que combate el capitalismo dándole la espalda al 
comunismo de Estado. Lo nuevo en éstas insurrecciones democráticas y 


en estos movimientos sociales no es, como algunos han dicho, la acepta- 


ción universal de la «democracia de mercado», sino el rechazo de medios 
tiránicos-para-alcanzar fines emancipatorios. Pero todo está aún por in- 
véntar o reinventar. Las movilizaciones y las reinvenciones contra las 
dictaduras y contra el capitalismo neoliberal sólo tendrán efectos histó- 
ricos duraderos si desembocan en la invención de nuevas instituciones, 


como ocurrió a finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX. Éste es sin . 
duda el asunto crucial para la pas pd a gran escala en la histo- 


ria contemporánea. 


516 COMÚN 


Situar los ejes del combate contra el orden existente que se lleva a 
cabo hoy en día, bajo formas infinitamente variadas y por parte de actores 
muy diversos, invita a reflexionar sobre qué significaría instaurar el prin- 
cipio de lo común en el plano del derecho, del poder, de la economía, 
de la Cultura, de la educación o de la protección social. Todo está abier- 
to A Quien quiera lanzarse a la tarea. Examinar lo común como principio 
efectivo de transformación de nuestras instituciones supone practicar un 
ejercicio de imaginación política, incluso de proyección histórica, con 
todos los límites que conlleva el género en cuestión y que tenemos que 
asumir. Ta] ejercicio, en este caso, es completamente libre y a nada com- 
PrOmEte a quienes a él se entregan. Nada nos asegura que la transforma- 
ción histórica corresponderá a las pistas que aquí señalamos, a los proble- 
mas Que planteamos, a las posibilidades que consideramos. No creemos 
en ninguna ley histórica, menos todavía en una revelación cualquiera de 
lo que debe ser. Más bien nos inclinaríamos por la experimentación re- 
flexiva y prudente de nuevas prácticas, al menos mientras las circunstan- 
cias lO permitan. Muchos ejémplos de construcciones de comunes po- 
drán ilustrar las propuestas políticas que vienen a continuación. Italia es 
uno de los países donde algunas experimentaciones han dado lugar a 
elaboraciones jurídicas y a políticas de autogobierno particularmente in- 
teresates. Pensamos en particular en el gobierno comunal del agua en 
Nápoles, o en la construcción del teatro comunal Valle en Roma.' 

Por esta razón, precisamente, planteamos una serie de proposiciones, 
tanto teóricas como prácticas, en forma de breves planteamientos que 
invitan a la reflexión y sobre todo a la puesta en común de las energías y 
las inteligencias, y que no constituyen un conjunto acabado, ni menos 
todavía yn programa. Lo importante aquí es recordar que el término 
“proPlesta» proviene del latín propositio, que tiene el doble sentido de 
enunciado y de premisa principal de un argumento, doble sentido que 
se ENCUentra igualmente en el griego protasis: lo que así se indica es, en 
efecto, la idea de un enunciado que llama a otros y, por lo tanto, una 
cuestión por establecer o por verificar? Las propuestas que vienen a con- 
tinuación, la primera de las cuales se refiere a la necesidad de una política 


—————_ 


1. Véase Teatro Valle Occupato. La Rivolta culturale dei beni comuni, DeriveAppro- 
chi, Roma, 2012 

2. Entrada «Proposition», en B. Cassin (dir.), Vocabulaire européen des philosophies, 
op. Cit, Pág, 1031 y sigs. 
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de lo común, deben ser entendidas en este doble sentido: son enunciados 
tajantes como lo es toda declaración, y cuya función es llamar a que sur- 
jan otros, o sea que valen esencialmente como premisas de un razona- 
miento que sólo las luchas prácticas podrán construir y desarrollar. Estas 
reflexiones, por fragmentarias que sean, están unidas entre sí por el hilo 


rojo de nuestra actualidad histórica. Plantear el principio de lo común es . 


una cosa, imaginar una política de lo común es otra cosa. Nuestra argu- 
mentación progresará de este modo: empezamos afirmando la necesidad 
de una política de lo común, o sea una política que haga de lo común el 
principio de la transformación de lo social (propuesta 1), para luego afir- 
mar la oposición del nuevo derecho de uso al derecho de propiedad 
(propuesta 2). Estableceremos entonces que lo común es el principio de la 
liberación del trabajo (propuesta 3), luego que la empresa común (propues- 
ta 4) y la asociación (propuesta 5) deben prevalecer en la esfera de la eco- 
nomía. Afirmaremos la necesidad de refundar la democracia social (pro- 
puesta 6) así como la necesidad de convertir los servicios públicos en 
verdaderas instituciones de lo común (propuesta 7). Estableceremos, final- 
mente, la necesidad de instituir los comunes mundiales (propuesta 8) y, 
con tal fin, inventar la federación de los comunes (propuesta 9). 


| 
| 
P 
| 
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Propuesta política 1 
Hay que construir una 
política de lo común 


Para salir del momento insostenible que vivimos no podemos confor- 
marnos con apelar a la espontaneidad creativa de la sociedad, como si 
bastara, por ejemplo, con reclamar una renta universal de existencia 
(otras veces llamada renta básica de ciudadanía o subsidio universal in- 
condicional) para que lo común se desarrollara en mil actividades diver- 


sas, gracias a la feliz conjunción de una multitud de singularidades. Lo : 


común es una construcción política, o mejor dicho: una institución de la 


política en los tiempos de los peligros globales que amenazan a la huma- ' 
nidad. Decir que lo común, como lo indica su etimología, es de entrada 


político, significa que obliga a concebir una nueva institución de los po-- 
deres en la sociedad. No es «anarquista» en el sentido de que invite a una 
simple negación del poder, traduciéndose ——de forma por otra parte 
contradictoria— en un rechazo de toda autoridad. Conduce más bien a 
introducir en todas partes, del modo más profundo y más sistemático, la 
forma institucional del autogobierno, que se tendrá cuidado en distinguir 
de lo que en el siglo xx se llamó autogestión, la cual, si quiere ser fiel a lo 
que significa el término gestión, se limita a la dimensión de la organiza- 
ción y sólo concierne a la organización de las cosas. Lo común tal como 
aquí lo entendemos significa ante todo el autogobierno de los seres hu- 
manos; de Las instituciones y de las reglas que se dan para ordenar sus 


“relaciones mutuas. Está pues enraizado en la tradición política de la de- 


fnocracia, en éspecial en la experiencia griega. Da a entender que no hay 
mundo humano deseable más que el que está explícita y conscientemen- 
te basado en el actuar común, fuente de los derechos y de las obligacio- 


- 
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? 
nes, vinculado íntimamente a lo que desde los griegos se llama la justicia 
y la amistad. Pero ocupa más específicamente su lugar en la historia de 
nuestras democracias inacabadas, abiertas, por venir, de acuerdo con una 
expresión de Jacques Derrida.* La dinámica igualitaria, que Tocqueville 
identificó, no proviene de una misteriosa fuerza, subterránea o providen- 
cial, que actúe en la historia, ni tampoco es modelada unilateralmente 
por el capital y el mercado, ni es el producto de las Luces que desgarra- 
rían el velo de oscuridad arrojado sobre el mundo. Se debe a que el ac- 
tuar común, a pesar de su regresión y de su extravío, engendra, sobre 
todo en momentos de convulsión y de subversión, nuevas instituciones, 
nuevas obras, nuevas relaciones, nuevas prácticas. Una política deliberada 
de lo común tendrá pues como objetivo crear las instituciones de auto- 
gobierno que permitan el despliegue más libre posible de este actuar 
común, dentro de los límites que se impongan las sociedades a sí mis- 
mas, es decir, de acuerdo con reglas de justicia que establezcan y a las 
que consientan. 

La política de lo comúntketoma, indiscutiblemente, ciertos aspectos 
del socialismo asociacionista del siglo xrx o del comunismo de los conse- 
jos en el siglo xx. Pero esto ya no cabe pensarlo dentro de los marcos 
todavía artesanales de la asociación ni en el contexto industrial de los con- 
sejos obreros. Concierne a todas las esferas sociales, no sólo a las activida- 
des políticas, en el sentido parlamentario y partidario del término, ni 
tampoco únicamente a las actividades económicas. La política de lo co- 
mún es siempre transversal a las separaciones instituidas, y actualiza una 
exigencia democrática al mismo tiempo generalizada y coherente: está 
literalmente «en todas partes», en todos los ámbitos donde los seres hu- 
manos actúan juntos y deben tener la posibilidad de participar en las re- 
glas que les afectan, en el gobierno de las instituciones donde actúan, 
viven, trabajan. Tal política de lo común no está reservada únicamente a 
pequeñas unidades de trabajo y de vida separadas unas de las otras. Debe 
atravesar todos los niveles del espacio social, desde lo local hasta lo mun- 
dial, pasando por lo nacional. 

Pero, evidentemente, lo que reclama hoy día una reflexión política 
renovada es la dimensión de lo global. Ante los estragos del cosmocapi- 


1. Jacques Derrida hablaba a menudo de la democracia por venir. Véase J. Derri- 
da, «Priére d'insérer», Voyous, Galilée, París, 2003. (Trad. cast.: Canallas: dos ensayos sobre 
la razón, Trotta, Madrid, 2005.) 
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talismo, es grande la tentación de replegarse tras las murallas del Estado 
nacional, de encerrarse en la clausura de la propia ciudadanía de uno, su 
identidad, su religión o su género. Cada uno en lo suyo y todo irá mejor: 
tal esla consigna, más o menos consciente, que nos conduce directamen- 
te a salir de la democracia. Pero sería un camino equivocado creer en la 
salvación mediante un Estado mundial. Ningún gran Leviatán permitirá 
nunca controlar el poder centralizado del capital mundial, ni pondrá or- 
den en el caos económico, ni impedirá el desastre ecológico que puede 
golpear a la humanidad. Y ello simplemente porque si algún día 
puede llegar este Leviatán, lo. cual no tiene nada de evidente, sólo sería 


la culminación de la gobernanza neoliberal actual, de un modo más con- . 


centrado y todavía más violento. 

Es otra la dirección en la que proponemos ir. Una política de lo co- 
mún efectiva debe tomar nota del carácter mundial de las luchas que 
hoy en día se libran, como interdependencias de toda clase que estruc- 
turan nuestros universos de vida y de trabajo, nuestro imaginario y 
nuestra inteligencia. Un nuevo internacionalismo práctico está ya operando 
en los combates que se prosiguen, con las coordinaciones de acción que 
se establecen, en ocasión de los Foros mundiales del altermundialismo, 
mediante la circulación de análisis y consignas a través de redes y páginas 


web. El propio tema de lo «común», global en su difusión y en su con- 
tenido, lo demuestra. Dar forma institucional al autogobierno invita a : 
proseguir las reflexiones filosóficas y políticas que dieron a luz el princi- * 
pio federativo. Si bien está legítimamente asociado con el nombre de ' 


Proudhon, ver en él uno de los avances principales del pensamiento 
socialista del siglo XIX no significa aliarse con todo el proudhonismo. En 
el fondo Marx —de forma algo vergonzosa, justo es reconocerlo— se 
puso bajo su enseña cuando hizo la apología de la constitución llamada 
«comunal» de los Communards de 1871. Evidentemente, este federalis- 
mo no tiene nada que ver con la caricatura que hacen de él los pseu- 
do-federalistas europeos, cuyo federalismo no es sino la forma política 
más adecuada para organizar la competencia generalizada entre los ciu- 


dadanos y entre los trabajadores. El contrasentido es aquí total. Sólo hay ' 
federación posible entre comunes, entre pueblos o entre actividades de 
producción sobre la base de la cooperación. En otras palabras: si lo in- ' 


terpretamos correctamente, el principio federativo implica una nega- 
ción de las bases del capitalismo. 
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La convergencia, más que el rodeo 


Frente a la fuerza que ha adquirido el capitalismo en los últimos tres O 
cuatro decenios y la relativa debilidad de las resistencias, surge la tenta- 
ción de imaginar una especie de cerco al capitalismo desde su exterior O 
esperar que se hunda por abajo. Así, se reclama el desarrollo de los servi- 
cios públicos del Estado, se quiere creer en el «tercer sector» asociativo, 
o bien se estimula la creación de comunidades de vida y de trabajo que 
se sustraerían por entero, aunque no se sabe muy bien cómo, al orden 
dominante. O bien se cuenta con un abandono en masa por parte los 
asalariados, agotados por la competición, una especie de dropping out ge- 
neralizado que vaciaría desde dentro el capitalismo dejando escapar su 
energía motriz, ya fuese mediante fuga de cerebros e por enervamiento. 
Y así se puede meditar tranquilamente sobre el fin ineludible del sistema 
capitalista que, como el Imperio Romano, acabará sin duda por ceder su 
lugar a otra fase de la historia. Estas escapatorias demuestran la desespera- 
ción que produce la pérdidk de los puntos de referencia habituales del 
pensamiento progresista. Invitan todas ellas a renunciar a la lucha en 
el centro del sistema económico, a eludir ese centro del capitalismo que 
es la empresa privada. En ella es, sin embargo, donde se lleva a cabo la sumisión 
del trabajo por el capital, con todas las consecuencias que esto tiene en las 
desigualdades, las jerarquías, los modos de vivir y de pensar. Evidente- 
mente, todo proyecto de transformación de la empresa capitalista topa 
inmediatamente con la cuestión fundamental de la propiedad. No puede 
haber institución de lo común a escala del conjunto de la sociedad sin 
que el derecho de propiedad, dominium absoluto del propietario sobre la 
tierra, el capital o la patente, sea sometido al derecho de uso de lo co- 
mún, lo cual implica que pierda su carácter absoluto. Centrando su pro- 
testa en la cuestión de la propiedad, los primeros socialistas estaban en lo 
cierto, a pesar del hecho de que las respuestas políticas que aportaron si- 
guen siendo discutibles. Al menos no evitaron la dificultad y osaron la 
imaginación histórica. 

En consecuencia, habría que reflexionar de un modo más transversal 
sobre las prácticas y las instituciones que favorecerían la convergencia de las 
actividadas más diversas en la dirección de lo común. Pero la base de tal 
convergencia posible de las esferas privadas, públicas y asociativas reside 
precisamente en el hecho de que el sentido de estas actividades no está en 
ninguna otra parte sino en la contribución a lo común, en la constatación 
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de que son sólo partes de la acción común que constituye la sociedad. Si 
como lo recuerda Maurice Godelier, «los seres humanos, mente 
a otros animales sociales, no se conforman con vivir en sociedad [sino 
que] producen sociedad para vivir», se trata entonces de dar una cin 
política democrática a esta producción común de la sociedad por ella mis- 
ma.? Dicho de otra manera, se trata de instituir políticamente la sociedad 

creando en todos los sectores instituciones de autogobierno cuya nl 
dad —además de su racionalidad— será la producción de lo común. Ni 
la disolución de la política en la economía, ni la estatalización burocráti- 
ca y tiránica de la economía, sino la institución democrática de la econo- 
mía. Tal fue, por otra parte, la ambición política del socialismo, si cree- 
mos por ejemplo a Jean Jaurés, quien la inscribe en la larga historia de la 
democracia desde los griegos: «Que todos los hombres pasen del esta- 
do de competencia brutal y de conflicto al estado de cooperación, que la 
masa se eleve desde la pasividad económica a la iniciativa y a la responsa- 
bilidad, que todas las energías que se gastan en luchas estériles o salvajes 
se coordinen para una gran acción común, tal es el fin más elevado que cabe 
proponer. Menos empeñados en dominar, menos absortos también en 
la preocupación por su defensa, más seguros de sí mismos y de los demás, 

los individuos humanos tendrán más tiempo libre, más libertad de espíri- 

tu para desarrollar su ser físico y moral; y existirá verdaderamente, por 
primera vez, una civilización de hombres libres, como si la flor resplan- 

deciente y encantadora de Grecia, en vez de desarrollarse sobre un fondo 

de esclavitud, naciera de la universal humanidad»? Es esta ambición 
política la que hoy conviene reinventar. 


Lo común es el principio de transformación 
de lo social 


Con tal fin es importante, en primer lugar, comprender tan exactamente 
como se pueda la relación que la política tiene con lo que suele llamarse 
«lo social». Esta relación atañe tanto a la extensión como a la dirección de la 


2. M. Godelier, L'Idéel et le Matériel, Fayard, París, 1989. (Trad. cast.: Lo ideal y lo 
material, Taurus, Barcelona, 1990.) 


3. J. Jaurés, L'Armée nouvelle, tomo IL, Imprimerie nationale, París, 1992, pág 
459. 
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" política de lo común. Al hablar de extensión sugerimos que la política de 
lo común no se limita a la esfera política o al campo estatal, en el sentido 
en que lo entienden la ciencia o la sociología políticas, sino que concier- 
ne a lo que se puede designar como «social». Y hablaremos de dirección, 
recordando que el directus latino está en el origen de nuestro «derecho», 
para decir que la política de lo común tiene como objetivo una reorga- 
nización de lo social que haga del derecho de uso el eje jurídico de la 
transformación social y política, sustituyendo a la propiedad. 

Como se sabe, Hannah Arendt diagnosticó en el «advenimiento de lo 
social», es decir en la aparición de la sociedad que «sale de la penumbra 
del hogar para instalarse a la luz del dominio público», un cambio con- 
siderable «que no sólo borró la antigua frontera entre lo político y lo 
privado», sino que transformó el sentido de estos términos hasta el punto 
de hacerlos casi irreconocibles.* En efecto, desde que, según la «con- 
cepción moderna del gobierno», «los hombres no tienen en común más 
que sus intereses privados», es la diferencia misma entre dominio público 
y dominio privado la que selborra por completo mediante su absorción 
en un única «esfera de lo social».? De los dos fenómenos constitutivos de 
lo público —la publicidad de lo que «puede ser visto y oído por todos» y 
el «mundo mismo en lo que nos es común a todos»— sólo queda final- 
mente la publicidad otorgada a lo que antes estaba confinado en el espa- 
cio privado, publicidad que amenaza la propia existencia del mundo 
común. A esta pérdida de lo común, que es una «pérdida en mundo», 
Arendt le opone la relegación griega de lo privado a la idiocia de lo que 
«se tiene de uno mismo» (idion) y la promoción del dominio público 
como el «lugar de la excelencia humana». Pero ¿qué ocurre en verdad con 
esta separación? ¿Puede reducirse lo social a lo privado que ha invadido 
lo público para apropiárselo? 

Es dudoso que los griegos se hayan representado las cosas en términos 
tan excluyentes, o más bien, resulta dudoso que se hayan comportado de 
acuerdo con el principio de tal separación. El mérito indiscutible de Cor- 
nelius Castoriadis.es que consiguió demostrarlo, contra la opinión de 
Arendt es en Grecia donde se produce por primera vez el pleno desplie- 
gue y la articulación, en un sentido democrático, no de dos sino de fres 


4. H. Arendt, «Condition de homme moderne», en L'Humaine Condition, op. Cit., 
pág. 89. (Trad. cast.: La condición humana, Paidós, Barcelona, 2011.) 
5. Ibíd., pág. 114. 
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esferas de la actividad humana. En primer lugar, la esfera estrictamente 
privada, la del hogar doméstico u oikos; en segundo lugar, la esfera públi- 
ca/privada, la del agora, o sea el lugar «donde los ciudadanos se encuen- 
tran fuera del dominio político»; en tercer lugar, la esfera pública/públi- 
ca, la de la ekklesia, es decir el lugar «donde se delibera y se deciden 
asuntos comunes». Aquí la cuestión esencial es la distinción operada 
entre el agora y la ekklesia. En el ágora se trata de lo público en el sen- 
tido en que «yo hablo con otros», pero este espacio público es al mismo 
tiempo privado en la medida en que «allí no se puede tomar ninguna 
decisión política (legislativa, gubernamental o judicial)». Por el contrario, 
en la «ekklesia en el sentido amplio, que comprende tanto la “asamblea 
del pueblo” como el “gobierno” y los tribunales, me encuentro en un 
espacio público/público: delibero con los otros para decidir y estas deci- 
siones son sancionadas por el poder público de la colectividad».? Se com- 
prende así que la dimensión pública de lo social remita no a lo común de 
los «asuntos comunes» sino a la publicidad de los intercambios, un poco 
como si la segunda esfera remitiera sólo al primero de los dos sentidos de 
lo público mencionados por Arendt, el de la publicidad y no el del mun- 
do común. Por eso, hablando de la esfera pública/privada y de la esfera 
pública/pública, Castoriadis podrá escribir: «Estos dos últimos aspectos 
son confundidos en los debates actuales, desde Hannah Arendt, bajo la 
denominación de espacio público».* En un paso de «Expertos y ciudada- 
nos» es más preciso y señala un paralogismo en la posición de Arendt: 


Pasar de la proposición: la política no es la esfera de los intereses biológicos —lo 
que es completamente correcto— a la proposición: por consiguiente, hay que 
excluir de ella lo social y lo económico es, en verdad, un razonamiento falaz. [...] 
Porque se ignora sencillamente el hecho de que, a partir del momento en 


que la división de los intereses es lo suficientemente importante en una - 
sociedad —lo cual es casi siempre el caso en cuanto abandonamos las socie- 


dades arcaicas—, resulta perfectamente utópico imaginar una esfera política 


que funcione como tal con independencia de cuál sea la situación en la 


esfera social y económica.” 


6. C. Castoriadis, «Quelle démocratie?», tomo 2, Écrits politiques 1945-1997, IV, op. 
cit., págs. 402-403. j 

7. Ibíd., pág. 403. 

8. Ibíd., pág. 352. 

9. Ibíd., págs. 240-241 y 358. 
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Pero, aparte de esta crítica, conviene preguntarse en qué sentido la 
esfera público/privada merece ser reconocida como «pública». ¿Podemos 
conformarnos con la tesis de que sería pública por ser el lugar de los in- 
tercambios y, por lo tanto, de una conversación entre los ciudadanos? De 
hecho, como reconoce el propio Castoriadis, esta esfera del ágora es 
bastante compleja. En su sentido particular, el término agora significa el 
mercado, pero en tanto que designa la segunda de estas tres esferas ad- 
quiere una significación más general: designa entonces la «esfera donde 
los individuos se encuentran y se agrupan sin ocuparse explícitamente 
de cuestiones políticas, para entregarse a todas las actividades y a todos los 
intercambios que deseen. [...] Entre estas actividades e intercambios están 
las actividades y los intercambios “económicos” —producción y merca- 
do— y su organización». Ahora bien, como se ha visto más arriba a 
propósito de la revolución húngara,'' la exigencia del autogobierno no 
debe detenerse a las puertas de las empresas y las unidades de producción. 
Muy al contrario, el mismo principio debe prevalecer en todas partes: 
«Aquí, como en el nivel político, el principio subyacente es: ninguna 
ejecución de decisiones sin participación en el proceso de toma de deci- 
sión».2 Este principio, como se ve enseguida, no es otro que el de la 
coobligación fundada en la codecisión y la co-actividad, es decir, lo co- 
mún en sí mismo como principio político. En esto, precisamente, la se- 
gunda esfera es verdaderamente pública y no sólo en el sentido debilitado 
de la publicidad de la discusión. 

Sería erróneo concluir a partir de esto no sé qué indivisión o indistin— 
ción de las esferas, ya que sigue siendo verdadero que la codecisión que 
atañe a una o varias unidades de producción se distingue de la que com- 
promete a un municipio o a fortiori a un pueblo. Dicho de otra manera, 
la identidad del principio (lo común) no suprime la distinción de las es- 
feras (social-económica, o pública/privada, y política propiamente dicha, 
o pública/pública), sólo tiene la función organizar lo social de tal manera 
que sea posible una deliberación en la esfera pública que no quede pri- 
sionera de los intereses de tal o cual categoría socio-profesional. Esto sólo 


puede suceder si la esfera de la producción y los intercambios-se-reorga- 
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niza a fondo a partir del autogobierno de los comunes (cooperativas, es- 
pacios urbanos, organismo de gestión de un río o de un bosque, etc.). 
No se trata de esperar que cada unidad se gobierne independientemente 
de las otras, como si se tratara de islotes productivos separados. Esto sería 
reproducir, de un modo más colectivo, la atomización de los propietarios 


privados. Con mayor precisión, conviene disponer las cosas de tal mane- 


ra que el autogobierno de los comunes tenga en cuenta todas las «exter- 
nalidades» de la actividad, además —evidentemente— de las necesidades 
que hay que satisfacer, lo cual supone que los Órganos de gobierno de 
cada común den un lugar a los usuarios y a los ciudadanos implicados ; y 
no sólo que se les dé un lugar, sino que se les dé el estatus de coproduc- 
tores del servicio o del bien.* 

En otros términos: la primacía de lo común en las dos esferas es lo que 
hace posible su articulación recíproca, haciendo de lo social-económico 
en sí mismo una escuela cotidiana de la codecisión. Deberemos tener presen- 
te la necesidad de esta articulación de las esferas cuando abordemos di- 
rectamente las formas institucionales. Lo que está en juego es que el au- 
togobierno de los comunes en la esfera social no obstaculice el ejercicio 
de este mismo autogobierno en la esfera pública/pública. 
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10. Ibíd., pág. 361. 
11. Véase supra, capítulo 2: «Lo común de la democracia contra lo común estatal 13. Las formas híbridas de gestión de las estructuras no lucrativas que movilizan a 


de producción». asociaciones y poderes públicos locales constituyen otros tantos terrenos de investigacio- 


12. C. Castoriadis, Quelle démocratie?, op. cit., pág. 391. nes y de pistas a explorar. 
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Propuesta política 2 
Hay que oponer el derecho 
de uso a la propiedad 


Por el momento, conviene recordar que la articulación entre lo so- ' 


cial-económico y lo público se ha constituido históricamente mediante 
el doble principio surgido del derecho romano del dominium y el impe- 
rium, de la propiedad privada que da un poder absoluto al dominus sobre 
lo que posee y del imperium que atribuye al soberano un poder análogo, 
al menos en sus orígenes, al derecho del propietario. Ciertamente, la fi- 
losofía política clásica se dedicó a oponer radicalmente estas dos nociones 
reactivando la distinción del derecho romano entre la propiedad y el 
poder político: el poder de mando en el Estado no puede ser propiedad 
de aquél o aquéllos que lo ejercen; el poder de dominar implica una re- 
lación de sometimiento entre personas que la esfera política excluye 
por principio.* Pero aun así, y aquí está lo esencial en nuestra opinión, la 
soberanía da un poder absoluto a su o sus poseedores, y todo poder ab- 
soluto tiende a la dominación, sea cual sea su titular. La historia de estos 
últimos siglos én Occidente está “alonada por los reajustes de estas rela- 
ciones entre el derecho privado, centrado en la propiedad, y el derecho 
público, centrado en la soberanía, como lo demuestran las Bills of Rights 
y las Declaraciones de los derechos humanos: la garantía del libre goce de 
los bienes propios aportada a los propietarios por el soberano supone que 
este último disponga de prerrogativas, en su dominio propio, de las 
que no abuse a expensas de aquéllos a quienes debe proteger. La política 
de lo común cuestiona esta articulación institucional que sigue estructu- 


1. C. Colliot-Théléne, La Démocratie sáns «demos», op. cit., pág. 15. 
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rando la existencia colectiva y que se encuentra en la base de la separa- 
ción entre la «sociedad civil» y el Estado. En realidad, se inscribe en un 
movimiento histórico que ha empezado a mermar el doble absolutismo 
del principio de la propiedad y del principio de la soberanía.? 


Uso y propiedad 


Sabiendo que la esfera de lo social —la de la producción y los intercam- 
bios— está todavía ampliamente organizada a partir del régimen jurídico 
de la propiedad privada, hay que plantear en primer lugar esta pregunta: 
¿cómo debe una política de lo común concebir el derecho de uso aplica- 


: do a lo inapropiable y cómo puede aspirar a hacer de él el nuevo centro 


. de gravedad de toda esta esfera? 


Conviene, en primer lugar, volver a examinar brevemente el sentido 
jurídico establecido de los términos propiedad y uso. Como se sabe, el 
Código civil francés de 1804, en su famoso artículo 544, define la pro- 
piedad como el «derecho de gozar y de disponer de las cosas del modo 
más absoluto, con tal de que no se haga de ellas un uso prohibido por las 
leyes o por los reglamentos».? Tomada en sí misma, la noción de uso 
aparece varias veces en este mismo texto, en contextos muy diversos: 


En el Código civil, el término de uso y de habitación aparece especialmen- 
te en la definición de la propiedad (art. 544), a propósito del derecho de uso 
y de habitación (art. 626 y sig.), en la definición de las cosas comunes (art. 
714), en las obligaciones del arrendador (art. 1728), en el préstamo para el 
uso (art. 1874 y sig.) y en el préstamo para el consumo (art. 1892).* 


Entonces, aislando el «derecho de uso» propiamente dicho, se puede 
hacer la siguiente observación: «El derecho de uso es una expresión muy 
extendida y muy vaga de la terminología jurídica. Dejando de lado el 
derecho de uso regido de forma sucinta por el Código civil, designa toda 
facultad de beneficiarse de la utilidad de una cosa, ya sea que resulte de la 
ley o de un contrato. [...] Pero el derecho de uso se define sobre todo 


2. Véase sobre este punto A. Lucarelli, La democrazia dei beni comuni, Laterza, 
Roma, 2013. 

3. Code civil des Frangais, op. cit., pág. 135. Disponible en www.gallica.bnf.fr 

4. M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 274, nota 5. 
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negativamente, porque excluye la facultad de disponer de la cosa a la que 
se refiere. Es la facultad mínima de la que puede ser objeto un bien. A 
menudo se le añade el derecho de percibir los frutos. A veces obliga a su 
titular a devolver la cosa en el estado en que la encontró y las más de las 
veces le permite devolverla en el estado en que se encuentra cuando la 
devuelve. Puede constituir un derecho real o derivarse de una obliga- 
ción. O sea que el término es neutro y requiere ser precisado».* 


Uso y usufructo: el modelo clásico 


Con el fin de aclarar esta noción, se distingue clásicamente entre el dere- 
cho de uso de una cosa común y el derecho reconocido al usufructuario: ' 
«El usufructuario tiene un derecho sobre el bien del que goza (su usufruc- 

to), mientras que aquel que usa de una cosa común está naturalmente 

desprovisto de él».* De hecho, el artículo 578 del Código civil establece: 
«El usufructo es el derecho de gozar de las cosas cuya propiedad ostenta 
otro, como lo haría el propietario mismo, con la obligación de conservar 
la sustancia». Por el contrario, tratándose de las cosas comunes, el mismo 
texto estipula: «Hay cosas que no pertenecen a nadie y cuyo uso es co- 
máún a todos. Las leyes de obligado cumplimiento” regulan el modo de 
gozar de ellas».* En este último caso, la regla del «uso común» excluye que 
éste se pueda condicionar al respeto de la propiedad del bien, ya que tan- 
to la propiedad como el bien están ausentes. Considerado desde este 
punto de vista, vale decir en su relación con el uso de las cosas comunes, 
el derecho del usufructuario revela estar muy cerca del derecho del pro- 
pietario, hasta el punto de que resulta dificil distinguirlos: así sucede en el 
artículo 578 con el derecho de gozar de cosas cuyo propietario no es uno 


5. M. Rémond-Gouilloud, «Ressources naturelles et choses sans maítre», loc. cit., 
págs. 232-233. 

6. M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 273. Sobre la distinción 
entre el derecho de usar (ius utendi), derecho de percibir los frutos (ius fruendi) y derecho 
de abusar (ius abutandi), véanse las aclaraciones que aporta A. Testart («Propriété et 
non-propriété», loc. cit., págs. 14-15. Véase supra, capítulo 6: «La ilusión de la propiedad 
colectiva arcaica»). 

7. Nota del 'T.: En el original, lois de police. 

8. Para el artículo 578, véase Code civil des Frangais, op. cit., pág. 143; para el artículo 
714, ibíd., pág. 174. 
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«como el mismo propietario». Es así ciertamente como ciertos juristas del 
siglo xrx entendieron la relación del usufructuario con la cosa de la que 
goza. Según Demolombe y otros autores, el usufructo sería un derecho 
real de la misma naturaleza que la propiedad; disminuido, imperfecto, 
pero real y por lo tanto absoluto en su género, en suma «casi» una propie- 
dad, ya que dispone de la cosa como propietario sin serlo.” 

Dado que el usufructo presupone la «nuda propiedad», toda la cues- 
tión estriba en saber si el título de propietario debe ser reservado única- 
mente al nudo-propietario o bien compartido entre el nudo-propietario 
y el usufructuario, lo que implicaría que el título sea compartible y la 
propiedad divisible.* De hecho, conviene distinguir entre dos perspec- 
tivas. Según la primera, el usufructuario detenta un «derecho real, inme- 
diato y absoluto sobre la cosa», de tal manera que se debe admitir que hay 
dos propietarios de una sola y misma cosa. Sin embargo, de acuerdo con 
la segunda, este derecho absoluto de usufructo no es un derecho absolu- 
to de propiedad, que implicaría que éste sea «pleno, completo y no des- 
membrado». Estamos, por ldttanto, ante un derecho de propiedad que es 
absoluto en el sentido de real, sin ser por ello absoluto en el sentido de 
pleno o de completo. A la inversa, el derecho del nudo-propietario es un 
derecho absoluto en el sentido de real y de completo. Esto es lo que 
explica que el derecho del usufructuario sólo sea «casi» un derecho de 
propiedad, únicamente respecto de la realidad y no de la completud. 
Vista desde este ángulo, la divisibilidad del derecho de propiedad no se 
opone a su carácter absoluto, sino que encuentra en él su causa: «Es una 
libertad absoluta de disponer de la cosa lo que permite al propietario 
desmembrar su derecho».** A esto hay que añadir que tal división del 
dominium entre dos sujetos propietarios igualmente titulares de un dere- 
cho absoluto sobre la cosa no crea entre ellos ninguna comunidad, en el 
sentido jurídico del término, ya que no queda así determinada ninguna 
obligación personal: si hay comunidad, ésta es sólo objetiva y desprovista 
de todo vínculo personal directo entre sus miembros, de obligación mu- 
tua o de solidaridad.” 


9. M. Xifaras, La Propriété. Étude de philosophie du droit, op. cit., págs. 99 y 104. 

10. Ibíd., pág. 105. Es en estos términos como Xifaras reconstituye los términos del 
debate de la época entre los juristas. 

11. Ibíd., págs. 105-106. 

12. Ibíd., págs. 107-108. 
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Precisamente por estas dos razones rechazarernos hacer del usufructo 
el modelo a partir del cual pensar el uso de lo inapropiable. Sin duda, se 
podría comparar el derecho de conservación que incumbe al usufructua- 
rio con el deber de conservación que se impone a quien usa en común 
cosas que no son bienes. Arguyendo que el titular del derecho de uso y 
de habitación (art. 627 del Código civil) no está sometido a restricciones 
tan precisas como las que pesan sobre el usufructuario, Martine Ré- 
mond-Gouilloud propone pensar la relación del usuario de una «fuente 


- natural» con esta última como análoga a la dél usufructuario con el bien 


del que goza. Al igual que el usufructuario tiene el deber de impedir que 
la sustancia de esta cosa quede mermada, el «usuario de un recurso natu- 
ral dispone de su goce, con la responsabilidad por su parte de conservar 
su sustancia». En esto sería similar al «titular de un usufructo vitalicio» y 
debería dar cuenta de la degradación ocurrida por su culpa, restaurando 
el recurso para dejarlo en el estado en que lo encontró (principio de 
«quien contamina paga»). 

Por nuestra parte, consideramos que la referencia del usufructo a la 
nuda propiedad impide toda comparación de este género: el usuario de 
algo común no es para nada un propietario, y ni siquiera es un «casi» 
propietario. Además, no hay ningún lugar en la práctica política de lo 
común para un «nudo propietario», ya se tratara del Dios de los teólogos 
o de sus diversos sustitutos: la Humanidad, la Sociedad del género huma- 
no, la Naturaleza o la Tierra tomada como un Todo que perseguiría sus 
propios fines, todos ellos «sujetos de derecho» que sólo podrían ser repre- 
sentados por asociaciones parciales que pretenderían hablar en nombre 
de todos y en virtud de una auto-habilitación siempre sospechosa.*? Por ' 
último, lejos de estar libre de toda comunidad de derecho en el sentido 
de una obligación personal, el usuario de un bien común está ligado a los - 
otros usuarios de este mismo bien común mediante la coproducción de 
las reglas que determinan su uso común. Este vínculo es el más fuerte 
de todos, precisamente porque no consagra la división de una misma 
propiedad entre dos personas desigualmente propietarias, sino que pro-. 
cede de la coobligación que prevalece entre todos aquellos que hacen 
uso simultáneamente de eso que está «fuera de propiedad». 


13. Volveremos a tratar este punto en la «Propuesta política 9», cuando se trate de los 
«comunes mundiales». 
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Acceso, propiedad y control del tiempo 


Pero ¿cuál es hoy en día la realidad del derecho de propiedad en el mun- 
do? La relación del usufructo con la plena propiedad, ¿cabe determinarla 
siempre de acuerdo con la lógica de una división de la propiedad entre 
dos personas? De modo aún más fundamental, la propiedad como domi- 
nio absoluto del amo sobre la cosa, ¿es siempre la institución básica 
del capitalismo, o bien, por el contrario, asistimos a cierta aceleración del 
declive de este modelo? La cuestión del uso, ¿no está acaso adquiriendo 
una importancia decisiva por el mismo hecho de las transformaciones del 
capitalismo contemporáneo? 
En cierto modo, parecería que este mismo capitalismo tiende a res- 
- ponder afirmativamente a la pregunta anterior haciendo del acceso a los 
servicios mercantiles, más que la propiedad de los propios bienes, el 
* modo de satisfacción de las necesidades. Así, Jeremy. Rifkin afirmó que 
: la propiedad bajo todas sus formas tendía a ser superada por el acceso: en la 
era de las redes, lo importarige no sería ya la propiedad de bienes, sino los 
accesos a servicios, sin duda de pago, pero que no suponen ya la adqui- 
sición de un bien que implique un uso exclusivo. En suma, la suscripción 
sustituiría a la posesión. Más que observar una extensión de la propiedad 
al dominio inmaterial, como hacen la mayoría de los análisis críticos del 
capitalismo, Rifkin ve que, por el contrario, lo que se produce es el des- 
vanecimiento de la propiedad, muy particularmente de la propiedad de 
los medios fisicos de producción y de consumo. ** 
¿Cómo pensar acerca de la realidad de esta transformación? ¿Se trata 
. verdaderamente de la desaparición de la propiedad en provecho del ac- 
: ceso, O bien de la concentración de la propiedad en manos de grandes 
: empresas? Tal concentración no se acompaña únicamente de la expro- 
: piación de los medios de producción: lleva a cabo también la de los 
* medios de satisfacción de las necesidades (o medios de consumo). Crea, 
de este modo, un nuevo vínculo de dependencia mediante la suscripción 
o el alquiler, que permite hacer pagar al usuario ad vitam aeternam y con- 
- trolar su tiempo y su consumo. Si las primeras enclosures concernían al 
. espacio, la concentración de la propiedad alcanza hoy al tiempo mismo. 


14. Véase J. Rifkin, L'Áge de Paccés. La nouvelle culture du capitalisme, La Découver- 
te/Poche, París, 2005, págs. 11-12. (Trad. cast.: La era del acceso, la revolución de la nueva 
economía, Paidós, Barcelona, 2009.) 
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internet ofrece un campo formidable para la extensión de este business 
model, que no deja de acelerar la lógica de la acumulación del capital en 
la esfera cultural, educativa, cognitiva, relacional. 

Sin embargo, según Rifkin, lo que predomina en el capitalismo de la 
comunicación es que ya no se venden bienes, por lo tanto derechos de 
propiedad sobre cosas, sino que se comercializan usos de bienes y accesos 
a servicios. Esta evolución hacia lo que se llama la economía de servi- 
cios (service economy) o, más recientemente, la «economía de la funciona. . 
lidad», da lugar a actitudes bastante distintas. Por un lado, esta tendencia 
es estimulada por ciertos partidarios del «desarrollo sostenible» y de la 
«economía verde», que ven ahí un medio, si no el medio, para respon- 
der al desafío climático y a la crisis energética.** Las empresas propietarias 
del bien a lo largo de todo su ciclo de vida quedarían así respoesabilizadas 
de su durabilidad —ya no estarían interesadas en programar su obsoles- 
cencia— y de la gestión de los residuos y su posible reciclaje. El consu- 
midor ganaría con ello, ya que al sustituir una compra por un alquiler se 
beneficiaría de un mantenimiento del producto y de un servicio posven- 
ta de calidad.'* Pero, por otra parte, esta misma tendencia es sostenida por 
«ejecutivos de vanguardia» que quieren ver en ella sobre todo un nuevo 
business model muy rentable en muchos otros ámbitos, posibilitado por 
sistemas informáticos de seguimiento de la clientela y de observación de 
los comportamientos. 

Ya se ha podido constatar que este modelo económico es particular 
mente rentable para las empresas cuando pueden reciclar los insumos de 
forma muy prolongada —como sucede con las fotocopiadoras Xerox— 
o tener márgenes de beneficio importantes (facturación por kilometraje 
de los neumáticos de camiones por parte de Michelin).'” Pero también 


15. F. Flipo, M. Dobré y M. Michot, a la inversa, han demostrado el impacto y el 


. Costo ecológicos de las nuevas tecnologías. Véase F. Flipo, M. Dobré y M. Michot, La 


Face cachée du numérique. L'impact environnemental des nowvelles technologies, L'Echappée, 
Montreal, 2013. 

16. Piénsese en particular en la promoción del alquiler de bicicletas o de automó- 
viles eléctricos en las grandes ciudades. El fenómeno no es completamente nuevo: la- 
vanderías automáticas o cabinas telefónicas ya funcionan de acuerdo con este mismo 
principio. : 

17. Véase N. Buclet, «Concevoir une nouvelle relation 4 la consommation. L'éco- 
nomie de fonctionnalité», Annales des Mines. Responsabilité et Environnement, vol. 39, 
2005, págs. 57-67. 
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—y sobre todo— es preciso constatar que este tipo de capitalismo de 


' servicios favorece en muchos ámbitos los fenómenos de monopolización ' 


y control del mercado. La tendencia se advierte sobre todo en el sector 
de las telecomunicaciones y la informática. Lejos de abolir y reemplazar 
la propiedad, esta economía conduce más bien a un formidable creci- 
miento de oligopolios que concentran en sus maños la propiedad de los 
medios de acceso, apropiándose así de un poder social, cultural y político 
creciente sobre usuarios cuyas conductas pueden controlar mediante el 
juego de estímulos o publicidades personalizadas. Como observa húcida- 


miente el propio Rifkin: 


Entramos en una nueva época en que la experiencia humana es cada vez 
más una mercancía consumida en forma de accesos a redes polivalentes 
inscritas en el ciberespacio. Estas redes electrónicas, a las que se conectan 
muchas horas cotidianamente un número cada vez mayor de individuos, 
son controladas por un puñado de empresas transnacionales del sector de los 
mass-media y las mee SL: Tales empresas son propietarias de las 
redes a cuyo través se comíiinican estos individuos, y controlan lo esencial 
del contenido cultural que define esta experiencia-mercancía en la época de 
la posmodernidad. No hay ningún precedente histórico de este control 
exhaustivo de la comunicación humana. [...] Se trata de una nueva forma 
de monopolio comercial, un monopolio que se ejercé'sóbre la experienci: 
vivida de una fracción importante de la población del planeta. 


1a 


La teoría de la propiedad como bundle of rights 


De todas formas, esta tendencia hacia la economía del leasing y el acceso 


tiene la gran ventaja de plantear la cuestión del uso, que se ha convertido 
en esencial desde el punto de vista ecológico. El análisis de Jeremy Rifkin 
conduce a retomar la cuestión de la propiedad y de su evolución. Habría 
en el fondo un desajuste creciente entre la doctrina oficial de la propie- 
dad y la práctica efectiva, caracterizada por un aumento de la comple- 
jidad de la propiedad, y por su fragmentación en derechos múltiples y 
diferenciados.?? 


18. Ibíd., pág. 19. 
19. Basta con considerar, en la distribución, lo que es una empresa en franquicia, 
que no es propietaria de los conceptos, de la marca, de la organización del trabajo, de 
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Acompañando al «desmembramiento» de la propiedad, iniciado se- ' 
gún Mijail Xifaras a finales del siglo xIx, una nueva teoría de los derechos 
de propiedad, llamada bundle of rights, ha nacido en suelo norteameri- - 
cano. Convertida hoy día en el paradigma dominante en el derecho de 
los Estados Unidos, esta doctrina desplaza el acento desde el dominion 
exclusivo ejercido sobre una cosa por su propietario hacia la diversidad 
de los poseedores de títulos y la pluralidad de derechos sobre la misma 
cosa, planteando así reglas y restricciones impuestas al propietario «a títu- 
lo principal». Indiscutiblemente, de lo que ahí se trata es de limitaciones 
del derecho de propiedad, al menos respecto a su acepción clásica. En 
efecto, no se trata tan sólo de identificar lo que se llamarían «servidum- 
bres», sino de incluir derechos muy distintos —-en particular derechos 
de acceso, de uso, de control— en la misma categoría de los derechos de 
propiedad. Esto se debe de entrada y ante todo al hecho de que se ha 
descompuesto el derecho de propiedad en distintos derechos de propie- 
dad: derechos sobre el uso de la cosa, derechos sobre los ingresos que 
pueda proporcionar la cosa, derechos de intercambio entre los distintos 
derechos, etc. 

Esta evolución se observa en la variedad de las propiedades en cues- 
tión: ya no son las tierras los principales objetos cuya propiedad hay que 
garantizar, sino títulos de propiedad de empresas, obligaciones, secretos 
industriales, marcas, etc. En suma, la desmaterialización de lo que es po- 
seído -—lo intangible— engendra una teoría muy elástica sobre la propie- 
dad, típica de la práctica de la Common Law y particularmente propicia 
para la ampliación de la categoría de propiedad a las nuevas formas del 
capitalismo, así como para la integración de las «externalidades» o efectos 
externos de los economistas.” Pero también se puede ver ahí una evo- 
lución social, en el sentido de que la propiedad del suelo ya no puede 
considerarse como el dominio de parcelas yuxtapuestas, sino que debe 
ser definida como una sedimentación de derechos, o como un encabal- 


las fórmulas del marketing (J. Rifkin, L'Áge de Pacces, op. cit., pág. 83. Trad. cast. antes 
citada). 

20. Se puede traducir como «manojo de derechos». E 

21. Según Denise R. Johnson, «el derecho de propiedad no podía permanecer 
bloqueado por una teoría fisicalista, centrada en la tierra, que no era pertinente para las 
nuevas formas de propiedad e impropia para dar cuenta de ellas». D. R. Johnson, «Re- 
flections on the bundle of rights», Vermont Law Review, vol. 32, pág. 247. Disponible en 
http://lawreview.vermontlaw.edu 
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gamiento de derechos sobre las mismas cosas o los mismos espacios. En 
un artículo famoso publicado en 1913, el teórico del derecho Hohfeld 
redefinió la propiedad no como un derecho a la independencia absoluta, 
al modo de Blackstone, sino por el contrario como «un conjunto com- 
plejo de relaciones legales en cuyo interior los individuos son interde- 
pendientes». Este nuevo abordaje conduce bastante directamente a una 
teoría de las «partes interesadas» (stakeholders) o los titulares de derechos 
(rights-holders). Porque la propiedad «absoluta» —en el sentido de real y 
completa— ya no es el caso general. Las hipotecas, los préstamos, los in- 
tercambios, etc., fundan otros tantos intereses o incidencias distintos re- 
lativamente a una misma cosa. 

Así, distintas listas de derechos circulan durante los años sesenta, como 
la de Anthony M. Honoré, que no enumera menos de once: 1) el dere- 
cho de posesión (right to possess), o derecho a un control físico exclusivo 
sobre la cosa poseída, o bien, simplemente, si la cosa es inmaterial, el 
derecho de excluir a los demás de su uso; 2) el derecho de uso (right to 
use), entendido como derecho al goce y a la utilización personal de la 
cosa; 3) el derecho de gestión (right to manage), o derecho de decidir 
cómo y por quién será utilizada la cosa; 4) el derecho a percibir un ingre- 
so (right to income); 5) el derecho al capital (right to capital), o poder de 
alienar la cosa, consumirla, estropearla o destruirla; 6) el derecho a la se- 
guridad (right to security), que procura una inmunidad contra la expropia- 
ción; 7) el poder de transmisión (power of transmissibility) de una cosa, que 
significa el derecho de dársela a otro después de morir; 8) la ausencia de 
plazo en la duración del derecho (absence of term), o sea, la duración inde- 
terminada de los derechos de posesión; 9) la prohibición de un uso per- 
judicial (prohibition of harmful use), que significa que la persona tiene el 
deber de abstenerse de utilizar la cosa de.un modo perjudicial a otros; 
10) la obligación de ejecución (liability to execution), que implica que la 
cosa puede ser incautada para devolver una deuda; 11) el carácter residual 
(residuary character), o sea, la existencia de reglas que gobiernan la vuelta a 
los antiguos derechos de propiedad —determinando, por ejemplo, quién 
ostenta el título de propiedad si no se pagan los impuestos—. 

Una noción tan elástica de la propiedad, innegablemente, da mucho 
margen a las formas de regulación gubernamental, a la protección de los 
consumidores, al respeto de los derechos cívicos, al derecho ambiental, 
etc. Permite además destacar los derechos y responsabilidades de los po- 
seedores de los títulos de propiedad. Pero, por otra parte, está del todo 
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integrada en la teoría de law and economics, que redefine la propiedad se- * 
gún el valor de mercado: todo lo que es valorable en el mercado (valuable , 


on market) es propiedad. Tal definición abre a los «derechos de propie- 
dad» ún campo verdaderamente inmenso. Por eso no resulta en absoluto 
sorprendente que se recurra a esta noción, ya corriente en las facultades 
de derecho norteamericanas, para analizar la «propiedad común» o «pro- 
piedad de los recursos comunes».?” Existen diferentes clases de derechos de 
propiedad que no atañen a todos los intervinientes en la explotación: 
derechos de acceso al recurso y de retracto; derechos de gestión; dere- 
chos de exclusión; derechos de alienación. Pero lo esencial es que estos 
distintos derechos sean independientes los unos de los otros. 


Por un derecho de uso extendido contra + 
el derecho de propiedad 


Es precisamente esta independencia y este troceamiento lo que aquí 
plantea un problema. Habría, en efecto, cierta ingenuidad en considerar 
que estaríamos ante derechos sobre una misma cosa que podrían coexis- 
tir pacíficamente gracias a una ampliación de la esfera de la propiedad. En 
particular, sería ilusorio comparar esta situación con la que prevalecía 
en la época feudal: la superposición y el encabalgamiento de distintos 
derechos eran en aquel entonces función de una densa red de relaciones de 
dependencia personal que correspondían a una pluralidad de «comunida- 
des de derecho» a las que un mismo individuo podía pertenecer simultá- 
neamente. Entonces podría resultar tentador tratar de resucitar antiguos 
derechos de uso colectivos invocando su compatibilidad con el recono- 
cimiento de la propiedad privada, dado que ésta habría perdido su carác- 
ter exclusivo. Esto sería estar ciego respecto de la situación actual del 
mundo. 

En realidad, si se examinan atentamente estos distintos derechos, nos 
damos cuenta de que implican por fuerza un modo de jerarquización que 


no se puede considerar indiferente o secundario. Resulta manifiesto * 


que el quinto derecho, esto es, el derecho al capital, es el derecho funda- 
mental al que se subordinan todos los demás: el poder de «alienar» la cosa, 


22. E. Schlager y E. Ostrom, «Property-rights regimes and natural resources. A 
conceptual analysis», Land Economics, vol. 68, n” 3, agosto de 1992, págs. 249-262. 
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es decir, venderla o darla, y consumirla, estropearla, modificarla o des- 


truirla, constituye la prerrogativa exclusiva del propietario púdicamente : 


llamado «propietario a título principal». El primero y el segundo de estos 
derechos (el derecho de uso y el derecho de gestión) no tienen mucho 
peso ante la primacía que mantiene el derecho al capital. Ya que en vir- 
tud de este derecho un propietario, ya sea que se trate de un propietario 
privado o del Estado mismo, siempre puede cuestionar brutalmente un 
antiguo uso, sin preocuparse de su carácter establecido. 

Esto es válido muy particularmente para la propiedad de la tierra, que 
no habría que reducir apresuradamente a la supervivencia de una forma 
superada por el supuesto «pluralismo» de los derechos de propiedad. Sólo 
hay que considerar el nuevo orden agrícola mundial, que se tiende a 

' instaurar desde la crisis de 2008, para convencerse. En unos pocos años, 
50 millones de hectáreas han cambiado de manos, hasta tal punto que 
algunos no dudan en hablar de una «nueva conquista de las tierras». Lo 
que está en juego en esta carrera por el acaparamiento de las tierras es 
considerable, ya que se tratle de alimentar a una población mundial cada 
vez más numerosa y de controlar el acceso al agua. Hemos dicho más 
arriba? que el Estado etíope, propietario de todas las tierras, se había 
permitido conceder alquileres muy bajos a compañías extranjeras.* Es- 
tas tierras son las que los más pobres cultivaban hasta entonces para ali- 
_mentarse y usaban igualmente para apacentar su ganado. 

“Se objetará que estas tierras han podido ser arrebatadas por la fuerza 
¡debido a la ausencia de un verdadero derecho de uso. Pero, suponiendo 
¡incluso que se hubiera reconocido previamente un derecho de uso, su 
ejercicio necesariamente sería precario, ya que los derechos de uso y de 
«decisión sobre las reglas del mismo estarán artificialmente disociadas: 
el derecho de uso no tiene ninguna efectividad si es separado del dere- 
cho de coproducir las reglas del uso común; entonces el derecho de 
«consumir la parte individual de un «bien» cuyo destino depende ante 
todo de la buena voluntad de su o sus propietarios es un derecho perfec- 


23. En la introducción de este libro. 

24. Según el documental de arte al que nos referimos ya en el capítulo 2 («Planeta en 
venta»), serían 1,6 millones de hectáreas las que habrían sido cedidas a inversores extran- 
jeros, cuando este país cuenta con un 80% de campesinos. En el caso de la compañía 
india mencionada en este documental, ¡el Estado habría cedido la hectárea a 10$ esta- 


dounidenses! 
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tamente inofensivo, o como mucho un derecho a «gestionar» un «recur- 


so» bajo el control de una instancia que es la única habilitada a tomar las 
decisiones.? En nuestra perspectiva —la de una praxis instituyente que es- 


tablece las reglas de uso común y de su prolongación como un uso instituyente que : 


procede a la revisión regular de estas mismas reglas— es decisivo, ante todo, 


que el uso de lo común esté ligado a la codecisión relativa a las reglas y a : 
la coobligación resultante. A falta de este vínculo, no se puede considerar * 


el uso como verdaderamente común, o, lo que para nosotros es lo mis- 
mo, no se puede considerar aquello de lo que se hace uso como un co- 
mún. Así, sostendremos que las licencias freeware y shareware no corres- 
ponden a un verdadero común, al menos en el sentido que aquí damos a 
esta noción. Ciertamente, convendremos en que tales licencias autorizan 
una utilización libre y gratuita, peto: ello no supone que el titular de los 
moníales: s se trata, por lo tanto, de un bien cuyo propietario autoriza el 
uso más amplio, en ningún caso de un común. Más en general, no 
basta con decir que la costumbre es el «derecho de servirse de algo de 
acuerdo con su destino»,” hay que afirmar que para ser verdaderamen- 
te común, la costumbre debe implicar la deliberación y la determinación 


colectivas, j por los propios interesados, acerca de dicho destino. Sólo con | 


estas condiciones la costumbre corresponde a lo que hemos llamado más 
arriba la «apropiación como conveniencia o finalidad», lo más lejos posi- 
ble de la apropiación como relación de pertenencia. Es igualmente en 
estas condiciones como se podrá dar su pleno sentido al doble deber que 
impone el gobierno de un común: deber negativo de no atentar contra 


25. A este respecto hay que disipar aquí un molesto equívoco acerca del sentido 
del verbo to manage: se ha adquirido la costumbre de traducir este verbo al francés por 
gérer (gestionar), lo que tiene como efecto que se pierda completamente de vista la di- 
mensión esencial de la toma de decisión y de su fuerza ejecutoria. Como se sabe, cierto 
discurso del mundo del management ha hecho sus delicias de tal ambigiiedad. Para noso- 
tros, el derecho de decidir define un derecho de «gobernar» y no de «gestionar». 

26. M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 237. Nuestro desacuerdo 
con esta autora, cuyo trabajo nos ha enseñado mucho en materia de derecho, se refiere 
esencialmente a su recurso a la noción de «cosa común» y a la ausencia de distinción 
entre lo «común» y la «cosa común» que de ello se deriva. Sin esta distinción nos parece 
imposible librarse de lo que hemos llamado la reificación de lo común. 

27. Ibíd., pág. 274. 

28. Sobre esta distinción, véase supra, capítulo 6: «Primacía de las prácticas creati- 
vas de derecho sobre el Estado». 
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el derecho de los otros usuarios, deber positivo de conservar la cosa co- 
lectivamente gestionada. Pero hay que negarse a tomar como modelo de 
tal deber la obligación que incumbe a las personas que usan o gozan de la 
cosa de otros, como el usufructuario o el arrendatario:? contrariamente 

a este tipo de obligación, que implica el reconocimiento del derecho de 

* propiedad de otros, el deber de conservación ligado al uso común pro- 
cede estrictamente de la coobligación que une a los gobernantes de un 
mismo común, con exclusión de toda referencia al horizonte de la pro- 
piedad. 

De ello se extraerá esta consecuencia esencial: no admitiremos aquí la 
noción jurídica de «cosa común», aunque sea a costa de un replanteamiento 
sustancial que la vincularía a procedimientos jurídicos en vez de abando- 

- narla a la pura naturalidad. En efecto, esta noción es profundamente in- 
adecuada porque autoriza la disociación del uso común y de la participa- 
ción en la elaboración de las reglas de dicho uso. Ciertamente, puede 
dejar en suspenso esta condición anteponiéndole el reconocimiento del 
hecho de que esas cosas puelen ser utilizadas por «todos», ampliando así 
el círculo de quienes utilizan las cosas comunes hasta los límites de toda 
la humanidad.” De este modo asimila lo común a lo universal, ignoran- 
do que la única universalidad de un común es de tipo práctico: sólo com- 
prende a aquellos que participan en su gobierno, coproduciendo las reglas de su uso 
y transformándolas a lo largo y en función de este mismo uso. A la inversa, la 
universalidad abstracta abre la vía a la confiscación de lo común por los 
únicos actores reconocidos por el derecho público internacional, esto es, 
los Estados.” Llegamos entonces a la siguiente paradoja: algunas cosas 
son «comunes» por la universalidad de su destino, pero reservadas, en la 
práctica, a una categoría muy reducida de «usuarios». 

Esta dificultad sólo puede ser superada si se quiere admitir que úni- 
camente hay comunes y no cosas comunes, y que únicamente a través 
de los comunes, no mediante un acto de derecho separado de todo 
compromiso en una coactividad, ciertas cosas se vuelven comunes a 


29. M-A. Chardeaux, Les Choses communes, op. cit., pág. 361. 

30. Ibíd., págs. 313-314: «Todos es una pluralidad de personas no individualizadas, 
es la “comunidad universal del género humano”, la humanidad por entero». 

31. Ibíd., pág. 314. La autora invoca la relatividad del derecho internacional pú- 
blico para explicar que las normas de tal derecho, cuya aceptación es sometida a la bue- 
na voluntad de los Estados, «sólo muy raramente tienen un alcance universal». 
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«todos» —término este último que debe extenderse para significar a to- 
dos los practicantes respectivos de dichos comunes—. En otros términos, 
la noción de res communis es en sí misma reificante, y por eso debe ser 
recusada y no ampliada o, incluso, refundada. Así, tenemos que avanzar 
hacia una definición del derecho de uso que, en lugar de hacer de él un 
derecho de propiedad «ampliado» entre otros, lo dirija contra el derecho 
de propiedad, ya se éste privado o estatal.? Dos ejemplos permitirán dar 
a las consideraciones anteriores su pleno alcance político. 

El primero es el de la ocupación de las tierras de la granja de Somon- 
te, en la provincia de Córdoba (España), por cientos de obreros agrícolas 
desde marzo de 2012.* Estas tierras son desde los años 1980 propiedad 
del gobierno autónomo andaluz, dirigido entonces por el PSOE, que había 
comprado decenas de millares de hectáreas a los grandes propietarios te- 
rratenientes con el fin de una reforma agraria. En vez de proceder a la 
redistribución de estas tierras, el gobierno autónomo había dejado la ma- 
yoría de ellas bajo la responsabilidad del Instituto Andaluz de la Reforma 
Agraria (IARA), que las había destinado, ya sea a cultivos extensivos, ya sea 
a proyectos de investigación financiados por subvenciones europeas (por 
ejemplo, la producción de agrocarburantes). En 2011, para hacer frente 
a dificultades financieras, el gobierno había puesto en venta por medio de 
subasta 22.000 hectáreas de tierras gestionadas por el 1aRa. En esta situa- 
ción, los obreros agrícolas decidieron la ocupación de las tierras de So- 
monte con su sindicato: en efecto, la granja iba a ser vendida a especula- 
dores, los mismos que poseen más del 60% de las tierras más ricas de la 
comunidad y confiscan para su beneficio la mayoría de las ayudas agríco- 
las. Desde la ocupación, la venta de las tierras fue suspendida. Pero si este 
movimiento es importante, muy particularmente desde el punto de vista 
de una política de lo común, es porque los ocupantes no reivindican la 


propiedad de la granja de Somonte, exigen un derecho de uso recordan-. 


32. Resulta revelador a este respecto que el prefecto de Roma repligara a los ocu- 
pantes del teatro Valle, tras el reconocimiento como fundación del Teatro Valle Bene 
Comune por un notario, que no tenía ningún derecho a disponer de una sede legal «sin 
la autorización del propietario legítimo». No se puede significar mejor la oposición al 
reconocimiento del derecho de uso en nombre del derecho de propiedad. Véase Teatro 
Valle Occupato, op. cit. 

33. Se encontrarán las informaciones relativas a esta ocupación y a sus objetivos en 
www.bastamag.net. En esta página es donde hemos encontrado los elementos de análisis 
que usamos en la continuación de este desarrollo. 


- 
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do que esas 400 hectáreas no han alimentado a nadie desde hace veinte 
años. Como dice una de las ocupantes: «La tierra no pertenece a nadie. 
No es una mercancía. Debe estar en manos de aquéllos y aquéllas que la 
trabajan. Nosotros la ocupamos para alimentar a nuestras familias y vivir 
dignamente».* Con esta afirmación, es todala cuestión de-la finalidad o 
del destino el que se plantea en términos prácticos: «estar en manos de» 
no tiene aquí el sentido de pertenecer como objeto de propiedad, sino 
que remite precisamente a la codeterminación delos fines del-uso-común 
por parte de quienes cultivan la tierra. Si los jornaleros decidieron rom- 
per con las prácticas de la agricultura intensiva cuyo efecto es dejar la 
tierra agotada, es porque consideran que estas prácticas van contra el 
destino social de la tierra: la satisfacción de las necesidades de los campe- 
sinos y de las familias de la región. Es finalmente todo un-proyecto de 
agricultura ecológica —recurso a las simientes tradicionales, plantación 


de varios centenares de árboles, recuperación del agua potable, etc.— la | 


que tiende así a organizarse a través de una cooperativa de trabajadores. 
El segundo ejemplo esiel de la puesta en común de las semillas tradi- 
cionales, a iniciativa de Vandana Shiva. Más arriba ya hemos menciona- 
do* el combate llevado a cabo por su asociación contra el depósito de 
una patente por parte de una sociedad agroalimentaria norteamericana 
destinada a apropiarse de las propiedades fungicidas de un árbol, el neem 
(azadirachta indica), empleado desde hace siglos por los campesinos indios. 
Se pueden extraer tres enseñanzas principales de este combate. En primer 
lugar, el papel de los Estados como coposeedores de las patentes con las 
empresas privadas: la patente registrada por la sociedad norteamericana 
era poseído simultáneamente por esta sociedad y por el Departamento de 
agricultura de los Estados Unidos, del mismo modo que el «Terminator» 
de Monsanto, que prohíbe a los campesinos reutilizar sus semillas para así 
- obligarlos a comprarlas nuevas, pertenecía al mismo tiempo a Monsanto 
. y al gobierno norteamericano. Ahora este papel de los Estados tiene mu- 
cho más peso todavía, debido a que el protocolo de Nagoya sobre el 
acceso a los recursos genéticos (2010) no obliga a los Estados que quieren 
utilizar los saberes tradicionales a obtener el consentimiento previo, dado 
con conocimiento de causa, de las comunidades depositarias de dichos 


34. Estas palabras son citadas en la página de bastamag. 
35. Véase supra, capítulo 3: «La reivindicación de lo común contra la “propiedad 
intelectual”». 
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saberes. De este modo, el derecho interno de los Estados es la única regla' 


dotada de fuerza de ley. La segunda | enseñanza es relativa a la cuestión de . 
la legitimidad intrínseca de los registros de patentes. ¿Cómo comparar los ' 


gastos que se puede permitir una empresa para financiar una investiga- 
ción destinada a registrar una patente con el trabajo multisecular llevado 
a cabo por una comunidad local para conservar y trasmitir un saber an- 
cestral? ¿Cómo evaluar este trabajo a partir de la medida de valor utiliza- 
da por una sociedad privada, preocupada ante todo de la «rentabilidad del 
capital invertido»? Podría surgir la tentación de asociar las comunidades 
y organizaciones locales con empresas, de tal manera que se puedan plan- 
tear «corregistros» de patentes que permitan distinguir las «buenas» paten- 
tes de las «malas». Pero esto sería tener muy poco en cuenta los usos y las 
prácticas que han hecho y que hacen, de estos saberes colectivos, «comu- 
nes» que deben permanecer fuera del régimen de la propiedad. Porque 
una cosa es publicar en revistas científicas el contenido reformulado de 
estos saberes, de tal manera que se cree un precedente que impida cual- 
quier registro de una patente por parte de una empresa, y otra muy dis- 
tinta alimentar la ilusión de que podría haber una práctica «cooperativa» 
del registro de patentes. Pero la tercera enseñanza del combate de Van- 


dana Shiva es, sin duda, la más preciosa de todas respecto a lo que podría 


ser una política de lo común. Gracias a su impulso ha sido creada la: 


granja de Navdanya, que permite que 10.000 campesinos de la India, de 
Paquistán, del Tíbet, de Nepal y de Bangladesh redescubran la agricultu- 


ra orgánica.* 


Tenemos ahí un buen ejemplo de la institución de un común me- 


diante la fijación de ciertas reglas, destinadas al mismo tiempo a luchar 
contra la biopiratería y a asegurar una puesta en común efectiva de los 
saberes, ya que esta puesta en común no es únicamente local sino ya 
transnacional. Tal institución, lo más alejada posible de lo que es el Ban- 
co Mundial de Semillas —controlado por los Estados y por las grandes 
empresas—, ganaría coordinándose con otras instituciones del mismo 
tipo a escala mundial, de tal manera que se creen las bases para un común 
mundial de las semillas. En todo caso, un ejemplo como éste nos enseña 
que la «guarda» de un común sólo puede ser confiada a quienes hacen de 


36. Sobre todos estos puntos, remitimos a las Actes des premiéres rencontres internatio- 
nales contre la biopiraterie, París, 15 de junio 2009, Collectif pour une alternative á la 
biopiraterie, pág. 31. 
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él un co-uso, y no a los Estados, que no pueden ser considerados como 
los guardianes de las «cosas comunes» encargados de dictar las leyes de 
obligado cumplimiento.*” El uso instituyente de los comunes no es un 
derecho de propiedad, es la negación en acto del derecho de propiedad 
en todas sus formas, porque es la única forma en que es posible hacerse 
cargo de lo inapropiable.** 


37. Como parece recomendarlo M-A. Chardeaux en Les Choses communes, op. cit., 
pág. 344. 

38. Para una concepción muy distinta, que hace del uso no un derecho sino algo 
enteramente exterior al derecho, véase G. Agamben, De la trés haute pauvreté. Regles et 
forme de vie, Rivages, París, 2013, págs. 145-172. 


Propuesta política 3 
Lo común es el principio 
de la emancipación del trabajo 


Nada, en el campo del trabajo, es fácil o evidente. Hasta tal punto las 
relaciones de fuerzas parecen desfavorables, la desindicalización ha gana- 
do terreno en las empresas privadas y la precarización ha tocado a los 
trabajadores asalariados hasta el corazón, por el miedo que engendra. El 
capital parece haber sometido a los trabajadores y las subjetividades de los 
asalariados hasta tal punto, que ya no parece posible ningún combate en 
este terreno, con la excepción quizás de las luchas defensivas para «salvar 
uno su empleo», que son las únicas que permanecen visibles. La cuestión 
que se plantea entonces es córno los asalariados podrían encontrar la fuer- 
za suficiente para recuperar una autonomía de representación y un poder 
de lucha, a falta de organizaciones sindicales poderosas, en el contexto de 
una relación distante y de desconfianza entre la población y los partidos 
políticos.?* Como hemos visto, algunos apuestan por una especie de au- 
todesarrollo espontáneo de la autonomía gracias al crecimiento de la «in- 
teligencia colectiva» y al efecto casi mecánico de los dispositivos digitales. 


Esto es, sin duda, hacerse ilusiones. Lo que enseña desde comienzos del ' 


siglo xIx la experiencia obrera, tan bien descrita por Edward Thompson. 


o por Jacques Ranciére, es que la autonomía de acción y de representa-! 


ción se construye mediante un largo trabajo de asimilación y de inven- 


1. La cuestión de la capacidad de actuar en las condiciones actuales de «desesta- 
bilización» de los estatutos y de las posiciones se plantea también a un nivel más amplio 
y concierne a todos los ciudadanos. 
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. ción cultural, moral y política. Dicho de otra manera, es mediante la 


acción colectiva y el trabajo crítico como podría surgir una nueva con- 
ciencia colectiva. 

Sobre este punto, a pesar de su debilitamiento numérico, las organi- 
zaciones sindicales deberían desempeñar un papel fundamental, dispu- 
tándole a la patronal su hegemonía ideológica y su monopolización del 
poder respecto a la forma del trabajo y la finalidad de la producción. Que 
la lucha de clases es política y que le da al sindicalismo su verdadera sig- 
nificación no es una idea nueva. Tal es la gran lección de Marx, para 
quien la fuente de la lucha de clases reside en la resistencia de los trabaja- 
dores a la lógica de acumulación y su rechazo de las formas de domina- 
ción que dicha lógica impone a su actividad. No era otra la inspiración 
de la Carta de Amiens de 1906, que atribuía —cosa que a menudo se 
olvida— al sindicalismo la «doble tarea, cotidiana y de futuro».? 

Volver a poner en el centro de las luchas la transformación de la or- 
ganización del trabajo, actualmente bajo la dominación al mismo tiempo 
extendida y detallada del caflital, es cosa difícil. Pero es un «resorte mo- 
ral», por retomar una fórmula de Jaurés, que no habría que dejar de lado 
y que se basa en la doble dimensión colectiva y social del trabajo. Esta 
doble dimensión se traduce, por otra parte, en una «conflictividad» a 
menudo poco visible, subterránea pero constante, a pesar del debilita- 
miento del asalariado organizado que hemos mencionado antes.? Esta 
realidad, negada hoy en día la más de las veces, sigue siendo la palanca 
más importante para pasar del reino de la cooperación forzada al actuar 
común emancipado. 

En la lógica abstracta del capitalismo, el trabajo se ve reducido a no ser 
más que un medio de acumulación del capital. Sin embargo, en la situa- 
ción concreta, el trabajo es la ocasión de múltiples vínculos entre traba- 
jadores y, sobre todo en el marco de los servicios, de múltiples relaciones 
entre trabajadores y clientes y usuarios. El asalariado no deja por comple- 
to en la puerta de su lugar de trabajo sus valores morales, su sentido de la 
justicia, su relación con lo colectivo, sus pertenencias sociales más diver- 


2. Sobre ese punto, véase D. Mezzi (dir.), Nouveau siécle, nouveau syndicalisme, 
Syllepse, París, 2013, pág. 113. 

3. S. Béroud, J-M. Denis, G. Desage, B. Giraud y J. Pélisse, La lutte continue ? Les 
conflits du travail dans la France contemporaine, Éditions du Croquant, Bellecombe-en-Bau- 
ges, 2008. 
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sas. Pero las consideraciones éticas y políticas no tienen ningún lugar 
reconocido en la vida económica desencastrada de las relaciones sociales. 
Hoy en día esto es todavía más cierto, cuando el management neoliberal 
actúa para separar más radicalmente el trabajo de su horizonte común. La 
nueva forma de dirigir al personal individualiza las relaciones que cada 
cual mantiene con su actividad profesional, rompe los colectivos, busca 
suscitar la rivalidad entre asalariados —a pesar de todos los bellos discur- 
sos sobre el «management participativo» — y al mismo tiempo pretende 
movilizarlos por un pseudo-patriotismo de empresa. Y el discurso predo-. 
minante, que opone sistemáticamente el «verdadero trabajo» eficaz de las 
empresas privadas al sector público inútil y demasiado costoso, mina to- 
davía más la relación del trabajo concreto con el sentido de lo común. 

Sin embargo, la sociología del trabajo nos recuerda esta idea simple: 
se trabaja siempre con los demás. Muestra, por ejemplo, de qué modo los 
colectivos obreros habían sabido desplegar modos de resistencia a la ra- 
cionalidad capitalista bajo todas las formas posibles, que se podrían reunir 
bajo la doble denominación de resistencia cooperativa y de cooperación resis- 
tente: incluso las prácticas de trabajo lento, de sabotaje, de absentismo 
o de perruque* sólo pueden tener lugar dentro de cierta connivencia de 
grupo? Y el colectivo de trabajo debe a menudo eludir las prescripcio- 
nes jerárquicas y las reglas oficiales para hacer posible la realización de las 
tareas. Es el grupo obrero o asalariado el que hace que la cosa marche, 
defendiendo su autonomía frente a la dirección y los mandos, todo ello 
a pesar de los métodos de management destinados a romper la autonomía 
colectiva.! 


Pero también se trabaja para los demás. Daniele Linhart ha puesto de * 
relieve, en la estela de Durkheim, lo que ella llama la dimensión «altruis- 
ta» del trabajo.” Este componente moral del trabajo, que se traduce por 


el sentimiento de utilidad social de lo que se produce, la satisfacción 
ante el «buen trabajo», la apertura a los demás en la realización de la tarea, 


4. Nota del T.: Mantenemos el término en francés, al no haber encontrado equi- 
valente en español. Literalmente, «peluca», pero en este caso designa la práctica, por 
parte de un trabajador, de usar el tiempo o los medios de la empresa para hacer un tra- 
bajo distinto de aquel para el que se le paga. - 

5. Véase R. Linhart, L'Établi, Minuit, París, 1978. 

6. Véase M. Lallement, Le Travail. Une sociologie contemporaine, col. «Folio», Ga- 
llimard, París, 2007, pág. 251 y sig. 

7. D. Linhart, Travailler sans les autres?, Le Seuil, París, 2009. 
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es una dimensión poco estudiada, de tan habituados como estamos a in- 
terpretar las actitudes y las conductas de los trabajadores sólo desde el - 
punto de vista utilitarista del intercambio mercantil. Es Phillipe Davezies 
quien sin duda mejor ha expresado esa parte irreductible de lo común en 
el trabajo individual: | 


El desarrollo de la actividad del trabajo se nos revela así como el movimien- | 
to dinámico a través del cual el individuo integra progresivamente el cuida- 
do por la actividad de los demás. El placer que se puede experimentar se 
debe a que a través de este desarrollo el trabajador se descubre capaz de 
aportar al colectivo mucho más de lo que preveía la definición de su tarea. 
En esta perspectiva, la autonomía en la que desemboca el desarrollo de la 


actividad es muy distinta de un cierre del individuo sobre sí mismo. Por el 
contrario, lo libera de la tiranía de sus propias exigencias de satisfacción 
inmediata para abrirlo a la construcción de un mundo común. De este 
modo se descubre capaz de dar y, por lo tanto, de llevar a cabo actos libres 


x 
Trabajar es siempre comprometerse en un actuar común de dimensiones 
morales y culturales, incluso a menudo estéticas. Es precisamente por- 
que esta parte de lo común es, no sólo ignorada sino también reprimi- 


| 
que lo vinculan a los otros.? | 
| 
| 
da, que el trabajo bajo la dominación del capital es tan profundamente | 


frustrante y desmoralizador. Así lo ponía de relieve el sociólogo nortea- 


mericano Michael Burawoy cuando se preguntaba por qué los asalariados 
trabajan tanto como lo hacen incluso en el marco capitalista, cuando la 


teoría económica ortodoxa ve en el trabajador a alguien que sólo quiere 


escaquearse.? Lo que no puede comprender el economista mainstream es 
la parte de lo común en el trabajo, resumida así por Thomas Coutrot: «El 
obrero se compromete a fondo en su trabajo, no para aumentar los be- 


neficios de la empresa, sino para afirmarse como un miembro de pleno 
derecho de una comunidad, de un grupo de pares».*? Las facultades que 
se suelen atribuir al Homo economicus son incapaces de dar cuenta de esta 


8. P. Davezies, «Une affaire personnelle», en L. Théry (dir.), Le Travail intenable, 
La Découverte, París, 2006, pág. 256. Citado por Daniele Linhart en ¿bíd., pág. 34. 

9. M. Burawoy, Manufacturing Consent. Changes in the Labor, Process under Mono- 
poly Capitalism, University of Chicago Press, Chicago, 1979. Véase también M. Bu- 
rawoy, Politics of Production, Verso, Londres, 1985. 

10. T. Coutrot, Critique de l'organisation du travail, La Découverte, 2002, qe 63. 
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cooperación a menudo gratuita, que no se deja reducir ni siquiera a un 
interés bien entendido. 

El trabajo supone un «colectivo de trabajo» para ser llevado a cabo. 
Pero por colectivo hay que entender, evidentemente, mucho más que la 
agrupación de los trabajadores en un mismo lugar. Hay que entender lo 
instituido del trabajo, las tradiciones que se han depositado, las palabras y 
los gestos del oficio que se transmiten, todas las huellas a menudo poco 
visibles de la memoria del entorno, todos esos recursos transpersonales y 
genéricos que, al no pertenecer a nadie, no se pueden asimilar a un «ca- 
pital humano» compuesto de «competencias personales», como lo creen 
la ciencia económica y, con ella, el management privado y público. Lo que la 
sociología y la clínica del trabajo descubren en sus estudios es esta dimen- 
sión inapropiable del común profesional, la única que hace posible el 
trabajo individual.'* El trabajo, cuando no es completamente obligatorio 
y estrictamente canalizado, revela ser también creativo, o como aquí lo 
venimos diciendo, instituyente: vínculos de camaradería, gestos nuevos, 
modos de coordinación y de cooperación y, sobre todo, reglas tácitas de 
ayuda mutua y de connivencia entre asalariados. El trabajo crea y renue- 
va el medio en el que se desarrolla, sostiene una regla colectiva, implícita 
e informal, de cooperación. Produce sus propias condiciones de efectua- 
ción, en la medida en que le es posible constituye sus marcos morales, 
«hace sociedad», evidentemente, dentro de los límites de las constriccio- 
nes burocráticas y los imperativos gerenciales que sobre él pesan. Así, no 
se trata de que la cooperación sea una obligación prescrita por un sistema 
de reglas explícitas, sino más bien de que la co-actividad en el trabajo se 
acompaña de una obligación, aunque sea mínima de sentido de lo co- 
mún. Esta relación con lo común se traduce por signos de reconoci- 
miento, palabras familiares, bromas, etc., que constituyen esa parte, a 
veces tenue, de institución y esa realidad simbólica que puede ser frágil 
pero sin la cual el trabajo sería imposible. 

Es sin duda esta relación simbólica, en la base de los vínculos de reci- 
procidad, la que la dirección de la empresa trata de explotar en su bene- 
ficio, como lo vio perfectamente Thomas Coutrot: 


La productividad depende muy a menudo de la capacidad de la empresa 
para utilizar el juego de las normas sociales que se establecen en los colec- 


11. Véase Y. Clot, Travail et powvoir d'agir, PUF, París, 2008, pág. 147. 
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tivos de trabajo —para hacer que los asalariados «jueguen» a su favor—. 


Esto es todo lo que está en juego en la movilización de la fuerza de trabajo: * 


canalizar esta energía simbólica hacia la productividad, desviándola de la 
resistencia». La empresa neoliberal, explica Coutrot, practica también 
la «cooperación forzada»; no al modo, directo y brutal, despótico, de la 
manufactura o de la gran empresa taylorizada, sino por medio del mercado 
financiero que, al definir normas de eficacia productiva y de rendimien- 
to financiero, opera como una instancia disciplinaria que obliga a los asala- 
riados a cooperar para no perder su empleo.!” La empresa neoliberal hace 
de la competencia una causa con la que el asalariado debería identificarse. 
Exponerse a todos los riesgos de la guerra económica sería una actitud al- 
truista y valorada, mientras que los funcionarios y los asistidos serían los 
enchufados y los aprovechados de la Gran Causa nacional de la competiti- 
vidad. Como lo escribe Daniele Linhart, «el trabajo moderno ha inscrito al 
individuo en un perímetro reductor, el de la única causa de su empresa o 
de su ego, en detrimento de la sociedad. Conduce a cada uno al repliegue 
y a la incomprensión de lo que viven los demás».'* Las políticas del neoma- 
nagement que se basan en A competencia y la propaganda neoliberal, que 
estimula el odio contra la solidaridad y los servicios públicos, no hacen más 
que agravar esta pérdida del sentido de lo común y todos los sufrimien- 
tos que la acompañan. Los asalariados tienen la impresión de perseguir, 
bajo la coacción de su jerarquía o de normas abstractas, objetivos cuantita- 
tivos que no se inscriben en su concepción del oficio y del trabajo. De ahí 
una serie de patologías físicas o psíquicas cuyo costo humano y económico 
es considerable. 


La empresa neoliberal siempre se enfrenta a la «contradicción fundamen- 
tal del capitalismo» que, según Castoriadis, reside en el hecho de que la 
empresa debe solicitar la movilización y la participación de los asalaria- 
dos, reduciéndolos al mismo tiempo a simples ejecutores que obedecen 
a una lógica que permanece ajena al cumplimento de su actividad." Cas- 
toriadis deducía de este hecho que la acción política en el campo del 


12, T. Coutrot, Critique de P'organisation du travail, op. cit., págs. 70-71. 
13, Véase T. Coutrot, L'Entreprise néolibérale, nouvelle utopie capitaliste?, La Décou- 
verte, París, 1998, pág. 220 y sigs. Véase igualmente N. Alter, Donner et prendre. La coo- 
 pération en entreprise, La Découverte/Poche, París, 2010. 
14. D. Linhart, Travailler sans les autres?, op. cit., pág. 213. 
15. Véase C. Castoriadis, «Le mouvement révolutionnaire dans le capitalisme mo- 
derne», en Capitalisme moderne et révolution, 10/18, París, 1979, pág. 105 y sigs. 
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trabajo debía tener como objetivo pasar de una cooperación forzada a 
una actividad autodeterminada y autoorganizada, basándose en este ex- 
ceso de la dimensión colectiva respecto a la definición formal y prescrita 
de latarea individual. Ayudar a que emerja este actuar común político en 
el trabajo asalariado explotado y alienado sigue siendo un eje de la lucha 
contra el nuevo management modernizado, que destruye todavía más ín- 
timamente la dimensión moral y colectiva del trabajo, transformando las 
subjetividades desde el interior. Enfrentarse al corazón de la dominación 
del capital sobre los trabajadores no es, evidentemente, nada fácil en la 
situación actual. Pero hay en la resistencia que ofrecen los trabajadores 
una fuerza potencial de protesta general contra la dominación capitalista, 
que la relativa anestesia actual de los asalariados no debe hacernos olvidar. 
Si los trabajadores siguen hoy en día vinculados a sus trabajos, a pesar de 
las condiciones de empleo y salariales que padecen, no es únicamente por 
alienación, servidumbre voluntaria o pura obligación económica: se debe 
al hecho de que el trabajo asalariado sigue siendo la actividad gracias a la 
cual los individuos en su masa se socializan y mantienen vínculos los unos 
con los otros. 

La cuestión del poder es por lo tanto central en la empresa. Depende 
de la propiedad, pero también es decisiva en lo referente a las desigual- 
dades en la organización del trabajo. La jerarquía reinante no tiene a 
veces nada que envidiar a las estructuras burocráticas más rígidas del ejér- 
cito o de la Iglesia. Esta subordinación tiene un efecto sobre el propio 
trabajo, sobre la «motivación» del trabajador y su creatividad, pero tam- 
bién sobre la vida social en su conjunto. Las actividades de ocio atrofiadas 
y pasivas, la sed de compensaciones mediante el consumo, están vincu- 
ladas a esta sumisión.'? Todo ello conduce a hacer de la recomposición 
de la organización del trabajo y de su reparto entre los escalones de la 
jerarquía funcional un imperativo político decisivo, al mismo nivel que 
el reconocimiento del derecho de todos los asalariados a participar en las 
decisiones colectivas que les conciernen. Esta exigencia es lo más precio- 
so que hay en la tradición socialista y el precio de su abandono por parte 
de la izquierda sindical y política es, como lo ha recordado Bruno Tren- 
tin, considerable. Pero es también en gran parte este abandono el que 


16. Véase sobre este punto R. Bahro en L*Alternative, Stock, París, 1979, págs. 
254-255. 
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resultó decisivo en el desenlace fatal de las economías del Este. La inca- 
pacidad de la casta dirigente para introducir la menor dimensión demo- 
crática en el trabajo y en la sociedad selló su fracaso. 

Rudolf Bahro, quien a finales de los años 1970 había hecho un análi- 
sis particularmente lúcido de las taras del sistema de producción burocrá- 
tico, proponía introducir en el dominio de la producción grupos crea- 
tivos restringidos, espacios y momentos de actividad libre, formas 
voluntarias de asociación productiva. Si bien la gran producción moder- 
na implica todavía por un tiempo —sostenía— tareas rutinarias, automa- 
tizadas, que suponen una alta dosis de procedimientos formales y pres- 
cripciones técnicas, la empresa moderna no estaba condenada a no ser 
más que una organización verticalizada y jerarquizada de tareas especiali- 
zadas y estandarizadas, no estaba condenada a la fatalidad de la burocra- 
tización weberiana. En su proyecto alternativo explicaba que los trabaja- 
dores pueden repartirse de otro modo el trabajo y reservar en su empleo 
del tiempo momentos de trabajo colectivo creativo que les permitan 
sobreponerse, al menos en uta parte de su actividad, a la atomización de 
todas las tareas repetitivas.*” Esta parte de actividad libre en la que los 
trabajadores recuperan la iniciativa no sólo es una necesidad para dar 
sentido a su trabajo, sino que es también fecunda en el plano de la inven- 
ción científica y técnica, aparte de que permite superar la fragmentación 
de la vida cotidiana en pedazos creando transversalidad entre las esferas de 
la vida social: «La fragmentación de la actividad humana en mil pequeñas 
sub-funciones desprovistas de importancia atomiza a los individuos. 
Mientras que el trabajo creativo colectivo que se enfrenta a problemas 
todavía no resueltos puede ser el punto de partida para restablecer una 
cooperación y una colaboración auténticas. !* 

Como se sabe, esta «alternativa» al socialismo burocrático aún no ha 
visto la luz. Pero debemos conservar su inspiración fundamental, consi- 
derarla todavía actual: lo común, en forma de una cooperación concreta 
en grupos libremente formados, es ciertamente una de las vías a seguir 
para contrariar los efectos de la dominación jerárquica en el trabajo y en 
la vida social, para permitir que cada cual se desarrolle en el marco de una 
obra verdaderamente colectiva. Volver a situar en el corazón de la lucha 


17. Ibíd., pág. 280. 
18. Ibíd., pág. 281. 


PROPUESTA POLÍTICA 3 


555 


política la cuestión de la organización del trabajo es la única respuesta que 
se puede aportar a las estrategias políticas del management neoliberal.* 
No basta con «enriquecer las tareas» o «consultar» de vez en cuando a los 
asalariados sobre sus condiciones de trabajo, es preciso que participen en 
la elaboración de las reglas y en las decisiones que les afectan. Es impor- 
tante seguir el combate sobre las normas de empleo, es decir, las reglas 
que dan un estatuto jurídico al asalariado, pero conviene también darse 
por objetivo la forma política democrática que corresponde al contenido 
cooperativo y a la finalidad social de toda actividad laboral, tanto en la 


empresa capitalista como en los servicios públicos o el mundo asociativo. 


Instituir lo común en el dominio de la producción implica que la em- 
presa, liberada de la dominación del capital, se convierta en una institu- 
ción democrática. Esta es también, por otra parte, la condición para que 
los asalariados puedan reorganizar el trabajo sobre bases explícitamente 
cooperativas. 


19. Véase D. Linhart, R. Linhart y A. Malan, «Syndicats et organisation du travail. 
Un rendez-vous manqué», Sociologie et sociétés, vol. 30, 1? 2, otoño 1998, págs. 175-188. 


- 


Propuesta política 4 
Hay que instituir la empresa común 


Liberar el trabajo de las garras del capital sólo será posible si la empresa se 
convierte en una institución de la sociedad democrática y no sigue sien- 
do un islote de autocracia patronal y accionarial. La idea no es nueva, se 
encontraba ya en el corazón de la «república social». «Hacer que la Re- 
pública baje al taller», según una expresión de los años 1830,1 era para los 


“obreros republicanos y socialistas romper la nueva feudalidad reinante en 


las fábricas y en los talleres. El. socialismo. se concebía entonces como la 
extensión de la democracia a la vida económica. Esta idea será retomada 
más tarde porlos católicos sociales del movimiento El Surco, a finales del 
siglo XIX y comienzos del siglo Xx. Marc Sangnier explicaba en este sen- 
tido: «No se puede tener una república en la sociedad mientras tengamos 
a la monarquía en la empresa». Y añadía: «La democracia política es in- 
suficiente: lo que queremos, es que el trabajador no sólo tenga un boletín 
de voto para nombrar a un representante político, sino que pueda, en la 
fábrica, participar en la dirección de los asuntos de la industria en la que 
trabaja»? Y Jaurés, con todos los socialistas de su época, no decía otra 
cosa cuando acusaba, a los economistas que eran partidarios fanáticos de 
la propiedad privada y que rechazaban todo principio electivo en econo- 
mía, de haber permanecido como los celadores de la monarquía.? Tam- 


1. Citado por P. Rosanvallon en La Démocratie inachevée. Histoire de la souveraineté du 
peuple en France, col. «Folio», Gallimard, París, 2003, pág. 340. 

2. M. Sangnier, Discours, tomo IL, Bloud, París, 1910, pág. 71. Citado por P. Rosan- 
vallon en ibíd., pág. 342. 

3. J. Jaurés, «Esquisse provisoire de Porganisation industrielle», La Revue socialiste, 
tomo 22, n* 128, agosto de 1895, pág. 144. 
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bién podemos encontrar rastros de esta idea en el espíritu de las leyes 
Auroux de 1982.* Después, el hundimiento ideológico de la «social-de- 
mocracia» borró esto por completo de los discursos y de los actos de los 
«socialistas». 

El capitalismo, en este punto, ha permanecido inflexible. Es el nudo 
de su dominación, el dogma central de su institución. Toda democracia 
en la empresa entra directamente en contradicción con la dominación 
del capitalista sobre lo que considera su propiedad exclusiva.? La sobe- 
ranía del propietario sigue siendo el principio dominante del contrato de 
trabajo, cuya ejecución sigue estando bajo su mando absoluto. El dere- 
cho del trabajo ha podido hacer progresar en muchos dominios la con- 
dición del asalariado; también ha superado, gracias a la invención de la 
«negociación colectiva», la ficción del contrato de trabajo entre dos indi- 
viduos iguales. Pero lo esencial de la dominación del capital se ha soste- 
nido: el vínculo de subordinación del asalariado que lo vincula a la em- 
presa permite privarlo de sus derechos mientras se encuentra bajo el 
imperio del propietario. Estefasalariado llamado «libre» pierde en realidad 
gran parte de su libertad sometiéndose a esta autoridad soberana, como 
lo indica el artículo L.122-35 del Código del trabajo francés, que dispone 
que los derechos de las personas y las libertades individuales o colectivas 
puedan sufrir todas las restricciones justificadas por la ejecución del tra- 
bajo. Esto es tanto como decir que la empresa permanece fuera del Estado 
de derecho. 

La empresa no existe en derecho, éste sólo reconoce a la sociedad, 
término que puede designar el acto de asociación y la persona moral que 
de él resulta. El artículo 1832 del Código civil, referido a las sociedades, 
la describe así: «La sociedad es instituida por dos o varias personas que 
convienen mediante un contrato afectar a una empresa común bienes o su 
industria con el fin de compartir o aprovecharse de la economía que de 
ello pueda resultar». La empresa, mencionada como una acción de varias 


4. Jean Auroux escribía: «Ciudadanos en la ciudad, los trabajadores deben serlo 
también en su empresa». Véase J. Auroux, Les Droits des travailleurs. Rapport au président 
de la République et au Premier ministre, La Documentation francaise, París, 1981, pág. 4. 

5. En Francia, todos los avances en esta dirección han tropezado con la oposición 
más determinadasdel patronato, desde el informe de Francois Bloch-Lainé en 1962 has- 
ta el informe de Pierre Sudreau en 1975, por no hablar de la tímida reforma Auroux de 
1982, que reconoce a los representantes de los asalariados el derecho de ser consultados 
a través del comité de empresa. 
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personas asociadas, no pertenece a nadie. Los capitalistas no son «propie- 
tarios» de la acción común, lo cual no tendría sentido, lo son de los medios 
puestos en común en la sociedad, representados ocasionalmente, en el 
caso de las sociedades cotizadas, por títulos de propiedad que se intercam- 
bian en mercados financieros de acuerdo con precios que varían en fun- 
ción de apuestas sobre el futuro hechas por inversores. Es pues por un 
abuso del lenguaje que los títulos de las sociedades en posesión de los accio- 
nistas son asimilados a la «empresa». Los asalariados, por su parte, que sin 
embargo ponen en común su cualificación, su saber y su «industria», no 
son propietarios de nada, no tienen ningún título de propiedad ni ningún 
derecho de apropiación de los resultados de la acción común. Están sen- 
cillamente sometidos al poder de los propietarios del capital, quienes les 
han alquilado su fuerza de trabajo. Sobre esta base firme, que ha perma- 
necido intacta, se apoya la reivindicación del «poder de los trabajadores» 
en la empresa. Se podría añadir incluso que esta base para la protesta se ha 
reforzado a medida que los asalariados han depositado en la empresa co- 
mún más saberes y experiencias, sin que esto sea reconocido de un modo 
que no sea el alza en la cotización de las acciones en los mercados finan- 
cieros. La cooperación y la inteligencia colectiva no tienen ninguna exis- | 
tencia jurídica, sólo tienen una traducción financiera indirecta que bene- 
ficia esencialmente a los propietarios y a los managers que están a sueldo 
de ellos. En el capitalismo financiero, el accionariado, aunque sea el más 
indiferente y efímero, es el soberano absoluto de la empresa, y todos 
aquellos que son sus «agentes» quedan. reducidos. a la posición. 1 de súbdi-. 
tos dirigidos, bajo | la presión de la competencia, a producir cada vez más 
plusvalía financiera. 6 El escándalo de la explotación se conjuga con el 
absurdo de tal situación, puesto que la empresa produce mucho más que 
valor financiero para los accionistas: produce y reproduce la sociedad. —, 
Instituir de un modo muy distinto este Órgano social que es la empresa : 
común, por retomar la fórmula del Código civil, es por tanto una cuestión 
decisiva para contrarrestar la hegemonía de la forma capitalista en la acti- 
vidad económica y en la vida social. Organización de producción, la : 
empresa debe ser también una institución política conforme a su destino 
social, que es vender bienes y servicios en un mercado. Pero ya conoce-: 


6. Véase B. Roger (dir.) L'Entreprise. Formes de la propriété et responsabilités sociales, 
Collége des Bernardins, Paris, 2012. 
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mos la dificultad con la que tropezó históricamente el socialismo: la pro- 

piedad llamada «social» o «colectiva» se redujo a una propiedad de un . 
Estado incapaz de practicar otra cosa que no fuese una gestión centrali- 

zada, burocrática e ineficaz. Se sabe también que Marx, Engels, Lenin y 

Trotski oscilaron en lo referente a las respuestas institucionales que se 

debía dar a estas cuestiones, en fórmulas oscuras O contradictorias.” Pocos 

son los que, como Jaurés, esbozaron la organización económica del so- 

cialismo. Distinguiendo la producción administrativa enteramente ges- 

tionada por el Estado y la producción corporativa gestionada por agrupa- 

mientos profesionales de forma autónoma y descentralizada, ponía en 
guardia contra los efectos tiránicos de una centralización excesiva: 


Entregar a los hombres de Estado y a los gobernantes, ya amos de la nación 
armada y de la diplomacia nacional, la dirección efectiva del trabajo nacio- 
nal [...] sería dar a algunos hombres un poder frente al cual el de los déspo- 
tas de Asia no es nada, ya que éste se detenía en la superficie de las socieda- 


des y no regulaba la vida Ona misma.* 


La propiedad social, descentralizada geográficamente y coadministrada 
por las comunas, las ramas industriales, los sindicatos y los Órganos profe- 
sionales, de acuerdo con la imaginación política de Jaures debía perma- 
necer bajo el control de los representantes electos de los trabajadores y de 
la nación, en el marco de un «Consejo nacional del trabajo» que fijaría la 
ley económica. 

Obviamente no se trata de imitar la concepción de Jaurés, que privi- 
legiaba la elección de representantes frente a la democracia directa, sino 
de comprender que lo común de la producción siempre se tiene que 
inventar. Entre la vieja fórmula de la «cooperativa obrera», que aun sien- 
do un laboratorio de prácticas colectivas permanece bajo la amenaza de 
la competencia capitalista, y la empresa nacionalizada dirigida por patro- 
nes y mandos cuya práctica difiere poco de la de sus colegas del sector 
privado, hay lugar para esquemas nuevos que pongan en primer plano la 
cooperación organizada por los propios trabajadores. Pero la dimensión 


7. Véase A. Artous, H. Maler y J. Texier, Marx et 1' Appropriation sociale, Syllepse, 


París, 2003. 
8. J. Jaurés, «Esquisse provisoire de organisation industrielle» (capítulo Iv de L*Or- 


ganisation socialiste de la France), La Revue socialiste, tomo 22, 1? 128, agosto de 1895, 


pág. 136. 
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cooperativa de la producción no debe ser confundida con la empresa coo- 
perativa. Las scoP (Sociedad Cooperativa obrera de producción) ofrecen 
indiscutiblemente un modelo interesante, aunque sólo sea por la prue- 
ba que han dado de la viabilidad de una actividad productiva fuera del 
esquema estrictamente capitalista. En ella los asalariados deber ser los 
propietarios mayoritarios, deliberan y deciden las grandes orientaciones 
en particular en materia de distribución de beneficios— y eligen a sus 
dirigentes. El principio de la democracia representativa que se aplica 
— una persona, un voto— se opone singularmente al poder absoluto del 
propietario —una acción, un voto—. Este principio demuestra el lugar 
atribuido al capital en la cooperativa obrera: ya no es un poder sino un 
medio, en conformidad con el principio inicial del movimiento coope- 
rador de Owen y de Thompson. El trabajo es colocado en el puesto de 
mando y el capital sólo tiene un valor instrumental. Pero hay que admi- 
tir que las SCOP siguen siendo pocas (algo más de 2.000 en Francia, con 
alrededor de 45.000 asalariados), apenas una décima parte de lo que re- 
presentan por sí solas las cooperativas agrícolas. Están sometidas a un 
entorno que no facilita en nada su expansión y su ampliación: la descon- 
fianza de los bancos limita su crecimiento y una voluntad política hostil 
puede resultarles fatal, como sucedió en el caso de la empresa L1P, liqui- 
dada en 1990 tras quince años de lucha. Es cierto que existen ejemplos 
de crecimiento ejemplar, como el del grupo cooperativo Mondragón en 
el País Vasco. Esta estructura agrupa a 116 cooperativas, 70.000 asalaria- 
dos (la mitad de los cuales son «socios») y una cifra de negocio de más de 
diez mil millones de euros.? Pero como lo indica Daniel Bachet, la ex- 
pansión de la cooperativa a nivel mundial se hace en detrimento del 
funcionamiento cooperativo, cuyo éxito está anclado en la historia y en 
la sociología de su región de implantación.* 

¿Cómo llegar al centro neurálgico del sistema capitalista, que sigue 
siendo la empresa privada? ¿Cómo instaurar un modelo alternativo a la 
corporate governance anglosajona que ha extendido su imperio en los últi- 
mos decenios? Examinemos la renovación actual de la reflexión sobre la 
institución de la empresa. Para salir del modelo de la empresa capitalista, 
algunos, como Daniel Bachet, proponen que la estructura de decisión se 


o Véase D. Bachet, Les Fondements de Ventreprise. Construire une alternative a la 
domination financiére, Editions de P Atelier, París, 2007, pág. 195. 
10. Ibíd., pág. 196. 
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base en dos entidades distintas: una en representación sobre todo de los 
accionistas interesados en el rendimiento de sus capitales, la otra en re- 
presentación de la empresa misma como entidad específica.'! La idea, 
más allá del detalle de las propuestas, sería dar una existencia institucional 
a la empresa, que se convierta en una realidad «superior» a los intereses 
particulares, de tal manera que los capitalistas no puedan liquidarla al al- 
bur de las lógicas financieras que los animan o en función del criterio 
exclusivo del beneficio. Esto supondría igualmente una revisión comple- 
ta de los modos de apreciar el «interés social» de su actividad, así como su 
valor. Lo esencial, en el fondo, sería «desmercantilizar» la empresa o, di- 
cho de otro modo, darle una forma institucional a la «comunidad de 
trabajo». Esto sería, evidentemente, ir a contracorriente de la financiari- 
zación de la economía, que ha negado de forma radical la dimensión 
institucional de la empresa, como lo dernuestra el auge de las prácticas de 
venta por troceamiento, las compras de empresas por apalancamiento 
de activos (Leveraged Buy Out, LBO) o la evolución de los modos de eva- 
luación de los activos y la natieraleza de los nuevos instrumentos de con- 
trol de gestión. 

En esta misma inspiración, Isabelle Ferreras, razonando por analogía 
con las etapas políticas seguidas por los países democráticos europeos, 
propone instaurar un «bicameralismo» en la empresa, forma de compro- 
miso entre los capitalistas y los trabajadores: una cámara para los lords 
capitalistas y otra para los commoners asalariados.'? ¿Se revolvería así la 
contradicción entre este «gobierno democrático del capitalismo» y la rea- 
lidad contradictoria y conflictual de la empresa? Cuando Ferreras sostiene 
que el «trabajo es el corazón vivo de la empresa»,!* nos preguntamos si 
el compromiso institucional no sería de corta duración: aceptando com- 
partir la dirección del proceso productivo con los trabajadores, ¿el capital 
estaría aún legitimado para quedarse con una parte de la producción. Es 
cierto que sigue habiendo una Cámara de los Lores e incluso una reina 
de Inglaterra... De forma general, la idea de que la democracia en la em- 
presa debería ser calcada de las formas y las instituciones de la democracia 


11. Ibíd., pág. 211; véase también D. Bachet (en colaboración con G. Flocco, 
B. Kervella y M. Sweeny), Sortir de l'entreprise capitaliste, Éditions du Croquant, Belle- 
combes-en-Bauges, 2007. 

12. L Ferreras, Gouverner le capitalisme?, PUE, París, 2012, pág. 10 y sig. 

13. Ibíd., pág. 20. 
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representativa parece tener poco en cuenta la invención de formas mu- 
cho más activas, participativas y permanentes de democracia. Y la cues- 
tión que se plantea, es sobre todo, si el capitalismo y la democracia no 
son algo inconciliables. 

Thomas Coutrot, que no cree en una conciliación semejante, piensa 
en una transmutación democrática de la empresa, tratando de superar el 
esquema, tradicional en los marxistas, del «control obrero» sobre la pro- 
ducción. Quiere tener en cuenta el conjunto de las interacciones sociales 
y de las «externalidades» de: una empresa, que no tiene sólo efectos 
económicos directos sino también efectos indirectos múltiples sobre la 
sociedad. Lo que él llama «control ciudadano» lo ejercería un consejo de 
administración compuesto de asalariados y de representantes del capital, 
pero también de actores de la sociedad interesados a títulos diversos en la 
actividad de la empresa y que pueden ser asociaciones de usuarios o de 
vecinos, ONG y representantes de las colectividades territoriales.** La idea 
de un tal «gobierno ciudadano» de la empresa permite evitar cierto eco- 
nomismo, presente en la tradición del socialismo desde sus orígenes, que 
tenía tendencia a reservar el control de la producción sólo a los produc- 
tores asociados. Se trata de reintegrar la economía en la vida social y en 
la sociedad democrática, introduciendo en el mundo de la producción la 
pluralidad de puntos de vista y su confrontación de acuerdo con reglas 
instituidas. 

Sea cual sea la línea de reflexión de los autores mencionados, se ve 
bien que la cuestión a la que tratan de aportar una respuesta práctica no 
es sólo la de como compartir de un modo más o menos justo el valor 
añadido entre capitalistas y trabajadores, sino cómo compartir el poder en 
la empresa. Y esta cuestión sólo se plantea desde el momento en que 


se es capaz de imaginar la empresa como una institución de lo común. La | 
negación del actuar común en el dominio del trabajo, en provecho de ' 
la única realidad financiera de la propiedad del capital, que da derecho al 
poder efectivo y exclusivo sobre el trabajo, es el principal cierre que es 
preciso hacer saltar para salir del capitalismo como sistema de dominación *, 
del dinero sobre el actuar. Como ya puede adivinar, lo que resultaría afecta- | 
do es la propia noción de mercado. No se trata, como algunos lo imagi- * 


naron en otro tiempo, de «suprimirlo» en provecho de un órgano buro- 


14, T. Coutrot, Démocratie contre capitalisme, La Dispute, París, 2005, pág. 171. 
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crático de planificación y de reparto. Se trata más bien de reencastrarlo 
en la sociedad, de inscribir la libertad de las elecciones individuales de 
consumo en marcos decididos colectivamente, en particular a nivel local: 
no seguir haciendo uso del consumidor en contra del trabajador, como 
ocurre hoy en día, sino construir una nueva institución cívica del merca- 
do que uniría el autogobierno de los productores con la soberanía colec- 
tiva de los consumidores. 
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Propuesta política 5 
La asociación en la economía debe 
preparar la sociedad de lo común 


Lo que en Francia se llama «economía social y solidaria» (ss) se distingue 
de las sociedades de capital por sus estatutos, su objeto social y su organi- 
zación interna de los poderes.' La economía social es presentada a veces 
como «otra economía» o incluso como una «alternativa al capitalismo»? 
La fórmula es a menudo ambigua: ¿se trata de constituir un polo social y 
solidario en una economía plural, junto a la economía capitalista y la 
economía pública? ¿O bien la economía social y solidaria debería «con- 
taminar» todas las formas de economía, como lo deseaban antaño los 
socialistas asociacionistas y cooperativistas? En todo caso, la economía so- 
cial es presentada como una vía principal de transformación. de la econo- 
mía en un sentido más democrático. Para Jean-Louis Laville, la Ess «se 
reúne en torno al rechazo a someterse a la ley del beneficio y una volun- 
tad de democratizar la economía». Y añade: «La idea directriz verificada 
empíricamente es que eficacia productiva y democracia no són: contra- 
dictorias, tanto más cuanto que en una sociedad de conocimiento y de 


e 


1. En otros países se habla de tercer sector o de sector no lucrativo (non profit). Pero 
estas denominaciones no cubren el mismo perímetro de actividades. Véase a este res- 
pecto los trabajos comparativos sobre el sector no lucrativo del Center for Civil Socie- 
ty Studies de la Johns Hopkins University: http://ccss.¡hu.edu/the-center/about-the- 
center 

2. T. Jeantet, L'Économie sociale, une altemative au capitalisme, Economica, París, 
2008. Un abordaje más crítico es desarrollado por P. Frémeaux, La Nouvelle Alternative? 
Enquéte sur l'économie sociale et solidaire, Alternatives économiques/Les Petits Matins, Pa- 
rís, 2013. 
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servicios, la inteligencia colectiva se convierte en una baza fundamen- 
tal».? La ess apuntaría a extender la democracia a la economía y a la so= 
ciedad, a desarrollar un vínculo social voluntario que se preocupa por la 
igualdad y la solidaridad, y demostraría que la economía no se reduce 
a la dualidad mercado/Estado, que la acción colectiva se mueve por otros 
principios y finalidades y tiene su lugar legítimo. 

El primer argumento de quienes presentan a la ess como un modelo 
alternativo en vías de realización insiste en la parte que ocupa en la eco- 
nomía, con casi un 10% de activos y un 6% del pI5.* El segundo se basa 
en su ejemplaridad democrática y su fuerza de atracción en un momen- 
to en que el capitalismo demuestra de nuevo su fracaso moral y econó- 
mico. Pero esto sería hacer creer que la economía social es una realidad 
homogénea. Las cosas son más complejas.? Por un lado, cada país tiene su 
propia definición, más o menos amplia, más o menos oficializada, dé lo 
que hay que entender por este término —que, por otra parte, EN tam- 
bién de un país al otro, lo cual no facilita las comparaciones; de otro lado, 
si tomamos como ejemploel caso francés, la categoría engloba formas 


muy diversas de.actividad y. de formas legales (asociaciones, coopera- 


tivas, mutualidades). Realidad compuesta y abigarrada; esta economía 
social no está presente en todos los sectores de actividad. Mientras que en 
Brasil la economía que allí es llamada «solidaria» es sobre todo una reali- 
dad en la agricultura del Nordeste, en Francia lo es en los servicios y muy 
poco en la industria. 

Cada historia nacional ha marcado con su huella el «espíritu» de la 
economía social, que está más o menos decantado hacia la caridad, la im- 


3. Jean-Louis Laville, Agir á gauche. L'économie sociale et solidaire, Desclée de Brouwer, 
París, 2011, pág. 15. 

4. En 1999, la publicación de un estudio internacional del Center for Civil Society 
Studies de la Johns Hopkins University había demostrado que el sector no lucrativo (non 
profit sector) representaba en los veintidós países estudiados el equivalente a un billón de 
dólares de ingresos, o sea, un monto equivalente al PIB de la octava potencia económica 
mundial. Véase L. M. Salamon, H. K. A Nheier, R.List, S. Toepler, S. W. Sokolowski 
et al., Global Civil Society. Dimensions of the Nonprofit Sector, The Johns Hopkins Center for 
Civil Society Studies, Baltimore, 1999. Disponible en: http://ccss¡hu.edu 

5. Véase D. Hiez y É. Lavilluniére, Vers une théorie de lPéconomie sociale et solidaire, 
Larcier, Bruselas, 2013. 

6. P. Singer, «L'économie sociale et solidaire au Brésil», en T. Jeantet y J-P. Poulnot 
(dir.) L'Économie sociale, une alternative planétaire, Editions Charles Léopold Mayer, París, 
2007, pág. 49. 
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tegración social, la producción de un modo alternativo o la lucha social. 
Philippe Frémeaux distingue dos lógicas: la lógica «asociativista» o «aso- 
ciacionista», surgida de las instituciones nacidas en el siglo xIx, cuya 
acción se centraba en la ayuda mutua y la solidaridad entre los miembros 
de una profesión o de una categoría social, y las instituciones que obede- 
cen a una orientación más caritativa, surgidas de la tradición religiosa.” 
La economía social no constituye, al menos por el momento, un con- 


junto social movilizado, ni a nivel nacional ni a nivel mundial, y ello a. 


pesar de la visibilidad creciente de algunas ONG. De este modo, resulta 
dificil hacer de este conjunto tan diverso una «alternativa al capitalismo» 
y todavía menos ver en él la única alternativa concebible. Las fuertes 


presiones a las que están sometidas estas actividades por parte de las' 


empresas capitalistas y de los poderes públicos lo hacen todavía más di- 
ficil. Entre el mercado y el Estado, el espacio en el que tienen que mo- 
verse parece muy angosto. Los límites propiamente políticos de las aso- 
ciaciones son conocidos. Su libertad está limitada. Por poco que se 
desarrollen, están bajo el control de la administración, que sigue tenien- 
do en sus manos en exclusiva la declaración de utilidad pública. Y las 
actuales deliberaciones sobre la utilidad social corren el riesgo de ir en la 


misma dirección. Duguit ya había visto este peligro desde la ley de 


1901: «Los gobiernos siempre temen que la libertad de asociación y las 
agrupaciones libres se apoderen de dominios cuya dirección, incluso 
monopolio, quieren conservar».* 

Aunque muchos de los iniciadores de la economía social quieren ante 
todo cambiar los comportamientos económicos aportando ejemplos de 
otro funcionamiento posible, la realidad es a menudo muy distinta. Jean- 
Louis Laville cita a un responsable cooperativo, cuyo comentario resulta 
particularmente esclarecedor: «Las cooperativas querían cambiar el mer- 
cado, pero es el mercado el que ha cambiado a las cooperativas». Esto es 
particularmente cierto aplicado a los bancos cooperativos, pero también 
a numerosas mutualidades que, por una especie de isornorfismo, han 
cambiado tanto en estos últimos decenios que no ya no se distinguen 


7. P. Frémeaux, «L'évaluation de P'apport de P'économie sociale et solidaire», Infor- 
me dirigido a Benoit Hamon, Ministro delegado para la Economía social y solidaria y el 
consumo, septiembre de 2013, pág. 20. 

8. L. Duguit, Manuel de droit constitutionnel, Éditions Panthéon-Assas, París, pág. 286. 
(Trad. cast.: Manual de derecho constitucional, Comares, Granada, 2005.) 
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verdaderamente de las sociedades de capital. ? Sumergidas en el mercado, 


padeciendo la competencia de las empresas capitalistas, teniendo que 


adaptarse a los comportamientos utilitaristas de consumidores que buscan 
el mejor precio, denunciadas por los responsables políticos neoliberales y 
los medios patronales como «empresas subvencionadas» que falsean la 
competencia, pero también, a menudo, demasiado alejadas de las luchas 
sindicales y políticas, y encima preocupadas por su respetabilidad geren- 
cial, las empresas de la economía social parecen disolverse en las aguas 
heladas de la economía de mercado. Por otra parte, el Estado y las colec- 
tividades locales tienen tendencia a satelizar las asociaciones delegándoles 
misiones que de este modo son realizadas a menor costo por prestatarios 
de servicios no sometidos a las exigencias estatutarias de la función públi- 
ca. Lejos de promover «otra economía», el sector asociativo tiende a 
obedecer a una lógica de subcontratación a bajo precio del Estado social, 
y los trabajadores asociativos mal protegidos y mal remunerados han au- 
mentado en número en estos últimos años, cuando los funcionarios del 
Estado veían sus efectivos esfancarse e incluso recular.' 

En la necesidad de hacer frente a la «puesta en crisis fiscal» del Estado 
social y a la competencia de los países con bajos salarios, existe un gran 
riesgo de constituir la economía social como «un gueto de trabajadores 
pobres que llevan a cabo las actividades poco cualificadas y de baja 
productividad», como destaca Bruno Trentin.'* El sentido mismo de 
la acción de las «empresas sociales», como se tiende a decir hoy en día, 
podría ser para algunos reemplazar al Estado social en crisis. Tal es en 
todo caso la idea que se hace al respecto la OcDE.? La acción social se 
distingue a menudo mal de las prestaciones de los servicios sociales pú- 
blicos, respecto a las cuales los beneficiarios no desempeñan ningún papel 
activo; muchas asociaciones que han quedado bajo la dependencia de la 


9. J-L. Laville, Agir d gauche, op. cit., págs. 48-49. 

10. lbíd., pág. 25. Véase M. Hély, «L'économie sociale et solidaire n'existe pas», 
Laviedesidees.fr, 2008, y M. Hély y M. Simonet (dir.), Le Travail associatif, Presses uni- 
versitaires de París-Ouest, París, 2013. 

11. B. Trentin, La Cité du travail. Le fordisme et la gauche, Fayard, París, 2012, pág. 
422. (Trad. cast.: La ciudad y el trabajo: izquierda y crisis del fordismo, Fundación 1” de 
Mayo, Madrid.) 

12. Véase informe de la OCDE, «Le secteur á but non lucratif au XXI* siécle: un par- 
tenaire pour 'économie et la société», 2003, pág. 15. Véase el comentario de Thomas 
Coutrot in La Démocratie contre le capitalisme, op. cit., págs. 102-103. 
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financiación pública han perdido toda autonomía estratégica, y sobre 
todo la «democracia» con la que se presenta su «gobernanza» tiene más 
que ver con la retórica obligada, incluso con la pura y simple mascarada, que 
con la realidad. En las asociaciones, los asalariados están a menudo ausen- 
tes de las instancias de decisión, y en las mutualidades y en la banca coo- 
perativa, los asociados se desinteresan masivamente de ritos electorales 
vacíos de todo contenido verdadero. El procedimiento electoral de no- 
minación de los administradores, puramente formal, deja las manos libres 
a las oligarquías dirigentes para instaurar prácticas gerenciales que se ale- 
jan cada vez más de las inspiraciones socializantes iniciales. La economía 
social ha sido hasta ahora incapaz de afirmarse como un polo económico 
distinto, y todavía menos constituir una base a partir de la cual se pueda 
desarrollar otro tipo de economía. 

El resultado es que ni los asalariados ni los asociados tienen la sensación 
de participar en un proyecto político de alternativa a la economía domi- 
nante.!* En todos estos casos, es la dimensión política del «tercer sector» la 
que resulta dañada por prácticas gerenciales cada vez más omnipresentes. 
Esta realidad algo sombría pone de relieve un callejón sin salida estratégico, 
que por otra parte era previsible. La idea de que bastaría con deslizarse en 
los intersticios del sistema para ir abriendo brechas en él ya era considerada 
un sueño vano por los pensadores socialistas de las cooperativas. La lucha 
tenía que ser tanto sindical y política como cooperativa y mutualista. El 
socialismo llamado de los «tres pilares», el de Jaurés y Mauss, se basaba en la 
idea de que la lucha por otra economía tenía que ser necesariamente total. 

Es esta consideración, ciertamente, la que debería guiar también una 
política de lo común. La reactivación política del sector de la economía 
social es un objetivo muy importante. Está en juego una herencia muy 
importante que es preciso salvar, promesas que se deben cumplir.** Pero 
ello supone, también en este caso, hacer de este principio una línea de 
combate explícita. Esto es concebible hoy en día porque los principios 
fundamentales de la economía social y solidaria, herencia de una protesta 
contra las formas capitalistas de producción, mantienen afinidades electi- 
vas con el principio de lo común tal como lo hemos enunciado. Thierry 


13. Véase P. Frémeaux, La Nouvelle Alternative?, op. cit., pág. 111. 

14. Como lo destaca J-L. Laville, «la economía solidaria contemporánea, a menu- 
do presentada como nueva, es en realidad una resurgencia más que una emergencia» 
(Jean-Louis Laville, Agir a ganche, op. cit., pág. 23.) 


COMÚN 


570 


Jeantet presenta cierto número de características ideales de esta «otra eco- 
nomía», que encontramos, más o menos realizados, en la práctica: la li- 
bertad de iniciativa colectiva, la democracia interna, el justo reparto de 
los excedentes, la indivisibilidad total o parcial de los fondos propios, la 
solidaridad, la promoción del individuo, la independencia respecto del 
Estado.* Thierry Jeantet da esta fórmula que resume su espíritu: «Un 
proyecto colectivo sostenido por la cooperación de sus actores».?% A pro- 
pósito de las asociaciones, Philippe Chanial y Jean-Louis Laville insisten 
en el vínculo entre la forma cooperativa y el contenido solidario, entre 
las prácticas asociativas concretas y el objetivo cívico: «Lo que impulsa la 
creación asociativa en el sentimiento que se tiene de que la defensa de un 
bien común supone la acción colectiva», escriben.* Para decirlo más 
directamente, la coherencia ideal de esta economía reside en el anuda- 
miento entre la institución democrática del actuar común y la produc- 
ción de lo común como finalidad a la que se dirige la acción. La herencia 
sólo podrá revivir, por lo tanto, si el vínculo entre el objeto social —re- 
lacionado con la producción de lo común— y los principios democráti- 
cos del funcionamiento de la economía social queda firmemente res- 
tablecido, lo que a menudo dista de ser el caso en muchos de sus 
componentes. Es indispensable luchar contra la subordinación de los ob- 
jetivos a objetivos financieros o contra prácticas muchas veces poco de- 
mocráticas. Esto será decisivo en lo que se refiere a la contribución del 
sector a la lógica de lo común en su conjunto. Durante la transición, una 
mayor ayuda del Estado y de las colectividades territoriales será indispen- 
sable para compensar la presión de la competencia del mercado. Una 
condición esencial es hacer de la cooperación democrática un criterio de 
la contribución de la economía social a la sociedad y, por lo tanto, un 
criterio también para las ayudas, exenciones fiscales o financiaciones que 
se le deberán aportar. 

La lucha a librar en el seno de la economía social concierne también 
a la instauración de modos democráticos de evaluación de la «utilidad 
social» del proyecto y de la actividad de la asociación, que debe ser de- 


15. Véase T. Jeantet, L'Économie sociale, une altermative au capitalisme, op. cit., págs. 
31 y 33. 

16. Ibíd., pág. 55. 

17. P. Chanial y J-L. Laville, «Associationnisme», en A. Cattani y J-L. Laville 
(dir.), Dictionnaire de Pautre économie, col, «Folio», Gallimard, París, 2006, pág. 47. 
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terminada democráticamente implicando en ella a sus actores, asalariados 
o usuarios. La economía social, en ciertas condiciones, puede cuestionar 
el monopolio de la definición del interés general por parte del Estado 
y del valor por parte del mercado. Así es como la economía social podría 
demostrar su carácter potencialmente subversivo: ya no es posible medir 
el valor de la riqueza producida mediante el precio de las mercancías o 
como equivalente a un precio de mercado, como ocurre en la produc- 
ción pública.** Jean Gadrey, haciendo la síntesis de diversas iniciativas 
desde finales de 1990, ha propuesto una serie de criterios que permiten 
apreciar la contribución de las asociaciones a la sociedad. Podrían ser 
considerados de utilidad social los organismos que contribuyen «a la re- 
ducción de las desigualdades económicas y sociales, también mediante la 
afirmación de nuevos derechos, a la solidaridad (nacional, internacional 
o local) y a la sociabilidad, a la mejora de las condiciones del desarrollo 
humano duradero (en lo que se incluye la educación, la salud, la cultura, 
el medio ambiente y la democracia)».*” En los criterios que se han adop- 
tado se puede observar la importancia que adquiere la «producción del 
vínculo social». Pero la utilidad social no concierne sólo al impacto de la 
acción sobre la sociedad, su evaluación debe tener en cuenta también el 
efecto directo sobre los que en ella participan. Sería paradójico juzgar esta 


18. La medición contable del crecimiento no está adaptada al aporte en «riqueza» 
que representa la producción de las asociaciones. La riqueza es medida por lo general 
mediante stocks de bienes apropiados y por producciones de mercancías o de cuasi-mer- 
cancías, es decir, bienes no mercantiles cuyo valor es estimado por sus costes de produc- 
ción. Pero gran parte de las actividades sociales indispensables para la existencia escapan 
de la contabilidad. De ahí la perfecta estupidez de las evaluaciones cuantitativas en equi- 
valentes del PIB de actividades domésticas, del voluntariado, de las relaciones sociales, 
etc. Por otra parte, numerosos estudios de diversos autores (Alain Caillé, Jean Gadrey, 
Dominique Méda, Patrick Viveret) han mostrado que el crecimiento del PIB no corres- 
pondería ya en gran número de países a un crecimiento del bienestar. En términos 
contables, no se sabe medir la «utilidad social» de las actividades de la economía social o 
de otras formas de actividades que participan en lo que la jerga llama la «salud ambiental 
y social». Es ilusorio creer qué se podría llevar a cabo la objetivación de fenómenos re- 
lacionales y subjetivos difíciles, incluso imposibles, de cifrar. 

19. J. Gadrey, «L'utilité sociale en question. Á la recherche de conventions, de 
critéres de méthodes d'évaluation», en J-N. Chopart, G. Neyret y D. Rault (dir.), Les 
Dynamiques de l'économie sociale et solidaire, La Découverte, París, 2006, pág. 278. Véase 
también J. Gadrey, «Utilité sociale», en A. D. Cattani y J-L. Laville (dir.), Dictionnaire de 
Vautre économie, op. cit. Para una sintesis, véase D. Rodet, «Les définitions de la notion 
d'utilité sociale», Économie et Solidarités, vol. 39, n* 1, 2008. 
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contribución sin incluir a aquéllos, voluntarios, asalariados y beneficia- 
rios, que están implicados en una coproducción que les afecta. 


¿Se puede rehacer la sociedad a partir 
de la economía social? 


Si la movilización política es necesaria para emancipar la economía social 
de la tutela burocrática y de la competencia de lo privado, debemos pre- 
guntarnos qué lugar podría ocupar este tipo de economía en la sociedad 
futura. Los partidarios de la economía social destacan a menudo los méri- 
tos del «pluralismo económico». La salida del capitalismo sería entonces 
sinónimo de creación de una economía social que tenga en cuenta las 
aportaciones de la sociedad civil. Dar más espacio y visibilidad a estas for- 
mas de economía sería ya a su modo de ver un paso formidable, porque 
este reconocimiento mostraría que la motivación del beneficio no es el 
único estímulo económico,¿que el hombre no es sólo calculador, maximi- 
zador y egoísta, que los vínculos pueden contar más que los bienes y, quizás 
sobre todo, que la democracia y la eficacia no son incompatibles. En suma, 
este pluralismo tendría el valor de la ejemplaridad, al mostrar que la coo- 
peración es mejor socialmente y también a menudo económicamente que 
la hipercompetitividad. La economía social tendría así múltiples ventajas y 
virtudes: sería un contrapeso al mercado y limitaría su campo, mejoraría 
cualitativamente la intervención pública mediante su capacidad de «inno- 
vación social», llevaría a cabo una tarea educativa desarrollando el espíritu 
de la solidaridad y el de la responsabilidad ciudadana. 

También se le puede atribuir a la economía social una dimensión estra- 
tégica más ambiciosa. Según Thoma$5 Coutrot, la economía social está 
llamada a desempeñar un papel principal én la transición hacia la sociedad 
poscapitalista. En este escenario, la sociedad civil se movilizaría y se orga- 
nizaría poco a poco bajo la forma asociativa y cooperativa a todos los ni- 
veles, hasta constituir una fuerza mundial lo suficientemente fuerte como 
para contrarrestar las fuerzas del capitalismo financiero transnacional. Esta 
era también la concepción de André Gorz; quien imaginaba una multipli- 
cación de iniciativas colectivas que poco-a-poco constituirían un sistema. 
La economía social prefiguraría entonces una sociedad de actividades au- 
toorganizadas que realizaría la utopía falansteriana de Fourier a comienzos 
del siglo xIx y el proyecto de «sociocracia» de Fourniére a finales de este 
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mismo siglo, replicando al mismo tiempo la estrategia zapatista del rechazo 
a «tomar el poder». La creación de organismos cooperativos y de asocia- 
ciones libremente elegidas, autoorganizadas y autogestionadas al margen 
del mercado lucrativo y del Estado en el dominio de la alimentación, de la 
educación, del cuidado de los niños, del hábitat o del ocio, parece en efec- 
to relanzar el gran sueño de la constitución de enclaves emancipados en el 
seno de la sociedad. Evidentemente, esta estrategia depende sobre todo 
del deseo «de hacer y de vivir otra cosa» a una escala masiva. Supone con- 
diciones materiales, institucionales, subjetivas, que, si bien no están todas 
reunidas en el momento actual, podrían realizarse por efecto de un entu- 
siasmo colectivo por llevar a cabo esa «otra cosa» que tenga sentido, o por 
el rechazo de las formas capitalistas y mercantiles de producir e intercam- 
biar, ya insostenibles ecológicamente y psicológicamente repulsivas. 

Tal era, según Gorz, el objetivo del aumento del tiempo libre y de la 
instauración de una renta universal garantizada. Según él, estas medidas 
no estaban destinadas a estimular el «derecho a la pereza», sino a crear 
las condiciones de una sociedad autoorganizada. Las colectividades loca- 
les podrían dar su apoyo a este movimiento, la intervención del Estado 
social destinada a los desempleados, a los pobres, a los precarios, podría 
contribuir a una especie de empoderamiento colectivo con el fin de que 
los excluidos del sistema pudieran crear su propia actividad bajo una for- 
ma asociativa y cooperativa y tuvieran igualmente la posibilidad de orga- 
nizarla. Esta estrategia, tal como la preveía Gorz, se inscribe en una tra- 
dición que se ha negado a ver en el socialismo una economía de cuartel 
sometida a un mando central. La sociedad futura también debería basarse, 
ni más ni menos que la economía de mercado, en un principio de liber- 
tad económica. Pero en este caso, la libertad sería para todos y no sólo 
para los poseedores de capitales, porque sería de entrada colectiva. Mauss 
había recordado este principio en su crítica del bolchevismo. La apropia- 
ción colectiva no significa necesariamente la apropiación por el Estado, 
explicaba: «Hay lugar para otra libertad comercial e industrial: la de las 
propias colectividades, cooperativas, grupos profesionales, etc.».2 En esto 
no hacía más que registrar lo que había sido el fruto de todos los comba- 
tes del siglo xIx contra la concepción individualista de la sociedad que, 


20. M. Mauss, «Appréciation sociologique du bolchevisme», en Ecrits politiques, 
op. cit., pág. 544. 
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tras la ley Le Chapelier de 1791, prohibía de facto la libertad de asociarse 
para perseguir una finalidad, sin embargo, perfectamente lícita. 

Esta transición ecosocial de acuerdo con los principios de autoorgani- 
zación, de cooperación y de multiactividad, tal como la pensaba Gorz, 
presenta sin embargo un peligro: el del aislamiento en experiencias ence- 


rradas en su propia ejemplaridad y separadas del resto. Christian Arnsperger 


- está entre quienes más se han interesado en el problema de la transición 
hacia una sociedad poscapitalista.? La nueva democracia política, econó- 
mica y social «por abajo» implica optar por una vida simple, más autóno- 
ma y basada en la convivencia; que se podría traducir en la creación de 
comunidades locales más vivibles que las grandes metrópolis dominadas 
por los ritmos y las estructuras del capitalismo mundial. La convivencia- 
: lidad preconizada por Ivan Ilich y por André Gorz como vía de salida del 
capitalismo conduciría a una estrategia que Arnsperger llama «bi 
nalismo», que articularía los anclajes locales con solidaridades nuevas a 
nivel del pueblo, del barrio. Esto es indiscutiblemente un componente 
del necocomunalismo que ¿go debemos subestimar, pero que no será 
suficiente, desde nuestro punto de vista, para constituir una política de lo 
' común. Mediante una especie de reedición de la regla franciscana, se 
: querría alcanzar la salvación con una conversión ética hacia axiomas pos- 


capitalistas. Encontramos llamamientos de esta clase también en una iz- 
quierda que se considera radical y que no ve otra salida que una retirada 
general «fuera del poder», en una especie de sustracción fuera de la do- 
minación. Esto es echar a perder lo que puede aportar a la lucha por lo 
común la esfera de las asociaciones y, más generalmente, el dominio de 
las formas alternativas de producción. La acumulación de las prácticas 
alternativas tiene efectos de educación y de subjetivación que pueden 
ayudar a su posible traducción política y a su generalización. Porque lo 
más interesante que tienen estas prácticas mo es quizás su retirada del 
mundo, sino la fuerza de arrastre mucho más amplia que pueden tener 
sobre las subjetividades. A este respecto, convendría reflexionar sobre 
todas las formas de construcción de las políticas sociales y públicas que 
dan a las asociaciones un papel activo, permitiendo así a la población 
movilizarse y participar en las decisiones que le conciernen. 


21. Para una presentación de las «comunidades existenciales críticas», véase Ch. Arms- 
perger, Ethique de l'existence postcapitaliste, Le Cerf, París, págs. 246-457. 
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Propuesta política 6 
Lo común debe fundar 
la democracia social 


Para algunos, el objetivo de una política progresista consistiría esencial- 
mente en restablecer el Estado social, minado hoy en día por las políticas 
neoliberales. A esto es a lo que se dedican algunos de los que no se resig- 
nan al triunfo absoluto del capital. Desde el canto a Roosevelt hasta la 
conmemoración del programa de la resistencia antinazi, quisieran defen- 
der, e incluso extender, los progresos indiscutibles que han permitido a 
las clases populares y al conjunto de la población acceder a servicios pú- 
blicos y a beneficios diferidos de primer orden, como la salud, la educa- 
ción, la jubilación. Pero existe el riesgo, en un contexto marcado por las 
ofensivas «sin complejos» de la derecha y las renuncias cínicas de la iz- 
quierda «socialista», de que no se perciban ya los límites de este «social» 
muy particular que el Estado instauró desde finales del siglo xIx. A nues- 
tro modo de ver, conviene no olvidar nunca que lo común ha sido 
históricamente pervertido por el Estado, de tal manera que toda política 


que lo reivindica debería tener como objetivo, de entrada, devolver a la. 


sociedad lo que le corresponde, a saber, el control democrático de las 
instituciones de reciprocidad y de solidaridad que le han sido confiscadas 
por la alta Administración, dedicada ante todo, hoy en día, a reducir el 
espectro de intervención del Estado social y adaptarlo a las «exigencias de 
competitividad». 

Desde finales del siglo x1x, el Estado que pretende ser «social» se otor- 
ga el lugar de garante del «principio de solidaridad». La concepción de la 
sociedad civil como feliz asociación de propietarios co-contratantes, re- 
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presentados por sus representantes electos sabios y esclarecidos no pudo 
sostenerse, en efecto, frente a la evidencia del pauperismo industrial y la 
emergencia del socialismo. El gobierno liberal, no sin resistencia, tuvo 
que instaurar mecanismos de redistribución y servicios públicos sin los 
cuales una gran parte de la población hubiera estado condenada a la po- 
breza. Lo «social» propio de las sociedades modernas se construyó y se 
organizó como un sistema institucional, más o menos desarrollado según 
los países, que permitió integrar a la parte no propietaria de la población 
garantizándole un mínimo de seguridad —precisamente lo que se llama 
la «seguridad social»-— mediante el seguro voluntario y/o obligatorio y 
ciertos dispositivos de redistribución mediante la fiscalidad. 

El Estado social tiene por principio conciliar el régimen de propiedad 
privada y una «solidaridad» necesaria para contener los efectos más trági- 
cos de la economía sobre los individuos más desprovistos. De tal manera 
que podemos leer de dos modos distintos el sistema de welfare: como una 
forma, muy relativa, de desproletarización de la población y de desmer- 
cantilización del trabajo;' o gpmo una condición «social» para la perpe- 
tuación de un régimen económico basado en la acumulación de las ri- 
quezas privadas, incluso corno una condición para extender la salarización 
a toda la sociedad. En otros términos, si bien el Estado ha atenuado los 
efectos de la propiedad de los medios de producción, asegura su protec- 
ción mediante la pacificación de las relaciones sociales. 

Así, lo «social» tal como se ha establecido es producto de un conjunto 
de estrategias gubernamentales que, en respuesta a la protesta obrera, 
han puesto dique a la amenaza de revolución social y, de este modo, han 
restado a los conflictos sociales su dimensión propiamente política. Como 
lo demostró Giovanna Procacci, un «gobierno de la miseria» fue elabo- 
rado, entre la Revolución francesa y 1848, en respuesta a la aparición de 
una pobreza de masas de un nuevo tipo y buscando «desactivar el poten- 
cial antagonismo» que ésta suponía.? Este «social» es, por lo tanto, el 
modo en que el Estado ha tratado de dominar, mediante nuevas prácticas 
de administración, un conjunto de problemas de higiene, de amenazas 
políticas y de ilegalidades jurídicas que están vinculados a los desórdenes 
económicos -—las crisis— y a la indisciplina popular —las revueltas—. 


1. G. Esping-Andersen, Les trois mondes de UÉtat-providence, PUF, París, 2007. 
2. G. Procacci, Gouvemer la misére. La question sociale en France (1789-1848), Le Seuil, 
París, 1993, pág. 24. 
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En este sentido, -el Estado ha seguido formas de intervención guberna- 
mental más antiguas, relativizando los grandes dogmas liberales. La eco- 
nomía política, al igual que el discurso jurídico de los derechos indivi- 
duales «clásicos», no era capaz de responder a la cuestión planteada por la 
«miseria moderna» tan bien analizada por Tocqueville en su Memoria sobre 
el pauperismo en 1835. Por su parte, el socialismo aportaba una respuesta 
muy amenazadora para la clase dominante, al hacer énfasis en el derecho 
al trabajo y, sobre todo, en el poder del trabajo a través de la cooperación 
y la asociación. 1848 es el momento en que la burguesía republicana se 
ve obligada a inventar una nueva respuesta que concilie el mercado y la 
ciudadanía, la propiedad y la fraternidad. Esta respuesta, al mismo tiempo 
sociológica, moral y política, fue la solidaridad. 


Léon Duguit resume perfectamente la nueva presentación de lo social 


que tomó forma lentamente en el siglo xIx: 


La sociedad es una gran cooperativa donde cada uno saca partido de ciertas 
ventajas que aporta la división del trabajo. Pero, a cambio, si algunos sufren 
un perjuicio particular, si la cooperativa ha funcionado mal o las circunstan- 
cias son tales que las pérdidas afectan más a unos que a otros, entonces la 
colectividad entera debe intervenir para reparar el perjuicio que ha sufrido. 
La caja del Estado es de algún modo una caja de seguridad mutua en pro- 
vecho de los miembros de la sociedad.* 


Esta concepción de la sociedad como «cooperativa» y del Estado como ' 
«caja de seguridad» topó, no obstante, con una resistencia encarnizada de 
los economistas liberales y los juristas conservadores. Lo que ponía en ; 
cuestión —Duguit era muy consciente de ello— es tanto el exclusivismo ' 


propietario como la definición del papel del Estado limitado al manteni- 
miento del orden público y a la integridad del territorio. Se trata de dos 
absolutismos complementarios que se ven erosionados por el lugar que 
viene a ocupar lo social. Tal es el efecto a largo plazo de una contradicción 
que estalló en 1848 con el sufragio universal, que supuestamente debía 
garantizar al mismo tiempo la soberanía de todos y el derecho exclusivo de 
la propiedad burguesa.* De ahí la interpretación «estratégica» de la solida- 


3. L. Duguit, Souveraineté et liberté, op. cit., págs. 167-168. (Trad. cast.: Soberanía y 
libertad, Comares, Granada, 2013.) 

4. ]. Donzelot, L*Invention du social. Essai sur le déclin des passions politiques, Fayard, 
París, 1984. 
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ridad por parte de republicanos avanzados, que hacen de ella el principio 
de una república progresista, retomando por otra parte las notables antici- 
paciones de Condorcet sobre la escuela o los seguros sociales universales. 

La soberanía política no podrá sostenerse sin la solidaridad social entre 
las clases: con el solidarismo de Léon Bourgeois, la solidaridad se con- 
vierte en la gran filosofía de la HIT República y encontrará en las técnicas 
de aseguramiento su modus operandi? Ante la amenaza de los partageux y 
de los communeux,” la fracción avanzada de la burguesía responde con 
la «socialización del riesgo» y la «igualdad de oportunidades». Justifica la 
propiedad abriéndola a todos mediante la escuela y el trabajo, protegien- 
do a los menesterosos mediante la «sociedad del aseguramiento».” El se- 
guro redime al propietario, al mismo tiempo que parece responsabilizar- 
lo financieramente. Éste es, en todo caso, el precio que tiene que pagar 
para conservar sus bienes y gozar de ellos tranquilamente. 

Mientras que en un principio la solidaridad fue una exigencia socia- 
lista y una práctica proletaria que cuestionaba la propiedad, luego se con- 
vertirá en un asunto de Estaglo que permitía estabilizar la situación. Has- 
ta la Iglesia de León XIM admitió su utilidad, ratificando de paso la 
expresión «Estado-providencia»: «Que el Estado se haga pues, de un 
modo muy particular, la providencia de los trabajadores, que pertenecen 
a la clase pobre en general», se puede leer en Rerum novarum, del 15 de 
mayo de 1891. El Estado se convierte así en pastoral: «Debe, pues, rodear 
de cuidados y de una solicitud muy particular a los trabajadores». Cosa 
curiosa es que los republicanos franceses, que combatían a brazo partido 
la injerencia vaticana en los asuntos públicos, no llevaban a cabo una 
política muy distinta, aunque por supuesto partiendo de otras considera- 
ciones filosóficas.* Lo que permite una aproximación entre ambas con- 


5. Ibíd., pág, 75. Véase también F. Ewald, L'État providence, Grasset, París, 1986. 

6. Nota del T.: Los partageux fueron, durante la Revolución francesa, un movimien- 
to que exigía el reparto de las propiedades y la constitución de comunidades de bienes. 
Ante la fuerza que llegó a adoptar, la ley del 19 de junio de 1793 votada por la Conven- 
ción autorizó el reparto de bienes comunales siguiendo el principio igualitario por 
persona y no por familia (véase A. Soboul, «Les paysans “partageux” et la Révolution 
francaise», L*Histoire, n* 26, 1980). La expresión communeux se refiere a los partidarios de 
la Comuna de París de 1871. 

7. La expresión es de Francois Ewald. 

8. Véase A. Supiot, «Á propos d'un centenaire. La dimension juridique de la doctri- 
ne sociale de PÉglise», Droit Social, 1? 12, diciembre de 1991, págs. 916-925. 
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cepciones es la idea de que la solidaridad organizada por el Estado no le 
debe nada a una práctica instituyente popular; por el contrario, es dispen- 
sada por una providencia administrativa armoniosamente adaptada a la 
naturaleza de lo social o moralmente dictada por un derecho natural de 
origen divino. En el fondo de lo social estatal, lo que hay es una negación 
de lo común como actividad de los miembros de la sociedad. Es el Esta- 
do benevolente y bienhechor el que fija las reglas de reciprocidad, de 
ayuda mutua y de reparto de la producción. No son los miembros de una 
sociedad los que se han dado a sí mismos instituciones que regulan sus 
relaciones. La solidaridad entre asalariados y entre ciudadanos se convier- 
te así en una deuda contraída con el Estado bienhechor. 

Lo que nosotros llamamos «Estado social» es también, por supuesto, 
una realidad jurídica que ba transformado la condición del trabajo y del 
trabajador. Esta armadura legal hace del trabajo algo distinto que una 
simple mercancía negociada en el mercado laboral. Actúa mediante la 
ley, los acuerdos colectivos y las técnicas de seguros que acompañan al 
desarrollo del «derecho social», un reencastramiento del trabajo en la 
sociedad —por emplear un término de Polanyi—. ¿Pero no ha permiti- 
do acaso el Estado social consolidar la relación de dominación y explota- 
ción? ¿Qué balance debemos extraer en lo que se refiere a la promesa de 
la emancipación socialista? | 

La consecuencia sociológica de conjunto, según Robert Castel, es el 
advenimiento de la «sociedad salarial» después de 1945, que extiende la 
protección social a la mayoría de la población. Esta nueva forma de 
sociedad habría conseguido «superar la división propietarios/no pro- 
pietarios», construir una continuidad de condiciones sociales compara- 
bles aunque diferenciadas, sustituir la lucha de clases por la lucha por 


lugares en un mercado laboral asalariado generalizado y cuya imagen ha 
sido revalorizada.? Democracia y seguridad social, sin embargo, son . 


términos que ya no van juntos el uno con el otro; el deseo colectivo de 
autoorganización de la solidaridad social, que marcó el nacimiento del 
socialismo, ha desaparecido de la conciencia popular; la idea de que el de- 
recho social es fruto de relaciones de fuerzas siempre reversibles se ha 
borrado con el declive del movimiento obrero tradicional. El papel de 


9. R. Castel y C. Haroche, Propriétó privée, propriété sociale, propriété de soi. Entretiens 
sur la construction de Pindividu moderne, Fayard, París, págs. 83 y 96; y R. Castel, Les Mé- 
tamorphoses de la question sociale, op. cit., pág. 363. 
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los sindicatos de asalariados en la gestión de las cajas, ya fuertemente 
amputado por el «paritarismo» que se instauró, por ejemplo en Francia, 
tras la Liberación, perdió su sustancia con el peso creciente de la tutela 
estatal. El Estado social se convierte cada vez más en ese Estado provi- 
dencial que distribuye sus favores en función de la situación económi- 
ca, antepuesta a los derechos de los ciudadanos. Esto es similar a lo que 
anticipaba "Tocqueville cuando temía una gran máquina burocrática 
anónima que funcionaría de acuerdo con reglas universales, sin posibi- 
lidad de intervención de los ciudadanos sobre aquello que afecta a su 
vida. La solidaridad planteada por los socialistas que se oponían a la pro- 
piedad a comienzos del siglo xIx se ha convertido en una forma estatal 
que, aunque protege a los asalariados de los «riesgos inherentes a la ló- 
gica de mercado, los excluye de la decisión y la deliberación política 
debido a la administración estrictamente burocrática de los servicios 
públicos y de la protección social. En pocas palabras: la solidaridad de- 
mocráticamente organizada tal como la imaginaron los socialistas sólo 
se ha llevado a cabo en fornja de una protección social organizada es- 
tatalmente, al modo de una propiedad del Estado a merced de los cam- 
bios políticos. 

El Estado social se ve hoy en día atacado por las fuerzas conjugadas de 
la derecha y de la izquierda llamada «socialista», que han hecho suyo el 
principio de la «competitividad». La lucha contra estas fuerzas ofrece la 
oportunidad de replantear bajo una forma nueva la exigencia de lo co- 
mún en el campo social. El principio de lo común no conduce tan sólo 
a una defensa de las conquistas del Estado social, porque implica otro 
sentido de lo social distinto del solidarismo estatal. ¿Se trataría tan sólo de 
consolidar un conjunto de dispositivos de seguridad, de asistencia, inclu- 
so de beneficencia, gestionados por técnicos estatales que distribuyen 
bienes individualizado? ¿O bien se trataría de comprender la «democra- 
cia social» de forma políticamente más fundamental e históricamente más 
original, como un conjunto de instituciones que se dan a sí mismos los 
miembros de una sociedad para repartirse una parte de su producción en 
función de las necesidades que consideran más importantes? Esto supone 
que ellos mismos gobiernen el proceso y que tengan en cuenta tanto 
grandes orientaciones estratégicas como, a un nivel más limitado y local, 
cuestiones relativas a la gestión cotidiana de los servicios. Sin duda, la 
dimensión burocrática de la gestión de lo social es, en parte, inevitable. 
Cada grupo de asalariados no puede inventar y gobernar su «común so- 
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cial», para empezar porque las técnicas de aseguramiento suponen escalas 
mucho mayores. Pero las instituciones sociales no son necesariamente 
propiedades del Estado gestionadas por oligarquías dominantes subordi- 
nadas a los imperativos de «competitividad» o a las prácticas europeas del 


dumping social.' Al 


Así, la lógica de lo común que debe prevalecer en el campo social es 


la de la participación política directa en la decisión y en la gestión de lo 


que es «puesto en común». Los flujos financieros que circulan entre los 
contribuyentes y los beneficiarios no son «de nadie» en particular, del 
mismo modo que no están «a cargo» del empleador: en realidad, son usos 
de la producción decididos colectivamente y atribuidos individualmente. 
Se trata, por lo tanto, de revisar por completo la organización y la signi- 
ficación de la solidaridad en función del eje de lo común. Permitiendo la 
introducción de relaciones democráticas en el gobierno de los organis- 
mos sociales, se trata de transformar las Administraciones del Estado so- 
cial en instituciones de lo común. 


Ciudadanía social y económica 


La gran cuestión práctica es la de la ciudadanía en la sociedad y en la. 
economía. El término «ciudadanía» resulta ciertamente problemático 
porque puede designar a aquel que pertenece a una comunidad polí- 
tica sin hacer nada más que gozar pasivamente de derechos que, por 
otra parte, ni siquiera trata de defender. Como se sabe, éste es, desde 
Tocqueville, un diagnóstico bastante corriente de la condición del ciu- 
dadano moderno, quien no sería más que un «idiota» sumergido en un 
consumo insaciable de bienes individuales y en el goce pasivo de sus 
derechos subjetivos. Sea o no justa esta descripción, se trata de una vi- 
sión negativa que ignora toda una parte de lo que podemos entender 
por ciudadanía». 

Según el sociólogo británico Thomas Humphrey Marshall, la «ciuda- 
danía social» constituyó la gran invención del siglo xx.!* Define «ciuda- 


10. Las reformas sobre las jubilaciones ofrecen un ejemplo casi caricaturesco de las 
medidas impuestas a los asalariados sin un verdadero debate. 

11. Véase T. H. Marshall, «Citizenship and Social Class» (1949), en Class, Citizenship 
and Social Development, Anchor Books/Doubleday, Garden City (N. Y.), 1965. 
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danía social» como el conjunto de los derechos sociales relacionados con 
la protección social, la educación, la salud y el trabajo, derechos garanti- 
zados por el Estado que se añaden a las dos primeras capas sedimentarias 
de derechos: los derechos de la libertad civil adquiridos lentamente en los 
países europeos a partir del siglo xvi (libertades de la persona, de pensa- 
miento y de expresión, derecho de propiedad, derecho de contratar y de 
recurrir ante los tribunales) y los derechos políticos de organización y de 
sufragio en el siglo XIX, que se generalizan y se consolidan en el siglo xx. 
No cabía la menor duda en 1949, momento en que él hacía este análisis 
de que la dinámica igualitaria que había permitido la ampliación y la 
profundización de la ciudadanía en Inglaterra y en los otros países más 
avanzados conduciría a una «guerra» entre la dinámica de la ciudadanía y 
el capitalismo. Esto constituía una especie de evidencia histórica que se 
desprendía del hecho de que la historia de los últimos siglos había estado 
marcada por luchas que revelaban un uso activo de los derechos previa- 
mente adquiridos. Para él, la ciudadanía era inseparable del ejercicio ma- 
sivo y prolongado de las libegtades en materia de acción colectiva y, en 
particular, sindical; era inconcebible sin la acción política de los asalaria- 


dos. De un modo general, según Marshall, las distintas formas de ciuda- 


danía remitían todas ellas a formas de actividad, a derechos y a posibilida- 
des de acción, lo cual por otra parte explicaba, en su opinión, la dinámica 
de extensión de los derechos. La ciudadanía social se acompañaba por 


fuerza de la institucionalización de las formas colectivas de acción en el: 


dominio del trabajo. Pero Marshall preveía límites a este movimiento. Si 
bien la acción colectiva podría conducir a una modificación muy sensible 
de la estructura de las desigualdades, nada aseguraba su compatibilidad, 
en última instancia, con el capitalismo. De este modo, planteaba muy 
tempranamente los límites del compromiso posible entre el Estado social 
y el sistema económico dominante, por definición no igualitario. Lo que 
Marshall no veía tan claramente es que, dentro del compromiso que ya 
entonces se instauraba, el reconocimiento de los derechos a la protec- 
ción social y las políticas de redistribución tendrían como contrapartida 
la renuncia a toda verdadera ciudadanía económica en la empresa, la 
sumisión a las normas más despiadadas de la nueva organización del 
trabajo y, finalmente, la debilidad de la acción colectiva autónoma de 
los asalariados. 


de 
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Como señala Bruno Trentin,'? la izquierda oficial europea, e incluso 
mundial, tanto sindical como política, ha acabado hundiéndose ella sola 
a falta de haber podido prolongar y relanzar las protestas obreras contra el 
taylorismo y el fordismo de los años 1960 y 1970, como las luchas de los 
consejos italianos, las movilizaciones de los Os franceses y la resistencia de 
los shop stewards ingleses. Esta izquierda hizo suyo el doble ideal del scien- 
tific management y del welfare. El compromiso llamado «fordista», en el que 
la izquierda desempeñó el papel principal, promovió el maridaje del pro- 
greso de la racionalidad técnica con una dosis de solidaridad redistributi- 
va. El gran deal consistió en intercambiar la productividad alienante por 
el Estado social asegurador, la opresión en el trabajo por la protección 
burocratizada de la existencia. Una política de lo común debe conducir 
a reintroducir la dimensión del actuar común en el dominio del trabajo. 


12. B. Trentin, La Cité du travail, op. cit. (Trad. cast.: La ciudad y el trabajo: izquierda 
y crisis del fordismo, Fundación 1? de Mayo, Madrid.) 


Propuesta política 7 
Los servicios publicos deben 
convertirse en instituciones de lo común 


Plantear lo común como principio político no significa que haya que 
esperar del Estado que proteja y extienda lo común ampliando indefini- 
damente la propiedad pública, que desarrolle un poco más el dominio de 
la administración burocrática sobre la sociedad y la economía. El socialis- 
mo de la asociación en el siglo xIx y el comunismo de los consejos en el 
siglo xx buscaron precisamente separar, oponiéndolas, la forma institu- 
cional que debía adquirir el socialismo y la gestión burocrática de la 
economía por el Estado.' Pero estos movimientos, salvo raras excepcio- 
nes, no previeron el desarrollo de lo que se llama en Francia los «servicios 
públicos». Dicho desarrollo ejerció un efecto en el sentido opuesto sobre 
el socialismo, acentuando en el período de entreguerras su tendencia al 
estatalismo y al centralismo.? 

¿Los servicios públicos son instituciones de la sociedad o instrumentos 
del poder público? Al igual que la protección social, que hemos analizado 
más arriba, la forma estatal no agota la significación histórica de los servi- 
cios públicos, de modo que hay que considerarlos no únicamente como 


1. Véase, por ejemplo, A. Pannekoek, «La propriété publique et la propriété com- 
mune», publicado inicialmente en la revista Western Socialist, noviembre de 1947. Con- 
sultable on-line en http://bataillesocialiste.wordpress.com Ñ 

2. No fue así al principio porque los principales partidarios de los servicios públicos 
en los años 1880 fueron los «posibilistas», de acuerdo con la palabra despreciativa de Jules 
Guesde. Estos militantes del socialismo comunal, heredero del proudhonismo, tenían 
como estrategia la extensión local de los servicios públicos (véase P. Brousse, La Proprié- 
té collective et les services publics, Le Bord de 'Eau, Burdeos, 2011 [1910]). 
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instrumentos de dominación política, sino como servicios comunes de la 
sociedad que sólo han podido encontrar históricamente los medios para 
su crecimiento en el poder administrativo encargado del orden público y 
de la administración general de la población. De ahí la doble naturale- 
za de estos servicios: al mismo tiempo instrumento del poder público e 
institución social destinada a asegurar la satisfacción de los derechos de 
uso y de las necesidades de la población. Esto es tanto como decir que 
tales servicios son lugares de tensiones y de luchas y que no pueden ser 
contemplados unilateralmente ni como «aparatos de Estado» al servicio 
de la dominación burguesa ni como órganos ya plenamente al servicio de 
la sociedad. 

Interrogar el papel de los servicios públicos en la producción común 
no es nada evidente. Se tiene la sensación, a menudo fundada, de que no 
hay tarea más urgente que defender los servicios públicos de las políticas 
neoliberales. Lo que se llama hoy en día la «reforma del sector público» 
va en el sentido de la mutación neoliberal del Estado, con los fenómenos 
que la acompañan: precarización de los empleos públicos, refuerzo de la 
arbitrariedad jerárquica, debilitación de las capacidades de negociación 
de los funcionarios, destrucción de los últimos colectivos que resisten en 
el seno del aparato del Estado, del hospital público y de las colectividades 
locales. Pero oponerse a toda evolución democrática de los servicios 
públicos por un reflejo de «defensa del Estado» sería igualmente arriesga- 
do. La historia francesa de los servicios públicos tiene la característica 
notable de que éstos han conservado por mucho tiempo rasgos de sobe- 
ranía que establecen una distancia y una superioridad del funcionario 
sobre el usuario, confundiendo así el viejo ejercicio del «poder público» 
(potestas publica) con el servicio aportado a la colectividad. Jaurés hablaba 
con mucha razón de la arrogancia de los funcionarios franceses ante los 
- ciudadanos, debido a que siempre participaban en.su imaginario del «po- 
der absoluto» que había sido el del monarca del Antiguo Régimen.* La 


3. Las críticas ap Estado han sido instrumentalizadas desde hace mucho tiempo por 
los promotores de las privatizaciones. Gran parte de la derecha descentralizadora y auto- 
gestionaria de los años 1970 se ha convertido a los nuevos ideales del management capita— 
lista. Conviene ser Brudente, por lo tanto, en cuanto a la evolución de los servicios pú- 
blicos que se considera deseable, debido a las relaciones de fuerzas existentes. 

4. ). Jaurés, «L'État socialiste et les fonctionnaires», La Revue Socialiste, t. 21, n* 124, 
abril de 1895, pág. 392. 
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cuestión es entonces saber cómo transformar servicios públicos para ha- 
cer de ellos instituciones de lo común destinadas a los derechos de uso 
común y gobernadas democráticamente. No se trataría ya de concebir el 
Estado como una gigantesca administración centralizada, sino más bien 
como un garante último de los derechos fundamentales de los ciudada- 
nos respecto a la satisfacción de las necesidades colectivamente conside- 
radas esenciales, mientras que la administración de los servicios sería con- 
fiada a Órganos que incluyeran representantes del Estado, pero también 
de los trabajadores y de los usuarios-ciudadanos.? 

Acerca de este punto, es conveniente recuperar la inspiración más 
profunda de Marx cuando analizaba, por ejemplo, la organización de la 
escuela como un «común» avant la lettre. Como se sabe, Marx, de forma 
general, condenaba la injerencia del gobierno en los asuntos escolares, 
sinónimo para él de un adoctrinamiento ideológico particularmente ne- 
fasto. Los resúmenes de las discusiones en el seno de la Internacional, 
antes de los congresos de Ginebra en 1866 y de Basilea en 1869, y más 
aún sus anotaciones al margen del programa social-demócrata de Gotha 
lo demuestran sobradamente. Marx, durante una exposición ante el 
Consejo General de la Ar en agosto de 1869, ponía como ejemplo la 
escuela norteamericana y afirmaba que «la intervención del Estado no es 
absolutamente indispensable», entendiendo por ello que los municipios 
podían asegurar perfectamente lo esencial de su financiación y que su 
gestión podía ser confiada a consejos escolares locales. Pero si la educa- 
ción no debía ser necesariamente organizada por el Estado, ello era bajo 
la condición expresa de enmarcar esta gestión local mediante una ley 
general, velar por su aplicación mediante cuerpos de inspección y aportar 
garantías universales en lo que se refiere a la financiación igualitaria de las 
escuelas.* Así se ve que, para Marx, el Estado podía perfectamente 
«desaparecer» como gran burocracia (la «boa constrictor»), pero no debía 
dejar de desempeñar un papel jurídico y simbólico como garante de la 


5. El juicio sobre el carácter «fundamental» de los derechos y «esencial» de las nece- 
sidades está relacionado con la historia de las luchas políticas, las movilizaciones sociales 
y los valores, no con la naturaleza de los bienes en sí mismos, como pretende la teoría 
económica dominante, o con necesidades objetivas, como lo considera la sociología. 
Véase J. Fournier, L'Économie des besoins. Une nowvelle approche du service public, Odile Ja- 
cob, París, 2013. 

6. Véase K. Marx y F. Engels, Critique de Péducation et de l'enseígnement, textos reu- 
nidos y traducidos por R.. Dangeville, Maspero, París, 1976, págs. 228-229. 
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aplicación de los principios generales de la ley. Aunque, evidentemente, 
este análisis de la organización educativa norteamericana se quedó en 
gran parte sin desarrollar, hay que inscribirlo en la reflexión más general 
de Marx acerca del autogobierno (self-govermment) de la sociedad que en- 
contrará más tarde, en el comentario sobre la Comuna de París, su for- 
mulación más completa. En Jaurés, se encuentran tendencias municipa- 
listas semejantes y una interpretación que hace de los servicios públicos 
«servicios de ciudadanía», dependientes de opciones políticas generales y 
cogobernadas a cada nivel por actores directamente concernidos por su 
instauración. Estos autores situaron precozmente la cuestión democrática 
de los servicios públicos: para responder realmente a «necesidades colec- 
tivas» conviene que éstas sean expresadas, debatidas, elaboradas por vías 
democráticas. A falta de este compromiso cívico, el usuario es, ya sea un 
súbdito, ya sea un cliente, a veces ambos a la vez. En uno y otro caso, hay 
usurpación o dilución del interés general y pérdida de la dimensión de la 
ciudadanía. 

Pero ¿con qué condiciónipodemos pasar del servicio público al ser- 
vicio común? Esto implica una modificación considerable de la concep- 
ción que nos hagamos del Estado. Aunque se pueden recordar con razón 
los orígenes lejanos de la noción de «servicio público», enraizada en las 
categorías antiguas y medievales de la «utilidad pública» y del «interés 
general», no se puede olvidar que el Estado se construyó principalmente 
como imperium y no como obsequium.” La doctrina «sociológica» de los 
servicios públicos puede ilustrarnos acerca del cambio que implica el 
desarrollo de los servicios públicos en cuanto a la función, e incluso la 
naturaleza, del Estado. Según Léon Duguit, principal teórico del derecho 
público en la estela de Durkheim, un servicio público es una obligación 
positiva del Estado. Si la sociedad es considerada como lo que es, explica, 
es decir, como una gran cooperativa que coordina funciones diferencia- 
das, entonces hay que concebir las actividades públicas como funciones 
necesarias para la interdependencia generalizada característica del orga- 
nismo social. Los servicios públicos, que se multiplicaron, extendieron 
y diversificaron, obedecen a esta gran ley de la evolución social que es la 
diferenciación de las actividades. Esta tesis funcionalista se opone frontal- 


7. El Código de Justiniano emplea la fórmula obsequivm civilium munerum para de- 
signar a qué está obligado el que tiene una responsabilidad pública. 
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mente a la teoría soberanista del Estado como «dirección soberana de la 
voluntad común», de acuerdo con la definición de Otto Gierke.* No 
hay motivo entonces para atenerse a la concepción, al mismo tiempo 
falsa y reaccionaria, de los liberales que quieren limitar el Estado a «fun- 
ciones soberanas» (Ejército, Policía, justicia) que son, en realidad, para 
Duguit, servicios públicos. 

Pero hay muchos otros servicios públicos que aparecieron posterior- 
mente y que tienen todos ellos su justificación en el funcionamiento 
social, sin que ésta le deba nada a la vieja idea de imperium. Cuestionar su 
existencia y su extensión, como lo hacen actualmente los economistas 
ortodoxos, es no comprender nada de las condiciones de la vida social y 
económica moderna. Ya que estos Órganos responden a necesidades sur- 
gidas con la división del trabajo, son funciones necesarias para la vida 
colectiva. Duguit define el servicio público como «toda actividad cuyo 
cumplimiento debe ser regulado, asegurado y controlado por los gober- 
nantes, porque el cumplimiento de tal actividad es indispensable para la 
realización y el desarrollo de la interdependencia social, y es de tal natu- 
raleza que sólo puede ser asegurada por completo por la intervención de 
la fuerza gobernante».? Es, por lo tanto, una obligación de los gober- 
nantes, no una manifestación de su poder soberano: «Los gobernantes ya 
no son los Órganos de una persona colectiva que da Órdenes; son los ge- 
rentes de asuntos de la colectividad».** Más aún, no hay actividad de un 
gobierno que no esté sometida a esta obligación de servicio público: «El 
servicio público es el fundamento y el límite del poder gubernamen- 
tal».** Los servicios públicos están necesariamente organizados por el 
Estado porque crean las condiciones comunes de toda actividad social, 
colectiva e individual. En pocas palabras, el servicio público no es la ma- 
nifestación de la soberanía, sino la traducción de una necesidad objetiva 
que debe ser satisfecha; del mismo modo que no es una respuesta a dere- 
chos subjetivos previos, sino el efecto de una regla de derecho objetiva- 
mente fundada que engendra derechos individuales subsiguientes. Para 


8. Citado por L. Duguit en L'État, le droit objectif et la loi positive, Dalloz, París, 2003, 
pág. 2. 

9. L. Duguit, Manuel de droit constitutionnel, op. cit., pág. 73. (Trad. cast.: Manual de 
derecho constitucional, Comares, Granada, 2005.) 

10. 1bíd., pág. 77. 

11. Ibíd., pág. 74. 
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esta sociología, la autoridad distante y sacralizada del poder soberano no 
se adecua al papel de coordinación de las actividades en una sociedad 
moderna, que ro puede reducirse a la superioridad, respecto a los indivi- 
duos, de un «yó común» (Rousseau). Para explicarlo adecuadamente, es 
preciso más bien considerar la comunicación social entre los agentes de 
los servicios públicos y la población como una comunicación que debe 
llevarse a cabo entre grupos organizados, como los sindicatos u otras 
asociaciones, fuerzas que ejercen un poder moral sobre los individuos y 
que son capaces de orientarlos hacia el interés colectivo.'? 

¿Pero quién determina la necesidad del servicio según Duguit? ¿Cómo 
dejar en exclusiva a los gobernantes el cuidado de controlar la realidad de 
una necesidad y las modalidades de su satisfacción sin dar a los usuarios y 
a los agentes un poder de iniciativa, de control y de participación? Es 
preciso que el Estado esté en contacto con la población para estar adver- 
tido de sus necesidades y que confíe en sus agentes basándose en sus 
competencias específicas y sus relaciones directas con la población. Ésta es 
la conclusión que de todo ellogextraía lógicamente Duguit, para quien el 
aumento del tamaño y la diversificación de los servicios públicos reclama- 
ba su descentralización y su desconcentración. Según él, el Estado central 
debía velar por la coordinación de los servicios públicos, por su confor- 
midad con el derecho, pero tenía que saber delegar su desarrollo. En 
cuanto a sus agentes, dotados de un estatus que los protege de la arbitra- 
riedad de los gobernantes, debían tener un margen de acción suficiente 
en la apreciación del modo en que el servicio tendría que prestarse. 

Para los teóricos de los servicios públicos, la gran solución residía en 
el desarrollo organizacional y el reconocimiento político de la profesio- 
nalidad de los agentes. Sólo esta dimensión podía garantizar la objetivi- 
dad de las necesidades nacidas de la interacción social, a las que debía 
responder la acción pública. La organización de esta profesionalidad pa- 
saba por la formación y la legalización de asociaciones de funcionarios. 
Así, Durkheim fue favorable a la organización de grupos profesionales en 
el seno de las administraciones y Duguit, más adelante, apoyó la repre- 


12. Una de las peores consecuencias de las políticas neoliberales aplicadas a-los servi- 
cios públicos es la destrucción del «espíritu de servicio público», estimulada por el New 
Public Management, basado ampliamente en la concepción hiperutilitarista de los teóricos 
de Public Choice, que no ven en cualquier funcionario más que a un individuo centrado 
en su egoísmo más rudimentario. 
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sentación de los intereses profesionales por sindicatos en la función pú- 
blica. Pero estas agrupaciones profesionales y sindicales no eran concebi- 
das únicamente como órganos corporativos, sino también como Órganos 
de intercambio con la sociedad. La dimensión de lo «profesional» debía 
permitir precisamente superar la oposición entre lo social y lo político: 
«No hay órgano político viable y activo más que el que representa un 
elemento social y [...] por otra parte todo elemento social fuerte y cohe- 
rente se convierte de por sí en una fuerza política que se ejerce directa- 
mente o por representación».'? Esto suponía que el sindicalismo asu- 
miera plenamente su función política de contacto y de comunicación 
con la población: «En cuanto el sindicalismo se convierta en uno de los 
elementos esenciales de la estructura nacional, será por este mismo moti- 
vo una fuerza política, y su representación se organizará espontáneamen- 
te».** El Estado de los servicios públicos es ese Estado cuyo cerebro 
central está informado por los profesionales de las necesidades de la po- 
blación y responde a ellas de forma tan racional como sea posible. Tal es 
la concepción que se desprende, por ejemplo, de las Lecciones de sociología 
de Durkheim. 

Esta visión funcionalista da un lugar central a los «profesionales», en- 
cargados de asegurar la comunicación con la sociedad.* Maxime Leroy 
no dudó en hablar del advenimiento del «profesional» como un cuarto 
poder.'* Esta interpretación sociológica del servicio público revela el 
frágil equilibrio que se estableció en el derecho público francés. El reco- 
nocimiento, aunque dificil, del hecho sindical en la Administración del 
Estado sirvió como una caución democrática para un Estado que, por 
otra parte, seguía definido por el imperium tradicional. Pero este equili- 
brio era precario y estaba cargado de tensiones, en la medida en que las 
agrupaciones profesionales eran concebidas como órganos funcionales en 
el seno de un organismo integrador, no como organizaciones de lucha 
en una sociedad dividida. Pero, evidentemente, los sindicatos constituían 


13. L. Duguit, Manuel de droit constitutionnel, op. cit., pág. 185. (Trad. cast. antes ci- 
tada.) » 

14. Ibíd., pág. 186. 

15. Ibíd., pág. 136. 

16, M. Leroy, Syndicats et services publics, Librairie Armand Colin, París, 1909, pág. XI. 
Leroy, desde una óptica saint-simoniana, se pronuncia a favor de un Estado reducido a 
un papel de «gerencia» técnica dirigido por los sindicatos profesionales. 
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un medio que cultivaba valores opuestos a otros valores, en particular, a: 


los valores capitalistas. 

En suma, la sociología funcionalista no podía considerar el Estado como 
lo que es, un campo complejo de fuerzas y de luchas atravesado por conflic- 
tos de intereses y de valores, no un «órgano», un «aparato» o una máquina 
definido por su sola funcionalidad. De un modo general, la concepción 
sociológica del servicio público fingía ignorar las clases sociales y no quería 
ver en la sociedad más que un organismo que podía ciertamente tener 
«disfunciones», pero que no estaba consustancialmente dividido y en con- 
flicto.*” Al concebir la sociedad como una gran cooperativa ya realizada, 
Duguit no podía imaginar que el Estado conservaría todos los atributos de 
la dominación sobre la sociedad, con los peligros que esto comporta: 
violación de las libertades, desigualdad de tratamiento, arbitrariedad poli- 
cial, desequilibrios en la justicia, y hasta el expolio de la colectividad me- 
diante la venta del dominio público y los tratos de favor.'$ En su optimismo 
del todo positivista, tampoco podía imaginar que el Estado seguiría siendo 
considerado en la cultura juridiga como un poder público soberano. 


De los órganos públicos de la sociedad a las 
instituciones públicas de lo común 


Fue, sin duda, el gran politólogo inglés Harold Laski quien introdujo por 
primera vez en el análisis el conflicto existente entre la ética del «profe- 


17. Duguit llega al colmo de su idealismo cuando se escandaliza por el hecho de que 
el Estado no procure trabajo a los adultos válidos o cuando apela a la protección del Estado 
contra la explotación: «Es inadmisible que aquel que trabaja por cuenta de otros sea explo- 

“tado por su patrón y se le obligue a aceptar salarios de hambre, o a hacer un trabajo que 
está por encima de sus fuerzas; es un deber del Estado hacer leyes protectoras de los traba- 
jadores; al dictarlas no hace más que cumplir con su obligación de asegurar el libre desarro- 
llo de la actividad fisica del individuo». Véase L. Duguit, Manuel de droit constitutionnel, 
op. cit., pág. 299. (Trad. cast.: Manual de derecho constitucional, Comares, Granada, 2005.) 

18. Así, cuando plantea que los bienes del Estado no deben ser concebidos como 
propiedad del Estado, toma sus deseos por realidades: «Lo que se llama “patrimonio del 
Estado” está protegido jurídica y socialmente porque está afectando al conjunto de los 
servicios públicos», escribe (véase ibíd., pág. 79). Esto suponía olvidar que los gobernan- 
tes sólo idealmente están obligados para con la colectividad. Como hemos visto en los 
últimos decenios, se han comportado como depredadores del patrimonio público a tra- 
vés de privatizaciones cuyos primeros beneficiarios han sido ellos mismos. 
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sional del servicio público» y la ideología capitalista.!? Frente al amo om- 
nipotente de la economía victoriana se alza progresivamente la fuerza de 
los «técnicos» y de los «profesionales», que no hacen de su empleo tan 
sólo un ganapán, sino un medio para la realización de valores sociales: «Al 
mismo tiempo estas ciencias (ligadas a la industria) se han desarrollado, se 
han organizado como profesiones, han creado en su seno un espíritu de 
oficio cuya esencia es un rechazo a ser gobernado únicamente por moti- 
vos de ganancia personal».” Esto es cierto del ingeniero, del jurista, del 
médico, del docente o del soldado. En suma, estos profesionales, en con- 
tra de los valores dominantes, desarrollan una ética del servicio público 
que se convierte en una fuerza política amenazadora para la ideología de 
los businessmen.2 

Otros análisis posteriores han puesto de relieve que el Estado también 
es un campo de luchas internas, que oponen a los funcionarios «de abajo» 
—los relacionados con lo que Lipsky llama las street level bureaucracies— 
con los funcionarios de arriba —la «nobleza estatal»— de acuerdo con 
relaciones de fuerzas evidentemente desequilibradas.? Esta lucha no es 
tan sólo material, concierne igualmente al sentido del trabajo en la fun- 
ción pública. Bourdieu mostró de qué modo esta gran nobleza estatal, 
surgida de la Escuela Nacional de Administración (ENA, por sus siglas en 
francés) y del Instituto de Estudios Políticos de París (Sciences Po),? 
había llevado a cabo la «dernolición de la idea de servicio público» con el 
pretexto de querer gestionar los servicios públicos como empresas.?* 
Esta guerra que se desarrolla entre la «mano derecha del Estado» —la alta 
Administración convertida a la visión neoliberal— y su «mano izquierda» 
—los funcionarios dedicados a la «gestión de los problemas sociales» — se 
lleva a cabo por el control, no sólo de los servicios del Estado, mediante 
la reducción de la autonomía de los cuerpos profesionales animados por 
«valores arcaicos» que deben ser erradicados, sino también mediante el 


19. H. Laski, Democracy in Crisis, George Allen 8 Unwin Ltd., Londres, 1933. 

20. Ibíd., pág. 59. 

21. Ibíd., pág. 60. 

22. M. Lipsky, Street-Level Bureaucracy. Dilemmas of The Individual in Public Services, 
Russell Sage Foundation, Nueva York, 2010 (reed.). 

23. Nota del T.: École Nationale d'Administration (Ena) e Institut d'Études Politiques de 
Paris (Sciences Po). 

24. P. Bourdieu (dir.), La Misére du monde, Le Seuil, París, 1993, pág. 341. (Trad. 
cast.: La miseria del mundo, Akal, Madrid, 1999.) 
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control social de la población sometida, reducida a una masa de pobres 
divididos, atomizados y cada vez más vigilados. 
- En consecuencia, no podemos conformarnos con recuperar el dis- 
curso idealizado del Estado sobre él mismo. Más que limitarse a seguir 
la línea de defensa de los servicios públicos, se trataría de transformar 
los servicios públicos mediante la creación de órganos democráticos 
que den a los profesionales, pero también a los ciudadanos destinata- 
rios de dichos servicios, un derecho de intervención, de deliberación 
y de decisión, evidentemente dentro del respeto a las leyes generales y 
dentro del sentido de la misión propia de esta clase de servicios. Lo que 
se llama con una expresión ya desgastada «democracia participativa» no 
tiene más sentido que éste. Esta expresión tuvo una difusión mundial 
desde la experimentación del «presupuesto participativo» en Porto Ale- 
gre a finales de los años 1980. Se trataba entonces de «democratizar 
radicalmente la democracia».” Ciertamente, en la práctica, el ejercicio 
de la democracia participativa pronto se tradujo en simples consultas 
sobte los objetivos de una ggstión despolitizada, a niveles locales o mi- 
crolocales. El ejemplo de los «consejos de barrio», introducidos por la 
ley Vaillant en 2002 (llamada de «democracia de proximidad») demues- 
tra una verdadera dilución del concepto, ya que el proceso de deli- 
beración y de decisión permanece bajo el control de los ediles y de las 
Administraciones locales. En Francia, lo que a veces es presentado 
como la construcción de políticas públicas de la ciudad destinadas a 
«recrear el vínculo social» tiene a menudo el efecto, y a veces incluso el 
objetivo, de borrar los conflictos sociales y las contradicciones políticas. 
Sin embargo, se puede ver igualmente en el concepto el esbozo todavía 
muy imperfecto de otra forma de democracia, dirigida a transformar las 
formas de conducir las políticas locales en materia de servicios públicos. 
Más precisamente, esta exigencia de democracia directa no debe ser 
ignorada: abre, en efecto, la posibilidad de instituir servicios comunes a 
escala local, servicios que a su vez podrían formar una red para, impli- 
cando a la población en la construcción de las políticas, devolver su 
sentido a la ciudadanía política y social. Por otra parte, esta democracia 
participativa podría no quedar reducida al nivel «local», sino adquirir 


25. Véase M. Gret e Y. Sintomer, Porto Alegre. L'espoir d'une autre démocratie, La 
Découverte, París, 2005. (Trad. cast.: Portoalegre: la esperanza de otra democracia, Debate, 
Barcelona, 2003.) ] 
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una dimensión regional o supranacional. A este respecto 


ssp o el ejemplo 
italiano merece captar nuestra atención. E 


«I comuni per i beni comuni» 


La remunicipalización de la gestión del agua en Nápoles es, sin lugar a * 


dudas, el ejemplo reciente más llamativo de creación de comunes locales 
o, más exactamente, de servicios públicos locales gobernados como co- : 


munes. Tras el combate nacional contra la privatización del agua, que 
condujo a la victoria en el referéndum sobre el agua pública en junio de 
2011, el alcalde de Nápoles Luigi de Magistris y su adjunto «delegado 
para los bienes comunes y la democracia participativa», Alberto Lucarelli, 
por otra parte profesor de Derecho Público, compusieron una síntesis 
notable de la problemática de los «bienes comunes» y la democracia par- 
ticipativa. Aprovechando el impulso de la victoria en el referéndum, 
crearon un «establecimiento especial» de derecho público (azienda specia- 
le) llamado Acqua Bene Comune Napoli, tras una votación del Consejo 
Municipal de Nápoles en octubre de 2011. El principio que los guió * 
consiste en que los bienes comunes como el agua, pero también el cono- 
cimiento, la cultura, la educación, el mar o internet, suponen un gobier- 
no (governo) que no se ajusta al derecho público clásico y a las formas 
instituidas de gestión de la propiedad pública, sino a la «democracia acti- 
va», Única vía para salir de la crisis de la democracia representativa. Como 
lo explica De Magistris para justificar estas opciones, la sociedad está en 
una encrucijada: o bien vamos hacia una sociedad de la autoexclusión de 
los ciudadanos fuera del espacio público, o bien hacia una sociedad 
de plena participación activa en el «gobierno de los bienes comunes». No 
hay una vía intermedia. Conviene, por lo tanto, pasar de la denuncia y la 
indignación a la acción concreta y romper con la posición de espera que 
hasta ahora ha prevalecido.” 
La acción es local en el sentido de que da al municipio un lugar de- 
terminante en el gobierno de los bienes comunes. El eslogan «I comuni per 
i beni comuni», que juega con los dos sentidos de la palabra «comune» en 
italiano -—al mismo tiempo «municipio» y «común», resume bien el es- 


26. L. de Magistris, «Prefazione», en A. Lucarelli, Beni comuni. Dalla teoria all'azione 
politica, Dissensi, Viareggio, 2011, pág. 13. 
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píritu del movimiento: los bienes comunes son, en primer lugar, un 
asunto del gobierno de los ciudadanos del municipio. Pero esta lucha 
participa de otra más global por el «agua pública» que no se libra sólo en 
Italia, sino también en Europa y en el mundo. La experiencia de Nápoles 
tiene entonces un valor que supera de lejos el marco municipal. La bata- 
la del agua en Italia empezó en comités locales para «recuperar los bienes 
comunes», según la consigna popularizada desde la movilización antiglo- 
balizzazione en Génova en 2001. Los comités de Nápoles y de su región 
desempeñaron, desde mediados de los años 2000, un papel importante 
en la constitución de la red de comités del Foro de los Movimientos por 
el Agua. Paralelamente, el gobierno de Prodi encargó a la Comisión 
Rodotá que redactara para el Código Civil, en la parte relativa a la pro- 
piedad pública, un artículo que introdujera la noción de «bienes comu- 
nes», junto a la de «bienes privados» y «bienes públicos». En 2007 y 
2008,” la movilización, junto a Stefano Rodotá, de juristas como Al- 
berto Lucarelli y Ugo Mattei, permitió poner la cuestión de lo común en 
el centro del debate público ¿ ayudó al movimiento a imponer un refe- 
réndum en 2011 tras la colecta de millones de firmas. El referéndum de 
junio de 2011 permitió anular una ley anterior (el decreto Ronchi) que 
autorizaba la privatización de los servicios públicos locales, ley que Ber- 
lusconi y su gobierno habían conseguido hacer aprobar en nombre de 
una supuesta aplicación del derecho europeo.” El hecho de que millo- 
nes de electores impidieran la realización de tal proyecto es considerado 
por Lucarelli como un «acontecimiento de alcance revolucionario», por- 
que cuestiona categorías e instituciones de entre las más fundamentales 
del derecho público y, en particular, la dualidad infernal de la sobera- 
nía del Estado y la propiedad privada.” 

- Hay dos grandes lecciones que extraer de este acontecimiento. En 
primer lugar, Lucarelli muestra que la cuestión de los bienes comunes se 
plantea a un doble nivel, nacional y local. Es importante que la Consti- 


27. Se trata de la Comisión Rodotá por la reforma de las normas en materia de pro- 
piedad pública, que propuso introducir en el Código Civil la distinción entre tres clases 
de bienes: comunes, públicos y privados. 

28. Véase U. Mattei, Beni comuni. Un manifesto, Laterza, Roma, 2012, págs. 77-88; 
A. Lucarelli, «L'Europa: La leggenda dell'obbligo di privatizzare», II Manifesto, 1 de mayo 
de 2010. (Trad. cast.: Bienes comunes: un manifiesto, Trotta, Madrid, 2013.) 

29. A. Lucarelli, Beni comuni, op. cit., pág. 21 y pág. 23. 
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tución u otro texto jurídico fundamental hagan del «derecho a los bienes 
comunes» un derecho fundamental de los ciudadanos. Se trata, mediante 
la declaración de esta norma general, de evitar el peligro de una fragmen- 


tación en localismos y regionalismos que podría ser explotada por los 


enemigos de los bienes comunes.” Pero es igualmente importante que 


el gobierno de los comunes esté lo más cerca posible de la población. 
Esto es exactamente lo que Marx había establecido a propósito de la 
educación. Lucarelli comprendió perfectamente hasta qué punto la di- 
mensión activa de la relación entre los ciudadanos de la comuna y los 
«bienes» no es la de la apropiación bajo el modo clásico, sino la de rela- 
ciones entre sujetos que actúan para hacer efectivos cierto número de 
derechos, no a las cosas sino a su uso.” 

En segundo lugar, Lucarelli entiende que, a pesar de la lista muy tra- 
dicional de los «bienes comunes» que elabora la Comisión Rodota, al 
definirlos como lo hace en función de los derechos fundamentales de una 
colectividad, el libre desarrollo de la persona y el respeto a los derechos 
de las generaciones futuras, se quiso modificar en profundidad el derecho 
público, ya que los convierte en inapropiables por un sujeto de dere- 
cho cualquiera, aunque sea público.” En este sentido, Lucarelli indica 
que ha empezado una ruptura con la tendencia reificadora del derecho 
occidental, aunque no extrae de ello todas las consecuencias.* 

Esta acción municipal tiene como efecto no sólo sustraer al mercado 
cierto número de dominios, sino impedir que perdure un sistema políti- 
co basado en la corrupción, la prevaricación y la depredación. Cierta- 
mente, el mal no proviene sólo de la privatización por las multinaciona- 
les, sino también del tipo de uso que ha hecho de la propiedad pública el 
sistema de los partidos. Se comprende entonces por qué motivo Lucare- 


30. Ibíd., pág. 45. 

31. Ibíd., pág. 25. 

32. Ibíd., pág. 53. 

33. Ibíd., pág. 58. Por supuesto, la introducción de la categoría de los «bienes comu- 
nes» en el Código Civil no es la última palabra de la política de lo común en Italia. La 
ambigiedad de la definición de los «bienes comunes» por la Comisión Rodota, fruto sin 
duda de las relaciones de fuerzas, lastra la coherencia de los análisis. En efecto, es impo- 
sible conciliar la definición naturalista de los bienes comunes, que genera una lista bas- 
tante tradicional de «cosas comunes», con la definición por su objetivo, que sería la 
realización de derechos fundamentales y el libre desarrollo de la persona, todo ello al 
servicio de las generaciones futuras. 
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li quiere destacar el carácter revolucionario de la acción llevada a cabo 
en Italia. Se trata de socavar las bases de una «representación política» que 
se nutre de la propiedad pública mediante la distibución de cargos, el 
clientelismo, el nepotismo, cuando no de la desviación de fondos. * 

La «soberanía popular sobre los bienes comunes por medio de la 
participación de los ciudadanos» se traduce concretamente en el hecho 
de que los establecimientos de servicios públicos como ABC Napoli son 
gobernados por representantes de los usuarios, de las asociaciones eco- 
logistas, de los movimientos sociales y de las organizaciones de trabajado- 
res presentes en el Consejo de Administración y el Consejo de Vigilancia, 
junto a expertos y representantes de la municipalidad.** Obsérvese, en 
contraste, que fue una estrategia del todo distinta la que se puso en prác- 
tica en París para la remunicipalización de los servicios del agua. Los 
ciudadanos de París no fueron asociados de ningún modo al proceso que 
dio lugar al nacimiento de Eau de Paris y muchos de ellos ignoran 
que los servicios hídricos pasaron en 2010 a la Administración Pública. 
La «gobernanza» de la compañía autónoma Eau de Paris integra, por 
supuesto, a expertos, a cierto número de asociaciones y a representantes 
del personal, pero la mayoría del Consejo de Administración está com- 
puesto por cargos electos parisinos miembros de los distintos partidos.* 
Lo que así se privilegia es la doble legitimidad del experto y del cargo 
electo, en detrimento de una participación de los usuarios. Sin quitarle 
valor a esta municipalización, en la capital de un país que alberga a las 
mayores multinacionales capitalistas, del agua, de este modo permane- 
cemos en el marco clásico de una gestión incapaz de pasar «de lo públi- 
co a lo común». En ausencia de una verdadera movilización y partici- 
pación, los usuarios parisinos siguen siendo consumidores ignorantes y 
pasivos. 
| Devolver al servicio público su dimensión de común político nos 
parece que es el sentido más ejemplar de la política llevada a cabo en 
Nápoles. Articulando «bienes comunes» y «democracia participativa», los 


34. A. Lucarelli, La democrazia possibile. Lavoro, beni comuni, ambiente, per una nuova 
passione politica, Dissensi, Viareggio, 2013, pág. 31. 

35. Véase A. Sinai, L'Eau d Paris. Retour vers le public, Eau de Paris, París, 2012. Véa- 
se el comentario de Alberto Lucarelli sobre la estrategia parisina en La democrazia possibi- 
le, op. cit., pág. 151. 

36. A. Le Strat, «Préface», en A. Sinai, L*Eau d Paris, op. cit., pág. 7. 
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animadores de la movilización instauran de un modo práctico lo que 
nosotros llamamos aquí «lo común». Pero, al conservar la categoría de 
«bienes», los juristas italianos como Lucarelli o Mattei perpetúan una es- 
pecié de autocontradicción teórica. De un modo muy legítimo, quisie- 
ran superar la dualidad fundamental del dominium y el imperium enfren- 
tándose a la relación de dominación del dominus con el bien, pero la 
perpetúan al seguir utilizando la categoría jurídica de «bienes», categoría 
que «reclama» lógicamente a un «amo». 


Propuesta política 8 
Hay que instituir los comunes mundiales 


¿En qué medida el principio de lo común puede convertirse en un eje 
del derecho a escala mundial, capaz de imponerse a los Estados y de es- 
tructurar la acción de las instituciones internacionales e interguberna- 
mentales? En particular, ¿cómo hacer de lo común el principio político 
de la reorganización de toda la sociedad en las condiciones de una plura- 
lidad irreductible de «comunes» de dimensiones muy variables, desde 
los comunes locales hasta los comunes mundiales? ¿Cómo asegurar una 
coordinación de los comunes sin cuestionar el autogobierno de cada uno 
de ellos, autogobierno sin el cual no hay coobligación que pueda soste- 
nerse y, por lo tanto, no hay verdadero común? Más aún: ¿cómo pensar 
esta coordinación de tal manera que ella misma origine una coobligación 
de nivel superior procedente de la propia de los niveles inferiores? 

Cada día se hace más manifiesto que la gobernanza neoliberal de los 
grandes oligopolios y de los Estados, coordinada por las organizaciones 
internacionales del tipo del Fm o la OMC, está constituida precisamente 
para no cambiar nada o, más exactamente, para agravar los problemas 
hasta hacerlos imposibles de resolver. Va creciendo una expectativa co- 
lectiva cada vez más acuciante a favor de medidas globales a la altura de 
lo que está en juego y de los riesgos que comporta, como lo demuestra el 
éxito de las fórmulas y de las problemáticas de la «justicia global» o de la 
«justicia ambiental». Pero con esta conciencia no basta, ni mucho menos, 
para hacer entrever dónde podría estar la salida. En el seno de las ONG, en 
los medios políticos progresistas, en los grupos ecologistas o en los movi- 
mientos altermundialistas son muchos los que, buscando alternativas, tro- 
piezan con la dificultad de articular planteamientos a menudo muy hete- 
rogéneos: algunos insisten en invocar un «universalismo» republicano, 
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otros se aferran a un internacionalismo de inspiración más socializan- 
te, otros más abogan por un ecologismo más o menos «profundo». La 
dificultad parece alcanzar su paroxismo cuando tradiciones religiosas u 
«ontologías» culturales muy distintas deben conjugarse para conseguir 
formular los derechos inalienables de la humanidad, de la naturaleza o de 
la Tierra. La Pachamama, diosa de la Madre Tierra de los indios incas, no 
se encuentra en muy buena compañía filosófica con la tradición occiden- 
tal de los derechos subjetivos, aunque sean declarados fundamentales. El 
conflicto del TIiPNIS en 2011,* en torno a un proyecto de construcción de 
una carretera de 350 km a través de un parque natural boliviano, eviden- 
ció la existencia de lógicas que compiten entre sí en el seno de los movi- 
mientos sociales: a las comunidades indígenas que invocaban los derechos 
de la «Madre Tierra» se opusieron los sindicatos campesinos, concernidos 
por las repercusiones económicas de la ruptura del aislamiento de la re- 
gión. Este caso es ejemplar por el modo en que plantea la cuestión de la 
posibilidad práctica de construir un común fuera de la alternativa entre el 
modelo productivista y la refgrencia religiosa a la naturaleza. Frente a la 
dificultad de la tarea, los buenos sentimientos y la grandilocuencia llenan 
a menudo el vacío abierto por la ausencia de política. 

Sin embargo, a pesar de las dificultades, se abre camino la idea de que 
habría que inventar un «derecho común mundial» que permita salir del 
impasse de la intergubernamentalidad. Es dificil imaginar que un «gobier- 
no de la humanidad» pueda imponer desde arriba a todos los pueblos un 
derecho de esta clase. En consecuencia, no se puede separar el desarrollo 
de un «derecho común de la humanidad» de la construcción de nuevas 
formas de organización política. Además, el «derecho internacional» es 
hoy en día, más que nunca, un formidable terreno de lucha en el que no 
sólo se oponen los Estados entre sí. La confrontación tiene lugar entre las 
empresas transnacionales aliadas con los Estados, que defienden un orden 
enteramente sometido a los imperativos de la acumulación del capital, y 
las fuerzas sociales y ecologistas que quieren promover derechos funda- 
mentales de acceso a los «bienes comunes». En estas condiciones se hace 


1. TIPNIS es la abreviatura que designa al Parque Nacional Isiboro-Secure, un área 
protegida de 12.000 kr? en la que se centró un conflicto revelador de los antagonismos 
que atraviesa la base electoral del gobierno de Morales. Véase las observaciones de 
Franck Poupeau acerca de las tensiones existentes en las izquierdas latinoamericanas, en 
Les Mésaventures de la critique, Raisons d'agir, París, 2012, capítulo 3. 
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manifiesto que los nuevos derechos políticos no serán otorgados por un 
poder mundial soberano ni podrán ser garantizados por los múltiples po- 
deres en vías de feudalización que se constituyen en la actualidad. 


La humanidad, ¿un sujeto jurídico? 


Según ciertos juristas, como Mireille Delmas-Marty, la acción política a 
escala planetaria parece que debe orientarse cada vez más hacia la afirma- 
ción de los «derechos de la humanidad», esto es, hacia un nuevo orden 
jurídico mundial que haría de la «humanidad» un sujeto jurídico. «Crí- 
menes contra la humanidad», «patrimonio mundial de la humanidad», 
«bienes comunes de la humanidad» son todas ellas fórmulas jurídicas o 
económicas que traducirían la progresiva emergencia de la humanidad 
como «sujeto de derecho», idea que, en su opinión, habría que conside- 
rar menos como un problema que como una solución a las cuestiones 
que afectan a nuestro mundo. Así, se ha llegado a considerar que estas 
fórmulas esbozaban el marco jurídico de una sociedad mundial, apoyado 
en la figura simbólica de una humanidad erigida en sujeto político. Tal es 
siempre, por otra parte, la esperanza de los juristas más optimistas: un 
derecho común mundial, nuevo ¿ius commune del siglo xx1, estaría ya 
emergiendo gracias a la «fuerza imaginativa del derecho».? La humanidad 
se convertiría en su sujeto mediante una especie de retroacción simbólica 
de los derechos fundamentales que le son atribuidos en los tratados, pac- 
tos y Otras convenciones. 

Este derecho de la humanidad tendría de entrada sus raíces en la de- ' 
signación de la humanidad como víctima, en el reconocimiento del ge- 
nocidio o del apartheid como «crimenes contra la humanidad» que afectan 
al género humano en su conjunto al afectar a una de sus partes. Así, 
existe desde la Segunda Guerra Mundial una universalización de las «in- 
terdicciones fundadoras». El reconocimiento institucional de una «justi- 
cia penal internacional», con la existencia de una corte, de textos, de una 
jurisprudencia, marcaría una etapa importante en la constitución de esta 
humanidad de derecho. Ciertamente, los más optimistas entre los pro- 
motores de este nuevo humanismo jurídico no dejan de destacar que aún 
estamos tan sólo en los primeros balbuceos de la justicia mundial, que las 


2. Según la propia fórmula de Mireille Delmas-Marty. 
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relaciones entre potencias desempeñan todavía un papel fundamental en 
la cualificación de los actos, en la atribución de las responsabilidades, 
en la realidad de las persecuciones penales. Pero, según ellos, el sentido 
de la historia no ofrece lugar a dudas. Podemos preguntarnos, sin embar- 
go, si este «nuevo humanismo» no va en una dirección equivocada. Que 
la humanidad, ocupando el lugar de Dios, se convierte de forma cada vez 
más manifiesta en la gran referencia simbólica parece indudable. Pero 
ello no significa que la humanidad sea considerada como «sujeto jurídi- 
co», como por otra parte tampoco podría serlo Dios. Indiscutiblemente, 
por ahora la humanidad no ha adquirido tal personalidad jurídica.? 
Que tenga que adquirirla es muy discutible. Una vez más, el lugar del 
«nudo-propietario» está vacío y así debe permanecer. EE 


Los límites de la mundialización del derecho 


La promoción de una justicia global o mundial, según la fórmula usual, 
presenta la ventaja de no supóner que la humanidad sea, en cuanto tal, 
un sujeto jurídico. Tras los intentos fallidos de la Sociedad de Naciones, 
se observa la renovación de un cosmopolitismo jurídico tras el segundo 
conflicto mundial, con la voluntad por entonces bastante ampliamen- 
te compartida de evitar la repetición de desastres similares. Como lo puso 
de manifiesto Alain Supiot,* es precisamente la idea de una justicia social 
transcrita en una declaración de los derechos lo que inspiró la Declara- 
ción de Filadelfia del 10 de mayo de 1944. Redefiniendo los objetivos de 
la Organización Internacional del Trabajo, esta declaración se dirigía a 
«todos los pueblos del mundo». Quería contribuir a «una paz duradera 
establecida sobre la base de la justicia social», que debía ser «el objetivo 
. central de toda política nacional e internacional». Su objetivo era funda- 
mentalmente la institución del trabajo a escala mundial, como lo indica 
su principio preliminar, planteado en el artículo primero: «El trabajo no 
es una mercancía». 

Pero, como se sabe, esta declaración, al igual que la Declaración Uni- 
versal de los Derechos del Hombre de 1948, nunca tuvo fuerza de ley. 


3. Sobre este punto, véase supra, capítulo 1, «La reificación de lo común». 
4. A. Supiot, L'Esprit de Philadelphie. La justice sociale face au marché total, Le Seuil, 
París, 2010. 


1 
1] 
j 
i 


PROPUESTA POLÍTICA 8 


605 


En cuanto a los distintos «pactos» de mediados de los años 1960 relativos 
a los derechos sociales, económicos y culturales o a los derechos civiles y 
políticos, su alcance efectivo sigue siendo limitado. Hay dos obstáculos 
principales para la emergencia de un «derecho común de la humanidad». 

El primero se debe al mantenimiento de la soberanía, que no ha sido 
completamente abolida por la «gobernanza neoliberal», sino más bien 
integrada a las nuevas formas de poder: los únicos que disponen de los 
medios de la fuerza, los Estados, paralizan el desarrollo de un derecho de 
esta clase y siguen haciendo valer sus intereses propios. La parálisis del 
Consejo de Seguridad de la ONU demuestra suficientemente el hecho de 


que la razón de Estado, por definición nacional, siempre obstaculiza la : 


«razón de humanidad». Los Estados Unidos, seguidos por varios países, 
siguen poniendo trabas al derecho internacional, negándose a reconocer 
la legitimidad de la Corte Penal Internacional y sosteniendo la extensión 
planetaria de normas y de derechos comerciales conformes únicamente al 
derecho nacional norteamericano o haciendo jugar la relación de fuerzas 
tecnológica y económica a su favor. De este modo es como, cuestionan- 
do el Estado de derecho en sus mismos fundamentos, se autorizan a prac- 
ticar asesinatos selectivos, torturas, detenciones extralegales y una vigilan- 
cia generalizada de las comunicaciones electrónicas. David Rose indicaba 
con razón, acerca de la intervención norteamericana en Iraq, que se tra- 
taba de una guerra de los Estados Unidos contra los derechos del hombre 
en nombre de la guerra contra el terrorismo.* En realidad, los Estados más 
poderosos libran una guerra generalizada y sistemática contra lo «común 
de la humanidad», como se ve en el terreno financiero, en el dominio de 
las ideas y libertades e, igualmente, en lo que concierne al clima. En el 
fondo, estos «grandes países» pueden perfectamente firmar tratados o no 
firmarlos, pueden hacer a su gusto, toman lo que quieren de las declara- 
ciones y de los pactos seleccionando lo que menos les molesta. 


El segundo obstáculo, que no es independiente del primero, es el de 


las políticas neoliberales que «organizan» el mundo de acuerdo con nor- 


mas de competencia, estrategias de depredación y lógicas de guerra, no : 
según los principios de cooperación y de justicia social. Se puede decir 
incluso que, desde hace treinta años, estas políticas se dedican a deshacer” 


5. D. Rose, Guantanamo. America's War on Human Rights, Faber and Faber, Lon- 
dres, 2004. 


COMÚN 


608 


misma del cosmocapitalismo. Extraña institución esta, puesto que en ella. 


el propio derecho resulta completamente mercantilizado, reducido a un 
conjunto de técnicas manipulables al capricho de los intereses de las par- 

tes y con la fuerza de sus medios financieros respectivos. Asistimos, en 
definitiva, a una verdadera privatización del derecho internacional que 
- afecta a las sociedades y a las economías, más allá de las garantías ofrecidas 
alos inversores y a los financieros. 


Los «bienes públicos mundiales», o cómo no cambiar 
de marco 


Otro discurso consiste en movilizar los útiles más clásicos de la ciencia 
económica como argumentos a favor de «bienes públicos mundiales». A 
comienzos de los años 1990, en el mismo momento en que se instauran 
las normas y dispositivos propios del neoliberalismo, las Naciones Unidas 
parecen tomar una vía original, si no divergente. Así, en 1990, el primer 
informe del Programa de las Néciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
muy influido por los economistas Mahbub ul Hag, paquistaní, y Amartya 
Sen, de la India, propone redefinir la noción de «desarrollo» más allá del 
único criterio cuantitativo del crecimiento del pmB. El índice de desarro- 
llo humano (1DH) incluye criterios de bienestar como la esperanza de vida 
y la tasa de alfabetización. El acceso a los servicios de salud y a la educa- 
ción entra así en la evaluación y la clasificación de los países en la es- 
cala del progreso económico. En 1992, la Conferencia sobre el Desarro- 
llo y el Medioambiente de Río de Janeiro, apoyándose en el Informe 
Brundtland (1987), introduce la noción de «desarrollo sostenible», cuyo 
principio consiste en vincular la satisfacción de las necesidades del pre- 
sente sin comprometer el destino de las generaciones futuras. 1 

En este contexto, el ideal de la «buena gobernanza mundial» supuso la 
introducción de «bienes públicos mundiales», definidos por los efectos 
benéficos que pueden tener sobre el conjunto del planeta. La ciencia 
económica, armada de sus distinciones entre los bienes, se propuso como 
la más adecuada para definir rigurosamente la composición de este «do- 
minio público mundial». Los «bienes públicos mundiales», de los que por 


15. J. M. Harribey, «Le Bien commun est une construction sociale. Apports et limi- 
tes d'Elinor Ostrom», L*Economie Politique, n 49, enero de 2011, págs. 98-112. 
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definición nadie puede ser excluido, son bienes que ninguno de los Es- ' 


tados nacionales estará interesado en producir por sí mismo y que llevan 
a cada uno de dichos Estados a actuar al modo a un «pasajero clandesti- 
no» (free rider).* 

Son los economistas del PNUD quienes, desde ¡finales de los años 1990, 
desarrollan este planteamiento.” Inge Kaul, Isabelle Grunberg y Marc A. 
Stern definen los bienes públicos mundiales como bienes que «benefician 
a todos los países, a todos los grupos de población y a todas las generacio- 
nes». De ahí esta consecuencia: «Como mínimo, un bien público mun- 
dial debe satisfacer, por lo tanto, los siguientes criterios: sus ventajas se 
extienden a más de un grupo de países y no excluyen ni a un grupo de 
población dado ni a un conjunto de generaciones dado, presentes o fu- 
turas».!$ La lista de estos bienes es objeto de discusiones, pero no cabe 
duda de que la cuestión de la polución y el desarrollo sostenible, así 
como el papel de los paraísos fiscales en los déficits presupuestarios o del 
terrorismo internacional, contribuyeron a acelerar la reflexión sobre este 
punto.*” Los economistas del PNUD ¡proponen distinguir tres clases de 


bienes públicos mundiales. La clase 1 sería la de los «bienes de lo indiviso * 


mundial natural» (capa de ozono, estabilidad climática, etc.), cuya carac- 
terística común es la sobreutilización. La clase 2 comprendería el patri- 
monio fabricado por el hombre (conocimiento científico, internet, etc.), 
bienes cuya característica sería, inversamente, su infrautilización. La clase 
3, por último, comprendería todos los resultados de una política mundial 
integrada o coordinada (paz, salud, estabilidad financiera, etc.), bienes 
cuya característica es la subproducción.% Por su parte, Joseph: Stiglitz! ha 
identificado cinco bienes mundiales: la estabilidad económica mundial, la 
seguridad internacional, el medioambiente internacional, la ayuda huma- 


16. Para un análisis crítico a medias tintas de esta noción, véase Frangois Lille, A Pau- 
rore du siécle, ot est Pespoir? Biens communs et biens publics mondiaux, Tribord, Bruselas, 
2006. El autor, a pesar de que critica el uso neoliberal de la categoría de «bienes públi- 


cos», quiere darle un contenido progresista, lo que resulta una hazaña. Es la noción 


misma la que hay que rechazar. 

17. L Kaul, I. Grunberg y M. A. Stern, Les Biens publics mondiaux, Economica, París, 
2002. 

18. Ibíd., pág. 43. ] 

19. Véase el artículo «Biens publics mondiaux», en A. Cattani y J. L. Laville (dirs.), 
Dictionnaire de V'autre économie, op. cit., págs. 66-75. 

20. 1 Kaul, L Grunberg y M. A. Stern, Les Biens publics mondianx, op. cit., págs. 198-199. 
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nitaria internacional y el conocimiento. Incluso generalizó su abordaje 
considerando la economía misma como un bien público mundial que 
debería ser objeto de una gobernanza democrática que tenga en cuenta 
el conjunto de las externalidades de las políticas económicas con el fin de 


evitar las crisis.? Está claro que la doctrina amalgama cosas muy distin- 


tas. Esto se debe, como hemos visto en el capítulo 4, al carácter negativo 
de la definición de los bienes públicos, cuyo estatus de excepción en la 
teoría económica proviene de que el mercado no puede producirlos es- 
pontáneamente en ausencia de acción colectiva deliberada. 

Pero, entonces, ¿sería necesario un Estado mundial para producir es- 
tos bienes públicos? Los autores en cuestión responden negativamente a 
esta pregunta. Sería necesario, más bien, crear mecanismos de responsa- 
bilización y de estímulo que permitan a los actores privados, tanto como 
a los Estados, considerados ellos mismos como actores privados respec- 
to al carácter mundial de tales bienes, participar en su producción o su 
conservación. Además de que resultaría imposible, la coerción fiscal o 
reglamentaria estatal no sería dn este caso conveniente, según los econo- 
mistas. Tal como son definidos por la teoría del PNUD desde finales de los 
años 1990, estos bienes están concebidos para poder otorgar a los actores 
privados una responsabilidad en lo que se refiere a proporcionarlos. La 
teoría tiene también la virtud de despolitizar la cuestión de los bienes 
públicos, de dejar de lado los conflictos entre las fuerzas sociales y econó- 
micas, suponiendo que se trata de problemas técnicos o estratégicos en el 
sentido de la teoría de los juegos (el dilema del prisionero).? 

Así, la capa de ozono, considerada el bien público mundial por exce- 
lencia, ha sido puesta bajo la guarda -—por así decir— del mercado de los 
derechos a polucionar, con el pretexto de que el estímulo financiero 


bastaría para conducir a los actores racionales hacia una situación Óptima. 


También habría que «confiar» en los actores privados para que se au- 
torregulen, al modo de los organismos financieros a los que se confió 
el cuidado de participar en la definición de su propia reglamentación 


21. Véase ]. Stiglitz, «La gouvernance mondiale est-elle au service de Vintérét géné- 
ral global?», consultable on-line en www.ofce.sciences-po.fr 

22. Véase J. J. Gabas, P. Hugon, É. Le Roy et ál., Biens publics a léchelle globale, Co- 
llophon, Bruselas, 2001; y J. J. Gabas y P. Hugon, «Les BPM: un renouveau théorique 
pour penser Paction publique á V'échelle mondiale?», Politiques et Management Public, 
vol. 21, n? 3, septiembre de 2003. 
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(Acuerdo de Basilea III). Del mismo modo, la OCDE pretende suscitar la 
cooperación voluntaria de los paraísos fiscales mediante una evaluación 


de su buena voluntad en cuanto a la comunicación de las informaciones 


bancarias que se les soliciten. En ciertos casos, el mejor modo de produ- 
cir los bienes públicos ¡sería incluso crear y reforzar los derechos de pro- 
piedad, como se ve en el tema del mercado del CO,! Como sugiere 
Francois Constantin, la nueva doctrina revela ser un medio para que los 
economistas se apoderen del monopolio de las buenas intenciones, del 
que pueden extraer beneficios simbólicos, y a veces económicos, nada 
despreciables.% En todo caso, sigue siendo un modo de hacer ver en el 
que se plantean y se abordan cuestiones claves, neutralizando así toda 
oposición real contra el orden dominante. Se ve hasta qué punto la «tra- 
gedia de los comunes», en ausencia de un órgano estatal, sólo puede con- 
ducir a escala global a la privatización de la gobernanza en forma de arre- 
glos contractuales entre actores privados, de partenariados público-privados 
y compromisos a minima de los Estados. 


La teoría de los «bienes públicos mundiales» y la política que inspira 


tienen el apoyo de una parte de las organizaciones mundiales como la 
ONU. El Banco Mundial se ampara en ella en su acción,” al igual que el 
FMI, que hace de la estabilidad económica y financiera el primero de los 
bienes públicos mundiales, mientras que la OMC, a través de su antiguo 
director general Pascal Lamy, sostiene que el «sistema comercial multila- 
teral es en sí un bien público internacional».*% Para la elite económica y 
política, las empresas siguen siendo los mejores agentes del bien común. 
Con la «responsabilidad social de las empresas» y el «desarrollo sosteni- 
ble», las empresas integran la dimensión social y ecológica en sus opcio- 
nes de management. El capitalismo, pintándolo todo de color de rosa, se 


23. Véase F. Constantin, «Les biens publics mondisux, un imaginaire pour quelle 
mondialisation?», en F. Constantin (dir.), Les Biens publics mondiaux, un mythe légitimateur 
pour laction collective?, L'Harmattan, París, 2002. 

24. Se puede leer en la página web del Banco Mundial: «En su acción a favor de los 
bienes públicos mundiales, el Banco Mundial concede una importancia particular al 
medioambiente (en particular, al cambio climático), a la lucha contra las enfermedades 
transmisibles (como el VIH/SIDA y el paludismo), a la prevención y la atenuación de las 
crisis del sistema financiero internacional, así como a la promoción de un sistema comer- 
cial multilateral». 

25. P. Lamy, «Vers une gouvernance mondiale?», Institut d'études politiques de Paris, 
21 de octubre de 2005, consultable on-line en www.wto.org 
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Propone a sí mismo como sistema al mismo tiempo «social» y «natural».? 
' La realidad es, sin duda, algo diferente y mucho más prosaica: para pro- 
longar su extensión sin demasiados «daños» ecológicos y sociales, el capi- 
talismo tiene necesidad de aprovecharse gratuitamente de las externalida- 
des puestas a su disposición por los gobiernos, las asociaciones de 
voluntarios y las ONG. Las empresas reclaman estabilidad política, infraes- 
tructuras urbanas, sistemas universitarios «eficientes», incluso ayudas cari- 
tativas para los trabajadores pobres y prisiones para los delincuentes, con 
.el fin de disponer de un entorno lo más favorable posible. Al mismo 
tiempo, las más poderosas hacen todo lo que está en su mano para no 
contribuir a su financiación, gracias a las posibilidades que se les ofrecen 
de optimización fiscal y de fuga a los paraísos fiscales. La regulación por 
: la competencia empuja a adoptar soluciones no cooperativas que tam- 
bién son una amenaza muy directa contra el clima, los recursos energé- 
ticos, las condiciones de vida y el trabajo de los asalariados, además de 
contra las funciones colectivas de base sostenidas por los servicios públi- 
cos. Dicho de otra manera, le «puesta en reserva» de bienes mundiales 
públicos como la moneda, la lucha antiterrorista, el libre cambio o el 
clima no pone trabas de ninguna clase al dumping social y fiscal. En cierto 
modo, los poderes dominantes (con los Estados Unidos a la cabeza) y las 
organizaciones internacionales como la omc, el EmI o el Banco Mundial 
han seleccionado ciertos «bienes públicos mundiales» en detrimento de 
otros candidatos posibles, en función de elecciones estratégicas vincula- 
das a intereses políticos y económicos. 


«Patrimonio común de la humanidad»: el retorno 
ambiguo de la «cosa común» 


Conviene no confundir esta teoría económica de los bienes públicos con 
la dinámica jurídica del «patrimonio común de la humanidad»: no coin- 
ciden y no obedecen exactamente a las mismas lógicas. Esta última no- 
ción se inscribe, en realidad, en la tradición jurídica de las «cosas comu- 
nes». Al menos desde Grocio y su Mare liberum (1609), el derecho de 
gentes moderno recurrió al derecho romano para reconocer la existencia 


26. Éste es el sentido del Pacto Nacional de la ONU y de sus diez principios (véase en 
www.unglobalcompact.org). 
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de espacios comunes no apropiables por los Estados soberanos.” Es la 
misma inspiración la que encontramos de nuevo en la promoción del 
«patrimonio mundial de la humanidad», en el que la Unesco y la onu 
incluyen recursos naturales y culturales. La categoría romana de «res com- 
munis» vuelve a tener entonces una sorprendente efectividad en el dere- 
cho internacional: los Estados aceptan renunciar a su soberanía territorial 
absoluta y se someten a reglas colectivas en nombre del interés de la 
humanidad presente y futura, y esto debido a la naturaleza o la utilidad 
de ciertas cosas que, puestas extra commercium, son consideradas cosas co- 
munes a toda la humanidad, no susceptibles de apropiación.% Aun así, la” 
expresión «patrimonio común» (common heritage) sigue siendo problemá- 
tica, ya que designar como «patrimonio» cosas sin propietario parece 
poco coherente.”* Merece que nos detengamos en ella un instante. 

El concepto de «patrimonio común de la humanidad» apareció en 
1954 en la Convención para la Protección de los Bienes Culturales en 
caso de Conflicto Armado, de la Haya, en respuesta a los pillajes y las 
destrucciones de los museos y las colecciones llevadas a cabo por los ejér- 
citos nazis durante la guerra. Así, el preámbulo habla de cultural heritage of : 
all mankind, La categoría jurídica de «patrimonio de la humanidad» se: 
retoma en 1958, con ocasión de la primera Conferencia de Ginebra so-: 
bre el derecho marítimo. Como destacaba entonces el príncipe Wan 
Waithayakorn de Tailandia, correspondía «al interés general determinar 
claramente el derecho del mar y hacerlo de tal manera que se reglamen- 
ten de modo equitativo los diversos intereses en juego y se asegure la 
conservación de esta herencia por el bien de todos». Unos diez años 
más tarde, les tocó a los fondos marinos el turno de ser clasificados en esta 
categoría con el fin de que sus recursos minerales, más allá de las zonas 
bajo control de los Estados costeros, quedasen protegidos y su explota- 
ción reglamentada por las Naciones Unidas. Paralelamente, una serie de 


27. Véase M. Chemillier-Gendreau, Humanité et souverainetés. Essai sur la fonction du 
droit international, La Découverte, París, 1995. 

28. Véase M. Delmas-Marty, Vers une communauté de valeurs?, op. cit., pág. 207 y sigs. 

29. Véanse sobre este punto las observaciones de Marie-Alice Chardeaux en Les 
Choses communes, op. cit., págs. 221-222: según ella, esta noción retomaría el sentido 
original de patrimonium (lo que viene de los padres, de los antepasados) y tendría más que 
ver con una metáfora o una alegoría que con el sentido técnico jurídico del término. 

30. Véase S. Sucharitkul, «L'Évolution continue d'une notion nouvelle: le patrimoi- 
ne commun de l'humanité», consultable on-line en www.fao.org 
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tratados extendieron esta clase de cosas comunes a los cuerpos celestes del 
sistema solar, con excepción de a la Tierra misma. El Tratado General 
del Espacio de 1967 hace así del patrimonio común de la humanidad una 
categoría que se puede oponer a toda tentativa de apropiación de objetos 
celestes naturales. Encontramos, pues, en este patrimonio las «cosas 
comunes», consideradas como natural o intrínsecamente inapropiables. 
Susan J. Buck hizo de ellas una presentación jurídica e histórica que tiene 
la gran ventaja de destacar la fragilidad de la definición naturalista y fisi- 
calista de los bienes comunes mundiales. Tomando el ejemplo de los 
fondos marinos, de la Antártida, del espacio y de la atmósfera, muestra 
que, si bien estos global commons han sido objeto de declaraciones de im- 
tenciones, e incluso de convenciones internacionales protectoras frente a 
la lógica propietaria, tales declaraciones son en todo caso reversibles por- 
que son relativas a cierto estado de la tecnología. Según la autora, los 
bienes comunes naturales no están amenazados... mientras no exista la 
tecnología que permita su explotación rentable.” 

La acción de la unesco $ de las ONG ha ampliado poco a poco el 
campo del «patrimonio común de la humanidad» al incluir en él los co- 
nocimientos tanto como las creencias, los ritos y las técnicas, los monu- 
mentos además de las lenguas. En 1970, la Convención concerniente a las 
medidas a tomar para prohibir e impedir la importación, la exportación y la trans- 
ferencia de propiedad ilícitas de los bienes culturales confía a los Estados el 
cuidado de proteger los bienes culturales de la humanidad. Los define 
como los «bienes que, a título religioso o profano, son designados por 
cada Estado como de importancia para la arqueología, la prehistoria, la 
historia, la literatura, el arte o la ciencia». Una serie de declaraciones de 
carácter simbólico extendieron luego su dominio hasta incluir en él 
al genoma o la capa de ozono,” mientras que el estatus de territorios 
como la Antártida sigue siendo objeto de disputas. Las cumbres de Río y 
el Protocolo de Kyoto, sin embargo, no retomaron la fórmula de «patri- 
monio común de la humanidad» a propósito del clima. 


31. S. J. Buck, The Global Commons. An Introduction, Earthscan Publications, Lon- 
dres, 1998, pág. 1. 

32. La declaración acerca del genoma humano del 11 de noviembre de 1997 enuncia 
en su artículo primero que «el genoma humano comprende la unidad fundamental de 
todos los miembros de la familia humana, así como el reconocimiento de su dignidad 
intrínseca. En un sentido simbólico, es patrimonio de la humanidad (consultable online 
en http://portal.unesco.org). 


PROPUESTA POLÍTICA 8 


615 


En derecho internacional, este «patrimonio» incluye, por lo tanto, un 
conjunto muy diverso de bienes corporales o incorporales que tienen en 
común el hecho de que los Estados y los particulares py pueden apro- 
piárselos para su goce exclusivo o no pueden permanecer ON 
los efectos de su utilización y su destrucción. Estos bienes, cuya lista es 
restringida, son sustraídos de la propiedad privada Y Pública debido a sus 
características intrínsecas, pero no solamente, ya que el derecho interna- 
cional incluye en ella bienes por su importancia moral o su valor históri- 
co o intelectual. En este sentido, el «patrimonio común, no comprende 
únicamente «cosas comunes» en el sentido tradicional del término en 
derecho romano. Hay ahí una extraña mezcla de las cosas comunes que 
lo son por razones naturales de inapropiabilidad (el espacio) y otras que lo 
son por razones morales y religiosas. El llamado patrimonio consistiría 
entonces en una especie de tesoro sagrado de bienes Culturales, equiva- 


lentes a los sacra en las culturas antiguas o tradicionales. Podemos pregun- 


tarnos igualmente si no hay una incoherencia en querer hacer salir del 
marco de la propiedad privada y pública cierto número de bienes y de- 


rechos para considerarlos como «cosas comunes de la humanidad» y, al 


mismo tiempo, declararlos «propiedad común de la humanidad», como 
si la humanidad fuera una especie de sujeto que goza de un derecho de 
propiedad eminente sobre bienes que siguen siendo, en el derecho posi- 
tivo, propiedad exclusiva de particulares o de Estados. En todo caso, la 
categoría jurídica de «patrimonio común de la humanidad», por heteró- 
clita que sea, es distinta de la noción económica de «bienes públicos»: la 
pertenencia a ese patrimonio depende, en efecto, de declaraciones cuya 
significación jurídica es independiente del criterio de no exclusividad y 
no rivalidad del bien. De ahí la posibilidad de extender 1, categoría de 
forma muy elástica. Esta lógica expansiva demuestra que se trata, en rea- 
lidad, de actos declarativos de efecto simbólico que, en e] plano interna 


cional, hacen entrar «las cosas» más diversas en el Pittmnonio comúndes 
la humanidad». Este puede, en consecuencia, extenderse y medida que se : 


vayan reconociendo derechos o necesidades consideradas fundamentales, 
lo cual implica convertir estos derechos o estas necesidades enenasibia 
nes o cosas incorporales, que ocupan un lugar en un subconjunto del 
patrimonio común de la humanidad: el «patrimonio de oc fienocihede 
porales de la humanidad».* 


33. S. Sucharitkul, «L'Evolution continue d'une notion nouvelle». loc. cit 
, loc. cit. 
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Como se ve, cuando se quiere definir el «patrimonio común de la 
humanidad» las nociones y las categorías de bienes y de derechos se en- 
cabalgan sin mucho rigor. Se adivina que ello se debe a la ambigiúedad de 
esta noción. Por un lado se limita, en una lógica propiamente reificadora, 
a cosas poco numerosas a las que se reconoce un estatus particular; por 
otro lado, está abierta a dimensiones sociales y culturales muy variadas 
que pueden ampliarse en función de las reivindicaciones sociales, las evo- 
luciones políticas, los movimientos de opinión. Este segundo rasgo es el 
que nos lleva a pensar que la humanidad se está convirtiendo en una 
categoría jurídica. La ampliación de los derechos del ser humano a los 
derechos sociales la ha hecho pasar de algún modo de la condición de 
víctima a la de titular de derechos, e incluso a la de titular de un patrimo- 
nio de bienes comunes. Algunos ven aquí una posible brecha en la 
dominación de las lógicas de mercado. Si los bienes comunes son relati- 
vos a derechos fundamentales, objeto de luchas políticas y sociales que 
podrían recibir el apoyo de partes importantes de la sociedad, entonces la 
defensa y la extensión de esté! «patrimonio» de bienes comunes se con- 
vierte en la primera y la última palabra de toda estrategia. 


Los derechos comunes fundamentales: 
una dinámica detenida 


Se comprende entonces por qué motivo la lógica neoliberal pretende 
canalizar esta reivindicación de los «bienes comunes» en la definición 
económica de los bienes públicos para limitar su extensión, mientras que 
la dinámica de la lucha política tiende, por el contrario, a ampliar el do- 
miniode los «bienes comunes de la humanidad» vinculándolos a dere- 
chos fundamentales. Lo que se trata de crear y garantizar no son sólo 
«bienes» en el sentido de cosas, sino el acceso a condiciones, a servicios y 
a instituciones. Salud, educación, alimentación, alojamiento y trabajo 
son contemplados entonces como derechos fundamentales que habría 
que universalizar en la práctica. El punto decisivo es éste: desde esta pers- 
pectiva, los derechos fundamentales y los bienes comunes se definen re- 
cíprocamente. Los «derechos subjetivos» son redefinidos como derechos 
al acceso a recursos fundamentales para la vida y la dignidad: el agua, la 
salud, la educación son bienes comunes, no porque lo sean por naturale- 
za, sino porque corresponden a derechos fundamentales que se pueden 
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oponer a la doble lógica de los mercados y de los Estados, componiendo, 
al menos virtualmente, un derecho común superior a las soberanías pú- 


blicas y a los derechos de propiedad. RES, 


Los economistas críticos han comprendido bien todo el partido que 
podían sacar de esta noción, no sin a veces añadir cierta confusión. Jean 
Gadrey define así estos bienes comunes: son «cualidades de recursos o 
patrimonios colectivos para la vida y las actividades humanas hoy en día 
y en el futuro (bienes comunes naturales, culturas populares, conoci- 
mientos) y, por extensión, cualidades sociales y derechos universales por- 
que son igualmente recursos colectivos que deben ser gestionados en 
común».** Imposible incorporar de un modo más imprudente el len- 
guaje de la reificación propio de la economía estándar; los derechos no se 
pueden reducir a «recursos» que es preciso gestionar colectivamente, y 
esto es válido sobre todo para los derechos llamados «fundamentales». 
Éstos son, hablando con rigor, poderes inseparables de los individuos que 
son sus titulares. Hacer de ellos recursos al mismo nivel que los bienes 
comunes naturales es, en consecuencia, el modo más seguro de quitar- 
les todo carácter fundamental. 

Sea como sea, esta dinámica de los derechos fundamentales no es 
nueva. Desde este punto de vista, el altermundialismo es un movimiento 
que prolonga y reaviva oportunamente el «espíritu de Filadelfia». El pe- 
ríodo de la posguerra, como lo hemos recordado, fue su primera etapa. 
Así, el Acta Constitutiva de la oms en 1946 afirmaba que «la posesión del 
mejor estado de salud que se pueda adquirir constituye uno de los dere- 
chos fundamentales de todo ser humano».* La Declaración Universal de 
los Derechos del Hombre de 1948 quería librar a los seres humanos «del 
terror y de la miseria» e «instaurar mejores condiciones de vida» pidiendo 
a los Estados signatarios que garantizaran el «derecho a la seguridad so- 
cial» (art. 22), el «derecho al trabajo de su elección» (art. 23), el «derecho 
al descanso y al ocio» (art. 24), el «derecho a un nivel de vida suficiente 
para cubrir la necesidades vitales (la alimentación, el vestido, el aloja- 
miento, los cuidados médicos, el derecho a una renta mínima y a la soli- 
daridad)» (art. 25), el «derecho a la educación» (art. 26) y el «derecho a 


34.]. Gadrey, «Les biens publics et communs des économistes», La Vie de la Recherche 
Scientifique, n* 393, mayo-junio-julio de 2013, pág. 23. 

35. Citado por M. Delmas-Marty, en Vers une communauté de valeurs?, op. cit., 
pág. 286. 


COMÚN 


618 


participar libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las 
artes y participar en el progreso científico y en los beneficios que de él 
resultan» (art. 27). Como se ha visto más arriba, la orr, la oms y la UNESCO 
fueron en la misma dirección. El Pacto Internacional de Derechos Eco- 
nómicos, Sociales y Culturales de 1966 consagró derechos que cada 
«miembro de la familia humana» debía ver reconocidos por su Estado. 

Mientras que se pueda verificar que esta dinámica sigue siendo soste- 
nida por algunas organizaciones cada vez menos legítimas en el nuevo 
orden mundial, como la UNESCO o la OIT por ejemplo,% ya no sigue 
siéndolo por las organizaciones más poderosas y más legítimas, como la 
OMC y el FMI O los Estados. Y se comprueba que la imposición de la ló- 
gica de los mercados se dirige contra la lógica de los derechos fundamen- 
tales reconocidos en la posguerra. Los acuerdos sobre la propiedad inte- 
lectual (Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio, ADPIC, de 1994), por ejemplo, 
van claramente contra el «derecho a la salud». Para hacer frente a las pro- 
testas y las transgresiones porlbarte de países del sur (Sudáfrica, Brasil, la 
India), se ha hecho necesario inventar tímidas derogaciones para que 
dichos países pudieran fabricar, para un número muy limitado de enfer- 
medades, medicamentos genéricos cuyas exportaciones hacia los países 
que no pueden fabricarlos por sí mismos son a su vez drásticamente limi- 
tadas. La lógica propietaria en la salud o en el entorno es, incluso, pro- 
plamente criminal. El colmo del cinismo se alcanza cuando el mercado 
se presenta como garante de la supervivencia de la humanidad con los 
tristemente famosos «mercados de la polución». 

La dinámica de los derechos fundamentales es la que el neoliberalismo 
triunfante ha detenido e incluso invertido. Hay que recordar que los 
miembros eminentes de la Sociedad del Mont-Pélerin, con Hayek a la 
cabeza, no dejaron de denunciar la «democracia totalitaria» y el «espejis- 
mo de la justicia social», que según ellos iban a conducir inevitablemente 
a la «servidumbre». Su éxito político a partir de los años 1980 estimuló la 
puesta en práctica de políticas de cuestionamiento brutal de esos «dere- 
chos económicos, sociales y culturales». Pero, así, es todo el dispositivo 
Estados/derechos subjetivos el que ha quedado tocado y ha empezado a 


36. Véase la declaración de la OIT sobre la «justicia social por una mundialización 
equitativa», que hace del pleno empleo y del «trabajo decente» derechos fundamentales. 
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deshacerse en los países capitalistas. Los Estados neoliberales se han con- 
vertido en máquinas al servicio de una empresa activa de «desdemocrati- 
zación», para decirlo en palabras de Wendy Brown, que afecta, más allá 
de los derechos, a las libertades civiles y a los derechos políticos.” 

Se comprende entonces que cierta estrategia altermundialista quiera 
evitar el temible obstáculo de Estados que se han convertido en los pri- 
meros enemigos de los mismos derechos fundamentales que hubieran 
debido garantizar: hacer reconocer estos derechos de la ciudadanía social 
como «bienes comunes de la humanidad» permitiría imponer a los Esta- 
dos otra norma que no sea la de la acumulación de riquezas privadas. Se 
trataría, en suma, de «soldar» la lógica universalizante del Estado social 
con la problemática de los comunes mundiales. Pero, además de que esta 
soldadura es bastante artificial, ¿no sería esto prolongar el dispositivo oc- 
cidental clásico, considerado como inmodificable, en condiciones que, | 
sin embargo, han cambiado radicalmente, como si las viejas recetas pu- 
dieran seguir valiendo? 

La contradicción del Estado social, que hemos examinado más arriba, 
es precisamente que se dejó encerrar en un dispositivo que sólo conoce 
dos términos, puesto uno frente al otro: por un lado, los derechos del 
ciudadano; por otra parte, los Estados que supuestamente deben garanti- 
zarlos, sin tener en cuenta los medios para garantizarlos, salvo una «redis- 
tribución» y una «solidaridad» que algunos esperaban, en cierta época, 
que fuesen compatibles con un capitalismo «civilizado». De hecho, los 
«derechos sociales, económicos y culturales» fueron pensados en función 
del modelo de los derechos subjetivos oponmibles a los Estados, al mismo 
título que los derechos civiles y políticos. No fueron concebidos en rela- | 
ción con obligaciones y deberes de producción de lo común, es decir, 
desde el punto de vista de condiciones prácticas, políticas e institucionales 
que permitieran a los sujetos de derechos sociales ser, al mismo tiempo, 
los coproductores de su efectuación. También resulta bastante chocante * 
constatar que la Declaración de 1948 sólo consagra a los «deberes» un 
artículo: «El individuo tiene deberes para con la comunidad en la que es 
posible únicamente el pleno desarrollo de su personalidad» (art. 29). Se 
comprende, sin duda, que estos deberes están fuertemente condicionados 


37. Véase W. Brown, Les Habits neufs de la politique mondiale, Les Prairies ordinaires, 
París, 2007. 
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por la «naturaleza de la comunidad», pues así ocurre con los derechos 
civiles y políticos, pero puede resultar sorprendente que no se diga nada 
acerca de los medios políticos y económicos que permitirían a cada cual 
cumplir sus obligaciones ante los demás. En realidad, en aquella época, el 
Estado-nación soberano seguía siendo el único mecanismo posible para 
una política de control del capitalismo. Con esta dificultad, precisamen- 
te, tropieza hoy en día la estrategia altermundialista cuando se conforma 
con hacer valer derechos fundamentales de acceso a bienes considera- 
dos como vitales y esenciales para la dignidad humana: no considera la 
mutación del sistema político a escala mundial. No es posible imaginar, 
en efecto, a los Estados actuales, enteramente dominados por la raciona- 
lidad capitalista, convirtiéndose en soportes del «bien común» y dispensa- 
dores de los «bienes comunes» por la gracia de una repentina conversión. 
Es en este punto donde el altermundialismo, si no quiere extinguirse, 
deberá dar el salto decisivo y comprometerse a una superación del dispo- 
sitivo estatal internacional. 

Para efectuar esta superaciónd conviene en primer lugar dar todo su 
lugar a la idea de que el derecho participa enormemente en la formación 
de la subjetividad moderna, lejos de reducirse a no ser más que una más- 
cara del poder o una figura de la «policía». Tal es la aportación del traba- 
jo de Catherine Colliot-Théléne, quien se pregunta si fuerzas sociales 
suficientes podrán defender derechos existentes o hacer advenir nuevos 

* derechos políticos en la mundialización capitalista:** «¿Qué puede ad- 
venir del sujeto político, así identificado con el sujeto de derechos, cuan- 
do el Estado pierde el monopolio de la garantía del derecho?».* La 
cuestión es sin duda importante, pero es parcial. Si bien podemos admi- 
tir, con ella, que la tradición jurídica nos ha hecho lo que somos como 
sujetos y nos obliga a pensar en términos de derechos subjetivos, convie- 
ne admitir igualmente que el dispositivo ha quedado bloqueado con la 
progresiva sustitución del sistema estatal westphaliano por la guberna- 
mentalidad neoliberal. No bastará, por lo tanto, con animar, como ella 
hace, a los ciudadanos a que defiendan sus derechos frente a los nuevos 
poderes pluralizados. Habrá que combatir también por que estos ciuda- 


38. Véase C. Colliot-Théléne, «Pour une politique des droits subjectifs. La lutte 
pour les droits comme lutte politique», L'Année Sociologique, vol. 59, n* 1, 2009, págs. 
231-258. 

39. Ibíd., pág. 252. 
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danos puedan coproducir las condiciones que permitan el reconocimien- 
to efectivo de sus derechos y la satisfacción de sus necesidades. En otros 
términos, que sean no sólo ciudadanos sociales que hagan valer sus dere- 
chos, sino ciudadanos activos política y cívicamente que pongan en prác- 
tica su sentido de las responsabilidades en la producción común, capaces 
de inventar instituciones que les permitan ser coproductores conscientes de 
lo común y no sólo consumidores de servicios. 

El orden mundial por venir es incierto. Pero si la situación no se in- 
vierte, ya se esbozan algunas tendencias. Lo más probable no es, sin duda, 
la marcha espontánea hacia un «pluralismo ordenado», bajo la referencia 
al tercero simbólico de la humanidad con el que sueña Mireille Del- 
mas-Marty. Sería más bien la refeudalización de la que habla Alain Su- 
piot, que se caracteriza por el declive de las funciones sociales del Estado 
y el desarrollo de sus funciones represivas, la fragmentación posible de los 
Estados-nación en «Estados-región» independientes, la multiplicación de 
los poderes locales y supranacionales, de acuerdo con una lógica de frag- 


mentación múltiple, en la que cada sector de la sociedad produce sus : 


normas al modo de un orden mafioso. Este caos normativo, en el que los 
más poderosos refuerzan cada vez más sus poderes y sus riquezas apoyán- 
dose en los instrumentos de violencia estatales o paraestatales, es ya en 
parte nuestro mundo, especialmente en el campo económico. ¿Es toda- 
vía posible darle respuesta reforzando el sistema estatal westphaliano? 
¿Habría que esperar a que vuelva a despertarse el espíritu republicano en 
un marco nacional? Existe un gran riesgo, si se sigue la tendencia de la 
«reestatalización nacional», de quedar desbordados y arrastrados por el 


amplio movimiento reactivo, nacionalista y xenófobo que amenaza con . 


reforzarse en todas partes. Queda pendiente la pregunta de si no hemos 
llegado al final del modo de organización centralista del Estado y se han 
alcanzado los límites de las formas de subjetivación a él vinculadas. Ha- 
bría que arriesgarse, entonces, a plantear otra pregunta: ¿cuál sería la or- 


ganización política adecuada para dar forma institucional a la coproduc- 


ción de los comunes mundiales? 


j 
j 
] 
H 


Propuesta política 9 
Hay que instituir una 
federación de los comunes 


Plantear la cuestión de las instituciones de lo común impone enfrentarse 
a lo que se suele llamar la «cuestión del poder»; dado que, como hemos 
visto,! es ilusorio pensar que una expansión de los comunes «por abajo» 
y de forma gradual acabe socavando los fundamentos del capitalismo 
hasta determinar su hundimiento. Debemos imponernos el pensar la 
construcción política de un nuevo poder sin ceder un ápice en cuanto al 
rechazo de la estrategia de la «toma del poder», entendida en el sentido 
de la conquista del poder de Estado. La «lección de la Comuna» es a este 
respecto exactamente opuesta a la que Trotski había considerado que se 
debía extraer: el apego al principio de la autonomía comunal no fue el 
«gran error» que ocultaba la «cobardía ante la acción revolucionaria»? 
por el contrario, fue la prueba de una gran lucidez en lo referente al ca- 
rácter profundamente autoritario y antidemocrático de la idea de un Es- 
tado unitario y centralizado. El comunalismo dio pruebas, por lo tanto, 
de una gran coherencia al afirmarse de entrada como hostil a la «Repú- 
blica una e indivisible».? 

Ahora bien, el único principio respetuoso de la autonomía de los 
gobiernos locales es el principio federativo. Como observó Proudhon: 


1. Véase supra, capítulo 3: es lo que entonces llamamos la ilusión de la «difusión por 
el exterior». 

2. Véase P. Dardot y C. Laval, Marx, prénom: Kar, op. cit., págs. 318-319... 

3. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., pág. 571. (Trad. cast.: Sobre la revolución, 
Alianza, Madrid, 1988.) 
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Federación, del latín foedus, genitivo foederís, es decir, pacto, contrato, tra- 
tado, convención, alianza, etc., es una convención mediante la cual uno o 
varios cabezas de familia, uno o varios municipios, o uno O varios grupos 
de municipios o Estados, se obligan recíprocamente y la igualdad de los 
unos hacia los otros respecto a uno o varios objetos particulares cuya res- 
ponsabilidad incumbe especialmente, entonces y exclusivamente a los dele- 
gados de la federación.* 


Lo esencial es esta reciprocidad y esta igualdad en la obligación que ex- 
cluye toda subordinación de una de las partes implicadas en el pacto con 
las demás. Entendido de esta forma, tal principio se opone directamente 
al principio de soberanía del Estado-nación, que implica por su parte un 
poder supremo situado por encima de todos los otros y desligado (ab-so- 
lutus) de toda obligación respecto a ellos.? En este sentido, puede cons- 
tituir un punto de apoyo para quien quiera definir las condiciones de 
una construcción política a partir del gobierno de los comunes: recuér- 
dese, en efecto, que el término «munus» remite a esta idea de una obli- 
gación basada en la exigencia de reciprocidad y de mutualidad.* Pero, 
como se sabe, hay varias clases de federalismos. Podemos distinguir es- 
quemáticamente: la federación de los pueblos-Estado a escala interna- 
cional, la federación que une a varios Estados en el interior de un Estado 
(federación «intraestatal») o en el interior de una entidad que no es pro- 
piamente un Estado. 


4. P. J. Proudhon, Du principe fédératif, Éditions TOPS/Trinquier, Antony, 1997, 
pág. 86. Basándose en esta misma etimología, Daniel Elazar compara foedus con covenant 
(pacto) y hace de la combinación de la autoridad ejercida por uno mismo (self rule) y la 
autoridad compartida (shared rule) la característica del federalismo. Véase D. Elazar, 
Federal Systems of the World. A Handbook of Federal, Confederal and Autonomy Arrangements, 
Longman, Harlow, 1991, pág. xv (citado por B. Théret, Protection sociale et fédéralisme. 
L'Europe dans le miroir de l"Amérique du Nord, Presses de lUniversité de Montréal, Mon- 
treal, 2002, pág. 42). 

5. B. Théret, Protection sociale et fédéralisme, op. cit., pág. 46, nota 9: Bruno Théret cita 
a T. O. Hueglin, «New Wine in Old Bottles? Federalism and Nation States in the Twen- 
ty Fixst Century. A Conceptual Overview», en K. Knop, S. Ostry, R. Simeon y K. Swin- 
ton (dirs.), Rethinking Federalism. Citizens, Markets, and Govermments in a Changing World, 
University of British Columbia Press, Vancouver, 1995, pág. 203. 

6. Véase, sobre este punto, supra, capítulo 1. 
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El federalismo a escala internacional 


Empecemos por la federación de los Estados a escala internacional. Kant 
es el autor de un bosquejo filosófico titulado Hacia la paz perpetua (1795). 
En él, enuncia tres artículos definitivos destinados a obtener dicha paz, 
cada uno de los cuales corresponde a un nivel distinto del derecho públi- 
co.El primero de dichos artículos estipula: «La constitución cívica de cada 
Estado debe ser republicana», lo que corresponde al primer nivel, el del 
derecho cívico de los hombres en un pueblo (ius civitatis). El segundo dice: 
«El derecho de gentes debe basarse en un federalismo de Estados libres», lo 
que corresponde al nivel del derecho de los Estados considerados en sus 
relaciones recíprocas (ius gentium). El tercero afirma: «El derecho cosmopo- 
lita debe restringirse a las condiciones de la hospitalidad universal», lo que 
corresponde al nivel del derecho no internacional, sino cosmopolita, «en 
la medida en que hombres y Estados, que están en relaciones de influencia 
exterior recíproca, deben ser considerados como ciudadanos de un Estado 
universal de los hombres (ius cosmopoliticum)».? Como se ve, el federalismo 
de los Estados libres (derecho de gentes) presupone que la constitución de 
los Estados así vinculados sea republicana (derecho cívico), es decir, se base 
en la separación del poder ejecutivo (el gobierno) y el poder legislativo. 
Esta federación constituiría una «alianza entre los pueblos» y no un «Estado 
de los pueblos», esto es, un Estado federativo único a escala mundial. 
Lejos de poner fin a la pluralidad de los Estados, la presupone, del mismo 
modo que presupone que esta pluralidad sólo puede ser la de los «pueblos 
en cuanto Estados», quedando así excluido que la federación de los pue- 
blos pueda distinguirse de la federación de los Estados. La idea federativa 
es aquí solamente la de una «alianza de paz» (foedus pacificum) permanente 
en virtud de la cual los Estados republicanos se comprometen a trabajar 


por el cese definitivo de todas la guerras. Así, no tiene el mismo contenido . 


que la «idea positiva de una república mundial».* En definitiva, la federa- 
ción de las naciones sólo es un medio que usan los Estados para proteger- 
se de la guerra, a costa de renunciar al supuesto «derecho a hacer la guerra». 

Una federación interestatal como esta, puramente defensiva, no es de 


ninguna ayuda cuando se trata de pensar una coordinación de los comu- 


7. E. Kant, Vers la paix perpétuelle, Garmier-Flammarion, París, 1991, págs. 83-84. 
(Trad. cast.: La paz perpetua, Tecnos, Madrid, 2013.) 
8. lbíd., pág. 93. 4 
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nes a escala mundial basada en el principio político del autogobierno: no 
cuestiona fundamentalmente la soberanía nacional y excluye el federalis- 
mo de la estructura interna de cada Estado, debido al apego persistente al 
principio de soberanía. Por otra parte, debemos estar atentos al hecho de 
que encuentra su complemento en un derecho cosmopolita cuyo único 
artículo proclama un «derecho de visita» para el extranjero, formalmente 
distinguido de un «derecho de residencia»: el reconocimiento de este 
derecho impone a los Estados que acojan en su suelo a todo extranjero 
mientras éste no amenace su existencia, sin considerar una instalación 
duradera en el país. Lo que Kant considera, muy precisamente, con este 
«derecho de visita» son las condiciones jurídicas del desarrollo del comer- 
cio internacional: rechaza así el «argumento de la terra nullius en virtud 
del cual los europeos, en América y en África, consideraron inexistentes 
los derechos de las poblaciones indígenas» y justificaron la colonización.? 
Tal es el verdadero contenido del «derecho de ciudadanía mundial», que 
no tiene en cuanto tal ninguna significación positiva: su función es exclu- 
sivamente favorecer los intercarilbios comerciales entre las naciones, de 
las que se espera, de acuerdo con una visión muy extendida en aquella 
época, que contribuyan a pacificar las relaciones internacionales.* Se 
confirma así que el «Estado universal de los hombres» (tercer nivel del 
derecho público) no tiene más realidad que la «suprasensible» en el orden 
moral que corresponde al deber.** Este argumento remite a su vez a una 
interpretación bastante singular de la idea de la «posesión común origina- 
ria» del suelo, del que hemos visto más arriba qué papel desempeñaba en 
Locke. Mientras que este último buscaba justificar el paso de la copose- 
sión indivisa a la apropiación privada exclusiva prescindiendo del artificio 
de una convención, Kant llega a hacer de esta «posesión común origina- 
ria» el fundamento del derecho a la propiedad privada. En efecto, lejos de 
remitir a un origen histórico, cualquiera que sea, sólo se trata de una «idea 
de la razón» que permite establecer la imposibilidad jurídica de una res 


9. Sobre este punto, remitimos a las explicaciones muy convincentes de Catherine 
Colliot-Théléne, «Pour une politique des droits subjectifs», loc. cit., págs. 118-119. 

10. Leyendo a Kant, Michel Foucault interpreta la «planetarización comercial» como 
la «garantía de la paz perpetua» (véase M. Foucault, Naissance de la biopolitique, op. cit., 
pág. 60. Trad. cast.: Nacimiento de la biopolítica: curso del Collége de France, Akal, Madrid, 
2012). 

11. Véase sobre este punto supra, capítulo 1: «Lo común, entre lo vulgar y lo uni- 
versal». 
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nullius: ninguna cosa está completamente vacante porque todos, «no co- 
lectivamente, sino distributivamente», deben considerarse dotados del 
mismo derecho a apropiarse de una parte de la tierra todavía inapropiada. 
Esto indica hasta qué punto lo «común» de la posesión común original 
del suelo «se reduce a la licencia concedida a todos, es decir, a cada uno, 


para declarar suya una porción del suelo que ningún otro se ha apropiado 


anteriormente».'? Se verifica así que el tipo de federación propuesta 
(alianza interestatal puramente defensiva destinada a garantizar la paz) 
está vinculada al «derecho de visita» del individuo, puesto que ambos 
aspectos «se derivan del mismo principio, la libertad de poseer».** Es 
fácil de entender que un «común» así, el del derecho de cada cual a la 
apropiación, poco puede tener que ver con el común del uso que se 
trata en este libro. 


La república federativa 


Hay, sin embargo, otra clase de federalismo, relativa en este caso a la es- 
tructura interna del Estado (el derecho cívico), no ya a las relaciones ex- 
ternas recíprocas de los distintos Estados a escala internacional (el «dere- 
cho de gentes»). La referencia en la materia es el «Libro IX» de la obra de 
Montesquieu Del espíritu de las leyes, más precisamente los capítulos i, ii y 
111, consagrados a la «constitución federativa» y a la «república federativa». 
Hablando de esta última, Montesquieu escribe: «Esta forma de gobierno 
es una convención mediante la cual varios cuerpos políticos consienten 
en convertirse en ciudadanos de un Estado más grande que quieren for- 
mar. Es una sociedad de sociedades, que hace una sociedad nueva, que 
puede crecer mediante nuevos asociados que se unen».** Mediante esta 
definición famosa («sociedad de sociedades»), Montesquieu rompía con la 
identificación establecida por Pufendorf entre lo estatal y lo nacional, por 
una parte, y lo interestatal y lo internacional, por la otra; doble identifi- 


12. C. Colliot-Thélene, «Pour une politique des droits subjectifs», loc. cit., pág. 135. 
La autora cita, en nota a pie de página, esta afirmación de Durkheim tLecciones de so- 
ciología) en la que interpreta a Kant: «El derecho que la humanidad tiene sobre la tierra 
implica el derecho de los particulares a ocupar porciones restringidas de la superficie de 
la tierra». 
13, lbíd., pág. 137. 
"14. Montesquieu, De l'Esprit des lois, Classiques Garnier, París, 1973, t. 1, pág. 140. 
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cación que era consecuencia del principio de la soberanía: con esta unión 
de varias repúblicas, tenemos una asociación de repúblicas que no es de 
orden internacional, porque los Estados ligados por el pacto federativo 


componen a escala internacional una sola unidad. Y los ciudadanos de 


cada una de esas repúblicas se convierten al mismo tiempo en ciudadanos 
de la república surgida de la federación de todas ellas. La república fede- 
rativa combina, en consecuencia, las ventajas respectivas de la república 
respecto a su interior y de la monarquía «con respecto al exterior».!* 
- A diferencia del federalismo preconizado por Kant, esta forma de fe- 
deración fue experimentada en varias ocasiones a lo largo de la historia. 
El propio Montesquieu menciona la República de las Provincias Unidas 
de Holanda, la República Federativa de Alemania y las Ligas Suizas, y 
elogia el ejemplo de la antigua República de Lycia, que agrupaba a vein- 
titrés ciudades.'* Este elogio enfático de la república federativa inspiró 
en parte, sin duda, a los dirigentes de la Revolución norteamericana. 
Madison se desmarcó de esta teoría de la «república compuesta»? po- 
niendo de relieve el carácter mixtokde la república norteamericana, «mi- 
tad nacional, mitad federal».* Pero Hamilton citará en un artículo del 
Federalista de 1788 los capítulos i y iii del «Libro IX» de El espíritu de las 
leyes, en particular, el pasaje sobre la Confederación de Lycia, planteado 
de tal manera que las veintitrés «ciudades» griegas anuncian los «Esta- 
dos» de la unión.*” Por su parte, los antifederalistas invocarán a Montes- 
quieu contra los partidarios del Estado federal. Sea como sea, estos últi- 
mos tenderán en este debate a presentar el federalismo como una «técnica 
de reparto vertical de los poderes»,% lo que permite quitarle todo conte- 
nido social determinado y presentarlo como una solución «técnica» a un 
problema «técnico». 


15. Ibíd., pág. 142. 

16. lbíd., pág. 144. 

17.-Véase Le Fédéraliste, n.? 10, 22 de noviembre de 1787, en A. Hamilton, ]. Jay y 
J. Madison, Le Fédéraliste, editado por Anne Amiel, Garnier-Flammarion, París, 2012, 
págs. 128-141. 

18, O. Beaud, «Fédéralisme», en P. Raynaud y S. Rials (dirs.), Dictionnaire de philos- 
ophie politique, op. cit., pág. 273. Véase Le Fédéraliste, n* 38, 12 de enero de 1788, en 
A. Hamilton, J. Jay y J. Madison , Le Fédéraliste, op. cit., págs. 307-315. 

19. P. Verniére, Montesquieu et Pesprit des lois ou la Raison impure, SEDES, París, 1977, 
pág. 124. 

20. O. Beaud, «Fédéralisme», loc. cit. 
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En realidad, esta presentación escamotea lo esencial. Desde el punto 
de vista estricto de la democracia, se pone de manifiesto ya una diferencia 
bastante clara entre un «federalismo judicial», en el que es la Corte Su- 
prema la que con sus interpretaciones es garante de la Constitución, y un 
federalismo que promueve el referéndum, en el que es el pueblo, a través 
de su voto directo, el garante último.” Por eso, una vez más, no hay 
que darle la razón a Hannah Arendt cuando ensalza la Revolución nor- 
teamericana por haber hecho de la auctoritas una función no «política», 
sino «jurídica»: el hecho de que se otorgue a un colegio de jueces la 
responsabilidad de ejercer «una especie de poder constituyente perma- 
nente»” no habla a favor del federalismo norteamericano, sino en su 
contra. Confiar el «control de la constitucionalidad» a la «rama judicial 
del gobierno» choca de frente, en efecto, con la concepción democrática 
de la separación de los poderes, pues concede a lo judicial una preemi- 
nencia sobre los órganos propiamente políticos, tanto más cuanto que se 
trata de jueces vitalicios y no de funcionarios electos y revocables. Desde 
un punto de vista más general, habría que preguntarse si el elogio del 
principio federativo de la Comuna no está en completa contradicción 
con el elogio, en la misma obra de Arendt, de «la más importante» de las 
innovaciones constituyentes norteamericanas: en la cita reproducida en 
el último capítulo del ensayo De la revolución, Odyssée Barron afirma que, 
como «revolución social», la Comuna de 1871 continúa y debe culminar 
1793, mientras que, «como revolución política», es una «reacción contra 
1793 y un retorno a 1789».* En la mente de muchos communards, no 
sólo no había ninguna contradicción entre revolución social y revolu- 
ción política, sino que el principio federativo heredado de 1789 era la 
forma política más adecuada para llevar a buen puerto el cuestionamien- 
to del derecho absoluto de propiedad iniciado en 1793.% Pero la inter- 
pretación arendtiana de la Revolución francesa va exactamente en la di- 
rección opuesta, haciendo de la importancia que en ella adquirió la 


21. Ibíd., pág. 43, nota 5. 

22. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., pág. 509. (Trad. cast. antes citada.) 

23. Ibíd., pág. 571. Más adelante, en este mismo capítulo, veremos que-Proudhon, 
lejos de oponer 1789 a 1793, veía en 1793 la continuación de una tendencia unitaria y 
centralista ya iniciada en 1789. 

24. De hecho, en la Declaración al Pueblo Francés del 19 de abril de 1871, los 
communards hacen referencia al movimiento de las comunas iniciado desde el siglo XIL. 
Sobre este punto, véase P. Dardot y C. Laval, Marx, prénom: Karl, op. cit., pág. 308. 
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cuestión social el fermento del que nació el Terror, como si el objetivo 
de liberar al pueblo de la miseria reclamara por sí mismo el recurso a los 
medios de la violencia más desatada.* En lo que a esto se refiere, no 
podemos más que suscribir el dictamen de Castoriadis: «La cuestión eco- 
nómica y social no es, de hecho, tenida en cuenta en el primer momen- 
to instituyente de las colonias de la Nueva Inglaterra. Arendt se felicita de 
ello, como si no fuera éste precisamente uno de los factores que condi- 
cionaron una evolución de la sociedad norteamericana que por otra par- 
te ella deplora»?* Dicho de otra manera, es la ignorancia de la cuestión 
social la que condujo a los Estados Unidos a ceder cada vez más a la ló- 
gica unitaria del Estado-nación y a volver así la espalda al principio fede- 
rativo de las «pequeñas repúblicas» elementales que un Jefferson elogiaba 
al final de su vida. Lo social se toma entonces la revancha de la peor de 
las formas: la constitución de una oligarquía que se dedica metódicamen- 
te a mantener al pueblo apartado de toda participación directa en los 
asuntos públicos, haciendo de la política «un oficio y una carrera» e in- 
troduciendo en la política los métodos de la publicidad, «que convierte 
las relaciones entre el elector y el elegido en relaciones entre cliente y 
vendedor».” 


Federalismo intraestatal e interestatal 


A la luz de tal evolución, la cuestión es saber en qué medida el federalis- 
mo se puede permitir, no poner a una distancia ilusoria lo social, sino 
darle una expresión organizada con el fin de combatir mejor los efectos 
más perversos. Se ve entonces que la variedad de las arquitecturas insti- 
tucionales existentes no está, ni mucho menos, directamente correlacio- 
nada con una diversidad correspondiente de los contenidos sociales (por 
ejemplo, de los sistemas de protección social). Hay quien ha propuesto 


25. Ibíd., pág. 377: «Fue la necesidad, fueron las necesidades acuciantes del pueblo 
las que desencadenaron el Terror y llevaron a la Revolución a su pérdida»; pág. 406: «De 
entrada, o casi, la orientación de la Revolución francesa se desvió de esta dirección fun- 
dadora debido a la inmediatez del sufrimiento; fue determinada por las exigencias de la 
liberación, no de la tiranía, sino de la miseria, y fue empujada a actuar por la inmensidad 
sin límites de la miseria del pueblo y de la piedad que ésta suscitaba». 

26. C. Castoriadis, Quelle démocratie?, op. cit., pág. 241. 

27. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., págs. 580-581. (Trad. cast. antes citada.) 
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distinguir entre «federalismo interestatal» (Canadá y la Europa en forma- 
ción) y «federalismo intraestatal» (Suiza, los Estados Unidos y Alemania) 
con el fin de distinguir mejor un Estado unitario administrativamente 
descentralizado, como el Estado norteamericano, de un federalismo «no 
centrado», «con vocación asimétrica y multinacional», como Canadá, 
donde la relación entre gobierno federal y gobiernos provinciales se hace 
por medio de una red de «conferencias federales-provinciales». Pode- 
mos aprovechar el ejemplo canadiense para reflexionar sobre el modo en 
que la Unión Europea podría reorganizar sus propias instituciones en el 
espíritu de una ciudadanía social reforzada y de un federalismo moneta- 
rio.” Pero, considerada desde el punto de vista del vínculo existente 
entre forma institucional y contenido social, la experiencia de la cons- 
trucción europea revela ser más bien un perfecto contraejemplo. Dicha 
construcción se ha nutrido, para autolegitimarse, de fuentes intelectuales 
muy diversas, desde la reflexión de Kant sobre la paz perpetua hasta el 
ordoliberalismo alemán y su legitimación del Estado por el mercado. 
Desde el punto de vista de su realidad institucional, la unión no es ni un 
Estado supranacional ni una unión de varios Estados según un modelo de 
república federativa ni una alianza defensiva que dependería directamen- 
te y en exclusiva del derecho de gentes, ni tampoco un poco de cada una 
de estas cosas al mismo tiempo. La crisis que la atraviesa es muy profunda 
y afecta a sus fundamentos. Por eso ni el retorno a la soberanía nacional 
ni la fuga hacia adelante que consiste en añadir el techo de una constitu- 
ción política federal a los fundamentos existentes pueden abrir una ver- 
dadera salida. 

Jiirgen Habermas propuso recientemente un reordenamiento institu- 
cional destinado a remediar la deriva tecnocrática de lo que él llama el 
«federalismo ejecutivo»?! Pero esta posición se apoya en una lectura 


28. Bruno Théret se refiere a Smiley, Protection sociale et fédéralisme, op. cit., pág. 69. 

29. Este es el punto de vista adoptado por Bruno Théret en ibid. 

30. Para una presentación del ordoliberalismo, véase M. Foucault, Naissance de la 
biopolitique, op. cit., págs. 81-184 (trad. cast.: Nacimiento de la biopolítica: curso del College de 
France, Akal, Madrid, 2012), así como P. Dardot y Ch. Laval, La Nouvelle raison du mon- 
de, op. cit., págs. 187-218 (trad. cast.: La nueva razón del mundo: ensayo sobre la sociedad 
neoliberal, Gedisa, Barcelona, 2013). 

31. J. Habermas, La Constitution de lEurope, Gallimard, París, 2012, págs. 14 y 71. 


- La expresión «federalismo ejecutivo» es tomada de los representantes del Estado de Que- 


bec, quienes la forjaron para criticar el cortocircuitado de los distintos parlamentos de 
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insostenible del Tratado de Lisboa: este último no estaría muy lejos de 
dar a la Unión Europea la forma de una «democracia transnacional», 
en la medida en que consagraría la división del poder constituyente entre 


los ciudadanos de la unión y los pueblos de los Estados miembros. En su 


artículo 1, apartado 1, el Tratado de Lisboa menciona, ciertamente, la 
«voluntad de los ciudadanos y de los Estados de Europa», pero ¿qué es lo 
que justifica atribuir a este «y» un sentido partitivo, como si hubiera que 
entender que los ciudadanos y los Estados constituyen dos sujetos distin- 

_tos? En realidad, la cualidad de ciudadano de la unión no es una cualidad 
jurídicamente distinta de la de ciudadano de un Estado miembro, simple- 
mente porque hay equivalencia entre ser «ciudadano de la unión» y ser 
«ciudadano de un Estado miembro de la unión»: es en cuanto ciudadano 
de un Estado miembro que un europeo es ciudadano de la unión y de 
ningún otro modo. De hecho, lo que se le escapa por completo a Haber- 
mas es la conexión interna entre tres aspectos que, a menudo, se tienden 
a disociar en el debate: 1) el «federalismo ejecutivo», que privilegia lo 
intergubernamental (el Consejo Edtropeo) a expensas del Parlamento; 2) 
la constitucionalización de la competencia, que estimula la especulación 
y engendra el endeudamiento de los Estados; 3) la negativa a reconocer 
derechos sociales como derechos fundamentales. La forma «experto- 
crática» deplorada por Habermas no se deriva de un «déficit democráti- 
co» de orden superestructural que se podría remediar aisladamente, sino 
que es requerida por el contenido social que estuvo en el punto de par- 
tida de toda la empresa. La primacía de la competencia y el carácter se- 
cundario de los derechos sociales imponen, una vez reconocidos, hacer 
de la Comisión y del Consejo de Ministros los dos órganos encargados de 
«promover el interés general»: su independencia con respecto a los ciu- 
dadanos y al Parlamento se convierte entonces lógicamente en una ga- 
rantía de la no intrusión de intereses sociales sospechosos, a priori, de 
falsear el principio de competencia. 


Canadá mediante el recurso cada vez más sistemático de las conferencias interguberna- 
mentales (ibíd. págs. 186-187, nota 2). 

32. Ibíd., págs. 15 y 76. 

33. Sobre este punto, véase el artículo de Gérard Raulet, «La crise de PUnion eu- 
ropéenne: une crise de légitimité démocratique», en Y. C. Zarka, Refaire 1'Eutrope avec 
Júrgen Habermas, PUF, París, 2012, págs. 98-102. 
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El verdadero alcance del principio federativo 


La cuestión es, por lo tanto, determinar el principio federativo de tal 


manera que esté directamente articulado con la concepción de una de- 
mocracia que no se detenga en la esfera de lo «social» suponiéndolo or- 
gánicamente ajeno al «dominio público» de la política pura, sino que 
haga valer en el ágora y en la ekklesia, por retomar los términos de Cas- 
toriadis, la misma exigencia política bajo formas distintas. Esta preocupa- 
ción por una continuidad de lo social en lo político es precisamente la 
que ha llevado a algunos a relanzar la iniciativa del jurista Johannes 
Althusius, hasta el punto de presentar su pensamiento como el crisol de 


la «noción original del federalismo», que habría que oponer al federalis- 


mo moderno de tipo «estatal».** 

En realidad, la idea madre de la doctrina expuesta en su Política metho- 
dica digesta (1603) no es la de federación, sino la de consociatio symbiotica, 
lo que Pierre Mesnard opta por traducir como «comunidad simbiótica», 
para darle a la noción una unidad orgánica que tendría por efecto la 


«transformación de sus miembros en símbiotes o comensales».% Se trata, : 
en efecto, de una verdadera comunidad de vida (sim-biosis), cuya dimen- 


sión afectiva y espiritual es lo que produce lcohesión.* Pero Althusius 
quiere construir las comunidades por orden de complejidad creciente a 
partir de las comunidades simples o privadas, hasta las comunidades mix- 
tas o públicas, cuya forma superior es el Estado: este método reproduce 
el «orden genético exacto» en el que las comunidades restringidas engen- 
dran las más integrativas. De este modo, los organismos más simples ge- 


neran las comunidades más complejas incorporándose a estas últimas en . 


calidad. de miembros. Las dos grandes comunidades privadas son la fami- 
lia y el «colegio» o la «compañía», agrupación civil y voluntaria cuyos 
miembros son «compañeros». Las compañías que tienen la mayor exten- 
sión son los diferentes Órdenes: clero, nobleza y tercer estado. Mediante 
la coalescencia de varias comunidades privadas se constituyen las comu- 
nidades públicas o universitates, cuyos miembros son ciudadanos. Pierre 


34. O. Beaud, «Fédéralisme», loc. cit. 

35. P. Mesnard, L*Essor de la philosophie politique au xvf siécle, Vrin, París, 1977, 
pág. 578. 

36. 1bíd., pág. 581. Pierre Mesnard indica que todo el léxico de Althusius está des- 
tinado a significar el calor del sentimiento colectivo que da a cada comunidad su unidad. 
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Mesnard destaca que este término adquiere en Althusius una significa- entiende que un «federalismo» de esta clase pueda ser considerado ade- 

ción especifica: sólo es posible convertirse en ciudadano como simbiote cuado para la forma de una coordinación entre redes en correspondencia 

que se ha puesto a prueba en una compañía, de modo que los elementos : con la tecnología y la dimensión constituyente de los movimientos socia- ¡ 

del cuerpo cívico no son los individuos, sino las comunidades constitu- les actuales.** Y cuesta igualmente ver cómo podría inspirarnos para pen- | 

yentes.? Hay dos clases de comunidades públicas: el municipio (muni- sar la articulación entre los diferentes comunes a todos los niveles de la 

cipio rural, pueblo, parroquia, municipio urbano) y la provincia, cuyas vida social: el uso común es radicalmente incompatible con el principio 

reglas son perfectamente homólogas. Por encima de todas estas comuni- de la organización corporativa si «común» no se limita a significar «reser- 

dades públicas particulares, pero procediendo siempre de ellas por coales- : vado a ciertas comunidades en cuanto comunidades». 2 

_cencia, se tiene finalmente el Estado o «comunidad simbiótica inte- Tenemos que volver al enunciado del principio federativo para tratar 

gral». Esta comunidad es a su vez dirigida por un colegio de ephoros y de identificar el tipo de federación apropiado para la práctica del uso 

un magistrado supremo: los ephoros constituyen el colegio supremo guar- común a todos los niveles de la vida social. En Del principio federativo, 

dián de la Constitución, la instancia que representa al pueblo y habla en E Proudhon opone el «contrato de federación», mediante el cual los con- 

su nombre, mientras que el magistrado supremo es el administrador y el tratantes «se Obligan recíproca e igualmente los unos para con los otros», 

agente investido del poder ejecutivo. Pero esta dualidad no debe enmas- : a la comunidad, en la que ve «la imagen en miniatura de todos los Estados : 

carar la superioridad que le corresponde al cuerpo colectivo sobre el E absolutos». La federación procede, efectivamente, de una doble exigen- 

primer magistrado: este último es tan sólo un mandatario o «fiel»,? y en cia: por un lado, una exigencia de reciprocidad entre los contratantes : 

nombre de la comunidad global milma los ephoros lo someten a la justicia Ñ (desde este primer punto de vista, el contrato es «sinalagmático» o «bila- i 

y a la ley. En virtud del continuum que hace pasar de cada comunidad a la teral»); por otra parte, una exigencia de equivalencia entre lo que se da a : 

que le es inmediatamente superior, es siempre el mismo principio el que cada contratante y lo que se compromete él mismo a dar (desde este se- i 

prevalece en cada uno de los niveles, el de una dualidad de los poderes, gundo punto de vista, el contrato es «conmutativo»). En tales condicio- | 

con una superioridad de lo colectivo sobre su mandatario: superioridad nes, los contratantes se reservan más derechos y libertades de los que | 

de la compañía sobre su presidente, superioridad del colegio municipal ceden al formar el pacto. Opuestamente, la «comunidad» exige de los : 

sobre el alcalde, superioridad de los estados (en el sentido de «órdenes») : asociados que le hagan don de su independencia y que se le entreguen . ¡ 

de cada provincia sobre el conde que es su jefe, etc. por entero.* Ñ 
¿Qué podemos aprender del principio de esta construcción del cuerpo Proudhon especifica en estos términos el principio de la oposición 

político a partir de los cuerpos sociales más simples? Ciertamente, aquí el entre la comuna y la comunidad: «La Autoridad encargada de su ejecu- | 

Estado se constituye desde abajo y no a partir de un centro. Pero esta l ción [del contrato de federación] nunca puede prevalecer sobre sus cons- | 

doctrina se basa enteramente en una concepción de lo social que merece | tituyentes, quiero decir que las atribuciones federales nunca pueden ex- | 

ser cuestionada. En efecto, lo social es pensado de acuerdo con una lógi- | ceder en número a las de las autoridades comunales o provinciales, al 

ca de integración de corporaciones cada vez más complejas, de tal mane- | igual que éstas no pueden exceder a los derechos o prerrogativas del 


ra que podemos preguntarnos si tal concepción «no es más una doctrina 
corporativista que una doctrina federalista». En estas condiciones no se 


hombre y del ciudadano. Si fuera de otro modo, la comuna sería una 


| 
41. En la sesión del 21 de marzo de 2002 del seminario «De lo público alo común», I 
| 
1 
] 


37. Ibíd., pág. 587. | Negri presentó el federalismo de Althusius, precisamente, a partir de la oposición entre 

38. Ibíd., pág. 593. | «red» y «pirámide». | 

39. Nota del T.: En el original, féal, palabra medieval que significa «fiel», incluida en 42. P.J. Proudhon, Du principe fedératif, op. cit., pág. 87. La cláusula del contrato de 
fórmulas equivalentes a «su fiel servidor». i Rousseau («da alienación total de cada asociado con todos sus derechos a toda la comu- | 


40. O. Beaud, «Fédéralisme», loc. cit. : j nidad») define, desde este punto de vista, un modelo perfecto de «república unitaria». 
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comunidad [...]» Y enuncia así lo que considera como la «ley fundamen- 
tal» de todo sistema federativo: 


En resumen, el sistema federativo es lo opuesto de la jerarquía o la centra- 
lización administrativa y gubernamental por la que se distinguen, ex aequo, 
las democracias imperiales, las monarquías constitucionales y las repúblicas 
unitarias. Su ley fundamental, característica, es la siguiente: en la federación, 
los atributos de la autoridad central se especializan y se restringen, disminu- 
yen en número, inmediatez y, si puedo decirlo así, en intensidad, a medida 
que la Confederación se desarrolla mediante el acceso de nuevos Estados. 
En los gobiernos centralizados, por el contrario, los atributos del poder 
supremo se multiplican, se extienden y se inmediatizan, se incluyen en las 
competencias del Príncipe los asuntos de las provincias, comunas, corpo- 
raciones y particulares, en relación directa con la superficie territorial y la 
cifra de la población.* 


Tal «ley fundamental» es bien diferente de lo que la construcción euro- 
pea nos ha habituado a designarágon la expresión «principio de subsidia- 
ridad». Como indica pertinentemente Bruno Théret: 


En efecto, se puede recurrir al principio de subsidiaridad tanto para exten- 
der como para limitar las prerrogativas de la Unión y su dominio de inter- 
vención. Como principio dinámico de descentralización que permite esca- 
lonar el poder asignando las diversas competencias a diferentes niveles de un 
sistema político concebido como un súper-Estado unitario en construc- 
ción, se inscribe todavía en el marco de una representación funcionalista y 
centralista del poder político.* 


Por este hecho, tal principio, como es formulado en el artículo 3b del 
Tratado de Maastricht, es perfectamente compatible con un proyecto 
centralista sometido al principio de la competencia, ya que condiciona 
tan sólo la intervención de la unión a la imposibilidad por parte de los 
Estados miembros de alcanzar «lo suficiente» los objetivos de la acción 
propuesta.* Tiene poco que ver, por lo tanto, con un reconocimiento 
del principio de la disminución de las atribuciones en función de la pro- 
gresión de los escalones. 


43. Ibíd., págs. 88-89. 
44. B. Théret, Protection sociale et fédéralisme, op. cit., pág. 41. 
45. Ibíd., nota 1. 
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Además, para apreciar mejor la posición de Proudhon, hay que sub- 
rayar la continuidad entre su precoz crítica (1840) de la idea misma de 
gobierno y la promoción, unos veinte años más tarde (1862) de la idea 
de federación en las relaciones entre los Estados. En efecto, los Estados 
son llamados a federarse a escala internacional, no con Estados unita- 
rios relativamente a su condición interna, sino que constituyen por sí 
mismos federaciones de comunes. El campo de aplicación del principio 
federativo no está, pues, limitado al «derecho de gentes», ya que tiene por 
función asegurar la continuidad de la comuna a la provincia, de la pro- 
vincia al Estado, del Estado a la federación de los Estados.*% Si tomamos 
prestado el vocabulario de Kant, diremos que este principio concierne 
tanto al derecho cívico (primer nivel del derecho público) como al dere- 
cho de gentes (segundo nivel del derecho público). Sin embargo, pode- 
mos dudar de que tales distinciones sigan teniendo un sentido, ya que 
presuponen la centralidad del Estado. Es cierto que la exigencia de una 
«constitución republicana» (primer artículo del Tratado de Paz Perpetua) 
es sustituida ahora por la exigencia de una «constitución federativa» in- 
terna de cada Estado. Pero esta misma organización federativa se prolon- 
ga en el plano internacional en las relaciones entre los distintos Estados, 
que no tienen por vocación formar un súper-Estado mundial, ya que esta 
idea de un súper-Estado equivaldría a traicionar el principio federativo 
mismo, proyectando la misma forma desde un nivel determinado al nivel 
superior. A la inversa, cuanto más nos elevamos de un nivel al otro, más 
deben restringirse las atribuciones y especializarse, de tal manera que los 
niveles inferiores conserven el máximo de prerrogativas y de poder de 
iniciativa, lo cual excluye la integración de los distintos Estados en un 
Estado mundial. Es concebible imaginar «Conferencias» entre Estados a 
la escala de una región o de un continente, que tendrían a su vez que 
coordinarse a escala mundial. Lo que se dibuja entonces es un federalis- 
mo radicalmente no estatal, más que estrictamente «interestatal», en el 
sentido que lo hemos entendido más arriba: hablando con propiedad, 


46. En una carta del 2 de noviembre de 1862, escrita durante la redacción de su 
obra Del principio federativo, Proudhon resumirá toda su trayectoria en estos términos: «Si 
en 1840 empecé por la anarquía, conclusión de mi crítica de la idea gubernamental, es 
porque tenía que terminar en la federación, base necesaria del derecho de gentes euro- 
peo, y más tarde de la organización de todos los Estados». Citado por O. Beaud, «Fédé- 
ralisme», loc. cit. 
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el Estado no desaparece, pero no constituye más que un escalón entre 
otros en el interior de un continuum institucional que lo excede tanto por 
abajo como por arriba. Aunque corresponde a la realidad histórica y so- 


cial de un «pueblo», ahora este escalón queda destituido de todo privile- 


gio particular. Un federalismo no estatal es, en este sentido, un federalis- 
mo no centrado. 

La Comuna parisina se basó precisamente en esta comprensión de la 
lógica propia del principio federativo para elaborar su programa. La pro- 
- clamación adoptada durante su segunda reunión abre así, explícitamente, 
la perspectiva de la «constitución de la federación de las comunas de 
Francia»." No tiene nada de sorprendente que Marx tuviera que revisar 
su antigua posición para reconocer la originalidad de la constitución co- 
munal en 1871. En su Discurso al Comité Central de marzo de 1850, afir- 
maba contra los partidarios de la república federativa: «Los trabajadores 
deben no sólo combatir por la república una e indivisible, sino también, 
en su seno, por la centralización más decidida del poder en manos del 
poder del Estado. No deben dejarle extraviar por los discursos democrá- 
ticos sobre la libertad de las comunas (Freiheit der Gemeinde), el autogo- 
bierno (Selbstregierung), etc... Marx es todavía más categórico al afirmar 
que no se puede tolerar que un derecho de ciudadanía comunal «se per- 
petúe a través de una constitución comunal llamada libre», para luego 
referirse elogiosamente al ejemplo de centralización aportada por la 
Francia de 1793. En una nota añadida a la edición de 1885 de este Dis- 
curso, esto es, cerca de quince años después de la Comuna, Engels indica 
que no ha renunciado en lo más mínimo a la idea de la centralización 
política nacional como objetivo político del proletariado. Muy preo- 
cupado por disipar un «malentendido» sobre el sentido de la crítica por 
parte de Marx del comunalismo en 1850, opone el autogobierno provin- 
cial y local de la Francia de la revolución, que compara con el que existe 
en los Estados Unidos de Norteamérica, con el «egoísmo tozudo, canto- 
nal o comunal que nos resulta chocante y nos repugna en Suiza». Este 
fácil contraste entre la gran Norteamérica y la estrechez de Suiza no 
apunta tanto a oponer un federalismo al otro, como a justificar retrospec- 
tivamente el combate librado contra los «republicanos federalistas de Ale- 


47. G. Lefrancais, Le Mouvement communaliste d Paris en 1871, Ressouvenances, 
Coeuvres-et-Valsery, 2001, pág. 197. 
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mania del Sur», que en 1849 soñaban con el modelo de los cantones 
suizos. Más allá de esta lógica de autojustificación, su función es sobre 
todo restringir el reconocimiento del autogobierno comunal a unas con- 
diciones estrictas: la autonomía provincial y local sólo es admisible si se 
inscribe en el interior del marco definido por la centralización política 
nacional.* Esto es tanto como decir que no se trata de hacer de esta au- 
tonomía el mecanismo de una construcción política no unitaria y no cen- 
tralizada, de tal manera que queda muy vaciada de su sustancia. Siempre 
volvemos a tropezar con el mismo límite del marxismo: al tener el prole- 
tariado como primer objetivo la conquista del poder del Estado, debe 
centralizar sus propias fuerzas y tiene necesidad, con tal fin, de un Estado 
unitario y centralizado. 

Frente a esta idealización política de 1793, Proudhon había replicado, 
primero en su obra De la capacidad política de las clases obreras (1865), ins- 
cribiendo ese momento en un proceso multisecular de formación de la 
unidad francesa «por anexiones sucesivas» que la revolución no hizo más 
que continuar desde 1789: «Los reformadores del 89, retomando la obra 
monárquica, erigieron ese régimen de unidad en doctrina de Estado, con 
las aclamaciones prolongadas aquel día de todo el pueblo».* Las comu- 
nas resistieron todavía cierto tiempo, pero su vitalidad fue directamente 
menoscabada por las constituciones del año 1 y del año 111, que hicieron 
de la administración municipal una simple subdivisión de la administra- 
ción central, y luego mediante la institución de los prefectos el 17 de 
febrero de 1800. Esta evolución alcanzó su culminación con la ley del 5 
de mayo de 1855, que atribuye al emperador o a los prefectos la nomi- 
nación de los alcaldes y sus adjuntos: «Mediante la ley del 5 de mayo de 
1855 la comuna se convirtió en lo que desde 1789, 1793 y 1795 la lógi- 
ca de la unidad había decidido que fuese, una simple sucursal de la auto- 
ridad central». Proudhon, aunque diagnostica la muerte del antiguo 
espíritu de las comunas, sigue convencido de que «se acerca el momento 
en que, tras una última crisis, convocado por nuevos principios, empeza- 
rá un movimiento en sentido inverso».** 


48. K. Marx, Oeuvres. Politique 1, op. cit., nota al pie de la pág. 557. 

49. P. J. Proudhon, De la capacité politique des classes ouvriéres, Dentu, París, 1865, 
pág. 288. 

50. Ibíd., pág. 293 (la cursiva es nuestra). 

51. 1bíd., pág. 298. 
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Por una doble federación de los comunes 


Es lógico preguntarse de qué manera esta comprensión del principio fe- 
derativo puede fundar, no sólo la organización de las relaciones entre las 
comunas y la autoridad federal, o incluso entre los Estados y la autoridad 
final —-lo cual corresponde todavía a la esfera política en sentido estric- 
to—, sino igualmente la de las relaciones de los comunes entre sí en la 
esfera de lo social-económico. Más ampliamente, surge la pregunta por 
_ la aptitud de tal principio para fundar, no sólo la organización interna de 
cada una de estas dos esferas, sino su articulación recíproca. Con este fin 
es importante, ante todo, determinar más el contenido del principio fe- 
derativo en sl mismo. 

En el mundo burgués, destaca Proudhon, dos principios constituyen 
«como las dos columnas de la sociedad y del Estado»: por un lado, el 
principio de «centralización política»; por otra parte, el principio de «in- 
solidaridad económica», llamado igualmente de «anarquía mercantil e 
industrial», que conduce necesariámente a la feudalidad del capital que 
hace de contrapeso al primer principio.” A estos dos principios com- 
plementarios, conviene oponer no ya dos principios distintos, sino un 
solo y mismo principio, el de «mutualidad», que implica tanto la autono- 
mía municipal como la solidaridad económica. ¿Por qué es así? «La pala- 
bra francesa mutuel, mutualité, mutuation, que tiene como significado «re- 
cíproco, reciprocidad», viene del latín mutuum, que significa «préstamo» 
(de consumo) y, en un sentido más amplio, «intercambio». Si suponemos 
que el prestatario que consume el préstamo devuelve su equivalente bajo 
una u otra forma, y que el prestador se convierte por su parte en un pres- 
tatario, entonces tenemos una «prestación mutua» o un «intercambio». 
Pero lo importante, explica Proudhon, es comprender «cómo, sobre esta 
idea de mutualidad, reciprocidad, intercambio, justicia, sustituyéndola 
por la de autoridad, comunidad o caridad, se ha llegado, en política y en 
economía política, a construir un sistema de relaciones que tiende nada 
menos que a cambiar desde su raíz el orden social». 

Se objetará que el principio de mutualidad sólo concierne a la esfera 
de los intercambios, es decir, a la de lo social-económico, y que se articu- 
la con dificultad con el principio federativo del que hemos hablado hasta 


52. Ibíd., pág. 287. 
53. Ibíd., pág. 90. 
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ahora. A esto, Proudhon responde que el federalismo no es nada más que 
la extensión del mutualismo a la esfera política: «Así, transportado a la 
esfera po lo que hemos llamado hasta ahora “mutualismo” o “sa 
rantismo” adquiere el nombre de “federalismo”. En una simple sinoni- 
mia, tenemos la entera revolución, política y económica». Como se ve, 
hay aquí al mismo tiempo distinción de las dos esferas, económica y 
política, e identidad del principio de una esfera a la otra. Es la conciencia 
de esta identidad la que llevó a Proudhon a preconizar la instauración de 
«compañías obreras» que no estuvieran sometidas ni al Estado ni al capi- 
tal, y es por esta misma razón que la Comuna de París favoreció la crea- 
ción de talleres cooperativos más que el desarrollo de la gran industria, al 
ser la extrema centralización de esta última poco compatible con el au- 
togobierno en la esfera de la producción. He aquí lo que permite com- 
prender que la federación sea, en su principio, doble: al mismo tiempo 
federación de las unidades de producción y federación de las unidades 
comunales. Y es que, como hemos visto más arriba,* el federalismo 
debe realizar la combinación de dos formas de democracia: la democracia 
política de los comunes y la democracia industrial de las compañías obre- 
ras. Se comprende, en estas condiciones, que la distinción de los dos tipos 
de federación, política y económica agrícola-industrial, quede entera- 
mente condicionada a la comprensión del principio federativo como ex- 
tensión del mutualismo a toda la sociedad. 


La idea de una doble federación que permita asegurar la articulación 


entre las dos esferas respectivas de lo político y lo social-económico nos 
parece en sí misma muy fecunda. Toda la cuestión es saber si tal articu— 
lación puede basarse en el principio de mutualidad. Como indica el pro- 
pio Proudhon, el mutuum de «mutualidad» remite ante todo a-la exigen- 
cia de reciprocidad entre prestador y prestatario, al «intercambio. de los 


buenos oficios y de los productos». Esto no se puede trasponer a todas, 


las relaciones sociales, salvo que se las quiera reducir a arreglos contrac- 
tuales establecidos entre unidades independientes. Ésta es, por otra parte, 


una de la tendencias más constantes del pensamiento de Proudhon, como ' 


lo pone de manifiesto su propuesta de poner los «contratos» en el lugar 


de las «leyes». Ahora bien, como lo hemos planteado al comienzo de este 


54. Ibíd., pág. 183. 
55. Véase supra, capítulo 9: «El federalismo como organización social y política». 
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libro, aunque mutuum es ciertamente un derivado de munus, éste no se 
puede reducir a una exigencia formal de reciprocidad, ya que es indiso- 
ciable del ejercicio de responsabilidades públicas. Conviene, por lo tanto, 
reafirmar la primacía del munus sobre el mutuum y, en consecuencia, ha- 
cer del principio de la coobligación que une a los coparticipantes de una 

- misma actividad el principio tanto de la organización interna de las dos 
esferas como de su articulación recíproca. Rechazaremos partir del prin- 
cipio de la esfera de los intercambios (el mutuum) para extenderlo, en un 
segundo tiempo, a la esfera política bajo la forma de la federación: esto 
sería una vez más someter la segunda esfera a la primera, aunque se haga 
en un sentido distinto de aquel al que nos ha habituado cierto marxismo. 
Entonces, en vez de que la descentralización estatal «responda» a la cen- 
tralización de la gran industria, esta vez sería la mutualidad política la que 
prolongaría la mutualidad de los intercambios económicos. Pero, tanto 
en un caso como en el otro, la esfera política encontraría su principio de 
organización en la esfera de la economía, lo cual, por fuerza, comprome- 
tería su propia existencia. En el Horizonte de esta posición, encontramos 
la idea bien conocida de una disolución del gobierno en la economía, 
una obsesión para el primer Proudhon y que Marx persistiría en conside- 
rar la verdad última de la historia. 

Muy al contrario, necesitamos plantear, al mismo tiempo y con el 
mismo gesto, la irreductible diversidad de los dos tipos de federaciones y 
su necesaria coordinación democrática: a diferencia de lo mutuum, lo 
común es, no un principio económico que se convertiría en político al 
extenderse a la esfera política ni tampoco un principio moral de justicia 
válido en todo momento, sino de entrada un principio político que tiene 
la vocación de gobernar tanto la esfera social-económica como la esfera 
política pública. La cuestión es saber cómo traducir institucionalmente la 
diferencia entre las dos esferas, sin por ello obstaculizar su articulación. 

A pesar de su insistencia en una separación absoluta de ambas esferas, 
Hannah Arendt nos proporciona indirectamente una indicación en su 
respuesta a la última pregunta de la entrevista «Política y revolución» 
(1970). Abogando por una «concepción nueva del Estado» que rompa 
con el principio de la soberanía (esto es, la «reivindicación de un poder 


56. Véase supra, capitulo 1: «La coactividad como fundamento de la obligación 
política». 
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sin límites y sin control en la conducción de la política extranjera»), su- 
giere que «los primeros elementos de tal concepción se podrían tomar del 
sistema federal, cuya ventaja es que, en él, el poder no emana directa- 
mente de la base o de la cima, sino que se reparte en un plano horizontal, 
de tal manera que las unidades federadas limitan y controlan mutuamen- 
te sus poderes respectivos». Tras referirse inmediatamente después al 
sistema de gobierno de los consejos, tiene cuidado de precisar que «hay 
consejos de toda clase y no sólo consejos obreros»:% consejos de barrio, 
profesionales, de fábrica, etc., que constituyen todos ellos órganos de 
participación en los asuntos públicos. Esta sugerencia es interesante, por- 
que se aparta de la base puramente territorial que dan todas las proposi- 
ciones de refundición del sistema de gobierno a la organización interna 
de la esfera pública como esfera política. Piénsese, en particular, en la que 
emite Jefferson al final de su vida: «Dividid los condados en distritos».*? 
Porque se trata ahí, sin duda alguna, de una nueva subdivisión adminis- 
trativa destinada a luchar contra el peligro de corrupción que emana de 
la expansión creciente de la esfera pública: como los condados constitu- 
yen un escalón que es todavía demasiado vasto como para dar a cada 
ciudadano la posibilidad de tomar parte efectivamente en los asuntos 
públicos, las «repúblicas elementales» de los distritos tendrían la función 
de poner de algún modo el espacio público al alcance del simple ciuda- 
dano. De todas formas, de un extremo a otro de la «gradación de au- 
toridades» (distrito, condado, Estado, unión), no se sale de una lógica de 
ampliación progresiva de la base territorial del gobierno político. Pero la 
extrema diversificación de los tipos de consejos planteada por Arendt en 
la entrevista de 1970 induce una especie de pluralización radical de la esfera 
pública: en efecto, en este caso se trata de consejos formados sobre una 
base socioprofesional. Dado que esta nueva forma de gobierno está lla- 
mada a mantenerse más allá del momento de la efervescencia revolucio- 
naria que lo ha visto nacer, sería extraño que los consejos constituidos 
sobre esta base no introdujeran intereses sociales también en la propia 
esfera pública. La pluralización considerada favorece de hecho una am- 


57. H. Arendt, «Politique et révolution», en L*Humaine Condition, op. cit., págs. 
1007-1008. (Trad. cast.: La condición humana, Paidós, Barcelona, 2011.) 

58. Ibíd., pág. 1009. 

59. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., capítulo v1, pág. 554. (Trad. cast.: Sobre la 
revolución, Alianza, Madrid, 1988.) 
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pliación de la esfera pública capaz de hacerle incluir una dimensión esen- 


cial de lo social: la de una diversidad de los intereses sociales que siempre 


puede desembocar en un conflicto abierto. 

Pero Arendt va todavía más lejos en las últimas líneas de su entrevista: 
«Un Estado constituido de este modo, a partir de los consejos, al que el 
principio de soberanía le resultaría del todo ajeno, tendría la admirable 
vocación de realizar federaciones de tipos diversos, en particular porque la 
base misma de su poder se establecería en un plano horizontal y no verti- 

_ cal».% La pluralización radical de los tipos de federaciones planteada en 
este pasaje es todavía más difícil de conciliar con el esquema propuesto 
por Jefferson, que sólo prevé un tipo de federaciones, el que se establece 
en un plano vertical de acuerdo con la lógica de la «gradación de autori- 
dades». La horizontalización que se esboza a través de esta indicación 
alusiva abre la posibilidad de relacionar no sólo todos los grados inferiores 
con el grado superior, sino los diferentes grados inferiores entre sí sin 
pasar por el nivel superior de la pirámide institucional —el distrito con 
los otros distritos, el condado conkotros condados, etc.—, con indepen- 
dencia de la elección de los delegados en el escalón superior. Se puede ir 
más lejos todavía considerando que el sistema de los consejos que preco- 
niza Arendt incluye órganos constituidos sobre una base socioprofe- 
sional. Se obtendría entonces algo así como una doble horizontalidad u 
horizontalidad cruzada: por un lado, la relación de los consejos estableci- 
dos sobre una base socioprofesional entre ellos; por otra parte, la relación 
de este tipo de consejos con los consejos establecidos sobre una base es- 
trictamente territorial. Pero, en la medida en que esta doble relación 
debe ser reversible, se tendrá también la relación de estos últimos conse- 
jos entre ellos así como con los consejos profesionales. 

Por poco que se lleve todo lo lejos que sea posible esta lógica institu- 
cional de la doble horizontalidad, nos representaremos un sistema com- 
plejo articulado a partir de una doble federación: por un lado, la federa- 
ción de los comunes constituidos sobre una base socioeconómica, por 
otro lado, la federación de los comunes establecida sobre una base pura- 
mente territorial; o, si se quiere, por un lado, la federación social-econó- 
mica, por otro, la federación política. Entre estas dos clases de comunes 


60. H. Arendt, «Politique et révolution», loc. cit., pág. 1.010 (la cursiva es nuestra). 
(Trad. cast. antes citada.) 
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se establece una relación horizontal cruzada tal que: 1) los comunes socia- 
les-económicos (comunes de producción, de consumo, bancos de semi- 
llas, etc.) están constituidos independientemente de toda lógica de territo- 
rialidad, es decir, sólo en función de las necesidades de hacerse cargo de 
cosas para la guarda de las cuales se han formado; así, un común fluvial 
o forestal tiene su espacio propio, que puede atravesar las fronteras ad- 
ministrativas de una región o de un país, y se sostiene mediante reglas 
propias que valen en el interior de este espacio; 2) los comunes políticos, 
por el contrario, se constituyen de acuerdo con una lógica de intégra- 
ción creciente de los territorios de unos a otros. Hacen prevalecer, a 
escala de un tetritorio dado, reglas que aseguran la coordinación de los 
comunes sociales que le corresponden. Cualquiera que sea la extensión 
del territorio en cuestión, estas reglas definen una «constitución políti- 
ca». La unidad de base de los comunes es el municipio (commune), forma 
política elemental del autogobierno local que devuelve su antiguo senti- 
do de estructura política al municipium romano. La constitución política 
de base es, por lo tanto, la constitución municipal. Cualquiera que sea el 
escalón territorial al que corresponda en la pirámide institucional, toda 
constitución política se basa en el reconocimiento de los derechos fun- 
damentales de los individuos. Confía a todo común político la guarda 
vigilante de estos derechos. Aparte de la elaboración de estas reglas cons- 
titucionales, los comunes políticos constituyen entonces instancias de 
apelación para los individuos que, en el interior de un común social 
dado, vean sus «derechos subjetivos» amenazados o cuestionados. Este 
sisterna de la doble federación de los comunes tiene por vocación exten- 
derse a escala mundial. 


Construir una ciudadanía política transnacional 


¿Qué tipo de ciudadanía podría corresponder a esta propuesta de una 
federación mundial? En cualquier caso, queda excluido que se trate de 
una «ciudadanía mundial», pensada por proyección a escala mundial de la 
forma de ciudadanía estatal-nacional: dado que la federación de los co- 
munes no traza en absoluto los contornos de un Estado mundial, la ciu- 
dadanía que le corresponde sólo podrá ser plural y descentrada, como el 
espacio público que ella reconfigura radicalmente. Pero combatir por tal 
objetivo implica, sin lugar a dudas, obrar de un modo activo, desde aho- 
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ra, en la construcción de nuevas formas de ciudadanía más allá de las 
fronteras nacionales. No hay que disimular la dificultad de la tarea con el 
argumento de la crisis conjunta de la nacionalidad y la soberanía. Parece 
indudable que estamos ante un proceso de «desnacionalización de la ciu- 
dadanía». Pero no hay que hacerse ilusiones en cuanto a la naturaleza de 
este proceso: «Es la movilidad del capital, mucho más que la movilidad 
de las poblaciones, la que socava los fundamentos de la ciudadanía nacio- 
nal».* En consecuencia, no hay ninguna «comunidad transnacional»? 

. que esté emergiendo de este proceso de disolución de la nacionalidad. Se 
trata, por lo tanto, de construir una ciudadanía transnacional en ausencia de 
toda pertenencia a una comunidad transnacional. 

En la hora de los peligros ecológicos, hoy en día puede ser tentador 
reavivar el cosmopolitismo invocando una «ciudadanía mundial»: todos 
seríamos ciudadanos del mismo mundo y esta pertenencia supondría el 
deber de actuar como ciudadanos del mundo. Pero ¿puede el mundo ser 
considerado verdaderamente como una ciudad? ¿Desde qué punto de 
vista podemos considerarnos ciudiidanos del mundo y qué sentido hay 
que dar entonces a la noción de «ciudadanía»? Más arriba hemos hablado 
de la ciudadanía mundial, que Kant entiende como una ciudadanía su- 
praestatal, distinta tanto de la «ciudadanía de Estado» como de la ciuda- 
danía infraestatal que es la «ciudadanía de ciudad».* Que la ciudadanía 
de Estado no es la «norma de la ciudadanía en general» es, para nosotros, 
un hecho indiscutible. Pero al mismo tiempo hay que reconocer que 
la noción de ciudadanía pierde mucha de su sustancia al diluirse a escala 
mundial: como hemos visto, el derecho de ciudadanía mundial se reduce 
al «derecho de visita» que supuestamente garantiza los intercambios co- 
merciales entre las naciones, no es un «derecho de residencia». En estas 
condiciones, no se ve cómo se podría evitar que la ciudadanía mundial 
perdiera todo contenido político asignable. Lo supraestatal parece, si no 


. 


61. C. Colliot-Théléne, La Démocratie sans «demos», op. cit., pág. 179. 

62. Según Soysal Yasemin Nuhoglu (Limits of Citizenship, The University of Chi- 
cago Press, Chicago, 1994, pág. 3 [citado en ibíd., pág. 175 ]) una comunidad así estaría 
en vías de constitución. 

63. La ciudadanía de ciudad remite a la experiencia histórica del «burgués» de las 
ciudades medievales que participan en la gestión de los asuntos públicos, experiencia que 
precede a la «estatización de la ciudadanía»: sobre esta diferenciación de las formas de 
ciudadanía en Kant, véase de nuevo la obra de C. Colliot-Théléne, La Démocratie sans 
«demos», op. cit., págs. 120-121. 
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condenado a evaporarse en la moral, sí al menos amenazado por el apo- 
liticismo. 

Los estoicos, al menos, podían fundar la ciudad del mundo en la co- 
mún constitución de todos los seres razonables (dioses y hombres): ocu- 
parse del bien común (koinonikon) era para ellos ponerse al servicio del 
Todo, del que la ciudad política (polis) no es más que una pequeña ima- 
gen..La primacía de la ciudad universal o «ciudad de arriba» sobre la 
ciudad política es afinmada con fuerza. Es, pues, en cuanto ser humano que 
cada uno de nosotros es ciudadano del mundo.* La dificultad consiste 
aquí en que la ciudadanía parece condenada a perder en calidad política 
lo que gana en extensión, de tal manera que una ciudadanía mundial 
tiende a confundirse pura y simplemente la cualidad de ser humano con 
la humanidad. El cosmopolitismo se ve entonces reducido a afirmar una 
ciudadanía no política. Pero una ciudadanía no política, ¿no es acaso un 
puro sinsentido? No se puede eludir esta dificultad invocando una rela- 
ción de pertenencia a la «Tierra-suelo» como «ciudad de los seres huma- 
nos y del conjunto de los seres vivos».* Ya que esta relación obliga a 
pensar la ciudadanía mundial del cosmopolitismo como «métapolítica» y, 
correlativamente, el derecho del ciudadano del mundo como un dere- . 
cho «de la humanidad». Ahora bien, lo que necesitamos alcanzar a * 
pensar es una forma específica de ciudadanía que pueda esquivar la alter- : 
nativa siguiente: o bien una ciudadanía mundial necesariamente no polí- 
tica, ya sea infrapolítica o metapolítica, o bien una ciudadanía política 
necesariamente estatal y nacional. En suma, habría que abrir la vía a una 
ciudadanía política no estatal y no nacional, evitando el repliegue en una ciu- 
dadanía «moral» o únicamente «comercial» y «cultural». Tal actividad co- 


64. P. Hadot, La Citadelle intérieure, Fayard, París, 1997, págs. 227-228; Pierre Ha- 
dot cita a Marco Aurelio: «Mi ciudad y mi patria, como Antonino que soy, es Roma. 
Mi ciudad y mi patria, como hombre que soy, es el Mundo» (la cursiva es nuestra). (Trad. 
cast.: La ciudadela interior, Alpha Decay, Barcelona, 2013.) ; 

65. Y. C. Zarka, L'Inappropriabilité de la Terre, Armand Colin, París, 2013, pág. 45. 
Este ensayo trata de deducir la norma de la inapropiabilidad de una concepción fenome- 
nológica de la Tierra como «suelo» al que nos ligatía una relación de pertenencia. Es 
precisamente el carácter fundador de tal relación la que nos parece problemática. Ello no 
nos impide estar de acuerdo con el autor respecto al hecho de que «no se sale de la lóg1- 
ca de la apropiación oponiendo una apropiación a otra: una apropiación pública a una 
apropiación privada (individual o colectiva)» (ibid. pág. 49). 

66. Ibíd., págs. 86 y 48. 
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rresponde, sin duda, a la esfera de la praxis instituyente (por ejemplo, 
estimular la construcción de colectivos que agrupen a ciudadanos de di- 
versas nacionalidades en torno a un objetivo ecológico común). 


Además de estas experimentaciones políticas que desbordan el marco ' 


de la nación, se puede considerar la forma de ciudadanía que James Hols- 
ton designó con el bello nombre de «ciudadanía insurgente» (insurgent 
citizenship), para referirse a la forma de ciudadanía practicada por los ciu- 
dadanos de poblaciones desfavorecidas que viven en los barrios periféri- 
_os de las grandes metrópolis brasileñas: han impuesto mediante su lucha 
nuevos derechos hasta entonces reservados a minorías privilegiadas, en 
particular, en materia de servicios públicos de higiene y de educación.” 
Este ejemplo permite comprender que la ciudadanía no estatal puede 
adquirir formas muy diversas, desde lo local hasta lo transnacional, que 
cuestionan la lógica de escalonamiento acumulativo contemplada por 
Marshall (de los derechos civiles a los derechos políticos y, luego, de éstos 
a los derechos sociales). Disociada de toda relación de pertenencia y de 
los derechos vinculados a tal perfgnencia, la ciudadanía transnacional 
debe ser pensada en términos de prácticas más-que en términos de dere- 
chos formales otorgados: entendida de este modo, «la ciudadanía, cierta- 
mente, siempre tiene que ver con los derechos, y con derechos que se 
actualizan en prácticas: en el uso de derechos reconocidos, en su defensa 
cuando se ven amenazados y en la lucha por la obtención de nuevos 
derechos». 

Se objetará, quizás, que no basta con la práctica de esta forma de ciu- 
dadanía para aproximarnos al horizonte de una federación mundial de los 
comunes. Dejemos a Hannah Arendt responder a esta objeción: «Pero si 
me pregunta usted ahora cuáles pueden ser las posibilidades de realiza- 
ción [de un Estado formado a partir de los consejos], debo responderle 
que son extremadamente débiles, si es que existen. Pero quizás, después 
de todo, con la próxima revolución... .».% 


67. J. Holston, Cities and Citizenship, Duke University Press, Durham, 1999. Cita- 
do por C. Colliot-Théléne, La Démocratie sans «demos», op. cit., pág. 183. 

68. C. Colliot-Thélene, La Démocratie sans «demos», op. cit., pág. 182. 

69. H. Arendt, «Politique et révolution», loc. cit., pág. 1010. 


Post-scriptum sobre la 
revolución en el siglo XXI 


Hegel describe el extraño presentimiento de la llegada de un mundo 
nuevo cuando está empezando a suceder: 


Así, el espíritu que se forma madura lentamente y en silencio hasta su nue- 
va figura, desintegra pedazo a pedazo el edificio del mundo que lo prece- 
de; la conmoción del mundo la indican tan sólo síntomas esporádicos; la 
frivolidad y el aburrimiento que invaden lo que todavía subsiste, el presen- 
timiento vago de algo desconocido, son los signos que anuncian algo dis- 
tinto que está en marcha. Este resquebrajamiento continuo que no alteraba 
la fisonomía del conjunto se ve bruscamente interrumpido por la salida del 
sol que, en un relámpago, dibuja de una vez la forma del nuevo mundo.? 


Hoy en día, si bien sentimos que el viejo mundo está desapareciendo 


«pedazo a pedazo», la extrañeza de la que habla Hegel se ve redoblada por 
el hecho de que no sabemos muy bien si esta conmoción desemboca 
en el reino tiránico y cada vez más absoluto del capital, o bien en una 
nueva revolución democrática y anticapitalista a escala planetaria. Inge- 
nuo será quien en el hundimiento que se presiente vea sólo el «amane- 
cer», cuando bien podría anunciar una noche sin fin. Así, estamos muy 
lejos de las certidumbres antiguas que hacían decir a los filósofos del siglo 
x1x que la ruptura en la historia era un parto, y que lo nuevo que advenía 
era siempre necesariamente «superior» a lo antiguo. Esto significa que, en 


1. G. W. F. Hegel, Phénoménologie de Pesprit, Aubier-Montaigne, París, 1966, prefa- 
cio, pág. 12. (Trad. cast.: Fenomenología del espíritu, Pre-Textos, Valencia, 2006.) 
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este comienzo del siglo XxX1, nadie puede saber qué dirección se va a to- 
mar. Pero de lo que podemos estar seguros que se abre ante nosotros un 
largo período de convulsiones, de enfrentamientos y de conmociones. 


Aquellos que sueñan con una suave transición hacia un mundo más eco- 


lógico y más generoso, aquellos que creen que es posible hacerlo volver 
a su curso normal mediante algunas medidas fiscales, monetarias y adua- 
neras, aquellos que esperan un nuevo Keynes o un nuevo Roosevelt 
pecan gravemente de falta de realismo y de ignorancia. Siguen sin enten- 

_ der la dinámica despiadada con la que el neoliberalismo hace de la com- 
petencia la ley de nuestro mundo, no quieren comprender, sobre todo, 
el carácter sistemático del poder oligárquico mundial, hecho de gober- 
nanza financiera y de vigilancia policial; se niegan, en consecuencia, a 
admitir las restricciones insuperables que el marco.institucional del neo- 
liberalismo impone a los políticos, a los comportamientos y a las subjeti- 
vidades, al menos mientras sigan siendo prisioneros de él. 

Sin embargo, el callejón sin salida en el que estamos es manifiesto. 
¿Cómo no darse cuenta de que lá «reformas» a las que actualmente se 
apela no tienen nada que ver con la causa del «progreso» que reivindica- 
ban los combates de ayer? ¿Cómo no entender que el propio término de 
«reforma» ha acabado significando exactamente lo contrario de un avan- 
ce hacia la justicia social? ¿Cómo no observar que, sin ninguna excep- 
ción, la izquierda llamada «socialdemócrata» se ha condenado al vacío 
político haciéndose agente de las exigencias de la mundialización capita- 
lista y del mercado financiero” De ahí la sensación que a veces nos in- 
vade de que el capitalismo ha ganado definitivamente, de que se ha im- 
puesto en el centro de los sistemas políticos y que, penetrando muy 
profundamente en los modos de vida de las poblaciones, ha conseguido 


2. Un Premio Nobel de Economía norteamericano, Paul Krugman, señaló con 
lucidez el «hundimiento intelectual» de un presidente de la República Francesa, por 
mucho tiempo secretario del Partido Socialista, cuando, en una conferencia de prensa, 
este último hizo suyo el dogma de la «ley de Say», fundamento desde hace dos siglos de 
la creencia liberal en la autorregulación de los mercados, según la cual «la oferta crea su 
propia demanda». Esto no es más que un síntoma entre otros de los mil y un «hundi- 
mientos» que podemos constatar todos los días a nuestro alrededor, en el discurso pú- 
blico, en los comentarios de los periodistas y en los editoriales de la prensa más «seria», 
en nuestras empresas y administraciones, incluso, más cerca de nosotros, entre nuestros 
colegas y nuestros allegados (véase P. Krugman, «Scandal in France», The New York Times, 
17 de enero de 2014). 
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cambiar «el corazón y el alma» de la gente, colmando así los deseos de 
Margaret Thatcher.* 

Es bien cierto que no es fácil romper la lógica que rige las transtor- 
maciones en curso. Los discursos se contradicen entre sí, cuando no son 
brutalmente desmentidos todos ellos por los actos. La inconsecuencia de 
los medios de comunicación o de los responsables políticos es, a este 
respecto, chocante: es posible cantar las alabanzas de la competencia por 
la mañana, llorar ante el paro y la pobreza a mediodía y apelar, por la 
noche, a la liberalización del mercado laboral. Pero detrás de estas con- 
tradicciones y de esta inconsecuencia, que petrifican el espíritu tanto 
como disuelven la voluntad, hay en realidad una racionalidad, una «nue- 
va razón del mundo», por retomar el título de nuestro libro publicado 
en 2009. ¡Qué no tuvimos que oír entonces! Ciertos críticos nos repro- 
charon alimentar el fatalismo y el desánimo. A su modo de ver, la crisis 
financiera marcaba el final del ciclo neoliberal y, para muchos, significa- 
ba el retorno triunfal del Estado social y del keynesianismo. Nuestra 
propuesta iba entonces a contracorriente: nos juraban que, con la crisis 
y ante la quiebra del capitalismo llamado «salvaje», la Tierra iba a reanu- 
dar su revolución en la buena dirección tras una inversión de algunos 
decenios, que bastaba con «regular», «relanzar» y «moralizar» para que 
todo volviera a ponerse en marcha como en 1945. Se ha podido com- , 
probar lo que valían estos pronósticos optimistas y voluntaristas. Por 
nuestra parte, persistimos y nos reafirmamos: la razón neoliberal no ha 
dejado de seguir imponiéndose, no sólo porque todavía no ha tropezado 
con fuerzas opuestas suficientes, sino también porque no siempre se ha 
entendido bien el modo en que se impone. El encierro disciplinario en - 
el marco de una competencia universalizada es la principal palanca de la 
mutación de las sociedades y los Estados, para mayor provecho de una . 
oligarquía muy reducida en número, pero extremadamente poderosa, 
que consigue drenar en su favor exclusivamente las ganancias producto 
de la competencia.* 


3. Y no pueden tranquilizarnos los informes y las tomas de posición que destacan 
el peligro creciente que suponen, para el equilibrio mundial y la estabilidad económica, 
la explosión de las desigualdades, sobre todo si sus autores son el FMI, el Vaticano, la 
OCDE o el Fórum Económico de Davos (véase World Economic Forum, Global Risks 
2014, Ninth Edition, enero de 2014). 

4, ]. Stiglitz, Le Prix de l'inégalité, Les Liens qui liberent, París, 2012. 


COMÚN 


652 


Pero también mantenemos que no hay nada de ineludible en este 
cosmocapitalismo, y que es posible un vuelco en la historia. El neolibe- 
ralismo sólo se ha impuesto mediante la puesta en práctica de políticas 
deliberadas que poco a poco han construido el marco institucional en 
cuyo interior la lucha sin piedad entre los individuos y los pueblos en- 
cuentra libre curso. Es el inflexible rigor de este marco global, a la vez 
macro y microeconómico, material e ideal, político y social, el que ali- 
menta, como nunca quizás desde el inicio del capitalismo, la visión de 
pesadilla de un sistema del que ya nadie puede salir. De hecho, es perfec- 
tamente exacto, casi por definición, que todo lo que funciona en el 
marco institucional del mercado de la competencia es necesariamente 
determinado por las exigencias sistémicas y por las finalidades propias de 
las instituciones del capitalismo. En este sentido, los neoliberales han lo- 
grado su revolución, que fue también y sobre todo una contrarrevolu- 
ción, buscando alcanzar su objetivo mediante la creación consciente de 
un sistema coherente de instituciones capitalistas. Estrictamente desde 
este punto de vista, esos constructibistas institucionales demuestran una 
coherencia sin común medida con la de los «pragmáticos» y los «realistas» 
de la supuesta «socialdemocracia». 

Romper con el neoliberalismo exige, en consecuencia, deconstruir el 
marco institucional existente para cambiarlo por otro. Como le gustaba 
decir a Auguste Comte, siguiendo a Danton, sólo se destruye bien aque- 
llo que se reemplaza. Hará falta entonces una izquierda que se reinvente 
asumiendo ser, por su parte, plenamente revolucionaria, como a su ma- 
nera lo han sabido ser los neoliberales. Y la buena noticia es precisamen- 
te que, haciendo emerger la exigencia de lo común, los movimientos de 
resistencia y las insurrecciones democráticas han dado desde hace más 
de diez años un paso importante en la formación de una racionalidad 
alternativa: lo común constituye la nueva razón política por la que hay 
que sustituir la razón neoliberal. 


Recuperar la grandeza de la idea de «revolución» 


La época neoliberal no da muchas oportunidades al «ordenamiento» del 
capitalismo mediante el derecho público y la protección social con sus 
bases actuales. Si hay que salir de ahí, sólo podrá ser mediante una revo- 
lución. Esta palabra puede sorprender, causar rechazo o seducir. Es, al 
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mismo tiempo, una palabra gastada e inquietante. Se hace la revolución 
en todo y sin cesar en el marketing y en la tecnología, las «rupturas» se 
suceden interminablemente las unas a las otras en el mundo político. 
Desde hace treinta años, lo «revolucionario» se identifica con el em- 
prendedor innovador que altera las costumbres, o bien con el hombre 
político desprovisto de tabúes y de escrúpulos que se atreve a tomar «va- 
lientes medidas» contra la población. Es cierto que personas de izquierdas 
hablan todavía alguna vez de revolución en un sentido diferente, pero 
para designar rupturas parciales que consideran integrables en el régimen 
actual del capitalismo: así, algunos quisieran una revolución en las insti- 
tuciones políticas (una república más democrática) o bien una revolución 
fiscal (una mayor progresividad en el impuesto), mientras que otros de- 
searían más bien una revolución monetaria (salida del euro). Esta forma 
de hablar revela, en todo caso, una duda sintomática ante la idea de una 
revolución que pudiera invertir la dirección de las políticas, la lógica de las 
instituciones, la significación que se da a la vida colectiva. 

Esta revolución, a muchos les parece poco deseable, peligrosa y, de 


todas formas, imposible. En efecto, no es posible desearla mientras se esté 


convencido de que toda revolución es totalitaria, si no en su proyecto, al 
menos en sus consecuencias. Es por esta vía como el pensamiento conser- 
vador ha conseguido hacer creer que todo cambio del orden social sería 
un peligro mortal para las libertades individuales. Una de las figuras retó- 
ricas reaccionarias más corrientes es que demasiada democracia mata la 
libertad, y que en consecuencia más, vale la «dulce» dominación de las 
oligarquías, supuestamente respetuosas de la libertades, que un régimen 
en el que la soberanía popular pudiera suprimirlas.* 

Pero, deseable o no, la revolución, de acuerdo con la retórica conser- 


" vadora, se habría convertido de todas formas en algo imposible en los 


«países desarrollados». Sólo sería buena para los países políticamente atra- 
sados, de los que se espera que repitan la historia de las democracias eu- 
ropea y norteamericana, teniendo el buen gusto, a ser posible, de evitar 


5. El argumentario principal se encuentra en el trabajo del historiador norteamericano 
Jacob Talmon, Les Origines de la démocratie totalitaire, Calmann-Lévy, París, 1966. Albert 
O. Hirschman mostró que, en la retórica reaccionaria, se hace uso de tres grandes esque- 
mas: el efecto perverso (perversity) que convierte las intenciones en su contrario, la inuti- 
lidad de la revolución (futility) y el peligro de destrucción de lo que se ha conseguido 
(¡jeopardy) (A. O. Hirschman, Deux siédes de rhétorique réactionnaire, Fayard, París, 1991). 
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sus «excesos». El neoliberalismo, a este respecto, no sólo ha sido un dis- 
curso contrarrevolucionario, animado por la conciencia de una amenaza 
revolucionaria persistente de la que habría que protegerse. Su novedad 
más radical consiste más bien en hacer desaparecer del pensamiento la idea” 
de que la historia no estaba condenada a la eterna repetición de lo mis- 
mo, de que el porvenir podría estar hecho de otra cosa que del capita- 
lismo. Así, se habría vuelto innecesario «defenderlo» contra sus enemi- 
gos, porque el capitalismo es la realidad, esto es, la única que podamos 

_lHegar a conocer. En medio de los años 1990, Francois Furet dio una 
versión diáfana de esta prestidigitación retórica. En efecto, no dudó en 
escribir esta frase definitiva: «La idea de otra sociedad se ha convertido 
en casi imposible de pensar, y por otra parte nadie plantea a este respecto, 
en el mundo de hoy, ni siquiera el esbozo de un concepto nuevo. Henos 
aquí condenados a vivir en el mundo en que vivimos».? Esto era una 
reedición en modo menor de las predicciones sobre el fin de los ideales 
revolucionarios por parte de Tocqueville, quien en los años 1830 plan- 
teaba que los individuos democrátikos, bañados en el materialismo hono- 
rable de sus intereses privados, por fuerza tenían que renunciar a hacer 
del cambio de la sociedad el objeto de sus pasiones. Las revoluciones nor- 
teamericana y francesa no abrían entonces un ciclo de convulsiones políti- 
cas, sino que encerraban a los individuos en un universo individualista y 
utilitarista.” En el mundo de los individuos privados no hay ya ni política 
ni bien común ni historia, repetía Furet: 


La sociedad moderna se caracteriza por un déficit de lo político respecto a 
la existencia individual privada. Ignora la idea del bien común, porque to- 
dos los hombres que la componen, sumergidos en lo relativo, tienen cada 


6. F. Furet, Le Passé d'une illusion. Essai sur Pidée communiste au xx siécle, Livre de 
Poche, París, 1996, págs. 808-809, (Trad. cast.: El pasado de una ilusión: ensayo sobre la idea 
comunista en el siglo XX, FCE, Madrd, 1995.) 

7. Pero también se sabe que la víspera de la Revolución de 1848 Tocqueville, 
muy informado sobre la extraña difusión de las ideas socialistas en Europa, reconsideró 
sus profecías. Incluso dio la alerta destinada a los bienpensantes: «Peligro del futuro: 
guerra de clases», escribe en notas redactadas en 1847 (véase A. de Tocqueville, Oeuvres 
complétes, 11, 2, col. Pléiade, Gallimard, París, 1985, pág. 727). Más tarde, en medio de 
los acontecimientos, en su célebre alocución a la Asamblea Nacional del 12 de septiem- 
bre de 1848, dirá hasta qué punto lo que está en juego en la revolución de febrero es la 
protesta contra la propiedad en nombre de la igualdad (véase ¡bíd., 1, pág. 1.142). 
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uno la suya; sólo pueden pensarla a través del gusto por el bienestar, que 
divide a los asociados más de lo que los une, y por este motivo destruye la 
comunidad que se pretendía construir en su nombre. La idea revolucionaria 
es la imposible conjuración de esta desgracia.? 


Sin duda, es posible autorizarse en este tipo de análisis para prolongar, a 
la manera de las ciencias sociales, las grandes intuiciones de Tocqueville: 
una tendencia al encierro de los individuos en su mundo privado, cierta 


predilección por el consumo, compensadora y envidiosa, así como el peso , 
creciente de la burocracia. Pero la cuestión permanece en suspenso: pri-- 


vatización de los individuos, cultura del consumo y burocratización de la 
sociedad, ¿son ellas la última palabra de una humanidad definitivamente 


desencantada, incluso resignada a su destino? Esta concepción de una 
historia cerrada para siempre corresponde simétricamente a la creencia * 


«progresista» de que la especie humana progresaría paso a paso, mediante 
una ascensión providencial o bien por la lógica de un «ahorro» incesan- 
temente creciente, por retomar la expresión de Péguy. 

Desde que Furet dio su versión del fin de la historia, como si ésta 
fuera la verdad última de la caída del Muro de Berlín, otros aconteci- 


mientos, un poco por todo el mundo, han desmentido cruelmente su ' 
pronóstico. La idea de que la revolución quedaría para siempre «fuera de - 


campo» parece ya caduca. Incluso es cosa corriente que se diga que el 
«modelo económico» ya no es ecológicamente sostenible, que la explo- 


sión de las desigualdades amenaza gravemente la democracia, que el teji-: 
do social se hace jirones. En pocas palabras, que la cosa no puede durar y | 
que hay que cambiar el sistema. La impotencia de los Estados para corre- * 


gir la trayectoria del capitalismo financiero —de suponer incluso que tal 
voluntad los anime, lo cual está lejos de haberse demostrado—, la duda 
creciente incluso sobre la posibilidad de una política social y ecológica 
eficaz, el ascenso del odio entre los grupos sociales, todo conduce a pen- 


sar que un vuelco en el orden existente es deseable, si no posible. Pero si : 
la revolución es deseable, ¿por qué no sería posible? No hay ninguna ley ¿ 
de la historia que nos garantice el advenimiento de una revolución, ni ' 


existe tampoco otra que nos proteja de una regresión hacia la barbarie. 
Ni la hay, finalmente, una que prohíba para siempre la posibilidad de una 
revolución deseable. 


8. F. Furet, Le Passé d'une illusion, op. cit., pág. 57. (Trad. cast. antes citada.) 
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La revolución como autoinstitución de la sociedad 


Es posible y deseable hoy en día retomar la idea de una revolución que no 


tiene nada que ver con una especie de apocalipsis milenarista o una marcha * 


triunfal hacia un porvenir radiante. En una entrevista titulada «Lo que es 
una revolución», Castoriadis quería disipar una confusión: «Revolución no 
significa ni guerra civil ni efusión de sangre. La revolución es un cambio de 
ciertas instituciones centrales de la sociedad mediante la actividad de la 
sociedad misma: la autotranstormación de la sociedad en un. tiempo bre- 
ve».? Tampoco debe ser confundida con la alteración de instituciones como 
la familia, la lengua o la religión, que tienen sus propias temporalidades, 
mucho más largas. Y Castoriadis precisa que «la revolución significa la en- 
trada de lo esencial de la comunidad en una fase de actividad política, 
es decir, instituyente».* La revolución es, por tanto, ese modo de acelera- 
ción, de intensificación y de colectivización de esta actividad consciente 
que hemos designado con el nombre de «praxis instituyente». Es, más pre- 
cisamente todavía, el momento en que la praxis instituyente se convierte en 
institución de la sociedad por ella misma o «autoinstitución». Pero ¿cómo 
entender exactamente esta idea de la revolución como autoinstitución? 
Para responder a esta pregunta, es importante volver a considerar los 
sentidos de los que es portadora la idea de «evolución en la época mo- 
derna, tales como los analizó Hannah Arendt.** Como se sabe, ella iden- 
tifica en el sentido astronómico de este término (el «movimiento regular 
de rotación de los astros») el origen de su acepción política: la palabra de- 
signó muy al principio un movimiento cíclico y recurrente, lejos de toda 
idea de novedad y de violencia, para luego adquirir, por efecto de una 
transposición al dominio de los asuntos humanos, el de una restauración 
de un estado supuestamente original. El ejemplo de la Revolución Glo- 
rosa inglesa de 1688 indica que la palabra, empleada por primera vez en 
su sentido político moderno, significó «un movimiento de retorno a un 
punto preestablecido y, en consecuencia, un retorno del péndulo a un or- 
den predefinido», en este caso la «restauración del poder monárquico en 


9. Entrevista con Francois Dosse, 24 de noviembre de 1987, EspacesTemps.net, 
n* 38-39, 1988. Esta entrevista está incluida en C. Castoriadis, Une société d la dérive. 
Entretiens et débats 1974-1997, Le Seuil, París, 2005, págs. 177-184. 

10. 1bíd., pág. 177. 

11. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., capítulo 1. (Trad. cast. antes citada.) 


PosT-SCRIPTUM SOBRE LA REVOLUCIÓN EN EL SIGLO XXI 


657 


su virtud y en su gloria originarias».'? Con la Revolución francesa, la 
palabra vino a significar la inexorabilidad de un proceso que ningún 
poder humano es capaz de detener y no ya el retorno a un estado ante- 
rior. Desde ese día, la revolución se entendió como una poderosa co- 
rriente subterránea que arrastraba con ella a los hombres, como un pro- 
ceso irresistible que las metáforas de «ola», de «torrente» o de «corriente» 
se encargaban de expresar.!? Considerada desde este punto de vista, la 
revolución no es una obra humana: «No hemos hecho la Revolución, 
es la Revolución la que nos ha hecho», dice así Danton en la obra de 
Georg Biichner.'* Le correspondió a Hegel dar a esta idea una especie 
de consagración teórica, pensando la fuerza y la necesidad de la historia 
universal como procesos. De hecho, la cita reproducida al comienzo 
de este post scriptum expresa bien el carácter cuasinatural del proceso de 
maduración interrumpido por un brusco amanecer. Y es esta misma 
metáfora de la «magnífica salida del sol» la que los cursos sobre la Filoso- 
fía de la historia aplican, en fórmulas líricas, a la Revolución francesa, 
hasta el punto de destacar el contraste entre el acontecimiento histórico 
y la rotación uniforme de los planetas en torno al Sol.!* A este sentido 
de la palabra, Arendt le opuso, como se sabe, el que evidencia la expe- 
riencia histórica de la Revolución norteamericana: una «fundación de la 
libertad política» mediante nuevas instituciones que inauguraban un 
«nuevo orden de los siglos» (novus ordo seculorum). De esta comparación 
entre las revoluciones francesa y norteamericana se extrae entonces la 
conclusión de que, si esta última supo evitar la trampa del terror, es 
porque evitó plantear la «cuestión social», dirigiéndose a la «instauración 
de la libertad» en la esfera pública más que a la «liberación» de la opre- 
sión y la necesidad, puesto que «toda tentativa de resolver la cuestión 
social por vías políticas conduce al terror». 

A esta crítica de la Revolución francesa respondió Castoriadis en una 
entrevista consagrada a «dla idea de revolución», publicada en 1989.* 


12. Ibíd., pág. 361. 

13. Ibíd., pág. 367. 

14. G. Biichner, «La mort de Danton», en Oeuvres completes, Le Seuil, París, 1988, 
pág. 124, 

15. F. Hegel, La Philosophie de Phistoire, Le Livre de Poche, París, 2009, págs. 561-562. 

16. H. Arendt , De la Révolution, op. cit., pág. 423. (Trad. cast.: Sobre la revolución, 
Alianza, Madrid, 1988.) 

17. C. Castoriadis, «L'idée de révolutiom», en Le Monde morcelé, op. cit., págs. 191-212, 
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Interrogándose sobre la «especificidad de la creación histórica» que repre- 
senta la Revolución francesa, destaca su radicalidad respecto a la Revo- 
lución norteamericana. En América del Norte, la institución de la socie- 


dad se limita a la esfera política pública: para los padres fundadores había : 


un Estado social recibido del pasado, el de la «libre propiedad agraria», 
que consideraban conveniente y no pensaban en cambiar, de tal mane- 
ra que «para ellos sólo quedaba por instituir el complemento político de 
- dicho Estado social».** En contraste con esto, «a grandeza y la origina- 
lidad de la Revolución francesa residen, en mi opinión, en lo mismo que 
“tán 'a menudo se le reprocha: que tiende a cuestionar la totalidad de la 
institución existente de la sociedad. La Revolución francesa no puede 
crear políticamente si no destruye socialmente».'? De ahí una doble crítica 
contra la crítica arendtiana. Para empezar Arendt no advierte, como ya 
hemos dicho, que «la cuestión social es una cuestión política», lo cual, en 
“términos contemporáneos, se formula así: «El poder económico ¿no es 
acaso, ipso facto, también poder político?».” En segundo lugar, descuida 
el hecho. de que el Antiguo Régigen fue una «estructura social total» y 
no una estructura únicamente política: «Es todo el edificio social el que 
debe ser reconstruido, de lo contrario una transformación política es 
materialmente imposible. La Revolución francesa no puede, aunque 
quisiera, superponer simplemente una organización política democrática 
a un régimen social que dejaría intacto». En consecuencia, «allí donde la 


Revolución norteamericana puede construir sobre la ilusión de una 
“igualdad” ya existente en el Estado social», la Revolución francesa se 
enfrenta a un pasado milenario que le impone «arremeter contra el edi- 
ficio social como tal».?? En Francia, la revolución tomó, en consecuen- 
cia, el sentido de una autoinstitución total de la sociedad, y es éste el 
sentido que hoy conviene retomar para llevar todavía más lejos este 
- trabajo de la sociedad sobre ella misma. En efecto, la Revolución fran- 
- cesa topó con límites relacionados con el imaginario político dominan- 
te, el del Estado y la ES de la nación, que hizo prevalecer la l6gi- 
, <a de la representación.” 


18. Ibíd., pág. 192. 

19. Ibíd., pág. 193 (la cursiva es nuestra). 
20. Ibíd., págs. 193-194. 

21. Ibíd., pág. 194. 

22. Ibíd., pág. 198. 
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Entendida en su sentido más propio, la revolución es entonces «reins- 
titución explícita de la sociedad» mediante la «actividad colectiva y autó- 
noma» de la sociedad misma, o de una gran parte de ella.% A partir de esta 
idea de la revolución debemos trabajar hoy en día en la elaboración de un 
proyecto de transformación radical de la sociedad. La referencia aislada a 
las «contraconductas» no puede ser suficiente:” con la razón neoliberal 


nos enfrentamos a otra «estructura social total», sin duda muy distinta de' 


la sociedad del Antiguo Régimen, pero que no impone menos radicalidad 
a quienes quieran actuar para dernbarla. Esta radicalidad impide concebir 
la revolución como una restauración del estado de cosas anterior al adve- 
nimiento del neoliberalismo, del mismo modo que impide pensarla como 
efecto de un proceso de maduración orgánico o como la manifestación de 
una necesidad histórica inmanente, ya sea en la forma de un «amanecer» o 
de un «parto». De todos los sentidos vinculados a la idea de revolución 
examinados por Arendt sólo subsiste aquí el de la «novedad», es decir, el 
de la fundación de un nuevo orden mediante la invención de institucio- 
nes políticas destinadas a alterar toda la estructura de la sociedad. Tal pro- 
yecto revolucionario sólo se puede concebir articulado con prácticas de 
naturaleza muy diversa, económicas, sociales, políticas, culturales. Si se da 
la condición de que acaben dibujándose lo suficiente algunas líneas de 
fuerza comunes a favor de vínculos entre los actores de dichas prácticas, 
entonces una «significación imaginaria» puede acabar cristalizando y dar 
así sentido a lo que hasta ese momento habrá parecido que eran sólo ac- 
ciones o tomas de posición dispersas, dispares, e incluso marginales. 


Instituir lo inapropiable 


En el corazón del proyecto revolucionario tal como lo entendemos, se 
encuentra el principio de lo común. Conviene ahora fijar lo más preci- 


23. Ibíd., pág. 202. 

24. Nosotros mismos habíamos recurrido a este concepto foucaltiano para pensar la 
resistencia a la gubernamentalidad neoliberal: sin volver a discutir el valor-de tal concep- 
to, nos parece que sólo un nuevo proyecto revolucionario es adecuado para preparar lo 
que el propio Foucault llama la «codificación estratégica de esos puntos de resisten- 
cia que hacen posible una revolución» (véase M. Foucault, Histoire de la sexualité 1, La 
volonté de savoir, Gallimard, París, 1976, pág. 127. Trad. cast.: Historia de la sexualidad 1: 
la voluntad del saber, Biblioteca Nueva, Madrid, 2012). 
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samente posible qué entendemos por ello, retomando y condensando las 
conclusiones que se han ido extrayendo a lo largo de nuestro análisis. 


1) En primer lugar, hemos promovido sistemáticamente el sustantivo 
«común» más que recurrir, como es habitual, al calificativo, llegando a 
suprimir el artículo definido en el título de nuestra obra: se trataba, para 


pa 


nosotros, de significar de entrada que entendíamos (lo) «co: 
sentido de un «principio» y no en el sentido de una «cosa», una «sustan- 
_cia» o una «cualidad propia de una cosa o de un conjunto de cosas». ¿Qué 
es un principio? Un principio es lo que aparece primero y funda todo el 
resto. Un principio no es un «comienzo» que tiene la virtud de «borrarse 
ante lo que le sigue», o un simple «punto de partida» que uno dejaría atrás 
para no volver a él, sino un verdadero comienzo, un «comienzo que si- 
gue comenzando», esto es, un comienzo que rige y domina todo lo que 
' sigue.” El término griego arché tiene el doble sentido de «comienzo» y de 
«imperativo»: es la fuente de la que todo lo demás se deriva. Lo común 
es un principio político en el sentid» de que ordena, impone y rige todo 
en la actividad política. Además, en el sentido lógico del término, un 
principio es la premisa de un razonamiento o de una demostración, es 
decir, una proposición, de acuerdo con la significación que le hemos dado 
a este término en la tercera parte de este libro: las nueve «propuestas po- 
líticas» tienen valor de principios lógicos porque son las premisas de un 
razonamiento por venir y, además, son ellas mismas enunciadas para in- 
dicar qué hace del común un principio político. 


2) Aunque, en efecto, lo común es un principio, no es un principio 


como los demás, es un principio político o, mejor dicho, es el principio , 
político. Por «político» entendemos esa actividad de deliberación con den 


la decisión y la acción que proceden de esta actividad” colectiva. La polí- 
tica no es, por lo tanto, un «hacer» reservado a una minoría de profesio- 


nales, no pertenece al dominio de la competencia de algún especialista, 


no puede ser un oficio, sino asunto de aquel que, sea cual fuere su con- 


25. P. Aubenque, Problémes aristotéliciens. Philosophie théorique, Vrin, París, 2009, 
pág. 124. 

26. Aristóteles, La Métaphysique, tomo 1, Vrin, París, 1974, 1013 a, 15, pág. 247. 
(Trad. cast.: Metafísica de Aristóteles, Gredos, Madrid, 1997.) 
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| 
dición o profesión, desea tomar parte en la deliberación pública.” Es, por! 


tanto, el «participar» en la deliberación, la actividad de «poner en común 
las palabras y los pensamientos». Por eso, cuando algunos se ponen a so- 


ñar con una política basada en la prueba científica, de acuerdo con el ¡ 


modelo de una medicina basada en la prueba,% es importante recordar 


esta verdad elemental: una política que impusiera el asentimiento me- | 
diante pruebas ya no sería de ningún módo una política. Sin deliberación | 
pla : 


y ejercicio del juicio, ninguna política es posible. La consecuencia de esto 
es que una «política científica» no es una política, sino como mucho la 
negación cientificista de la política, cuando no su negación terrorista. 


3) Como principio político, el común impone hacer de la participación 
en una misma actividad el fundamento de la obligación política y, por lo 
tanto, de la coactividad el fundamento de la coobligación: el munus in- 
cluido en el término «común» significa a un tiempo la «obligación» y la 
«actividad» o la «tarea». De ello resulta que ninguna pertenencia —la etnia, 


la nación o la humanidad, etc.— puede constituir en sí misma el funda- . 


mento de la obligación política. También resulta, igualmente, que esta 
obligación no tiene ningún carácter sagrado o religioso, de modo que 
toda trascendencia, toda autoridad exterior a la actividad deben ser recu- 
sadas. La obligación política procede enteramente del actuar común, ex- 
trae toda su fuerza del compromiso práctico que vincula a todos aquellos 


que han elaborado juntos reglas de su actividad y sólo es válida respecto - 


a los coparticipantes de una misma actividad. 


4) Así entendido, lo común no puede ser un objeto, al menos en el senti- 
do de aquello alo que se dirige el deseo o la voluntad, dado que es previo 
a toda objetivación, tampoco es aquella cualidad por la que un objeto es 
percibido como deseable. No es, pues, un fin al que se tiende o que se 
busca: hay que impedir que se confunda lo común con lo que se puede 
llamar el «bien común». El bien común designa en filosofía política lo 


27. El que los griegos llamaban ho boulomenos, es decir, el «primer legado», pero en 
el sentido de «cualquiera que quiera adelantarse y hacer una propuesta» (véase B. Manin, 
Principes du gouvernement représentatif, Champs, Flammarion, París, 1996, pág. 29). 

28. La expresión inglesa evidence based medicine: literalmente «medicina basada en 
datos probatorios». Otra expresión, evidence based policy, hoy en día bastante extendida, se 
deriva de la primera. 
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que se debe buscar y determinar conjuntamente; se confunde con lo 
justo en cuanto coincide con el beneficio común al que debe dirigirse la 
deliberación colectiva.” Así, es lo deseable por excelencia. Esto no signi- 
fica que una sociedad, sea la que sea, pueda dispensarse de determinar el 
contenido del bien común, significa tan sólo que este bien debe ser siemn- 
pre determinado en común: lo común es entonces el principio que hace 
que se busque ese objeto que es el bien común, ya que para dirigirse a él 


y para buscarlo verdaderamente, es antes necesario participar en una ac- 
tividad de deliberación común, Así se verifica que es lo común lo prime- 
ro y no el bien común. 


5) No siendo un objeto, el común tampoco es una cosa (res) ni es una 
propiedad ó una característica de una cosa que constituiría su esencia. En 
consecuencia, no se confundirá el común con lo que es común de hecho 
en razón de tal o cual propiedad inherente a su naturaleza: por ejemplo, 
la luz o el aire son, innegablemente, «comunes», sin por ello correspon- 
der al dominio del común. Tampoge hay que confundirlo con lo que es 
común en derecho y que puede ser tanto una cosa material (la aguas de 
altamar, los espacios calificados como patrimonio común de la humani- 
dad, etc.) como una cosa inmaterial (las ideas, las informaciones relativas 
al mundo real, los descubrimientos científicos, las obras del espíritu de 
" dominio público). La categoría jurídica de «cosa común» (res communis) 
- separa las cosas de la actividad, mientras que sólo por la actividad las cosas 
pueden ser verdaderamente hechas comunes. Esta categoría, en conse- 
' cuencia, debe ser abandonada. 


6) Por el contrario, nos autorizaremos a hablar de loss comunes para desig- 
;nar, no aquello que es común, sino aquello que es tomado a Cargo por 
'una actividad de puesta en común, esto es, lo que por ella es convertido 
“en común. Ningúña cosa es común en sí o por naturaleza, sólo las prác- 
“ticas colectivas deciden en última instancia en cuanto al carácter común 
de una cosa o de un conjunto de cosas. Así, hay comunes de especies 
muy diversas en función del tipo de actividad de los actores que las ins- 


29. Recordemos una vez más la fórmula de Aristóteles: puesto que el fin es un bien 
y el mayor bien reside en la facultad política, y puesto que «lo justo es el bien político, a 
saber, el beneficio común», entonces, «hay que buscar aquello que es lo justo» (Les Poli- 
tiques, op. cit., pág. 246. Trad. cast.: Política, Espasa Libros, Barcelona, 2001). 
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tituyen y se dedican a mantenerlas y a hacerlas vivir (comunes fluviales, 
comunes forestales, comunes de producción, comunes de semillas, co- 
munes de conocimiento, etc.). La naturaleza y las propiedades de la cosa 
tomada a cargo no son, por supuesto, indiferentes al tipo de actividad, 
pero es en cada caso la actividad misma la que «comuniza» la cosa inscri- 
biéndola en un espacio institucional mediante la producción de reglas 
específicas relativas al hecho y al modo de tomarla a cargo. 


7) Lo común es ante todo un asunto de institución y de gobierno. Hablando 
hasta ahora de la institución del común, lo hemos entendido en general 
como objeto del acto de instituir, no como principio: porque si bien 
lo común como principio no tiene que ser instituido, sino sólo ser reco- 
nocido intelectualmente y de un modo práctico, todos los comunes deben 


serlo. Cada común debe ser instituido mediante una práctica que abre 


cierto espacio definiendo las reglas de su funcionamiento. Esta institu- 
ción debe ser proseguida más allá del acto mediante el cual un común 
es creado. Y debe ser sostenido a lo largo del tiempo mediante una prác- 
tica que debe autorizarse a modificar las reglas que ella misma ha estable- 
cido. "Tal práctica es lo que llamamos la «praxis instituyente». La praxis 
instituyente no es nada semejante a la «gestión», en el sentido de una Ad- 
ministración privada de todo poder de decisión. La ilusión gestionaria es 
en realidad solidaria de una concepción naturalista de lo común: si se 
inscribe lo común en la naturaleza y las propiedades de las cosas, su reco- 


nocimiento podría ser objeto de un consenso más allá del conflicto de los ' 
intereses sociales. A diferencia de la «gestión», el «gobierno» toma a su ' 


cargo los conflictos y busca el modo de superarlos mediante una decisión 
que concierne a las reglas. La praxis instituyente es, pues, una práctica de 
gobierno « de los comunes a través de los conflictos que les dan vida. 

8) Como principio político, el común tiene vocación de prevalecer tan- 
to en la esfera social como en la esfera política pública. No se trata, por 
lo tanto, de limitar por adelantado su primacía en esta última esfera aban- 
donando toda la esfera de la producción y de los intercambios a la guerra 
de los intereses privados o al monopolio del Estado. Pero,-debido a su 
carácter de principio político, el común tampoco constituye un nuevo 
«modo de producción», ni un «tercero» que se interponga entre el mer- 
cado y el Estado para formar un tercer sector de la economía junto a lo 
privado y lo público. Al no implicar la primacía del común la supresión 


- 
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: de la propiedad privada, a fortiori no impone la supresión del mercado. Lo 


que impone, por el contrario, es su subordinación a los comunes y, en 
este sentido, la limitación del derecho de propiedad y del mercado, no 


simplemente sustrayendo ciertas cosas del intercambio comercial para 
reservarlas al uso común, sino suprimiendo el derecho de abusar (ius abu- 
tendi), en virtud del cual una cosa queda enteramente librada a la volun- 
tad egoísta de su propietario. 


9) Si el común es un principio político transversal a las dos esferas, y si los 


comunes son los espacios institucionales abiertos por cierto tipo de activi- 
dad relativa a ciertas cosas, sea cual sea su género, es porque hay comunes 
políticos tanto como comunes sociales. Los comunes políticos se hacen 
cargo de la «cosa pública» a sus distintos niveles, de.Jolocal a lo mundial, 
pasando por lo nacional. La esfera social- económica*está organizada 
a partir del único criterio de la extensión de la actividad social de acuerdo 
con una lógica federativa. La esfera política pública se organiza sobre una 
base estrictamente territorial a travks..de una gradación de los escalones 


según una lógica igualmente federativa. El municipio (comuna) constituye . 


la forma elemental del autogobierno en la esfera propiamente política y 
es, en este sentido, el común. político de base. Queda, pues, excluido per- 


, petuar el modelo del Estado-nación unitario y centralizado, sometido al 


" principio de soberanía. El pri 


cipio político del común traza así los con- 


tornos de una doble federación: federación c de los comunes sociales=eco- 
nómicos “constituidos sobre. una base socioprofesional, federación de los 


comunes políticos constituidos sobre una base territorial. Se constituye 
de esté modo una democracia de los comunes. 


10) Como principio, lo común define una norma de inapropiabilidad. 
Impone, en efecto, refundar todas las relaciones sociales a partir de esta 
norma: lo inapropiable no es lo que no es posible apropiarse, esto es, aque- 


+ lo cuya apropiación es imposible de hecho, sino aquello de lo que no hay 


que apropiarse, es decir, que no está permitido apropiárselo, porque debe 


: ser reservado al uso común. Corresponde entonces a la práctica institu- 


yente determinar qué es inapropiable. Se podrá objetar que lo qué es 
inapropiable no puede ser objeto de una institución y que sólo tiene que 
ser reconocido como lo inapropiable que es: querer instituirlo sería ha- 
cerlo depender del acto de uno o de varios sujetos y, en consecuencia, 
apropiárselo. Esto es olvidar, de entrada, que el sujeto colectivo es pro- 
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ducido por el acto común de la institución en lugar de precederlo. Es ' 
olvidar también, y sobretodo, que hay una diferencia esencial entre dos 
tipos de apropiación: la apropiación-pertenencia, por la que una cosa llega 
a ser objeto de propiedad, y la apropiación-destino, por la que algo es 
adecuado a cierto fin —la satisfacción de necesidades sociales—. Instituir 
lo inapropiable es sustraer algo a la apropiación-pertenencia para mejor : 
realizar la apropiación- -destino, es en suma impedirse apropiárselo, para 
así poder adecuarlo mejor a su destino social —por ejemplo, la tierra o 
las necesidades de alimento—. Es regular su uso sin hacerse su propietario, es 
decir, sin otorgarse el poder de disponer de ello como su amo. Por este 
motivo, aun comprendiendo que se pueda seguir hablando de «bienes 
comunes» como consigna de reagrupamiento en el combate, preferire- 
mos por nuestra parte abstenernos de hablar de «bienes»: no hay «bienes 
comunes»; sólo hay comunes que instituir. o 
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